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I N T R O D U C C I O N
”Es dificil de dficir lo que es "juste" hic et —  
nunc. Pero todo el munde exige que impere "la justicia"- 
en la relacidn de les Membres entre sî y, especiaImente, 
en el orden de la comunidad, y ne que domine la "arbitr_a 
riedad" o el humor de un indiyiduo, el preveche del fuer- 
te o la fuerza bruta".- Karl Larenz (i960)
En una etapa de la histeria de la humanidaU, en
que la mayoria de les valeres, si ne estân ya en la cri­
sis del olvido; estan siende al menas sometides a una 
révision profunda, no pedia el valor jurldico escapaO. mj^  
lagrosamente a este preceso crltice general. En este sejn 
tido, considérâmes importante esclarecer, ya desde la -- 
misma Introduccidn de esta tésis, des ideas fondamentales 
para la correcte comprensidn de lo que lue go va a seguir.
En primer lugar, admitimes la existencia de valeres aprebajg 
didos y reconecides per el Membre; pere ademâs, en segun- 
do lugar, creemes que estes valeres ne son pures idéalis­
mes sino que, per el contrarie, participan de un realis--
mo que nos lleva a buscar siempre una existencia ijustifi- 
cada para cualquier "al go", exigiôndele una "validez" 
atribuible ûnicamente a su condicidn de "ser ". Ese "al go " 
lo conc r eti zamos hoy en una institucidn del Derecho tribjj
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tario; las evaluaciones globales. Delimiter el campo de 
su estudio es nuestro objeto en esta Introduccidn.
En el anâlisis de toda institucidn hay siempre- 
que distinguir dos pianos claramente diferenciados. El - 
primero de ellos -por lo menos en un orden Idgico- se -- 
centra en el estudio del mundo extrainstitucional, en el 
conocimiento de los elementos relacionados con el objeto 
concrete del estudio pero que no constituyen todavia la 
materialidad misma de la institucidn. Estâmes ante la vi_r 
tualidad de unos motives y las consecuencBS cjue de esos- 
motivos pueden derivarse siempre en el âmbito extrainsti 
tucional. Entre medio de ellos encontramos el segundo -- 
piano de conocimiento cuyo objeto si es ya el mundo de la 
institucidn, fundamentada en unos motivos, en uns princi_ 
pics y en un process de nacirniento, y dirigida a produ-- 
cir unos determinados efectos en la parcela de la reali­
dad a la que estd destinada. Naturalmente la distincidn- 
hecha es a nivel puramente conceptual y Idgico, pero dtil 
y necesaria para llegar a conocer el grado de operativi- 
dad de les motivos respecto a los fines, a travds de una 
institucidn determinada.
El trabajo que ahora nos toca emprender no pue- 
de sustraerse a este esquema trazado, Asi, nos referimos
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en primer lugar, a la esfera extrainstitucional, para -- 
pasar luego a analizar el campo concreto de la institu-- 
cidn.
Respecto al primero, el campo de los condicio-- 
namientos causales nos encontramos con diferentes niveles 
de relacidn y distintos puntos de referenda que es nec_e 
sario distinguir:
a) Es indudable que la ordenacidn jurîdica de - 
la vida social serâ muy diversa y adoptarâ formas hctero_ 
géneas de realizacidn de los valores -e incluse de lo -- 
que por valor deba. entenderse- dependiendo en cada momen 
te de la sociedad que los origine. Censecuentemente, ca­
da sociedad tendra sus valor es-guias que la llevarân a - 
actuar de un modo determinado, plasmândose estos valores 
en los principios juridico-pdblicos que fundamentan al - 
Estado como per sonificaciôn jurîdica de esa sociedad, El 
fin del Derecho, en su aspecto immediate e instrumental, 
como senala el profesor De Castro es "realizar prâctica- 
mente el ideal de vida de la direcciôn polîtica del Esta 
do". Tenemos, asî, una primera relacidn extrainstitucio- 
nal por la que la institucidn queda vinculada al esquema 
jurîdico-pdblico del Estàdo o de la organizacidn polîti­
ca en la que aparece.
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b) Dentro da la mds extricta Idgica no podemos- 
dejar de tener presente que una institucidn se debe tam- 
bien a los principios que informan de modo exclusive el 
campo en que ha nacido. En la esfera jurIdico-tributaria, 
en la que esta tésis se va a desarrollar, es por lo tan- 
to évidente que una institucidn de Derecho tribu tario, - 
como son las evaluaciones globales, debe ajus tarse a los 
ppincipios que la dogmética tribu taria establece como ne_ 
cesarios para configurer cualqdera de sus partes y res-- 
ponder del mismo modo a las exigencies que de ellos se - 
der iven.
c) Un tercer punto de referenda lo encontramos 
y a mucho mâs cercano a la institucidn, pero sin embargo- 
todavla fuera de ella. Son los motivos concretes de una 
institucidn y el mdvil que llevfli a su establecimiento en 
lugar de desembocar en otra institucidn diferente. Estas 
razones que forman su fundamento mas inmediato nos plan- 
tean una importante cuestidh. Nos referimos al hecho de­
que las causas, cualesquiera que sean, van a dar nacimien 
to a un instituto precisamente jurldico. Pero el orden - 
jurldico es un instrumente esenciaimente lleno de conte- 
nido, siendo en ese contenido en el que debemos fijar la 
atencidn para ver con lucidez si una determinada realidad 
o esfera de la vida social, al ser recogida por la ley -
SG ve 0 no realmento convertida en realidad jurîdicamen- 
te regulada por el contenido que el Derecho es,junto a - 
su aspecto formal,La posibilidad consistiria en que ostajn 
do sometido el Derecho a imperatives extrajurIdicos, en 
nuestro case OJos politicos, quedase abierto el portillo- 
para que el Derecho sea juego e instrumente meramente -- 
formal de otros imperatives, principalmente del econdmi- 
co.
La segunda esfera a la que nuestro estudio va - 
dirigido es, como ya antes dijimos, la institucidn en cojn 
creto. Se trata de reconocer, a travds de la investiga—  
cidn y anâlisis doctrinal, regulacidn legal y tratamien- 
to jurisprudencia1, la operatividad que tuvieron todo el 
cuadro de causas senaladas ant er i or ment e en la. funcidn - 
a desempenar por la tlpica institucidn que las encarnd.- 
R econocimien to que sdlo es posible por el anâlisis tdeni. 
CO y sistemâtico de los diverses elementos que integran- 
e1 desarrollo y funcionamiento de la iestitucidn.
El orden de exposicidn que vamos a utilizar en 
este sentido es el siguiente. Primero, el encuadre de las 
evaluaciones globales dentro de la dinâmica del tributo- 
viendo cuâles de sus mementos se arrogan. La naturaleza 
jurîdica de la evaluacidn global necesita ser deslindada
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hacia fuera, de todas aqudllas soluciones sustitutivas o 
subsidiarias de lo que la evaluacidn global no sea capaz 
do lograr, y , hacia dentro, en las diversas fases por las 
que transcurre con las distintas categorias de actes que 
se dan en relacidn a cada una de ellas, Segundo, el estu 
dio de la colaboracidn social como base del nuevo siste- 
ma, lo cual nos llevarâ a plantearnos el fundamento poli­
tico o juridico de la colaboracidn, las juntas mixtes de 
funcionarios y contribuyentes como instrumente a través- 
del cual se organize y el tipo de relacidn jurid ica que 
ella supone entre los distintos sujetos que intervienen. 
Tercero, el proceso histôrico de las inclusiones y exclu 
siones del sistema, y de rnanera esencial las segundas -- 
con los criterios para llevarlas a efecto, las clasificat 
clones de los sujetos que comportan dichos criterios y - 
el régimen jurldico que las regulan. Cuarto, el tema de 
los jurados tributarios que ha sido incluido dentro del- 
tema mâs general de la seguridad jur id ica y en el que po- 
nemos de manifiesto los problemas en orden a las de ci si o_ 
nés en conciencia y a la clâusula general.
Antes de finalizar esta Introduccidn un término 
tiene que quedar aclarado: el trabajo que emprendemos es 
el estudio de las evaluaciones globales como objeto de una 
Tésis, Creemos importante dejar bien sentada esta afirm_a
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ciôn por cuanto podria pensarse que on lugar de a una Té_ 
sis nuestra in ves t igaci ân responds , en mayor medida, a —  
una hipdtesis, Aquélla la define Julio Casares como "co_n 
clusidn, proposicidn que se mantiene con razonamientoo", 
mientras que ésta se ve caracterizada por el mismo au tor 
como "suposicidn que se hace para sacar de ella una con- 
secueocia". Y ciertamente nosotros no pertendemos hacer 
suposicién alguna, sino, por el contrario, hacer una sé­
rié sucesiva de razonamientes que sostengan la conclusion. 
Ahora bien, esta conclusion a la que hemos llegado no va_ 
mos a dejarlâ para las Oltimas pâginas sino que la situ_a 
mes al principle y como eje de todos los razonamisntos - 
que la mantienen. Se trata de un proceso de "désmitifica- 
ci0n" en el que el mito son las evaluaciones globales en 
su primera configuraciOn fundamentaImente, la conclusion 
es que las evaluaciones globales son una instituciOn efl 
mera que desaparece, y el proceso son los razonamientos- 
que en las pâginas siguientes vienen expuestos. Es decir, 
en base a un anâlisis doctrinal, legal y jurisprudencial, 
veremos que las evaluaciones globales no guardan las viri 
culaciones jurîdicas antes senaladas y que por ello la - 
brevedad de la instituciOn se hace manifiesta en dos ve_r 
tientes! la caducidad intrinseca de la instituciOn y la 
progresiva desapariciOn en el marco del ordenamiento go- 
sitivo.
c A p I  T U L 0 P R I E R 0
CAPITULO I.— Una inatituciôn de derecho tributario* las evaluaciones 
globales.-
Emprendemos en este primer capitule el enfoque general — 
de las evaluaciones globales consideradas estas como instituciôn de 
Derecho tributario y siguiendo el esquema de referenda trazado en 
la parte introduotoria. Asl, este Capltulo va a dividirse en dos p œ  
tes, referidas, respectivamente, a dos aspectos fundamentales para la 
oomprensiôn de cualquier Viorma que cree o régula un instituto jurîd^ 
co. Por un lado, debemos considerar la norma en su consideraciÔn in 
trinseca, analizada segdn la interpretaoiôn que supone su proceso —  
de validez jurîdica, tomando este punto de vista como criterio meto- 
dolôgico de la Tesis. Por otro, se trata de verila vinculaciôn del - 
precepto con los principios jurldicos-pdblicos en donde se nemarca — 
su nacirniento, siendo ello una interpretaciôn histÔrica de la norma.
a ) El proceso de validez jurîdica de las normas.Cuestio- 
nés metodolÔgicas.
El estudio y el conocimiento de las evaluaciones globales 
nos es posible alcanzarlo en cuanto las encontramos como institu— —  
ciôn que forma parte intégrante de un cuadro global dà instituciones 
que cierran y aootan la realidad social desde la perspective, tributa 
ria. Las evaluaciones globales pertenecen a la estruotura del ordena 
miento jurldico él estar dentro de los esquemas del Derecho tributa­
rio. Y esta visiôn de la instituciôn nos la pone al mismo tiempo en 
relaciôn con dos problemas importantes con los que se enfrenta un —  
anâlisis jurldico* la integraciôn concreta de la instituciôn en el — 
Derecho tributario, y su aituaciÔn dentro del sistema.
"La primera consecuencia de la promulgaciôn de una norma
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tributaria -afirma Cortôs Dominguez- es que oiertas relaciones sooia 
les, oiertOB hechos, antes indiferentes para el Derecho o mâs ooncM 
tamente para el Derecho tributario, dejan de serlot se colorean de - 
juridicidad, entran a formar parte del mundo juridico, de la reali—  
dad jurîdica" (l)« Por lo tan to creemos que es importante plantearnos 
esta cuestiôn porque intenta responder a très preguntasf 1^ . Por quâ 
llega a existir una determinada instituciôn jurîdica; Por qué se con 
vierte en Derecho una realidad pBejurîdica; guô proceso tiene que —  
darse para que algo llegue a ser Derecho. Como es notorio, hablamos— 
siempre de "llegar a ser", "llegar a existir", "convertirse", "prooe 
so", con lo cual queremos significar que lo que nos interesa es con^ 
cer, ahora, no lo que sea Derecho y pertenezca ya al marco positivo- 
sino el devenir de algo al campo del Derecho. 2&. La segunda pregun^ 
ta es el oÔmo ha llegado a formarse una determinada Instituciôn enr—  
camada en una Ley Jurîdica (no flsioa, econÔmica o artlstica). 3*#- 
La tercera, finalmente, es el enfoque estatico del Sistema desde un 
punto de vista de su aspecto lôgico formai desde el cual ver la es—  
tiTuctura dél ordenamiento jurldico como sistema normative. En nues—  
tro caso, se tratarâ de caracterizar el "Sistema de Derecho Tributa­
rie espanol", viendo naturalmente oual es el criterio directive que 
lo preside y el impulse que ha hecho integrar en ese sistema a las — 
evaluaciones globales.
l) Aspecto material y lôgico-formal del orden jurldico.-
Procediendo con orden a plantear y contestar a cada una 
de estas ouestiones nos encontramos centrados en torno a la cuestiÔn 
fundamental de la existencia del "Orden Jurldico", en cuanto se ham- 
lia formado no sôlo, en un aspecto material, de principios y precep- 
tos de ordenaoiôn de la vida social desde el punto de vista de la —  
justicia, sino tambiôn, en su aspecto lôgico-foraal del sistema es—
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tructiaral que constituye y estruotura el ordenamiento jurldico posit^ 
vo como sistema normativo* Antes, con todo, debemos llamar la aten—  
oiôn de nuevo sobre una diferenoia esencial entre dos conceptos funm 
damentales para la comprensiôn de lo que queremos expresar. Nos ref^ 
rimes a la diferenoia entre lus y Lex p^esta de manifiesto por NA—  
WXASKT ya en el prôlogo a la segunda ediciôn de su "Teorla General - 
del Derecho" (2) cuando dice que "las palabras de la Ley son dnioamen 
te los primeros datos para averiguar el Intimo sentido de las normas 
jurîdicas# Dicho de otro modo las Leyes no son normas jurîdicas sino 
fuentes del Derecho, de las que solamente hay que deducir las normas 
jurîdicas; el Derecho precede a las Leyes, lo mismo que la naturale­
za intrinseca de un objeto a sus modos de manifestarse" (3). Asl —  
pues el ordenamiento jurldico esté constituldo por Leyes y por nor­
mes consuetudinarias (4) pero en cuanto son manifestaoiones del lus, 
del Derecho.
Ese lus es el punto interesante desde nuestra pespectiva 
por cuanto en el se nos plantean dos ouestiones. La primera es lo —  
que para RADBHUCH (5) constituye la "idea del Derecho" es deeir la - 
justicia en sentido estrioto, la justicia del legislador y por tanto 
anterior y superior a la Ley, al ordenamiento positive creado por —  
este legislador. La segunda cuestiÔn, ya mâs cercana a los problemas 
de la validez, puede establecerse en tÔrminos de conflictos que en­
tre orden jurldico y ordenamiento jurldico se da. La perenne oscilam- 
ciÔn en la Teoria General del Derecho entre un polo formla y otro %  
terial llevÔ al formalisme jurldico al punto final del concepts de - 
ordenamiento jurldico (6); la separaciÔn entre la significaciôn pura 
mente Ôtica del derecho natural y la puramente formaliste del Dere—  
oho positive llevaba impllcita una lucha irréductible entre axiolo—
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logia y ontologla. Una soluolôn fuô propuesta por Carl Sohmitt al 
blear del "Orden Jurldioo Conoreto" como contlnuidad ontolôglca entre 
ambos puntos, pero el mismo Schmitt no pudo ezplicar mâs allâ al no 
saber si las normas de este orden son expresiôn de exigencies Ôticas 
o de exigencies sooiolôgicas 4# una determinada sociedad en un espa- 
cio y tiempo concretos. Radbruch por su parte (7) plantea la dialâo- 
tica entre estos dos polos, claramente desde el punto de vista de la 
"validez del Derecho", es decir de su obiigatoriedad; y no pareoiên- 
dole posible fundamentar la validez de lo que deba ser obligatorio — 
ni en la Ley positiva ("justificar la validez de una norma jurîdica^ . 
remitiândose a otras cada vez mâs al tas ") ni en base a hechos (bien 
el "poder" bien el "reconocimiento" ) no duda en hacer una reelabora^ 
ciôn dé su formalismo relativista sometiândolo ("sublimaciôn lôgicâ*) 
a condiciones impuestas por la lÔgica material de los principios de 
justicia, ooneotândolo, por lo tanto, con contenidos valorativos. Y 
ello hasta llegar a deoir que, "la idea del Derecho puede privar de 
validez al Derecho positivo". Como se ve,estamos siempre sobre el mdg 
mo esquema; la idea del Derecho, la justicia, estâ por encima de la^ 
legalidad positiva. Y ello hasta el punto de darse lo que Truyol lia 
ma "lusnaturalismo revolucionario" (8) al plantear los efectos de —  
este tipo que el Derecho natural puede tener sobre el Derecho poslM 
vo en su relaciÔn histôrica, por el que "las revoluciones se hacen - 
en nombre de una legal idad superior a la legal idad positiva" (9)#
Por validez jurîdica entendemos aquélla fuerza y dinami^ 
mo intemo en virtud de los cuales el Derecho se integra en un con—  
junto de normas, cumpliendo su funciôn ordenadora de la vida social. 
Es, como se ve, un concepto de enfoque deontolôgico cuyo punto de —  
origen esta en esa fuerza o dinamismo intemo que es, en definitiva.
'T VvïM 'lTr : t' 'g : T - "" • \
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quién justifloa la validez. Esta, por tanto, puede estar justificada 
en la justicia o en la legalidad segôn lo dicho anteriormente, lo —  
oual lleva a considerar que el problema de la validez jurîdica, de 4 
la obi igator iedad de una norma, la fuerza para realizarse en el o2>—  
den social se resuelva con dos procesos. Uho, es la tensiÔn entre —  
factores idéales y reales o empîricos. Otro, la incorporaciôn, par—  
tiendo de la tensiôn anterior, de ordenes prejurîdicos al orden del- 
Derecho y a su positivaciôn en Lez.
Estas dos ouestiones tienen un engarce lôgico en cuanto- 
la tensiôn ideal-real que se da en él proceso de validez jurîdica de 
las normas, impiica que la justificaciÔn de que algo se intégré como- 
norma no es unilateral, bien en la justicia o bien en el empirisme,— 
sino que por el contrario, ônicamente si cuenta con la conjunciôn de 
los dos polos podemos llegar a determiner lo que sea Dereoho positi­
vo y por lo tanto vâlido respecto a la idea del mismo. Este proceso, 
el desarrollo de los dos oofactores, asî entendido,nos lleva a dese- 
char la idea de legalidad como criterio especîfico de la validez jUf- 
rîdica (lO)s y a admitir el que la nota de positividad del Derecho - 
no puede agotarse en el signif icado y las implicaciones de la legalj^  
dad sino que debe tener presents, como justificaoiÔn dltima, el sen­
tido de las condepciones materiales del orden y la validez jurîdica, 
lo cual implicat primero que la validez jurîdica hace referencia a la 
especîfica "normatividad" del Dereoho y segundo que la validez jurî­
dica tiene que integrar supuestos o factores de legalidad prejurîdi— 
COS (empîricos) y de normatividad metajurîdicos (idéales).
Asî, llegamos al final de una de las preguntas que al —  
principio de este apartado nos formulabamost For que llega a existir 
una determinada instituciôn jurîdica; por que una realidad prejurîdd
oa llega a convertirse en Demoho positivo, formando por tanto parte 
de un sistema determinado de Dereoho* T la contestaciôn no puede —  
ser otra, en un planteamiento estriotamente jurldico, como a esta t^ 
sis corresponde que el afirmar el que en la Idea del Derecho existe- 
un proceso integrador de factores idsales y factores reales (de ahl- 
que ambos se comporten como co-factores) en el que los primeros son 
los momentos esenciales que determinan una validez universal, fuera^ 
del espacio y del tiempo (la justicia, el bien comûn, la seguridad — 
jurîdica), y los segundos son las mismas realidades contenidas en un 
derecho positivo en cuanto se realiza en el espacio y en el tiempo - 
y que aparece como ordenaoiôn de la vida social delimitada por estas 
dos coordenadas, pero que por si solo no puede calificar su validez- 
(por el mero hecho de sef Derecho positivo) sino que debe de inte—  
grar a los factores idéales para que ese Dereoho sea vélido y su —  
normatividad espeolficamente jurîdica, dândose, por consiguiente. De 
recho justo, Derecho que pretenda el biem comôn, Derecho que propoi^ 
cione seguridad jurîdica (il).
2) Las esferas prejurîdicas y jurîdicas: punto de vista 
dinâmico.
Ahora bien, si hemos llegado a establecer el que en la — 
Idea de Derecho existe un proceso integrador de factores idéales y — 
factores reales tenemos que plantear, tambiôn, el môtodo por el cual 
este proceso tenga lugar. Hay que determinar de que forma una deter^ 
minada realidad prejurîdica llega a conformarse como Derecho y por — 
tanto ser titular de la especîfica normatividad del mismo.
Con ello habremos vis to el tema de la validez del Derecho 
desde el punto de vista dinâmico, de la construcciÔn (tanto la tarea
T. ' ..
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propia dal legislador oomo la ftmolôn de la jurisprudenoia en el pla 
no de la apllcaciôn) y dnicamente nos restarâ hacer unas oonslderam— 
clones sobre el pxmto de vista estâtico, del sistema, acercéndonos - 
con ello al anâlisis completo del Sistema de Derecho Tributcœio Espa 
nol y sus distintas posibilidades de caracterizaciÔn.
En cuanto al mâtodo del proceso de validez jurldico no — 
debemos perder de vista el que el especîfico orden normative del De­
recho no se encuentra aislado y basado en la autosuficienoia sino t^ 
do lo contrario. Entre Ô1 y el orden plenario de vida social hay una 
relaciôn de fluidez. Ello es tan lÔgioo cuanto que la validez jurldi 
ca no puede desconocer otros ordenes normatives aparté del jurldico- 
(como es el de los uses sociales por ejexxqplo) ya que el proceso de - 
validez Ingplica neoesariamente estos ordenes prejurîdicos para con- 
vertirlos en jurldicos si son portadores de eticidad, como a conti—  
nuaciÔn veremos; al mismo tiempo que una norma puede dejar de tener 
validez y pasar por lo tanto de nuevo a formar parte de un orden de 
legalidad extra^»jurîdica dejsuido el nivel especîfico del Derecho —  
(Hartman). Esto es de suma importancia por cuanto de la relaciôn de 
fluidez entre los distintos ordenes, es decir de las osmosis existen 
te entre los divers os escalones intégrantes del orden universEü. to­
tal, podemos pasar a la consideraciÔn del proceso de validez jurldi- 
ca como un "continuum" que atraviesa por fase heterogôneas y cuyo —  
punto de origen esencial estâ en el dominio de lo ideal y que no es- 
otra 0038 que el aspecto ideal de la justicia prâctica. En esa esfe­
ra ideal se encuentran los fines esmnciales del Derecho y de ella —  
parte un vector que atraviesa distintas esferas heterogôneas demostra 
tivas de las exigencias de la naturaleza humana. Estas fases prèstan
" a # .  ^
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la materia al Derecho, y la materia son Isis exigencias. Finalmente — 
el vector termina en el campo de los heohos, en la eÿperiencia de la 
vida social, con lo cual el Derecho adquiere dimensiôn de efeotivi—  
dad y en ese orden existencial de espacio y tiempo (punto en donde — 
se confunden los co-factores reales e idéales del proceso de validez) 
se hace vigente. Ahora bien, este ejemplo del vector originado en —— 
el mundo ideal y destinado al real puede llevar a la creencia, y a - 
la confusiôn, de ver los co-factores como elementos separados y su­
ces ivos. Nada mâs lejos de ello ya quejla esencial uniÔn entre ambos 
se basa toda nuestra argumentaciÔn.
Lo que si es claro es que nosotros lo dnico que podemos- 
percibir por nuestros sentidos es la "Ley" y que ésta, como antes dd 
jimos citando a Nawiasky, no es sino un "primer dato" a través del - 
cual lleggar al sentido de las normas, del lus, Estamos condiciona^ 
dos por la exclusividad de conocimiento de las "oosas" y en esas co- 
sas, datos eoqplricos, reales, estâ o no estâ el elemento ideal.
Aclarado esto, tenemos que el Derecho es vigente pero la 
validez serâ mâs deficients a medida que la realidad se séparé del - 
factor ideal, a medida que el vector deje de pasar por una de las —  
fases no jurîdicas. De ahî la explicaoiôn de fonde: El Derecho posi­
tive estarâ vigente pero puede no ser vâlido si no tiene carâcter —  
normative, en cuanto materializaciÔn de la idea del Derecho que debe 
de elevarse valorativa e impérativemente sobre el resto de la reali­
dad ya que, como dice K.Larenz "no todo orden real es un orden jurl­
dico... El Derecho se diferenoia de ellos (de los otros ordenes rea^ 
les, los usos vividos, la moral, las convenciones sociales, etc) so­
bre todo, por su especial relaciôn de sentido a la justicia como —
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principio fundamental inherente al espîritu humano para toda comrli—  
vencia humauia (12), y por lo tanto nos podemos encontrar con que, em 
pleando las palabras de G.Radbruch, "cuando ni siquiera se pretenda^ 
hacer justicia, las ordenes que el Estado dé serân emanaciones de su 
poder, pero no verdaderas normas jurîdicas* (13 ). Afin es mâs la posi­
bilidad de conocimiento de nuestros sentidos nos lleva a ver en la — 
Ley un "primer dato", pero es que los ordenes prejurîdicos que pres- 
tan la materia al Dereoho, que près tan sus exigencias, son también - 
para nosotros datos reales primeros. Résumâmes al razonamiento en —  
dos lîneas y unas conclusiones* Lînea a) 1*. El mundo prejurîdico - 
forma parte de lo que hemos llamado orden plenario de la vida social. 
.28. Existe una relaciôn de fluidez entre este orden plenario y el - 
orden especîficamente jurîdico. Lînea b) 1#. En el mundo metajurîdi— 
co ideal nos encontramos los contenidos materiales (justicia, bien - 
comûn, seguridad jurîdice^ 28. Estos valores idéales tienden a real^ 
zarse en las oosas, en los ordenes todavîa no jurîdicos de vida social 
puesto que el vector de idealidad pasa por ello en primer lugar.
Conclusiones: 18. La validez jurîdica evidentemente sup^ 
ne la con^luencia de las dos lîneas anteriores, la fluidez y el con­
tinuum. 28, El cofactor ideal es perceptible ûnicamente en el factor 
real. 3®* Los ordenes prejurîdicos, de la vida social, al pasar a —  
través de ellos el vector original en el mundo ideal pueden prèstar­
ie su contenido, ENCARNANDO, en este caso, contenidos idéales (14)*—
Desde este punto de vista dinâmico del orden jurîdico —  
que estamos considerando hay que hacer una ûltima observaciÔn o apim 
te respecto a los dos pianos que esa dinâmica présenta. Nos referi—  
mos al piano de la construcciÔn del Derecho por un lado y al de su -
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aplioaolôn (constructiva) por otro* Estos son, respectivamente el —  
tema de la legislaciôn y el de la jurisprudeno ia. La relaciôn entre- 
ambos estâ en que el legislador construye en funciÔn de un Sistema,— 
siendo el caminox 18. Sistematizaciôn (positivmciôn) de un determizm 
do principio 28. su admisiôn; por su parte, el Juez lleva una lînea- 
mâs directa basada en la Tôpica y por lo tanto inversa a la de el 1^ 
gisladort 18 Admite un principio reflejado en el caso y 28 sistema—  
tiza en la doctrina jurisprudencial*
3) Al sistema de Derecho: punto de vista estâtico* 
a) Planteamiento*
Vamos cerrando lîneas en el anâlisis de este apartado de 
la Tesis y llegamos ahora al ûltimo punto a considerar el aspecto —  
estâtico del orden jurldico, una vez visto cual es su proceso de vsu- 
lidez, su aspecto dinâmico, nos reconduce a la idea expresada en ûl­
timo lugar en el pârrafo anterior* El Sistema como oonfiguraciôn lô- 
gico-formal (positivizada) de unos determinados contenidos idéales - 
(los principios)* Estamos ya situados en el momento en que el mundo- 
pre-jurldico ha sido insertado en el Sistema de Derecho. Esta asimi- 
laciôn puede dar lugar a un desequilibrio entre esos contenidos idea 
les inherentes a la realidad prejurîdica y la regulaciÔn sistemâtica 
de la construcciÔn como especîfica normatividad del Derecho.
Es évidents que si para Savigny, por ejemplo, era de ma^ 
yor importancia el primero de los elementos en tensiôn, hoy, por —  
obra del positivisme, es el segundo de ellos el que prima. Sin embat 
go, esa tensiôn y ese posible desequilibrio pensâmes que debe ser re 
suelto en atenciôn a los dos elementos puestes en armonia pero dando
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una relcvancia trascendente al primero de olios, a la lôj'ica-onto— 
lÔgica material (15)*
b) El Sistema en Derecho Tributario.
Al onfrentarnos ahora con el problema del Sistema Tribu 
tario en concreto no podemos eludir al caracterizar y définir el —  
criterio directive que lo preside, ni, tarapoco,ver la posible vincu 
laciôn de las evaluaciones globales dentro del mismo.Elle nos pare- 
ce una tarea includible pues, como afirma Cortés Dominguez (l6|; al 
sehalar que no es siempre fdcil discernir sobre la naturaleza de —  
una norma en concreto, "sin embargo —afirma— esta operaciôn lia de - 
intentarse porque en el momento de construir los conceptos y categ_o 
rias jurîdicas del Derecho tributario espanol, 61 interpret^, que - 
no debe operar de espaldas de la realidad positiva, tampoco puede - 
quedar prendido por las moras definiciones del legislador, sobre t_o 
do, en aquéllos en que la definiciÔn legal es contraria a los mand^ 
tos que derivan de la interpretaciôn sistemâtica del ordenamiento - 
tributario*.
Es évidente que el concepto de Sistema lleva implicite - 
la idea de conexiôn, de uniôn en base a funciôn de unos esquemas que 
trascicnden a la materialidad de lo sistematizado.I.a ordenaoiôn 16— 
gico-formal que hace decir a Saînz do Bujanda: "A voces se ha afir— 
mado que, en sentido estricto no tione realidad lo que se denomina- 
Sistema Tributario si se entiende por tal que existen ciertos grayâ 
menas que estan juntos y que deben aplicarse como partes o olemen—  
tos de un todo. Para quiencs piensan asî, cualquier grupo de impuo^ 
tos que se establezcan y apliquen por un determinado poder se deno— 
mina "Sistema Tributario" de la organizaciôn polîtica correspondiente
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sin que para la validez del concepto se invoque ningûn tipo especial 
de conexiôn entre los diverses gravâmenes"# (17)•
Tambiôn es este —la construcciÔn del Sistema- un terreno 
en el que el Derecho tributario ha tenido que luchar fuertemente por 
conseguir su autonomie* Pero todo dependera de lo que por Sistema en 
tendemos para otorgarselo o privarle de Ôl* Desde el campo del Dere­
cho Civil se ha mantenido que la tarea de sistematizaciôn no termina 
al ser agrupadas las reglas de Dereoho en disciplinas especiales, si 
no que debe continuer en el âmbito de cada una de ellas; y aûn oada- 
disoiplina puede dividirse en partes, siempre con arreglo a crite­
rion materiales, poseyendo cada una de esas partes su propio siste­
ma al mismo tiempo (lô)«
No se puede confondir el Sistema con un conglomerado o - 
una yustaposioiôn de figuras tributaries, y por eso, el mismo Sainz- 
de Bujanda advierte enseguida "que la Idea del Sistema tributario —  
aparece fuertemente influida por criterios idéales". ^Qué represezw- 
tan estos criterios idéales? ^Cuales son? Segùn Sainz de Bujanda la 
existencia de dichos criterios hacen que el Sistema sea concebido co^ 
mo meta, oomo aspiraciôn a la que hay que tender, mâs que como expli^  
caciôn teôrica de algo existente* Y al mismo tiempo cita a Baleerio- 
(19) para el cual el "Sistema tributario debe ser productive, elâstj^  
co, compatible con la renta nacional y con las ideas de justicia de 
cada Ôpoca". En estas opiniones tremscritas hay dos ideas que cree—  
mos deben ser matizadast
1@.- Todo Sistema de Derecho, como con junto armÔnico de- 
Leyes, es un "deber ser" pero tambiôn et un "tener que"# Indudable—
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mente es un deber ser, perteneoiente al orden deontolôgico, y que —  
por lo tanto hace referencia al orden ideal* Al decir Ealeerio que - 
el Sistema tributario debe ser compatible con la renta nacional y —  
con las ideas de justicia parece colocar en un piano de igueüLdad am­
bos tÔrminos; sin embargo, nosotros creemos que el sistema tributam- 
rio, como cualquier otro Sistema de Derecho, debe ser no solo compa­
tible sino fiel reflejo Ûnica y exclus ivamente de la idea de justi—  
cia* Ello no quiere decir que la renta nacional sea concepto alejado 
del Sistema Tributario, ni muchos menos* Pero tambiôn hemos afirmado 
que el dereoho es un tener que,perteneoiente al orden neoesario; el 
dereoho es un tener que ser realizado aquello que esta prévisto en - 
las Leyes que lo componen* Y en ese sentido si que puede enfocarse- 
la elastioidad y la produotividad o ser compatible con la renta nap—  
cional, pero todo ello siempre y cuando el sistema de Dereoho tenga^ 
oomo vertebra ideal la justicia, Y es una idea que venimos repitiendo 
con insistencia que esa justicia la encontramos en la realidad de —  
esa produotividad, estabilidad o renta nacional*
28*— La afirmaoiÔn de Sainz de Bujanda, por su parte, en 
foca el Sistema Tributario oomo meta, como aspiraciôn a la que hay — 
que tender, môs que como explicaoiôn teÔrioa de algo existente* S in­
embargo nosotros no logramos entender porquô el Sistema al estar i%^ 
fluido por criterios idéales tiene que ser considerado mâs oomo meta 
que oomo explicaoiôn de lo existente ya que, por las razones expues- 
tas en las pâginas que anteceden, en el sistema se contienen las L ^  
yes que regulan una determinada y concreta realidad social que por — 
sus intrlnsecos contenidos idéales ha pasado a formar parte de la ej^ 
peolfioa normatividad jurîdica*
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Lo que nos mueve a todos los que, desde una perspective — 
jurîdica, enfooamos el estudio del Derecho Tributario es, sin lugar a 
dudas, un afân de pureza metodolÔgica ya que no se puede pretender — 
calidad cientlfica alguna si se carece de dicha pureza. Por la misma 
formaciôn histôrica del Derecho Tributario, originado como mera le—  
gislaciÔn de Hacienda y viÔndose limitada la funciôn cientlfica a —  
escuetos cornentarios de los textes légales y ajustândose, las mâs de 
las veces, a la pura exegetica francesa (20), se le ha pretendido —  
considerar y reducir a un mero orden de realidad. Mâs es évidente —  
que no se trata del mantenimiento del imperio de la Ley sino del im- 
perio del Derecho, de lo que sea justo (21)#
a*) Historicidad.Diverses criterios de racionalidad.
Quien dice Sistema dice orden lôgico, escribe Schmôlders; 
cuando se dice Sistema se habla de una ordenaciÔn lôgica, afirma —  
Cogliolo. La idea bâsioa es comôn a todos. Para el primero, "la sinw 
pie yustaposioiôn de los impuestos vigentes no compone por si sola — 
un conjunto ordenado y lôgico, es decir, un sistema tributario (22).- 
Pero esta afirmaoiÔn tiene que ir mâs alla. "Ordenar un sistema —  
quiere decir coordeziar en sî los conceptos de una cierta disciplina#— 
^Cuâles serân los criterios segûn los cuales ordenar y sistematizar - 
los conceptos jurîdicos? pueden ser muchos y la dificultad esta en - 
la elecciôn" (23). Segûn las distintas caracterîsticas de esta coor- 
dinaciÔn el mismo Schmôlders ha distinguido dos tipos de Sistema —  
(24) "dicha coordinaoiôn -dice— puede ser obra de la acciôn délibéra— 
da del legislador o resultado de la evoluciôn histôrica: En el pri­
mer caso, el Sistema Tributario es racional, politico y teôrico, y —  
en el segundo, histôrico". Distinta es la posiciôn que adopta el pro-
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fesor Pôrez de Ayala, el cual adoptando una postura eclêctica so de­
cide a oonsiderar el Sistema tributario como *'coordinaci6n do princi­
ples teôricos y do factoros histdricoB”* Los segundos estan represent 
tados pop la tensidn bisica entre lo que el Betado necesita ,y lo quo 
la economla puede soportar, mientras quo los principles teôricos tra^ 
tan de efrecor fôrrnulas al legislader para resolver esa tensiôn (2$),
Sainz de Bujanda per su parte recoge la distinciôn forrau 
lada per Schmblders y ante la alternative, entre historicidad o racio— 
nalidad tiene que deoir que "so ha extendido la costumbre do llamar- 
sistem&tioo a aquél conjunto de tributes en el que la cohosiôn y a.rn^  
nia se ha establecido per el legislador apo^ â^ndose en los es quo mas - 
racionales que le ofrecen la ciencia del derecho y de la economla, y 
de nogar, en cambio, el expresado cardcter, a aquéllos otros reperto­
ries de ôxaocionos en los que la minima e indispensable intcgraciôn - 
ha sido obra preferentemente de los avatares histôricos" (26), con - 
lo cual parece querer reivindicar el criterio histôrico para la cens— 
trucciôn del sistema. De todos modes al proponer Schmblders la dis-—  
tinciôn b5sica-7ya que, como veremos, es susceptible do variadas ra- 
mificaciones— aclarô que al opener lo histôrico a lo racional querla 
ünicamente destacar la diferoncia entre los sistemas tributaries pro— 
ducto de la evoluciôn histôrica y los sistoraas products de la teorla, 
sehalando que los primeros a pesar de quo con frocuencia haya logrado 
adaptarse admirablement© al orden social y econômico circundante, —  
contienen contradicciones histôricamente condicionadas en sus efec—  
tes y en las relaciones entre sus elomentos constitutives; del mismo 
modo que los segundos, quizes lÔgicamente mas perfectos, no resisten— 
muchas voces la crîtica de sus premisas generalmente demasiado simpi 
tas (27). Ajite esta raanifestaoiôn del valor racional y la reivin—
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dicaoiÔzi del hietôrioo, el Profesor Sainz de Bujanda califica el Sis 
tema Tributario eapanol^ como "entre los de tipo histôrico con una - 
marcada tendencia hacia la racionalizaciôn^(28)*
Ahora bien, situados dentro del carapo de la racionalidad 
del Sistema, (29) su ceiraoterizaciôn y la determinaciôn de los prity- 
cipioB inspiradores es algo m£s compleja por cuanto, y aunque sea —  
desde un solo aspecto, el econômico, como senala Schmôlders "no ezi^ 
te un solo Sistema tributario racional, sino que caben tantos cuan^ 
tos son los posibles oriterios de ordenaciôn econômica (30). Sainz - 
de Bujanda, por su parte, da dos pasos mâs. Los principios inspiradjo 
res de un Sistema tributario, concebido esencialmente como producto- 
del raciocinio, han de fundarse en oriterios de politics econômica.— 
Pero es indudable que estes oriterios se haoen eoo a su vez, de 1as- 
grandes ideas reotoras de la vida politics, incorporadas al Derecho- 
oonstitucional de cada pueblo (31)# Como es claramente perceptible — 
los dos pasos sont lo. El relflejo que en la politics econômica tie— 
nen las ideas de la vida politics; 2& la vinculaciôn de los esquemas 
politicos a la forma jurldica constitueional. Faso a paso se nos va 
haciendo luz sobre el que la posibilidad de racionalidad de un Sist£ 
ma Tributario es multipleo
Los Sistemas "racionales" se distinguen de los "histôri- 
cos" porque estan preoididos por una idea directriz m£s o menos coxm 
oientes que es la Fiscal; y por tal se entiende, desde un punto de - 
vista de la Cienoia delà Hacienda, la persecuciôn de la explotaciôn- 
optima (no mâzima) de las fuentes impositivas, renta y patrimonio —  
(32). Con ello estamos ante una racionalidad estrictamente econômica,
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pero no podemos quedarnos en ella ni en la eleociôn ante una alterna 
tiva entre racionalidad econômica o jurldica.
Recientemonte, algûn sector de la doctrina (33) ha prcy—  
puesto una teoria de oriterios de racionalidad material para el peiv 
feccionamiento del Sistema tributario, tomando el camino de considé­
rer una gama muy amplis, heterogÔnea y algo a cientlf ica de cri te—  
rios. Se afirma qué, quierase o no, la racionalidad socio politics,- 
econômica, financiers, administrative, sicolôgica, histôrica, jurld^ 
ca tienen que formar parte del modèle teôrico (34)# Raturaimente, el 
criterio que de entre todos los enunciados présenta interôs para no- 
sotros es el jurldico. "Todos los oriterios de racionalidad enuncia­
dos -dice el citado autor Guijarro Arrizabalaga (35) penetran en el 
contenido formai del Sistema tributario. Pero este ha de plasmarse ju 
rldicamente. Esta es uns perspectiva importante y fundamental en un- 
Estado de Dereoho, y hay que acertar a alcanzar que el Sistema Fis­
cal sea el optimo viable tambiôn desde el punto de vista de su raci^ 
nalidad jurldica, en conexiôn con los restantes oriterios de racioim 
lidad". Nos parece correcte el enfoque de que los oriterios de raci^ 
nalidad jurldica sean fundamehitsles en un Estado de Derechoo (36), — 
pero de las palabras transcritas parece translucirse una subordina—  
ciÔn, precisamente de cardcter material, de los oriterios de raciorm 
lidad jurldica al considerar al Derecho como instrumente incapaz, o 
mejor dicho, cuya funciôn no es aportar contenido sustancial alguno.
Esbozsdo todo este panorama, debemos recordar de nuevo — 
que nosotros hablamos caraoterizado el Sistema tributario espanol —  
-siguiendo s Sainz de Bujanda^ - como los de tipo histôrico pero con - 
uns marcada tendencia a la racionalizaciôn. Pero si demos trac iôn evi
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dente de este prooeso (37) son los predmbulos o las ezposiciones dé­
motive de las Leyes tributarias, reveladoras del transfondo ideolÔgi 
co de los teztos positives, o, si se prefiere del oonjunto de elemen 
tos teôricos que han decidido la configuraciôn de las normas, no se 
puede olvidar la distancia que a veces sépara los propôsitos enunci^ 
dos en la parte expositive del contenido de los préceptes incorpora- 
dos a la parte dispositiva (38)# Y las raaones por las cuales esta — 
distancia se da pueden setr bien por dificultades de tipo técnico o — 
bien por el deseo de sustraer al textollegal la configuraciôn comply 
ta de los elementos sustanciales de la relaciôn jurldica tributaria, 
confiando esa misiÔn a normas sin range de Ley o a simples "crito-—  
rios" de la AdministraciÔn # Pero esta marcada tendencia a la raCijo 
nalidad ouando se ve desvirtuada, en los elementos sustanciales, por 
los "oriterios" de la administraoiôn, ya nos da un indioio de que la 
racionalidad puede que oiertamente exista pero con abandono de los — 
oriterios jurldicos, de los oriterios de Derecho* Hay que hacer nec­
tar, no obstante, que el mismo Sainz de Bujanda siempre fiel a los — 
postulados de un método jurldico, reconoce y admite, como dijimos, — 
una fundamentaciôn racional del Sistema en oriterios de politics ##- 
econômica, lo cual es senal clara de que por pureza metodolÔgica no 
se debe negar lo évidente, Pero esta afirmaciôn sobre la existència^ 
de oaracterlstioas no jurldicas hay que completarla con otra afirma­
ciôn ulteriorI "Su presencia -dice- habrô de buscarse en el ordena—  
miento jurldioo-financiero, iiaunque algunos de ellos encuentren su - 
fundamentaciôn teôrica en disciplinas extrajurldicas'(39)# Es decir, 
que, en definitive, el Derecho positivo tiene que contener estos cr^ 
terios aunque su basamento este fuera del Derecho, porque su misma — 
estructuraciÔn como tal Derecho positivo le aporta ya un contenido - 
jurldico muy concreto y determinado*
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Flnalmente, tenemos que manifestar que nuestra opiniôn — 
sobre la racionalidad o historicidad del Sistema abarca no solo al — 
campo del Derecho Tributario Material sino tambiôn al dmbito del De— 
recho tributario formai* De no ser aaî, se darîa una contradicciôn — 
dificilmente superable entre normas dirigidas a un mismo fenômeno, - 
estableoiÔndose una incompatibilidad manifiesta entre normas de aplji 
caciôn de un tribute y las de regulaciÔn de sus elementos esenciales, 
lo cual desembocaria en la esterilidad de las segundas en favor de — 
las primeras*
b^) La Ley de 26 de dioiembre de 1957#
Después de este esquema trazado ya se puede ver claro, — 
ahora como en presencia de lo que por Sistema entendemos, la Ley de 
26 de Dioiembre de 1*957 présenta una de sus grandes ruptures en re­
laciôn con la ezistencia de un sistema de Derecho Tributario y, lo — 
que es de mayor gravedad, con la ineludible necesidad de que los cr^ 
terios racionales que inspiren ese sistema deban ser jurldicos, sin 
perjuicios de la existencia de otros, siempre y cuando esten incorgo 
rados al ordenamiento jurldioo-financiero* La Ley de 26 de Dioiembre 
de 1*957 al insettarse en el Sistema Tributario existante, lo hizo — 
por un impulso claramente racional, pero de entre los oriterios que 
las racionalidad brinda no toma precisamente, y hasta sus dltimas —  
oonsecuencias, los jurldicos* Y si la Ley ya viene marcada por ese —  
signe inflacionista de v^ores jurldicos, las evaluaciones globales- 
que nacen dentro de ella, consideradas en su unidad, es decir, parld 
cipantes tanto del Derecho Tributario material como en el formai, lo 
confirman en su totalidad* Ya que si oiertamente el criterio que 11^ 
vo a implantarlas era un criterio de racionalidad, ese criterio di—
rectivo que supone toda racionalizaciôn no fuÔ el de justioia sino — 
el puramente econômico (como el conseguir una reoaudaciôn m&xima), —
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el sicolôgico (asî, el eliminar la presiÔn fiscal indirecta) y el M  
ministrativo (dejar a la AdministraciÔn con una "norma en blanco" —  
que pudiera ser utilizada por su independiente y jurîdicamente irre^ 
pensable voluntad en la direcciÔn querida en cada momentqü
Y el sistema es lo suficientemente sensible para acusar- 
el choque dogmâtico que ello le produce. "No hay que decir -afirma - 
Sâinz de Bujanda- que todo el proceso de perfeccionamiento têcnioo — 
de los instrument08 de imposiciÔn queda paraiizado ouando la Admini^ 
traciôn PÔblica, invocando razones pooo convincentes de "flexibili—  
dad" y de "agilidad", opta por sustituir la normativa legal por ré­
glas e instrucciones que ella misma confecciona. Cuando este ocurre, 
la nociÔn de un Sistema tributario, jurîdicamente estructurado, re­
trocede hasta casi desaparecer, y se sustituye por una escueta real^ 
dad fecaudatoria impulsada por puros "oriterios" administratives que 
no tienen mâs apoyo que el de la autoridad de quienes lo patrocinan" 
(40). Son claros y oontundentes, por su misma lÔgica, los razonamien 
tos del profesor madrilène en orden a la comprensiôn de lo que puede 
significar un puro instrumente técnico y de qué forma puede repercu- 
tir en el Sistema segdn sea la utilizaciôn que de él se haga y por — 
quien se haga*
Es este problems de la naturaleza de la norma tributaria 
uno de los que continuamente, y por fortuna de cada vez mâs, gravita 
sobre cualquier consideraciôn acerca del contenido de dichas normas# 
La norma fiscal es norma jurldica y muy certeramente se pudo deoir,- 
desde esta perspective, que el rÔgimen de evaluaciôn global, con su 
carâoter de general aplicaciôn, no tiene la calidad y catégorie jurl 
dica que debe presidir toda norma y que no debe estar ausente de la 
fiscal (41)#
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Tomando la afirmaciôn del profesor De Castro, "La ley es^  
tâ en el ordenamiento jurldico y sufre la influencia de las demâs —  
normas" (42), podrîamos eztenderla haciôndole alcanzar también el —  
sentido inverso: las normas del ordenamiento jurldico sufren igual—  
mente la influencia de una nueva Isy que en él se intégré*
Por ôltimo, es indudable que desde el punto de vista del 
Sistema, la codificaciôn•supone su manifestaciôn mâs clara en el es­
quema del Estado de Derecho* Âsî pues, tenemos que considerar que el 
intente codifioador que la Ley General Tributaria supone en nuestro- 
Dereoho tributario se viô frustrade por la introduceiôn de una serie 
de normas bajo el eplgrafe de "Colaboraciôn social en la gsstiÔn tri­
butaria" (43)# Bvidentemente al ser esta ley de igual range normati­
ve que la LRT 1957 la trascendencia formai es nula, pero desde esta- 
otra consideraciôn tiene un significado mâs profundo* Es decir, pen­
sâmes que la LGT se hubiese beneficiado en su finalidad de no haber- 
introducido dichos preceptos. Podemos decir con Esser (44) que " los 
conocimientos y ezperienoias ganados gracias a la casulstica, son —  
atibuidos aJ. CÔdigo, para poderlos utilizar deductivamente como nor­
mas supremas del sistema"*
B) Los principios jurldicos-pûblicos* Marco en donde na 
ce la Ley de 26 de diciembrè de 1967*
1) Su funciôn*
a) Relaciôn con el ordenamiento jurldico particular
La consecuencia principal que se dériva de la relaciôn — 
de las causas eztraînstitucionales entre si, como anunciâbamos en la
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Introducoiôn de esta Teais, estriba en que uno de los nivelas de di— 
chas relaciones tiene suma importancia en orden a la instituoiôn jui^ 
dica, tanto por ser el mâs vulnerable a prêtonsiones extra—jurldicas 
como por la pénétrants influencia que ejerce en el reste de niveles- 
o puntos de referenoia senalados. Este nivel es el de los principios 
jurldicos-polîticoa que informan en cada momento èl ordenamiento po­
sitive de una determinada comunidad polîtica*
El tema ha sido tratado por primera vez en la literature 
financiers espanola por Sâinz de Bujanda en su trabajo "Organizaciôn 
politics y Derecho Financière (origen y evoluciôn del principio de - 
legal idad) (45)* Y ya seriala en la parte bibliogrâf ica del trabajo,- 
antes de entrar en el estudio del tema, que lo que va a investigar"- 
no es la adaptaciôn de la Hacienda, como conjunto de recuraos, a las 
neoesidades de cada estado en cada época, sino la misiôn politics —  
del Derecho Finahciero en el curso de la His tor ia" (46)# Ello nos in 
dica claramente dos cosast 1* que el estudio no va a ser econômico - 
sino jurldico, centrândose en tomo a la Ley; de ahî que el subtltulo 
mismo sea "origen y evoluciôn del principio de legal idad". Y 2® que 
el âmbito de aplicaciôn de su método de trabajo se centra ai "el cur— 
80 de la Histcria".
La tesis de Sâinz de Bujanda sobre la relaciôn de esque­
ma politico y sistema financiero, como método de trabajo, consiste,- 
segôn sus mismas palabras "en oonectar las ideas dominantes en cada— 
época en punto a la naturaleza y extensiÔn de dos fines politicos —  
con el procedimiento adoptado en ella para la elaboraciôn del Derecho 
financiero" (47)* para lo cual, como sigue diciendo el mismo autor,- 
hay que ver la conexiôn en que, se encuentran très elementos: la Ha—
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cienda -Pûblloa, los tipos de organizaciôn polit ica y las formas de 
produceiôn del derecho* Pero aûn siendo clara su enunciaciÔn, anal^ 
zemos un momento mâs este método de trabajo: en primer lugar, las — 
ideas dominantes en cada época no pueden ser otras que los princi—  
pios jurldico-pdblicos plasmados en la Constitue iôn, con el fin de 
realizar el ideal de vida o la idea de justicia; en segundo lugar — 
los tipos de organizaciôn polltica vienen definidos y delimitedos — 
por la naturaleza y extensiÔn de los fines politicos; en tercer lu­
gar, las formas de produociôn del derecho o el procedimiento adopt^ 
do para la elaboraciôn del mismo, nos desemboca en la realidad to­
tal de la Ley, no sôlo en su contenido formaliste sino también en - 
el de contenido valorativo* Estas très conclusiones parciales ponen 
de relieve el maroo en donde insertar otra afirmaciôn, clâsica en - 
el Estado de Dereoho y ella es que uno de los idéales de la comuni—  
dad polltica hoy,por lo tanto uno de sus principios jurldico-pûblicq 
sigue siendo el principio de legal idad, en torno al cual, como hemos 
dicho, centra Sâinz de Bujanda su trabajo citado* Âsl plasmada la r^ 
serva de Ley como principio constitucional (es decir, principio que 
da fundamento al Estado) su funciÔn es llenar un doble campo: bien—  
defendiendo a la comunidad cuando los gobemantes, en base a cri te—  
rios sociales o eoonômicos, orientan su acciôn y sus normas a objet^ 
vos que ho son propios a esa comunidad, bien poniendo de manifiesto- 
la posible desarmonla entre normas financieras y la norma fundamen­
tal del Estado*
b) Relaciôn con la instituciôn tributaria.
Somos conscientes, sin embargo, tanto por las palabras in- 
troductorias como por las etapas en que divide su trabajo, de que el
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método empleado por el Profesor de la Universldad de Madrid va dirigi— 
do al estudio de la conjunciôn del esquema politico con el financiero 
referido a grandes etapas hstôricas ("el curso de la Historia"). El — 
âmbito de cada una de las fases corresponde a un momento histôrico de— 
terminado por una distinta forma de organizaciôn polltica y por una —  
forma igualmente diversa en cuanto a la produociôn de normas jurldicas# 
No obstante, creemos que es pœible tomar como base metodolÔgica la —  
mantenida por SAINZ DE BUJANDA adn refiriÔndola a una etapa mucho mâs 
concreta y, es mâSjal punto inicial de ella# Y lo creemos partiendo — 
de dos tipos de razones# En primer lugar, por la consideraciôn de la 
e structura en que se constitnye toda comunidad politics# En segundo - 
lugar, creemos que nuestra pretensiôh es posible^ partiendo igualmente 
de otra de las afirmaciones de SAINZ DE BUJANDA en la misma introduc—  
ciôn al trabajo que venimos siguiendo cuando dice que "en los dltimo s 
anos, Espana ha acometido la elaboraciôn de un nuevo Derecho PÔblico"#- 
(48)# De lo cual se desprende el que ello debe ser porque el tipo de — 
organizaciôn polltica —y por lo tanto las ideas dominantes en punto a 
la naturaleza y fines politicos— han sufrido una oierta variaciôn# El 
problems concreto de esta afirmaciÔb sobre Espana se centrera, pues, en 
1®# ver si este nuevo Derecho PÔblico (reflèjo de un nuevo tipo de orga 
nizaciôn politisa y de la concepciÔn de la naturaleza y fines politicos) 
va dirigido a realizar la idea de justicia; y 2®. si, en base al prin­
cipio de legal idad se dâ o no desarmonla entre la norma constitucional 
y la financiers# Estas euestionea tendrân contestaciôn a lo largo de — 
la Tesis, a medida que vayamos viendo en concreto la regulaciÔn jurldi— 
oa de la instituciôn objets de nuestro estudio y su vinculaciôn con los 
principios a los cuales se debe#
0} La desvinculaciôn* los abismos jurldicos*
Ahora bién, tenemos que considerar que al hablar de princ^ 
pios juridioo-pdblicos por un lado, de la configuraciôn de un nuevo De— 
recho Pôblico por otro, no podemps equiparar e igualar ambos tÔrminos,- 
ya que el segundo es de mayor amplitud que el primero al abarcar tanto 
la normativa constitue ional como la ordinaria, mientras que aquel vô - 
positivizado su contenido principalmente en leyes de caracter constitu­
cional. (49)# La pregunta serô, por lo tanto, sobre la existencia, y en 
caso afirmativo el grade de ampli tud y profundidad, de los "abismos ju­
rldicos". Abismos entre la 'idea de Justicia y el nuevo Derecho PÔblico, 
concretable en 1®. abismo entre ConstituciÔn ÜP^ 'Ley Ordinaria, y 2®. en­
tre el preâmbulo o exposiciôn de motives de la Ley Ordinaria y su articu 
lado. Un tercer abismo es el que se dâ entre la Ley y la "actividad" re 
glamentaria de la Administraoiôn, pero que saliÔndose del campo estrio- 
to del planteamiento que ahora hacemos, nos limitâmes a su enunciaciôn 
dejando su consideraoiôn para un momento posterior. Ho hay que olvidar 
que la doctrina clâsica del Dereoho Administrative, al insis tir en la — 
determinaciôn de los presupuestos del mismo, considerando como taies —  
buên ndmero de materias directamente relacionadas con el Derecho Const^ 
tucional y con la Teorla General del Derecho, nos explica, a pesar de — 
la aparente y formai inalterabilidad de las normas administratives, co­
mo la AdministraciÔn varia y cambia en su significado y realidad de —  
acuerdo con las alteraciones pollticas del Estado. (50).
Hemos introducido un nuevo el ement o de anâlisis en las eues 
tiones metodolÔgicas respecte a los principios jurldico-politicos y es 
que la quiebra que pueden sufrir, puede tener lugar en cualquiera de —  
los abismos senalados. Ocurre no sôlo cuando los principios juridioo—  
pfiblicos se ven desplazados de la ConstituciÔn, sino tambiôn cuando los 
principios constitucionales se ven olvidados en las leyes ordinarias, o.
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en tercer lugar, dentro del émbito de estas mismas leyes si los preâmbu 
los los recoger pero los artioulados no los api loan* Desde esta pers—  
pectiva, es completamente explicable el que los principios politicos —  
pueden erigirse en restores de los jurldicos, por encima de la justicia 
real, sobre todo en el momento de la Ley Ordinaria, en la cual, ademâs, 
se darâ también la rupture de los dos restantes nivales de relaciones — 
extra—institucionaless tanto la de los principios jurldicos—tributarios 
como la de los motivos jurldicos de la instituciôn. Y es, en definiti­
ve, el decisionismo politico quien resuelve siempre la tensiôn que se — 
dâ entre la realidad y la Justicia. Es cur dose como J.J. SUHLDA, es—  
cribiendo precisamente sobre la Reforma de la Ley de 26 de dioiembre de 
1*957 y de las evaluaciones globales en concreto, dijese que "decidir - 
las concesiones que la realidad social impone frente a los principios — 
de Justicia y teonioa de la imposiciÔn, es un problems esencialmente p^ 
litico " (51)* l*sis pretensiones que derivan de cada uno de estos très — 
elementos (realidad social, justicia y técnica fiscal) tienen que ser 
valorados y decidida su prioridad por el poder politico; dependerâ, por 
lo tanto, del grade de honestidad jurldica y de la real intenciôn de — 
llevar a cabo efectivamente el Estado de Derecho que tenga ese poder — 
politico, el hacer primar o no las pretensiones de justicia por encima 
de las otras.
Es évidente la relevancia de este factor politico, como —
también la puso de manifiesto el profesor FUENTES QUINTANA (52) a rais 
de los condicionamientos que dieron lugar a la reforma tributaria de —
Femândez Villaverde en 1*900. "Las reformas fiscales -escribe— pare—
cen recabar en Espana algo mâs que insuficiencia de ingresos, regresi—
vidad en el reparte de la carga y monetizaciôn del déficit. La concu-
rrencia de estos requisites es, desde luego, condiciôn necesaria porque
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ninguna reforma fiscal se ha cmprendido para atacar unosôlo de esos — 
males -insuficiencia, injusticia, inflaciôn- cuando sus efeotos bién 
raerecîan la pena de un retoque tributario, pero es que ni siquiora los 
très unidos bastan para movilizar la conciencia social précisa que ap^ 
ye y facilite la reforma irapositiva. Es neccsario que una inquietud - 
polltica actue como catalisador y précipité nuevos principios del re­
parte de la carga fiscal". Es indudable que detrôs de un esquema fi—  
nanciero se encuentra el problema politico. Y si êste entra- en crisis- 
aquel entrard igualmente por los mismos derroteros; ciel mismo modo que 
si estâ equilibrado tendremos una estabilidad igual en cl sistema fi—  
nanciero, sobre todo desde el punto de visto dol reparto de la ca.rga —
tributaria, de la justicia distributiva en suma.
d) El Autor de la ley como ûltima razÔn.
Este transfondo politico que gravita sobre la produociôn —
de las normas jurldicas tiene una influencia diferente, en uno u otro 
sentido, segûn cuales sean los titulares de ese poder politico.
Vamos dando un paso mâs en la tesis de la que hemos parti- 
do. Ya no se trata tanto de las "ideas dominantes" (en sentido de ex— 
tensiôn y acèptaciôn por una comunidad) en cada ôpoca, cuanto de las — 
"ideas DE LOS dominantes" que imperen en esa misma ôpoca. Del reconoci 
miento de un sistema de normas jurldicas dériva, oiertamente, el reco— 
nocimiento de cada uno de sus elementos individuales constitutivos, es­
te es,de los preceptos jurldicos. Estos preceptos, en la mayorîa de los 
casos no aparecen de forma unlvoca en su tenor literal, sino que, por 
el contrario, suele ser necesaria la indagaciôn de su sentido. Pues —  
bién, ante la aprehensiôn de este sentido, afirma Nawiasky, las conce^ 
cionos bâsicas de la clase gobèrnante adquieren una importancia de su­
ma relevancia (53).Ello supone toda una concepciôn bel Derecho, como es
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évidente, que parte, sobre todo, de datos reales. En este orden de co- 
sas, el mismo Nawiasky pone claramente de relieve el que el Derecho es 
una decisiôn polltica, enfocada desde esta perspective sociolÔgica. "La 
clase dirigente -dice- decide de una parte el hecho de que algo es Der^ 
cho y de otra parte sobre el contenido de lo que es Dereoho" (54)#
La existencia de una clase dirigente con decisive trascen—  
denoia en diverses Ôrdenes», ha sido estudiada y pues to de relieve su im 
portancia y significado también desde el punto de vista econômico de —  
los tributes dando lugar a posiciones sociolôgicas.La case dirigente es 
considerada, desde este sector de la doctrina, como "Sujeto del orden — 
coercitivo dentro de la actividad financiera" (55)# Cuando los ôrganos— 
de un estado —senala Cosciani— que tienen la facultad de realizar las — 
elecciones estân en manos de un grupo de individuos que prèsentan una - 
marcada uniformidad en los gustos en torno a la elecciôn de los fines — 
y medios del ente pôblico, podemos hablar objetivamente de una clase —  
dirigente. Clase dirigente porque esté llamada a emanar las directrices 
en lo referente a las elecciônes del grupo pôblico. Pero que también —  
puede denominarse clase "dominante", puesto que sus elecciones predomi— 
nan sobre los demâs, que deben subordinarse a las primeras, o también,— 
si se prefiere, clase "elegida", porque constituye una minorla dentro - 
la colectividad.
"Por ello en nuestro razonamientos podemos partir también—  
de una tercera premisa (las dos anteriores habian sido: 1® el Estado; — 
2® los ôrganos del Estado): en cualquier momento, existe en tdo Estado 
una clase dirigente, o clase elegida o dominante, o grupo social o par- 
tido politico, pooo importa el nombre que se dé a esta minoria, de —  
individuos, que por desempenar determinados cargos pôblicos o desarro—  
llar ciertas funciones tienen la posibilidad de elegir los fines que se 
han de satisfacvr, determiner la amplitud de tal satisfacciôn y j>refijar
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los medios que para ello se#n necesarios*' (36)« Aparte de comprobar que 
a COSCIANI efectivamente no le preocupan las tipologlas politicas y —  
ello a pesar de que, por ejemplo, exista alguna diferencia entre que la 
clase dirigente sea "dominante" o "elegida" pues presupone una vincula^ 
ci6n distinta respeoto a la clase "dominada" o "electora", no se puede 
negar a sus afirmaciones una claridad absolutamente real#
El contenido de los pfirrafos anteriores creemos que es de— 
suma importancia, supuesto* que el criterio politico tiene como misiÔn 
el organizar y servir al criterio eoonomico, pues as! nos encontramos 
con que 1®. en un pais en donde el Derecho esté influido intensamente 
por unos principios politicos, y sin posibilidad de cauces independien 
tes para su denuncia y salvaguardia, el Dereoho dejarâ de ser tal para 
incorporarse a servir en mayor grado a un esquema y fines eoonômicos 4* 
conoretos# Cuando el Derecho esté al servicio de una ideologîa, deja de 
realizar la Justicia para realizar los fines del grupo titular de esa - 
ideologîa; abandons su caracter de reaoionalidad jurîdioa y se acoge a 
los frutos de una racionalidad extremadamente eoonomioa. En este sent^ 
do es en el que el concepto de ideologia que recoge TEUYOL I SERRA, debe 
ser entendido, cobrando, ademâs, toda su intensidad# Para el citado —  
profesor, la ideologîa es "un sistema de conceptos con pretendida vali­
dez ob jetiva que sin embargo es un simple instrument o intelectual pues— 
to incoscientemente al servicio de los intereses existenciales de un —  
grupo social" (57)* Nos encontramos que la base y razôn de ser de toda 
ideologîa, en ôltima instancia, no es sino el interôs existencial de un 
grupo social; y que la estructura de la ideologîa esta compuesta simply 
mente de conceptos que "pretenden" validez objetiva y que, por lo tanto, 
convierten su misiÔn en meramente instrumental#
Y 2®#, no podémos olvidar, en ningôn caso, que la filosofîa
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politloa por la cual se guia el gobçmante y el Estado, y de la cual 
râ reflejo olaro la legislaciôn en donde se cree o este vigente una ±ns 
titueiôn jurldica, nos situa en una posiciôn de crîtica peculiar, ya —  
que si, por ejemplo, criticamos en favor de la determinaciôn real de —  
las bases imponibles y una de las consecuencias de este criterio susten 
tado es el aumento de la reoaudaciôn tributaria, ello no quiere decir - 
que mantengamos la misma opiniôn favorable respecte a los fines que el 
poder politico persigue y al destine que a esta mayor cifra de ingresos 
se le va a dar# Por ello tenemos que decir con Salas de Bijanda que —  
"es ciertoqque el poder polîtioo se ejerce normalmente en las comunida- 
des modemas al servicio del Bien comôn. Pero no puede desconocerse —  
que vivimos en nuestra época un robustecimiento notable de los poderes 
politicos personales y de ciertas minorias resteras# El desarrollo de 
complejos planes pllticos, sociales y eoonômicos exige, al parecer, que 
las supremas facultades decisorias en el gobiemo de las coaas pôblicas 
sean ejercitadas por equipos restringidos de personas que, en ocasio-^ 
nés, aôn amparando su actividad en nobles propôsitos de Bien comôn, son, 
sin embargo, proclives a favorecer con reculiar intensidad los intere­
ses, eoonômicos o ideolÔgicos, de los grupos a que pertenecen". (38).
De nuevo queda demostrado que la decisiÔh polltica impera sobre el De­
recho; y que esa decisiôn tiene un titular que son las minorias recto- 
ras* No queremos decir, que noidebe de existir una clase dirigente —  
que detente el poder, sino que las deoisiones que de ella emanen, prin 
oipalmente en relaciôn a, la elaboraciôn y aplicaciôn del Derecho, de- 
ben dirigirse inexcusablemente al Bian oomôn. Pero este Bien comôn —  
puede ser desvirtuado si se persiguen intereses de grupo. Por otra —  
parte, en cuanto a las afirmaciones transcritas mîs arriba del profe­
sor Sainz de Bujanda, pensâmes que no hay una posibilidad de alternat^ 
va entre intereses ideolÔgicos y econômicos. Si recordamos el conoep- 
to que de ideologîa hemos recogido tendremos que admitir que, en Ulti­
mo tôrmino, los intereses responden a una estructura econômica, aunque
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vayan revestidos de una ideolôgioa, la cual, oomo vimos, se agota en — 
las misma pretension de validez objetiva.
2) Manifestaciones
Supuesto todo lo hasta aquî dicho, debemos, ahora, situar- 
nos en una fecha algo convencional, al aho 1.957* para poder percibir 
con claridad la identificaciOn de lo enunciado con la realidad espano­
la en esa época. La reforma (polltica) que tuvo lugar por aquél entcm 
ces se viô refiejada de inmediato en variados aspectos, todos ellos —  
con un marcado matiz intervencionista. VaAos, de entre estos aspectos* 
a analizar someramente cuatro, a fin de delimitar lo mâs estrictamente 
posible el marco en donde aparece la instituciôn de las evaluaciones —  
globales.
a) Ordenamiento constitucional.
En el campo de la polltica espanola hay que senalar -como - 
punto de partida- el cambio de gobierno ocurrido el 25 de febrero de —  
1.957* con el cual se renovÔ casi totalmente el équipe ministerial ante 
rior. De diecisiete ministres entran nuevos catorce (contando como ta«* 
les al de Educaciôn Nacional y al Secretario General del Movimicnto que 
habian cambiado un ano antes, el 15 de febrero de 1.956, a raiz del pi^ 
blema universitario) lo cual hizo que fuese el cambio de mayor amplitud 
desde la finalizaciôn de la guerra civil de 1.936-1.939*
Intimamente unido a lo anterior, el 17 de mayo de 1.958 @1 
Jefe del Estado proclama en las Cortes la Ley de Principios del Movi—  
miento Nacional. Hay que hacer hincapié sobre este hecho y senalar una 
séria de notas en orden al comÔn denominador de " intervencionismo" que, 
con el comienzo de esta etapa, adquiere matices distintos#
1®. La Ley fué redactada en Consejo de Ministres, casi conw
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plenatnente renovaclo hacîa un ano.
20* El procedimiento de promulgaciôn. No se empleô el --
normal del art. 1® del Côdigo Civil, sino uno especial por el que el 
Jefo del Estado promulgô por sî mismo, aunque en presencia de las Cor 
tes, la nueva Ley.
3®. El contenido de la promulgaciôn. Es una recopilaciôn 
de algo que ya estaba anteriorraente sancionado, puosto que, como dice 
el art. 1® de la Ley, son "sîntesis de los Principios que inspiran —  
las Leyes Fundamentales refrendadas por la Naciôn®.
4®# La ouestiôn mâs importante es lo que la Ley significô 
en cuanto a intervenciôîu Como dice Fernândez-Cargajal, "la Ley de — 
Principios viene, ante todo, a poner un limite a la legislaciôn y al 
poder reglaraentario, puesto que a partir de ella ya no so podrâ dictar 
ley o reglaraento contra principios" (59)# El interveneionismo puede — 
darse on cuanto limite que viene determinado por los principios. Ahora 
bien, el oscalôn constitucional sÔlo contiene normas sobre el proced^— 
miento de formaciôn de la ley y si incluye normas materiales es por r^ 
zones de Indole prâctico", afirma Nawiasky, por lo cual, concluye este 
mismo autor," tarapoco la ConstituciÔn portenoce al sistema escalonado— 
de normas jurldicas, sino que es el prosupuesto de Ôstas". (60). En —  
este sentido el significado de la ConstituciÔn es oiertamente limitado. 
Sin embargo, el profesor Fornândez-garvajal vê un lado positivo al de­
cir (6) que "las decisiones politisas bâsicas aparecen configuradas —  
aquî (en la Ley de Principios, (del (iovimiento Racional) precisamente 
como principios, con lo cual queda establecida una fecunda conexiÔn- 
entre lo politico y lo jurldico ya qjie la exprès iôn nos remite a —  
los principios générales del derecho". A nosotros, esta conexiôn no 
sôlo no nos parece fecunda sino tambiôn poligrosa, puesto que la co­
nexiôn entre lo politico y lo jurldico, en este campo de las razones—
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ôltimas, haoe perder absoluta relevanoia al segundo en bénéficie del — 
primero, que se ve convertido en "principio" (62) por la pura decisiôn 
polltica* Nos encontramos ante un intervencionismo, es decir una lind 
taciôn a la libertad, del poder politico en lo jurldico y, ademâs, em 
el piano de los principios, quedando la legislaciÔn y el poder reglamen 
tario limitados no por principios jurldicos sinÔ politicos*
5®* Aunque no es nuestro objeto hacer un anâlisis de la 4—  
Ley de Principios del Movimiento Nacional, tenemos que senalar, desde 
la perspeotiva que aqul hemos tornado, que el Principio XII establece - 
abiertamente la intenciôn intervencionista del Estado, aunque sea a ni. 
vel de mero deseo* "El Estado procurarâ por todos los medios a su al—  
cance* * * * impulsar el progrès© econômico de la Naciôn". El Interven—  
cionismo econômico tiene una repercusiôn muy importante en el Derecho 
Constitucional, hasta el punto de haberse afirmado que la interveneiôn 
estatal en la vida econômica se ha convertido en el problema clave de 
un nuevo constitucionalismo#
De todos modos hay que repetir una vez mâs, poniôndolo en 
relaciôn con los "abismos jurldicos". a los que antes nos hemos referi 
do, la relatividad del valor jurldico de los principios* Como senala 
Esser "un principio jurldico no es disposiciôn, no es norma jurldica en 
sentido técnico; en cuanto no contiene un mandate obiigatorio de man©— 
ra inmediata paxa un determinado âmbito de ou stiones, sinÔ que re—  
quieren para devenir norma la previa acunaciôn legislativa o jurispru- 
dencial de taies mandates* Los prinoipios jurldicos, en contraste con 
las normas jurldicas, son contenido en opesiciôn a forma" (^6))
b) Polltica Econômica*
En el campo de la polltica econômica, el intervencionismo
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es igualmente palpable desde el momento en que el nuevo gobiemo deci- 
diô llevar adelante una etapa de estabilizaoiôn para, a continuaciôn — 
de ella, comenzar la de desarrollo* Se movilizaron todos los recursos 
disponibles mediante un reajuste de los instrumentos existantes y la — 
creaciÔn de los nuevos necesarios (64). La decisiôn polltica va a ha­
cer primar los principios econômicos sobre los jurldicos.
El momento econômico, estudiado por Prados Arrarte desde — 
el punto de vista de la polîtica monetaria en aquellas mismas fechas - 
(65), se presentaba confuse y diflcil, y para su soluciôn la intervenoiôn 
del gobiemo fuô inexcusable. "Si el signe caracteristico del primer 
trimestre de 1.957 -dice el citado autor (66)— fuô la transformaciôn — 
de la "inflaciôn de inversiones "en" inflaciÔn de costes", sin inte——  
rrumpirse por ello el proceso de expansiÔn monetaria, el signe del se— 
gundo trimestre fuÔ la intervenoiôn de los poderes pôblicos para dar —  
tôrmino a dicha expansiÔn".
Los instrumentes utilizados contra esa expansiÔn fueron, — 
segôn dije el Ministre de Hacienda en el discurso pronunciado en las - 
Certes espanolas al presentar la Ley de Presupuestos para el bienio —  
1.958-59 y de Reformas Tributarias, la elevaciôn del tipo de descuento, 
fijaciÔn de limites de redescuento a los distintos Bancos y la orden - 
dada a la Banoa para que se abstuviese de inversiones especulativas* - 
(67) Y no deja de ser curioso que el Ministre, Navarre Rubio, se pre—  
guntara en aquél mismo discurso a raiz de estas medidas "Ha salido pejb 
juiicada en suma la iniciativa privada?" (ô8). Parece que su intenciôn 
es que la intervenciôn no suponga tipo de limite alguno al interés p ^  
ticular, lo cual parece diflcil en cierto modo y lleva# a preguntamos 
quién, pues, tiene que ser el afectado por el intervencionismo.
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Pero lo que a nosotros mâs nos interesa son las medidas — 
que de este momento en adelante van a entrar en juego para el perfec­
cionamiento de la polltica econômica* El primer programa de medidas 
en este sentido lo encontramos en las recomendaciones aprobadas por - 
el Pleno del Consejo Econômico Nacional Sindical celebrado el 10 de — 
dioiembre de este mismo ano 1*957 y que, a mâs o menos corto plazo, - 
fueron recogidas por la legislaciÔn posterior* La recomendaciÔn de 
crear un Institute de Crédite a medio y largo plazo fué llevada a oa^ 
bo por la Ley de 26 de dioiembre de 1*958 al crear el Comité de crédd 
to a medio y largo plazo, sustituido posteriormente por el Institute 
del mismso nombre, el cual, junte con el Institute de Crédite de las 
Cajas de Ahorro y el Banco de Espana, forman el ejecutivo de la auto—
ridad monetaria, cuyo titular.es el Ministre de Hacienda, segôn el es^
quema trazado por la Ley de Bases de Ordenaciôn del Crédite y la Ban- 
ca de 1*962*
La recomendaciÔn respecte al estfmulo y encauzamiento de 
la formaciÔn de ahorro nacional asî como la atracciôn del ahorro ex- 
tranjero, tuvo como reformas importantes, en cuanto al primero,èl De 
creto de 26 de Julio de 1*957 por el que las Cajas de Ahorro pasan - 
a depender del Ministerio de ^acienda exclusivamente; en cuanto a la 
atracciôn del ahorro exterior, el Derect-Ley de 2 de julio de 1*959 — 
por el que se derogan los arts* 5® y 6® de la Ley de 24 de noviembre 
de 1*939 respecte a la inversiôn de capital extranjero en Espana*
El punto cual minante se alcanzô con la L ^  de Bases de -
Ordenaciôn del Crédite y la ^ anca de 14 de abril de 1*962* Su preâm 
bulo no deja lugar a dudas en cuanto a la intervenciôn, al decir que 
"no aceptajido el Estado espanol el principio de neutralidad econômi- 
ca, la autoridad monetaria no puède ser delegada en el Banco de Emi—
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s iôn, sinô ejercida permanentemente por el Gobiemo a travÔs del Minijs 
terio de Hacienda"*
El Consejo Econômico Nacional hizo, ademâs, dos recomenda­
ciones que nos atanen mâs de cerca todavîa# Una es que el perfecoioim 
miento de la polîtica monteria, Çara superar la ines tab ilidad, es nec^ 
sario que "sea nivelado con recursos tributarios el presupuesto de ga^ 
tos ordinaries del Estado"* Otra, es senalar el papel de la polîtica 
fiscal como instrumente de polîtica monetaria* "El papel -dice la rec^ 
mendaciôn- fundamental de estfmulo y encauzamiento que el sistema fis­
cal debe desempeSar en el momento présente en relaciôn con el desarro­
llo econômico y como instrumento utilîsimo de la polîtica monetaria, — 
hace indispensable su adaptaciÔn para el mejor cumplimiento de objet!- 
vo tan importante". Si a la primera de las recomendaciones no vemos - 
nada de objetable, sôno todo lo contrario, ya que se ajusta a la mâs - 
estricta ortodoxia presupuestaria, no podemos decir lo mismo de la se- 
gunda* Palabras como "desarrollo econômico", "instrumento", "adapta»—  
ciôn", etc*, nos ponen en guardia frente a las intenciones que los ti­
tulares de la polîtica econômica puedan tener respecte a la funciona]d 
dad y subordinaciôn del sistema fiscal y del Dereoho Tributario* Aquî, 
y aunque sea en un texte no législative todavîa, podemos apreciar ya - 
las quiebras que en orden a la vinculaciôn entre los distintos niveles 
de relaciones extra—institucionales hemos senalado repetidamente* Pe­
ro mâs adelante volveremos sobre el tema, al centrâmes sobre la Ley — 
de 26 de dioiembre de 1*957 que aprobÔ los presupuestos para el bienio 
1*950-59 ® introdujo una serie de reformas tributaries*
Antes, con todo, queremos referimos ônicamente a otro dato 
en cuanto a la influencia de los nuevos rumbos de la polîtica espanola 
por estas fechas oon su évidents intenciôn de hacer primar los "objet^
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vos" y directrices de polltica econômica sobre los restantes* Nos re­
ferimos a un organisme de tanta raigambre en Espana como el Institute 
Nacional de Industrie*
Por la Lèy de 25 de agosto de 1*941 se creô el Institute — 
Nacional de industrie (iNl) como entidad de Derecho Pôblico, el cual - 
tenîa por finalidad propulser y financier, en servicio de la Naciôn,—  
la creaciôn y resurgimiento de las empresas impuestas por las exigen—  
cias de la defensa del pals o que se dirigieran al desenvolvimiente de 
nuestra autarqula econômica, ofreciendo al ahorro espanol, eminentemen 
te al popular, una inversiôn segura y a trac tiva* El INI, que naciô c_o 
mo idea personal del Marqués de Suances y es el tlpico fruto de su ilu 
siôn, estâ caraoterizado en el momento de su nacimiento por unas notas 
singulares* En primer lugar, su creaciôn supone ser el primer organi^ 
mo que vÔ a intentar régir la vida econômica, con sus implioaciones ^  
sociales, desde el ângulo de la actividad industrial, y a que la capac^ 
dad productive al fin de la guerra era insuficiente y desequilibrada;— 
estâ claramente inspirado por un sistema econômico de corte totalita—  
rio paralelo a otro postulado espanol por entonces, el nacionalsindica 
lismo en el terrene laboral de aquellos anos; es el antecesor de los ** 
"planes" de estabilizaciôn o de desarrollo que luego se han dado en ^  
pana* En segundo lugar, estâ muy presents una mentalidad de post-gue— 
rra y las "exigencias de defensa", son objetivo primordial* En tercer 
lugar, lo de mayor importancia es que el TUT se configura como ôrgano 
de direcciÔn de la polltica econômica (propulsar la creaciôn y surgi—  
miento de empresas para el desenvolvimiento de la autarqula econômica) 
al mismo tiempo que toma, como intento de organizaciôn total, tener —  
una funciôn subsidiaria tanto en el piano econômico (financier) como — 
en el social (ofrecer al ahorro espanol una inversiôn segura y atract^
i'?"!#.
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tiva). Pero esta ilusiôn general de socialisme nacionalista (la guerra 
civil y la autarqula posterior son dos elementos que estân latentes y 
de sufioiente elocuencia) se va a romper en esta etapa que estâmes con 
siderando. El art. 17 de la Ley de creaciôn de 1.941 ponla clararaente- 
de manifiesto este aspeoto al decir que, en cuanto se refier© a la de— 
fensa nacional, el Alto Estado Mayor serâ el encargado de senalarle —  
las nocesidades que deba de satisfacer en este ordon, sin porjuicio de 
la relaciôn que (el INI) deba mantener con los distintos Ministerios - 
para la realizaciôn de los programs que a cada uno intercsan. Esta fun 
ciôn rectora y motriz se viô desplasada del INI por el Décrété de 5 de 
agosto de 1.958* raodificado por el Deereto de 12 de febrero de 1.959*- 
en virtud del cual se creÔ la Comisiôn Permanonibe de Productividad In­
dustrial cuya finalidad era prinoipalmente realizar los ©studios e in­
vest igacionos en el campo de la produociôn industrial, para conocer los 
factoros mâs importantes que incluyen en la productividad de la econô- 
mîa espanola. No pretondemos hacer un juicio de valor sobre el INI y - 
lo que Ô1 representaba dentro de un sistema econômico totalita:io (con 
lo que de intervencionismo que on esta etapa analizamos). Simple y — 
llanariîonte nos iimitamos a senalar ol cambio de rurabo de este organic 
mo en cuanto marcô un virajf© profundo raotivado por el imperio do nuevas 
lîneas en polîtica econômica^ las cuales tarapoco queremos, ni podemos, 
valorar en cuanto taies sino ônica y exclusivamente en cuanto se con—  
vierten en eje principial de los principios rectores del paîs. El INI- 
de 1*941 significa intervenciôn pero on funciôn de las "exigencias de 
defensa", "servicio a la naciôn" o "autarqula econômica"; los rumbos — 
que toma la polltica econômica en 1.957 son igualmente significativos- 
d© intervencionismo pero con un cierto grado de 1iberalizaciôn*Se pion 
sa mâs en el desarrollo que en la defensa nacional, on atraer capita­
les extranjeros que en la autarqula* El Institute de *‘Industria pier-
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de, en este momento, también au carâoter de subsidariedad social y qim 
da mâs bién con una misiôn de subsidariedad econômioa de residue*
Ante esta inversiôn del Estado y nuestro temor porque sean 
abandonados o rechazados los oriterios directives de justicia, dando — 
cabida exclusivamente a imperatives extrajurfdices, podemos decir con 
Villar Palasi que la idea del Estado productor de bienes serâ benefao- 
tora de la humanidad si va» adjunta a la clâsica del Estado productor 
de seguridad y justicia* (69)#
o) Dereoho Internacional Tributario
En el campo de las relaciones intemaclonales dos datos —  
son importantes* Uno, la vinculaciôn con organismes intemacionales — 
de caracter econômico* Y otro, en el campo del Derecho Tributario, los 
Convenios Intemacionales para evitar la doble imposiciÔn*
En el primer aspecto, senalemos ônicamente el que por es­
tas fechas Espana ingresô, en 1*958, en el Ponde Monetario Internacional 
y en el Banco Internacional de Reconstrucciôn y Pomento (?©)• En 1*959 
fuô admitida como miembro de pleno derecho en la Organizaciôn Europea - 
de CooperaciÔn Econômica (7lJt> el Acuerdo Konetario Suropeo (72) y - 
en el Consejo Econômico para Africa (CKA) (73)# Y en 1*960 se integrô 
en el Consejo de Directores de la CooperaciÔn Pinanciera Internacional 
(74)# AsooiaciÔn Internacional de Desarrollo (75)* En 1*961 fué impor—  
tante el ingreso en la Organizaciôn de CooperaciÔn y Desarrollo Econô­
mico (OCDE) (76)* Posteriormente, los primeros pasos y negociaciones —  
con la Comunidad Econômica Europea que parecen recabar èn la actualidad, 
y después de un nuevo cambio de la casi totalidad de;los Ministres del 
Gobiemo, la mâxima atenciôn (77)#
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En cuanto al segundo, encontramos las inf luencias de los — 
oambios comenzados en la proyeccidn que ttnrieron en el Derecho Inter- 
naoional Tributario. Ya presumîa Sainz de Bujanda en el Rapport pre- 
sentado al Congresos cÉlebrado per la International Fiscal Association, 
en Basilea en septiembre de 1.960, que "el cambio de rumbo de la pol^ 
tica econômioa espanola, iniciado en 1.957» bace suponer que en fecha 
breve sentird Espana, y los paîses que con ella mantienen relaoiones 
econdmicas, la necesidad de suscribir acuerdos para evitar la dcble — 
imposicidn”. (78). Efectivamente podemos comprobar que no se equivo 
od el profesor de la Universidad de Madrid. En los anos comprendidos 
entre 1.939 7 1*957 nada se habîa heoho en este sentido. Unicamente 
encontramos un Canje de Motas con la Argentina, fechado en Buenos Aires 
al 31 de diciembre de 1.948 y cenido a materias referentes a companlas 
de navegacidn marîtima y adrea. Tambidn encontramos algunas referen— 
cias a oiertos tipos de exenciones fiscales en el Concordato entre Es^ 
pana y la Santa Sede de 27 de julio de 1.953 y en el Convenio de ayuda 
para la mÛtua defensa con los Estados Ifoidos de Norteamerica, de 26 — 
de agosto de 1.953* Sin embargo, una vez superada la etapa de estabj. 
lizacidn econômioa oomenzada en el ano 1.957 y con el Primer Plan de 
Desarrollo Econômico y Social en puertas, son varies los Convenios c£ 
lebrados (79):
a) Con Alemania, en Madrid el 3 de diciembre de 1.966, en 
materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimo 
niOo
b) Con Austria, en Viena el 20 de diciembre de 1.966, en 
materia de impuestos sobre la renta y el patrimonio.
c) Con Francia, en Madrid el 8 de enero de 1.963, en mat^ 
ria de impuestos sobre la renta y las herencias.
d) Çon Noruega, en Madrid el 25 de abril de 1.963, en map-
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teria de impuestos sobre la renta y el patrimonio.
e) Con Suecia, existen dos, fechados en Madrid el 25 de - 
abril de 1*936, uno es en materia de impuestos sobre — 
la renta y sobre el patrimonio, y otro sobre las heren 
cias* El 14 de marzo de 1*966 se firmô en Madrid un - 
Convenio coraplenentario èel de 1*963 en materia de im­
puestos sobre la renta y el patrimonio.
f) Con Suiza. Unfl, firmado en Berna el 26 de abril de —  
1.966 en materia de impuestos sobre la renta, y el pa—  
trimonio, Otro, firmado en Madrid el 27 de noviembre 
de 1.963 ©n materia de corapanias de ÎTavogaciôn AÔrea.-
g) Finlandia, firmado en Helsinke el I5 de novicmbrè de -
1.967.
h) Portugal, firmado en Madrid el 29 de mayo do 1.968 y - 
ratificado en Lisboa el 26 de febrero de 1.978 en mat^ 
ria de impuestos sobre la renta (8C)*
Hoy la situaciÔn es muy promctedora, oxistiendo ncgociaci^ 
nés para ^legar a establecer Convenio con dieciseis paîses (81).
En este orden de las relaciones exteriores el problems de 
las inversiones extranjeras en Espana no podîa dejarse en olvido. For 
la Ley de 24 de Noviembre de 1.939 s© cerrÔ la ontra,da de capitales en 
Espana que hasta entonces habîa sido importante. Sin embargo, a partir 
de 1.959 cambia el signe de la legislaciôn y si recordamos lo anterior 
mente dicho respecte a la évoluei6n sufrida por el Institute Nacional 
de Indus tria no nos extranaremos de que algûn autor refiriêndose a e_J 
tas fechas finales de los anos dô la década de los cincuehta senalase — 
que "era lÔgico merecer una renovaciôn total del espîtitu del legisla- 
dor espanol y de sus textos pero es posible que aqué&lo no esté aûn —
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plenamente logrado, porque cual4ficados jectores no parocen compartir 
con plena conviociôn el criterio de la necesidad do ebrir las fronteras 
a la invarsidn extranjera (82). La pugna entre interveneiôn-autarcmia- 
0 intervenciôn-mercado de libre conourrencia.
d) Ley de 26 de diciembre de 1987
Adoptando la mjsma posiciôn que la recomendaciôn hecho por - 
g1 Consejo Econômico Nacional Sindical respecte a que el prosupuesto de 
gastos sea nivelado con recursos tributaries, la ley parte del princi—  
pic de que la financiaciÔn de los gastos pdblicos, on el excèso defici- 
tario no cubierto por los tributes, no se lleve a cabo mediante la emi— 
siôn de tîtulos de la Deuda Pûblioa. Como es sabido, la base de este 
todo se centra en la posiciÔn neutral de la Hacienda en el sistema eco­
nômico nacional, y la consecuencia que con elle se produce en la infla- 
ciôn, la cual représenta el precio para evitar cualquier problema de în 
dole social o politico que un aumento de la presiôn tributaria puede —  
producir. El principle econômico clôsioo de la nivelaciôn del presupues 
to no hacia referencia a la eminente realidad contable sine al deseo de 
que determinados pactes se nivelasen con deterininados ingresos (83). 
te postulado habîa sido superado ya en el moinento de Ir. LET 1957 por 1& 
üM de 26 de julio del mismo ano que configuré una nueva estructura del- 
prcsupuosto, que so incorporé a la LET-1957> bajo;el criterio de clasi- 
ficaciôn econômioa que distinguiô entre gastos e ingresos ordinaries y 
de capital,pero senalando el preSmbulo de dicho CM que la divisiôn no — 
tenîa nada que ver con una posible intorrelaciôn entre unos y otros;0s- 
decir, que no se pretondia que los gastos corrientes se financiasen con 
ingresos corrientes y gastos de capital con in .resos de capital."Sata — 
idea -dice la OM citada- que pudo progresar hace bastantes aaos,estfi, ac 
tualmente rebasada" (84) •Asî,podemos corisiderar, con Losano,que el princj^  
pic de nivelaciôn del prssupuesto ha dejado définitivam-^nte de constituir
(i
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la regia d© ore de la Hacienda P^lica en el sentido en el que los cl^ 
sicos lo entienden para ser sustituîda por la idea b la nivelaciôn a - 
largo plazo que se ajusta en lo posible a la duraciôn y evoluciôn del- 
ciclo econômico (85)• Nos encontramos con que la tondcnoia proclamada— 
en la LRT-1957 respecte a la nivelaciôn de gastos pôblicos e ingresos- 
tributarios constituye, al decir de Estape, una nueva manifestaciÔn •—  
del dogma clâsico del ©quilibrio presupuestario. "No se trata, afirma— 
el autor ôltimarnente citado, de suscitar viejas plantearaientos de una 
cuestiôn que hky aparece en têrminos muy diatintos. La fôrmula vè. mds- 
all5 de la mcra satisfacciôn de una exigencia contable: parte de la s_i 
tuaciôn concreta del morcado de capitales" (86). Esta ultima circuns—  
tancia ostaba en la mente del legislador cuando en el préambule de la 
Ley reconocîa que con la reforma mejorarîa la situaciôn econômioa "ya- 
que la demanda del sector pûblico sobre el morcado de capitales perde— 
râ entidad".
Hacemos esta referencia al problema presupuestario, porque 
la Loy èn donde las evaluacionos globales se establecen es la que apr^ 
bô los Presupuestos Générales para el bienio 1958-59 y, adera^ s, pcrque 
la reforma tributaria de 1957 no se puede desvincular de este otro pr^ 
blema, Con los nuevos môtodos fiscales (tendentes, segôn la raisma Ley, 
a hacer disminuir la presiôn fiscal indirecta) por un lado, y por o±ro 
la polîtica de restricciôn de gastos pôblicos, anunciada por el gobier 
no meses antes (Deereto—Ley de ordenaciôn econômioa de 21 de julio ant_e 
rior), se pensaba financier el presupuesto do gastos por el cldsico pr^ 
cedimiento de la tributaciôn y de los recursos procedentes de ingresos 
patrimoniales. Efectivamente, como sigue diciendo Estape, la Ley de 26 
de diciembre de 1957» apoyada en la orientaciôn referida durante el — 
ano 1957» constituye una primera tentativa para encauza» los procediaien 
tos de financiaciÔn del Gastos Pûblico (87)# Esta vinculaciôn es tan ob
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via cuando la monetizaciÔn de la Deuda PÛblica (por la suscripciôn foiv 
zosa de la Banca privada y la subsiguiente pignoraciôn en el Banco de — 
Espana), como senalÔ M. Albinana a raîz de esta Ley que comentamos, —  
"ha sido elpanacea de los gastos estataies, y, en otro orden de ideas,— 
el malêfico virus que anquilosaba el sistema tributario espanol". (88).
La reforma ttrvo un matîz claramente politico. E). Ministre - 
de Hacienda, en el diseurso de presentaciÔn de la Ley a las Cortes, d^ 
jô sentado el principio de la intervenciôn de la decisiôn polîtica en - 
el campo de la economîa al decir: "no negueis ni discutais el hecho de 
haber penetrado con sentido politico en la vida econômioa del pals, pcœ 
que poneis en evidencia uno de los principios cardinales de nuestro Mo- 
vimiento, aquel que, en el Puero del Trabajo, se enuncia de una manera- 
solemne cuando dice que es voluntad del Estado poner la riqueza al ser- 
vicio del pueblo espanol, subordinando la economîa a la polîtica, prin^ - 
cipio que, por otro lado, entra hoy en la vida y en el pensaraiento de — 
los Estados modemos" (89).
Los objetivos concretos que la Ley persigue, a los cuales - 
haremos referencia mâs adelante, pueden entrar en colisiôn y surgir di^ 
crepancias entre elles en oiertos casos, como dice la Ley, por lo cual- 
es necesario buscar una instancia superior, y nos encontramos que por - 
encima de dichos objetivos existen unos fines fundamentales en orden a 
los cual6s debân coordinarse aquéllos motivos de la reforma . Estos fi­
nes fundamentales son de polîtica financiera: uno econômico (elevar el 
producto nacional) y otro social (redistribuciôn de la renta), para lo 
cual es necesario el aumento de la actividad del Estado en operaciones— 
y servicios, lo cual équivale a afirmar el postulado del Estado inter—  
vencionista. El preâmbulo de la LR'B-1957» al mismo tiempo que aconseja- 
acercar la cifra de ingresos y gastos (mediante la elevaciôn de los in-
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gresos procedentes de impuestos principalmente, y la disrainuciôn, o al 
meno3 una reduceiôn del ritmo de su creoiraiento, de los gastos pûblicos) 
senala tambiên que todo ello es âin dejar de tener en cuenta que deternâ 
nadas inversiones pûblicas o finanoiadas con determinados fondos del Es 
tado tienen tal interês para el future de la economîa nacional, que de 
ninguna manera pueden ser sacrificadas.
Esta intenciôn polîtica sigue siendo évidente desde el pun- 
to de vista de las reformas tributaries introducidas y principalmente — 
en cuanto a las evaluaciones globales de bases imponibles y convenios — 
de fijaciôn de cuotas. Del mismo discurso del Ministro de Hacienda, an­
tes citado, se desprende el intervencionismo politico respecto a nues—  
tro tema. "Quiero senalar —dijo el Ministre en aquélla ocasiÔn- en rel^ 
ciôn con la reforma tributaria, el aspecto politico o, major dicho, un 
aspecto politico, porque quiero centrer toda vuestra atenciÔn en la par 
te que considère mâs sustancial e importante del Proyecto: en la relatd 
va a los Convenios con entidades fiscales". Los convenios y evaluaciones 
globales ("las entidades fiscales" de que habla el Ministro) constitu—  
yen, como senalô C.Albinana (90) la reforma tributaria de signo politico, 
Esta motivaciôn polîtica, segûn algûn autor, fué ocultada bajo la excu­
sa de la razôn teÔrica de disminuir la presiôn fiscal indirecta (9I)#
Lo que si es cierto, desde el ângulo de anâlisis que nos —  
ÿila en toda esta Tesis, es que la reforma de 1957 y la introducciôn de 
las evaluaciones y convenios en el sistema tributario, responde a fina^ 
lidades y motivaciones de escasos, o nulo, sentido jurîdico. No es la — 
justicia (la realidad absolut» o relativa de unas bases) sino la cifra 
de ingresos, para equilibrar el presupuesto, y la eliminaciÔn del frau­
de lo que est£ en la mente del autor de la Ley. Ahora bien, por un lado
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el fraude no s6lo no se suprimiô sino que fuê elevado a range de ley*—  
Por otro, tenemos que decir,con Vicente-Arohe^que "las evaluaciones gl£ 
bales y los convenios con agrupaciones de contribuyentes ban servido, — 
sin duda, para aumentar en proporciones muy elevadas la cifra global de 
recaudaoiôn, actuândo en este sentido como un instrumente de polîtica — 
tributaria al servicio de la nivelaciôn del sector pûblico. Pero por su 
misma ausencia -que supone,. caracterîsticas que ha revestido su aplica- 
ciÔn, habrân de tener forzosamente una vigencia transitoria. De aquî se 
deduce que résulta aventurado proyectar en el future la nivelaciôn pre- 
supuestaria sobre la base de un continue aumento del producto tributario, 
y que todavla es mâs arriesgado prever elevaciones progrèsivas de la —  
recaudaoiôn global" (92).
S in embargo, nuestra posiciÔn no es que sea contraria al dje 
seo de conseguir un mayor producto nacional o una mejor distribuciôn de 
la renta, etc., sino que, cuando tratemos de leyes, el principio que d^ 
bô régir su contenido y su finalidad debe ser inexcusablemente jurîdi—  
ce. Sôlo cuando el enfoque de justicia dirija los pasos en la élabora—  
ciôn y aprobaciôn de las leyes nos daremes cuenta del probable engaho — 
que tÔrminos como mayor recaudaoiôn, evitaciÔn del fraude, etc., encie- 
rran; y, por otro lado, serâ posible entonces conseguir un mayor produce 
to nacional o una mejor distribuciôn de la renta.
La LRIV-1957 representaba la inevitable y profunda correcciôn 
del sistema fiscal que debîa actuar sobre la insuficiencia del mismo en 
el reparte de la carga financiera del Sector Pûblico, cuyos déterminan­
tes en el marco de la economîa espanola eran, siguiendo a Petit Fonts^ 
re, los siguientess (93)
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1®.— Necesidad de estabilizaciÔn de precios fundamentada — • 
no sôlo en argumentos êtico-sociales (alza de precios disminuciÔn de ca 
pacidad adquisitiva de las renias fijas percibidas por asalariados y —  
rentistas) sino también econÔmicos (adrainistraciôn poco racional de los 
recursos disponibles: escasez de produceiôn de bienes bâsicos y abund^ 
cia en los de menor necesidad; desequilibrio de la Balanza Comercial al 
aumentar las importanciones y disminuir las exportaciones).
20.— FinanciaciÔn del endeudamiento pûblico. El Banco de Es 
pana se habîa convertido en la principal fuente de financiaciÔn del de_s 
equÿlibrio del Sector Pûblico actuando de generador de fondos a travôs— 
del mécanisme de la concesiôn de anticipes. En el Informa de la OECE —  
puede leerse una interesante constataciôn: "la demanda de crédites ban^ - 
carios por parte del sector privado aumenta muy fnertemente, al mismo — 
tiempo que las suscfipciones priv^as de tîtulos de Deuda PÛblica que—  
dan muy por debajo de la medida de los ahos anteriores. A la vez que - 
aumentan su cartera teÔrica de tîtulos pûblicos, los Bancos apelan por 
importes muy elevades al Banco de Espana, quien résulté financiar asî - 
a la vez el desbordamiento de los crédites privados y de la Deuda del — 
Estado".
3®.— MonetizaciÔn del déficit pûblico. La Deuda Pûblica se 
iba poniendo en circulaciÔn en la medida en que las necesidades del Es­
tado lo precisaban y se ibg, convirtiêndo directamente en aumento ince—  
santé en la cantidad de dinero en circulaciÔn. Esta forma de procéder,— 
si bien représenta una gran ventaja para una Hacienda débil ya que ase- 
gura los ingresos reales que percibirîan a través de los impuestos, su 
perfecciôn y recaudaoiôn no son costosos, y que psicolÔgicamente el pa^ 
ticular sufre mâs inconscientemente las depreciaciones de la moneda que
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el establecimiento de un impuesto de la misma cuantîa, no hay que olvi— 
dar que junto a su comodidad en la aplicaoiôn como forma impositiva lie 
va aparejada una grave injusticia.
Estes très puntos sehalados ponen de manifiesto la necesi—
dad de una soluciôn doble; reducciôn dé los Gastos Pûblicos y aumento —
de las cargas fiscales. Y ambas cuestiones centradas en tor no al prohibe
ma del fraude fiscale
NOTAS CAPITULO PRIMERO
(1) Cortés Dominguez, M. "Ordenamiento Tributario Espanol" Tecnos. Ma­
drid, 1968» 1® edic. Pâg# 15* La primera adhesiÔn que esta obra, a la 
coal acudiremos en repetidas ocasiones a lo largo de esta Tesis, ha 
producido en nosotros ha sido motivada, ya desde el principio, por su 
tltulo. El concepto de S*Romano "ordenamiento jurîdico" estâ amplia- 
mente recogido en la doctrine administrativista espanola. Concreta—  
mente, en el campo del Dereoho Financière, fuê el profesor Garcîa-Anovje 
ros en su trabajo "Desartollo econômico y ordenamiento jurîdico". —- 
RDFHP nû 44 (diciembre I96I) p'gs. 1211-1234.
(2) 1.948, Nawiasky, "Teoria general del Derecho" Traduc. por José Zafra 
Valverde. Edict. Rialp, Madrid, 1962 pâg. 16.
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Derecho aquello que tiens como sentido poner en prâctioa la idea del 
Derecho. El concepto del Derecho se orienta por la idea del Derecho, 
lo que significa que la segunda precede lÔgicamente al primero "es,— 
en definitive, el enfrentamiento del mundo del ser con el del debeiv 
ser (concepto del Derecho —idea del Derecho; ordenamiento jurîdico—  
or*den jurîdico Radbruch, G. "Introducciôn a la filosofîa del Derecho". 
Fondo de culture econÔmica. Tercera ediciôn.México I965» pâg. 47*
(4) "P’ara que se de la obligatoriedad de una costumbre, para que exista- 
De?recho consuetudinario, hace faite la legitimaciôn del Ordenamiento 
Juirîdioo" dice el mismo Nawiasky:" Teoria..." op, cit. pâg. 100.
(5) Radbruch, "Introducciôn..." op. cit. pâg. 31
(6) Ve;r, Senti Romano, "El ordenamiento jurîdico" Trad, por Sebastian y- 
Lo)renzo Martîn-Retortillo. Institute de Estudios Politicos. Madrid,— 
19'63.
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(7) Radbruch "Introducciôn..op. cit. pâg. 49.
(8) Truyol, A "Pundamentos de Derecho Natural", separata del articule —  
"Derecho Natural" publicado en la Nueva Enciclopedia Jurîdica. F. —  
Seix Editor, Barcelona, 1954, pâg. 37.
(9) La-torre, A. "Introducciôn al Derecho" Edi. Ariel. Barcelona, I968.- 
pâg. 144-145: "Histôricamente, el Derecho natural ha cumplido funcio 
nés important!simas, aunque distintas y aûn opuestas: En ocasiones,— 
ha sido una idea conservadora de la estructura social y polîtica —  
existent©. En otras, por el contrario, actuô de lema revolucionario, 
como ocurriÔ en el Siglo XVIII y en su lôgica consecuencia que es la 
Revoluciôn Prancesa. En estos ûltimos casos el Derecho natural sirve 
para elevarse en nombre de un Derecho 1 Leyes suÿeriores contra Le—  
yes positivas, permitiendo la ilusiÔn de que la actitud revoluciona^ 
ria no solo no es opuesta al Derecho, sino, al contrario, se hace en 
su nombre". Parece constater un hecho simplement©, pero nosotros no 
nos hacemos la ilusiÔn de que el autor lo comparta.
(10) La idea de legalidad, engendra directa o indirectamente, ademâs de - 
la validez dogmâtica del Derecho como principio cualificador, la idea 
de relativisme y una actitud ideolôgica de signo conservador que pu^ 
de conducir a un vaciamiento de conceptos, taies como estado de Der^ 
cho, separaciôn de poderes, legalidad de dôlitos y î>enas, legalidad- 
de la carga tributaria (del imperio de la Ley, en definitive)
(11) Al hablar de la validez del Derecho -de su existencia justificada, — 
como en las primeras lîneas introductorias ya decîamos- podemos repe 
tir con De Castro los pensamientos que a continuaciôn de una afirma- 
ciôn pararela hace. "El Derecho humano -dice- necesita una justifica 
ciôn. Debe evitarse, ante todo, la confusiôn que se ha procurado —
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crear entre legitimidad y legalidad; pues mientras esta se reduce a- 
comprobar la conformidad formai de una régla con otras normes posit^ 
vas anteriores de superior jerarquîa, aquêlla se refiere a la justi- 
ficaciôn esencial de su contenido* Tampoco se puede confundir con el 
motivo o la razôn por el que una disposiciÔn pueda parecer a alguien 
légitima o digna de obediencia (ideolo^îa polîtica), ni puede buscar 
se o encontrarse en los intereses de los unos, en los deseos de po—  
der de los otros, ni en los modos mudables de las escuelas". De Cas­
tro, P* "Derecho Civil", op.cit. Tomo I, pâg. 37
(12) Larenz, K. "Metodologla de la ciencia del Dereoho" Traduce, por EnrJ. 
que Gimbemat. Edit. Ariel. Barcelona, I966 pâg. 159»
(13) Radbruch, G. "Introducciôn..V opo-.cit. pâg. 47*
(14) La uniôn dé los dos co-faotores tiene explicaciones mûltiples de en­
tre las cuales la de la "naturaleza de la cosa" nos parece muy acep- 
table y en la llnea de la posiciÔn que hemos tomado. La "naturaleza^ 
de la cosa" pretende que la realizaciôn de la validez jurîdica nece­
sita estar en funciÔn de un contenido de significado normative INHE­
RENTE a los hechos como taies. No es que volvamos de nuevo a la posd^  
ciôn de que los hechos por ellos mismos tenga fuerza suficiente para 
dar lugar a la validez, sino que estos hechos tienen que tener un —  
significado normative. No tratamos con meros hecho, sino con hechos- 
que encaman unos contenidos determinados que le dap sentido. Ese —  
contenido es la eticidad. Y si por eticidad entendembs la aceptaciôn 
de una gama de valores con preferencia a otras por un grupo social,- 
desembocamos en algo que ya hemos apuntado repetidamente con anteri£ 
ridad, desde otras perspectivas, y es la funciÔn que en este esquema 
tienen las ideologlas en cuanto hacen de filtre a esa eticidad. No - 
es tanto los valores aceptados por un grupo social, como los acepta- 
dos por los grupos rectores de una determinada comunidad.
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Sin poder entrar con la profundidad que desearîamos en este tema 
de "la naturaleza de la cosa" si debemos senalar su vinculaciôn —pa­
ra nosotros de momento algo peligrosa— a la Topica y en contraposi—  
ciôn al Sistema. Nos referimos a la Topica como la concibe Viehweg - 
al decir que "la Topica pretende suministrar dates para saber como — 
hay que comportarse en una situaciôn semejante a fin de no quedar do 
tenido sin remisiôn". En el campo del Derecho tributario debemos re— 
conocer que hoy, por imperative del principio de legalidad (mejor: - 
principio legalista de legalidad), quedaraos detenidos sin remisiÔn — 
Viehweg, Th. "Topica y jurisprudencia" Tradoc. L. Dîez Picazo. Edit. 
Taurus. Madrid, 1967, pâg. 49©
(15) Como dato positive de este punto, y que realraente puede ser referido 
a toda la exposiciÔn que estâmes haciendo, tenemos que hacer mène iôn 
directa y especial del articule 20-1II de la Constituciôn Alémana —  
que establé que "la funciÔn de la jurisdiociôn al colmar las lagunas 
del Derecho, esta sujeta tanto a la Ley como al propio Derecho". En- 
igual sentido el art. 83-2 de nuestra Ley de la JurisdicciÔn Conten­
des o-Administrativa #&d%oe que "la sentencia estimar$a el recurso - 
contencioso-administrativo cuando el acte o la disposiciÔn incurriese 
en oualquier forma de infracoiôn del Ordenamiento jurîdico, incluso- 
la desviaciôn del poder".
(16) Cortés Dominguez, M. "Ofdenamiento..." op. cit. pâg. 13.
(17 ) Saînz de Bujanda, P. "Estructura jurîdica dél Sistema Tributario" in 
corporada a Hacienda y Derecho, Volûmen II, JEP. Madrid, 1962, pâg.- 
253# Es muy revelador el que ya la primera rubrica de este trabajo - 
sea "La integraciôn de los Tributes en un Sistema". Como se recorda- 
râ, nosotros hemos estado hablando en las pâginas anteriores précisa
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mente de la integraciôn de log co-faotores -reales e idéales- del —  
proceso de validez jurîdica en la construcciÔn de un sistema dé Dei^ 
cho. Otro aspecto que debemos resaltar es que este trabajo fuÔ publj. 
cado en RDFHP nûmero 41, correspondiente al mes de marzo de I96I y # 
por lo tanto es bastante anterior a la Ley de 11 de junio de 1964 
bre reforma del SISTEMA tributario espanol, de lo cual no es arries­
gado deducir que este articule de capital importancia tuvo su tras^  
cendencia directa en orden a la Reforma de I964# La Ley de 26 de Di­
ciembre de 1957 fuê, por el contrario, solo de "Reformas Tributaries", 
sin referencia alguna al Sistema explicitamente.
(18) Bonet Ramôn, F. "6l Sistema interne del Derecho Civil" en Revista —  
de Derecho Privada nûmero 441 (1953) pâg. 1072. Las ideas bâsicas de 
las que parte Bonet RamÔn en este articule son cuatro: 1® el Sistema 
tiene que partir del anâlisis de las Leyes y de las Instituciones —  
conctetas. 2® funciÔn interpretativa del Sistema por cuanto a travÔs 
de êl conocemos los principios générales del Derecho con los cuales 
llenar las lagunas jurîdicas. 3® la necesidad de unos criterios "ma- 
teriales" en todo Sistema. Y 4® lo que pudieraraos llamar especializa 
ciôn de sistemas segûn las distintas disciplinas y las distintas — —  
partes dentre de cada una de ellas. No podemos seguir mâs adelante - 
con el estudio de estos puntos pues, aunque ello serîa altamente in­
teresante desde el punto de vista del Derecho financière y de tribu— 
tario, nos apartaria» en demasia de la lînea que estamos siguiendo.
(19) "Una introduçao a ciencia das finanças" Revista Forense, Rio, 1955*- 
Volûmen I, pâg. 288©
(20) Pérez de Ayala, J.L. "Derecho Tributario". Edit. Derecho Financière. 
Madrid, 1968, pâg. 21.
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(21) En este tema es esencial Vanoni "Natàlra ed interpretazione delle —  
leggi Tributarie" en "Opere l&iuridiche". Giuffre. Milân 1961. Sobres 
la evoluciôn de la doctrina y argumentes que présenta en torno la rm 
turaleza de la norma tributaria puede verse tasarte, J. "Sobre la —  
Ley Tributaria" RDPWP n»76 (julio-Agosto 1968) Pâg. 749-782.
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Merino, Edt. Derecho Financière. Madrid, 1962. pâg. 221. La parte IV- 
de esta obra esta dedioada a la "Teoria del Sistema Tributario".
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pâg. 6-7.
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1951 y eu "Das Deutsche Steuersystem. Le système fiscal allemand" de 
la misma fecha.
(25) Pêrez de Ayala, J.L. "Estructura econÔmica-financiera interna de nues 
tro sistema tributario" RDFMP, n® 65—66 (Septiembre—diciembre I966)— 
pâg. 1207.
(26) Salnz de Bujanda, F. "Estructura jurîdica..." op. cit. pâg. 257*
(27) Schmôlders, G. "Teoria..." op. cit. pâg. 222.
(28) Saînz de Bujanda, F. "Estructura jurîdica..." op. pâg. 260.
(29) Garcia Anoveros, habla de la racionalidad de la norma y a nivel mer^ 
mentô penal: "la kiacionalidad de la norma se derauestra, mâs que por- 
la lectura de la ley, por sus resultados. Una norma es racional cu^ 
do el legislador obtiene mediante su aplicaciôn los resultados espe- 
rados y no otros" en "Desarrollo econômico y ordenamiento jurîdico"— 
art. cit. pâg. 1231.
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(31) Saînz de Bujanda, F. "Estructura jurîdica..." op. pâg. 257*
(32) Schmôlders, G. "Teoria..." op. cit. pâg. 228-229. Y Cosciani, C. --
"Principios de Ciencia de la Hacienda". Traduce, de Fernando Vicento- 
Arche y Jaime Garcîa Anoveros. Edit. Rev. Der. Finan. Madrid, 196? — 
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través del estudio de los efectos de los impuestos, proporciona al- 
Estado elementos muy importantes para realizar racional men te la elejo 
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—56—
(38) Lo cual da lugar a las "paradojas" ouyo mêtodo adopta Salnz de Bujan 
da para analizar la Ley General Tributaria de 1964; o a los "abismos 
jurldicos" como en otro lugar de la Tesis los denorainamos nosotros#
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C A P I T U L O  S E C U N D O
CAPITULO II.- LAS EVALUACIONES GLOBALES SON UNA INSTITUGIQN QUE DESA- 
PARECE.-
Esta afirraaoiôn es la que nosotros consideraraos como ob— 
jeto central de nuestra Tesis. Pero, para que la Tesis lo sea en sen 
tido pleno es necesario llevar a cabo un razonamiento que sostenga — 
esta afirmaciÔn, con el fin de demostrarla. El anâlisis de la evolu­
ciôn de los dos ûnicos elementos tangibles que tenemos es lo que nos 
va a servir de base para ello. Estos elementos -los motivos concre—  
tos que llevaron al legislador a plasmarlos en la instituciôn, y la 
instituciôn misma concretizadora de los motivos, han tenido un desa­
rrollo temporal del cual debemos ahora sacar los datos que, convenien 
temente valorados, nos 11even a la conclusiôn anunciada.
Hay que hacer alguna precisiÔn sobre cada uno de estos — 
dos elementos y sobre la conjugaciôn de ambos. Desde el punto de vis^  
ta de la instituciôn, hay que tener en cuenta que si las evaluacio—  
nés globales "desaparecen" ello no quiere decir, sino todo lo contra 
rio, que no tuvieran un origen. Los momentos lôgicos por los que -—  
oualquier instituciôn atraviesa son, fund a men t alment e, el de su est^ 
blecimiento (integraciôn) y el de su finalizaciÔn (desintegraciôn —  
del nivel especîfico del Derecho). Ahora bien, nos encontramos con - 
que este segundo momento, el de finalizaciÔn, todavîa no se ha dado 
en nuestro caso, puesto que las evaluaciones globales siguen vigen—  
tes y forman parte de nuestro sistema tributario. Por ello sustitui- 
mos este punto de referencia estricto y concrete (el fin) por el têr^  
mino de caducidad, ès decir, proceso de finalizaciÔn, graduai descom 
posiciÔn.
En cuanto al otro elemento, los motivos, tenemos que ver
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cuâl es su caracterizaciÔn especîfica y su radicaciÔn a lo largo de 
la vida de la instituciôn.
En tercer lugar, el aspecto de mayor importancia es la — 
conjunciôn de los dos elementos anteriores. Por un lado, el momento- 
inicial, de la instituciôn y el momento de su descomposiciôn, y, por 
otro, los motivos que llevaron a esta instituciôn. Al poner en con—  
tacto ambos elementos salta con notable relevancia el término "cadu— 
cidad", como punto de referencia al cual vincular la evoluciôn de —  
las evaluaciones globales. De ahî que nosotros empleemos el tiempo — 
verbal présente, diciendo que las evaluaciones globales "desaparecen", 
acciôn que ocurre ante nuestra vista y que no escapa a nuestro anâl_i 
sis, en lugar de decir que son una instituciôn que "ha desaparecido". 
La pregunta lôgica serâ, por tanto, sobre el por quÔ de este proceso 
de desapariciÔn. Desde la perspective de conjugar ambos elementos se 
nos ocurre, en principio, que ello podrîa deberse a dos causas: o a 
que no existian realmente los motivos originarios, o, existiendo es­
tes motivos originarios, la figura creada no respondiese a su solu—  
ciôn y no fuese instrumento idÔneo.para estos motives. Sin afân de 
hacer un mere juego de palabras, podrlamos pregimtamos si la desapa, 
riciôn se estâ debiendo a la concreciôn de unos motivos efîmeros o a 
una concreciôn efîmera de los motivos.
La ûnica interpretaciôn de la caducidad que nosotros —  
creemos posible es la falta de adecuaciôn entre los dos elementos: - 
motivos e instituciôno Porque aquéllos existlan cuando las evaluacio 
nés nacieron y siguen existiendo cuando las evaluaciones estân desa— 
pareciendo; sin embargo estân perdiendo vigencia por ser una concre­
ciôn efîmera de los motivos que teôricaraente las originaron. Ademâs, 
esta caducidad, al ser un proceso, tiene que estar determinada con -
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relRciôn al tiempo* Y cuSles son estas etâpas de la descomposiciôn. 
^En dônde radica la caducidad? Aqui vemos como el proceso de descqm 
posici6n toraa dos vertiontess la "caducidad intrînseca" y la "cadu­
cidad positiva"# La primera hace referencia a la adecuaciôn de los 
motives con los principles jurîdicos que debîan inspirar y a los —  
que se debîa someter las evaluaciones globales, y por lo tante su - 
radicaciôn temporal estâ en el mismo momento originario# La segunda 
es la caducidad que supone su progresiva eliminaciôn de la esfera — 
legal y que tiene su exprosiôn significativa en las exclusiones que 
del sistema va haciendo el legislador a lo largo de la vida de las- 
evaluaciones# De esa caducidad positiva hablaba ya el legislador de 
1957 aunque sin prever lo que en un future iba a suceder. En el —  
preâmbulo de laILRT-1957 se afirma que las modificaciones introducj^  
das se conciben teniendo en cuenta las convenienciaa de procéder de 
"forma evolutiva" a la reforma del rêgimen tributario, "ejecutàda - 
en varies tiempos, de varies modes y ofreciendo siempre posibilida- 
des de rectificaciôn", ya que un cambio brusco o radical exigirîa — 
alteraciones en ellas que podrîa, on ciertos casos, ser pertubado—  
ras (1), Bueno, pues, la reforma est* siondo tan "evolutiva" que se 
esta en camino de volver al punto de partida, e incluse mds allâ —
(2) habiendo girado sobre el propio eje casi los trescientos se—  
tenta grades# Esta caducidad positiva no es mds que consecuenoia — 
de la anterior, ya que si la instituciôn hubiese tenido virtua^ —  
lidad para concretizar los motives y la adecuaciÔn hubiese side — 
fructlfera, el legislador no las estarîa haciendo desaparecer, —  
sino que, por el contrario, las potenciarîa al m^ xirao# Gon este — 
hemos tocado el punto esencial de las evaluaciones globales, y es — 
que, a nuestro sincere modo de ver y por las razones expuestas —que 
a continuaciÔn pasaremos a analizar con mayor deteniraiento-, la cadn
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cidad Intrînseca tiene una radicaciôn temporal que so iiicia - est© - 
os lo grave- paralelamente al momento originario del establecimiento 
do la instituciôn, y ello con indopendoncia de que su desapariciôn — 
del ordenamiento jurldido todavîa no se haya dado de un modo dofini- 
tivo.
Resuraiendo estos razonamiontos hochos podemos establecer: 
13 las fases fundamentales de toda instituciôn son cl momento origina. 
rio y el momento de finalizaciôn#20. El momento de finalizaciôn en - 
las evaluaciones globales no se ha dado todavîa, por lo cual lo sus— 
tituîraos por el momento de caducidad, 3®* La caducidad no es debida- 
a la no virtualidad de los motivos,sino a la inadecuaciôn de la ins­
tituciôn, 4®* La caducidad intrînseca (nivcl de principios) radica — 
ya en el momento originario. 5^ *i>a caducidad positiva (nivel do la 
legislaciôn) es consecuenoia de la anterior,
a ) Referencia al momento originario,-
En este momento originario, del nacimiento de la institu 
ciôn, sôlo podemos hacer referencia al elementos de los motivos, Asî, 
situados en la esfera extrainstitucional, tendremos una visiôn de lo 
que las evaluaciones globales, querîan significai' y lo que el legisàa 
dor protendiô al crearlas,
1,- Motivos del establecimiento,- 
En la exposiciôn de motivos de la LRT-1957 por la que se 
aprueban los presupuestos générales del Estado para el bienio 1956 - 
1959 y reformas tributarias, son enumerados de modo concreto los ob— 
jetivos que se porsiguen modiante las modificaciones que se introdu— 
cen, de las cuales el "Rêgimon de Convenios con agrupaoiones de con— 
tribuentes" es la de mayor importancia. En primer lugaf, habla la ley 
de "dotar a nuestro rôgimen tributario de una mayor agilidad, haciên 
dole al mismo tiempo raenos incÔmodo para cl oontribuyente®. De —  
aquî se desprende dos objetivos a lograr cuya explicaciÔn encontra—  
raos tambiên en la raisina exposiciôn de motivos. Por un lado se entien 
de que un rôgimen tributario tiene agilidad cuando esiJÎ es truc tur ado
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de forma que 6on sencillas modificaciones, a ser posibles liraitadas— 
a los tipos impositivos, pueda actuar con eficacia. Es decir, la agû 
lidad nos lleva a la eficacia. La primera objeciÔn crîtica debe ser, 
como es évidente, el que la reforma no fue en los tipos sino funda­
mental mente en la forma de determinaciôn de las bases impositivas; — 
la segunda crîtica como consecuenoia de lo anterior es que esta agi­
lidad lleva a oscurecer el conocimiento de las verdaderas bases y —  
por lo tanto de la real capacidad contritutiva. Por otro lado, un —  
sistèma tributario es menos incômodo cuando raâs reduzca la presiÔn - 
tributaria indirecta, considerando êsta, segdn la misraa ley, como el 
conjunto de molestias y gastos que el impuesto le supone al contribu 
yente, independientemente del pago de su deuda tributaria. Sin embar 
go, la raenor incomodidad que pretenden lograr las evaluaciones globa, 
les présenta la curiosidad de que se ve reducIda a la supresiÔn de - 
la visita que la InspeociÔn de tributes hace en la fase de comproba- 
ciôn o investigaciôn de bases, pero aunque ello no évita las obliga- 
ciones contables del contribuyente,
Pero aûn queriendo ver la ley una ventaja en la supre——  
siôn de la investigaciôn y comprobaciÔn en la fse de inspeociÔn, de- 
bemos senalar que la presiÔn fiscal, desde este punto de vista, es — 
disminuîda sôlo en parte puesto que, por imperative de la misraa ley, 
nos enoontramos con que de un lado todos los funcionarios de la Po—  
nencia deben pertenecer a los diversos cuerpos o especialidades del 
Ministerio de Hacienda "con funciÔn de investigaciôn o comprobaciÔn"
(3), y de otro, la actividad inspectora subsiste no sôlo con carâo—  
ter "a posteriori" para que el Ministerio realice los estudios que — 
considéré necesarios sobre el rendimiento de los négociés (4), aun—  
que de estas investigaciones no se puedan derivar cuotas a cargo del
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contribuyenté (5)> sino que ademâs la investigaciôn actûa con carâo— 
ter "a priori” como auxiliar de la Ponencia en los estudios econÔmi- 
CCS que debe llevar a cabo para llegar a la determinaciÔn de la ci—  
fra de evaluaciÔn global (6),
Ante esta ûnica ventaja y las multiples obiigaciones, —  
pensâmes que la mener incomodidad tiene pleno sentido no analizando- 
las evaluaciones globales hacia dentro de sî misma, en su intrasist^ 
ma, sino comparândolaa con el sistema normal de determinaciÔn de ba^ 
ses, y viêndolo asî podremos percibir con claridad que esta mener in 
COmodidad consiste en la mayor incomodidad que supone al contribuyen 
te someterse al rÔgimen ordinario de determinaciÔn de bases.
El segundo de los objetivos concretes es, segûn la ley,- 
el increraentar sustancialmente la cifra global de reoaudaciôn. Efec- 
tivamente las cifras aumentaron en un primer momento, pero aunque hu 
biese seguido siendo asî, ello no salva el que suponga una tergiver^
saciôn de los principios jurîdicos acomodândolos a objetivos de --
otras esferas. Respecte a este objetivo hay que tener en cuenta las 
dificultades prâcticas que se suscitan al realizar los llamados estu 
dios econômicos para la determinaciÔn objetiva de las bases pues, c^ 
mo senalÔ el Consejo de Economîa Racional (7) ©1 auraento recaudate—  
rio es ciertamente valioso cuando discurre paraielo al incremento de 
las rentas soraetidas a imposiciÔn, pero corre el riesgo de transfor- 
mars e en un eleménto pertubador del proceso econômico si la cuota —  
tributaria consiste en cifras absolutas establecidas a priori solo — 
por exigencias recaudatorias al margen de una detenida y exacta de—  
terminaciôn de los rêditos imponibles (8). Asî, nuestro Tribunal Su­
premo no ha podido, en ocasiones, ocultar la consideraciôn de la eva 
luaciôn global como "modalidad recaudatoria" complen&atada a la cal^
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ficaoiôn de "sistema de reparte" (apriorisme) (9). La ley 94/1959 de 
23 de diciémbre sobre modificaciones tributarias contrapone los o^ 
jetivos que la LRT-1957 prêt endia con la que estâ nueva ley persigue. 
En 1957 habla objetivos "sustanciales unos, como los de incrementar­
ia recaudaciôn" • •. " y têcnicos o formai es los otros, como los de d_o 
tar de agilidad al sistema tributario y faciliter su aplicaciÔn con 
la mayor comodidad posible". Al cabo de dos anos, el 1959 "no son —  
afanes recaudatories, sino el cumplimiento de imperatives têcnicos.•• 
los que principalmente motivan las modificaciones”... "obedecen a la 
tarea de dotar de agilidad a la estructura de nuestros impuestos y — 
de lograr en su aplicaciÔn la mayor comodidad o economîa que sean p^ 
sibles". El recurrir a la "comodidad" como razôn es excesivaraente r_e 
petido. La misma persona que, como Ministre de Hacienda, inspiré la- 
reforma de 1957 dirîa diez anos despuês: "La comodidad es un pecado- 
capital que nos arrastra a toda clase de irresolutismo". (lO).
Igual problema plantean las restantes pretensiones de la 
reforma: estimular la formaciôn del ahorro privado, fomenter la inver 
sién en aquéllos sectores de nuestra economîa considerados como mas— 
productives desde un punto de vista econômico nacional y establecer- 
la redistribuciôn de la renta, a través del impuesto, de forma que - 
résulté compatible con los objetivos anteriores. No creemos necesa—  
rio volver a analizar, desde la perspectiva de la dogmâtica jurîdica, 
lo que significan estos objetivos como ezpresiÔn de una etâpa histÔ- 
rica. El otro aspecto, la pugna establecida entre estos objetivos y 
la misiÔn del Derecho tributario la analizaremos en el siguiente —  
apartado, desde.'el ângulo de su caducidad, poniÔndolos en relaciôn - 
con los principios que deberîan de guardar. De todos modos, de la —  
enumeraciôn hecha por la ley de sus objetivos, no hay ninguno que —
C . Æ
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sea expresamente jurîdioo, pues si bien en la redistribuciôn de la - 
renta a través del impuesto pudiera pensarse que existe una finali—  
dad jurîdica -de realizaciôn de la justicia- ya que supone la uniôn- 
del principio de capacidad econômica a la finalidad red i s tribut iva,- 
en primer lugar ello no puede ocufrir por la independencia que cons- 
titucionalmonte tienen ambas finalidades en orden a subordinar el —  
tribute a la redistribuciôn de la renta (il) y en segundo lugar ello 
no ocurre puesto que ©1 principio de capacidad econÔmica precisamen- 
te no se realiza a través de las evaluaciones globales de bases, aim 
que el preâmbulo de la ley hable, ya muy al principio, de que uno —  
de los fines fundamentales de toda polîtica financière sea el social, 
es decir, hacer que dicho produoto se reparta entre los habitantes - 
del pais de modo que queden cumplidos de la mejor manera posible los 
dessables idéales de justicia social.
Otro motivo concreto de la reforma, no enunciado exprès^ 
mente con los anteriores, pero sin duda una de sus intenciones mâs - 
claras, es el problema del fraude. El apartado IV de la Exposiciôn - 
de Motivos, sobre la "Gestiôn Tributaria", empieza diciendo que "el- 
problema del fraude fiscal merecè una consideraciôn muy especial. La 
primera consecuenoia de su existencia es que los inheresos del Tesoro 
sufren una merma cuya cmantîa esté en relaciôn con las proporciones- 
de aquêl. La segunda, de mâs trascendencia que la anterior, es que - 
por su culpa queda rota la polîtica econômica y social que inspirer—  
el sistema tributario". La eliminaciôn del fraude es un objetivo me- 
diato, un presupuesto necesario para poder conseguir los demâs obje— 
tivos, y que si bien tiene una caracterîstica netamente jurîdica no 
acierta la ley, para su eliminaciôn y por tanto para dejar el paso - 
expedite hacia el logro de los otros objetivos, con las soluciones - 
têcnicas idôneas para tratar un institute jurîdico, aûn con todas —
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las implicaciones psicolÔgicas y sociolÔgicas que el fraude lleva —  
consigo. Estâmes ante la falta de adecuaciôn entre motivos e institu 
ciôn.
Ante esta necesidad de aumentar las cargas fiscales nos— 
tenemos que hacer, una pregunta evident©ii,por quÔ eran insuficientes 
las cargas fiscales existentes? (12). En toda reforma tributaria hay 
un circule vicioso compuesto por très elementos* 1®) insuficiencia - 
de la reoaudaciôn tributaria; 23) aplicaciôn de determinadas têcnicas 
para hacer desaparecer la insuficiencia; y 3®) apariciÔn del fraude.
Con la Reforma Tributaria de 1940 se perseguîa directaraen 
te el aumento de la reoaudaciôn. Para ello se arbitreron unos medios 
(la manipulaciôn de los impuestos personales; acentuaciÔn del gravâ- 
men sobre el gasto; elevaciÔn general de los tipos impositivos) y la 
consecuenoia fuê la ocultaciôn y generalizaciÔn del fraude.
En 1957> por el contratio, el camino seguido por el le—  
gislador lleva distinta direcciÔn* La intenciôn es luohar contra el 
fraude como uno de los medios principales para conseguir una mayor - 
reoaudaciôn. La Exposiciôn de Motivos de la LRT-1957 lo senalô expl^ 
citamente al decir: "algo que ya hemos transcrite lîneas mâs arriba, 
que "la primera consecuenoia de su existencia (de la existencia del— 
fraude) es que los ingresos del Tesoro sufren una merma cuya cuantîa 
estâ en relaciôn con las proporciones de aquêl". Ahora nos falta ver 
el tercer elemento* la fôrmula elegida para hacèr frente al fraude - 
fiscal. La altematiya era* a) adaptar las leyes tributarias al me­
dio ambients, o b) alterar el medio ambiente a través de leyes tribu 
tarias mâs raoionales y perfectas. La elecciôn de una u otra alterim
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tiva, desde el punto de vista jurîdico, dependîa de lo que se enten­
disse por Derecho, su contenido y misiÔn instrumental dentro de la - 
©structura social, etc. Lo cierto es que se eligiÔ el primer camino- 
(13) y surgieron las evaluaciones globales y convenios con agrupaci^ 
nés de contribuyentes. Su finalidad, en relaciôn con la insuficien—  
cia de recaudaciôn, es clara al decir la Exposiciôn de Motivos que - 
"en ningûn momento puede ‘emplearse el nuevo procedimiento... para —  
producir una reducciÔn de los ingresos del Tesoro".
Esta preocupaciôn por el mayor numéro posible de ingre—  
SOS era la aportaciôn bâsica que la reforma de 1957 tenîa que hacer 
a la estabilidad financiera del Sector Pdblico y de la economîa espa 
nola en general, haciendo posible tantto el equilibrio presupuestario, 
en el sentido ya expuesto en otro lugar de esta Tesis, cuanto la —  
autosuficiencia financiera, con la menor apelaciôn posible al merca- 
do de capitales.
2.— Preferencia del legislador por un instrumente nue­
vo y concreto para combatir los motivos anteriores.
iCôrao podîan operar los Convenios con agrupaoiones de —  
contribuyentes frente a estos ob jetivos?. Es inconcebible cÔmo el Ije 
gislador ante la evidencia de sus razonamientos los abandon© en el — 
momento de llegar a las conclusiones, para escoger otro camino. "Du­
rante los ûltimos veinticinco anos -se decîa en la LRT-1957- ha exp^ 
rimentado el rôgimen fiscal espanol una modificaciÔn sustancial con_s 
s is tenté en que se han increment ado de manera importante el rendi—  
miento y los campos de aplicaciôn de los impuestos en rÔgimen de cu_o 
ta variable, este es, aquéllos en los que la primera manifestaciôn,-
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a efeotos tributaries, surge periôdicamente de la propia declaraciôn 
del contribuyente. Es incuestienable que con estos cambios el siste— 
ma ha experimentado una majora, ya que las bases variables se acer—  
can mâs a las reales que las determinadas en rôgimen de cuota fija.— 
Pero es tambiên evident© que, como consecuenoia de esta transforma—  
ciôn, la AdministraciÔn fiscal ha tenido, para acomodarse a alla, —  
que incfementar grandemepte sus trabajos y, sobre todo, ejercer cer- 
ca de los contribuyentes una fiscalizaciôn inmediata y atenta que no 
era précisa anteriormente. La mayor parte de estos impuestos, como — 
quiera que su liquidaciôn estâ basada en dates obtenidos de la cont^ 
bilidad del contribuyente o de otras manifestaciones de su actividad, 
plantean la necesidad de fisoalizar aquéllas contabilidades o aqué—  
llos otros datos de la manera mâs eficaz posible. Représenta este un 
évidente aumento de la presiôn fiscal indirecta, posiblemente superva 
lorada en nuestro caso como consecuenoia de la peculiar idiosincra^— 
sia del pueblo espanol”.
Analioeraos este jugoso pârrafo, aunque, antes, debaraos h_a 
cer la observaciôn de que el legislador al escribirlo estâ pensando- 
mâs en los Convenios de fijaciôn de cuotas que en las Evaluaciones — 
globales de bases irapo&ibles. Pero nos es igualmente vâlido puesto - 
que todo el pârrafo es una apologia de los sistemas de determinaciÔn 
directa de las bases imponibles a través de la contabilidad frente a 
los de estimaciôn objetiva por medio de signes, de lo cual partiel—  
pan tanto los convenios como las evaluaciones. La ventaja o virtud — 
que se le reconoce a la estimaciôn directa es la de que por este mÔ- 
todo las bases obtenidas se acercan en mayor medida a las reales (eu 
ya lôgica consecuenoia es la realizaciôn del principio de capacidad-
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contributiva y de justicia) mientras que los inconvenientes derivados 
de la necesidad de fiscalizaciôn son: lo el mayor trabajo que supone 
a la AdministraciÔn; y 2® aumento de la presiôn fiscal indirecta. fîe 
ferente al primero, pensâmes que la labor de la administraciÔn estâ- 
precisamente en este y que ante el abandono de su tarea fundamental- 
de fiscalizaciôn, afirmado con la claridad transcrite, tendremos que 
concluir que la "eficaoiW* perseguida se debe en gran parte a la in^ 
ficacia de la administraciÔn fl4)* Respecte al segundo, ya hemos di­
cho lo que por presiôn fiscal indirecta entiende la Ley, poro lo que 
nos cuesta admitir es una argumentasiôn tan trivial como el que sea 
la supervaloraciôn que de ella hace el pueblo espanol por su "idio—  
sincracia" lo que oonduzca a echar por tierra las virtudes antes se- 
haladas. Pero sigamos adelante. Despuês del razonamiento anterior, — 
el legisladof se ve obligado a hacer el mismo balance, de ventajas e 
inconvenientes, respecte a las estimaciones objetivas. Estas estri—  
ban en la dificultad que existe para determiner cuâles son los sig—  
nos m^s significativos y el calibrar esos signes al fijar la base. — 
Aquéllas, las virtudes, no tienen otro fundamento que la acogida de 
que han sido objeto estos mismes métodos por Icgislaciones extranje- 
ras y la defensa que de elles han hecho "hacendistas de catégorie in 
ternacional". Y no puede considerarse como argumente série para pa—  
liar las dificultades de los sistemas objetivos el afirmar gratuite- 
mente que "dichos inconvenientes desaparecerân si se concibe la tri— 
butaciôn de una forma global, es decir, mediante la agrupaciÔn de —  
contribuyentes que se dediquen a una misma actividad". Efectivamente 
la afirmaciôn estâ hecha y con independencia de que luego sea o no - 
asî en la realidad, la Ley no hace menciôn del por quê desaparecerân 
los inconvenientes.
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La preferenoia que a priori concede el legislador a os—  
te instrumenté nuevo y concreto para lograr los objetivos de la re—  
forma y hacer virtuales los motivos no es ocultada por la Ley desde- 
sus primeras manifestaciones ya que tan siquiera fundaraenta el into— 
rrogante de c6mo podian operar los convenios frente a los objetivos. 
Esta prioridad es igualmente constatable en punto a la autoridad que 
se concede al Ministerio de Hacienda para delimiter el ârabito del —  
nuevo sistema, ya que, como dice la propia Ley, "es aconsejable ini- 
ciarlo de forma prudente y experimental y facultar al Ministerio de 
Hacienda para marcar el ritmo de su aplicaciôn,dândole al efecto una 
autoridad discrecional, tanto respecte a la determinaciÔn de las ao* 
tividades profesionales que deben acogerse a este sistema como al —  
conj"Unto de impuestos que se près tan a este trataraiento fiscal". En 
1957 se piensa ûnicaraente en incluir, extender, acoger, este sistema: 
13. dentro del âmbito de un impuesto (profesionales), y 2® al âmbito 
de otros impuestos; para lo cual se concède una autoridad discrecio— 
nal d© la que sè llega a hacer en esta Ley un uso manifiestamente ex 
cesivo, como mâs adelantè vereraos. No parece pensarse, desde luego,- 
o por lo menos el pensamiento no se traduce, en la posibilidad de —  
que la autoridad concedida sea aplicada al proceso inverso, de exclu 
siÔn de actividades y reducciôn del âmbito del sistema.
La preferenoia del legislador la enfooamos aquî desde el 
punto de vista del âmbito de aplicaciôn del nuevo sistema sin hacer- 
referencia al âmbito espacial o temporal,%  las exclusiones y al rô­
gimen a que quedan sometidos los que opten ppr el sistema de determ^
\ '
naciôn directa de sus bases, previa renuncia\ai de evaluaciôn global. 
Esta preferenoia, no en la exposiciôn de motivô^ la LRT-1957 ya -
vista, sino en el articulado de la misma y en 1 as\d%posiciones que
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de ella derivaron, principalmente de las Instrucciones Provisionales, 
que nos révéla a través de la imposicién con carâcter general del —  
nuevo sistema.
En primer lugar, el art. 58 de la LRT-1957 habla de la - 
aplicaciôn del rôgimen de evaluaciôn global con carÔcter general en 
base a la presunciôn de aceptaciôn por todos los contribuyentes que 
no renuncien; y al mismo tiempo autoriza al gobierno para que pueda- 
estableoer esta aplicaciôn general con carâcter obligatorio, sin po­
sibilidad de renuncia y opciôn. La primera parte de este articule pa 
sa con idôntica redacciôn a la Régla 6® de la IPII de 9 de febrero - 
de 1956. En cuanto al Impuesto sobre el rendimiento del trabajo per­
sonal, la Régla 3® de la IPIRTP, refiriôndose a los profesionales, - 
establece el rôgimen con carâcter obligatorio, con lo cual se les —  
niega la posibilidad de determinaciÔn directa de la base. Finalmente, 
la Régla I5® de la IPIS de 13 de mayo de 1956 se remite a la IPII en 
cuanto a la evaluaciôn global de los rendimientos de las actividades 
industriales o comerciales ejercidas por cntidades jurîdicas con lo 
cual se establece el rôgimen general no obligatorio.
Pero esta generalidad tiene un limite por efecto de la — 
renuncia. Las sociedades, en sus actividades sometidas a evaluaciÔn- 
global, se entiende que han renunciado a dicho sistema respecte de - 
todas sus actividades industria3.es o comerciales no sÔlo cuando hu?—  
biesen formulado en tiempo y forma las respectives renuncias sino —— 
tambiÔn en el caso de que lo hiciesen ûnicamente de alguna o algunas 
de las actividades ejercidas (15)• En cuanto a las erapresas indivi—  
duales, la opciôn afecta a todas sus actividades no siendo posible —
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acogerse simultâneamente en un mismo perîodo impositivo a los dos, - 
aunque el mismo contribuyente ejerza diverses actividades industria­
les o mercantiles o las que realice lo sean en provincias o munici—  
pios diferentes (16).-
En ambos casos, la renuncia minima (en una sola activi—  
dad o en un solo lugar) lleva consigo la derogaciôn de la aplicaciôn 
del sistema con carâcter general. Ello podrîa interpretarse como una 
"reconsideraciôn" del legislador en favor dé la estimaciôn directa.— 
Pero no puede conducirnos a error una primera visiÔn del problema, - 
desconectada, ademâs, de otra serie de rfactores que deben tenerse — 
en cuenta. Al estudiar el sistema y rÔgimen de la opciôn nos daremos
cuenta de cuales son las obiigaciones a que un contribuyente renun—
ciante estâ sometido y a quÔ sanciones, por el mero hecho del ejercj^
cio de la opciôn, estâ expuesto. No es, por tanto, la vuelta a la e^
timaciôn directa lo que se prêtente, sino todo lo contrario: amena—  
zar con que la renuncia minima arrastra consigo la renuncia total y 
como consecuenoia el sometimiento igualmente total al rôgimen de la 
opciôn con las sanciones anejas si se dan los supuestos que tanto la 
LRT-1957 como las Instrucciones Provisionales prevên.
Con ello tenemos que en la primera etâpa de las évalua—  
cicnes ecisten personas (fîsicas o jurîdicas) renunciantes como con—  
secuencia de actividades renunciadas, ya que no es posible que se dÔ 
este segundo supuesto sin que nos conduzca inevitablomentô al prime­
ro. Las tipificaciones que obteneraos de estos preceptos son, pues, — 
las siguientesj
19, Rôgimen de generalidad del sistema de evaluaciones—
-77-
globales pero no su obligatoriedad dada la posibili—  
dad de renuncia, siempre con carâcter subjetivo, (Im­
puesto Industrial e Impuesto de Sociedades).
2®.Régimen de generalidad y obligatoriedad no existiendo, 
por tanto, posibilidad de renuncia. (Impuesto sobre ^ 
el rendimiento del trabajo personal en profesionales)*
En otras disposiciones se aprecia igualmente la tenden—  
cia a extender el âmbito del sistema de evaluaciôn global, aunque ad 
gunas veces sea a través de apreciaciones indirectes y contradicto­
ries. Este es el caso de dos Ordenes posteriores a la IPII, dirigi—  
das a. regular la cuota por beneficios de dicho impuesto. La 0. de —  
30 de diciembre de 1958 determinaba los contribuyentes sujetos a la- 
cuota por beneficios para el ejercicio de 1958 y sucesivos, haciendo 
una variaciôn en la cuantîa de la cuota del Tesoro (de I5OO pts. has 
ta el ejercicio de 1958 sube a 2000 pts a partir de 1 de enero de —
1959)« El devengo de una cuota de esta cifra es uno de los requisi—  
tes para que una empresa individual pueda ser soraetida a cuota por — 
beneficios. Naturalmente este precepto, con la "elevaciôn de la eue— 
ta del Tesoro necesaria para someter a cuota por beneficios (y por - 
consiguiente a evaluaciôn global, si no renuncia), parece algo con—  
tradictoria con la preferenoia del legislador por extender el siste— 
ma objetivo a través de las evaluaciones globales ya que al requerijr 
se mayor cuantîa en la cuota de licencia fiscal serâ menor el nûmero 
de contribuyentes sujetos a la cuota por beneficios. Esta contradic- 
ciÔn es mâs ostensible cuanto su motivaciôn se debe —al decir del —  
preâmbulo de la propia 0- a que se estima hacer uso de la autoriza—  
ciôn que contenla el art. 56 dè la LRT-1957 "y dar asî mayor ampli—
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tud a la aplicaciôn de la' cuota por beneficios del Impuesto Indus­
trial en el ejercicio de 1959"« De todos modos, esta elevaciôn de la 
cuota del Tesoro estuvo en vigor ûnicamente durante los ejercicios - 
de I959-I96O-I96I ya que la segunda O.M. que aquî nos interesa, la 0. 
de 14 de julio de I96I, volviô a situar de nuevo, a partir del 1 de- 
enero de 1962, la obligaciôn de tributar por cuota por beneficios —  
cuando la de licencia fiscal hubiese sido superior a I5OO pts. Esta- 
misrao O.M. tiene su importancia en orden a la prioridad dôl sistema- 
de evaluaciôn global en la "mente de la AdministraciÔn", tambiên de^ 
de el aspecto de establecer la formaciôn de un censo de contribuyen­
tes sometidos a la cuota por beneficios del Impuesto Industrial. La 
inclusiôn en este Censo puede ser voluntaria o de oficio y los efec- 
tos de cada una de estas dos formas son ciertamente significativos:
. mientras que los contribuyentes que se incluyan volun- 
tariamente en el censo disfrutan durante los très pri— 
meros ejercicios en que resuite positiva la liquida-—  
ciôn por cuota de bénéficiés, de una bonificaciôn del- 
10^ de la cantidad a ingresar.
. los contribuyentes que de oficio sean inscritos en el 
Censo por la AdministraciÔn de Rentas Pûblicas podrân- 
ser objeto de un recargo especial del 10^ del importe- 
del volûmen de operaciones durante los très primeros - 
ejercicios que arrojen liquidaciôn positiva.
Es decir, que se quiere favorecer la inclusiôn en el Cen­
so; y la inclusiôn en el Censo équivale a sometimiento a evaluaciôn- 
global.
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Hay otros aspeotos de los cuales servirse pafa argumen—  
tar la preferencia del legislador, y de la AdministraciÔn, por las- 
evaluaciones globales. Sin embargo, pensâmes que ahora no es oportu— 
no tratar de ellos ya que enoontramos lugar mâs adecuado en otros —  
apartados de la Tesis, principalmente al estudiar el problema de las 
exclusiones, asî como tambiôn cuando veamos el rôgimen a que quedan— 
sometidos los que hagan uso de la opciôn y se acojan al sistema de —
determinaciÔn directa, con las sanciones que se les imponen caso de­
que incurran en determinadas infracciones.
B) Referencia al momento de caducidad.
La vida jurîdica, de las evaluaciones globales, segûn 
nuestro modo de ver y el ângulo aquî adoptado, no ha sido ciertamen­
te ni prolongada en el tiempo ni fructîfera nn sus resultados. Naci_e 
ron viciadas y de ahî que, como hemos dicho ya, al reflexionar sobre 
su nacimiento, el pensamiento vaya inseparablemente unido al momento 
de su caducidad. La falta de validez de la instituciôn es uno de los 
carâcteres esenciales de ella misma; la caducidad -no en el sentido- 
técnioo-positivo, sino en el de su inadécuaciÔn— es aquî caducidad 
intrînseca porque la instituciôn no guarda relaciôn de subordinaciôn 
con los principios jurîdicos a los cuales se debe.
El Derecho, no nos cansareraos de repetirlo, no es pura -
forma o pura superestructura, sino que a este respecto decimos que - 
"adopta" una determinada forma, al igual que la matemâtica u otroa — 
ciencia. Y si bien es cierto que el formalisme tiene una importancia 
decisiva en el Derecho, al mismo tiempo que es su mâximo peligro y - 
su gran riesgo, mucha mâs verdad es que ese formalisme no se agota -
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en sî mismo inutilizândose para una funciôn de mayor transcendenoia— 
respecte a la vida social, sino que représenta la "adopciôn" de un - 
contenido formado por factores reales e idéales sin los cuales es i^ 
posible la funciôn jurîdica y mâs aûn la forma que esa funciôn adop­
te. Creemos que es una medida de prudencia, ante proclamaciones o —  
concepciones meraoente idéales de la estructura y funciôn del Dere—  
cho, el pensar que el Derecho no es mâs que superestructura. Por el 
contrario pensamos que los contenidos idéales del Derecho estân en—  
carnados en la realidad; que lo "real justo" o lo"real injuste" es - 
el punto por donde lo trascendente entra en el âmbito del Derecho y- 
de la vida social. En definitiva, los valores de justicia que presi- 
den, o deben presidir, toda construcciôn jurîdica estarân efectiva—  
mente vigentes si el Derecho -tambiôn con su formalisme— logra que - 
existan realidades justas.
De ahî que al hablar de "caducidad intrînseca" la refir^ 
mes a très principios jurîdicos fundamentales: la legal idad, la cap^ a 
cidad contributiva y la seguridad jurîdica.
a) Principio de legalidad.
1.- EITUNCIACION.-
La supremacia de la ley, como formulaciôn de los princi­
pios jurîdicos de la comunidad, es uno de los principios fundamenta­
les de todo ordenamiento jurîdicos dentro de un estado de derecho. — 
En el campo financiero, ha ido acomodândose a las distintas fases —  
por las que el estado de derecho transcurre. Es claro, como ha pues— 
to de manifiesto el profesor Saînz de Dujanda (l?) que al reservar a
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la la misifin de establecer los tributes y autorizar los gastos,— 
se le confié tanto la salvaguarda de los intereses de la burguesîa - 
frente al Pisco, cuando el ideal politico se condensaba en la defen­
sa de la libertad jurîdica y econômica del invididuo, como la prest^ 
ciôn de una racionalizaciôn de la Hacienda Pûblica, mâs tarde, que — 
procuras© al Estado recursos amplios y constantes, cuando la concien 
cia colectiva ensanchÔ los fines de 1 Estado; de igual modo que tam—  
biên, por ûltimo, el amparo de idéales politicos (seguridad y justi­
cia), ante la seducciôn que los gobernantes han tenido por corrien—  
tes doctrinales de carâcter social o econômico (18),
El principio de legalidad ampara las distintas manifesta 
ciones de esta evoluciôn. En el mismo artîculo anteriormente citado, 
S# de Bujanda estudia el principio de legalidad y su funciôn en el - 
"Nuevo Derecho Pinanciero" dentro del marco de la "Nueva organizaciÔn 
polîtica" que responds a la nueva era del Constitucionalisrao surgido 
de la dualidad de estados democrâticos y totalitaries y de la segun— 
da mundial. "Si el constitucionalismo clâsico -dice- surgiô como —  
reacciôn del individuo frente a los poderes absolûtes, el constitu—  
cionalismo de nuestros dîas constitute un dique que trata de preser­
ver la vida del Estado frente al torrente de fuercas oscuras y con—  
tradictorias que amenazan con su total disoluciÔn" (19)* Es obvie —  
que esta evoluciôn ha hecho variar igualmente de caracterizaciôn o - 
funciôn al ôrgano titular de la legalidad. No se puede olvidar la —  
dualidad de funciones del ôrgano legislativo (20) las polîticas -de­
control y fiscalizaciôn- y las legislatives.
De estas dos funciones, en principio inseparables, del - 
ôrgano representative de la comunidad polîtica, se da una diversifie^
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ciôn y preeminencia en la etapa actual dèl Estado de Derecho* Muy —  
bien ha acertado a senalar Sebastiân Martîn Retortillo (21) cômo ca^ - 
si puede formulerse una constante histÔrica cuyo ciclo tiende efec—  
tivamente a completarse, por la que los Ôrganos législative# van po— 
larizando fundamentalmente su competencia en una funciôn de control- 
de fiscalizaciôn.
Pero el fehômeno no es unilateral, es decir, no sôlo son 
los ôrganos representativos los que ven perder su titularidad de le- 
gisladores reduciêndolos a la fiscalizaciôn, sino que esta funciôn - 
que ellos pierden, es ganada por el ôrgano ejecutivo. En este punto, 
las justificaciones se multiplican sobre todo cuando se trata de re­
gular el orden econômico y el tributario. La rapides, afirma Javier- 
Lasarte, (22) que exige la utilizaciÔn de instrumentes de intervenciôn 
econômica y la minuciosidad con que estos deben adaptarse a la real^ 
dad sobre la que quieren influir, traen como consecuenoia, la necesi^  
dad de dejar a la AdministraciÔn un âraplio campo de discrecionalidad; 
es difîcil concebir una intervenciôn eficaz a través de los actoa ge 
nerales e impersonales propios del poder legislative.
La vida jurîdica se desarrolla en uii proceso de continuas 
tensiones y ahora estamos ante una de las mâs caracterîsticas: la —  
tensiôn entre el poder ejecutivo y legislativo cuya razÔn de ser es— 
tâ en el intente de frenar la egoluciÔn que lleva al segundo a con­
vert irse en ôrgano de control. (23).
Este proceso de vases comunicantes supone, por un lado,- 
el juego entre el aumento de las corapetencias normatives de la Admi­
nistraciÔn y la consiguiente reducciôn de materias reservadas a la -
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ley; por otro, la tipificaciÔn fundamental de los Parlementes como - 
ôrganos de control. Y si es asî ^cual es la relaciôn entre ambos po— 
deres y qué significado tiene el "principio de legalidad administra­
tive?. La sumisiôn de la AdministraciÔn, del poder ejecutivo a las - 
Cortes- se ha dicho- encuentra su articulaciôn jurîdica en el princ_i 
pic de sumisiôn de la AdministraciÔn a la ley elaborada por aquéllas, 
principio que correlativamente impone la sumisiôn a las mismas. Nos 
enoontramos que el punto de contacte entre el poder ejecutivo y el ^ 
legislativo, entre la AdministraciÔn y el Parlamento, a través del — 
principio de legalidad, consiste en la "sumisiôn".
A nuestro modo de ver, sin embargo, esta funciôn de con 
trol del ôrgano legislativo por la sumisiôn de la AdministraciÔn a - 
la ley, es en gran parte el punto de partida del de legalidad. Evi—  
dentemente, si es cierto que el Parlamento legisla y contrôla, no lo 
es menos que el control lo hace a través de la legislaciôn, Pero de^ 
de esta perspectiva, lo que pudieramos llaraar "legislaciôn de con­
trol" toma un matiz erainentemente formaliste. Siguiendo a Prosper —  
Weil, (25) no podemos perder de vista la significaciôn originaria de 
la nociôn de legalidad como subordinaciôn a la ley (al Parlamento) - 
mâs que como liraitaciôn del gobierno por el derecho que los juristes 
del pasado siglo formularon, pues ello supondrîa, segûn el autor ci­
tado, hacer incomprensible el Derecho Administrâtivo al privarle deV 
su aoporte politico e histôrico.
Esta "legislaciôn de control" la podrîamos equiparar a - 
las normes de acciôn que el legislativo da al ejecutivo para senalar 
le los modes a que la AdministraciÔn debe ajuster su actividad, para 
la consecuciôn de los fines que se le encomienda. Estas normes de —
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acciôn constituyen, junto a las normes de redacciôn (26), los dos —  
supuestos de sumisiôn del Ejecutivo al Legislativo, Hoy son las nor­
mes de acciôn las que priman y muy certera nos parece la puntuaiiza­
ciÔn que el profesor Saînz de Bujanda hace al respecto, diciendo que 
no se trata de que unas normes (las de acciôn) correspondan a un ôr^ 
gano del Estado (la AdministraciÔn) y las otras (las de relaciôn^ a 
otro (el legislativo) sino que ambas derivan del ôrgano legislativo— 
como titular de esta funciôn,
Asî, podemos afirmar que el principio de legalidad no —  
puede desentenderse de la funciôn que los Ôrganos legislativos tie—  
nen hoy. yY puesto que esta funciÔn es polîtica principalmente y —  
ejercida a través de la ley, la legalidad no hace referencia tanto - 
a la réserva de ley, cuanto a la jerarquîa de las normas y al prohibe 
ma de las delegaciones y autorizaciones legislatives (27).
Evidentemente enfocado el estudio del principio de legalj. 
dad desde la perspectiva de la jerarquîa de las normas, creemos cen— 
trada la cuestiôn en uno de los puntos que nos interesan. En esta dd 
recciÔn, Garrido Falla, senala que el principio de legalidad, no sô- 
lamente supone la sumisiôn de la a-ctuaciôn administrative a los prin 
cipios del poder legislativo, lo cual viene de suyo postulado por la 
misma mecânica de la divisiÔn de poderes y por el mayor valor for­
mal que a los actes del poder legislativo se concede, sino asimismo— 
el respeto absolute en la producciôn de las normas administratives — 
al orden escalonado exigido por la jerarquîa de las fuentes y, final 
mente, la sumisiôn de los actes concretes de una autoridad adminis­
trative. a las disposiciones de carâcter general previamente dietadas 
por esa misma autoridad(28),
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El ângulo de visiôn de la jerarquîa de las normas, ha lljB 
vado a atribuir al principio de legalidad tributaria las siguientes- 
funciones: asegurar el ejercicio del poder impositivo por su légiti­
mé titular; reducir la actividad recaudatoria desplegada por la Admi 
nistraciôn, al percibo de los crédites del ente pûblico, fundamenta- 
dos en normas légales de Derecho Tributario sustantivo; procurer el 
justo reparte de la cargk fiscal, con eliminaciôn de cualquier otra 
fôrmula que al tiempo de individualizar los débites, abran las vias 
hacia una distribuciÔn no equitativa del tribute (29).
Estas funciones, podemos enunciarlas del siguiente modo: 
19) Establecimiento por la ley -ley deriveda del ôrgano politico re­
presentative titular del poder legislativo- de una determinada regu- 
laciôn. 2®) Sometimiento de la AdministraciÔn a lo preceptuado en —  
©sa ley. De estas dos premisas se derivan respectivamente 1®,- las — 
materias que deben ser reguladas por ley: principio de réserva de —  
la ley y 2®,— delegaciones o autorizaciones legislativas, por la cim 
les la AdministraciÔn se someterâ, en definitiva, a lo regulado por- 
ella misma.
La 1^, en el campo tributario, es la fuent© principal - 
de producciôn del derecho. Las causas que A.D. Giannini dâ para jus- 
tificar la exigencia de que sea establecido legâlmente todo lo refe­
ront© a la imposiciÔn y recaudaciôn son dos. (30). En primer lugar, 
porque el tribute implica una limitaciôn a la libertad y a la propie 
dad individual; en segundo lugar, por encontrarse expresamente san—  
cionado en los actos constitucionales por su tradicional importancia 
polîtica. Creemos que ambas justificaciones son lo suficientemente - 
expresivas de la tésis que estamos manteniendo para no ser necesario
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alargarnos mâs en ello • No obstante, el autor citado, parte de unas 
premisas de libéralisme politico para hacer la primera de las dos —  
afirmaciones, la de que el tribute impone limitaciones a la propie—  
dad individual. Nosotros no adoptâmes este enfoque en el anâlisis de 
esta cftusa, sino el de que la limitaciôn de la propiedad es un efec— 
to extrajurîdico; estâ situado en la esfera econômica y sin embargo, 
întimamente ligada al derecho y condicionante de su regulaciôn posi­
tiva por la segunda de las causas: la transcendenoia polîtica del —  
constitucionalismo, via por la cual el principio de legalidad llega- 
al vêrtice superior de la jerarquîa de las normas.
Al enoontramos ante estas distintas manifestaciones y — 
fundamentos que el principio de legalidad tiene, podemos concluir —  
que las dos facetas esenciales a través de las cuales podemos ver la 
quiebra de este principio son las materias reservadas a la ley y las 
autorizaciones y delegaciones legislativas. En estos dos puntos es — 
en donde la tensiôn entre legislativo y ejecutivo se encuentra mas — 
comprometida, cediendo en favor del ejecutivo.
2.- Quiebra en la gestaciôn de la LRT-1957*
La LRT-1957> la normativa que la desarrollô, e incluse - 
la LGT de 1963, que convirtiô en "general" alguno de los preceptos e 
instituciones de aquélla, coadyuvaron profundamente a acentuar las - 
dos facetas senaladas como puntos clave de la quiebra del principio 
delégalidad.
Antes de entrar en la LRT 1957j debemos sin embargo, re— 
ferirnos a la misma gestaciôn de esta ley. En este proceso ya encon- 
tramos manifestaciones suficientemente elocuentes respecto a lo que 
luego la regulaciôn de dicha ley iba a imponer.
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La LRT 1957 68 en su tîtulo exacte "ley por la que se —  
aprueban los presupuestos générales del Estado para el bienio econô­
mico 1956-1959 y reformas tributarias", Como es claro y évidente, la 
ley es una ley de Presupuestos a la cual se le anadiô un Tit, II de 
"modificaciones del Sistema Fiscal", Por lo tanto lo que tendremos - 
que averiguar es, si como ial lèy de Presupuestos se sometiô a las —  
normas que en la Ley de AdministraciÔn y Contabilidad se contiens pa 
ra su elaboraciôn y aprobaciôb.
El primer pasô fue la 0» Ministerial de 30 de marzo de - 
1957> en la que se contenla las normas para la confecciôn del Presu- 
puesto. De su contenido podemos destacar el mandate que se hacia a — 
los Departamentos Ministeriales de conservar en la redacciôn de los 
anteproyectos la "actual distribuciÔn de los crédites" (n® 2) y de - 
enviar diohos anteproyectos al Ministerio de Hacienda antes de), dîa 
15 de mayo (n® 8). Estableciô tambiên esta Orden, la prohibiciôn de 
crear tributes, exacciones, tasas, derechos, arbitrios y demâs gravâ 
menes tanto por los Organismes autÔnoraos (n® 13) como por las Diputa 
ciones y Ayuntamientos (n® 14)* Ante estas normales prohibiciones y 
mandates no es de extranar que algûn autor senalase, respecte al me­
mento en que se da esta ôrden, el que todavîa no se habîa concebido— 
la reforma.
Como hemos dicho, la LRT 1957 debîa de estar sometida a 
las normas que la LACHP de I9II establece para las leyes presupuest^ 
rias. El art. 34 de esta ley establece que el Presupuesto General —  
del Estado se formarâ y presentarâ a las Cortes antes de primero de- 
julio del ano que corresponda confeccionarlo. Esta norma, sin previa 
derogaciôn, no fuê cumplida y hasta el 20 de noviembre del mismo ano
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no se aprobô su publicaciôn en el B.ü. de las Cortes. El incumpli--
miento de este plazo es el primer eslabôn de incongruencias jurîdi—  
cas debidas al abandono del principio de la jerarquîa de las normas.
En esta situaciôn aparace la O.M. de 26 de julio de 1957 
que configura una nueva estructura presupuestaria y cuya raotivaciôn- 
nos da razôn de ser del cambio de orientaciÔn y demuestra estar en — 
presencia de la Reforma Tributaria. El deseo de una futura Contabili^ 
dad Nacional %ace modificar la estructura del Presupuesto; se sale - 
al paso del equîvoco que pudiera surgir al diferenciar los ingresos- 
y gastos en corrientes y de capital, afirmando que no se pretende —  
que los gastos corrientes se financien con ingresos corrientes y los 
gastos de capital con ingresos de capital; la AdministraciÔn manife^ 
tô el "deseo por evoluciôn, es decir, sin establecer modificaciones- 
que pudieran suponer verdadero trastomo en el actual sistema de cia 
sificaciôn tributaria, al que todos los administradores de fondos de 
la Naciôn estân acostumbrados". La O.M. que comentamos no hace refe­
renda alguna a la incompatibilidad de los regulado por ella con la 
LAC IIP ni al plazo ya incumplido de presentaciôn de los Presupuestos— 
a las Cortes el 1 de julio. De todos modos, tal menciôn no hubiese — 
tenido "capacidad" para derogar la LACHP. Asî, pues, a raîz de esta-
O.M, quedan inaplicadas por decisiôn de la AdministraciÔn (no se piæ 
de hablar de derogaciôn en sentido têcnico) los arts. 34,35» (estru_c 
tura del Presupuesto de gastos) y 36 (estructura del presupuesto de 
ingresos) de la LACHP.
Pinalmente, el Decreto-Ley de 8 de noviembre del mismo - 
ano pretende venir a subsanar, con su valor formai de ley, las inc cm
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gruencias jurldicas anteriores y a amparar nuevas derogaciones terap^  
rales* Los obstâculos -se dice en su preSmbulo- que para la Hacienda 
del Estado y para la Economîa del apis se seguirîan "si bo se conce— 
disse, al mènes temporalmente, una mayor agilidad en les préceptes - 
légales en vigor" es le que justificô, tante el contenido del D-L —  
(es decir, las suspensiones que su art. lo establecia para les arts. 
36, 37 y 41 de la LACHP) cuanto la consideraciôn de la urgencia para 
adoptar dicha forma normativa. El D—L al ser considerado por nuestra 
jerarquia de normas con valor formai de ley, podîa variar les prece^ 
tes de la LACHP (32). El contenido de la variaciôn fuê suspender très 
preceptos de dicha ley% el 36, sobre estructura del presupuesto de - 
ingresos; el 37, en su ûltirao incise, que prohibia dictar leyes nue­
vas o raodificar las vigentes por medio de preceptos contenidos en el 
articulado de una Ley de Presupuestos; y el 4I, ûltimo pSrrafo, que- 
prohibîa las anticipaciones de fondos y las transferencias entre ca­
pitules, articules y conceptos del Presupuestos. Pero tenemos que —  
ver, desde el ângulô que aqui hemos adoptado, le que supone la sus—  
pensiôn de este mandate y de estas dos prohibiciones contenidas en - 
el Lecreto—Leyj
1*.- La suspension del art. 36 suponia subsanar la impro 
pia derogaciÔn de este articule por la Orden Minis­
terial de 26 de julio.
La suspension de les arts. 37 y 41 "ex novo", en el 
sentido de que sobre las dos prohibiciones en elles 
contenidas, nada se habia dicho en la O.M. de 26 de 
julio.
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3**— Dejar en la incongruencia normativa a la derogaciôn 
tfioita por incumplimiento del plazo del art. 34, y 
la derogaciôn impropia del art. 35 por la O.M. de — 
Julio que no se ve subsanada (33).
3.- Quiebra en la LRT 1957 en cuanto se da un profundo 
fortalecimiento de la acciôn administrativa.—
Al hilo del principio de legalidad hemos analizado las - 
tensiones que entre los titulares de los poderes legislatives y eje— 
cutivos de la comunidad se dan en su seno y la plasmaciôn positiva a 
que llevan segûn se incline la balanza normativa en une u otro sent_i 
do
En el perîodo de elaboraciÔn de la Reforma de 1957 se h^ 
bla ya de "agilizaciôn", de utilidad en funoiôn de recaudaciones ma- 
yores y de elevaciones de la renta nacional. Estas mismas coordena—  
das las encontramos luego en la ley de Proyectos y reformas (34). No 
es de extranar, por consiguiente, el que en el articulado de la rais— 
ma, la acciôn administrativa sea la que vea robustecido su campo de 
actuaciôn en mayor medida.
A este respecte nos parecen muy acertadas las reflexio—  
nés que el profesor VILLAR PALASI hace siguiendo ideas expuestas —  
por FLORES DE LEMUS en 1913. Très son las consideraciones que del c_i 
tado autor recogemos (35).
En primer lugar, el que "la constituciôn de un organisme 
administrative fuèrte es la condiciôn previa de toda reforma honda —
— 91“ *
del viejo sistema de nuestras oontribucionee, En general, la instru- 
raentaciôn del organisme administrative es muchîsirao mâs difîcil que 
la del rêgimen material de los impuestos".
En segundo lugar, el profesor VILLAR PALASI afirma que - 
"el problema abooa a dos ,vertientes: fortalecimiento de la Adminis—  
traciôn ante el sûbdito contribuyente, con acercaraiento de aquêlla a 
éste, y coordinaciôn interna de la Administraciôn. No es un mere prjo 
blema de gestiôn externa administrativa, sino también, y quizâs pri­
mordial mente, una cuestiôn de "innere verwaltung", de Administraciôn 
interna. Es, en definitive, un puro problema de eficacia administra­
tiva y de racionalizaciÔn de têcnica fiscal".
En tercer lugar, no olvida el cita autor que "al misrao - 
tierapo précisa dotar a la Administraciôn ejecutora de los tributos - 
de un fuerte poder, con facultad para establecer a los defraudadores 
de los impuestos, penas muche mâs fuertes que las actualmente exis—  
tentes (36).
cias:
De estas reflexiones sacaraos unas interesantes consecuen
1®.- Ante la necesidad de una reforma fiscal la condiciôn 
previa es la existencia de un organisme administrai^ 
vo fuerté.
2®.- La fortaleza del organisme administrative tiene —  
dos manifestaciones: externa a la Administraciôn, - 
en la relaciÔn con los contribuyentes; interna en - 
su intrînseca coordinaciôn.
3®.- La funciôn del poder que se da a la Administraciôn
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se desarrolla en sus relaciones externas con los —
contribuyentes y en el punto concrete de la defrau—
daciôn.
4®#- La manifestaciôn interna de la fortaleza del orga­
nisme administrative depends de la existència de —— 
criterios de racionalizaciÔn, no siendo lôgicamente 
esencial la adjudicaciôn de poder.
Es una creencia muy extendida y por desgracia profunda—  
mente asimilada, el que la eficacia administrativa depends del grado 
de poder con que cuenta la Administraciôn. Y,sin embargo, se olvida—
el que la eficacia de un organisme depende en mucha mayor medida de
su propia estructura interna. Para una actuaciôn "agil" (expresiôn - 
tan repetida en nuestras normas) no es esencial dar mayor poder al su 
jeto actuante, sino que êl mismo tiene la agilidad en su organiza— — 
ciôn.
Al referirnos, en apartados anteriores, a la preferencia 
del legislador por las evaluaciones globales para conseguir los ob 
tivos de la Reforma fiscal de 1957, hablâbaraos de que la "eficacia"— 
perseguida al abandonar los sistema de deterrainaciôn directa de las 
bases -lo cual supone el abandono por parte de la Administraci6n de 
su tarea fundamental de fiscalizaciÔn- se debîa en gran parte a la — 
ineficacia de la administraciôn misma. Lo que ocurre es que la Admi- 
nistraciÔn quiere suplir su ineficacia interna mediante la adquisi—  
ciôn de mayor poder, en este caso el poder legislative.Aunque arbi—  
trando un sistema intermedio para que no fuese tan ostensible dicha- 
ab8orciôn del poder del legislador asuraiendo esta funciôn las juntas 
mixtas (37)# Y este es el sentido que damos al epîgrafe présente —
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cuando afirmamos que con la LRT 1957 quiebra el principio de legali- 
dad por el fortalecimiento que alcanzô la acciÔn administrativa.
El robusteciraiento de la posiciôn que la Administraciôn- 
encuentra en el campo del Derecho Tributario Formai, en el cual se - 
desenvuelve, tiene una clara confirmaciôn en los distintos preceptos 
de la LRT 1957 de los cuales podemos enumerar como mas expresivos:
— presunciones "iuris et de iure" de los art. 53, 87 y-
124 d).
— presunciones "iuris tantum" de los art. 41 pârrafo ûlt_i
mo, 58 y 87.
— preceptos que ampllan facultades de los jurados fisca­
les, art. 68 y 91#
— autorizaciones para realizar revisiones y contrainspe^ 
ciones arts. 90 y 116.
Pero lo mâs sobresaliente en cuento al fortalecimiento - 
de la Administraciôn y quiebra del principio de legalidad son las —— 
cuarenta y très delegaciones del ôrgano legislative al ejecutivo que 
la ley establece (38). Estas delegaciones en materias extrictas del 
del âmbito del Derecho Tributario material, producen naturâlmente, — 
el fenômeno de existir normas de rango inferior a la ley que la sus— 
tituyen y la consecuencia es el perjuicio que a la existencia del E_s 
tado de Derecho se hace, al no guardarse el principio de jerarquia — 
de las normas. En definitive, se da el proceso de "deslegalizaciôn — 
del Derecho Tributario".
— 9 4 —
4«— Quiebra on el establecimiento de los clementos del 
tribute.-
Si la LET 1957 en su gestaciôn es ya un presagio de que 
desgraoiadamente no nos hemos visto libres al entrar en contacte con 
su aspecto formai, el principio de legal idad se convierte en raero r_e 
cuerdo cuando comprobaraos la realidad de lo que con acertada y dolo— 
rida frase calificada Saînz de Bujanda como "adios a la ley" (39).
Ahora bien, de lo que debemos partir es de considerar en 
quê punto de la dinâmica del tribute sé situan las evaluaciones glo­
bales para ver lo que representan respecte al principio de legalidad. 
Este tema, que en apartados posteriores serà desarrollado con mayor- 
detenimiento y en presencia del mayor ndmero de implicaciones que su 
pone, puede ser enunciado, a los efectos que aquî nos interesan, di— 
ciendo que las evaluaciones globales como mêtodo objetivo de determ_i 
naciôn de bases imponibles pertenecen al campo formai del Derecho —  
tributario participando igualmente de su aspecto material.
El principio de legalidad estâ directamente vinculado al 
contenido del Derecho tributario material o sustantivo, es decir, de 
aquel que afecta de un modo inmediato a las relaciones obligaciona—  
les surgidas por ra^ôn de aplicarse una norraa tributaria. En la LGT. 
nos encontramos que su art. 10 pârrafo a) establece los elementos d_i 
rectamente déterminantes de la cuantîa de la deuda tributaria que d^ 
ben en todo caso, someterse al principio de réserva de ley.
La enumeraciÔn que dicho artîculo hace, es mêramente --
e j emplifi cadora y la determinaciÔn del hecho imponible, sujeto pasi- 
vo, base y tipo de gravSmen son conceptos que como mînimo deben es—
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tar configurados por ley, ya que a continuaciôn se dice en este mis­
mo artîculo, "••• y de todos los demds elementos##.". Es claro, por 
lo tanto, que este artîculo de la LGT no es excluyente de otras mat^ 
rias réserva de ley y en un punto, nos es particularmente interesan­
te a nosotros# En esta enunciaciôn de carâcter general (40) no han — 
sido incluîdas como elemento directamente déterminante de la cuantîa 
de la deuda tributaria las distintas formas de deterrainar las bases- 
imponibles, Sin embargo, en los arts# 48,49 y 50 de la misma ley, sî 
encontramos una referenda a ello.
En el primero de estos preceptos (art# 48 LGT) se esta—  
blece que para la estiraaciÔn directa se servirân de las declaracio—  
nés o documentes presentados# En este supuesto de la estimaciôn di—  
recta no es de extranar que no se haga referenda al sometimiento al 
principio de legalidad, puesto que las declaraciones o documentes —  
presentados por los contribuyentes, son simples vehîculos de los ele 
mentos enunciados en el art# 10 LGT y por lo tanto no necesitan sino 
de una reglamentaciôn administrativa que esté en presencia, de no —  
contradècir y sî de faciliter la manifestaciÔn exacta de aquéllos —  
éleraentos#
El segundo précepte (art# 49 LGT) nos atane especîfica—  
mente respecte al contenido de nuestra exposiciôn y en êl sî encon—  
trames una referencia explicita del sometimiento al principio de le­
gal idad ya que establece que en las estimaciones objetivas se servi- 
rân de los signes Indices o mÔdulos previstos en la ley propia de ca, 
da tribute. Aquî, este "servirse" no nos conduce a un elemento per ma 
nente instrumental, como en el caso anterior de las declaraciones o 
documentes, sino que el mismo instrumente estâ lleno de contenido, —
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hasta tal punto que, como hemos de ver, Ô1 es el ûnico contenido que 
lleva a la determinaciÔn de la cuantîa de la deuda tributaria. Har—  
brîa 4^6 distinguir, evidentemente, aquéllos .'tributes en que los —  
signes, îndioes o môdulos estén efectivamente previstos en la ley —  
que los régula, con lo cual el sistema de estimaciôn objetiva de las 
bases desde este punto de vista del principio de legalidad, no encon 
trarâ ruptura, de aquéllos otros tributos cuyos Indices, mÔdulos o - 
signes no estén previstos —siempre taxativamente- por su ley regula- 
dora, en cuyo caso si hay una quiebra de los sistemas objetivos des­
de esta perspective que estâmes analizando.
Por dltimo, el tercer precepto (art. 50 LGT) que en cuan 
to a los métodos de determinasiôn de bases imponibles debemos cono—  
cer, plantea una desvinculaciôn mayor a la anterior respecte a la Id^  
gazôn legal que debe de existir entre los elementos del tribute y su 
forma de determinarlos. Estâmes en el c§so de estimaciôn por jurados 
al que, por ser subsidiario de los dos anteriorraente expuestos, no — 
podemos dejar de referirnos aunque su estudio mâs profundo lo hagamos 
en apartados posteriores. En este supuesto, el instrumente que la —  
LGT présenta para determiner las bases es la "apreciaciôn en concien 
cia". El jurado tributario no se hace ejecutor de una norma que tie­
ns que estar sometida a la ley, ni tampoco se hace intérprete de esa 
ley, si existiese; el jurado se hace autor de ella.
Es évidente, por lo dicho, la afirmaciÔn hecha en las —— 
"Notas de Derecho Pinanciero" respecte a que "el principio de lega—  
lidad ha de oubrir, por su propia esencia, todo el aspecto sustancial 
del tribute, pero no, en cambio los aspectos formaies, ya que el de^
((n ota. Por error mecanogréfico nos hemos saltado cinco nûmero en la 
paginaciôn)).
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pliegue de estos ûltimos no altera -no debe alterar- lo que cada tri^  
buto es" (41)* Con raz6n dice Berlini que una vez reconocido el pri^ 
cipio de reserve de ley para el establecimiento del tribute, la duda 
grave se plantea sobre ouâl debe ser el contenido mînimo de la ley — 
constitutive de dicho tributo (42). El principio de legalidad queda 
circunscrito asî al campo del Derecho tributario material, pero —  
ello, siempre que la materialidad de ese Derecho no dependa de la - 
esfera formal. En los artîculos de la LGT que hemos visto, se hace- 
referencia a la exigencia de legalidad en el caso de las estimacio­
nes objetivas para salvar, desde el punto de vista de este piinci­
pio, su insuficiencia fundamentadora. Pero deja de hacerse referons 
cia en dos ocasiones: primero en las estimaciones objetivas en las 
que los signos. Indices o mÔdulos no sean establecidos por la ley;— 
y segundo, en el caso de las estimaciones subsidiaries por jurados.
Da todo este breve recorrido sacamos dos consecuencias 
que podrîamos denominar fîde trâmite" puesto que nos conducen a po—  
der seguir nuestros razonamientos. En primer lugar, los modos de de*, 
terminer las bases imponibles, actividaft tîpica de los Ôrganos admi­
nistratives regidos por normas reglamentarias, tienen una importante 
relevancia respecte a los elementos y configuraciôn del tributo (" a 
lo que cada tributo es") a la cual "no debe alterar" como muy suspi- 
câzmente senalan las NOTAS, pero que de hecho —y adn mâs, de derecho- 
sl se ven alterados por esos distintos sistemas. En segundo lugaf, — 
très son los contenidos de las normas que nos llevan a pasar del mim 
do normative al mundo prâctico: a) la norraa que contiens la defiinl—  
ciôn de hecho imponible, cuyo concepto, haciendo una pequena reforma 
al art. 28 de la LGT podemos senalar como el presupuesto de natural^
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za jurîdica previsto en la norma y cuya realizaciÔn origina la obli- 
gaciÔn tributaria. b) la norma que define la base imponible de modo- 
genérico como la magnitud legal del hecho imponible en su aspecto ma 
terial-objetivo. c) la norma que contiene los modos de concreciôn o 
de determinaciÔn de esa base abstracta (que, como decimos, recoge —  
dnicamente el aspecto material-objetivo) cuando se conjuga con el —  
elemento subjetivo del hecho imponible. En este sentido puede afir—  
mar Saînz de Bujanda que los môtodos de determinaciÔn de la base im­
ponible, son el "instrumente tÔcnico que hace posible el trânsito de 
la base normativa a la base fâctica" (43). Es de hacer notar como en 
esta enumeraciÔn lôgicamente ordenada de normas, se ve con claridad- 
suficiente el ciclo que partiendo de la realidad fâctica, extrajurî- 
dica, vuelve a ella, y con ello la raisiÔn que el Derecho cumple, si- 
tuando en el polo contrario de esa circunferencia. Esta es una demo^ 
traciôn, creemos que palpable, de todo lo que en el apartado destina, 
do a cuestiones metodolôgicas respecte al proceso de validez jurîdi— 
ca, hemos expuesto en un piano abstracto. La caracterizaciÔn del mô- 
todo de determinaciÔn como "instrumente têcnico" nos dâ sentido pie— 
no de su carâcter adjetivo; pero no podemos olvidar que la funciÔn — 
de ese instrumente es t§n delicada, que puede hacer pasar a base fâjc 
tica una cosa distinta de la base normativa y ello incluse por impe­
rative de la misma ley.
Serîa del mâximo interês hacer un breve esbozo de las —  
vinculaciones que entre los distintos tipos de normas enunciadas —  
existen para percatarnos de si se dâ o no vâlida y efectivamente, el 
circule complète: mundo fâctico (prejurîdico) -Derecho (valoraciôn — 
en presencia de principios jurîdicos)— mundo fâctico (metajurîdico,— 
legal, juste, seguro). No podemos adentramos en ello aunque es nue^
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tra convicciÔn el que es en este mécanisme en donde el Derecho en--
cuentra su justificaciôn. El punto de vinculaciôn del hecho imponi—  
ble con la base imponible estâ en la decisiÔn del legislador. El le— 
gislador es el que define la magnitud en que consiste la base impon_i 
ble y, por lo tanto, de êl depende la vinculaciôn de uno a otro. Si 
efectivamentô considéra como base el hecho imponible en su aspecto - 
objetivo (44) la vinculaciôn se guarda. Pero ni no considéra el he9— 
cho, la vinculaciôn se rompe y se tendrâ que considerar como base —— 
otra magnitud distinta a la legal del elemento objetivo del hecho im 
ponible (45)# Estos esquemas, vâlidos para los tributos variables, no 
pueden trasladarse a los tributos de cuota fija, en los cuales la b^ 
se no existe (46).
Las dos consecuencias que llneas mas arriba denorainâbamos 
de "trâmite" nos dan pie ahora para considerar la influencia que las 
normas que establecen sistemas de deterrainaciôn de bases tienen res­
pecte a la naturaleza, al ser del tributo, a sus elementos y a su —— 
configuraciôn integral por cuanto estas normas dan a los sistemas de 
determinaciÔn de bases una funciÔn que va mâs allâ de ser un "instru 
mente pdramente têcnico" y por lo tanto pertenecientè al campo for­
mai, adentrândo en la deterrainaciôn del tributo en su aspecto sustan 
cial-legislativo.
En principio, esta instrumentalidad mediata de los mÔtodos 
de determinaciÔn de bases se centra en la funciôn de mediciÔn de la 
base imponible recogida (la vinculaciôn) dèl aspecto material-objetj. 
vo del hecho imponible. La mediciôn, como procedimiento, tiene un ob 
jeto, que debe ser medido, y produce un resultado. El objoto de la —
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mediciôn, por lo dicho, no puede ser otro que los elementos de la —  
"base normativa"; y el resultado es la "base fâctica". Si antes vi—  
mos la vinculaciôn entre hecho imponible y base normativa, nos encon 
tramos que al hacer pasar ôsta a una base fâctica concreta para un — 
sujeto por medio de los distintos procedimientos que la ley prevô, e^ 
ta vinculaciôn sufre la ruptura, desde el punto de vista de la lega 
lidad, en el caso de las evaluaciones globales. Dejando a un lado —  
de momento las estimaciones por jurados, la estimaciôn directa no — 
ofrece problemas por razones de todos conocidas. En cuanto a las es— 
timaciones objetivas, es necesario sin embargo, hacer una distinciôn 
que ya apuntamos anteriormente. La estimaciôn objetiva cuyos môdulos 
o Indices estÔn previstos por una ley no supone desvinculaciôn algu- 
na entre ambas bases —la normativa y la fâcticar- puesto que en défi— 
nitiva es en la ley en la que encontramos los elementos de construe— 
ciôn del tribute. Por el contrario, si estos Indices o signos no es— 
tân contenidos en una ley sino que derivan de otra fuente, la desviri 
culaciôn es obvia respecto a este principio que estâmes conteraplando. 
Asî, pues, ante un tributo en el que el legislador y en una ley, es- 
tablezea que su sistema de deterrainaciôn de bases es el objetivo y — 
esos datos ob jetivos estên tambien estrictamente deterrninados por Ijb 
gislador y en la ley, no podemos formuler reparo alguno. Ante otro — 
tributo para el cual el legislador sehala un sistema objetivo de de— 
terminaciôn de sus bases fâcticas y los datos objetivos no se encuen
tran en una ley sino que derivan de otro lugar, sî hay desvincula--
ciôn. Y este es el caso de las evaluaciones globales, en las cuales- 
los datos objetivos derivan de estudios economicos elaborados por —  
las juntas mixtas.
lAia cosa que habrîa que hacer notar respecto a las rela—
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clones entre hecho imponible, base normativa, y base fâctica y --
procedimientos tÔcnicos para pasar de una a otra, es que hecho impo— 
nible, es el mismo para todos los sujetos (salvando siempre, claro 
estâ, las exenciones tanto objetivas como sub jetivas que pue dan exi_s 
tir), y que ûnicamente una vez rebasada esta cota, el tributo puede- 
tomar diverses derroteros segûn sea el procedimiento adoptado. Lo —  
cual darâ lugar a bases diversas. Compârense los siguientes précep­
tes del impuesto industrial en su cuota por bénéficies (47)#
a) Hecho imponible: el e.jercicio por personas fîsicas de 
cualquier actividad sujeta a gravâmen en la cuota de 
licencia y cuya finalidad consista en la obtenciôn de 
bénéficies (art. 22. 1 en el Capitule II: el hecho im 
ponible).
b) Base imponible: estâ constituîda por los rendimientes 
ciertos o estimados de cada actividad sujeta a tribu— 
taciôn y obtenidos en el perîodo de imposiciÔn (art.- 
28 en el Cap. II: la Base Imponible).
c) Capitule VI: Regîmenes aplicables para la détermina- 
ciôn de la base imponible:
— SecciÔn segunda, estimaciôn directa: se deducirân — 
de la contabilidad del contribuyente llevada en for 
ma reglamentaria (art. 37,l)#
— SecciÔn tercera, estimaciôn objetiva: se realizarâ— 
por el sistema de evaluaciôn global para cada una — 
de las actividades sometidas a gravâmen, mediante — 
los oportunoB estudios econômicos (art. 38,l)
Es obvia la demostraciôn de lo dicho. El hecho imponible
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el es mismo para ambos sistemas de deterrainaciôn. La Base, al estar 
constituîda por rendiraicntos ciertos, nos cnvîa a la contabilidad y 
al serlo por los rondimientos estimados nos podrîa remitir a una — 
lista de Indices y sin embargo lo hace a unos estudios econômicos.- 
2b en esta remisiÔn al procedimiento en donde cl hilo conductor, —  
que en nüestro anâlisis actual es la legalidad, se ve cortado y el- 
tributo desde este momento lleva unos derroteros distintos.
21 objeto de la mediciôn os une (los bénéficiés obtenà 
d.s) y no puede ser mâs que este por imperative de la misma norma.
21 resultado de la mediôiôn, sin embargo, no siempre sera cl mismo.
Dependerd de lo que el "instrumcnto tôcnico" hay a hecho con cl obj_e
to.
Si las evaluaciones globales repercuten de tal modo en en 
principio de legalidad por el uso de los indices y môdulos dcrivados 
do unos "estudios econômicos" con el fin de obtener el resultado de 
deterrainar la base factica, no podemos de^ar de àehalar, aunque po^ 
teriorraente volvamos sobre ello, que ese resultado do la mediciôn — 
por medio de los dates objetivos sc desenvuelve en un doble résulta,
do: primero, la confi.guraciôn de la base factica global, lo cual no
es mâs que la mitad del camino a recorrer (la base para un grupo de 
contribuyentes como tal grupo). Segundo, osa base global necdsita - 
de un nuevo tratamiento por los"indices bâsicos" y los "indices de 
correcciôn" para-llegar al resultado final, que es el ostableciraieji 
to de una base fâctica individual para cada uno de los miombros del 
grupo.
Al final de nuestro recorrido guiados por el principio 
de legal idad a trav-s do la. ruptura de la esencia legal del tributo—
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y de las repercusiones que esa ruptura tiene en el sistema no ouere— 
mes hacer apologia alguna sobre el valor de la Ley ni volver sobre - 
su misiôn y significado# 21 que -como se ha dicho- "la gran reforma- 
tributaria no necesita ser publicada en el Boletîn Cficial del Lsta— 
do" (48), nos parece una afirmaciôn excesivamente grave si la enjui- 
ciamos en toda au posible profundidad. Recordemos con Sâinz de Bujan 
da una vez mâs, que en la ley cristalizan los sistemas fiscales, —  
tras una elaboraciÔn cuidadosa, al menos, infinitamente mâs cuidado— 
sa que la que^permite el puro decisionismo administrative (49)*
b) Principio de capacidad contributiva.-
1.- ELUIIGIAGIGN.-
A1 enfrentarnos con el estudio del principio de capaci—  
dad contributiva y su realizaciôn o no en las evaluaciones globales, 
Por un lado nos anima el tener la idea muy clara sobre la importancia 
del principio, ya que, con Cortés Dominguez, nos "parece obvio que — 
el Derecho Tributario no tiene mâs enfoque posible, no tiene crite—  
rios ni guîa mâs adecuados que el que brinda el principio de justi—  
cia de los tributos. Podemos decir que el principio de capacidad con 
tributiva es la verdadera estrella polar del tributarista" (50). Pê­
ro junto a ese ânimo, nos desaliente la formulaciôn que del princi—  
pio debemos hacer, puesto que a tal importancia corresponde una corn— 
plejidad de problemas difîciles de analiaar y relacionar.
Ssa complejidad queda demostrada nada mâs recorrer algu- 
nas de las distintas formulaciones que se han hecho sobre lo que la 
capacidad contributiva représenta. Para el maestro Giannini, es un — 
concepto "parajurîdico" que por lo tanto no tiene que conectarse con
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el fenômeno jurîdico del impuesto. Este ûnicamente encuentra su fim 
damento en la sujecciôn de los particulares al poder financioro dol 
Estado y es este exclusive fxmdamento el que le dû carâcter jurîdi— 
co.Una posiciôn tan exttadamente formaliàta en donde la igualdadl - 
del ‘binomio Estado y Derecho del normativimos, estâ basado toda la- 
construcciôn,no nos puede satisfacer. Es una idea que nos conduce — 
en muchas de las consideraciones de esta Tôsis, el que al Derecho - 
Tributario le ha faltado "sentido jurîdico",sobre todo,en el momen­
to de su nacimiento,y que es tarea urgente dârselo, so pena de que- 
perezca.Giannini plantea la alternative, en unos têrminos que no nos 
parecen justes* La fundamentaciÔn del impuesto,o se encucr ra en el 
poder del Estado o tiene que buncarse en el ciencia de la Hacienda. 
Asî las cosas, no es de estrahar que niegue a los requisitos exigi- 
dos por ôsta —como el de igualdad, el de proporc1onalidad, el de —  
certeaa,el de comodidad, el de econoraicidad y el de elasticidad", —  
significaciôn alguna en el estudio del ordenamiento jurîdico, ya 
que el carâcter jurîdico de impuestos no podrîa n-garse ni al —  
mâs inicuo y antieconômico de los tributos con tal de que estuviera 
fundado en la potestad de imperio del Estado" (51).Por otro la—  
do, fundado en este mero formalisme, faite de contenido sustancial, 
podemos entender el que Giannini interprète el mandato constitucio- 
nal de que todos contribuyan a los fondes pûblicos con arreglo a su 
capacidad contributiva, no cÔmo una norma obligatorio, sino tan sÔ- 
lo como una exigencia polîtica.Y como tal, no puede representar un— 
lîmite material para el poder legislative (52).Desde el campo de la 
ciencia econÔmico-finanoiera y ante lo difîcil eue résulta buscar- 
principio de reparticiôn de los impuestbs Gangemi (53) sé pregunt^
"2,Puede concluirse. En razôn a cuanto hemos afirmado, que cada di^ 
tribuciôn de los costes de los servicios pûblicos indivisibles— 
fundada "sic et simplicité^ sobre la potestad del impero del Estado?"
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Tomando esta ültima idea, podemos ver cual es el pensa—— 
miento de Jarach. El profesor argentino, que no habla de Capacidad - 
contributiva, sino de igualdad, reconoce que este principio sî es un 
lîmite para el poder legislative, El parte de un cierto excepticismo 
ante la dificultad y vaguedad que supone el définir lo que se entien 
de por igualdad. De todos modos, el significado que le concede es 
ble: "no simplemente igualdad ante la ley; que la ley se aplica de 
igual manera a todo el mundo" sino tambien "que tiene que respetar — 
las igualdades en materia de cargas tributaries" (54)* De estas con­
sideraciones que el profesor Jarach hace,se. .derivan consecuencias —— 
importantes por êl mismo sehaladas. En primer lugar, si la igualdad- 
supone lîmite al legislador, quiere decir que el mandate constitue]^ 
nal es una norma perfects, imperativa que oblige al legislador a un - 
coraportamiento determinado que de no darse, origina la actuaciôn del 
poder judicial para la anulaciôn de la ley que haya infringido el —  
principio. En segundo lugar, ^en donde encuentra la carga tributa—  
ria el criterio material de igualdad?. Se dirige nuestro autor a la 
ciencia de las Finanças y no halla en ella el "criterio objetivo" —  
para la interpretaciôn del principio de igualdad constitucional, ya 
que el "impuesto igual" serîa sinônimo de "impuesto ôptirao". Nos pa— 
rece que Jarach se mueve siempre en torno a una igualdad matemâtica­
que inevitablemente —no es de extranar— le lleva el escepticismo. — 
Con ello no podrîamos considerar cl principio como principio de qui— 
dad, ya que este, al aplicar el Derecho dâ, siguiendo conceptos de 
Radbruch, un tratamiento igual a los iguales, pero désignai al ante­
rior para los que sean désignaies. Sin embargo, al no encontrar ese- 
"criterio objetivo", la soluciôn que êl propone se acerca bastante - 
a una soluciÔn de equidad: son los jueces los que qtribuyen signifi— 
cado al principio de igualdad.
-110-
Estas dos posiciones, a pesar de sus diferenoias sustan— 
ciales, se mueven a base de unos mismos elementos. Ambas se dirigen— 
a las ciencias extrajurîdicas para encontrar explicaciôn a la capac^ 
dad contributiva y ambas vuelven desazonadas de ella, encaminando —  
sus soluciones por distintas vertientes, Giannini a la ley; Jarach — 
al juez.
Otros es el panorama al contemplar las posiciones de Be_r 
lini y Vanovi sobre el significado y contenido del principio de capj, 
cidad contributiva. Para el primero, es la capacidad contributiva —  
del sûbdito lo que faculta al poder legislative a establecer los tr^ 
butos. Este principio es el cedazo que révéla la existencia de he—  
chos econômicos o situaciones capaces de ser gravadtas. Y ello tan es 
asî, que el profesor de Homa reconoce como "seguramente admisible® — 
el reourso ante la Corte Constitucional, cuando el Pariamento esta—  
blezca un tributo que vaya contra este principio, y la ley en que se 
haya conculcado deberâ ser declarada ilegîtima (55)» Es clara la con 
traposiciôn entre Giannini y Berliri, ante el mismo problema y la in 
ÿerpretaciôn del mismo precepto constitucional italiano (art. 53 de 
la Constituciôn de la Repûblica). No son ya niveles de legalidad es- 
tatal los que entran en juego, sino de legitimidad conforme a Dere—  
cho-justicia y no a un mero principio legalista de le^alidad.
La capacidad contributiva es un concepto perteneciente — 
al mundo jurîdico y cuya fundamental misiôn es servir de puente en—  
tre el Derecho y el mundo extrajurîdico. Este puente va desde la re^ 
lidad fâctica hasta el presupuesto de hecho del tributo, la cual se- 
ve asî, "normalizada". El legislador acoge como hecho imponible un - 
hecho o una situaciôn econômica que sea indice de capacidad oontribu
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tiva; pero cuando acoge una situaciôn jurîdica, lo hace como "Indice 
de un Indice", al decir de Vanoni (56)# La alternativa de elegir una 
u otra, depende de la mayor certeza en la identificaciôn del presu—  
puesto de hecho. Pero esta seguridad, afirma igualmente Vanoni, no - 
depende ûnica y exclusivamente de elegir un "Indice" o un "indice de 
un indice" sino tambien, lo cual es de suma importancia para lo que— 
nosotros vamos a ver a cgntinuaciôn, de los instrumentes con que se 
cuenta para la liquidaciôn (determinaciÔn de la base, etc). 2s cier­
to, como continua pensando Vanoni, que el estudio y conocimiento de­
là polîtica y de la economîa financière, este es, del objeto del trj. 
buto, puedôn servir al intérprete de la ley en caso de duda; y si —  
ello es asî, la razôn no puede ser otra que la de que el legislador- 
haya ido hasta esta esfera extrajurîdica en un momehto anterior, en 
el de la elaboraciÔn de la ley y la creaciÔn de los hechos imponibles 
susceptibles, al darse en un caso concrete, de hacer nacer una obli 
gaciôn tributaria. Y si ha ido hasta esta realidad y no hasta otra,— 
es por el principiodde capacidad contributiva que se ha visto révéla, 
do precisamente en este hecho o en esta situaciôn. En definitive, —  
y aceptando la expresiôn vulgar, pero en este caso, muy acertada, —  
porque era justo que se gravase.
No vamos a repetir aquî lo que en la parte metodolÔgica— 
de la tôsis digimos ya sobre los dos cofactores (ideal-real) en ten- 
8iôn, que se conjugaban en el proceso de validez de la norma, ni a — 
CÔmo el factor ideaij. de justicia se encuentra encamado en esa real_i 
dad extrajurîdica o extratributaria exigiendo al legislador —segûn — 
la conciencia de la comunidad polîtica de cada momento o la concien— 
cia de los rectores de osa comunidad- que los haga pasar a la esfera 
de extricta normatividad del Derecho.
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Llegamos asî a otro punto interesante o întimamente uni- 
do a lo anterior. Cuando la norma tributaria —dice Cortés Dominguez— 
la dicta la clase dominante y en su elaboraciÔn no cuenta la clase - 
dominada, se producen sistemas tributaries que no respotan el princ^ 
pio de capacidad econômica. Y a continuaciôn anade que los limites - 
materiales del legislador tributario no son propiamente jurîdicos s_i 
no politicos. (57). Esta afirmaciôn no puede llevar a confusiÔn rela 
cionândola con la posiciôn anteriormente expuesta que adopta Giannini, 
ante el mandate constitucional de que todos contribuyan a las cargas 
pûblicas con arreglo a su capacidad contributiva y a la interpréta—  
ciôn que hacîamos nosotros de que al ser este mandate una exigencia— 
polîtica, y no considerarlo Giannini requisite esencial del impuesto, 
no podîa constituir un lîmite material para .el legislador. Lo que a 
nuestro modo de ver pasa, es que Cortés Dominguez, estâ enfooando —  
los îmites que el legislador tiene, desde la perspectiva de la divi- 
siôn de la sociedad en dos grupos clâramente diferenciados (dominan­
tes y dominados) al mismo tiempo que ve clâramente, que el Ôrgano —  
que élabora la ley es el Ôrgano de representaciôn polîtica de la co­
munidad (o de la parte de comunidad dominante), mientras que Gianni­
ni, reacio a la admisiôn del principio, tiene que admitir finalmente 
que el legislador deberâ poner en prâctica esta exigencia polîtica - 
al regular los diversos impuestos de modo que en su conjunto den rea. 
lidad al postulado (58).
En un sentido paralelo tendrîamos que analizar la teo—  
rîa alémana de la relaciôn tributaria como relaciÔn de poder, encabe 
zada por Otto Mayer. Han sido muy diversas las interpretaciones que- 
se le han dado a este postura. Entre ellas, la opiniôn de PÔrez de — 
Ayala, sehala que 0. Mayer parece admitir que hay ciertos criterios-
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superiores de justicia con arreglo a los cuales puede calificarse de 
justo o injusto el ejercicio del poder de crear tributos, y, en def^ 
nitiva, las leyes de Derecho Tributario material (59)* De todos mo­
des, la alineaciôn de MAYER en el lado de la ley formal, la creemos— 
dificilmente superable por esta via del ejercicio del poder de crear 
tributos, al igual quo lo creiraos difîcil en la postura de Giannini.
2.- Penetraciôn del principio a través de las distintas 
fases del tributo y su quiebra en el momento de de­
terminer sus elementos.
El principio de capacidad contributiva para nosotros, ya 
lo hemos dichos, es la manifestaciôn de la uniÔn de los factores idea, 
les y reales que fundamentan la validez de una norma como jurîdica.— 
Insertado en el âmbito constitucional se convierte en el principio - 
jurîdico-pûblico bâsico entre los criterios de justicia distributiva 
en materia tributaria. Asî, el sistema tributario se debe a la real_i 
zaciôn de la justicia distributiva, lo cual implica no sôlo la pro—  
porcionalidad sino también la progresividad del sistema pues, como — 
se ha dicho 4^0), dos son los aspectos de la equidad: "la primera ^  
exigencia es una distribuciôn equitativa entre rentas altas y bajas, 
que hace referenda a^ grado de progresividad del sistema. La segun— 
da es una carga igual para rentas iguales del mismo carâcter genéri- 
co". Por lo tanto la proporcionalidad tiene un sentido horizontal de 
igualdad en cada una de las fuentes de renta, raientras que la progr^ 
siva es de sentido horizontal de desigualdad entre los distintos ni­
velés de la misma.
Teniendo presents lo que en anteriores apartados expusi- 
mos sobre el principio, a nuestress efectos ahora hay que senalar la
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distinciôn que tradicionalmento —ya ae hable de capacidad contribué 
va (Giardina, Sâinz de Bujanda), tributaria (Giannini) o econômica — 
(Cortês)- se hacecentre la capacidad absoluta y la relative (6l). -
Giardina es quien en el terreno jurîdico ha centrado la distinciÔn - 
(62) entre ambos enfoques del principio basândose en las distinciones 
hachas por la ciencia econômica (63). La existencia de leyes tribut^ 
rias que prevÔn hechos imponibles y establecen criterios para la de— 
terminaciôn de la deuda tributaria en concrete, el "cuanturn", reve—  
lan la existencia en el marco jurîdico de los conceptos de capacidad 
absoluta y relative, respectivamente (64).
Como es sabido, la capacidad econômica absoluta se refile 
re a'la aptitud absoluta para concurrir a las cargas pûblicas y su 
vigencia se centra en el momento de la creaciÔn de la norma que esta 
blece los supuestos de hecho# La capacidad econômica relative, por — 
otro lado, es la aptitud concreta de un sujeto para pagar una canti— 
dad determinada, objeto de la deuda tributaria; su vigencia viene r^ 
ferida al momento de determinaciÔn de la cuantîa de la cuota indivi­
dual o, mâs concretaraente, de los medios que llevan a su détermina—  
ciôno
Para el objeto de nuestro estudio es este segundo aspeo— 
to de la capacidad econômica el que nos interesa. El principio de —  
justicia de los tributos se concrétisa no sôlo en el momento de fun- 
damentar el hecho imponible, sino también, y de manera transcendents, 
en el momento de determiner la cuota# Por elementos de determinaciÔn 
de la cuota podemos entender la elecciôn de los métodos impositivos, 
aunque siguiendo el planteamiento de la ciencia econÔmico-financiera, 
no podemos reduoirlos a la elecciôn entre una estructura proporcic
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nal o progresiva de loo tipoo impositivos (65)* For el contrario, —
los métodos impositivos hacen ref erencia también a toda la r.erie de
inedidas técnicas con las cuales realizar el principio de justicia de 
los tributos, y dé manera esencial a los sistemas de determinaciÔn - 
de uno do los elementos necesarios para llegar a la cuantîa de la —
deuda, es decir la base tributaria (66)»
No olvidemos que las evaluaciones globales son, en pri—  
raer lugar, un "instrumente tÔcnico" (67) y como tal tendrân importan 
cia respecto a que puedan concretizar o no la capacidad contributiva 
relative de cada uno de los sujetos de la comunidad (68) pero ademâs
se,dâ la circunstancia, ya apuntada al analizar el principio de lega
lidad, de que este instrumente tôcnico es tan peculiar, que partici­
pa en la formulaciôn sustancial del tributo y por lo tanto, repercu­
te en el fundamento: lo elegido por el legislador, puedeser deselegi
do por una junta mixta#
La influencia y penctraciôn de las evaluaciones globales, 
como instrumente tôcnico, en el terreno sustancial de la capacidad - 
contributiva, tiene su estudio partiendo del esquema que en el apar— 
tado anterior hicimos refiriôndonos al principio de legalidad. Las — 
vinculaciones que entre las très clases de normas ue sirven de vehî- 
culo para pasar del mundo fâctico al mundo normativo existîa desde - 
el punto de vista de la legalidad, tambien podemos verlas desde la — 
perspectiva de la capacidad contributiva. Es lo cierto que si la vin 
culaciôn no se diese, las afir madones constitucionales de que los — 
espanoles contribuirân al soséenimiento dé las cargas pûblicas segûn 
su capacidad econômica (art# 9# Fuero de los Espanoles) o la de que- 
todos los espanoles tienen derecho a una equitativa distribuciôn de 
las cargas fiscales (Principio IX de los del Moviraiento Nacional), -
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representarîan un claro ejemplo de lo que en otro lugar denominamos- 
"abismos jurîdicos".
El legislador al elegir como imponible un determinado hje 
cho de la esfera extratributaria y convertirlo en presupuesto mate—— 
rial#objetivo del tributo, lo hace en funciôn de una valoraciôn de - 
justicia real o, lo que es igual, de la capacidad econômica que aquel 
hecho révéla. Es, por tanto, y sobre este punto ya nos hemos extend 
do anteriormente, la capacidad econômica absoluta la que dâ funda­
mento al establecimiento de un tributo. Y para que ello siga siendo- 
asî a lo largo de la vida de la relaciôn tributaria y hasta el momen 
to de su extinciôn, es iraprescindible igualmente el que el legisla—  
dor no olvide el motivo por el cual estableciô el tributo, en todas- 
las restantes normas que élaboré para su aplicaciôn y su efectiva —— 
realizaciôn. Asî pues, la vinculaciôn entre hecho imponible y base - 
imponible, es una necesidad mecânica para la virtualidad del princi­
ple. Y el legislador, al définir la base normativa con carâcter abs— 
tracto, no puede définir legâlmente otra cosa que no sea una raagni—— 
tud que coïncida con el hecho imponible, de igual modo definido pre— 
viamente. Centrado de este modo el problema, se ha podido decir que 
la conexiôn entre el principio de capacidad econômica y la nociôn de 
base imponible, es una exigencia del ordenamiento positivo, en la me 
dida en que la distribuciôn de la carga fiscal con arreglo al princj^  
pio de capacidad, se erige en exigencia constitucional de justicia — 
tributaria (69^ .
!\La relaciôn de la base imponible con el hecho imponi—  
ble, en funciôn âe la capacidad contributiva puede ser de otro tipo, 
ademâs de los dos apuntados, es decir, la coincidencia de ambos con—
- 117-
cepto o la no coincidencia. Ello ocurre al définir la base imponible 
en una magnitud distinta a la del presupuesto objetivo del hecho# Se 
trata de la no coincidencia, derivada de que la base imponible no r^ 
coge todo él aspecto material del hecho imponible. Pero ante el exâ- 
men de esta no coincidencia, tiene que entrar en consideraciôn un —  
nuevo factor: la repercusiÔn de las norman que contienen los modos - 
de de terminaciôn de las bases normativas. Con ello estaraos ante la — 
segunda vinculaciôn a considerar; es decir, la que se da entre la ba. 
se abstracta determinada en la ley como magnitud del hecho imponible 
y la base fâctica medida para cada uno de los sujetos sometidos a —  
tributaciôn.
Vamos a invertir los tÔrminos del anâlisis y comencemos 
por el resultado. Es cierto que en las estimaciones objetivas el re­
sult ado, la base fâctica medida, es irreal _(_70). Pero ello tendrâ —  
que ser como consecuencia de uno de dos factores: o es la base irap^o
nible en sentido abstracto lo irreal, o es el mÔtodo de détermina--
ciôn lo que nos conduce a ese resultado. Sin embargo, la irrealidad 
viene de ambos factores, pero de un modo distinto, segûn el tipo dO 
estimaciôn objetiva que considereraos.
Cuando la base imponible se remite a datos objetivos que 
estên previstos en una ley (71)> el procedimiento de concreciôn de — 
la base imponible no tiene mayor transcendencia que limitarse a aplj^  
car unos Indices legâlmente establecidos y, por lo tanto, la desvin— 
culaciôn que presenciamos es la que se dâ directamente entre la base 
imponible y el hecho imponible, aunque es évidente que, como conse—  
cuencia de la mencionada desvinculaciôn, ôsta se trasladarâ a la re— 
laciôn entre basé normativa y base fâctica.
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"^ Tor el contrario, ouando la base imponible se reniite a 
dates objetivos que no estân previstos en una ley, sine que derivan­
dal interior del prooedimiento de determinaciôn de las bases (en jun 
tas raixtas y por medio de estudios econdmicos), la ruptura tiene lu- 
gar en la desvinculaciÔn existante entre base normative y base fâct_i 
ca* Pero, y ello es de suma importancia, esta desvinculaciÔn que se 
da en el momento de la concreciÔn de las bases a travÔs de los Indi­
ces, signes y môdulos, tiene una repercusiôn no sÔlo "hacia adelante"
(72), en el sentido de haoer irreal el resultado, sinoiambien "hacia 
atrâs" produciendo la desconexiôn de la base con el hecho imponible*
(73)
Respecte a esta ûltima consecuencia, la repercusiôn "ha­
cia atrâs", hay que plantear una doble posibilidad para ver en quê - 
caso existe dicha repercusiôn* Si tomamos el raismo ejemplo que en el 
apartado dedicado al principio de legalidad utilisâmes (impuesto in­
dustrial, cuota por bénéficiés) recordaremos que el hecho imponible— 
venîa definido por la "obtenciôn de bénéficiés" y la base imponible— 
por los "rendimientos ciertos o estimados"* La vinculaciôn o desvin— 
culaciôn entre estas dos normas y las que establecen los métodos de— 
determinaciôn de bases présenta dos posibilidades que dan lugar a —  
consecuencias distintas respecte a la ruptura "hacia atrâs" de la — 
norma que define la base imponible con la norma que define el hecho- 
imponible*
Las posibilidades sont a) considérer que el tÔrmino "ob­
tenciôn de bénéficies" definido como presupuesto objetivo del hecho- 
imponible tiene un significado amplio e indeterminado* b) Considérer 
que este término tiene un contenido concrete y un significado equiya 
lente a beneficio efectiva y realmente obtenido.
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La distinta consecuencia de la evaluaciÔn como presunciÔn 
del beneficio serâ, paralelamente: a) La evaluaciôn global es una pr^ 
sunciôn que no afecta al hecho imponible sino que ûnicamente atane — 
a la cuantîa de la base. En este sentido, como afirman las Notas de 
Derecho Financiero (74)> se puede decir que "la presunciÔn de que se 
ha alcanzado una renta, de que se ha obtenido un beneficio, hace re­
ferenda al importe de dicha renta, es decir a la base de iraposiciôn, 
pero no afecta a la estructura del presupuesto objetivo que consiste 
en la percepciÔn de un bénéficié", b) La evaluaciÔn global es una -—  
presunciÔn que afecta al hecho imponible haciendo surgir bases alter 
natives y paraielai^ente hechos alternatives.
En esta situaciÔn nos encontramos con que hay que deci—  
dirse por una u otra posiciôn respecte a le que se entienda por "be—
neficio obtenido" èn la definiciôn legal del hecho imponible, Cierta
mente pensâmes que la definiciôn del hecho imponible en cuanto "bene 
ficio obtenido" dnicamente se puede referir al beneficio real y cier 
toi, Y ello por las siguientes razones;
1®, La obtenciôn de bénéficies o el beneficio obtenido — 
por un sujeto des de una cuantîa o de otra, siendo — 
imp08ible que dicho beneficio sea une y otro al mis- 
mo tierapo, Aunque bien entendido que es cosa diferen 
te que al determinar la base fâctica el resultado —  
sea uno u otro degûn el môtodo de determinaciôn,
2®, La jurisprudencia del TS y del TEAC es indicadora, —
por su misma fluctnaciôn en este punto, de la desco­
nexiôn existente entre hecho imponible y base impend 
ble como consecuencia de la presunciÔn en que se —
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asienta el mêtodo de determinar dicha base (paso de la — 
base normative a la base fâctica)# Asî, nos encontramos— 
con que dicha jurisprudencia distingue entre la finali—  
dad dôl gravâmen y la finalidad del mêtodo de concreciÔn 
del gravâmen# De tal modo que, respecte a, lo primero, se 
dice en la STS de 18 de marzo de 1963 que "lo que la Ad— 
ministraciÔn ha pretendido gravar y grava son los benefd 
cios totales reaiment© conseguidos", es decir los benef^ 
cios netos derivados de la actividad ejercida; raâs, res­
pecte a lo segundo, se afirman cosas distintas segùn las 
ocasiones: en unas, que "las evaluaciones globales no —  
tienen por finalidad calculer bénéficies sino fijar bases 
imponibles" (STS de 22 de octubre de 19Ô2 y RTEAC de —  
27 de mayo-lde I960), en otras ocasiones, por el contra—  
rie, que "la base impositiva que estiman las juntas cono 
tituye una asignaciôn de bénéficiés netos" (STS de 5 de 
marzo de 1968) y que "tienen el carâcter de bases imposi 
tivas, es decir beneficio lîquido o neto del négocié".
De tal manera que nuestros tribunales han parecido- 
dudar sobre cuSl era el autêntico fin de las juntas en — 
relaciÔn con el fin del impuesto y que, finalmente, se — 
han decidido por establecer una presunciÔn al hacer coin 
oidir la base fâctica con la base normative y el hecho - 
imponible, (75)*
3®, La âltima razÔn estriba en la comparaciÔn entre los mêt^ 
dos de determinaciôn de la base. En estimaciôn directe,— 
por "obtenciôn de bénéficies" se entiende, a la hora de 
définir la base, los "rendimientos ciertos". Si, por el— 
contrario, en la estimaciôn objetiva asimilâsemos la "o^
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tenciôn de bénéficies’' a "rendimientos estimados" nos —  
encontrarîaraos ante la incongruencia de que lo justo sé­
ria lo anormal. Es, por tanto, el enfrentamiento antre — 
los procedimientos de determinaciôn, estimaciôn directa— 
o normal (contabilidad) y estimaciôn objetiva o extraordd 
naria (Indices), lo que nos proporciona un dato mÔs para 
conocer el contenido del hecho imponible.
Es évidente que a los defansores de las evaluaciones globa 
les no se les escapa esa desconexiôn, Y asî, alguno de ellos (76) si
bien admite que este prooedimiento no ha llegado a las verdaderas b_a
ses impositivas, "a las obtenidas mediante su aplicaciôn no se les - 
puede objetar que no guardan ningôn parecido con la realidad", Croe- 
mos que hemos hecho ya los razonamientos suficientes para deraostrar- 
que no sô trata dé las bases determinadas se parezcan o no a las re_a 
les, sino de que se guarden las vinculacicnes entre los conceptos —  
normatives expuestos para dar vigencia al mandate constitucional, no 
por su valor formai de norma fundamental, sino por su contenido real 
de justicia tributaria. En cuanto a la capacidad contributive., los - 
sistemas objetivos actûan mâs con los efectos de un explosive que —  
con los de una perforadora. Esta, ûnicamente repercute en la direo—  
ciôn puesta y sin perturber su contorno, Aquél, por ©1 contrario, —
destruye no sôlo el lugar en donde es colocado sino que en virtud de
su onda expansive hace repercuta en todo su alrededor,
El principio de capacidad contributive opera en las noi>- 
mas tributaries segdn lo visto, de modo distinto a como lo hacîa el— 
principio de legalidad. La quiebra, desde el punto de vista de la 1^
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galidad, se centraba exolusivamente en las evaluaciones globales co­
mo sistema objetivo de determinar las bases en virtud de dates crea- 
dos por un organisme no legislative* Ahora, la quiebra del principio 
de capacidad contributiva représenta un campo mâs amplio puesto que 
en todos los oasos de estiraaciones objetivas se dâ* El sistema de lo 
que hemos denominado "vinculaciones" es lo que nos ha servido de mê­
todo para ver de quê forma se realiza cada uno de estos principles — 
enunciados y hasta que nivel extienden su eficacia, Volveremos, con- 
todo, sobre ello lal estudiar las evaluaciones globales como siste—  
mas objetivas que, junto a la nota de la colaboraciên social, perfi- 
lan su naturaleza jurîdica*
3*— Objetivaciên y subjetivaciên del Tribute. La misiên 
de los Indices.-
Pero no termina aquî la influencia de la capacidad con—  
tributiva en la estructura del tribute a travês de los mêtodos de d_e 
terrainaciôn de las bases imponibles. Ilay un punto que no querrîamos- 
dejar de tratar, aunque sea brêvemonte, por la transcendencia que en 
este orden de cosas tiene. Nos referimos a la objetivaciên subjetiya 
ciên del impuesto como fin perseguido por el legislador y la inciden 
cia del mêtodo de determinaciôn en su consecuciÔn.
Si por subjetivaciên entendemos el fîn que el legislador 
persigue, consistante en que los elementos de cuantificaciÔn que —  
forman parte de la relaciÔn jurîdica tributaria en orden a la deter­
minaciôn de la deuda, se acomoden a las circunstsncias personales —  
del contribuyente, la objetivaciên deberemos entenderla no tanto como 
la no-acoraodaciÔn a esas circunstancias personales, cuanto a la depen
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dencia que esos elementos de cuantifioaciôn tienen del aspecto mate­
rial del hecho imponible (77)«
Es évidente que desde una perspective y anâlisis jurîdi- 
cos no puede indentificarse la distinciÔn propuesta entre subjctiva^ 
ci6n y objetivaciên del impuesto con la clasificaciên de los impues— 
tos en personales y reales re spec t ivamente. Como afirma Sainz de Bu— 
janda (78) el proceso de objetivaciên o subjetigaciên del impuesto - 
se refiere a los elementos cuantitativos de la relaciên tributaria,— 
en tanto que la distinciên de los impuestos en reales y personales,- 
afecta tan solo al presupuesto objetivo. Lo que nosotros tratamos de 
mostrar es, partiendo de esta clara distinciên, de que forma pueden- 
conjugarse ambas y hasta quê punto la primera distinciên se interfi^ 
re con la segunda. Es cierto que en cuanto al "proceso de objetiva—  
ciên subjetivaciên" los impuestos reales iienden a lo primero y los 
personales a lo segundo. Pero esto, que no tiene por quê ser asî, —  
puesto que , como hemos dicho, son puntos de vista jurîdicamente di­
verses los que nos llevan a estas distinciones, puede que por obra - 
del legislador, al establecer los métodos de determinaciôn de esos - 
"elementos cuantitativos" (y principalmente la base), tenga que ocu- 
rrir inexorablemonte. Son en verdad, los elementos cuantitativos los 
que,tanto en los impuestos reales como en los personales, parmiton - 
alcanzar un mayor o raenor grado de objetivaciên o subjetivaciên.
Centrândonos en est© punto y rèferido a los impuestos en 
los cuales el elemento cuantitativo "base" se fija por el mêtodo de 
evaluaciones globales bien directamente o bien indirectamente por la 
articulaciôn como impuestos a cuenta, nos encontramos, en primer lu—
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gar, que a travês de este sistema de ©valuaciên global, el legisla 
dor no podrâ nunca alcanzar uno de los dos fines (el de objetiva- 
ciên o subjetivaciên) dado que el principal de los elementos cuan 
titativos -la base- no lo establece êl sino la junta mixta.
En segundo lugar, como ya hemos sehalado, un impuesto 
real o de producto es suceptiblé de subjetivaciên (acomodaciên de 
los elementos de cuantificaciên § las circunstancias personales— 
del contribuyente). Es mâs, en algunos casos, esta suceptibilidad 
es sinênimo de igualdad ya que el bénéficié derivado de la activi 
dad que constituye el aspecto objetivo del presupuesto de hecho - 
del tribute real, se identifica con el presupuesto del tribute —  
personal (v.g. impuesto sobre rendimiento de trabajo personal). - 
La pregunta, que para nosotros queda sin posible respuesta desde- 
esta perspectiva, os obvia. C^ôrao en el Impuesto de Rendimiento — 
de trabajo personal (lmp. de producto) puede tender el legislador 
a acomodar la base a la capacidad contributiva del sujeto pasivo,
(subjetivaciên) utilizando como medio de deterrainaciên de esa ba­
se un sistema objetivo?.
En tercer lugar, si consideramos que la configuraciên 
del presupuesto objetivo de un impuesto personal debe tener en —— 
cuenta en mayor grado la capacidad contributiva del sujeto, nos — 
encontramos que en el Impuesto de Sociedades (impuesto personal — 
de carâcter general, respecte al cual actûan como impuestos a —  
cuenta los de producto, entre los cuales se encuentran aquêllos — 
cuyas bases se determinan por evaluaciên global, en las actividar- 
des tîpicas que sean ejercida-s por la Sociedades): a) No se some- 
ten al impuesto los bienes o rentas considerados en su subjetiyi
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dad( pertenecientes a una persona jurîdica) sino en las distintas 
objetividades de sus rentas parciales (actividades diverses ejer- 
cidas por una persona jurîdica); y b) La ûnica adaptaciên a las — 
circunstancias personales en los impuestos a cuenta de la Socie—  
dad, dériva de los îndices de correcciÔn que en las juntas mixtas 
se aprueben.
Es mâs que problemâtico el que la subjetivaciên -como 
equiparaciôn de la capacidad contributiva— pueda lograrse a travês 
de los îndices correotores* Garcia Lataillade en un pequeno estu- 
dio monogrâfico sobre "Teorîa y têcnica de los îndices en las eya 
luaciones globales del impuesto industrial" (79) se proclama to—  
tal defensor de esta soluciên* "La potestad ejecutiva de la Admi- 
nistraciên -dice— siguiendo las inspirasiones y poniendo a pim tô­
les întimos dôsignios del legislador, que aspiran a la mSs compljo 
ta efectividad del principio de equidad fiscal, aportan un nuevo 
recurso têcnico"#.. "Los îndices de correcciÔn no tendrîan razên- 
de ser, si no cumpliesen la ünica misiÔn a que pueden servir y —  
que es la de corregir las desviaciones por exceso o por defecto — 
a que pudiera conducir la aplicaciôn de los îndices objetivos en- 
cada caso particular". Le estas consideracionos poderaos déducir:— 
1®.— Nuestro autor reconoce como posible el que los îndices obje— 
tivos conduzcan a una desviaciôn cuando se esté ante la consider^ 
ciôn de cada caso en particular, que lleve al establecimiento de— 
una "base teôrica" lo cual équivale a decir que la existencia de 
los îndices correctores tiene su fundamento y razÔn de ser en la 
existencia de la desviaciôn de los îndices bâsicos. 2®. El ûnico- 
fin de los îndices de correcciÔn es el "corregir las desviaciones 
por exceso o defecto" y ello es algo sustancidlmente distinto —
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—aunque por azar pueda estar cercano— a conseguir la equidad fis­
cal como designio del legislador. Pero si todo ello no fuese suM 
ciehte, pocas lîneas mâs adelante Garcia Lataillade conoluye dicien 
do "que la Imputaciôn individual de las evaluaciones globales de­
be hacerse con un criterio subjetivo, siempre que no existan impe 
dimentos que lo obstaculicèn. Es decir, que cOtno norma general, — 
aquella imputaciôn debe ser coincident© con el rendimiento verda- 
dero de cada empresa, pero si Iste no fuera conocido, por falta - 
material de contabilidad o por otras causas de un orden semejante 
la imputaciôn habrîa de fijarse objetivamente,siguiendo el proce- 
dimiento de designer el rendimiento medio calculado para las em—  
presas afines del mismo grupo". Analiceraos de nuevo este pârrafo 
y hallamos que 1®.- no sÔlo reconoce que los Indices objetivos - 
pueden desviarse, sino tambien que los Indices correctores desti­
nai os a lograr la subjôtivaciôn pueden ser obstaculizados en su — 
finalidad. 2®.- Es una afirmaciÔn muy gratuita el que un Indice - 
corrector, con las limitaciones que el mismo autor le senala, con 
duzca a una imputaciôn (Ëaquella imputaciôn", es dedir, la de las 
evaluaciones globales) coïncidente con el rendimiento verdadero.- 
3®.- Para comparar si el rendimiento imputado es efectivamente o 
no, el verdadero, serâ necesario conocer ôste, y el autor recurre 
para ello a la contabilidad, Pero, podemos preguntarnos, si exis­
te esta contabilidad que dé certeza a una situaciôn, por qué no - 
if a una estimaciôn directa, o, por lo monos, a una estimaciôn ob 
jetiva de carâcter individual?. Ahora bien, al no existir estos - 
medios contables, surgen para el autor citado los obstâculos a la 
subjètivaciôn y para su superaciôn no se le ofrece otra alternat^ 
va que recurrir a los "rendimientos medios calculados para empre— 
sas afines del grupo", como mal menor, con lo cual la equidad fi^ 
cal de los Indices bâsicos y de los Indices de correcciÔn desapa- 
rece, y la subjetivaciôn queda necesariamente olvidada.
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En définitiva, y demostradas las diferencias entre —  
subjetivaciôn y personalizaciôn, es includible tender hacia la •—  
subjetivaciôn en cuanto ella es concepts paralelo e identificable 
con el de capacidad contributiva. Es clarc que el mandato consti­
tucional establece el puente que une el sostenimiento de las car- 
gas pûblicas con (segûn el art. 9 del Puero de los espaholes) la 
capacidad econômica de los contribuyentes. Y en tôrminos no cons— 
titucionales sino de esquemas lÔgico-jurîdicos de la relaciôn —  
obligacional rafleja, es de igual modo évidente que a la obliga—  
ciôn de pagar un tribute por el particular, le corresponde el de— 
recho a que este pago le sea exigido segûn su capacidad econômi—  
ca, (90) puesto en relaciôn con la capacidad econÔmica y las exi­
gencies referentes al resto de los miembros de la comunidad. Pero 
todos estos esquemas estân bastantes lejos del prograraa propuesto 
por la LRT 1957 que pretendîa llegar exolusivamente, en la deter­
minaciôn de la cifra de cada contribuyente, a una "tributaciôn —  
cuasi subjôtiva", y sinceraraente, en la dogmâtica del Derecho TrJ^  
butario no encontramos lugar posible para el concepto de la cua— 
sisubjetivaciÔn del impuesto.
4.- Bepercusiones negativas de la configuraciÔn de 
la capacidad contributiva en las evaluaciones — 
globales.-
Dos repercusiones negativas derivadas directamànte —  
de este concepto y significado que del principio de capacidad con 
tributiva hacèn las evaluaciones globales, no pueden dejarse sin- 
estudio. Nos referimos al problema del fraude y a la configura—  
ciôn del Impuesto de Sociedades.
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a^) Las Evaluaciones Globales; Quinta columna del 
fraude fiscal.—
Serîa reiterancia el repetir aquî de nuevo el que uno 
de los puntos y finalidades bdsicas perseguidos por la reforma de 
1957) era la eliminaciôn del fraude como condicion mediate para — 
que se desencadenasen otra serie de efectos. Todo ello quedS ex—  
puesto en otro lugar y sin embargo, teneraos que seguir diciendo - 
y constatando, desdelel punto de vista del principio de la capacj. 
dad contributiva, que el mécanisme de las evaluaciones globales — 
no 8ÔI0 no puede encuadrarse como instituciôn que vaya a evitar - 
el fraude, sino que tambiên debemos afirmar que, como una quinta- 
columna, coopera con êl.
Ahora bien, el problema de la eliminaciôn del fraude 
fiscal se torna mâs complejo cuando diforenciamos y analizaraos —  
las distintas figuras que en torno a êl pueden estudiarse. IJecesa. 
riamente tenemos que distinguir dos figuras y en cada una de ellas 
ver la incidencia da la evaluaciên global como quinta columna de 
su mantenimiento. En primer lugar, nos referiremos al fraude a la 
ley tributaria y en segundo lugar, al fraude tributario o infrac— 
ciên tributaria de defraudaciên. (91).
a^^) El fraude a la ley tributaria podemos consid 
rarlo, con Palao, como el intente de eludir la realizaciên del 
presupuesto de hecho de la imposiciên, llevândo a cabo otros he 
chos que den anâlogo resultado econêmico (92).
La estructura de esta figura, segûn el concepto enun- 
ciado, es olara. Es necesaria la existencia de dos hechos de los
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cuales uno de ellos, estd configurado por el legislador como pre— 
supuesto de hecho de una obligaciÔn tributaria, y la consecuciôn- 
de un mismo resultado econÔmico por cualquiera de los dos medios* 
Lo que ofrece cierta dificultad es el delimitar la lînea diviso—  
ria entre la utilizaciôn de estos dos distintos hechos que condu- 
cen a un mismo resultado, ya que nos encontramos remitidos a un- 
criterio de normalidad bmbiguo y peligroso. Asl el profesor Palo, 
en su trabajo citado, dicô que "el resultado, cuya consecucion —  
por los medicB jurîdicos normales acarrearîa el nacimiento do la — 
deuda tributaria, puede ser alcanzado indirêctaraente por otros m_e 
dios jurldicos" (93)# Gabe preguntarse cuâles son los medics jur^ 
dices normales para alcanzar un resultado cuando êste puede ser - 
alcanzado tambiên por otros medios igualmente jurldicos. ilnte es­
te raôvil criterio de normalidad, el Tribunal Supremo belga afirm^ 
ba en Sentencia de 6 de junio de 1961 (94) que "no hay fraude fis 
cal cuando, con vistas a beneficiarse de un rêgimen fiscal mis f_a 
vorable, las partes, usando de la libertad de los convenios y sin 
viclar ninguna obligaciÔn legal, realizan actos de los cuales ace^ 
tan todas las consecuencias, aunque la forma en que lo realicen — 
no sea la mâs normal". El reconocimiento de la licitud de las fo^ r 
mas no normales tiene, pues, una determinadas caracterîsticas: —— 
1®. Unicamente es vâlido para acogerse a un rêgimen mSs favorable; 
no, por tanto, a una norma que lo declare exento o no sujeto. 2®. 
Su fundamento se encuentra en la autonomla de la voluntad de los— 
particulares para establecer convenios. 3®.- Que no se viole ningu 
na de las obligaciones légales impuestas por las normas que regu- 
lan el rêgimen al cual se soraetan.
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La elecciÔn por el particular, manifestada a travês 
de los convenios para acogerse a una u otra de las dos normas —  
existentes en el esquema del fraude a la ley, es el punto, a nue^ 
tro modo de entender, clave, quo hay que calificar. Esta califi—  
caciên es planteada por Rosier (95) en têrminos de distinguir un 
fraude legal y un fraude ilégal. El fraude es legal, dice "cuando 
un contribuyente se limita a esquivar simplement© el texte en lu— 
gar de violarlo, cuando recurre a una combinaciên, a una opera-—  
ciên o a una convenciÔn no contemplada por la legislaciôn". Para- 
Rosier es, igualmente que para la Sentencia del Tribunal Supremo- 
belga, la autonomîa de la voluntad, el fundamento del fraude. La 
elecciên de un hecho en lugar de otro es legal, puesto que ambos 
estân previstos en las normas, y aunque la consecuencia (jurîdica 
y admitida por las partes en la convenciÔn) lleve consigo el frau 
de. Lo que no alcanzamos a entender es el planteamiento del pro—  
blema como alternativa fraude legal—fraude ilegal. Es decir, sie^ 
pre que se den los requisitos y el mécanisme del fraude (en pri—  
mer lugar la existencia de dos hechos previstos en normas jurldi— 
cas que llevan a consecuencias fiscales dif©rentes, y en segundo- 
lugar, el que la realizaciên de uno de estos hechos sea por voli^ 
tad de los particulares y sin violaciôn de ley) nos encontramos — 
con que esto es legal. El fraude ilegal a la ley supondrîa que e^ 
tas caracterîsticas no se dan y en este caso estarîamos, no ante- 
un fraude a la ley de carâcter ilegal, sino ante una infracciôn — 
de defraudaciên o de una simulaciên.
Otro problema distinto séria plantearse el fraude a 
la ley en têrminos de legitimidad (licitud) o ilegitimidad (ilic^ 
tud). (96) En este orden de cosas, la conelusiÔn es évidente: el
fraude legal a la ley tributaria es ilegîtimo.
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Con estas ideas poderaos hacer ya ahora unas reflexiones 
sobre la conjunciôn de las evaluaciones globales respecte al frau 
de a la ley tributaria. Si nos hacemos una sencilla composiciôn - 
de lugar, no imaginâtiva sino aimpleraente real, de cada dîa, ten^ 
mos que, una actividad cualquiera lleva consigo un resultado eco- 
nÔmico correspondiente. Esta actividad asumida por el legislador- 
como presupuesto de hecho de un tribute, llevard igualmenté a —  
travês de una estimaciôn directa, a un resultado fiscal congruen­
te (deuda). Asî pues, nos movemos en el piano extratributario y — 
tributario, utilizando, en cada uno de ellos, dos conceptos (la a^ 
tividad y ei^ resultado). De la corabinaciÔn résulta la existencia- 
de cuatro conceptos cuya inter-relaciÔn debe ser congruente, tanto 
en sentido vertical como en sentido horizontal.
Pero cuando el mêtodo puente entre ambos pianos y am— 
bod conceptos es la evaluaciên global, la congruencia entre actj^  
vidades y resultados extratributaries y tributaries desaparece. — 
La actividad que sigue siendo una, dard lugar tambien, en princi- 
pio, a un unico hecho imponible. El aspecto material de este he—  
cho imponible que es lo que configura la base, tendrîa que seguir 
siendo el mismo y, sin embargo, por obra del sistema de détermina 
ciên de esa base, lo que se establece es una magnitud diversa. —  
(97) Esas magnitudes diverses, o "bases alternatives" como las —  
denomina Sainz de Bujanda (98) implican la existencia paraiela de 
lo que el mismo autor denomina "hechos alternativos". Estamos pues, 
ante el fenêmeno de que una actividad se ve desdoblada, sin cam^ 
biar, en un doble hecho; el de la actividad real y el que la eva­
luaciên global contempla. Y pasando al segundo elemento, el resi^ d
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tado, tenemos quo, uno de estos hechos nos conduce a un resultado 
divergente, rompiêndose la congruencia a la que antes aludîaraos. 
La actividad real, en cuanto hecho extratributario, nos llovarâ — 
a un resultado econêmico determinado; la actividad considerada —— 
por las evaluaciên global, en cuanto hecho tributario, nos desem— 
bocarâ en un resultado tributario ficticio.
Segûn el concepto que al comienzo dimos, el fraude — 
a la ley requerla la existencia de dos hechos y un resultado eco 
nêmico iguftl© El resultado econêmico sigue siendo el raismo, sea 
cual fuere el sistema de determinaciôn de las bases, y los dos - 
hechos surgen en cuanto se aplica la evaluaciên global. Esta, - 
por otro lado, al realizar todas sus operaciones fundSndose en — 
la base que ella misma establece llega a la concreciÔn de una —  
deuda tributaria diferente a la que se llegarâ do haberse parti- 
do de la actividad real.
b") El fraude tributario trata de ocultar a la Adminis— 
traciôn la existencia de la deuda tributaria del sujeto pasivo 
surgida por haberoe producido el hecho imponible.
El fraude, asî entendido como infracciÔn tributaria 
de defrqudaoiÔn, constituye el objeto mâs coraûn de su estudio.—
Su planteamiento ofrece problèmes de la mayor importancia y —  
transcendencia y lleva a conexionarlo con inter.santés aspectos 
de polltica fiscal que aquî nos mon liminares.
La existencia del fraude necesita, para un enjuici^ 
miento vâlido, conocer la estructura polltica que impone las 1^
- 133-
yes fiscales, el carâcter democrâtico o no del proceso legislati— 
vo y de la fiscalizaciôn del gastos pûblico, la racionalidad y —  
justicia del sistema tributario y de la distribuciÔn de las car—  
gas pûblicas.(99) Cabrîa plantear la necesidad de un principio de 
equidad en la distribuciÔn de la posibilidad de fraude al igual — 
que deberîa existir en la distribuciÔn de las cargas pûblicas» - 
No se dâ ni lo uno ni lo otro y tÔngase en cuenta que la distribu 
ciôn de ambas realidades son coraplementarias y opuestas al mismo 
tiempo. El sujeto que relativamente sufre en menos medida la car 
ga tributaria, es el que en mayor medida tiene oportunidad de —  
iniciativa del fraude (lOO). El legislador de 1.957 creyô que —  
eran sinôniraos pero de signo contrario, el auraento de la recuda—  
ciôn con la disminuciÔn del fraude y no reparÔ en que la lucha — 
contra Ôste, no consiste tanto en su disminuciÔn cuanto en la su— 
presiôn de las ilegales exenciones absolutas existentes (lOl).
De todos modos, el estjidio del fraude fiscal pr ,sen—  
ta un aspecto jurîdico de la mayor relevancia ya que su élimina—  
ciôn depende de los instrumentos de tÔcnica jurîdica que se arbi— 
traxi para ello y de su necesaria adecuaciôn para alcanzar esta fi^ 
nalidad. En el sector econÔmico de la doctrina se ha mantcnido — 
que el campo de acciÔn del que cabe esperar los resultados mâs im 
portantes, no sc refiere al que estâ destinado a operar dirôcta—  
mente sobre el contribuyente que defrauda, sinÔ en los preceptos 
encaminados a que el fraude sea imposible (102). La complejidad 
del principio de justicia hay que contemplaria desde el ângulo de 
la idoneidad de los medios de carâcter têcnico, de los instrumen­
tes que las instituciones jurîdicas nos ofreoen, para su soluciôn
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En définitiva, adecuaciÔn de medios a fines. Las Evaluaciones - 
son un nuevo instrumente teÔrico para combatir el fraude, y des- 
graoiadamente, representan, como afirma I4AETINEZ GENIQUE (103) « 
la confesiôn de una imposibilidad de combatir el fraude por los 
procedimientos tradicionales que operaban sobre los dates conta- 
bles.
Desde el punto de vista del legislador, las bases - 
del impuesto pueden ser estiraadas directamente "en lo que son — 
o puede darse una estimaciôn objetiva que lleve a la presunciÔn 
de una base aproximada "a lo que son". En este segundo mêtodo, 
el propio legislador proporciona el mêtodo al contribuyente pa­
ra que no se lleguo a la base real. Con la evaluaciên global,- 
la Administraciôn no sôlo renuncia pasivamente sinÔ que, en al— 
gunos casos, incluso no quiere positivamente (su carâcter for— 
zoso en ciertos impuestos es signo claro do ello) llegar a la - 
base real. La presunciÔn que supone este sistema al determinar 
una base aproximada puede dar lugar a distintos resultados:
1.— Que la aproximaciÔn sea por defecto, es decir,— 
que la base estimada sea menor que la real. A este caso es al 
que se refiernn principalmente las afirmaciones quo, repetida- 
mente hemos encontrado en la doctrina, cuando se habla de que 
con las estimaciones objetivas, la Administraciôn consiente —  
y admite el fraude al desconocer las bases tributarias (104) o 
cuando se constata que la finalidad de la évaluéeiôn global qu^ 
da desvirtuûda al ser una legalizaciôn de una situaciôn de he—  
cho, la de que las bast-s tributarias no se a jus tan a las bases 
reales (IO5).
2.— Que la aproximaciÔn sea por exceso, es decir,-
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que la base estimada sea mayor que la real. Ello dâ lugar a la - 
interposiciÔn de recursos con las caracterîsticas que analizare—  
mos posteriorraente. Sin embargo, es interesante ver cuales con - 
los efectos en este caso, en cuanto a la repercusiôn que en el —  
resto de los contribuyentes agrupados tiene la reducciofi hecha a 
uno de ellos por la Administraciôn ante la reclamaciôn fundada —  
del cliente (106). En este supuesto, el importe de las reduccio— 
nos serâ a mâs repartir entre los agrupados, cuando exceda del - 
dos por ciento del importe total del Convenio, distribuyÔndose en 
tre los agrupados conforme al sistema empleado en el reparto or—  
dinario o al que espocialmente se arbitre para estos casos (lO?). 
De este precepto podemos deducir claras muestras do olvido de la 
capacidad contributiva. En primer lugar, si se presume que las - 
bases asignadas son las ciertas, no se entiende fâcilmente a quô 
viene el hacer repercutir lo reducido en el rosto de los contri— 
buyentes, los cuales ya deberîan tener asignada por la Adminis—  
traciôn su base "justa". En segundo lugar, ello queda confirma- 
do aûn mâs al ver que este artîculo sÔlo propugna esta repercu—  
siÔn, cuando la reduceiôn es de mâs del dos por ciento del impor 
te total, ante lo cual debemos preguntarnos que si la base asig­
nada no se considéra justa, por quê no repercutir al importe in 
cluso cuando sea menos del dos por ciento del total. En tercer 
lugar, en caso de que la reducciÔn sea menor al dos por ciento, 
y por lo tanto no se repercute en el resto de los oontribuyentes 
el perjudicado serâ la Administraciôn que deja de percibir esa — 
cantidad del total del importe convenido, dando la impresiôn de 
que no le merece la pena hacer repercutir esa cantidad y estâ —  
dispuesta a perderla en un caso, mientras que en el otro ya no — 
estâ dispuesta a sufrir esa carga que supone el haber tenido que 
reducir la cuota del contribuyente réclamante, pareciêndole enton
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ces juste repercutirla (lg8)#
3«— Que tal aproximaciÔn sea tan perfecta que lo pre— 
sunto coïncida con lo real» Naturalmente, estamos ante un siste­
ma de azar» Asî, dice FERNANDEZ ARAMBURU: "Si de una manera mâgi 
ca, se llegaran a establcer unos îndices bâsicos y de correcciÔn 
que permitieran que cada empresa tributara sobre sus bénéficies — 
exactes, habrîamos llegado por prooedimiento indirecte a estable— 
cer la tributaciôn sobre el autêntico beneficio de la empresa» Es 
decir, que si este sistema llegara a tener la mâxima perfecciôn,- 
estarîamos igual que en el sistema antiguo. Y a esto se debe aspj. 
rar, pero se le habrîa dado al prooedimiento un grado de complej_i 
dad inusitado» Hubiera sido preferible continuar con el sistema 
anterior, diotândo normas que hubieran tendido a que las anotacio 
nés contables tuvieran garantîa de veracidad para la Hacienda -
(109).
El legislador, a travês del principio de legalidad, — 
se contradice al presumir la legalidad de los actos de détermina— 
ciôn de las bases y deudas tributarias (art. 8. L.G.T.) ya que, — 
por un lado, obliga a la Administraciôn a desconocer las bases nm 
diante un sistema de determinaciôn que no toma en cuenta la verd^ 
dera dimensiôn natural del hecho imponible, Por otro lado, y am- 
parândose en la amplia formulaeiÔn de la réserva de Ley de^ art. 
10 L.G.T. protege a la Hacienda Pûblica, en cuanto fisco, contra 
la actividad de los propios -Ôrganos administratives que pueden — 
pèrjudicar sus derechos, o establecer reiteraciones contrarias a 
la generalidad y equitativa distribuciÔn de la carga tributaria.
(110).
En la L.R.T© 1.957 se quisieron conseguir, a nuestro
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juicio, demasiados fines por un sÔlo caminoi disminuir el fraude 
con aumento de recaudaciÔn y sin presiÔn fiscal indirecta. La — 
falta de adecuaciôn del medio a tal complejidad de fines es lo — 
que nos ha movido a muchos de los razonamientos expuestos. C u ^  
do el legislador establece, por ejmplo, que los rendimientos ob- 
tenidos por oontribuyentes cuyas actividades no hubieran sido te 
nidas en cuenta por la junta evaluadora compétente, y fueren po^ 
teriormente conocidas por acciÔn investigadora, serân siempre —  
fijados por los juradoa tributarios, pero no podrdn sehalar bas­
ses imponibles, en cuantîa inferior a las que resultasen de aplj. 
car los îndices aprobados en su dîa en la evaluaciÔn global (ill) 
nos estâ poniendo de manifiesto que la lucha contra el fraude — 
tributario (112) va pnida necesariamente, a la "acciÔn investi^ 
dora" de la Administraciôn para el descubrimiento de hechos im—  
ponibles, de la cual pueden derivar deudas tributarias aunque su 
"techo" sea, las que en su dîa se estableoiô en evaluaciÔn glo­
bal. Lo quo queda al margen de ser investigado, con consecuen—  
cias de que de dicha investigaciÔn se deriven cuotas tributarias, 
son los elementos de la base (113) pero no las actividades origen 
de aquellos rendimientos.
Las infracciones de defraudaciên, cuya regulaciÔn se 
contiens en los art. 79 7 80 de la L.G.T., contempla ûnicamente 
supuestos en que el sujeto de la defraudaciên es el sujeto pasi­
vo de la obligaciÔn tributaria. la redacciÔn del apartado b) del 
art. 80 de la L.G.T©, recoge la del art. 115 B) de la L.R.T. —  
1.957 (114) que consideraba infracciôn de defraudaciÔn el caso — 
en que, al contribuyente "se le aprecie notoria mala fé, deduci— 
da de hechos por êl realizados, con tendencia a entorpecer o im- 
posibilitar que la Administraciôn conozca sus verdaderas obliga-
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clones"• No hay que decir lo que nos extrana oontemplar este prjB 
cepto, situado junto a los que estahlecîan las evaluaciones glob^ 
les, despuSs de haber visto lo que las evaluaciones representaban 
en cuanto al conocimiento de las verdaderas obligaciones,
bjr Repercusiôn en el Impuesto sobre renta de Socieda— 
des.
La nueva configuraciÔn que el Impuesto de Sociedades — 
toma, a raiz de la ley de 1.957, es uno de los puntos mâs criti— 
cables de la reforma.- La crîtica poderaos contraria en dos obser 
vacionesj
a") PÔrdida de la autonomîa del Impuesto por el mec^ 
nismo de la "cuota raîniraa", por el cual en el caso de que una — -
sociedad o entidad jurîdica ejerza mâs de una actividad indus--
trial o comercial (115) habrâ de fraccionarse la renta total de 
la sociedad, en tantas porciones como actividades ejerza, con cb 
jeto de apiicar a los bénéficies de las industriales o comercia— 
les el tipo de gravâmen y las normas senaladas por la L.R.T. —  
1.957) a efectos de la cuota por heneficios del Impuesto Indus­
trial. (ll6).
Creemos que el problema de la articulaciôn de la cuo­
ta mînima, nose ha entendido correctamente por considerarla unida 
exolusivamente al mÔtodo de l%s evaluaciones globales (117).
1®.- iQue es lo que compone la "cuota mînima"? No es 
necesario acudir a la I.P.I.I. en su Tîtulo II o a la I.P.I.S. — 
para averiguarlo, pues de un recto entendimiento del art. 72 de 
la L.R.T. 1.957 cuando dice "la cuota liquida del Impuesto sobre 
sociedades no podrâ ser inferior a la suma de las que resulten..." 
se desprenden dos conclusiones évidentes: la primera es que, si
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no puede ser inferior a la suma, ello quiere decir que, "como raî- 
nimo" tendrâ que ser igual a esa suma, pudiendo ser incluso supe­
rior. La suma de las cuotas separadas por actividades, constitu—  
yen el nivel mînimo por debajo del cual no puede estar la "cuota 
liquida" por el Impuesto de Sociedades. La segundo conclusiôn es 
que no se trata de un prooedimiento deductive por el cual se frajc 
clone la renta total de la Sociedad, en tentas rentas parciales,— 
cuantas actividades sean ejercidas, sino que, por el contrario, se 
trata de una inducciôn* frac i onând ose la actividad social en acti 
vidades parciales, so construye, a partir de las rentas derivadas 
de esas actividades pfraccionadas, la renta total de la Socieda—  
dad. (118)
2®.- iCômo se forma la cuota mînima? Se piensa que la 
cuota mînima ûnicamente puede forraarse a travês de una estimaciôn 
objetiva por evaluaciÔn global. Y no se puede argumentar ni con — 
el pârrafo segundo del art. 72 de la LRT 1957) ni con la Régla 61 
de la IPII, puesto que de la lôgica lectura de ambas se desprende 
la posibilidad de que se llegue a la "cuota mînima" mediante la su 
ma de cuotas obtenidas por una estimaciôn directa, previa renun—  
cia a la evaluaciÔn. Y dé ello es clara muestra, la regulaciôn de 
la cuota minima hecha en los artîculo 61 y ss. del Texto Refundi- 
do del Impuesto sobre Sociedades de 23 de diciembre de 1967#
Es, por lo tanto, la existencia del sistema de "cuota 
mînima", cualquiera que sea su forma de determinaciôn (evaluaciÔn 
global o estimaciôn directa) lo que se critica. La fragmentaciôn— 
de actividades es lo que hace perder autonomîa al impuesto (119)•
—14CV»
No entramos, por lo tanto, en la correcta o incorrec- 
ta denominaciôn de lo que el art, $1 TRIS llama "cuota minima", - 
Para varies autores (120) las deducoiones que en la cuota del im­
puesto de sociedades se hace de las cuotas fijas o de licencia de 
los impuestos de producto a cuenta son lo que constituyen en ver— 
dad la "cuota minima" ya que estas cuotas nunca serân devueltas — 
si resultasen ser mayorss a la del impuesto de sociedades (l2l),- 
mientras que la denominada legalmente "cuota mînima" (122) se con 
vierte en "cuota limite" puesto que las cuotas proporcionales o de 
bénéficies de los impuestos e cuenta no se pagan si son inferiores 
a la cuota del impuesto de sociedades. Es decir, hay un triple n_i 
vel de cuotas con una doble remisiÔh# Las très cuotas posibles —  
son; 1®) La suma de las cuotas del Tesoro de los impuestos a cuen 
ta; 2®) La suma de las cuotas proporcionales o de bénéficiés de — 
esos mismos impuestos; y 3®) la cuota del impuesto de sociedades. 
La doble remisiôn consiste en; 1®) Comparar entre la cuota del —  
impuesto de sociedades ("Cuota normal") y la suma de las cuotas — 
proporcionales o de bénéficiés de los impuestos a cuenta ("cuota 
mînima" en expresiÔn legal) eligiendo la mayor, 2®) Deducir de la 
cuota normal las cuotas fijas o de licencia de los impuestos a —  
cuentas si la suma de estas es inferior a aquélla. En caso contr^ 
rio la deducciôn no es posible al no devolverse la diferencia, —  
Nos encontramos con una nueva consecuencia, y es que el art. 63 - 
TRIS quedarâ sin efectividad pues al determinar que de la "cuota- 
mlnima" se deducen las cuotas tributarias fijas de los impuestos 
a cuenta, si estas dan un resultado mayor no se devuelven y, po3>- 
tanto, no se deducen.
— 1 4 1 * “
La segunda crîtica se centra en la pôrdida de —  
sustantividad que ha sufrido el Impuesto de Sociedades, cuando la 
"duota mînima" se ooncretiza por el sistema de evaluaciÔn global.
La sustantividad del Impuesto no puede ser otra que — 
su naturaleza personal y no la "sustantividad propia" mêramente — 
formai a que se refiere el art. 69 do la LRT 1957« Con gozo compta 
ra Gômez-Aparici "la concepciÔn personalista, individual y subje— 
tiva de la Tarifa III de la ContribuciÔn de Utilidades, con la —  
tendencia global, coordinada y conjunta que inspiran las reformas 
fiscales de la ley de 26 de diciembre de 1957*' (123 ) sin darse —  
cuenta de que tal forma de procéder destruîa precisamente la natu 
raleza personal del impuesto. Ademas, como senala este mismo autor 
mas adelante (124) el sistema se basa en el concepto de actividad 
faite de solidez ya que "este nuevo concepto de actividad no es — 
un término concreto ni absolute, sino totalmente variable, y esta 
variabilidad estâ fundamontalmente determinada por su ejercicio — 
en cada entidad".
El sometiraiento de las actividades de una persona jurjt 
dica a una determinaciôn objetiva de sus bases, es completamente 
incompatible en cuanto tal actividad separada, de una subjetiva—  
ciôn y de una acomodaciôn a las circunstancias personales del en­
te jurîdico (125). Es cierto que al existir posibilidad de renun^ 
cia, esta subjetivaciôn —aûn por el camino indirecte de la cuota 
mînima- podrîa lograrse en parte; pero y a conoceraos a grandes ra_s 
gos y a falta de un estudio posterior mâs detenido, cuales son las
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consecuencias de la renuncia en cuanto a las mayorss exigencias — 
que la estimaciôn directa por la que se ha optado impone. Es im­
portante recalcar no obstante, el que "la capacidad de pago es un 
criterio de justa distribuciÔn de la carga tributaria, y es obvio, 
por tanto, que no puede confinar sus efectos en el campo èe la im 
posiciôn personal" (126) aunque, como afirma Gangapi (127), los - 
gobiemos saben (tanto si emanan de las fuerzas del capital corao- 
ie los del trabajo) que el concepto de justicia fiscal se acomoda 
fundamentalmente con la idea de un sistema de imposiciôn sobre b^ 
ses esencialmente personales.
Puentes Quintana (128) adoptando un criterio de evo—  
luciôn histôrica, se mostraba participe de este sistema como me­
dio ûtil en un principio, que permitirîa al impuesto volver a en— 
contrar su verdadero significado. La existencia de la estimaciôn— 
directa mediante la renuncia, afirmaba Puentes Quintana, "puedè — 
albergar la presunciÔn de que, para un gran nûraero de sujetos pa^ 
sivos, cuando estos realmente se conozcan en su totalidad, el mô— 
todo total de imposiciÔn ha de ser la vuelta al punto de partida, 
con las ganancias obtenidas en el recorrido gracias al arbitrio — 
de las evaluaciones globales, de conocer con mâs dotalle el campo 
tributario y haber evitado la proliferaciôn del fraude que desa—  
creditaba, por falta de curaplimiento, la têcnica y la equidad que, 
indudablemente, se encuentran présentes en nuestra legislaciôn —  
del impuesto personal de Sociedades". Hay una notoria coinciden—  
cia entre este pensamiento y el del legislador de 1957, en cuan­
to a la vida evolutiva de la Instituciôn. Efectivamente, el legi^ 
lador estâ vislumbrando ya, el camino de vuelta al punto de ori—— 
gen, como lo demuestra la caducidad positiva de las evaluaciones.
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c) Principio de se^ridad jurldica.-
1.— EFUNCIACION# — Su cardcter subsidiario» Criterio valorativo»
El Derecho en cuanto regulaci6n de una determinada raa 
teria para delimitarla, supone la finalidad de lograr certeza y - 
seguridad. Seguridad* jurîdioa, por tanto, requiere certeza de ”lo 
jurldioo". Y es este adjetivo, jurîdico, lo que teneraos que cali- 
ficar.
Al determinar quê se entiende por seguridad jurîdica- 
para comprobar pesteriormente si las evaluaciones globales real^ 
zan efectivaraente este principle rector del orden jurîdico, hay - 
que partir do una idea para nosotros bSsicaj el carâcter subsidia 
rio de este principio respecte a los dos anteriormente estudiados#
El campo de acciôn de la seguridad es muy amplio, y asî 
se ha llegado a curiosas forraulaciones en el derecho financiero,— 
como, por ejemplo:
10.- Conocer cu&ndo, cuSnto y c6rao ha de pagar.
2*.— Saber que se ha sido objeto de un trato equitat_i 
vo en relaciôn con otros sujetos de tributaciôn.
30.- Tener conciencia de para qué paga y en quê se —  
convierte lo que êl paga, sabiendo a priori los 
fines concretes a que va a atender el gasto pû—  
blico (129).
Normalmente, desde un punto de vista formai, el prinoj^
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pio de seguridad jurîdioa va unido a la existencia del Derecho 
sitivo. La seguridad jurîdioa s6lo puede ser cumplida raediante la 
positividad del Derecho y, por lo tanto, el Derecho on cuanto po­
sitive tiene que cumplir una serie de requisites quo fundamenten- 
esa seguridad. Estas condiciones, para Radbruch (l30) son; 1**- - 
Derecho estatuîdo en leyes. 2*.- Derecho basado en hechos y no en 
juicios de valor del juez. 3*.- Hoches que dejen el mener raar^ en- 
de errer. 4®*- Que el Derecho no esté sometido a carabiôs demasia— 
dos frecuentes. Do este modo, adoptando una visiôn formaiista del 
principio y negîndole capacidad valoratiya, habla el raisrao autor 
de la "Seguridad del Derecho mismo" frente a la "Seguridad por ra_e 
die del Derecho".
Nosotros, sin embargo, creemos por nuestra parte que- 
si bien es cierto que el principio de seguridad jurîdioa va refe— 
rido al derecho escrito (positive) ello no puede ser con un grado 
de exclusividad tal, que impida, por la raisma rigides del forma—  
lismo, poder llegar a la justicia en cada caso. (l3l).
Ahora bien, la conjugaciôn de ambos enfoques encuen—  
tran un comûn denominador en el doble aspecto del Derecho positi- 
vo. En cuanto Derecho objetivo que régula y ordena y en cuanto d^ 
recho subjetivo que déclara déroches y obligaciones, "establecien 
do" situaciones jurîdicas entre las partes. La certeza de estas — 
situaciones es igualmente parte de la seguridad jurîdioa junto a 
la seguridad del "derecho mismo". Asî, pues, de este doble aspec— 
tOj podemos derivar los mementos en que la certeza del Derecho p^ 
sitivo se manifiesta. Siguiendo un orden lêgico nos encontrames;-
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10. Creaciôn del derecho positive (memento dôl legislador); 2®# — 
Aplicaciên del derecho positive creado (memento do la Administra— 
ciên) y Adecuaciôn del caso concrete al Derecho-justioia (me­
mento del juez). La seguridad en estas très fases nos lleva a po­
der establecer los supuestos en que puede quebrar y las exigencias 
para su existencia efectiva. En este sentido, la seguridad jurldj. 
Ca suponej
1®.— Ausencia de arbitrariedad (como acte injuste o — 
infuhdado).
a) normativa (memento del legislador)
b) aplicativa (memento de la AdministraciÔn)
2®.— Existencia de medics para eliminar la arbitrarije 
dad anterior y establecer los derecho subjetivos 
(momento del juez).
La seguridad, como se ve, no haco refercncia ûnicaraente 
a la normativa aplicable (contenido, estructura, y vinculaciones- 
formales) y a la actuaciÔn de los ôrganos del Estado de acuerdo a 
aquêlla normativa, sino que tarabien es nocesario la existencia de 
medios para defender la posible injusticia o la falta de fundamen 
to respecte a una situaci6n jurîdioa concrota por cualquiera de — 
los dos motives de arbitrariedad enunciados. La correspondencia — 
entre Estado do Derecho y AdministraciÔn jurîdica, se ha dicho, — 
se sintetiza en la existencia de una ordenaciôn por el Derecho, — 
de las aotividades y funciones de lo que implica, natu—
raiment6, el sometimiento a tal ordenaciôn de las relaciones que 
de ellas se derivan, sometimiento que serîa ilusorio de no exis—— 
tir la aptitud de forzar el restablecimiento de su virtuosidad —  
cuando fuese conculcada. (132).
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En la existencia efectiva de recuCBos(memento del--
Juge) es en donde en mayor medida comproba m os la certeza tanto-- 
del Derecho como de las situaciones jurfdicas créa das y garantiz_a 
das por dl, trente al obrar de la Administracidn, Tan es asf, que 
en el campo administrative ha afirmado Garrido Falla que "para -- 
que la justicia administrative se ponga en movirniento no basta -- 
con que la actuacidn administrative haya infringido la legalidac-
vigente. Es necesario, ademés que se haya producido un dano o --
perjucicio da las situaciones Jurfdicas individualized as" (132).
Con ello queremos significar que el principio de segu_ 
ridad jurfdica debe ser admitido como criterio de valoracidn en - 
manos del juez, ya que este puede y debe, en cada caso conoreto,- 
valorar la idoneidad de una normativa jurîdioa destinada a esta-- 
bilizar efeotivamente las relaciones sociales sometidas a su dis­
ci s 1 i n a (orden) (134). En este sentido habla Puig 3rutau de que - 
las ficciones jurfdicas empleadas por el juez, son de medios no - 
de fines, puesto que tratan de evitar al riesgo de que la versidn 
formai del derecho vaya en detrimento de la justicia (l35). El -- 
orden jurfdico es en sf mismo orden positive y orden sustancial - 
de criterios de justicia. La seguridad jurfdica como garantfa del 
particular hace que el juez lleve a cabo una funcidn valorativa - 
de segundû grado en cuanto juzga (valora), ante una situacidn ju­
rfdica individual, la idoneidad de la norma positiva respecta al 
orden jurfdico tanto en su aspecto de positividau (legalidad o -- 
ilegalidad, arbitrariedad por acte infundado), como en el de sus- 
tantividad (legitimidad o ilegitimidad; arbitrariedad por acto -- 
injuste). Es Clara la expresidn de nuestro Tribunal Supremo cuan-
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do habla d© la "nobilîsima funciôn del juzgador de hacer, a travês 
del derecho, la justicia de cada uno" (136)» La certeza del Dere— 
cho como criterio valorativo del juez se desenvuolve en la valora, 
ci6n de otros prihcipios provios: el de legalidad y el do justi—  
cia (capacidad contributiva), tanto referidos al raomcnto de créa 
ciôn de la norma como al moraento de su aplicaciôn.
2#- El principio en el Derecho Tributario.—
Siguiendo el cuadro expuesto anteriormente y las pre- 
cisiones sobre el contenido del principio que estâmes conteraplan- 
do podemos, ahora, transportarlo al campo de la evaluaciôn global. 
Antes, con todo, tenemos que hacer notar que el principio de segu 
ridad jurîdica no se trata en los tratados de Derecho Tributario 
comp principio autênoma para enfocar el sistema financiero de un— 
paîs. Normalmente tanto on la doctrina alemana (Eensel, Blumens—  
tein) como italiana (A. Berliri y A.D. Giannini) o la sudamerica— 
na (Jarach, Ponrouge) cuando se estudio el tema de los principios 
constitucionôles financieros o de la norma jurîdica en el Derecho 
Tributario o del impuesto en el ordenaraiento jurîdico, se hace r^ 
ferencia al principio de legalidad, como es évidente, pero s in r_e 
lacionarlo de un modo explîcito y directo con la seguridad que la 
legalidad debe proporcionar. En el caso de Espana, al tener esta— 
blecido oonstitucionalraent© el derecho a la seguridad jurîdica —  
(137) con lo cual el particular tiene una exigencia a la certidum 
bre del derecho, el tema es tratado de forma autônoma por Sainz - 
de Bujanda (138) y Cortés Dominguez (l39) como tambien ha si­
do tornado como sentido bdsico en un estudio sobre la LGT de Rovi— 
ra Tarazona (I40). En los très cases el contenido de la seguridad
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jurîdica es el mismo aunque los resultados a que llegan cada une 
de los autorss citados sean diverses.
3#- El principio y las evaluaciones globales.—
Pas and o a r.analizar los très supuestos en que la exi­
gencia constitucional*de "saber a quê atenerse" se manifiesta, va 
mes a reôorrer la creaciên de la norma, su aplicaciôn y la adecim 
ciôn.
a^) Arbitrariedad normativa (memento del legislador)
El legislador al dictar una ley esté sometido a dos ti
pos de vinculaciones: las formules, es decir, tiene que guardar la
jerarquîa de normas y las materiales respecte a su contenido. Asî 
tenemos dos posibilidades, la arbitrariedad normativa formai y la 
material, manifestada a travês de la primera. Estas cuestionos —  
nos rerniten a todo lo dicho al tratar del principio de legalidad.
LasconsideraciÔn a efectos de evaluaciones globales —
nos pareco clara: para que no se diese arbitrariedad normativa y
tener asî certeza del Derecho, es obvio que lo priraero y fundameii 
tal es que existiesen normas que dejasen a cubierto tanto su as—  
pecto formai como su aspecto material.
El carâcter formai de una norma se lo dê su soraetiraien 
to al orden jerârquico de normas y a las materias reservadas a —  
ley. En el art. 10 de la LGT tenemos establecido taxativamente 
tas cuestiones, que de cumplirse nos contestarîan a las preguntas 
tîpicas del "saber a qué atenerse", como son el por quê, cuêndo,-
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c6mo y quê pagar. Sin embargo nos encontrames que on los impues—  
tos en los que el rêgimeh de determinaciên de bases viene consti— 
tuîdo por las evaluaciones globales, existe una laguna legal pue^ 
to que la ley que régula dichos impuestos deja sin normativa una^ 
parte de las materias, Lo que ocurre, por lo tanto, no es que ênl 
camente se haya creado una norma sin sometimiento al orden jerêr— 
quico, sino que la norma no se ha creado, Ello, como ya quedô in- 
dicado, requérirîa que el precepto del art, 49 de la LGT fuese —  
cumplido en el sentido de que los Indices, signes o mêdulos de las 
leyes particulares do cada tribute fuesen taxativamente establec^i
das y respetadas eludiendo su car&cter mêramonte enunciativo, --
(141).
En cuanto al carêctèr material de la creaciên de una— 
norma, es tambien patente que el particular no tiene certeza de — 
su derecho, al no guardarse las vinculaciones materiales del prin 
cipio de capacidad contributive, requerida tanto por leyes consti 
tucionales como de carêcter ordinario. La insoguridad deviene de 
que las bases pueden ser fijadas sin guardar relaciên absoluta —  
con aquêlla capacidad,
b^) Arbitrariedad aplicativa (momento de la Adminis—  
traciên),-
En cuanto a la arbitrariedad aplicativa, las evaluacio— 
nés globales recogen la arbitrariedad normativa anteriormente ex— 
puesta en el momento de determinar las bases imponibles, Por un — 
lado, al no existir normas totales la AdministraciÔn se ve cons—  
trenida al apiicar un tribute, a crear la parte de norma inexis— 
tente, Por otro lado, la parte de normas légales existentes, res
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pecto a evaluaciones, obligan do "ius cogens" a la AdministraciÔn, 
a determinar los "rendimientos medios", Tenemos, por tanto, arbi— 
trariedad aplicativa formal en un caso y material en el segundo.
Hay que senalar, respecte a la acciôn administrativa- 
al aplicar la norma legal, como, por ejemplo, se regularon en la 
LRT 1957 tan minuciosamente algunos extremes de la gestiôn de los 
tribunales (I42), cuando se dejan al margen los que verdaderamen— 
te dan seguridad al contribuyente^ Sin embargo, hay que reconocer 
que en algûn precepto de esta ley ya encontramos una inicial ten- 
dencia hacia la certidumbre del contenido de la situaciôn jurîdi­
ca que pretendemos sea segura y no arbitraria, aunque ello se lo- 
gre por un caraino paralelo, Segdn la Régla 24» pêrrafo tercero de 
la IPII, el Ponento y el Secretario de la Junta, tienen que enviar 
un informa a la Dirocciôn General de Impuestos sobre la Renta, s^ 
nalando posibles vias en "llegar en un futuro a un mejor conoci—  
miento del beneficio global", Con todas las salvedades y crîticas 
que a esta expresiôn legal pueddn hacerse , nos parece algo sign_i 
ficativo de osa tendencia a la seguridad, aunque ello sea como ræ 
ra tendencia, al ser intrînsecamente imposible como instrumento — 
têcnico,
c^) Existencia de recursos para eliminar las arbi- 
trariedades, mediante la defensa de las situa— 
ciones jurîdicas individuales, por la adecua—  
ciôn al caso (momento del juez),-
Ante inseguridades tan manifiestas, tanto en la créa— 
ciôn de la norma cuanto en su aplicaciôn por los Ôrganos adminis-
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-trativos, al tener que crear la parte de normas légales inexisteri 
tes y tener que aplicar la parte do normas existentes, la misiôn— 
del Juez, en cuanto a las evaluaciones globales, es esencial.
Hay que tener presents los criterios establecidos en—
1964 por la LGT en sus articules 7 y 90 ©n cuanto a la impugna--
ciôn de los actos de gestiôn y a la resoluciôn de esas irapugnaci_o 
nés en via administrativa. Pero deberaos tener presents que, junto 
al derecho de impugnar, se dice en el artîculo 8® de la raisma ley, 
el que los actos de determinaciôn de bases y deudas tributarias - 
gozan de presunciôn de legalidad, Como es évidents, hay una con—  
traposiciôn entre el derecho concedido y la presunciôn estableci- 
da y ello porque creemos que el principio de legalidad se ha en—  
tendido como prerrogativa del poder tributario, (143) cuando en — 
realidad, es una defensa del particular. Esta presunciôn es con­
traria a la certeza de unas bases en evaluaciones globales y si — 
ûnicamento existiese esta primera parte del art, 8 de la LGT, teri 
drîamos que el art, 7* que reconoce el derecho a impugnar, séria— 
inaplicable, Por ello se dd un nuevo derecho a recurrir contra la 
legalidad presunta.
La conjunciÔn de estos très precéptos citados es del- 
mâximo interôs, Sin ahondar mds en ello, nos limitamos a consig^- 
nar que los jurados tributaries como ôrganos jurisdiccionales que 
representan el techo dé la seguridad jurîdica respecte a determi­
naciôn de bases por evaluaciôn global, presentan una caracteriza- 
ci6n a todas luces insuficiente para la defensa de su derecho a — 
la seguridad. En primer lugar, al establecerse una presunciôn de 
legalidad respecte a las bases, nos révéla que el legislador es —
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consciente de que esa legalidad puede no existir, Serîa repetiiv 
lo ya dicho, el volver a hacer notar que las hases gloodlmente —  
evaluadas no guardan la legalidad* Ahora bien, si esta presunciôn 
puede destruirse por un recurso, nos encontramos con que el jura— 
do tributario, ni puede juzgar la legalidad de los actos adminis- 
trativos, ni la adecuaciôn de un caso concreto a los preceptos de 
una ley, porque ©sa l©y no existe* En segundo lugar, no nos puede 
extrahar, por lo tanto, que los jurados tributarios tengan que —  
apreciar "en conciencia" (art# ^0 LGT) las bases evaluadas globdl 
mente* Pero aûn mds, no sÔlo es la inexistencia de ley lo que ha— 
ce decidir al jurado en conciencia y no en derecho, sino que a -—  
nuestro modo de ver, existe otro motivo* El legislador ha queri—  
do huir del ôrgano judicial indepondiente (procediraiento centen—  
oioso-administrativo) que senalase y amparase las situaciones ju— 
rîdicas que se ventilan (la base global) a travês de la apiica——  
ciôn de las normas que regulan el procedimiento normal de determi 
naciôn de bases, raediante la aplicaciôn de las normas de equidad- 
(144) por el jurado al decidir en conciencia, (art. I5I LGT) que- 
riendo demostrar con ello que no exister aquî las ingerencias que 
el Ministre de Hacienda tiene respecte a los Tribunales econômi—  
ce-administratives (l45)* La têsis expuesta por Clavero Arevalo - 
(146) nos parece muy correcta: La falta de ley —mantiene- no da - 
lugar a un probleraa de discrecionalidad, sino a un problema de la­
guna legal que hay que procéder a suplir e integrar.
Una de las recomendaciones que el Consejo Superior de 
Camaras de Comercio, Industria y Navegaciôn hacîa al Ministerio - 
de Hacienda, tomando como punto de partida de Reforma de 1957 y an 
te la Reforma de 1964 (147) era el que la Administraoiôn deberla- 
esforzarse en "reducir a lo estrictamente indispensable la actua—
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oiÔn de los jurados y, en general, de aquéllos ôrganos cuyas re—  
soluciones ciorran el paso del contribuyente a la vîa contencioso— 
administrativa"5 y la razôn que daba, distinta a la nuestra, era- 
porque "sierapre su euele aceptar el criterio de los ponentes, fuji 
cionarios a los que arrastra un celo recaudatorio excesivo".(148).
d*) Los recursos de agravios y los Jurados tributarios
El tema de los jurados tributarios es quizds uno de los 
mds atrayentes do los que pueden encontrarse en el marco del Der_e 
cho tributario espanol y aunque ha sido objeto de estudios impor­
tantes, (149) por su mis ma comple jidad y extensiôn, estd necesit^a 
do todavîa de un tratamiento que intente obtener los principios y 
categorîas générales encerradas en la legislaciôn y que la juris- 
prudencia solo conoce parcialmente*
No podemos entrar nosotros ahora en este estudio sino 
que nos vemos limitados a intentar ûnicamente un brove andlisis - 
de la incidencia que los jurados tienen respecte a las evaluacio­
nes globales de bases impositivas , si bien es cierto que para p^ 
der formular unas elementales conclusiones nos va a ser imprescin 
dible entrar en algunas consideraciones referentes a los jurados 
en general. Ahora bien, al estudiar los jurados tributarios y los
recursos de agravios hay que partir, desgraciadaniente, de una --
idea que al final aparece con gran relevancia: la falta de lÔgica 
y de racionabilidad jurîdica en las estructuraciôn formai y sus—  
tantiva de los jurados, sobre todo a partir de 1957* Queremos de­
cir que no debe esperarse, del anâlisis de los textos positives,- 
la visiôn de un esquema trabado y con arraazÔn lÔgico -deseo, poiv-
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otra parte de todo el que intenta elaborar una construcfiiôn ju­
rfdica sobre una instituciôn partiendo del derecho positive y con 
arreglo a una dogmStica y quiere evitar, siempre que ello sea po­
sible, el calificativo del "sui gemeris - sobre Ion jurados sinie- 
algo muy distinto por lo complejo y hasta contradictorio de sus — 
funciones. «
a f  ) Los jurados en la Ley General Tributaria y — 
normas posteriores.—
Cuando la LGT en el nûraero 13 de su preSmbulo enuncia 
cuâl es su posiciôn ante los jurados es quizas una do las veces — 
en que a nuestro juicio parece mds claro y évidente que la ley e_s 
td hecha en funciôn, por y para, de la AdministraciÔn. Estd laten 
te en los très pdrrafos que se dedican al tema de los jurados un- 
sentido de culpabilidad que se quiere justificar desde très pun—  
tos de vista; 1®) por habersa ya institucionalizado on nuestra Pa 
tria. 2®) por la adevaciôn de las bases tributarias a la reali—  
dad de los hechos eoonômicos. 3®) estableciendo garantîas jurldie 
cas para el sujeto pasivo pero sÔlo en dos aspectos; en la decla— 
raciÔn de competencia del jurado y en las infracciones do procedi 
miento; en ambos cases con la benevolencia de que dicho. sujeto —  
"puede ser, incluse, defraudador a la Hacienda Pûblica".
La mecânica de los jurados en el articulado de la —
ley comienza, como es lôgico en una ley que se le ha’llamado de —
la seguridad jurîdica, por establecer en su art.10 g) el princi—
pio de legalidad en cuanto a la fijaciôn de los supuestos de he—
cho que détermina la competencia del jurado. Este precepto, sin — 
embargo, no tiene la ofectividad que a primera vista parece por —
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cuanto lo que luego se haceno es siempre senalar exlege la compe­
tencia del jurado sino que esta posibilidad queda reservada sôlo- 
a algunos casos (art. 3® Dcto. I292/1965 de 6 de mayo) lo cual e_s 
td, por otro lado, en abierta discordancia con el predmbulo de la 
LGT al decir "dando sierapre..." El art. 10 g) LGT si bien oxcluye 
a la potestad reglamentaria en la fijaciÔn de la competencia de - 
los jurados tributarios no lo hace como desarrollo del art. 40 f) 
LJCA (150), referento a la clausula general que mds adelante es- 
tudiaremos, sino que en todo caso, este art. 40 f) LJCA serîa el 
desarrollo lôgico del art. 10 g) LGT: tiene que establecerse pri- 
meramente cudlos son los supuestos de hecho para que los jurados— 
intervengan —o para que se declare su competencia- y s6lo despuds 
ver cudles de los acuerdos de los jurados en materia de su compe­
tencia son susceptibles de pasar o no a la jurisdicciôn contencio 
so-administrativa.
El principio de clSusula general del art. 40 f) LJCA— 
tiene su desarrollo, en materia tributaria, en el art. I52 LGT. — 
Hay que distinguir claramcnte lo que son "cuestiones de hecho" de 
lo que son "supuestos de hecho". Lo primero no es mas que una de— 
las clases dà lo segundo. Los supuestos de hecho pueden ser de —  
una gran variedad reducible, actualmente, a dos especies: cuestio 
nés de hecho y cuestiones de derecho, pues estas dltiraas son tam­
bien competencia de los jurados (recursos de agravios por aplica­
ciôn indebida de las reglas de distribuciôn) aunque sea a travês— 
de la grave ficciôn que introdujo la ley de 23 de diciembre de —  
1959 para solucionar otra situaciÔn mês grave, si cabe, como era 
la falta de acceso, por razones sustantivas y no meramente proce—
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dimentales, a la via contenciosa.
Por otro lado, el art# 10 g) LGT tiene su desarro---
llo en èl art# 147 de la misma ley y muy especialmente en su nûm^ 
ro 3# en el que so establede que son misiones extraordinarias —  
cualesquiera otros que se les encomiende por ley. Este apartado — 
tercero es de los mds importantes por el nûmero de supuestos de — 
hecho que engloba y que es suceptible de incluir en el futuro. —  
Piénsese, por ejemplo, que todo lo referento a estiraaciones obje- 
tivas de indices y valoraciones en la Contribuciôn Hdstica y Pe—  
cuaria y on la Contribuciôn Urbana estd incluido en este aparta—  
do pues son competencias que no entran en el art. 147,2 referido 
ûnicamente a estimaciones objetivas de bases y cuotas (151)*
A nuestro juicio no es el criterio del art. 147 LGT—  
-misiôn general, especial y extraordinariar- la distinciôn funda—  
mental en esta materia, sino que la divisiôn do misiones de los— 
jurados viene dada por la distinciôn entre estimaciôn directa y - 
objetiva a la cual responden las misiones ("se utilizard") que a 
los jurados asigna el art. 51 LGT. Por lo tanto la relaciôn entre 
estos dos artîculos, 51 y 147, tenemos que centrarlos en:
1®) Estimaciôn directa; arts. 51 a) y 147,1 LGT. En - 
el primero de ellos se establece la competencia (con carâcter sub 
sidiario, segdn art. 50) del jurado cuando el sujeto pasivo haya- 
incumplido las obligaciones de modo que impidan la aplicaciôn del 
régimen de estimaciôn directa. El segundo, establece la competen­
cia —igualmente subsidiaria— para resolver controversias que so—
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bre cuestiones de hecho puedan plantearse entre la AdministraciÔn 
y los contribuyentes con ocasiôht de la aplicaciôn de los tributes.
Slementos comunes a ambos articules son: subsidarie—  
dad; iràposibilidad de dar efectividad a la norma tributaria mate­
rial (imposibilidad de la aplicaciôn del rÔgiraen de estimaciôn d_i 
recta es una de las formas de imposibilidad de aplicar los tribu­
tes).
Elementos diferenciales: sujeto pasivo (art. pl) y —  
contribuyentd (art. 147), incumplimiento de obligaciones (art. —  
51) y cuestiones de hecho (art. 147)* Estos cuatro conceptos son- 
controvertidos y su corabinaciÔn produce una mezcla entre elemon—  
tos ampli os y estrictos: mientras on el art. 5I referencia al- 
sujeto pasivo es un concepto amplio capaz de englobar tanto al —  
contribuyentd (sujeto pasivo de la obligaciôn tributaria y de las 
obligaciones formales anejas a ella, segûn art. 35 LGT) como a —  
otros sujetos pasivos titulares de distintas obligaciones formu­
les incluidas en una relaciôn jurîdico-tributaria adjetiva pero — 
de cuya obligaciôn tributaria que sierapre presupone no sean titu­
lar es ( vgr: sujeto pasivo de la colaboraciôn, un funcionario, —  
los comisionsdos de la junta de evaluaciôn)el tôrmino contribu—  
yente dàl art. 147 tiene un sentido y ômbito mds rastringido y —  
concreto, segùn lo dicho. Por otro lado, mientras én el art. 5% — 
obligaciôn tributaria es un concepto relativamente concrete -y d^ 
cimos relativamente porque tanto puede ser referido a obligacio— 
nés materiales como formales-, en el art. 147 el concepto de —  
cuestiones de hecho encuadra una serie muy amplia de supuestos - 
que no tienen que ser exclusivamente obligaciones tributarias in 
cumplidas.
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Sobre esto ûltirao,con todo, no hay que dejaroc llevur 
por la distinciôn tajante cuestiôn do hecho, obligaciôn. Hay, —  
efectivamonte en nuestras leyes tributarias actuales alqunos da—  
tos de lo que pudiôramos llaraar "mala conciencia respecte a las — 
competencias do los juradas" que llevan al legislador a establecer 
ficciones jurfdicas importantes haciendo pasar por incumplimiento 
de obligaciones cuestiones de hecho. En el TRJHTP, por ejemplo, - 
nos encontramos con que su art. 98 establece que a ofectos de com­
petencia de los jurados "se entenderd que el sujeto pasivo ha in­
cumpl ido sus obligaciones tributarias de forma que impida la apli 
caciôn de rôgimen de estimaciôn directa para la determinaciôn de 
sus bases: a) cuando no presentase las declaraciones a que por —  
normas reglamentarias estuviese obligado. b} En los casos de re—  
sistencia, excusa o negativa a los requeriraientos legîtimos he—  
chos por los funcionarios encargados de practicar las investiga—
ciones y comprobaciones procedentes. c) Cuando a la Administra--
ciôn le ofreciose duda la exactitud de los datos y declaraciones 
presentados u ofrecidos por el sujeto pasivo o aquôllos no le —  
ofreciesen suficiente garantîa, d) En los casos en que se produj_o 
ran discrepancias entre los contribuyentes y la AdministraciÔn al 
aplicar la presunciôn de que la ejecuciôn àe determinaios traba—  
jos o servicios habla sido retribuîda y no gratuîta".
Como es évidente los supuestos encuadrados en este —  
artîculo no tienen homogeneidad alguna a no ser por la ficciôn de 
que toda son incumplimiento de obligaciones. Sin embargo viendo — 
por separado dichos supuestos e indepcndiontemente del encabesa—  
miento del artîculo, nos encontramos que:
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1®.- Incumplimiento de obligaciones solo se dd en los - 
dos priraeros supuestos: falta de declaraciôn o 
sistencia, excusa, etc.
2®.- En el caso del apartado c) no hay incumplimiento—  
de obligaciones sino una presunciôn de nue estas - 
no se han cumplido, dependiendo dicha presunciôn — 
de la duda o falta de garantfa que a la Administra 
ciôn ofrecen los datos o declaraciones presentadas.
3®.— El ûltimo de los supuestos es el mds claro a efec­
tos de lo que aquî estamos estudiando: la mera con 
troversia sobre la aplicaciôn do una presunciôn es 
equivalents a incumplimiento de obligaciones tri­
butarias que irapiden la aplicaciôn del tribute. E_s 
tamos ante un caso "en que una cuestiôn de hecho — 
es llevada a la categorîa de incumpl imiento de obl_i 
gaciones, ante una oquiparaciôn entre el art. 51 y 
147.
Y la controversia sobre la aplicaciôn de la — 
presunciôn de trabajo retribuîdo y no gratuite es 
una cuestiôn de hecho prevista en el art. 91, pri­
mero, del mismo TRJRTP: los jurados solucionaran — 
las discrepancias que puedan plantearse entre la — 
AdministraciÔn y los sujetos pasivos en las eues—  
tiones de hecho: declarar si determinados traba—
jos o servicios prcstades han sido o no retribuî—  
dos.
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2®) Estimaciôn objetiva: arts. 51 b) y c) y art. 147,
2. El art. 51 en sus dos apartados b), c) contempla la distinciôn 
de la competencia de los jurados segûn las funciones de la Junta- 
o Comisiôn mixta en relaciôn a los sujetos del grupo roprosentado: 
en el b) los acuerdos de las juntas ûnicamente sobre las cifras — 
globales de las basés para la evaluaciôn global, pero no los acuei’ 
dos sobre bases y cuotas globales en el rôgimen de convenios, to­
do lo cual no hace referencia con los contribuyentes del grupo — 
(152) sino exclusivamente con su représentantes en la junta. En - 
el apartado c) las imputaciones individuales de bases, en evalua­
ciôn global, o de bases y euetas en el rôgimen de convenios (art. 
20, 1 c). 0. de 3 do mayo de I966) ya en relaciôn directa con los 
contribuyentes representados por considerarla lesiva.
Estas competencias do los jurados segûn las funciones 
de la junta o comisiôn no es suficiente para conocer dicha compe­
tencia en la estimaciôn objetiva. Hay que ver cuales son los su—  
puestos do hecho on cada una de estas funciones.
1® En el caso de los acuerdos globales de las Juntas, 
los supuestos de hecho son mds amplios en el art. 147 que en el — 
art, 51. Asî, mientras en ôste sc prevé el nue no se llegue a un- 
acuerdo o que alguno de los rai'' mbros de la junta recurra, en el — 
art. 147, ademûs de estos dos supuestos se incluye un tercero ccn 
sistente en la falta de unanimidad entre los funcionarios de la - 
junta.
2® En los casos de la consideraciôn de lesividad por 
las imputaciones individuales, hay que distinfqiir segûn a qué cid
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terio se haga referencia para considerar la
1) Eelacionar la imputaciôn individual con las distribu -
ciones hechas a otros contribuyentes del grupo: apremio 
comparative* Este recurso recogido claramcnte on c-1 art. 
147, 2 b) no estd enumerado on el art. ^1,
2) Relacionar la imputaciôn individual con las réglas de - 
distribuciôn: agravio por aplicaciôn indebida por las - 
réglas de distribuciôn. Igual que en el caso anteriop,— 
se ve reoogido en el art. 147, 2b) pero no de raanera - 
expresa en el art. 51•
3) Rolacionar la imputaciôn individual con las normas de -
la imputaciôn directa, agravio absolute. La diferencia-
esta en que esta estimaciôn directa no prospéra al com­
probar que no se han cumplido las obligaciones contables 
o de otro orden exigidas por las normas reguladoras del 
tribute de que se tratè (art. 51 c)) o cuando no exis—  
tan pruebas suficientes (art.147,2 c)). La diferencia,— 
en este caso, puede ser importante por la consideraciôn 
de las obligaciones contables pero lo cual no tiene que 
llenar a la inexistencia de pruebas.
En la regulaciôn concrets, de los tributes esta duali— 
dad de competencias de los jurados ôn estimaciones directas y ob— 
jetivas y los supuestos de hecho que la posibilitan no se acomo——
dan a los establecidos en la LGT que acabamos de ver.
1®) En cuanto a los acuerdos globales, dos son ûnicamente los su­
puestos de hecho que hacen posible la competencia del jurado: que
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no se llegue a un acuerdo en las juntas (art. 90 a) TRIRTP y art. 
48, 1 a) TH-Xl) lo cual coincide con cl art. 51 b) y el art. 147,— 
2 a) LGT; y que los contribuyentes no prestan la colaboraciôn pro 
cisa (art. 90 b) TRIRTP y art. 48, 1 b) TRIl) lo cuol no tiene co 
rrespondencia alguna con los preceptos de la LGT entudiadoo. A — 
primera vista, la iraportancia de esta distinciôn puede parecer po 
ca en el sentido de que lo que la LGT establece es un supuosto de 
hecho —resultado de algo— consistente en que no haya acuerdo, con 
indepondencia del motivo que lo haya provocado, no acuerdo de ma- 
yorias o falta de colaboraciôn. Sin embargo, con un andlisis mds— 
detallado, se comprende que puede existir colaboraciôn y no obs­
tante no llegarse a un acuerdo de las may or i as y que, por otro l_a 
do, la falta de colaboraciôn es una libre apreciaciôn del Presi—  
dente dè la Junta, mientras que la coincidencia de mayorias es aj. 
go matemdtico que se dd o no sin que precise valoraciôn alguna.
La falta de colaboraciôn -supuesto tîpico histôrica—  
mente de la competencia del jurado— s^e ve aumontada con este nuo 
vo supuesto de la falta de acuerdo. De todos modes esta falta de— 
colaboraciôn no fuo recogida por la LGT aunque su desarrollo pos­
terior es diverses segun los tributes. En el TRIJL y en el TRJRTP 
si se incluyô, como hemos dicho, por cl contrario en el TROU y —  
TRCR y P asî como en los convenios de fijaciôn de cuotas no se —  
han recogido.  ^Quô quiere ello decir ? A nuestro juicio creemos— 
quealgo muy significativo y es que la colaboraciôn, como colabora 
ciôn social, no es algo tipico de la estimaciôn objetiva en gene­
ral, sino propio de la estima.ciôn objetiva de bases imponibles en 
la, evaluaciôn global. Y por propio no queromos decir tanto exclu­
sive cuanto que fue en presencia de las evaluaciones en funciÔn
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de lo que se elaborÔ la colaboraciôn social.
2®) En cuanto a los recursos de agravios absoluto contra las ira—  
putaciones individuales, los dos supuestos conteraplados por la —  
LGT (incumplimiento de obligaciones contables e inexistencia de — 
pruebas suficientes) han tcnido un desarrollo distinto en los pos 
teriores TT.RR. Mientras en el art. 90 b) TRJRTP solo se hace re­
ferencia a "cuando no haya pruebas suficientes", el art. 48, 1 b)
TRJJ hace una conjunciôn de ambos al decir "cuando no existan --
pruebas suficientes por haber incumplido obligaciones contables"* 
Con ello se supeditan las obligaciones contables a que sean capa- 
ces de servir de pruebas suficientes.
b^^)La decisiôn en conciencia.—
Decia Turpin Vargas en 1956 (153) que la falta de os- 
tudios sobre el tema de los jurados no se explica por el hecho de 
que por lo general estan autorizados a fallar en conciencia y que 
esto suponga la convicciôn que întimamente forman sus componentes, 
no ya con las actuaciones y diligencias que aparezcan en el expe­
dients sino con hechos o datos extranos al mismo. Parece que esta 
nota caracterîstica de decidir en conciencia ha hecho abandonne - 
durante lar^o tierapo el estudio del tema y, sin embargo, es qui—  
zds la cualificaciôn de esta decisiôn lo que hacîa de los jurados 
una instituciôn mÔs tipica y falta de atenciôn de la doctrina pa­
ra contribuir a su perfeccionamiento dentro del âmbito legal.
Efectiviimente la apreciaciôn en conciencia es, en ciei; 
to modo, el tema clave y central de la historia de los jurados. Y
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paralelamente a ello, cl que la erencia de su nacimiento estd on— 
la falta de colaboraciôn por parte cfe los contribuyentes, inds delib_e 
rada que involuntaria, la cual desencadena una serie de efectos - 
condicionados y por todos conocidos: imposibilidad de aplicar el 
tribute por parte do la AdministraciÔn, disminuciôn del rendiinien 
to de los impuestos. Este ûltimo efecto es el que verdaderaraente- 
preocupa a la AdministraciÔn y de ahî que se haya establecido un 
paraielismo no siempre cierto: a disminuciôn del rendimiento pre- 
visto corresponde un aumento del fraude. En muchas ocasiones pue­
de ser correcte este planteamiento y entonces se le imputan al —  
contribuyente los efectos raediante el expediente del fraude. Sin- 
embargo, no se oculta a nadie que el paralelismo rendimiento-frau 
de 08 de carôcter sumamente relative en el sentido de que el frau 
de aumentarâ a medida que se pretonda obtener mds rendimiento de- 
un tribute. Y, en segundo lugar, no se puede imputar la falta de- 
rendimiento préviste a la existencia del fraude ya que existe otro 
centro de imputaciôn que es la propia AdministraciÔn.
Los jurados tributarios tienen su posiciôn en este es 
quema que acabamos de senalar: sustituir la falta de colaboraciôn 
de los contribuyentes para que el rendimiento previsto del tribu­
te no dismînuya. Y la otra faceta do este mismo hecho es califi—  
car la misiôn de los jurados de instrumontos para evitar el frau­
de. Consecucncia de todo ello es que cuanto mayor sea el rendi--
miento pretendido de un tributo mas diferencia entre la previsiôn 
y la realidad se darÔ y los jurados tendrôn que aumentar sus com­
petencias paulatinamente para intentar acàrcar ambos polos. Esta^ - 
tendencia a que la intervenciôn de los jurados se increraente cada 
vez môs es parte muy importante y significativa de su historia.
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AntoB de ne/-;uir adelante deb o mon rsv/.E i u r J. i i n *,Jn--
ciôn existante entre lo que representan Ion jurahon en un nrooo-: ; 
miento objetivo de estimaciôn de bases, concre tarn ,n te nr 1 c 
luaciôn global a partir de 1957, y on un procediraiento o e on t i .".a- 
ciôn directa tanto antes de 1957 como posteriormonte a ] o z efor—  
ma. Ahora vamos a ocuparnos brevemente de la primera etipa gara - 
centrâmes luego en la segunda en la cual los jurados tienen que- 
cambiar necesariamente de naturaleza por las nuevas funciones o;c 
se les asignan.
Tradicionalmente, desde su origan, los jurados tienen 
que decidir en conciencia, y sobre cuestiones de hecho, constitu- 
yendo un tipico sistema objetivo: cl contenido de su decisiôn es 
el date objetivo inexistente y el elcmento material con arreglo - 
al cual se decide el dato objetivo que conste en un expediente o- 
que se adquiera por cual qui er rnedio siendo extrahos al mismo. Por 
lo tanto el papel que desempena la conciencia se centra en la va- 
loraciôn que los miembros del jurado he cen de dates incl icie.rioc — 
para obtener otros datos que no existen o no son conocidos. Si la 
decisiôn en conciencia es lo esencial en estas instituciones ello 
represents la lucha interna entre la discrecionalidad y la vincu- 
laciôn. El jurado esté compuesto de personas cada una con su con­
ciencia la cual, al ponerse legalmente on el primer piano, parece 
por un lado querer sacar de la esiera jurîdica el sistema de jur_a 
dos y por otro el garantizar la moralidad, ya que no la juridici— 
dad, de sus acuerdos. Ahora bien, si en conciencia no quiere de—  
cir mûs que esc y que los miembros del jurado a falta de unos da­
tos consideran otros paraiolos o indicadores y sustitutivos de —  
aquôllos, no se puede llegar a la conclusiôn de la desvinculaciôn 
total en las decisiones. Estas parten do otros datos, pero esto —
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mismo ocurre cuando ol Ic id ad or instrumenta un tributo c hr,sc de - 
Indices o signes, cl legislador n concioncia, ore rue estes dates 
que él oscogs, uorquG los puede conocor, le van a posisilitrr cl - 
1 loger a otros datos desconocidos y nue le son nocdsca'ios. Ahora - 
bien, el "creer" que unos datos le pueden llevar a otros no es un- 
prchlema do conciencia. Esta no puede proporcioncr, porquc no os - 
EU misiôn un criterio têcnico. Por lo tanto, entre la conciencia - 
del logisla.dor y el hecho so inacrpone un criterio tipic: monte tri 
butario : el criterio de la capacidad oconômica. En i_;ual sont ido, 
ol jurado al decidir en conciencia tiene quo ostar vinculado por - 
algun tipo de critdrio, pues de lo contrario serîa imposible fallar, 
y e;ite criterio es timbiên el do capacidad oconômica.
Debernos preguntarnos por loianto dos cosa.s: L;- primera 
es has ta que punto puede hablarsc de dcsvincula.ciôn o no en un fa- 
llo en conciencia. La segunda, es cuales son los hechos sobr los 
qué debe decidir el jurido.
Respecte a la primera, "en conciencia" no quiere de—  
cir d a s V incul ac i ôn total: ol Jure d c no invota ne de, sino que pri­
sa de unos hechos a otros. Y el criterio para pasar de un hecho a 
otro es la conciencia, de igual que para el juez ordinario ol —  
calificar un h cho de una u otra forma o cl intorpretar la ley - 
que se tiene que aplicar a aquol iiecho con unos efectos rectric_ 
tivos o cxtensivos, es problème de su conciencia. En estas fun—  
ciones que liamamos tradicionales de los jurrdos, anteriores a — 
1957, ou competencia era efeotivamente sobre hechos de modo que- 
si bièn habrîa eue doscubrirlos en caso de ouc no los hubiose o ca
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lificarlos en caso de que habiéndolos no fuesen croibles, todas — 
estas operaciones se hacian con referencia a otros hechos. No hay 
ningûn tipo de valoraciÔn jurîdica porque el objeto no lo exige.
En cuanto a la segunda cuestiôn, el objeto al que se 
encamina la actividad del jurado, Saberaos que es precisamonte a 
suplir la ausencia, bien objetivar bien subjetiva, de datos, Es­
tos datos tienen una situaciôn concreta en la dindraica del tributoi 
los datos que posibilitan el paso de la base normativa definida—  
en la ley a la base fâctica para un contribuyente concrete. La —  
ausencia de dates imp id e esta concreciôn y el jurado sustituye a 
la AdministraciÔn en la operaciôn que esté llovarîa a cabo y que 
no es otra cosa que la inspecoiÔn: investigaciôn de hechos impo­
nibles no declarados o declarados parcialmente y comprobaciôn 
de los datos consignados en las mismas, Asî, pues, tenemos que — 
los jurados sustituyen a la AdministraciÔn en su funciôn de priie 
ba.
La comprobaciôn inspectera de los jurados al suplir 
la ausencia de datos lo hace on un doble sentido, a) ausencia ob­
jetiva, es decir que los datos realmente no hayan sido proporcio- 
nados por los contribuyentes bien porque hayan incumplido sus —  
obligaciones bien por haberse resistido, excusado o negado al re— 
querimiento do los funcionarios do la comprobaciôn (art, 23 ley - 
de 22 de septiembre 1922), En este supuesto el jurado tiene que — 
buscar los datos por el procedimiento de analogîa objetiva antes— 
descrito. b) ausencia subjetiva de datos, Ya no se trata de la ine 
zistencia, como la ley de Utilidades dà 1922 senala, sino del —  
supuesto en que el contribuyente, habiondo presentado la déclara—
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ciôn jurada debidamento y habiendo facilitado la coinprobaci6n,—  
"tuvieran las Administraciones de renias pûblicas, duda acerca de 
su exactitud o no les ofrecieran las suficienies garantîas" (Be—  
gla 43 Instruccidn Provisional de 8 de raayo de 1828), Bs évidente 
que aquî, el jurado no tiene ya que descubrir hechos que no han s_i 
do proporoionados porque no existian o porque no sc quisieron pr_o 
porciona, sino que debe *'comprobar" los hechos y datos oportados,
Eesuraiendo poderaos decir que los jurados en su funciôn 
tradicional actuabair. sobre hechos y la '’conciencia" era una r^ 
cionalidad analôgica, Asî es posible establecer:
19,- Los jurados sustituyen al contribuyente por una- 
falta do colaboraciôn#
29,— Los jurados sustituyen a la Administraci6n por - 
su imposibilidad de inspecciôn,
39,— Tienen cardcter coactivo de represiÔn del fraude 
como diferencia entre el rondimiento prévisto y 
real del tributo,
49,— No tienen funciôn mSs que sobre hechos sin que — 
pueda hablarse de actividad juriàdiccional sobre 
controversias (protensiones opuestas entre par—  
tes),
59•- La docisiÔn "en conciencia", la vinculaciôn o de_s 
vinculaciôn del fallo, hace referenda a que es- 
un sistema objetivo do determinaciÔn de datos lo 
cual implica, encuanto a los hechos vinculaciôn 
o los existantes y en cuanto al criterio vincul^ 
ci6n anal6gica y racional a otros hechos conoci-
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dos para llegar a los desconocidos.
Cuando se plantea la reforma tributaria de 1957 ol —  
racionamiento dàl legislador es a nuestro juicio, y dentro de los 
esquemas establecidos, bastante l6gicoî los jurados tenian una m_i 
siôn sancionadora para suplir la falta de colaboraciôn de los con 
tribuyentes que repe*rcutia en el rendiraiento de los tributes y —  
aumentaba el fraude, mediante la sustituciÔn inspectera de la Ad- 
ministraciôn, A la hora dô combatir, con nuevo irapetû, el fraude 
fiscal se piensa de nuevo on los jurados. Pero sin destinguir que 
la funciôn sustitutiva iba a ser de muy distinta naturaleza, ya - 
que no se va a sustituir a la Adrainistraciôn sino a las juntas de 
funcionarios y contribuye-ntes. Los jurados no eran instrumentes — 
idéneos para el fraude dorivado de esta forma de aplicar los tri­
butes. Este dosajuste fud puesto de manifiesto, por ejomplo, por- 
Perulles Bagsas (154) afirmande que "cuando las juntas de evalua- 
ciôn global no consiguon llegar a un acuerdo para fijar el hecho- 
imponible se soraetc su detorminaciôn a los jurados fiscales. Es—  
tes or&anismos estaban concobidos, bâsicamente, como instrumentes 
do represiÔn para doterminar bases impositivas a los defraudadores. 
Por este motive paroce ser que no se adaptan a la funciôn que los 
ha side encomendada. En taies cosas habrîa que variar su cornposi—  
ciôn o crear unas juntas superiores de ovaluaciôn global".
La razôn por la cual entrar los jurados a toraar un - 
papel tan importante o partir de la reforma de 1957 es una razÔn- 
finalista, de rendiraiento del tributo, mas que por la propia natu 
raleza de sus funciones. Ciertamente el que para los nuevas fun—  
clones fuese el jurado el Ôrgano compétente no estâ recogido en — 
la LPT-1957, En esta Ley se hablaba de los recursos por aplica— -
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ci6n indebida de las réglas de distribuciôn (arts. 33 d) y art.—  
35)j del recurso do agravio absolute (art. 35), sin que dichos r_q 
cursos fuesen asignados a la competencia del jurado. Unicamcnte - 
en el supuesto de falta de acuerdo sobre la cifra global se dote^ 
minô que la senalaria el correspondiente jurado (arj;. ^8 pdf. 3.- 
reforente al J.X. ),, igualraente en ostimaciôn directa, ante omi—  
siôn o falsearaiento de la contabilidad, la competencia es del ju— 
rado (art. 59 referente al J.X.).
El cuadro de reclamaciones, recursos y Ôrganos corn—  
petentes en cada caso fue configurado por las XJ.PP de modo casi—
totalmentè paralelo excepte en la reclamaoiôn contra la indu -
siôn en lista que no ténia sentido ante la forzosidad del sistema 
en JBTP. Esquemdticamente tenemos:
a) Organes oompetente el jurado:
1.— Recurso de los raiembros en minoria de la junta —  
que estan on desacuerdo con la cifra de évalua-—  
ciôn global (Régla 15# pdf. 2 IPJRTP y Régla 20 
pdf. 2 y 3 IPJJ).
2,- Para senalar la cifra global cuando no fue posible 
ol acuerdo, el Presidents de la Junta considéra - 
que los comisionadopj no prestan colaboraciôn o no 
existe unanimidad entre los funcionarios, (Regla- 
16 IPJPTP y Régla 21 IPJJ).
3©— Senalamiento de la base individual a los contribu 
yentes desconocidos y descubiertos por investiga- 
ciôn o que hubiese ornitido las declaraciones. Am- 
bos cases en el (Régla 43) y sôlo el priraero - 
en RTP (Régla 2$).
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4.— Recurso de agravio comparative (Régla 24 IPXRTP y 
Régla 47 IPJJ).
5.- Recurso de ggravio absolute en caso de que la —  
comprobaciôn fuese negativa (Régla 25 IPJRTP y Pæ  
gla 48 IPJJ).
6.-? Cuando no se haya accedido voluntariamcnte a sor— 
incluîdo en la evaluaciôn global. Supuesto prévins 
to ûnicaraonte en la Régla 12 IPJR'TP por la forzosi 
dad del sistema y la imposibilidad do optar, no - 
siendo extrano el que no exista, consecuentemente, 
posibil idad de reclamar contra la inclusiôn en Ii_s 
ta*
b) Organos compétentes distintos al jurado:
1.— Reclamaciôn contra la inclusiôn en lista, ante la 
Administraciôn de rentas p6blicas (Régla 12 paf.- 
6 IPJJ).
2.- Renuncia del Dolegado de Hacienda por cantidades— 
indebidamento porcibidas do los contribuyentes —  
por los asesores ante los Tribunales porc sin es— 
pecificar cuâles. (Régla 8 pâf. 6 IPRTP y Régla - 
13 pdf. 4 IPJJ)©
3«— Reclamaciones contra la elocciôn de comisionados 
ante el Dolegado de Hacienda. (Régla 9 pdf. 3 —
IPJRTP y Régla 14 paf. 3 IPJJ).
4.— Recurso contra actes administi-ativos, ante tribu— 
nales de esta jurisdicciôn (Régla 26 IPJRTP y Re— 
gli. 49 IPII).
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5*— Recurso de agravio absolute cuando les comproba— 
clones scan positivas ante la Administre ciôn de —
Rentas Pûblicas. (Régla 25 IPlim: y Régla 48 IPJJ)
(155)
A nuGstros efectos nos interesa ol primer grupo de corn— 
potencias que son los de los jurados. Hay que senalar, ante todo, 
que a partir do este momento los jurados entran a former parte, - 
como sustitutivos y subsidiarios, de un sistema de estimaciôn ob- 
jetiva. Con ello tenemos lo que podiamos denominar "acuraulaciôn- 
de objetividades" ya que, como quedo dicho, la estimaciôn por ju­
rados es un sistema objetivo, que antes de 1957 sustituîa en cie^
tes casos a la estimaciôn directa pero que ahora sustituyen a —
otra estimaciôn objetiva, la de la evaluaciôn global.
Por lo tanto bay que distinguir, a raîz de las refor­
mas que conienzan con la LRT-1957, distintos tipos de funciones.— 
Lo que si es cierto es que cualquiera que sea el motivo por el —- 
que un jurado intervonga se habla siempre de funciôn subsidiaria, 
de segundo grade, (art. 50 y 147 LCT) que subsidla o auxilia a la
Administraciôn. Matiz, ôste, recogido por el TEAG en un H de 3 —
de octubre de I967 diciendo que la estimaciôn por jurados tiene — 
naturaleza subsidiaria "aplicable solaracnte cuando no sea posible, 
por culpa o sin ella del sujeto pasivo, la estimaciôn directa o - 
la estimaciôn objetiva, lo que excluyo que dicho rôgimen pueda —  
prevalecer, desde la vigencia de esta ley (la LGT) sobre la corn—
probaciôn administrativa de valores o pruebas del valor del hecho
imponible por los medios fijados concretaraente por la ley". La —  
LGT, segûn esta interpretaciÔn del TEAC, estd, sin embargo, en — 
abierta incompatibilidad con el sistema de estimaciôn objetiva —
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de la evaluaciôn global en cuanto que estas comprobacioncs no —  
ôxistan en dicho sistema y que la aplicaciôn del rÔgimen de jura­
do en la II,PP os automdtica en algunos casos (vp. Régla 43 IPJJ).
La subsidariedad eh la aplicaciôn de tributes, es fim 
ciôn de segundo grado de distinta naturaleza. segûn los supuestos» 
Se pueden distinguir fundanientalraente dos:
19.— SustituciÔn de la Administraciôn por no habèrse— 
dado la aplicaciôn administrativa de los tributes. La aplicaciôn 
del tributo no ,iha podido llevarse a cabo y ol jurado sustituyo - 
dando certidumbre a cuestiones no decididas.
En estes casos el jurado decide sobre algo sobre lo - 
cual no habrîa recaido decisiôn alguna, si-ndo precisamente una — 
falta de decisiôn lo que se comporta como supuesto de hecho para— 
la competencia del jurado. Estes son: los casos de la falta de —  
acuerdo sobre la cifra de evaluaciôn global y en cl caso del re—  
curso por agravio absolute cuando la. comprobaciôn sea negativa.
29.- Actividad subsidiaria de la Administraciôn con—  
sistente en el control de la posible arbitrariedad aplicativa. — - 
Aquî, los jurados deciden controversias, decidon sobre algo que — 
ya estaba antes decidido pero que posteriormente diô lugar a des*, 
acuerdo de alguna de las partes©
Estes son los supuestos tipicos de la nueva estructu- 
raciôn y funciôn de los jurados a partir de 1957* Se da una misiôh 
jurisdiccional en los jurados que tiene dos manifestaciones en la
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evaluaciôn global: el recurso de las minorias que no prèsten su — 
consentimiento a la cifra global y el Recurso de agravio compara- 
tivo y por aplicaciôn indebida de las normas de distribuciôn.
Tenemos que preguntarnos ante ésto Q^,uô significa, a 
partir de este momento, la decisiôn "on conciencia"? <^ QuÔ clase - 
de vinculaciones tiene el jurado para deoidir o dar su fallo?#
En el primer caso, sustituciÔn por falta de acuerdo,- 
el jurado tiene que soraeterse a todo lo que se haya actuado si - 
este acuerdo inexistente era el de la cifra global# Los Réglas 16 
y 21 de los II#PP del ÏRTP e JJ, respectivamente, ostablecen toda 
la inecânica do esta situaciôn: los comisionados deben remitir al 
jurado una memoria debidamento justificada del bénéficie global - 
que estimen y los ponentes doberôn tambiôn formuler un dictamen — 
integrado por un cstudio econômico de car£cter general de la act_i 
vidad en el quo se recogerân todos los datos que sobre ella puedan 
obtenerso, y un estudio do los rendimientos de las actividades de 
dos o mâs contribuyentos que por sus caracterîsticas puedan sor — 
considerados como tipicos# El jurado, en vista de todo ello eraite 
su decisiôn igual que la podîa cmitir la Administraciôn o los re­
présentantes del;rupo y de la Administraciôn. Bien os cierto que- 
feu interês no es tan directe (156), como ol que puedan tenor es—  
tes ôltimos y que su fallo "en conciencia" ademôs de estar vincu- 
lado a los hechos aportados por los componontes de las juntas es­
ta guiado por el principio de la capacidad econômica#
En cl segundo caso, la caracterizaciôn del jurado co— 
mo ôrgano jurisdiccional plantea ya mayorss probleraas en cuanto — 
que la vinculaciôn ya no se da, respecte a la conciencia, como —
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criterio ûltimo, sino que entre 6sta y los hechos sobre los cua— • 
les tiene el jurado que jusgar -valga la palabra- sc interpone, - 
si igual que antes lo hacia el criterio de capacidad econômica, - 
"algo" con arreglo a lo cual hay que dictar el fallo. Asî, on al­
guna St. triunfalista de nuestro TS (157) aunquc se habla del ju 
rado como ôrgano sobôrano en la apreciaciôn de los hechos, se dé­
termina que su conciencia es équivalente a justicia y equidad: —  
"Se olvida la Intima naturaleza de los jurados y su misiôn espe—  
cîfica de organismes de equidad, que en cuestiones de hecho y es— 
pocialmonte cuando se trata de fijar la base imponible a cada —
récurrente mediante la distribuciôn individual de la cuota gre--
mial, gozan de absoluta libertad de atribuciones para senalar on— 
conciencia la cifra que estimen justa y equitativa, evitando asi- 
(para eso fueron creados) las enojosas y laboriosas operaciones e 
investigaciones necesariac para la exacta fijaciôn de la base im­
ponible en cada ejercicio econômico" (15G), Efectivaraente, segûn- 
se desprende de este jugeso considerando, los jurados por su sob^ 
ranîa no estarîan nias vînculados que a la equidad y justicia, co— 
rao mucho nos atreverîaraos a decir al principio de capacidad econô 
nica absoluta pero no paroce que lo esten al principio de capaci— 
dad econômica relativa representado por los indices corroctores de 
distribuciôn. En-, cuanto a la sustituciÔn de la inspecciôn, nos —  
confirma lo que ya hemos dicho con anterioridad.
Al tratar el tema, Bayôn Mariné (159) afirma que el - 
fallar en conciencia tanto debe hacerlc un jurado tributario como 
un juez ordinario, pero que éste "aplica los criterios de justi—  
cia de un ordenamionto jurîdico historificado y concrete". En —  
igual sentido podrîamos aducir el art. 372 de la Ley de Enjuicia— 
miento Civil al establecer la estructura lôgica de la sentcncia:—
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' resultandos do hecho, considerandos do derocho, fallo. ’on lo cue 
• nos enccntramos ahora on precisamente con una :..un ncia. do ordcna- 
micnto jurîdico que concre à ice los criterion do justicia, y on su 
lunar hi jurado tiene oomo norma a aplicar las re;1:c do d i ntribu 
ciôn, indices basicon y correctes, que refiejon y concluyan los - 
criterion de justicia de les tributes, de capacidad econômica.
En los recursos do agravios hay que recorder los dis­
tintos puntos de referenda a los cual es se compara la rccl.:.:ma--
ciôn: cl recurso de agravio abscluto que supero la comprobaciôn - 
no some te a las normas legal.; s ostablccidas para le. estimaciôn d_i 
recta, y en el caso do no supcrar dichas comprobacioncs "minucio- 
sas',' sorûn la IIPP, el jurado compara la imputéeiôn con las re—  
glas do distribuciôn juzgcndo su correcte c incorrecte aplic.cciôn.
Los recursos do agravio comparativos, si bien solo - 
pueden fundarse en la comparaciôn do la cifra asigncda al rocurren 
te con la de otro u otros c on t rib uyent c s ovcluados en la. ni s ma —  
junta, no nos da, dicho fund amen to, cl criterio d le. compr r a. ciôn 
que tondra que sor, en definitive, las ro.pl a s d. dis tribuciôn. —  
Como fueron aplicadas a un contribuyente en comparaciôn a côno —  
fuoi'on aplicadas a otro réclamante.
Final monte, en el recurso por apiic:.ciôn indebida de — 
las re-qlas do distribuciôn 1 rol_ciôn comparativa os de sentido — 
vortical pero en base a los mismos elcmcntos que en el caso ant_e 
ri or : la base asiqnacl.a al contribuyente réclamante y los îndiccs- 
basiccs y de corrccci'n aplicados.
Si llcva.n a cabo una actividad jurisdiccional es apli
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car unas normas a un hecho, o, mejor dicho si la seguridad jurîdd. 
ca supone un control sobre la aplicaciôn de unas normas a uhos —  
dGterrainados hechos, adomds de saber curies y do cue naturaleza — 
son esas normas, tendromos qua averiguar cudles son osos hechos#- 
Tradicionalmente, on los jurados, la norma os la conciencia a —  
travês del criterio do capacidad econômica y los hechos, las 11a- 
madas "cuestiones do hecho". Ahoi'a, ante los recursos do agravios, 
la norma os la conciencia a travês de una norma no tipificada on 
el ordenamionto jurîdico sino en las réglas de distribuciôn. Vea- 
mos cuâles son los hechos.
Los hechos. Cuestiôn de hecho.
Estos siempre son dos; un presupuesto, consistente on 
la base global aprobada, del cual se parte y una consccuencia, —
la base individual, a la cual lloga y es el objeto dc la impugna-
cion. Por lo tanto una base individual siempre os una cuestiôn —  
do hecho y de ello no tiene ninguna duda nuestra jurisprudencia - 
la cual lo ha sancionado reiteradamentc ya quo la cuantîa en quc-
1 a base debe ser fijada" no se trata do définir o atribuir o no —
derechos, ni siquiera do interpretaciÔn de normas tributarias" —  
(160).
La distinciÔn entre cuestiones de hecho y do derecho- 
a nuestro juicio es de las menos claras on toda esta materia. El 
profesor Clavero Arevalo las distingue diciendo que las cuestio—— 
nés de hecho se reducen a "aquellas valoraciones, no întrinseca—  
mente jurîdicas, on las que se valora libremente hechos o circun^ 
tancias fâoticas", y que las cuestiones jurîdicas estan constituj^
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das, frentG a la Bubjotiva valoraciôn libre por "las ilogalidades 
relativas a los hechos, como son la constancia material d© los
chos la fais©dad e inoxactitud do los mismos, entre otras posi--
bles" (l6l)« Por bu parte la jurisrpudencia no es mueha mds clara 
on delimitar esta distinciôn en ocasiones ha side consciente do - 
esa dificultad por la calificaciôn jurîdica que on cierta forma - 
llevan consigo siempre los hechos (STS do 28 do nero do IQ64)# —  
Hespecto a las primeras, el TEAC considéra como tales los "sucesos 
o cosa que sucedo y que solo puede referirse a lo quo tiene real_i 
dad indopendiontemente de toda opiniôn o criterio de calificacion" 
(T. do 6 do junio de 1962) y el To dice que "son aquellas quo re- 
viston un caracter material, independienteraonte de cualouior opi­
niôn o criterio quo pueda sustentarso sobre la calificacion fis—  
c#l" (STS de 22 do diciombre de 1962) (l62). Sin embargo, mas in- 
teresanto os ver la enumeraciôn jurisprûdèncial sobre lo quo son- 
cuestiones do hecho o de derocho.
Entre las cuestiones dc hecho encontramos, adomds de 
la cuantîa do la base ya vista, la comparaciôn de lab bases (ST — 
10 de febrero do 1964); la prcstaciôn de un consentimiento equiv_o 
cado (163) la inclusiôn on lista (IITEAC8 dc noviombre de I966) ; — 
el volûraen de operaciones (STS de 30 de octubre de 1967); los in­
dices corroctores (STS de 18 de junio de 1962 y 9 Oe msyo de I963). 
Hay quo senalar que a partir de la Ley de 23 de diciembre de 1959 
el TS (Sts de 18 de junio de 1962; 27 de octubre de 1962 y 3 de— 
enero de I963) Como la orientaciÔn do interpretar restrictivamen— 
te las cuestiones de hechom principalmonte para no dejar el art#— 
19 de dicha ley en la ineficacia.
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Entre las cuestionos de Derecho encontramos: la suje^ 
ci6n al impucsto (Sts do 22 do diciembro do 1962 y 28 de febrero 
ce 1964* RTEAC do 8 de noviombro de I966); no soraetorso a las ré­
glas de distribuciôn (Sts 18 de junio de 1962, 27 de octubre de ^ 
1962, 3 de enero de 1963, 8 de julio de I965); los Indices bâsi—
COS y los vicios de fofma (St 18 do junio de I962).
De esta jurisprudencia se sacan interesantes obsorvacionc 
do entre las cual es cabo senalar, a los efectos que ahora nos at_a 
r.en, que si, como dico la STS de 3 de enero de 1963, "cl Indice — 
tâsico nos debe llevar al câlculo del elemento contributive fund^ 
mental, esencial, y ol corrector sôlo debe desempehar cornetidos — 
modificativos, rocogiendo las singularidadgs y detalles de un do- 
terminado négocie", no se entionde fâcilmente por nué los Indices 
bâsico son considerados cuestiones de Derocho mientras que los co 
rrectores son cuestiones de hochc^ i pues aquellas, si segûn dice — 
on otra ocasiôn nuestro TS en la repetida St. do 18 de junio do - 
1962, son considerados como cuestiones do Derecho por cuanto "su— 
ponen o sobreenticndcn entrer en 1 cstudio del problema de apli­
caciôn de los Indices en relaciôn con valoraciones objetivas de — 
elementos relevantes y determinatives on parte del impucsto y de- 
reparte juste y equitativo que pueda reconducir incluse bien a la 
proyecciôn bien al olvido del principio do igualdad ante la ley", 
nos paroce equivocado ol que los Indices correctores, en funciôn- 
de su cometido, no estên ordenados a la misma finalidad de justi­
cia y equitativo reparto de las cargas fiscales. A nuestro jui—  
cio estâmes ante une de los mementos de desvinculaciÔn entre el — 
principio de capacidad econômica, absoluta y relativa.
—î79“"
otra observaciôn importante es que mientras los vicios 
fcrraales son considerados cuestiones de Derecho, les vicios de —  
consentimiento quedan incluîdos on las cuestiones dc hecho.
Ahora bien, y a falta de lo que nos queda por anali-- 
zar en el proximo apartado, no puede conducir a error el plantea- 
mientoG que hemos hecho al trazar, en la materia de roeuros, una 
lînoa divisoria casi tajante entre hechos y derecho aplicable, — • 
considerando entre los primeros los elementos que el jurado debe- 
toner en cuenta para dictar su fallo. Al sor estos recursos una - 
actividad de tipo jurisdiccional y entablarse un procodimiento —  
hay una faso do pruebas que se unen a los antecodentes que sirvi_c 
ron a la imputaciôn que se impugna (l64)* Este procedimicnto tie- 
ne dos fases: prirnero la intcrposiciôn del recurso y segundo la - 
proposiciôn y presehtaciôn de alegaciones y pruebas (I65). Es im­
portante senalar que la prueba corresponde oxclusivamcnte al reçu 
rricnte -estando la Administraciôn libre de ellas (3TS de I7 de — 
diciembre de I964)- y no considerândose el recurso complete on —  
tanto en cuanto no se presenten por cuanto no permit© conocei’ su- 
alcance y contenido (RTEAC de 11 de novicmbre de I9.6O).
El jurado tiene una posiciôn de prevenciôn ante las - 
pruebas presentadas y asî, mas recientemonte, el TS ha raantenido- 
que el jurado no tiene por quô atenerse necesariamento a détermi­
nai os "datos contables" de la Emprosa ni a aquôllos otros que la 
misma aporte. (STS de 4 de junio de I968). La desconfianza hacia 
el contribuyente sigue siendo palpable. Por el contrario tambièn- 
mantiene el TS el que los informes que la Inspecciôn de Hacienda 
remite al jurado para que resuelva un recurso de agravio tienen —
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©1 "carâcter de verdadera propuesta de resoluciôn" (3T3 de 15 de- 
dicierabre de 1964)» La injBluencia de la Administraciôn sobre el — 
jurado, ôrgano que deberîa prêtendorse independiente dada esta -— 
funciôn jurisdiccional que tiene asignada, sigue siendo notoria#
b^^^) La norraa aplicable,—
Hemos visto los hechos, tenemos que referirnos breve— 
mente a la norma aplicable, dejando para el prôxirao apartado par­
te de los problemas on este sentido.
Al coménzar el estudio del principio de seguridad ju- 
rîdica pusimos onseguida de manifiesto que los jurados actuaban- 
"en conciencia" porque no podîan actuar "segûn Derecho", El anâlj. 
sis del tôrmino "conciencia" nos ha conducido hasta. este punto on 
el que nos encontramos, con la conclusiôn de que en conciencia qiie 
ria significar desvinculaciones y que si bien en conciencia actûan 
todos los ôrganos, jurisdiccionales o no, la desvinculaciÔn total 
no se daba,
El carâcter jurisdiccional del jurado nos recuerda el 
art, 2 de la Ley Orgânica del Poder Judicial cuando atribuye a —  
los Tribunales, como funciôn exclusive, y excluyente la ^potestad— 
de aplicar las leyes", aQuÔ relaciôn existe entre un jurado tribu 
tario que tiene potestad para aplicar las "normas de distribuciôn", 
cuando estas se convierte en cuestiones jurîdicas, y actividad 
de un Tribunal?, El enf'oque del tema desde la perpectiva de la —  
dualidad, en la decisiôn, entre equidad y tasaciôn, entre ordenam 
miento jurîdico positivizado y orden jurîdico "abierto", entre De
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rocho positive y jurisprudencia no vamos a tratarlo aqui pore es- 
peramos podorlo hacer en una prÔxima ocasiôn.
De todos modos senalomos -y ello aûn a falta de con_o 
cor las motivaciones de los jurados, materia reservada— que las 
doctrinas realistas del Derecho tendrîan un fucrte argumenté en 
esta instituciôn pues si se pudiese hacer el paralelismo tormino 
lôgico, ante un jurado no se invoca un fundamonto jurîdico, cl - 
ins no es un prius a la sentcncia judicial sino que, por ol con 
trario Derecho es lo que dice el juez. No hay Derecho y por lo - 
tanto no so puede plantear la cuestiôn de ni de su origen proce­
ss!, ni de si el Derecho proexistonte es norma o no, os decir —  
si vincula o no vincula al juoz©
En la évolueiôn de los jurados hay un momento de su 
desarrollo histôrico en que las reglas maternâticas quo aplico.n - 
son convertidas en reglas jurîdicas, segûn vcremos onseguida, —  
Ahora, dando por supuesto este carâctor, veamos c s quemût i camont e 
cuales, anto los très tipos de recursos de agravies oxistentes,—  
la posiciôn posible de los jurados y el proceso l6gic;o désarroi la. 
do para llegar al fàllo.
Antes,hay que ver el esquema de elementos a consid^ 
rar, Estes sons 19) una base global homogônoa para todos los con 
tribuyentes 'iol grupo y que es el punto de partida de la .imputa— 
ciôn, 29) los îndicos bÛsicos y correctores aprobados por la jim 
ta, 39,) la bse individual imputada a cada une de los raiembros — 
del grupo, Estos supuestos nos encontramos:
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1. Recurso de agravio absolute# El jurado oartiendo — 
de la cifra global, de tormina cuâles de entre los Indices que fu_e 
ron aprobados en su dîa son aplicables al récurrente. Despuês de 
su valoraciôn resultara de ello una base impositiva determinada.— 
Ea muy importante senalar que los Indices que escogio la junta y 
la valoraciôn que les diô asî como la base individual résultante— 
puede coincidir o no* con los Indices,valoraciones y bases que de­
termine el jurado, Respocto a la base individual, en consecuencia, 
el fallo puede rectificarla o ratificarla.
En realidad lo que se dâ en este supuesto es una nue— 
va distribuciôn individual hocha por distintos ôrganos,
2, Recurso de agravio coraparativo. En este caso cl - 
proceso montai del jurado debe ser, partiendo de que a un contri— 
buyente concrete del grupo con el cual sc compara el reclamante — 
se le asignô por la junta una basé determinada como consecuencia— 
de la aplicaciôn de deterrainados Indices cuales fueron valorados- 
de un modo igualmente propio, buscan la equivalencia (proporcio—  
nalidad mas bien que igualdad raatemâtica) con los Indices aplica­
dos y la valoraciôn dada para el contribuyente reclamante y que - 
dieron lugar a la base objeto de la reclamaciôn,
El agravio coraparativo tiene una direcciôn horizontal 
y se asemeja a una régla de très. Pero,y este creemos que es lo — 
importante, la comparaciôn no puede quedar limitais, al nivol de — 
las bases imputadas, sino que debe subir liasta los criterios con­
forme se les apiicaron, los Indices, para establecer la compara—  
ciôn en los orîgenes de la consecuencia y no en ella misma. El —
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jurado no juzga si los Indices del contribuyente con el cual se - 
hace la comparaciôn ©stan conectamente aplicados, por el contra—  
rio lo establece como punto de referencia para equiparar la apli­
caciôn que al reclamante so hizo de los suyos.
3, Recurso por aplicaciôn indebida de las réglas de -
distribuciôn. La cohexiôn que se establece entre la base imputada 
y recurrida y las reglas de distribuciôn no tiene ningûn sontido- 
horizontal sino que es exclusivamente vertical, Ahora bien, por-
"aplicaciôn indebida" a nuestro juicio se pueden entonder très c_o
sas,
a) que lo indebido t\ie la elecciôn do los Indices a - 
-aplicar al contribuyente reclamante,
b) que lo indebido de la aplicaciôn no fue la elecciôn 
do los Indices, de entre todos los posiblos, sino- 
la valoraciôn que de ellos se hizo para el contri— 
buyente,
c) que lo indebido sea el ûltimo paso que lôgicamcnte
nos falta; aplicaciôn, mûs errônoa que indebida, —
de los Indices senalados y con las valoraciones da. 
das. Lo indebido de la aplicaciôn estaria situado^
en este caso, en el iter entre la valoraciôn de —
los indices elegidos y la sehalizaciôn de la base- 
individual.
No se trata a nuestro juicio de una alternativa sino­
de que por "aplicaciôn indebida" deben entenderse los très supue^ 
tos y todos ellos son capaces de dar lugar a un recurso de este — 
tipo, sirviendo por igual de fundamonto.
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c'^jPrinclplo do Is. "cldusula Roners.l"
El principio de universalidad. de accoso a la jurisdiccion 
contencioso-administrativa, o "principio de la cldusula general" como 
es sabido tiene una gran importancia y trascendencia on materia de jju 
rados tributarios, Interprotando el art, 1 y 40 f) do la LJGA tenemos 
quo todo àoto da la Adrainistraciôn puede ser recurrido salvo los excejj 
tuados por Ley, La jurisprudencia interpréta -segûn afirma Garrido —  
Falla (166)- las excepciones con cardcter rigurosamento rcstrictivoo— 
Si contra una resoluciôn determinada "no cabe ulterior recurso", ello 
debe dé entenderse on el sentido de quo so excluye cualquier recurso— 
gubernativo, pero no el contencioso—administrâtivo, Asî, la jurispru­
dencia del TS, distingue para fundamentar esta restricciôn segûn la — 
excepciôn este establocida on una norma de cardcter reglamontario o — 
en una ley. En cl primer caso, se trata do un problema dc jorarquîas— 
dc normas y, por tanto, un precepto reglamontario no puede modiiicar­
ol principio general establecido por la ley. En el segundo, es proci— 
samento el principio de jeararquîa de normas el que arapara la posibi— 
lidad de la excepciôn ya que una ley puedo derogar a otra loy anto4— 
rior; pero, en este caso, afirma el TS, es necosario que la exclusiôn 
este Gxpresamcnto referida al rocurso contencioso—administrativo,
Segûn este esquema trazado se comprenderé fâcilmente que— 
el problema, en el ûmbito dol Derecho Tributario y concrotamente en — 
el de los recursos do agravios ante el jurado, son series y de cierta 
gravedad, Las normas reglamentarias y las leyes han intentado, y con- 
seguido, sortear el principio dô la cldusula general pero a un precio 
quiz&s excesivamente elcvado©
Normalmente se suele hablar del aumento progrèsivo de las 
competencias de los jurados tributaries en dos sentidos. Bien en au —
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extensiôh a un mayor nûraoro . o impucstos, bien en el ciel .-umento de - 
los supuestos do hecho en que se dû entrada a au intervenciôn (de la- 
decisiôn sobre cuestiones de hecho por falta de datos, por ses nechos, 
etc. a fijar bases imponibl.s, resolver controversias, y recursos). — 
Ahora bien, con ser todo ello importante y significative, un aspecto 
concrete de entre estes nuevas competencias es ol que ahora nos preo* 
cupa y sobre el cual debebos llamar la atenciôn. Se trata do hacor no 
tar,"con toda la fuorsa do que seamos capaces, la funciôh jurisdicoio. 
nal que a los jurados so les ha encoraendado. La "iuris dictio", es d_c 
cir lo que es DereÊJho es algo que, en un Estado de Derecho, quoda. re- 
servado a los tribunales do justicia, aunque estos tribunales sean —  
los econômicos-administrativos(l6?). Sin embargo, en nuestro ordona—  
miento jurîdico tributario nos encontramos con unos ôrganos adminis—  
trativos que "juzgan" lo quo sea Derecho para los contribuyentos, que 
controlan si lo que otros ôrganos de la Administraciôn han ejecutado, 
se ajusta o no a Derecho.
Evidente men te de este tainoi. no tratarîamos a qui, aunque — — 
sea en tôrminos muy brèves, si no fuese que esta situaciôn se ha deb_i 
do a la LiiT-1957 Y  ^la instituciôn objeto de esta Tes is. En efccto,— 
una de las consecuencias, a nuestro juicio mûs graves, que trajo con- 
sigo la evaluaciôn global fuô la reporcusiôn -y esta, si que fuô una — 
repercusiôn estrictamonte jurîdica y dificilmente podrîa sor amorti—  
guada con los tradicionales criterios administratives de "agilidad",- 
*'©fectividad", etc. que en orden a la seguridad jurîdica supero el —  
sistema de recursos. El legislador , en 1957? no prcvio lo que ello — 
podis significar e intentô, despuôs de algunas orden ministerial bo—  
rrar su falta. Intentô lo que la jurisprudencia ha llaraado -y todos — 
los que han tratado el tema lo recogen fiel mente "cohonestar" la in- 
tervenciôn de los nuevos jurados con el establecimiento de garantîas- 
superiores que sirvieran de contrapeso.
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Pero es precisamente en eso "cohon. c E n" en 1 oncle se hr 
clevado a los jurados a une— competencias ostri c ta mon t jurîdicas. Cq 
honêctar, define Julio Casares, 03 "dar vises do hu n: a una aeciôn o 
tratar de oxcusurla con pretextos y fingimientos" (I68), El estable- 
cimianto do garantias superiores, el acdeso a la. juriedicciÔn conton 
ciosa-administrativa no es rnâs que un prétexté para oxcusar la ac—  
ciôn: el cuo los jurados pudiesen juagar sobre la aplica.ciôn de las- 
rajlas de distribuciôn de una junta. Y el fingimiento fur converti c- 
por obra Exclusiva dol legislador, unos cuostionss c'o hacho en cues­
tiones jurîdicas. Con ello tenemos ya "cohonectado" d  sistema pero- 
habiondo introducido en el ordenamionto jurîdico un nuevo demonto - 
inocn/'ruonte e irréconciliable con 61.
Si, en otros ôrddnos, cl legislador y le Ad m i n i s t r a. c i ôn- 
han ido haciendo lo que vulgarmonte podrîamos llamar "rcmicndos" a 
nuestra instituciôn —y de elle tondre mes datos .a lo Ir.rgo dc las p_a 
ginas siguiontos- igual cal ificativo cabrîa aplicar a la c fectivi—  
dad del principio de seguridad jurîdica. Para arcglc.r un.e incohcron 
cia del Sistema se cae en otra incoLcrcncia. Porc en muj/ ra.ras o ca­
si ones -y las evaluaciones global s no se cncuen-'ran precisamente - 
indu Idas en la excepciôn- sd vuclvo do nuevo al Principio a fin, - 
de partiendo de 61 estructuranlc nuevamente.
De todas estas contradicciones el exponentc m/s clarc es 
la évolueiôn de nuestra jurisprudence a. Desoriontada y has ta diria- 
mos que desalentada, avansa y retrocede, interprotando y ap^icando, 
bien extensive bien restrictivamente,los principios en que crc se inj^  
pira el sistema dc: recursos e incluse unr misma loy. El T3 se ha es- 
forsado en elaborar, fundamental incntc en tor no a la loy 23 dicicmbre- 
de 1959) una doctrine cohorente pero los rosultr.dos son, de manera —
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muy principal para el contribuyento qu© protende recurrir, dispares o, 
incluse, contradictories* Do olio no nos extranaromos tanto si tcnomos 
on cuenta quo el art. 19 do esta loy ûltimamento ci tada, on el cual se 
Gstableco la posibilidad do accoso a la via contencioso—administrati­
ve. on ciertos supuestos, fuo modificado en la discusion do las Cortes 
introduciêndose en este momento la reduceiôn con que fue aprobado —  
(169) fuo algo consoguido a ûltima hora y no paroce que a instancias- 
do la Administraciôn.
Entrnndo a estudiar breveraente los mémentos por los que — 
la competencia del jurado transcurre nos encontramos con la déclara—  
ciôn de competencias, las actuaciones y ol fallo, y las notificacio—  
nos. Aunque sea alterar el orden lôgico do estes très momentos vamos- 
a ocuparnos del prirnero y ûltimo sucintamento para entrar luogo en - 
las actuaciones y fallos, on la competencia propiamente dicha.
El principio de la clûusula général en cuanto a la decla 
raciôn de competencia on la LRT-1957 fus establecido do modo inverse 
a como dijimos al principio de esté apartado. Si, como quedô e::puesto, 
se ontionde que se puede accéder a la via contencioso-administrativa- 
mientrs.s no este excoptuado por ley, cl art. 130 o) LRT.-1957 determi 
no que on las cuestiones relatives a la competencia do los jurados pjo 
dran ser impugnados en via contenciosa "cuando la ley lo autorice"# — 
Lo que tenemos, pues, es una clûusula general negativa, una prohibi—  
ciôn que sôlo por una autorizaciôn puede ser destruîda. Sin embargo,— 
el art. 132 de la misma Ley seguirâ el raÔtodo tradicional do excluir- 
expresamento do la via contenciosa los acuordos de competencia dol ju 
rado.
Para los casos de intervenciôn del jurado a raîz de esti- 
macioncs objetivas cl Dcto. I296/1965 ée 6 de mayo, determinô en su —
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art* 39 que se entendîa automÛticamcnte declarada pero ûnicainonte curin 
do esta intervenciôn tuviose por objeto la base global, no los recur­
sos le agravios*
En cuanto a las notificaciones, el problema que plantea — 
es el secrete do sus motivacioneq ol fundamonto de sus acuerdos. Como 
ha senalado el profosor Clavero Arôvalo "este caracter rescrvado de — 
la Iundamcntaciôn équivale a una falta de raotivaciôn, ya que las ga—  
rantîas que ôsta supone lo es en tanto se exteriorizan las razones — - 
que conducen a una soluciôn" (l7û)* El Dcto. I296/1965 en su art. 15,3 
sigue manteniendo esta carâctor reservado. A pesar de ello y de la — - 
tradicional rosistencia a ponor de manifiesto el fundamonto del acuer 
do, es decir la conciencia y la equidad, el TS ôn ST de 15 de noviom­
bre de 1962 diô como nula la notificaciôn hecha sin quo so oxpresase- 
la motivacilân, ni se transcribiese el acuerdo intègre, ni se indicase 
los recursos que contra ôl cabiah©
Entrando, f inalmente, en las actuaciones y acuerdos de —  
los jurados en relaciôn con la posibilidad de impugnaciôn en vîa con— 
tenciosa, tenemos, antes, que desbozar el problema aunque uea adelan- 
tando algunos temas que luego soran considerados mas ampliamente en - 
tros lugaros de la Tesis. Los puntos que nos quedan marginales son:o
19* Contra las bases imputadas por la junta los primeros— 
recursos que deben interponorse son los de agravios — 
ante el jurado. Principio rentado por el TEAC ya que 
ni la LRIVI957 ni las II.PP puntualizaron el tema —
(171).
29, Do se puede reclamar contra las b'ases directamente en 
vîa econômico-administrativa, Los Tribunales Econômi—
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CO—Administrativos rochazan de piano sin ontrar an — 
ol fondo aduciendo distintas razoncs, fnndanicntalmen 
to quo las actuaciones de las juntas no son actos ad 
ministrativos; el art. 19 de la Ley do 23 de Diciem­
bre de 1959; en ocasiones utilizan un original y — ■
. significative argumente de tipo comparative. El di—  
versas Rcsolucioncs cl TEAC recuerda "no debiondo o_l 
vidarsG, por otra parte, que los domûs contribuycn—  
tes quo integran el Greraio o Rama y su consiguiente- 
junta, han aceptado su base, se han confermade con — 
la cuota correspondiente y han vérificado su ingroso, 
logrando asi una seguridad fiscal que no serla justo 
modifies# o alterar, con quebrantaraiento dc un dore— 
cho, como consecuencia de una opiniôn individual dis 
tinta". (172).
39 o Los recurso por agravio absolute y comparative son — 
alternatives, no simultûneos. Establecido en ci art. 
19 de la Ley de 23 de diciembre dc 1959 fue recogido 
por cl TS (173) TEAC (174)* A este "optar libroraente" 
so le ha objetado su relatividad debido a que cada — 
recursos tiene au fundamonto propio (175)*
49# Los recursos de agravio contra la bases ante el jura, 
dp y la reclamaciôn contra la liquidaciôn ante ol —  
Tribunal EoonÔmico-Adininistrativo son alternatives,— 
no simultûneos. Pore lo previo no es ûnicamente la — 
interposiciôn del recurso do agravios sino el que — 
exista acuerdo del jurado (176) Posiciôn contraria — 
parcde mantener Garcia Trevijano para el cual si se-
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atacan conjuntamcnte las bases y las 1 iquirlaoiones, ol 
recurso contra estos debe suspendorse hesta que se r__o 
suelva el do agravios (l77)*
59. Continuidad dc la acciôn administrativa ya se interpon 
ga un recurso do agravios ya una reclamaciôn oconômi— 
co-adrainistrativa. De les Reglas 5I y 44 IPIl résulta 
el principio "solve et répété" por medio de una liqu_i 
daciôn provisional (178), Por lo tanto, en sentido —
contrario a lo que ocurria en cl numéro R9 anterior,-
on este caso los recursos do agravios serân provios —
en cuanto a la interposiciôn pero no en cuanto a su —
resoluciôn (179)«
Separadis todas estas cuestiones, veamos cudl ha si— 
do la rogulaciôn que del principio de la clâusula general ha hecho la
1agislaciôn y la interpretaciÔn de la jurisprudencia.
1 ) Legislaciôn; En la LRT—1957 ûnicamento cl art. 58 contraria la ox—
clusiôn explicita roquerida, volando cualquier recurso incluso el con
tencioso-administrativo contra ol acuerdo dol jurado nue doterminase 
la cifra global. îTada sc dijo respecte a los recursos de agravios.
En los II.PP —primero la del impursto sobre el rendiraiento 
de trabajo personal y lucgo la del impu.-sto industrial- se recogiô, en 
sus Réglas 16 y 20 respe c tivamente, la excepciôn respecte a la cifra — 
global, y por primera vez -y en normas roglamentarirs, Ordén- se esta— 
I bleco la imposibilidad de impugnaciôn total contra los acuerdos de los 
jurados resolviendo un recurso de agravio coraparativo. La redacciôn de 
las Reglas 24 IPJRTP y 47 IPH os la raisma y en ellas no se hace distin 
ciôn alguna entre agravio comparative y aplicaciôn indebida de las noje
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mas de distribuciôn, sino que por el contrario., al interponer el ro—  
curso "so remitirûn las actuaciones adrainistrativas relativas a la im 
putaciôn individual ée los bénéficies", lo cual quiere decir, indcpen 
dientemcnte del dorrotero que con postorioridad sigan los recurso, - 
quo el do agravio comparative tiene que ser rcsuèlto on base a las —  
normas o actuaciones do la imputaciôn©
El tercor paso fuô dado por la 0. do 30 do octubre do 1958 
al comcnzar la diferenciaciôn entre recursos de agravio comparutivo y 
por aplicaciôn indebida do las réglas de distribuciôn. La distinciôn- 
s5lo se hizo desde el punto do vista de los fundamentos que ol recur­
so de agravio coraparativo podrîa adoptar y no en cuanto a los efectos 
de ulterior recursos.Asî so ostablcciô que sÔlo podrû fundarse en la- 
comparaciôn de la cifra asignada al recurrent© con la de otro u otros 
centribuyentes evaluados on la misma junta; o en la aplicaciôn indeb_i 
da de los Indices bâsioos y de correcciôn para la imputaciôn indivi­
dual del bénéficié global.
En cuarto lugar, el Dcto, 1127/1959 de 9 de julio por el 
que se unificaba el procedimicnto en los jurados fiscales compétentes 
eu tributos a cargo de la Direcciôn General de Impucstos sobre la - 
Renta comonzô la otapa de reconocimiento de una situaciôn anômala y - 
asî: en el preûmbulo se puede leer el que "ciertamente que on los ju— 
r&dos, fiscales, autorizados on general a fallar en conciencia,aparté 
ce rnâs debilitada que en otros ôrganos la idea de conexiôn entre sus 
acuerdos y las diligencias que aparecen en los expédiantes; pero una 
cosa es que la convicciôn de sus raiembros pueda formarse de ese modo 
y otra bien distinta que carozcan de la oportunidad do tomarlos en —  
consideraciôn". Y el art. 19 establece con carûcter la impugnabili—  
dtd de las resolucioncs de lo jurados, aduciendo para ello diversas -
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leyes anteriorcn p-ro quo on., realidad a nuontros of actor no juctifi? 
can ni le.palizan la aituaciÔn on cue oc enoudntra la c:rcopci6n a la- 
"clausula general" respecte a los recursos do agro.vios y a quo 6s tes­
son competencies nuovas dad as a los jur.:,dos en 1957 J t^o, por lo ten 
to, no tienen amparo on ninguna ley anterior.
Por fin, la* ley de 23 do dicieinbre do 195" j en nu art.19 
rcn.'ulo el tema do los rècursos de agravios pero on lunar de legalisar
la situaciôn de inimpugnabilidad cxintonte al amparo do un:., orden y —
un Dot. lo quo hiso fu6 abrir camino do acdeso a la via contenciono,
rodencs observer on este art.
10.— Se confirma la distinci6n entre a r m vio comparati­
ve y absolute, ("o el do" fin pf, 10 art. If).
20.- "jLo. distinciôn entre agravio comparative ,y aplica.- 
cion indotyid.a do las r /las de distribuciôn ("o - 
do" ) se oscurecc n relaoiôn a. la, diistinciin 'mc- 
h:,r:ia hecho la. 0, de 30 do octubre do l':'5o« 3in -
r mbargo, al final del -"af . 2- del art.19 so refie_
re exclusivainente a, 1, ,s cues ti ones da hoc bos sus- 
citadas en el recurso do agra.vio compara tivo.Ante 
esta ambiguëdad oucda la duda y sera la LOT on —  
sus arts. 1^2 y l6p la quo distinpuiri ambos,aun- 
que antes de 1953> la 0. do 20 do junio do I960 y 
la Circular n^ 53 del 2p del mismo mes y ainb ha—  
bîan rectifica.do c, major dicho, aclarado el con-
tenido del art. 19 en el mismo sentido do la 0. —
de 30 de octubre do 1953, es decir un recurso con 
doblc fundamento.
La LGT en los articules quo ccabamos de citar, distingue
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los recurso y concede posibilidad de acceso a la via conténciosa solo 
al recurso de agravio "por aplicaciôn indebida de Ian regies de dis—  
tribuciôn". En igual sentido se pronunciô el DGt. I292/1965 do # de - 
raayo dobre unificaci6n do procedirniento ante Ion jurados tributarios- 
adaptdndolo a la LGT y corne norma de cardcter transitorio en tanto no 
se -.dicte BU reglamento previsto en el art.^ .LGT#
Ahora bien, volvicndo atrls y contempiando el art. I9 do 
la ley do 23 do diciembre de 1959 tenemos que preguntarnos: si la cojn 
petència do los jurados tradicionalmentà estaba centrada on las eues— 
tioncs de liecho y por osa razôn no eran recurribles ni en via conten- 
cioso-administrativa gQuô es lo que ha ocurrido? ^Por qu6 son ahora — 
parcialmonte recurribles?* Las posibilidados son dos: o porque las —  
cuostiones de hecho se hacen recurribles on via contenciosa, o porque 
algunas de las cuostiones qjue hasta ahora eran de hecho se convierten, 
por decisiôn legislative, en cuostiones jurldican. Si adoptaraos la —  
primera postura, no tiene sentido que se dcjen fuera de la pocibili—  
dad de recurso las rosoluciones de los jurados sobre agravion compara 
tivos y abîsolutos; si adoptamon la segunda posibilidad teôrica, nos — 
encontre mes con que el jurado entra en una nue va faso, a cuyo signify! 
cado y consecuencias ya nos homos referido, pero haciendo notar, una 
vez mds, que los supuestos cb hecho siguen siendo cxactamcnte los mis— 
môs#
Este art* 19 do la Lôy de 23 de diciembre de 1959 tiene — 
que completarse con los préceptes de la LGT y fundamentalmente con el 
art* 152, 3 b) que establece un nuevo supuesto de hecho-que por exclu 
siôn ya estaba en aquel art* 19— siendo recurribles los acuerdos que- 
se hayan extendido a cuostiones de Derecho, Ciertarnente podrîa pensar 
se que la aplic#ci6n indebida dô las réglas de distribuciôn (art*152,
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3, c) LGT) son Cas08 en que el jurado se extendiô a cuention^ .s jurîdr
cas y do ahî la posibilidad de accoso a la vîa contenciosa. Si ësto -
fuera asî, cosa que no creemos, resultaria que la scguridad y garan— - 
tîa jurîdica que oupone para el contribuyenbe el poder recurrir con­
tra un acucrdo del jurado le vendrîa, ûnica y exclusivamonte, por la 
vîa indirecta de la falta de competencia del ôrgano que se extendiô a 
cuostiones jurîdicas.
Pensamos que dosde este punto de vista procesal do la im— 
pugnaciôn el recurso por aplicaciôn indebida es autônomo y de cardctor 
jurîdico. Y que en los restantes recurso de agravios caoe la posibili 
dad de que el jurado sà oxtiende a euestioncs de derocho con lo cual 
el efocto serîa idôntico al anterior*
Lo que a nuestro juicio queda claro, y creemos importante 
ri-cal car, es:
1@. El recurso de agravio por aplicaciôn indebida de las— 
réglas do distribuciôn como "cuostio iu^ -is" es una —  
creaciôn fictïcia del Icgislador en 1959* Siendo el —
efecto que ello lleva consigo la ûnica nota nuova que
lo diferoncio del recurso do agravio comparative*
20# Ambos recurso ticnen la misma naturaleza y distinti
fundamento al igual que lo tenîan ya dosde la 0* de — 
30 do octubre de 1958*
30# Tanto une como tro tienen por objeto inmediato las r_e 
glas do distiibuciôn y por objeto mediate lalase ind__i 
vidual contra la que je recurre*
40# El jurado, en ambos casos, tiene que poner en cuestiôn
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y "juzgaï* las basGs individual os con arroglo al mis 
mo punto do roferonoia: las reglas de distribuciôn*
50«La base individual dotorminada por unas juntas do eya 
luQoiôn on unas ocasionos sord ouestiôn de hecho y— 
en otras cuestiôn do derocho, segûn ol recurso do — 
agravios ‘que se interponga*
2) Jurisprudencia*9
Afirma ol profgsor Sainz do Bujanda que una do las mu- 
chas ventajas quo ofroco la codificaciôn os el servir de hase para 
una jurisprudenoia (l8oJ* A sensu, contrario, pues, no dobo extra- 
harnos que el caos normativo en que quedô sumido nuestro sistema- 
tributario despuôs do la 1957» sumiese iualmonte on un caos — 
interprétâtivo a la jurisprudenoia*
Es completamente lôgico ol que nuestro TS dudase ante- 
la interprotaciôn de normas que variaban tan sustancialmonte las — 
competoncias do los jurados* La deaorientaciôn se produce porque — 
la jurisprudenoia es reacia a admitir el que los jurados docidan — 
"en conciencia" cuostiones de Derocho, sobre todo considerando quo 
hasta entonoes los jurados tenîan su campe de competoncias limita— 
do a las cuostiones fdcticas* Pero mueho mayor prévisiôn tiene a - 
que cuostiones do Derocho no tengan garantlas jurîdicas posterioros 
a los jurados* Y este os el sentido que impera*
Para sunerar esta situaciôn el T3 se enfrenta con la —
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nuova Loy do 23 d© dioicmbro de 1959 haciendo un razonamionto on — 
dos fuses:
10. Exposioiôn de la evoluciôn y significado do los ju 
rades. "La orientaciôn y finalidad de la institueiôn de los jura—  
dos fiscales a travôs del devenir histôrico de la Politisa fiscal— 
en nuestra Patria ha sufrido rautaciones si se mira comparativamen- 
to a su inicial conccpciôn on rolaciôn con la configuras iôn espoc_î 
fie- que tenîan a partir do la Reforma de 26 do diciembre de 1957* 
lo que en principle naciô como medida extraordinaria en situacio—  
nés do eraergoncia, sogûn puode coraprobarso al contemplar las nor— - 
mas que le dieron vida —contribuciôn sobre utilidades de la riquo— 
za mobiliaria, contribuciôn do uses y consumes, impuosto del Tim­
bre,, contribuciôn Bobre la renta g impuosto do dérochés roalos,— 
con funcionamionto abroviado, or^ pîritu de onuidad y conoreta raeca- 
nica de su docisiones resolvicndo on concicncia- ha dorivcdo on —  
ins brumento ordinario del procedirniento dotorminador de ciertos i_m 
puestos en cuanto fijaciôn de bases y sehalamiento de euetas se -—  
refiere, por oso el sistema do inapolabilidad do sus acuerdos si — 
era justificablo conforma a las causas que impulsaron su nacimien— 
to —reraedio do situaciones incontrôlables, cstado de prosunto frau 
de fiscal, nogligencia y rebeldia en algunos contribuyentes, inerte 
mentes no justificados, etc, -no lo es tanto si se centra dontro — 
del rurabo que marca la nueva Polîtica fiscal y la moderne tôcnica- 
tributaria". Considerando que se encuentra en las sentencias del — 
TS. de 18 do junio ÿ 27 do octubre de 1962, ya cldsicas en esta —  
materia (l8l)*
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La STS do 3 do enoro do I963 (l02) plantoa In rnismn oyo 
lueiôn porc haciondo rosaltar dos cosas quo on las Sts antoriores ~ 
no so sonalaba: 10)los potoncialos riosgos quo la proliforaciôn do- 
jurados implica al oxtondorso a grandes sectores do nuestro sistema 
tributario. 20) Los jurados cumplen una funciôn sustitutiva on la — 
dotorminaciôn do bases y ouotas, es decir, en lo que podrîa considq 
rarse primera faso del procedirniento liquidatorio.
20* Critica al legislador do 1957 # "La limit ad a provis_i 
bilidad del legislador tuvo un roflcjo môs al ampliar el nuevo dorr^ 
tero del sistema fiscal su reforma do 26 do diciembre do 1957 irapul 
sera del nuevo môtodo de las evaluacionos globales de bases imposi- 
tivas G instauradora do los jurados on esta modalidad rocaudatoria, 
por lo quo so rofiore a ose problerna de la inapelabilidad* En of oc— 
to, los autoros do la reforma si bien rontaran las bases del nuovo— 
ordonamionto no pudioron prever toda3 sus consocuoncias, de ahî la 
necesidad do normas com^omentarias: Instrucciôn do 9 do fobrero de— 
1958, 0. do 30 do octubre do 1958, 0 do 22 do inarzo do 1959, Dot# - 
de 9 de julio de 1959, que no obstanto ello dejaron sin romatar #,a 
buen soguro por su inferior rango— extreme tan importante como el — 
consistente en la necesidad do cohonectar la intervonciôn del jursr- 
do con el establecimiento dogxrantîas superioros quo sii^ /ieran de — 
contrapose on los mencionados cases de ovaluacionos globales", (Co_n 
siderandos de las Sts. de 18 de junio y 27 do octubre dc 1952 y 3 
de enoro do I963).
A nuestro juicio os esta critica del TS al legislador 
una de los argumontos que con mayor autoridad nos llcvan a dudar —
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de la reforma de 1957 y do los evaluaciones globales concretamente* 
Aparté del dato de que el TS considéré el sistema como "modalidad- 
recaudatoria"«
La conclusion del razonaraiento basado en estes dos pr_e 
misas es la intorprotaciôn del art* 19 do la ley de 23 do diciembre 
de 1959: "2. simple vista puede observarse que de hacor una interpr^ o 
taciôn lata y extensiva do la reforida excopciôn se inourrirîa en- 
g1 contrasentido do dojar casi sin 6l a la norma examinada on el — 
extreme de referenda, convirtiendo la oxcepciôn en régla general— 
y contraviniendo la finalidad del legislador quo, salvando como in 
tangibles las aprociacionos hochas en materia exclusivamonte do lie 
cho por el jurado, quiso abrir el cauce reviser do esta jurisdicciôn 
àn todas aquêllao cuestiones que de una manora o de otra con mds p 
menos acentuado matiz no estuviesen rovestidas dû un cardctor exclu 
sivamonto fdctico" (STS de I8 de junio y 27 de octubre de 1962)*
Mas exprèsiva es la STS de 3 do enero de I963 en su con 
diciôn sobre el citado art* I9 al decir que Odicha norma empieza — 
por rentar el principio de impugnabilidad de los actes declaratives 
de las bases irapositivas fijadas en-rrégimon de evaluaciôn global —
en el supuesto do aplicaciôn indebida de las réglas do distribu--
ciôn o de agravio comparative, atribuyendo la competencia al co— — 
rrespondiente jurado fisca.l cuyas deciones podrdn ser objeto de r^ 
curso contencioso-administrâtivo; por tanto nos encontramos con —  
dos périodes gramaticales perfectamente engarzados por el pronom—- 
bro relative "ouyos", quien refiriÔndos© a las decisiones do los — 
jurados, y a.la misma matoria y émbito que ©stos pueden conocer, —
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somote ôl enjuiciamiento do la misma a la revisiôn jurisaiccional- 
lo quo evidencia quo es révisable jurisdiccionalra.nie la aplicaciôn 
indebida de las réglas do distribuciôn o agravio comparative, lo — 
que se erige on régla on la ley que comentamos, quedando en mera - 
excopciôn la exclusiôn jurisdiccional formulada en cl ûltimo 6i#ci 
so del precepto analizado" "salvo en el caso do que se refieran a 
cuostiones dc hocho suscitadas en el Recurso do agravio comparati­
ve"". Cardcter de excopciôn que impido somotcrla a una intorprota­
ciôn extensiva como ûnica manora de que la régla no quode anulada- 
por dicha excopciôn y de que el precepto legal cuestionado no nos 
llcve al absurdo do su inoperancia".
Las conclusiones de esta interprotaciôn son, por lo — 
tante, dos: 10) un efocto restrictive en cuanto a la excopciôn y — 
consecuentemento a lo que scan cuostiones de hecho. 22) Ko distin- 
ciôn entre recurso por aplicaciôn indebida de los reglas do distri 
bue iôn y de agravio comparative, lo cuvl suponc hacàr una interpr_c 
taciôn, amplia dnado cabida a le révision jurisdiccional a ambos— 
fundamontos. Asi como ejemplo de la confusiôn de arabes recurso, la 
3TS de 22 do diciembre de 1962 afirrnaba que en caso do cxistir un- 
sole contribuyento solo era posiblc interponor contra la base el - 
recurso de agravio absolute, lo cual es claramente contradictorio- 
ya que la aplicaciôn indebida de los Indices tambiÔn pucden haber- 
ser dado repecto a un solo oontribuyente, siendo lo ûnico imposi—  
ble el comparar la base asignada con la de otro u otros contribuytm 
tes del grupo porque no exieten©
La distinciôn entre ambos clases de irapugnaciones no—  
queda plasmada claramente por la jurisprudenoia hasta la STS de 5
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de junio de 1963 en donde ce bifenca el Recurso de agravio compara 
tivo "eotrid'u sensu" dol agravio comparative "impropio". El prime— 
ro es ol cldsico fundado en la coraparaciôn entre la base asignada— 
al récurrente con la asignada a otro u otros. El sogundo, os ol —  
fundado en la aplicaciôn indebida de los Indices bdsicos y de co—  
recciôn para la imputaciôn individual del boneficio global o reglas 
do distribuciôn. Segûn esta Et. el art. 19 de la Loy de 23 do di—  
ciombro do 1959 rocoge la distinciôn del agravio comparative on ol 
sentido apuntado y la consocuencia es que mientras cl rocurso de — 
agravio comparative estructurace "se rosuolve sobre simple cuesti_o 
nos de hecho y en funciôn tan solo de un juicio do concicncia del 
jurado", an ol recurso por aplicaciôn indebida, "la rosoluciôn dol 
jurado en cuanto qqo os fruto, no do un more juicio comparative on. 
tro los hechos sino do un juicio bgsado en una interprotaciôn de — 
reglas (no se puode resolver sobro la indebida aplicaciôn do las — 
réglas sin una interprotaciôn do las mismas) tiene -no obstanto — - 
estan dado por jurado- un contonido jurîdico".
Por elle es material que el legislador concéda recurso 
contencioso on este sogundo caso y no en el primero. Y si esta con 
secuencia os la que marca la diferoncia entre cmbos, sin embargo,— 
el TS tôrmina diciendo que "la determinacion on cada caso concroto 
de si es o no rocubrible la rosoluciôn dictada por ul jurado en r^ 
curso de agravio comparative, habra de hacerse en funciôn de cual— 
sea el fundamento de tal agravio".
Ahora bien, no puedo pensarse que el TS se esta refi—  
riondoa que es el jurado quien va a calificar el recurso de una —
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clasG o de otra y quo hasta tanto no se obtenga y conozca su acue_r 
do no serâ. posiblo s ah or si es incurriblo o no. En osto sentido cl 
TS en dos ocasiones que "cl hocho do que un recurso sc califiquc — 
de una u otra manora no modifica su naturaleza jurîdica. Al contra. 
riOj en dos ocasiones el TS se ha manifostado en cl sentido de que 
"ol hecho de que un rocurso se califique do una u otra manora no — 
modifica su naturaleza jurîdica" (STS do 5 de mayo do I964), sicn-e 
do dosestimado un recurso do agravio comparativo por no basarse —- 
on las circunstancias comparativas aunque llevase este tîtulo (STS 
de 9 de abril do 1963).
De la STS do 5 do junio de 1963', quo unos pdrrafos —  
atras acabamos do vor, so dospronde, una vos difurcados el agravio 
comparativo do la aplicaciôn indobida, quo el cardctor y el conte- 
nido jurîdico do un recurso so lo dû el hocho do quo so 11eve a 
bo una interprotaciôn do normas, aunquo estas normes no sean jurî— 
dicaso Sin embargo tieno que pasar algûn tiompo hasta que oncontr_o 
nos una formulaciôn jurisprudoncial mas porfilada y tajante sobre- 
el carüctor jurîdico del rocurso por aplicaciôn indebida do las —  
normas de distribuciôn.
La STS de 8 de julio do 1965 al ostudiar los jurados - 
como medios normales de control de las rosoluciones de las juntas— 
do ovaluaciôn afirrnaba que "no tienen quo resolver en concicncia — 
sino ûnica y exclusivamente cumplir las réglas de distribuciôn - 
aprobadas para déterminer las asignacioncs individuales del benefj^  
cio global, es docir, aplicar una régla jurîdica a un caso concrete 
funciôn on la que desaparecen las razones de aquél libre actuar y 
se hace precise somoter la actividad administrativa a los limites— 
que son censustancialos con todo obrar netamente jurîdico".
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En segundo lugar, la RTEAC de 9 do mayo de 1967 clara^ -
mente dû preferonoia a la aplicaciôn de las normas do distribuciôn
sobre la confusiôn del particular. "La confosiôn o reconocimiento—
-dice el TEAC- por el contribuyento de una base no scrû apiicable,
a los efcctos del art. 15,2 del Dcto. do 6 de mayo de 1965 sobre — 
procedirniento ante jurados, cuando sd trate do evaluaciôn global — 
ya quo si esta base confesada o roconocida so le sonala por el ju— 
rado y el rocurso de agravios por el cual se fue ante dicho jurado 
fuG el de aplicaciôn indebida do las reglas de distribuciôn, ol ju 
rado viene obligado a schalar las bases sogûn estas réglas y no sc 
gûn la base oonfosada o rooonocidad".
Paraielamente a irso diatinguiondo entre ambos recursos 
y se V a  "justificando" ol de aplicaciôn indebida so produce una ca,
1ificaciôn constante del rocurso de agravio comparativo "ostrictu- 
scnsu" como cuestiôn de hecho, afirmûndose que dicho rocurso cie—  
rra el paso a cualquier via ulterior (STS de 6 de abfil y 20 do abril 
de 1963, 6 de raarzo I964) puesto que en este recurso "lo que se com 
paran son las cuotas asignadas on fundamento oàclusivo dol hecho — 
dc que la base asignada al récurrente os oxcesiva en relaoiôn a la 
fijada a otros, agravio que no puede negarse que alude a una gues- 
tio facti" (STS de 10 de febrero de 1964)$
La razôn que ee sigue aduciendo para rochazar las impi;^  
naciones de acuerdos de jurados rosolviendo recursos de agravios — 
oomparativos sigue siendo la misma, por un lado la naturaleza de — 
los jurados, organismes de equidad que conocen sobre cuestiones de 
hecho (STS de 21 do noviembre de I964,), por otro la razôn de la —
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STS de 30 de octubre de I967 al decir "aunoue no fuera mis —aparté 
de razones lôgicas y jurîdicas- que por la razôn potisima de cons- 
tituir los acuerdos do dlchos jurados ostirnacioncs en conciencia,— 
que, por definiciôn, no cabo puedan ser sustituîdos o roomplezados 
por otras, oiquiera ôstan hubioran de sorlo de organismes o triburm 
les do categoria superior o suprema". Es évidente que las afirma—  
ciones do estas sentencias no puedon ya hacerse con el carôcter do 
generalidad con quo so haceuo
NOTAS CAPITULO SECUNDO
(1) De esta ewolucidn paulatina de la reforma dad idiâa igual--
mente la disposicidn transi toria 5Q de la LRT-1957
(2) Estimacidn directa con autoliquidaciôn.
(3) Regia 10§ pârrafo tercero IP 11
(A) Art. 36 LRT-1957
(5) Expresidn poco afotunada por cuanto de la inspeccidn no de- 
rivan nunca cuotas, sino dnicamente medios de prueba para- 
que los ôrganos de liquidacidn est able zcan la cuota en el - 
oportuna acto administrativo de liquidacidn.
(5) Regia 19§ I PI I
( 7 ) "T; emor andun e imformes sobre la reforma del sistema Tributa­
rio E span ol" I EE. Madrid, pâg. 62.
(b ) l/er el apartàdo B) 2 de este Cap. Ill el principiü de capa- 
cidad contributiva,
(9) TS. Sts de 13 de julio y 27 de octubre de 1962; 3 de enero - 
de 1963; 17 de diciembre de 1964, 8 de junio de 1965.
(10; Navarro Rubio, M . "La participacidn social" Conf erencia -- 
pronunciëda en la Casa de la Cultura de IMâlaga el 7 de abri 
tide 1957 con mo ti vo de la XXVI Sema na Social de E sp ana, pâg . 83
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(11) Ley de Principios del Mo vi mien to Nacional, IX
(12) Sobre este punto ver P e tir Fontsere, J. "La .a dapt ac idn. . . " 
op.cit. pâgs. 28-32.
(13) Estape, F. "Polîtica Econdmica y Politica tri butaria., ," 
act. ci. pâg. 52.
(14) A1 go de e s to intuyô el Banco Internacional de Reconstruc- 
cidn y Fomento al limiter se a hacer ensu^ï Informe unas 0^  
servaciones de carâcter general respecte al sistema impo- 
sitivo espanol, movidos tanto por la complicacidn intrin­
seca del sistema cuanto por "la excesiva importancia de los 
problèmes administratives".
BIRD "El Desarrollo Econdmico en Espana". Cficina de 
Cocrdinacidn y programacidn econdmica".Madrid 1962,pâg.168
(15) Régla 15 pârrafo segundo de la IP IS.
(16) Regia 5 dit imo pârrafo de la IPII, Reco ni do posteriormente
en el art. 36-2 TRII.
(17) Sâinz de Bujanda, F. "Organizacidn Polit ica y Derecho Fi-
nanciero", op. cit. pâg. 133.
( 18) Dada la naturaleza del principio, es decir, el consagrar- 
e1 que los sûbditos aprueben los tributes que tienen que- 
pagar, se comprenderân, af ir ma Cortds Dominguez, que su - 
pro ce so histôrico ha est ado unido, como ocurre generalmein 
te con las grandes cuestiones de la Hacienda Pdblica, a -
las vicisitudes polîticas, econdmicas y sociales que han 
ido cambiandü el per fil de las institucione s pollticas a 
través de los siglos'. "Ordenamiento..." op.cit. pâg. 37.
(19) Sâinz de Bujanda, F. "Organizacidn Politisa... " op. ci t. - 
pâg, 428.
(20) Esta realidad histdrica nos ilustraria profundamente en - 
el anâlisis socioIdgico del Derecho politico, no emplean- 
d o la palabra "politico" como parce la orden ab le y regula­
ble por el Derecho,sino como ad je ti v o de todo él. Ya en - 
otro lugar de esta tâsis hemos acudido a Joseph Esser pa­
ra hablar del "Derecho apolitico".
(21) Martin Retortillo, S ."Presupuestos constitu cionale s ..."op 
cit. pâg. 25 y s s.
(22) L aparté, 0. "Sobre los principios del or denarnien to tribu­
tario y la politisa fiscal sequida en relacidn con el de­
sarrollo del sector industrialV RDFMP nQ 78 (noviembre--
diciembre 1968) pâg. 1293.
(23) Garcia Anoveros "Desarrollo Econdmico..."art. ci.pâg.1222. 
En frase que reflej a la ooncepcidn realista, a la que ya- 
nos tiene acostumbrados Cortés Dominguez, "la suerte del 
principio ha reflejado la marcha de la confrontaciôn en-- 
tre el poder e j ecu tivo y el poder legislative", en "Orden, 
Trib." op. cit. pâg. 37.
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(24) Martin Retortillo, S. "Presupuestos Constitucionales,,." 
art. cit. pâg, 25 nota 29.
(25) Meil P "El Derecho Administrativo" Taurus. Madrid, 1966 —  
pâg. 9 2.
(25) Las dirigidas a limitar la actividad administrâtiva, sen a 
lando las esteras juridicas subje tivas de la Administra-- 
ciân y de los parti cular es. Sâinz de Bujanda, F. "El Dore
cho, instrumento de politica econâmic a". en Mac. y Dere-- 
cho II,Inst. Esta Politicos. Madrid, 1962, pâg. 151 y ss.
Tr a ta las causas politisas, jurîdicas y econâmicas de la 
crisis del principio de 1e gai id ad.
(27) Estas cuestiones nos lievarian a plantearnos el tema del- 
Derecho Cons ti tu cional financiero y el de la funciân fi-- 
nanciera de los Par1 am en to s. Puede verse; Baleeiro , A. -- 
’’Aspetti Finanziari délia sonstituzione brasiliana de 1946'’ 
en Archive F inan ziari o , 1950 , pâg. 37; "Limitaçoes const_i 
tutionaÿs ao Poder de T ri butar". Forense, Rio de Janeiro, - 
2§ ed. 1960 . Martin Sam pedro, J.M. "La Hacienda en el Fue_
ro de los E spanole s", en Revista de "Legi slaciân de H a--
cienda", 1945, pâg. 27. Sâinz de Bu j and a, F. "Principios- 
CQnstitueionales financiero" II. SEDF edt. Derecho Finan­
ciero. Madrid 1954 . "Organizaciân politic a y derecho f i-- 
nanciero", en Hacienda y Derecho I, op.cit. pâg. 425 y ss 
Benzo, F . "La funciân financiero de los Par lament os" en -
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l/III SEDF. Madrid, 1950, pâg, 31 y ss. Este ûltimo a uter­
es claro en su punto de par tida; "hoy di a la funciôn pr i ri 
cipal del P arlamente es el control del gobierno". Centra- 
la in tervenciôn del Pari am ente, en materia econômica y fi_ 
nanciera, en toroo a la dis eus iôn y vctaciôn del pr esup ue_s 
to, pero junto a ello y también en forma de ley, reconoce 
necesari a la intervene!ôn para toda clase de asuntos y 
acuerdos que lleven consigo efecto s econômicos.
(28) Carr id o Falla, F. "Tratado de Derecho Administrativo" vol. 
I. Inst. de Estudies Politicos. ed . Madrid, 1966, pâg. 
230 . También del mismo autor en RAP nQ 6 (1951) "La Admi- 
nistrac iôn y la ley", pâg. 125 y ss.
(29) Sâinz de Bujanda, F. "Reflexiones sobre un sistema de Do- 
recho Tributario Espanol " en Hacienda y Derecho" Torno III. 
Madrid, lEP, 1953, pâgs. 166-180.
(30) Giannini, A.D. "Instituciones de Derecho Financiero" Trad 
Sâinz de Bujanda, F. Edit. Derecho Financiero.Madrid, 1957, 
pâg. 14,
(31) Albihana, C, "Consideraciones Générales..." art. cit.pâg.9
(32) Aquî no nos toca analizor la suspensiôn desde el punto de 
vista de los principios que guiaron a la Administraciôn - 
para decretarla. Pero, como li ne as mâs arriba expusimos - 
citândo el preâmbulo del Decreto-Ley, podemos considerar-
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las expresiünes "la Hacienda P Oblie a" como sinénimo de ma 
yor recaudaciôn y "la Economia del pais" como mayor rente 
nacional y elevaciôn del nivel de vida.
(33) Es de notar que de ^estas dos normas dirigidas contra la - 
LACHP, el ûnico precepto de esta ley que se ve en ambas - 
dispos!ciones variado es el art. 36 que régula la estruc- 
tura de los ingresos. Sobre este punto puede verse; Albi- 
nana, César "Consideraciones générales..." art. cit. pâg. 
9 y Albinana, M . "La nueva ley de Reforma Tributaria de - 
19 57 ", RDM nS 68, Abri 1-junio 1958.
(34) Ver la "Referenda al momenta originario" en el apartado-
a) de este mismo capitule.
(35) Villar P alasi, O.L. "Dbservaciones sobre el sistema f is-- 
cal espanol". RAP nQ 4 1951 pâg. 93-125.
(36) Los très pârrafos se encuentran en la pâg. 122 del citado 
ar t i eulo.
(37) Albinana, C. "Gkcciso de la llamada colaboraciân social de 
los contribuyentes" en rev. de DP. Privado. Mayo 1968, -- 
pâg. 429.
(38) Albinana,C. "Consideraciones générales..." art. cit.pâg. 
27.
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(39)Sâinz de Bujanda, F, "El derecho instrumento de politica - 
econômica" op. cit. pâg. 147. Las citas de articulos de e_s 
ta LRT 1957 en que el "adios a la Ley" es, hasta casi os—  
tenté samente regulado po dr i an ser numérosas. Bâstenos con- 
hacer una r ef er en ci â, como ejamplo, al art. 75 en el que - 
se détermina el establecimiento del impuesto complementa-- 
r io del de sociedades por medio de Deereto. El articule 80 
autoriza al Gobierno para que establezca, modifiquo o su-- 
prima gravâmenes de compensacién. Finâlmente, el art. 31 - 
es ya definitive en este punto al ordenar que el Ministro- 
d e Hacienda, revisarâ cuantas exenci one s o bonificaciones- 
e xi stan en la actualidad en virtud de la legislacién que - 
rige las ma ter las de Irnpuestos sobre el gastos, determinari 
do las que hayan de subsistir y fijanrio al propio tiempo -
su alcance y co nd i ci one s. Ahora bien, el art. 81 tôrmina -
diciendo "con posterioridad a esta declar acién n i n g u n a otra 
exencién o bonificacién podrâ co ne eder se sino en virtud de 
ley".
(40) El art. 10 de la LGT estâ inc lu id o en el Titulo I; capitu-
lo I de la misma que se refiere a "Principios Générales".
(41) "Notas de Derecho Financiero". Seminario de Derecho Finan­
cière de la Facultad de Derecho de Madrid. Servicio de Pu­
blic aciones . 1967 . Tomo I, vol. 32 pâg. 848.
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(42) Berliri, A. "Corso I stitu zi□nale di Diritto Tributario"-- 
Giuffré. (Ylilano. 1955. Tomo I, pâg. 9.
(43) Sâinz de Bujanda, F. "Los mâ to do s de detorminacién dn las 
bases imponibles y .su proyecciân sobre la estructura d el- 
sistema tributario" (Diseurso de ingreso en la Real Acad_e 
mia de Jurisprudenoia y Legislaciôn) Madrid. Febrero 1970. 
pâg. 6 2.
(4 4) Actividad )( (hecho)— ^ bénéficia neto (Base).
^4 5) Actividad X (hecho) — ► nûmero de habitantes rie la ci.udad 
en la cual se ejerce dicha actividad (base), cada uno do­
les cuales se multiplicarâ por una cant id ad, f i j a o no, - 
d eterminada,
(46) La distinciân entre tributes de cuota f i j a y variable es- 
problemâtica. Creemos que représenta un recurso pûramente 
técnico cuya tr asncendencia estriba en sus t ituir la oper_a 
ciân lâgica de aplicar el t i po d la base par a determiner 
la cuota. En el epîgrafe 9851 c) l) de la Tarifa del Impue^ 
to Industrial, aprobada por Orden del 15 de Diciembre de 
1960, se establece, por ejemplo, que un empresario de es- 
pectâculos teatrales con una sala que exceda de 1.000 lo- 
calidades, en Madrid o Barcelona, paga una cuota de 50.000 
pts. Estâmes an te un tribute de cuota fija, en el cual, -
■‘ Ç
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la circunstancia de que la sala tenga mâs de mil locali- 
dades es uno de 1 os elementos que conforman el hecho imp_o 
nible. Sin embargo, si existiese un precepto que estable- 
ciese que los empresarios teatrales en Madrid y Barcelona 
pagan una cant idad «fija por cada una de las : localidades - 
de que dispone la sala, estarlamos ante un tributo varia­
ble en el eu al la operaciôn de multiplie aciân séria inev_i 
table; el nûmero de localidades séria el par âme tro no ex- 
presado en dinero que deberia ser me di do ; y la cantidad - 
fija, un tipo en dinero de carâcter especifico, Con ello- 
queremos hacer not ai qu e ante un tributo variable, la vin9 
culaciân a que nos venimos refiriendo, puede no existir y 
no darse el nexo de uniôn entre la cuota a pagar por e1 - 
empresario y los beneficios obtenidos por e1 mismo.
(47) Texto refundido de la ley del Impuesto sobre actividades- 
y beneficios cornerciales e industriales de 29 de diciem-- 
bre de 1966.
(48) Albinana, C . "Introducciân al Sistema Impositivo espanol" 
Guadiana de Publicacion es . Madrid, 1969. pâg. 17.
(49) Sâinz de Bujanda, F. "El Derecho, instrumento..."op.cit. 
pâg. 174.
(50) Cortés Dominguez, M. "El principio de capacidad contributi 
va en el marco de la técnica jurf di ca " RDFHP n9 60 (Diciejn 
bre 1965) pâg. 976-1053.
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1) Giannini, A.D, "Instituciones ..." cop cit. pâg. 47.
2) fNo es extrana a la doctrina expuesta por Giannini en este pun 
to su af irmac iân de que "cualuier s i tu aci ân de hecho puede ser 
en principio susceptible de im po si ci ân ", y a que lo que plantera 
mos es si la capacidad ^con tri but iva que ma ni Fi es te esta situa- 
c iân 0 su me ra inclusiân en una ley, y por lo tanto su je c ci ân- 
del situiar de dicha situaciân al poder del E stade, es lo que­
da fundamento a la existencia de un determinado tributo.
3) Gangemi, L. "Tratado de Hacienda POblicaV Eidt. Derecho Finan-- 
ciero. Madrid, 1954, Vol. I, pâg. 545.
4) Jarach, D. "Curso Superior de Derecho Tributario". Cima.Buenos-- 
Aires, 1957, Tomo I, pâgs. 106-109.
5) Berliri, A. "Principi di Diritto Tributario", Giuffrâ. Milano.- 
1957. Tomo I, vol. II, pâg. 222-225.
5) Vanoni, "Lezioni di scienzia delle finanze e diritto finanziario" 
Athenaem. 1934, pâg. 377.
7) Cortés Dominguez, "Ordenamiento..." op. cit. pâg. 47.
8) Giannini, A.D. "Institueionés..." op.cit. pâg, 48.
9) Pérez de Ayala, O.L. "Potestad administrativa y relaciân juridj^ 
ca", RDFHP nQ 79, 1969, pâg. 60.
o) Bird, "Informe..." cit. pâg. 168.
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j Ver Gangemi, L, "Tratado..." op. cit. dedica el Cap. III de la--
Tercera parte al estudio del aspecto juridico de la repartie!On
del impuesto desde la perspectiva econâmico-financiera, inclu-
yendo en las teorîas objet!vas sobre este punto la del princi-
«
pio absolute de capacidad tributaria (UJagner, Meyer,Jacob, Rau 
Eisenhart, Neumanp, Schaffle) y la del principio relative (D’A_1 
ber go), pâg. 481 y ss.
2) Giardina, E . "Le basi teoriche del principio délia cap aci t â con
tributiva". Giuffré. lïlilân, 1961. Anal i za el principio en su -
aspecto econdmico, politico-tributario y juridico.
3) Giardiina,E "Le basi teoriche...", op.cit. e spe ci al me n t e pâg . - 
48-57, 129.
4) Giardina, E. "Le basi teoriche...." op. cit. pâg. 395.
5) Notas de Derecho Financiero, op. cit. p â c. 193, Sâinz de Bujajn
da, F. "Reflexiones.." op.cit. pâg. 213,centrândose en la LRT- 
1957, entiende que los métodos impo sit i vos no sâlo son las di_s 
tintas modalidades de los ti pos de nravâmen, fijos, proporcio- 
nales o progresivos, sino también a la estructur al real o per­
sonal de los presupuestos de hecho de las cbligaciones tribut_a 
rias, asi como al criterio objet!vo o subjetivo que pueda uti- 
lizarse para la determinaciôn de las cuotas.
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6)Séinz de Bujanda "La gran parade}a de la Ley General Tributaria"" 
en Hacienda y Derecbo. Vol. I. EIP. Madrid, 1967. pâg. 3C1, y 
ss. pane de manifiesto precisamente la me rma que la aplicaciôn 
de los s is t em as objetiv/os de de te r mi n aci ôn de bases estableci-
do en LRT-1957 y recogidos en la LGT suponen para el principio 
de la justicia tribut ar i a individual.
7) Sâinz de Bujanda, F. "Reflexiones..." op. cit. pâg. 375. "La-- 
justicia tributaria no puede alcancarse con retôricas declara- 
c i one s en los preâmbulos de las ley es, sino con t ôcnic as depu- 
radas y précisas". Recuérdese todo lo dicho en o tro lugar res­
pecta a los "Abismo jur i dices".
68) Côrfés Dominguez ve en el perfeccionamiento de los instrumentos 
jurîdicos de acuerdo con el principio de capacidad econômica,- 
una de las tareas mâs importantes a lie var a cabo ante la ins_u 
ficiencia de fôrmulas concr e tas en las que ma ni f e st ar cl âr ame_n 
ta la justicia financiera. "Drd. Tribut..." op.cit. pâg.50-51.
69) Sâinz de Bujanda, F. "Los métodos de determinaciôn.. . " discur- 
so citado, pâg. 19-20,
70) Empleamos el término "irreal" natur almente en sentido rélativo 
por refer encia a la base real que derivaria de la cent abilid ad. 
filartinez Cenique habla de "base teôrica" a la que résulta de la
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valoraciôn de los Indices, môdulos o signes, puesto que puede 
ser pur a apariencia, al ser la realidad econômica superior o
p inferior. "Los métodos ob je tivos de determinaciôn de bases y- 
e1 IVA" XVII# SEDF (1969) pâg. 756. Lo absurdo de tomar como- 
base imponible los rertd imien tes "normales" o téôricos, presciji 
diende de las declaraciones, es uno de los puntos mâs critic_a 
dos en el Informe sobre "Distribuciôn prof esi onal de la car qa 
fiscal en Espana" realizado recientemente por Bernd B ie vert de 
la Un iversidad de Colonia, bajo la direcciôn del profesor 
Schm'ôlders.
71) Supuesto de la estima ciôn objetiva del art. 49, 1 de la LGT.
72) Esta repercusiôn es patente en los Impuestos cuyas cuotas se - 
derivan de un Convenio y en los cuales estâ leqâlmente permit_i 
da la traslaciôn jurîdica de la cuota a otra persona no pèrte- 
neciente al cireulo de los obligados al pago del tributo, El - 
su je to pa si vo , satis face una cuota convenida con Hacienda, 
mientras que traslada las cantidades que correspond an por ap M  
caciôn estricta de las normas tr ib ut ari as.
73) A este problems hace referenda Sâinz de Bujanda, cuando habla 
de "bases alternatives" que implican par al elam en te "fjechos al-
I ternativos", en "Los métodos de determinaciôn..." discurso ci­
tado y pâg. 25-26.
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4) Notas de Derecho Financiero" op. cit. pÉg. 594.
5) Se antepone la estimacidn al câlculo técnico-centable lo cual 
supone; 19 partir de la presuncidn de que les bénéficiés que 
refieja la contabilidad bü son exactes. 2o) partir del hecho 
de que no existe contabilidad. Fernândez Aramburu. "La esti- 
macidn de bases imponibles por presunciones en les impuestos 
sobre utilidades como arma de defensa del fisco Trente al -- 
fraude" RDFHP ns 33 (rnarzo, 1959), pâg. 56. Las presunciones 
a que hace referencia este autor eon presunciones previas, es 
decir bêchas por el legislador al crear la institucidn y pla_s 
maria en una ley. Hay que distinguir, par lo tanto, la pre-- 
suncidn como motiwo de la institucidn de la presunciôn como- 
fundamento técnico de la misma.
76) Perulles, "6l impuesto sobre les rendimientos del traba.jo per 
sonal"RDFHP nQ 41 (l96l) pâg. 404.
7) Ver sobre estas cuestiones, Sâinz de Bujanda, F. "[structuras 
jurîdicas,.." op. cit. pâg. 299-313.
78) "[structuras jurîdicas..." op. cit. pâg. 309.
79) Garda Lataillade, m . "Teorla y técnica de los Indices en las 
evaluaciones globales del impuesto indus t r i a l Imprenta Edi-- 
torial [iloderna. Bilbao, 19 58, pâgs. 28-29 .
Por error nos hemos saltado 10 nâmeros en la enumeraciân de - 
las notas.
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(90) Es un principle antiguo ya en la jurisprudencia de nuestro 
Tribunal Supremo el de que "lo imposible no obli^a" SIS de 
marzo 1888; 4 fïlayo 1888; 15 junio 1896; 16 junio 1902, e - 
incluse el de que "es nula la obligaciân de cosas imposibles" 
vg. SIS 19 septiembre 1872.
(91) Vei sobre estas figuras, su diferenciaciôn de otras anâlo-- 
gas, mécanismes técnicos y regulacidn positiva. Palao Taboa. 
da, C. "El fraude a la ley en Derecho Tributario". RDFHP n s 
63 (mayo-junio 1966) pâg. 677-695.
(92) Palao Taboada, . "El fraude a la ley..." artc. cit.pâg.679
(93) El subrayado es nuestro. Palao Taboada, C. "El fraude a la­
ie y..." op. cit. pâg. 678.
(94) Répertorie Fiscal; julio-agosto 1961 n ^ 3120. Visto en " ûD_e 
fraudar o pagar sus impuestos? Trad, ci p. pâg. 127.
(95) Rosier, C. "El deber fiscal" Anuario de Derecho y Economie 
p0 la Hacienda Pâblica. SaLamanca, 1963, pâg. 103. Ver tam-- 
biân Ouijarre Arrizabalaga, F, "La lucha contra el fraude - 
fiscal" (El pensamiento de Camille Rosier)". RDFHP. n9 32 - 
Diciembre 1958, pâg. 883-921.
(96) May que hacer notar que Rosier equipara legalidad a licitud 
e ilegalidad a ilicitud. Paralelismo a todas luces juridical 
mente inconsistente.
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(97) Toda la ar gume nt aciân sobre esta dinâmica, quedô la oc h a y a en
1 os apartados anteriores de este capitula, en base al sis t_e
ma de "vinculacionés".
(98) bâinz de Bujanda, F.* "Los métodos de détermina ci ân..." dis- 
cursü citadü, pâg. 25-26.
(99) Fmrnândez Ordonez, Frco. d. Ej^Hogo para espanoles, en la -
obra "iDeFraudar o pagar sus impuestos?". de CH. Cardyn y J.
Delepierre. Edit. Euroamerica. Madrid, 1969, pâg. 224.
(100) "La iniciativa del fraude estâ monopolizada por la s clases 
a 1tas". Fernândez Ordonez, Fro. 0. Eplloço en "iDefraudar n 
..." op cit. pâg. 227.
(101) Albinana, M . "El actual régimen..." art. cit. p â c j. 288-289 .
(102) Estape, F. "Politico econâmica y politics tributario".." op 
cit. pâg. 47.
(103) Martinez Genique, "Los métodos objet! vos.." op cit. pâg. 755' 
756.
(104) Albinana, (Y1. "El actual régimen..." pâg. 289 .
(105) Martinez Genique "Los métodos objetivos..." op. cit. pâg.755
(106) Art. 35 pârrafo tercero LRT-1957.
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7) Este artîculü es el que ofrece fundament ObvCnr tés Dominquez
; para invalidar la tésis contractuali sta sobre la natural_e 
za jurîdica de la evaluacidn global, "ôQue clase de c o n b r_a 
to es éste -dice? en que los représentantes disconformes - 
pueden actuar en contra del acuerdo, de manera que sa dis- 
conformidad la soporta la otra parte?". "Las estimaciones ob 
j eti vas ". RDFfïlP nS 54 (junio 1964) pâg. 457-458. En el ca­
pitula destinado a este tema aludiremos a este posiciân.
08) En todo caso, y dentro de lo ilôgico que parece este proce- 
dimiento, lo dnico que tendrla alguna explicaciân es que la 
de la cantidad reducida al contribuyente reclamante, la Ac- 
ministraciôn acogiese la carga del dos por ciento inicial - 
del total del importe, repercutiendo al reste de contribu-- 
yentes la cantidad que excediese a ose dos por ciento, en - 
caso de existir. Es decir, que en lugar del "cuando exceda" 
podrla ser "dn cuanto exceda#.
09) Fernândez Aranburu "La estimaciân de bases..." art. cit. pâg 
70.
10) Sânchez Agesta, L. "Estado de Derecho y Ürdenamiento Tribu4? 
tario" XII SEDF (1964) Separata. Cuaderno nQ 5, pâg. 9.
11) Art. 48. Texte refund ido del Impuesto sobre bénéficiés come£ 
ciales e industriales Dto. 22 de diciembre de 1965.
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112) :n este articule no se ho c m referencia al fraude a lo ley, 
sino a la defraudaciân, por cuanto so habla da actividadcs 
T)ue no hubiesen s ido tenidas on eue n ta y no d e activi, dades 
alte rna tivas ,
113) Art. 36, pârrafo dos LRT 1957,
114) il cual modifies el art. 1 c) de la Ley de Inspecciân do 20
de diciembre de 1952.
115) Segân art. 72 LRT 1957 a las ou aies el art. 100 LRST 1964 - 
anadiâ la actividad profesional.
116) lozas Zornoza, M . "La imposiciân minima en el impuesto de So 
ci edades ". RDFHP n S 56 (Diciembre 19 6 4) , pârj. 930. Este 
autor propone el cambia de flenorninaci 6n de la "cuota minima" 
□ or "cuota de actividad" al considérer; 1 n que la cuota mi­
nima sâlamente es determinable a través de evaluaciân glo--
bal; y 29 que junto a las actividades suceptibles de some t ej: 
sa a este tipo de determinaci6n, existcn otras, las activi­
dades atipicas (las que no sean industriales o comerciales) 
de las cuales derivan rendimientos igualmente computable s en 
la renta total de la sociedad. Por lo tanto, considéra que - 
si se denomina "cuota minima", las actividades atipicas que- 
dan fuera de su âmbito. Tamblen distingue en el mismo senti- 
do, rendimientos tlpicos o atlpicos: Albinana, C, "El impues
I to general sobre la renta de sociedades y demas entidades ju
 ^ ■ ridicas RDFHP nQs. 65-66 (1966), pâg. 1705-1708.
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117) Ver NOIA anterior. En este mismo sentido, Albinana, C. "In- 
troduccidn..." op. cit. pâg. 179.
118) Albinana, C. "El impuesto general..." art. cit. pâgs. 1653- 
1558 y 1719-1726. Las distinciones que hace entre "cuota —  
normal*, "cuota lîmi’te" y "cuota minima o de actividad".
(119) Ver sobre todo ello: Sureda Carrion, J.L. "El régimen de ifYiÿr 
poaciân../ar t. cit. pâg. 181-191.
(120) Eue el profesor Albinana el que abriâ brecha en este sentido 
sustitüyendo el concepto de "cuota minima" por el de "cuota 
limite". En la misma direcciân Baranta de la Pena, u . "ûIm-- 
puestos a cueeta o imposiciân minima?" en Diario ABC, Madrid 
16 de noviembre de 1969, pâg. 65 y SOT G GUINDA, 0. "Tributa- 
ciân de las Sociedades en Espana". Guadiana de Publicacion es 
Madrid, 1970, pâg. 130-131.
(121) Art.57,3 TRIS.
(122) Art. 61 TRIS.
(123) Gârfiez-Aparici, R. "La instrucciân provisional del impuesto - 
de sociedades" RDFHP nQ 30 (junio 1958), pâg. 429.
( 124) Gome z-Apar ici, R. "La instrucciân..." artc, cit.pâg. 443 par_ 
tiendo de las Reglas 16 y 32 IPIS.
li
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125) Este mismo fenâmeno ocurre en o 1 sistema de estimaciân obj^ 
tiva de la contribuciân territorial râstica y pecuaria, en- 
la cual la explotaciân pierde su unidad cuando en ella coe- 
xistan variedad de cultivos y aprovechamiento cuyos rendi—  
mienttos se determinan en diversas juntas. May un a parcelaciân 
del impuesto. Ver Garcia Anovdros, 3 . "Contribuciân Territo_ 
rial Râstica y Pecuaria". en RDFMP nS 6 5-65 (1966) pâg. 135.
126)Sâinz: de Bujanda, F. "Ref lexiones .. . " op.cit. pâg. 217.
127) Gangemi, L. "Tratado..." op. cit. pâg. 461."
128) Fuenites Quintana, E. "Los principios del reparto..." op. cit. 
pâg. 292.
129) Informe del Consejo Superior de Câmaras de Cornercio, Indus­
trie y Navegaciân al "Mémorandum sobre la referma..." op. - 
cit. pâg. 111.
130) "Tntroducciân ..." op. cit. pâg. 40.
131) Refiriéndose al Derecho Romano escribe PUIG Brutau: "el lus
civile sâlo en una de sus partes, en la que desempena el p_a 
pel de Derecho escrito, se muestra consecuente con la prête_n 
dida necesidad de no alterar y de mantener seguro, fijo y - 
conocido el Derecho vigente. Esta aspireciân tan lâgica y n_e 
cesaria, en cierta medida, no basta para que la administraciân
i de justicia cumpla debidamente su cornetido en todos sus casos.
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Para ello estâ el lus praetori um, que convierte en una rea- 
lidad la mâs vaga aspiraciân de hallar salueiones equitati- 
vas a los casos plan te ados que no puedan ni deban ser mecâ- 
nicamente resueltos con la aalicaciân de las normes de Dere_ 
ch o estricto..." "La jurisprudencia como fuente del Derecho" 
Bosch.Barcelona, sin fecha, pâg. 102.
(132) G a rc î a-0 V ie d o, C. y Mart inez-Useros , E. "Derecho Administra 
t i vo". EISA, Madrid, 1962, ed. Tomo I, pâg. 772.
(133) Garrido Falla, F. "Tratado de Derecho Administrative" op. 
cit. volûmen III, pâg.11
(134) Sâinz de Bujanda, F. "Reflexiones sobre un sistema..." op.- 
cit. pâg. 29 2.
(135) Puig Brutau, 3. "La jurisprudencia..." op. cit. pâg. 165-166
(136) TS. Setencia de 11 de octubre de 1968."
(137) Art. 17 Fuero de los Espanoles.
(138) Sâinz de Bujanda, F. "Reflexiones un sistema..." op. cit. - 
pâg. 289-356 y en "La gran paradeja de la LGT" pâg. 305-309
139) Cortés Dominguez, M. "Ordenamiento Tributario" op. cit.pâg. 
42-45.
^140) Rovira Taraaona, "La ley General Tributarj^a" en Moneda y -
, Crédite nQ 89 (junio 1964), pâg. 5-19.
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(141) La arbitrariedad normative formal ha dado lu oar a una peti- 
cidn de Recurso de Contrafuero ante la Cornisidn Permanente- 
de las Cortes por parte de procuradores do representacidn - 
familiar, respectoala Orden Ministerial de 19 de noviembre- 
de 1969 sobre contabilidad agraria, que fué rechazada por - 
dicha Comisidn en su reuniôn del 22 de enero de 1970.
(142) Vg, Art. 120 LRT 1957 que preveia la aperture de carpetas - 
fiscales para todos los contribuyentes de la Renta o la po- 
sibilidad de que puedan percibirse con un solo documenta 
los diversos impuestos que baya de pagar.
(143) En éste sentido Sânchez Agesta en "Estado de derecL.o y 0rd_e 
narniento Tributario" op. cit. pâg. 11.
(144) Se ha dicho que la LGT al establecer criterios de interprets, 
ciôn jurldicos en sus articulos 23 y ss. cnadyuva de un modo 
decisive a la seguridad jurîdica de los particulares. tin ob_s 
tante es évidente que estes criterios "jurîdicos" de inter­
prétas iân estân destinados a la inaplicaciôn cuando es un - 
jurado tributario el que decide,
(145) Sobre este punto, ver Gonzâles Pérez, 0. "Los recursos admi
nistrativos" BOE. Madrid, 1969, pâg. 312.
(146) Clavero Arevalo, "La doctrine de los principios générales - 
del derecho y las lagunas del ordenamicnto administrative"
RAP n9 7 pâg. GB.
22;
(147) Informs al Memorandum..." op. cit. pâg. 112.
(148) Informa al Mémorandum..." op. cit. pâg. 116.
(149) "Carecemos hasta lafecha, seoûn nuestra informaciûn,de ---
obras que particularmente hayan estudiado el tema de les ju
redos fiscales en nuestra legislaciân, auqque âstos se hu-- 
bieran limitado a la exegesis de las disposicionas régulado 
ras de taies organismes", decia en 1956 Turpin Vargas en la 
RDFMP nS 23 (septiembre 1956), en un articule titulado "Los 
jurados fiscales" pâg. 1123 y ss. citando al final del mis­
mo, la bibliografla existante, toda ella recogido en distijn 
tos nûmeros de la revis ta "Impuestos de la Hacienda Pùblica"
Desde entonces y, sobre todo a raiz de la LRT-1957 , p_o 
demos citar como trabajo.s mas importantes: Albinana, C. "El 
régimen fiscal de evaluaciân global y la ineficacia juridi- 
ca de los remedios de impugnaciân ofrecidos por la Ley do - 
Reformas Tributarias de 25 de diciembre de 1957". Rev. DQ.- 
Mercantil, nQ 77 ( ) pâg. 117. De Ruan Pen_a
1o s a, 3. "Los jurados fiscales" VII SEDF (1959) pâg. 10. 
Clavero Arévalo, M.F. "Surados fiscales y jurisdicciân con- 
tencioso administrativa". (Septiembre-diciernbre 1962) pâg. 
15, Lâpez Berenguer, S.L. "Los jyrados tributaries" Edit. - 
D°. Finan. Madrid,1963. Perulles Baxxas, 3.3. "La reforma - 
del sistema tributario y los Jurados" en Comentarios a la -
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Ley de Reforma del Sistema Tributario. iiinisterio de Hacien 
sa. Madrid, 1955, pâg. 677. Bayân Mariné, I. "Control juris 
diccional de los jurados tributarios" RAP nO 48 (septiembre 
diciembre 1965) pâg. 143. Cervera Torrejân, F. "Evolue iân - 
y perfil actual de los j'urados tributarios". Hacienda Pâbl_i
ca Espanola, nS 8 (l97l), pâg. 123.
(iÇü) Posibilidad senalada por Cerver^ Torrejân en "Evoluciân..." 
art. cit. pâg. 125.
(l5l) En otro lugar afirmamos que la colaboraciân social de la LGT 
recogiendo la orientaciân de la LRT 1957 nos parece que es­
tâ mâs en funciân de las evaluaciones globales que de otras 
estimaciones objetivas. Paralelament e , por lo tanto, los j_u 
rados, en cuanto a los recursos de agravios y muevas compe- 
tencias en relaciân a los anteriores a 1957. También estân- 
en presencia principalmente do los acuerdos sobre base. Es­
te es solo parcialmente verdad pues tanto cl art. 50 como -
el 147 LGT hablan de bases y ouatas. Pero, como veremos, los 
recursos contra bases y cuotas en régi m en de convenios ( T r_â 
fico de empresa, lujo, impuestos espociales) sâlo serân con_ 
tra la individualidad de dichas bases y cuotas.
Fue al amparo del art. 147, 3 como funciones oxtraor-
dinarias determinadas legalmente, en v ir tu d del cual se diâ 
entrada a recursos contra los indices y valoraciones de la 
Contribuciân râstica y pecuaria y de la urbana. Estes s u p u e_s
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tos no son oneuadrablgs en el art. 51 b) o en el art. 147,2
b), pues las comisiones mixtas de estes impuestos no deter­
minan bases imponibles ni cuotas, globales o individus les.- 
No parece compartir esta opiniân Cervera Torrejân, "Evoluciân 
..." art. cit. pâg. 149, al decir que en los impuestos a -- 
los que se ha aplicado la estimaciân objetiva en 1964 se ad 
mite la posibilidad de intervenciân del jurado estimando ba, 
ses subsidiarlamente por falta de acuerdo. Efectivamente e- 
ello no puede ser cierto por cuanto ademâs de lo dicho, los 
jurados no pueden senalar subsidiarlamente bases, sobre las 
cuales no haya recaido acuerdo, mâs que en el caso de las - 
baæs globales de las juntas de evaluaciân.
(152) Art. 10, 2 f) 0, de 3 de mayo de 1966. Y no son compétentes 
los jurados debido a la sustituciân que de ellos se hace -- 
por el Ministre de Hacienda, o autoridad inferior que cor r e_s 
ponda, que puede discrecionalmente aprobar o denegar el co_n 
venio. Evidentemente la falta de acuerdo de la comisiân no- 
puede dar lugar a la aprobaciân por el Ministro, con lo 
cual toma relevancia el carâcter négociai del convenio, pe­
ro también el acuerdo por coincides cia de mayorias no pue­
de ser impugnado por las minorias si fue aprobado por la 
autoridad administrativa, por lo cual es esta potestad la - 
que toma relevancia por encima del aspecto négociai.
(153) Turpin Vargas "Los jurados fiscales" art. cit. pâg. 428.
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154) Perulles Barsas: "Impuesto sobre el rendimiento del traba-- 
jo personal" art, cit. pâg. 411. En louai sentido RayÔn Ma­
riné "Control jurisdiccional..." art. cit. pâg. 145.
(155) A partir de la Ley de 23 de diciembre de 1959, art. 19 pâf.
■ *
3, si adn resultando adversa para el contribuyente la opor-
una comprobacién, se estima probada la buena fe del reçu--
Trente, podrâ limitarse a rechazar de piano el recuroo siem 
pre que no ofrezca interés la continuaciân del procedimien- 
to.
(155) Prueba de ello es la composicién de losjurados. Ver Turpin- 
Vargas "Los jurados fiscales" art. cit. pâg. 430-432.
(157) STB de 21 de noviembre de 1964.
(158) Cabria ahondar mas en este tema poniendoln en relaciân con- 
1 a afirmaciân de Cortés Dominguez respecte a que el Derecho 
tributario, en sus line as générales, es un Derecho de equi- 
dad. "Ordenamienta ..." op. cit. pâg. 144-145.
(159) Bayân Mariné "Control jurisdiccional..." art.cit. pâg. 150.
(l6ü) TS, Sts. 11 de marzo de 1963, 29 de mayo de 1965, 20 de oc­
tubre de 1966, 20 de enero de 1969. RTEAC de 17 de enero de 
1967 .
(l6l) Clavero Arévalo: "Ourados fiscales..." art. cit. pâg. 34-35
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162) En igual sentido TS, Sts 25 de noviembre cJr 1959, 5 de no-- 
viembre de 19 60, 25 de noviembre de 1951, 1 de diciembre de 
196 2.
(165) TS, Sts 50 de marzo de 1962, 17 y 22 de abril de 1963.
(164) Estes deben ser tenidos en cuenta por el jurado, RTEAC de - 
3 de abril, 3 de julio y 25 de septiembre de 1959.
(165) Régla 47, IPII y STS de 3 de junio de 1963 y 26 de noviem-- 
bre de 1964 .
(166) Garrido Falla, F. "Tratado..." op. cit. Vol. III, pâg. 51 y
SOS .
(167) Sobre la naturaleza de estas jurisdicciân ver Gonzâles Pérez 
3 f "Los recursos administratives". Madrid, 1969, p â g . 223 .
(158) Casares, 3 , "Diccionario ideolâgico de la longue espanola." 
Gustavo Gili. Barcelona 1966. III parte, pâg. 194.
(169) Citado por Bayân Mariné "Control jurisdiccional... " art. ci t
pâg. 180 nota n^ 94.
(170) Clavero Arévalo "Qurados fiscales..." art. cit. pâg. 33.
(171) TS, St. 21 de diciembrd de 1961, 25 de febrero de 1963, 7 de 
diciembre de 1963, 20 de junio de 1966, 29 de abril de 1968
y 16 de mayo de 1968.
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TEAC, RR 22 de mayo, 3 de julio, 9 de octubre y 4 ---
d.ciembre de 1959, 15 de enero de 1960, 22 de abril de 1960. 
16 de enero de 1962, 13 y 19 de febrero de 1963, 2 de abril
de 1963, 8 de febrero, 8 de marzo y 26 de abril de 1966. 18
de octubre de 1966 y 30 de mayo de 1967.
(172) TEAC, RR 6 de octubre de 1961, 23 de octubre de 1962, 19 de
febrero de 1963 y 11 de febrero de 1964.
(173) TS, St 14 de marzo y 26 de mayo de 1964.
(174) TEAC, RR de 26 de mayo y 13 de noviembre de 1962.
175) Arias Uelasco y Carrai Larrauri . "Manual de Proc edirnien tos-
T r ibu taries ". Santillana, 2§. ed. Madrid, 1968, pâg. 69.
176) TS, Sts. 3 de abril de 1962 y 19 de febrero de 1963.
177) Garcia Trevijano, O.A. "Las evaluaciones globales y la juris 
prudencia del Tribunal Supremo" RDFHP n5 46 (junio 1962), - 
pâg. 500.
178) TEAC, RR. de 17 de marzo de 1960; 24 de febrero y 4 de julio
de 1961; 14 de mayo de 1952; 13 de febrero de 1963; 9 de fe­
brero de 196 5; 3 de mayo y 11 de octubre de 1966; 25 de abril
y 30 de mayo de 1967; 12 de marzo de 1968.
179) STS de 4 de julio de 1964.
180) Sâinz de Bujanda, F. "La codificaciân fiscal" op.cit. pâg.67.
2 3 0
181) A ellos se refieron especiaimente en sus trabajos citados - 
Clavero .Arévalo y Bayén Mariné.
182) Posterior al trabajo de Clavero Arévalo y objeto de estudio 
por Bayén Mariné en l^os articules citados.
C A P I T U L G  T E R C E R O
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CAPITULO III.- IIATUEALEZA BE IAS gVALUACIOH:^S QLOBjlI-.S.-
a ) Presupuestos»
!•— Din&mica del Tributo»-
Es inexcusable, para tratar el problema de la natura-—  
leza jurîdica de la evaluaciôn global, que analicemos la rolaciÔn 
que esta instituciôn jurîdica ticne con los conceptos fundamenta­
ies del Derecho Tributario. IJo se trata, como on el capîtulo ante­
rior hicimos, de poner en conexiôn la instituciôn con los princi—  
pios jurîdicos de cardcter tributario, sino con los esquemas que - 
constituyen su forma de existir y manifostarse.
El fenômeno tributario tenemos que analizarlo doscompq 
niéndolo en las distintas âreas de normes que lo integran y de re- 
laciones que do osas normas se derivan. Es tradicional en la lito— 
fatura tributaria encontrarse con un triple juego de conceptos do- 
bles que son: l^ ) en cuanto a la vinculaciôn entre los sujotos: la 
obligaci^n tributaria y la rolaciôn jurîdica tributaria, ) en —  
cuanto a las normas: las de derecho tributafio material y derecho— 
tributario formai, 3®) en cuanto a los efebtos: c-1 nacimionto do - 
la obligaciôn tributaria y la liquidaciôn de la misma.
a) ObligaciÔn Tributaria y delaciÔn jurîdica tribu­
taria.—
Los términos en los que se ha planteado la existencia- 
de la relaoiôn jurîdica tributaria y de la obligaciôn tributaria, - 
se han centrado en haber asignado a aquôlla un car&cter amplio y -
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contenido coraplojo que incluyase a la segunda (Giannini, Pluglose), 
o en haber difercnciado anibas, sin darles un cauce comdn. Poro lo­
que si es cierto, es quo en las dos posiciones, como las mr5s signd^  
ficativas de entre las diversas que se han dado derivadas de la —  
combinaciôn de las dos anteriores, se reconoco la existencia de —  
una relaciôn sustancial entre el enté pûblico y el particular, cu- 
yo contenido es la obligaciôn de pagar una deuda por un lado, y —  
por otro, de una serio de relaciones cuyo contenido no es el pago­
de la deuda, poro que estdn encarainadas a que ello sea posiblo, o 
por lo menos, a su perfecciôn. El tema se plantea, por lo tanto, — 
en el modo de relacionar ambas realidades.
El haber enfocado el fenômeno tributario en un doble - 
aspecto, el estdtico por un lado y el dindmico por otro, croemos — 
que ha llevado a dosdibujar el significado dol tribute y del Dero- 
cho tributario, desde la perspective, de su mismo dinaraîsmo. En la 
visiôn estdtica del tribute se contempla la rolaciôn jurîdica tri— 
butaria; en la visiôn dindmica, cl procedimiento y la funciôn tri­
butaria. El concepto de funciôn tributaria, elaborada por Alessi — 
(l) y recogida en Espana por Pôrez de Ayala, (2) os considerada, — 
por el primoro de estes autoros, como el objeto del Derecho tribu­
tario :f une iÔn relative, a la imposiciôn coactiva de contribucionos— 
pecuniarias por el Estado y entes pûblicos, lo cual, para el mismo 
autor, es équivalente a la existencia de un conjunto de poderes ju 
rîdicos (poder y potestad tributaria), a los que corresponden de—  
bores jurîdicos de ejercicio, dirigidos a la realizaciÔn de un fin 
p<iblico: la obtenciôn de la detracciôn^ coactiva de riqueza. En cœ 
don lôgico, nos enoontramos, siguiendo el pensamiento de Alessi, — 
que el Derecho Tributario tiene su objeto en la funciôn tributaria 
y esta se desonvuolvcy en definitive., en el concepto de potestad —
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tributaria que a su vez, poderaos desdoblar on abstracts (ernanaciôn 
de normas jurîdicas) y concrota (aplicaciÔn d© las normas anterio- 
res). Pôrez de Ayala, por su parte, lloga a la misma cstructura en 
cuanto a que el aspecto dinamico del fenômeno tributario tiene una 
doble funciôn tributaria: la abstracta de elaboraciôn de normas - 
tributarias y la concreta de deterrainaciôn, liquidaciôn y recauda— 
ciôn. «
A nuestro modo de ver se ha dado a este concepto que —
analizamos, el de funciôn tributaria, un contenido demasiado dm--
plio, mdxime si tenemos en cuenta que el mismo Alessi raantiene —  
igualmente que la funciôn tributaria se présenta como funciôn pû—  
blica y en el piano concrete como funciôn administrativa en la — 
cual, el GUjeto active no sôlo tiene derecho a exigir la realiza—  
ciôn de la prestaciôn por el sujoto pasivo, sino que tiene el de- 
ber de exigirla. Considérâmes que el contenido es amplio por cuan— 
to la funciôn tributaria no puede referirse mds que a la concreta- 
(potestad de la Administraoiôn y deber del particular), debiendo- 
quedar al margen de ella su aspecto abstracto (poder tributario y 
obligaciôn del particular)*
Esta distinciôn entre obligaciÔn y deber —que tienen — 
su contrapartida en el poder—derecho y potestad— es el eje funda—  
mental para distinguir la obligaciôn tributaria y la relaciôn jurI 
dica formai o aplicativa que a raîz de un tribute surge entre los 
sujetos active—pdblico y pasi%go—privado. Como antes sehalamos, no 
es tanto la conexiôn de ambas vinculaciones en una sola cuanto la- 
existencia de dos tipos de vinculaciones con contenido diverse lo 
que nos parece el centre de la jin&mica del tribute. Para Giannini, 
©s lôgico que no le parezca posible la existencia de una obligaciôn 
tributaria sin la existencia de una relaciôn jurîdica tributaria,—
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puesto que esta segunda os amplia y do contenido complojo y que - 
abarca a la primera, Sin embargo creemos que los términos son los 
inverses: no es lÔgicamente ooncebibles la exist ncia de una rela^ 
ciôn jurîdica tributaria formai (funciÔn ccncreta-aplicativa) sin 
la previa existencia lÔgica,aunquo puede no ser existencia real, — 
de una obligaciôn tributaria*
Pero junte a esta considoracién de que lo real os quo— 
Gxisten dos tipos de relaciones con contenido diverses, con lo —  
cual creemos suporada en parto la necesidad de una relaciôn compile 
ja y totalizadora, tenemos que senalar que la uniôn entre relaciôn 
jurîdica formai y obligaciôn tributaria material no se articulan - 
on cuanto funciôn tributaria, es decir, sucosiva de una funciôn — 
abstracta y otra concreta# Do estas dos consideraciones podemos — 
derivar lo que a nuestro juicio constituye la vordadera configura- 
ciôn dinâmica del tribute# No so trata de sucesiôn de funciones ni 
de complejidad unîvoca de vînculos, sino ée siraultaneidad y varie— 
dad complementaria*
Lo que se lia llamado funciôn abstracta, como dijimos,— 
consiste en emanar normas jurîdicas cuya cstructura de todos cono— 
cida: a la realizaciÔn de un determinado presupuesto de hecho, co? 
rresponde una posiciôn igualmente determinada del sujoto pasivo, — 
bien de cumplir una obligaciôn o un debor. Una vez creada la norma 
que establezca una obligaciôn o un deber, unidos cada une de elles 
a sus respectives presupuestos de hecho, es nacesario "osperar" —  
(situaciôn del Derecho como Derecho objetivo) a que esos presupues 
tos de hecho se den en la realidad para que surjan las relaciones—
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contenida en las normas quo las crean on hipôtosîs, ntro los su—  
jotos active y pasivo (situaciôn del Derooho como Ddroclio subjoti- 
vo): tanto la do obligaciôn como la do deber.
Vearaos cuales son los presupuestos do hocho'de cada — 
una de estas dos relaciones. En primor lugar, el presupuesto do lie 
clio de la obligaciôn tributaria os ol hecho impqnibld prévis to on 
la norma (3) que una vez realizado pone al sujeto pasivo, o a los 
que con el comparten la situaciôn pasiva de la relaciôn obligacie- 
nal, en la obligaciôn de pagar la deuda. En segundo lugar, on cuan 
to a la relaciôn jurîdica formai que impone un deber al sujeto pa— 
sivo de osa relaciôn, el presupuesto de hecho nos enoontramos que 
es doble. Hsy un presupuesto de hecho de carâcter remote que es la 
existencia de una obligaciôn tributaria en sentido estricto, es d_e 
oir, la obligaciôn do pagar una deuda tributaria por haberse reali 
zado el hecho tmponiblo. Pero ello no es suficiente y asi considé­
râmes quo 03 necesaria la presencia de un segundo presupuesto de — 
hecho de carâcter prôximo, quo consiste en cl mandate de una norma 
imponiendo un deber al darse una circunstancia concreta (presupue_s 
to de hecho espeoîfico de la relaciôn jurîdica tributaria) la cual 
puede actuar, bien direfitamente por ella misma, bien indirecta o - 
mediatamonto a travôs do un acto administrative.
Hay que distinguir, por lo tanto,dos supuestos, segûn- 
lo expuesto en ol pârrafo anterior. En ol primero, la relaciôn tiû 
butaria adjetiva existe por imperative de la misma norma, como su— 
cède en el caso del deber de declarar para dar comiinzo al proced^ i 
miento de gostiÔn tributaria (4)« En cl segundo, el deber impuesto
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al particular no sôlo naco d© un mandato imperativo do la norma ju 
rîdica formai, sino que este raandato se hace virtual a travôs do - 
un acto de la Administraoiôn, del titular dè la potestad adminis—  
trativa que ocupe la posiciôn activa on la relaciôn jurîdica. ($)— 
A este respecte, la dofiniciôn do acto administrative que dâ Zano- 
bini ©s muy adeouada (6) al considerar como tal "cualquier declar^ 
ciôn de voluntad, de deseo do oonoci^iento o do juicio, realisada- 
por un sujeto do la Administraoiôn pdblica en el ejercicio de unor- 
potestad administrativa" (?). Asî entendido, podemos considorar —  
que en la relaciôn jurîdica material, la Administraciôn no da nin- 
guna virtualidad a la norma material puosto que ella es virtual y 
oporativa por si misma, junto a la realizaciÔn de su presupuesto - 
de hecho como es évidente, mientras que en la relaciôn formai, no_r 
malraente tendrâ que ser la Administraoiôn la que haga virtual la - 
norma formai por medio del poder administrative de liquidaciôn o - 
recaudaciôn al cual corresponderân unes deberes del particular. De 
este modo se puede concebir el que la relaciôn jurîdica tributaria, 
en cuanto relaciôn formai, tenga un doble presupuesto de hecho pa­
ra su aplicaciôn; y que si ol presupuesto de hecho remote es la —  
existencia de una obligaciôn tributaria, el prôximo es la existen- 
cia de una actuaciôn de un ôrgano administrative en el ejercicio - 
de una potestad administrativa —amparado en una ley y sometido a — 
ella^ que no supone ni dosigualdad ni relaciôn de poder, ya que su 
fundaraento ûltimo estâ en la existencia de una obligaciôn legal de 
pagar una deuda.
Obligaciôn tributaria y relaciôn jurîdica tributaria — 
se nos van configurando como esencialmente distintas y complement^ 
risLs al mismo tiempo, Al estudiar la relaciôn tributaria, el profe
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BDP Berliri llega a una serie de conclusiones (8) de entre las cu_a 
Ids son interesantes para nosotros, principalmente dos:
1®) Las obligaciones, derechos, deberes, etc, dictin—  
tos a la obligaciôn tributaria, no tiene sentido — 
en si mismos, sino que se coordinan entre ellos y 
se reagfupan en torno a un nûcleo constituîdo gen_e 
râlmente, poro no siempre, por una obligaciôn tri­
butaria*
2®) La necesidad de la exitencia, al menos eventual, — 
de una obligaciôn tributaria para que pueda hablar 
80 de rolaciôn tributaria.
De este se dosprende un cierto sentido de dopondoncia de 
la relaciôn tributaria, puesto que en un caso, se habla de reagru- 
par en torno a un nôcleo. y en otro,de que la relaciôn tributaria — 
necesita la existencia o la posibilidad de existencia do algo. Pe­
ro on lo que no estâmes de acuerdo es en la contestaciôn a la pre— 
gunta siguiente ^De quô dopende la relaciôn tributaria?. Para Ber­
liri, tanto el "pero no siempre" de la primera conclusiôn como el- 
"al menos eventual" do la segunda, se compertan como excepoiôn al 
principle général de depondencia sentado. Y ello porque, para Ber­
liri, en determinados impuestos, la obligaciôn tributaria no surge 
de la realizaciÔn del hocho impeniblc sine de un acto administrat_i 
vo. Asî, habrâ obligaciôn a partir de un determinado memento de la. 
dinâmine de la relaciôn tributaria con lo cual esta precede necesa, 
riameite a aquôlla (9).
2 3 8
For nuestra parte, pensaraos que ambas relaciones, la - 
tributaria formai y la obligacional sustantiva, son simultâneac* - 
Ahora bien, el sentido que damos a las conclusionos de Berliri, en 
teriormente transoritas, en cuanto al desfase y depondencia quo en 
tre la relaciôn formai y la obligaciôn sustancial puedan darso, cs_ 
tâ, no en que la segunda nazca exclusivamonto de un acto adminis—  
trativo incurso en la primera, sino en que la relaciôn tributaria— 
nace como consecuencia do la existencia de una obligaciôn tributa­
ria o de la posibilidad de su existencia, Serân las distintas ope— 
racioncs de la relaciôn jurîdica formai las que nos comprobaraô si 
efectivamente existe o no la obligaciôn de pagar una deuda tributo. 
ria. En caso afirmativo, la relaciôn formai nos cuantificarâ esa - 
deuda y una vez cumplida su raisiôn adjetiva se extinguirâ, extin—  
guiôndose igualmente la deuda en el moraento de ser satisfecha. En 
caso ncgativo, la relaciôn entre la Administraoiôn y ol particular 
habrîa nacido ûnicamente para comprobar que tal obligaciôn no exi^ 
tîa. Lo que no parocé imposible es que una relaciôn jurîdica for—  
mal adjetiva nazca por ijotivo distinte al tributo; que no tenga —  
una trabazôn lôgicamonte subordinada a ôl,
Cuando se realiza el hocho imponible nace la obligaciôn 
de satiafacer una deuda. Entre estos dos momentos se dan una série 
de relaciones que pueden tener lugar bidn entre los mismos suje—  
tos activos y pasivos, bien carabiando alguno de ellos e incluso a^ 
bos (lO) y que se van sustanciando paso a paso, Mientras, durante- 
el tiempo en que estas relaciones nacdn y muercn, la obligaciôn —  
tributaria sigue viviendo por debajo (il) de osas relaciones, Y —  
parte de esas relaciones se oàtinguen, vuelve a surgir el vînculo- 
obligacional sustantivo con . toda su efectividad en el moraento fi-
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ml de la extinciôn d© la obligaciôn.
b) Derecho tributario material y formai.-
Evidenteraente dol anâlisis de las relaciones que aoab^ 
HDS de hacer se desprende, por via inductiva, la existencia real - 
dD dos distintos tipos do normas. No se trata, de descubrir îiasta^  
QiQ ûltimas consecuenoias las diforoncias y la esoncia de las dis- 
tinciones propuostas entre obligaciôn tributaria y rèlaciôn jurîd^ i 
ca tributaria o ontr© derechos tributario material y formai puesto 
qae ollo no es el objeto de nuestra tésis. Sin embargo, croemos i^i 
sDslayable ©1 torciar en estas ouostionos en tanto on ouanto nos - 
cDnduacan a olarificar el sentido y posiciôn de la evaluaciôn glo­
bal dentro del ouadro de la dinâmica dèl fenômeno tributario.
Teniendo présente lo que por obligaciôn tributaria y - 
rôlaciôn jurîdica tributaria hemos ya expuesto, podemos considerar 
que las normas jurldicas reguladoras de cada una de ambas relacio- 
nes, “icne como es natural, un contenido distinto* Es importante - 
recalcar c-sto dltimo: las normas tanto forraales como materialcjs, — 
son normas jurldicas. Esta diferenciaciôn entre dorecho formai y - 
dereclio material (Jl2) no dobe soi* confundida con la diotinciôn en­
tre forma y contenido del Dorecho. Toda norraa jurldica, soa prima— 
ria-material o socundaria-formal, tiene su ©structura têcnica y su 
objeto material. Anbôs tipos de normas, por un lado atribuyen la — 
facul'ad de producir un efecto jurîdico, sin embargo, por otro la- 
do, no pueden equipararse las normas materiales y formaies del de— 
recio como contenido y forma del misme, respectivamente* El Dere—- 
cbo formai, las normas secundatias, tiencn tambien su contenido,- 
es el de dar aplicaciôn a las normas primarias. El Derecho, —
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como contenido, ostâ roferido al concepto de fin y cl fin del dore 
cho formai tiene su contenido en el derecho material, en las nor—  
mas primarias a las cuales hay que dar ofectividad,
Asî, puede entenderse con mayor claridad la distinciôn 
que en el apartado anterior hicimcs respecte al doüle presupuesto— 
de hecho que la rolaciÔrî jurldica formai nocesita. SI presupuesto— 
de car&cter remoto era la existencia de una obligaciôn tributarla­
que no es otra caso que el contenido y el fin del derecho tributa­
rio material o de las normas primarias do cardcter tributc.rio, las 
cuales debon ser hochas virtuales.
El derecho tributario material estd constituldo por —  
las normas destinadas a regular la rolaciôn sus tant iva : ntrc adini- 
nistracion financiera y sujoto pasivo dd un tributo consistent© en 
la obligaciôn de satisfacer una deuda tributaria, El Derecho tribu 
tarie formai, por su parte, agrega las normas destinadas a regular 
la actividad del ente publico (on su aspecto de organizaciôn y pr_o 
cedimionto) para la aplicaciôn del tribute. Este "tribute" es la - 
obligaciôn tributaria; y el que la norma est? "destinadaQ nos da— 
nociô.i del fin del derecho,
Acotado el campo do las normas de cada uno do estos —  
d©recios en el fin inmodiato que porsigucn, dobemos considerar un 
aspecto interesanto para el teraa de la evaluaciôn global,
Cuando hablarnos do distinciôn entre derecho tributario 
g material y formai, no podemos dejar de hacer referencia a la fun 
c&ôn Tacultativa de les ôrganos del Estado "aplicadores" del dore—
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cho an el instante on quo llevan a cabo el procedimiento de aplica 
ciôn, Como dice Nawiasky, esta funciôn consiste on autorizar la —  
creaciôh, medianto un acto declarative —ya see. un acte administra­
tive o una sentencia judicial- dô una norma jurîdica vinculante, — 
bien para un gfupo do sûbditos bien para un individuo, lo eue], ré­
véla la relaciôn con el procedimiento legislative y con lo cual t_o 
nemos que en la actuaciôn de las normas procedimentales pueden na— 
cor, tambiôn normas materiales. (13),
Nos encontramos ante el fenômeno que ya en otros luga- 
ros hemos apuntado, do la ponetraciôn que ol dorecho tributario —  
formai llova a cabo en el &mbito dol derecho tributario material,- 
Es cierto que desde la enunciaciôn primera de esta distinciôn por 
obra de Hensel y Bluraenstein hasta hoy, el derecho tributario ha - 
ido variando à© eje, pasando dol estudio dol presupuesto de hecho- 
dô la obligaciôn tributaria al estudio de la liquidaciôn (Cortôs - 
Dominguez) o de las bases, como elcraentos sobre ol que la liquida— 
ciôn opera (Garcîa-Trevijano), Sin embargo, este hecho no nos pue— 
de conducir a negar la évidente importancia y rnisiôn del hecho ira- 
poniblo (14) ©n el sistoma de normas tributaries, ni tampoco hacer 
desconocer el que en el marco del derecho positive espahol ha sido 
recogido la distinciôn, incluîda la "glorificaciôn", por nuestra - 
LGT.Bn el Tîtulo Ilde esta ley se recoge lo que hemos denominado- 
dereoho tributario material; y en su Tîtulo III el formai. Al in—  
cluir las evaluaciones globales en el Tîtulo III, se da una parado 
ja que pudieramos llaraar ©structural puesto que la funciôn faculta 
tiva que les ôrganos del Estado llevan a cabo, se sale ostensible­
ment© dol marco que este Tîtulo de la ley pretend© acotar. La LGT— 
podrîa haber ignorado la distinciôn y estructuralmente no se hubije 
ra dado la incongruoncia, Sin embargo, si se da la incongruenoia —
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puesto que una vez accptada la distinciôn, la determinaciôn de la 
base por un mÔtodo objotivo y a travôs de agrupaciones do contribu 
ycntea, convierto la aplicaciôn de la norma en creaciôn de la mis— 
ma y, por lo tanto, pertenonciente a la materia propia del Tîtulo— 
II de la ley.
c) ITacimiênto de la obligaciôn tributaria y la liqui 
daciôn.—
Ya hemos sehalado que la columna vertebral del derecho 
tributario se va dosplazando hacia su aspecto formai. Es, por lo — 
tanto, la liquidaciôn mda que el nacimiento de la obligaciôn tribu 
taria, lo que cada voz en mayor medida centra la atenciôn tanto de 
la doctrina como dol podor pûblico.
Por nuestra parte, no sôlo para Bor oonsecuentes con — 
lo expuesto anteriormonte sino porquo asi lo creemos, opinamos quo 
la liquidaciôn, la cual junto con la reoaudaciôn son las funciones 
tîpicas dol derecho tributario formai, es la extèriorizaciôn do —  
las normas secundarias que ponen en rèlaciôn a una potestad do un 
ôrgano de la administraciôn finociera con los deberes de un 'parti­
cular, La liquidaciôn no hace nacer la obligaciÔn tributaria sino 
que es una fase inmersa en la rolaciôn adjetiva de aplicaciôn. Co­
rne afirman las NOTAS DE DERECHO PINANCIERO (ip)la liquidaciôn es - 
por esencia, la manifestaciôn de la funciôn pôblica de aplicaciôn 
del tribute que, como tal, tiene que ser cumplida por la adminia—  
traciôn. La Administraciôn como titular de la funciôn tributaria - 
en sentido estricto, segôn ya expusimos, lleva a cabo la api ica—  
ciôn, modiante normas tributarias socundarias, de las normas sus—
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tantivaS de carâcter primario que establecen y delimiton el tribute.
Vemos que la d'inâmica del tribute cueda compuesta, por 
dos grupos de normas, materiales y formates, y que la influencia y 
pcimacfa de las segundas sobre las primeras encuentran campo propi 
cio en la evaluaciôn global. Serîa interesanto, aunquo no puede —  
sor nuGstro objeto ahora, ver, de entre las normas y fanes del cam 
po aplicativo, hacia quê punto va dirigida en mayor medida osa prqe 
minencia del derecho formai. De todas formas, tendrernos quo hacer 
aiguna referencia a elle.
El nacimiento de la obligaciôn no puede ser refurido — 
sino al momonto en que conjugan en la realidad la existencia de —  
una norma y la del presupuesto de hecho en ella previsto. Sôlo on 
este punto do intersecciÔn de las dos lînoas oncuentra fundarnento- 
la posibilidad do exigir, en una fase posterior, ol pago do una —  
deuda tributaria medianto el ejercioio de las potostados que la Ad
minisiraciôn tione como.titular de la funciôn pûblica de aplica--
ciôn y ejccuciôn. Y ello bien entendido que si bien la obligaciôn- 
del ccntribuyente puede sor cumplida antes del acto do liquidaciôn, 
la AdninistraciÔn dobe pronunciarse de nuevo sobre la cuantîa de — 
la deida tributaria o imponer al contribuyonte la rectific^ciôn —  
de su inicial prestaciôn si procédé, como siguon afirrnando las NO­
TAS DI DERECHO FINANCIERO (16) "serd, en todo caso, la liquidaciôn 
la que décida, con cafôcter imperative, si la prestaciôn realizada 
por el sujeto pasivo os o no la pertinente con arreglo a Derecho".
2.-Mementos por les que transcurre la dinâmica tri­
butaria.
Puesto que p)or dinâmica entendemos el dosarrollo simul
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tâneo que se dâ entre la obligaciôn tributaria y 11. rolaciôn jurî— 
dica formai, aûn considerando la dependencia que la segunda tione- 
respecto de la primera, los mementos a travôs de les cuales se ar~ 
ticulan ambas relaciones en esta concepciôn dinâmica, son ol naci­
miento de la obligaciôn y la gestiÔn administrative de aplicaciôn 
del tribute* Dentro de ësta nos inter.sa fundamentalmento la liquj. 
daciôn (dejando a un lado la reoaudaciôn) en la cual dobemos dis—  
tinguir sus dos fases esenciales que son: el procedimiento de li—  
quidaciôn y el acto liquidatorio* En ol primoro, a su voz, las fa­
ses que encontramos son las de declaraciôn y oomprobaciÔn.
El cuadro anterior es que el nos ofrece un desarrollo 
"normal" del tribute. Hay, sin embargo, formas anormales, on cl —  
sentido do extraordinarias, provistas por el ord>. namiento pocitivo 
quo afoctan al procodimiento do liquidaciôn, sustituyendo las opo— 
raciones quo normalmonte lo componen por otras con caractcrîsticas 
distintas.
Asî, puQs, tonemos que los momentos dol trinuto on su- 
vida real doscartando la csfera legislativa do creaciôn del tribu­
te, son aquel en quo la obligaciôn de satisfacer una deuda naco, — 
y aquol on quo se liquida a travôs do un procedimiento y un acto - 
administrative final. El pri&oro do estos momentos estâ regido por 
normas primarias do derecho tributarib material, y el segundo por 
normas secundarias do derecho formal,
Tomando como punto do referencia el nacimiento de la- 
obligaciôn, es tradicional, como es sabide, clasificar a estas — -
o
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principalmente on dos catogorîas: "ex loge" y "ex contractu". Y —  
y a hemos sohalado on repctidas ocasionos que la obli aoiôn trib/uta, 
ria. pertenece a la primera do ollas. Lac explicaciones de nuo la - 
obligaciôn tributaria soa una obligaciôn "ex Icgo" son doc. En pr_i 
mer lugar, el que nace por voluntad mediata de la 1oy; y en cegun- 
do lugar, el que el hecho que fundaraenta de un modo inmodiato la - 
obligaciôn, es anterior al nacimiento. Por el contrario, en las -—  
obligaciones "ex contractu", la voluntad de las partes sustituye a 
la ley y el hecho pierdo toda rolevancia ya que puede darse posto- 
riorment© o puede no existir, sin que ello repercuta en la oxiston 
cia de la obligaciôn. La diferenciaciôn apuntada es esoncial para­
dis tinguir las evaluaciones globales de bases imponibloc de los —  
convenios para fijaciôn de euetas, figuras que nacieron en lo LET- 
1957) indiferenciadas bajo el tîtulo de Convenios con r.grupaciones 
de contribuyentes.
Mientraa la evaluaciôn global, on parte, ocupa ol lu—
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gar del procedimiento de liquidaciôn, lo . conveniosJ\no sôlo susti 
tuir este raomento sino tambicn el antorior, cl del nacimiento de — 
la obligaciôn. En los tributos en que las bases se deterrainan una 
evaluaciôn global, la obligaciôn a concrctar es una obligaciôn ya 
nacida, una obligaciôn quO/prevista en la ley, ha tenido la reali- 
zaciôn inmediata de un hecho imponible. Los conv»nios do fijaoiôn- 
de 'cuotas operan de muy distinta manera pues aunque hay loy que - 
prevea los hechos, estos son aceptados o no por la negociaciôn en­
tre contribuyentes y funcionarios en las juntas, y, por otro lado, 
la negociaciôn sobre estos hechos no tieno base real alguna, ya —  
que todavîa no se han dado. Desde este punto de vista, es mucho -—
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mis or t t. it-ub.1 u ol instrumonto do los convenios nue :_1 de las ova— - 
l\i«oioiiori, laiwsto quo el objeto de unvs y otras llevc a una estruc 
tupy d I Versa do la dinâmica del tributo, ap&rtândoso en mayor med_i 
da do 11. "normulidad" los Convenios para fijar directam^nto cuotas, 
que las evaluaciones para detcrminar bases sobre las cualos se fi- 
jen posteriorraonto las cuotas. Es comunmonte admitids en la doctri 
na (17) y la juriaprudencia del Tribunal Supremo igualmonte la si- 
guo (18), esta distinciôn por la cual en los Convenios nos oneon-—  
tramoo ante una determinaciôn anticipada "a priori" do cuotas deid 
vadas de obligaciones tributarias que pueden nacer, raientras quo — 
en las evaluaciones se trata de una concreciÔn sobrevonida (cifrar 
"a posteriori") de bases derivadas de obligaciones anteriormonte — 
nacidas. Como es évidente, on el caso de los Convenios, la desvin- 
culaciôn entre la cuota acordada y las obligaciones que para el —  
contribuyente puedan nacer en mds ostensible puesto que las très - 
posibilidades -es decir, cuota vinculada a las obligaciones, cuota 
desvinculada en mâs o cuota desvinculada en menas- son mâs dificil 
mente calculables que las evaluaciones entre bases reales y bases— 
toôrics.Q de la evaluaciôn. Lo que queromos decir es que utôpica, — 
y siempre por azar, la coincidencia entre las bases determinrdas - 
por uno u otro môtodo, la utopîa llega a grades absolûtes no sôlo- 
juridicamente, sino fundamentalmento cbsde el punto de vista econô- 
mico, al llevar la negociaciôn, ademâa de al terrene de la base-, a 
la determinaciôn diredta de la cuota. El mundo jurîdico y ol preju 
rîdico se ven alejados sin posibilidad de conciliaciôn.
Las Evaluaciones y los Convenios qucdan asî diferencia 
dos como procedimientos de liquidaciôn en tributes que, en el pri-
2 4 '7
mer caso, nacen ex loge y en cl segundo ex contractu; con lo cual- 
tenemos que la evaluaciôn global représenta sôlo uno de los momon— 
to!3 de la dinâmica del tributo (el procedimiento de liquidaciôn) — 
y (ol Convenio dos de los momentos (el procedimientc de liquidaciôn 
y el nacimiento de la obligaciôn). Queda el tercer momento: ol ac­
te liquidatorio. Una vez que la base ha sido evaluada globâlmente— 
e imputada individualmente a cada uno de los contribuyentes de un— 
grupo por la junta mixta, el tributo vuelve a su cauce normal y ce 
dô el acto liquidatorio como si cl môtodo por el que se hubiosen — 
cifrade las bases hubiese sido el directe. bl Convenio no puede —  
volvor al cauce normal por su eficacia, si bien se fundamenta para 
su perfecoionamiento en el acuerdo de voluntades do ambas partes — 
contratantes, dopendo del acte final on donde se concrétisa la vo— 
luntad administrativa, que en este caso, estâ en la aprobaciôn del 
Convenio por el Ministerio de Hacienda. Se dâ un doble acuerdo: on 
primer lugar, entre représentantes de la Administraciôn y reprosen 
tantes do los contribuyentes en el seno de la junta mixta; en so^ 
gundo lugar, la voluntad quo de esta junta se dériva va de forma — 
unificada a contraponerse a la voluntad de la Administraciôn que — 
apruoba o no el Convenio, lo cual, por otro lado, origine una cia— 
ra situaciôn de desigualdad de los contribuyentes respecte a la Ad 
ministraciôn, ya que esta ha tenido dos ocasionos de manifestar su 
voluntad: una a travôs do los funcionarios on la junta, aunque en 
este caso la voluntad administrativa se ve contrapesada por la do 
los représentantes de los contribuyentes hasta que se de un acuer— 
do de las dos mayorlag, y otra en el momento de aprobar o desapro— 
bar discrecionalmente el Convenio.
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3*— Elementos quo intogran la dinâmica tributaria.—
Al sustituirse con la evaluaciôn global cl cictema iao_r 
laal d© determinar la base, tenc-mos centrado el momento do esa aus— 
tituciôn# Ahora, nos proponemos ver cuâles son los olemontoe que - 
configuran esencialmsnte, esa nueva forma extraordinaria de llogar 
a las bases fâcticas»^
El punto do partida lo encontramos en la distinciôn y
conjunciôn, al mismo tiempo, entre los "procedimiontos" de determj.
naciôn de bases y "môtodos" nara llevar a cabo dichn determinaciôn#
?
(19) El procedimiento hace referencia al elemento personal que en­
tra a formar parte en la gestiôn del tributo. Asî, cuando hablamos 
de procedimientos ordinarios nos referimos a la aplicaciôn para un 
sujeto pasivo en concreto, de las normas tributarias para la exac— 
ciôn del tributo, mientras que on el procedimiento extraordinario, 
la aplicaciôn de la norma no es individual y por lo tanto, la cola, 
boraciôn del sujeto pasivo, que siempre debc existir, en este caso 
es una colaboraciôn mediata, a travôs del adjotivo "social", plas- 
mada en la actuaciôn de los représentantes de un grupo de contribu 
yentes en la, junta mixta. Por otro lado, el môtodo do determinaciôn 
de bases haco referencia al elemento material de que se sirve la — 
Administraciôn para concretar esas bases y que puede sor directo,— 
objetivo o por jurados (LGT arts. 47 y ss) segûn el elemento utilj^  
zado soa respectivamente, la declaraciôn del contribuyonte, los în 
dices aprobados por las juntas o la conciencia del jurado.
Cortôs Dominguez (20) no admite otra caracterizaciôn — 
para la ostimaciôn objotiva, que no ser. la con junciôn do una doble
4 9
Qxigencia: a) que so utilice para la determinaciôn de la base im—  
ponible y b) quo los instrumcntos utiliaados on la determinaciôn - 
scan Indices, signes o raôdulos. A nueàtro mode de ver, Cortôs Do—
minguez equipara oquivocadaraento estimaciôn objetiva con évalua--
ciôn global de bases, ys, que para Ô1 "cualquier procedimiento -aûn 
utilizando signes, môdulos, etc- que no se dedique a la détermina— 
cion do bases imponibles, no puede considerarse en rigor, sistorna­
de estimaciôn objotiva"# Sin embargo, por nuestra parte creemos —  
que los Convenios do fijaciôn de cuotas utilizan el môtodo objeti­
vo al igual quo las oval us, ci ones globales, Como dice el art. 3® de 
la Orden de 3 do raayoido 1966(21), segdn redacciôn dada por la Olio 
do 15 do mayo del mismo ano, el objeto do los Convenios fiscales - 
consistird en procéder a la estimaciôn objotiva de las bases tribju 
tarias y ejorcer la actividad administrâtiva de distribuciôn indj^  
vidual de bases y cuotas; Hay estimaciôn objetiva on los Cbnvcnios 
ciortaraente, pero lo quo ocurro os que on los Convenios, la final_i 
dad, realizada on la Junta Mixta, va mis alId de una evaluaciôn —  
global y una imputaciôn individual, llegdndo incluse a establéeer- 
la cuota para cada uno de los contribuyentes agrupadosc (22).
Las combinacionos que obtenemos de estos eleraontos — — 
(procedimientos y mÔtodos) nos sitila en quô lugar se encajan las - 
evaluaciones globales. En primer lugar, asî como el procedimionto- 
ordinario (individual) puede utilizer un môtodo objetivo (cuot^s - 
de licencia del Impuesto Industrial 0 estimaciôn por signes exter­
nes en el Impuesto General sobre la rente de las personas fîsicas) 
o directo (en la norraalidad do todos los irapuestos), en ol proce— 
dimiento eàtraordinario cab© ônicamante el môtodo objetivo, caso —
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do la evaluaciôn global en los Impueatos de rendimiento do trabajo 
porsonal, cuota por bcncficion del impuesto industrial, impuesto — 
gconeral oobro la ronta de sociedades en cuanto ejorzan actividados 
somotidas al impuesto anterior y, hasta cierto punto, 1::, cuota pr^ 
porcional por contribuciÔn rûstica y urbana.
La evaluaciôn global, por lo tanto, participa del pro­
cedimiento extraordinaria que exige la evaluaciôn no individualisa 
da del contribuyente y quo tiene su expresiÔn en las juntas niixtas 
en donde los medios utilizados son Indices de carâcter objetivo y 
cuya f inali dad os llogar a una base global y a su oubsiguiente ira— 
puntaciôn individual entre los mierabros del grupo. Es esta finali-
dad la quo, en definitiva, diferencia la evaluaciôn global de ---
etras figuras afinos, pues tanto en las juntas mixtas para los Con 
venios, como en los do rdstica y urbana, existe la colaboraciôn y 
el môtodo objetivo, pero on el caso de los Convenios es para fijar 
cuctas y en el de la ContribuciÔn territorial rûstica, ûnicamonte- 
oe llega a la fijaciôn de los môdulos de estimaciôn e Indices co—  
rrcctores, siendo la Administraciôn y no la Junta la que desde es­
te momento en adelante, lleva a cabo la gestiôn determinando las— 
bases y las euetas,
El cuadro que se obtiene analizando las figuras del —  
ordenamiento positivo a la luz de estas coordenadas es, como vemos, 
complejo y variadoc Tanto el criterio de los momentos por los que- 
tranqcurre la dinâmica del tributo como el criterio de los elemen- 
tos que la integran, nos ha conducido a le situaciôn, a nuostro m_o 
do de ver correcta, dentro del marco de las instituciones de nues—
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tro sistema tributario, de la evaluaciôn global,
Indepondientenicnte a lo anterior, tonemos quo conr,id_e 
±ar la posiciÔn enfrentada entre loo dos sistemao de determinar las 
bases, segdn los proccdimiontos y môtodos emploados. La situaciôn- 
antdrior a 1957) hub i era invalidado cual qui or otra or.tructura fis­
cal que se proyectara si, en primer lugar, no se hub1eran resuolto 
las deficiencias en la determinaciôn do las bases imponibles, lo - 
cual fuô el punto bâsico de la reforma de 1957 (23)* Esta afirma—
ciôn, si no oficial si al racnos oficiosa, se complota con la vi--
siôn desprostigiada do la estimaciôn directs., Por un lado, el Me­
morandum propugnaba ol "superar el prejuicio doctrinal de la por—  
fecciôn môramonte formai on los procedimientos individualos de de— 
claraciôn y comprobaciÔn", (24) mientras que por otro, ol inforrae- 
quG las Câmaras do Comercio, Indus tria, y ITavegaciôn hiciero s ob re­
el anterior Memoraradum, toraaba. una posiciôn mâs tempiada cl recono 
cor que "perfeccionados los instrumcntos de tôcnica contablo, la — 
evaluaciôn global deberîa dar pa.sc a declara.cionos de indu s tria, — 
las cualos serîan conjugadas con ostuclios macrooconômicos", (25),- 
Procedimiento normal y procedimiento extraordinaria se quieren pr^ 
sentar como incompatibles en un caso y roconciliados on una mutua- 
cooperaciôn en otro, Pero el elegir uno u otro, aparté de que los- 
requisitos doctrinales (que ol Mémorandum no duda en denominar —  
"prejuicios" como quoda dicho) nos puodan casi exigir una determi— 
nada soluciôn, tiene que partir en cierto modo dol punto a donde — 
queromos llegars el que la Administraciôn conozca el presupuesto — 
material del impuesto, Algûn autor (26), razona que para llegar a 
este conocimiento hacà fait», no sôlo la doclaraciôn del hecho impo
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ni bio ES ino tL^ rnbiün su tn:.terializaci6n concrcta on document os, ro— 
p:i u ! rua, oontabilidad, otc. La u if i cul tad sur je siempre por este - 
sogundo rocpùsito, ya quo ]iay concoptos impositivos de lo:: cuales— 
es dificil llegar a conocor ol presupuesto me tori el : or f:;ltatb — 
estos documontoa, y, por lo tanto, no hay otra soluciôn que la do— 
recurrir s estimacionos objotivas, 3s claro, sogûn lo onpuesto, —  
que ûnicamente en caso de dificil materializaciôn dol presupuesto— 
objetivo dol impuesto, puede rocurrirae a unos Indices, signes, —  
etc, Y sin embargo, cuando do un mismo impuesto y por unos mismos- 
presupueatos materiales se establecen alternativamente (optativa—  
mente) unos u otros môtodos do conocor los hechos imponibles y ou 
valoraciôn, tonemos que la estimaciôn objotiva ha sido sac:.11. .3 - 
sus justos medios para aprovo chars o de alguna s de sus vsnt: j:u-. S'O- 
bre todo en orden a "agilidad", "eficacia", etù.
Un sistema intormcdio lo encontramos on ol Impuesto ge 
general sobre rentas de les personas fisicas on ol que a. ofoctoc — 
de la determinaciôn de la base imponible, la estimaciôn por signos 
externes (objetiva) prévalecerâ sobre la do ingrosos (directa) cuari 
do excoda en mâs de l/5 del impuesto de ôstâ (2 7 )* En realidad, - 
se da una oportunidad al contribeq’-ente para que declare, aunque el 
legislador siguo ponsando en la estimaciôn indiciaria puesto que - 
la presunciôn bâsica de que la estimaciôn directe, serâ eficas ce - 
ve destruîda en cuanto por el môtodo objetivo se dèmuestra que la- 
Gstimaciôn os un quinto mayor que por el môtodo de declaraciôn di- 
recta del contribuyente,
Eatos intentes de opeiones, que no son ialcc, de ciste—
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mas infermedios, do coraplGmentar distintos instrumentos tÔcnicos,— 
etc, van directamonte dirigidos a eliminar dol procedimiento dc l_i 
qnidacdôn la fase do inspocciôn. Esta es cl ejo fundamental del —  
procedimiento de liquidaciôn y la necesidad de la inspecciôn, cu;%d 
quiera quo sea ol procedimiento de determinaciôn de las bases imp^ 
sitivas —tanto en caso de declaraciôn como en cl de Indices— estri 
ba, como ha senalado Barrera do Irimo, (28) en que la mayorla de - 
figuras impositivas deponden de la liquidaciôn fundada en la oxtj3 
riorizaciôn por el contribuycntè de las situaciones que constitu—  
yen loa presupuostos de la imposiciôn, Por otro lado, anade Amorôs, 
(29) la. inspecciÔn dobe configurarse siempre en interôs do la ley, 
pues lo contrario séria justificar el fraude y la rosistencia a la. 
Icy, es decir, la actividad inspectera es actividad aplicadora de­
là ley y en este sentido puedà entenderse lo que en otros lu ares 
do esta Tôsis dijiraos respecte a que el Derecho Tributario va diid 
giendo su centre, de cada vez mds, hacia su aspecto formai; asî c_o 
mo tarabien el que la eficacia perseguida por cl legislador en 1957 
para la aplicaciôn de los tributos, cbandonando los sistemas de d_e 
torminaciôn directa de las bases —lo cual supone el abandono por -
parte de la Administraciôn de su taroa fundamental de fiscalisa--
ciôn, se dobla en g-ran medida a la ineficacia de la Administraciôn 
misma, y mas concretamento a la inspecciÔn, Finalmonte, no se pue— 
de dejar en olvido el dato de que la inspecciÔn tiene un valor psr- 
ralelo a las propias declaraciones (30) ya que reprosentan la sus— 
tituciôn de la actividad que cl contribuyente debiô de realizar —  
por voluntad propia,
Ahora bien, como es sabido, en la evaluaciôn global —  
no se dâ la inspecciÔn, Pero esta afirmaciôn es solo parcialmente—
exacta# La InspecciÔn de Tributos, segôn el art. I40 LGT, se desd_o 
bla en dos tipos de funciones divorças (dejando apart., la informa— 
ciôn) que son; la invostigaciôn para descubrir hechos imponibles y 
la "actuaciôn inspectera y estudios genorales de actividades y pr_o 
fesioncs" en los supuestos de estimaciôn objotiva y por jur- dos p_a 
ra la intograciôn dofinitiva de las bases tributarias (le cual ocui. 
vale, en una estimaciôg. directa, a la comprobaciôn). La misma LGTo 
GstablecG una particular configuraciôn de la inspecciÔn, euundo so 
trata de evaluaciones, como se desprende de este art, 1 4 0 , pcro-9~ 
nos deja en la confusiôn de no saber a quô se rofiore y quô trans— 
cendencia tiene la expresiôn "actuaciones inspectoras" del aparta— 
do b) do dicho artîculo, Tomando como ejomplo cl Impuesto Indus— - 
trial, vomos quo la inspecciÔn, en cuanto es invcstigaciôn de ho­
ches imponiblos, ostâ legalmente pormitida al igual que en ol rec­
to de los tributos;y asî el art, 48,2 del Toxto refundido do 2Q dc 
diciembro de I966, régula ol que lor rcndimientes obtenidos por —  
coniribuyentos cuyas activedades no hubiosen sido tonidos en eu:n— 
ta en la junta evaluatoria corny.otento y fuoson posterior mon te cciio 
eide s por acciôn invostigadora, s or an siempre f i j.ados por ].o: jur_a 
dos tributaries, eue no podran senalar bases irnpbnibles en cuantîa 
inferior a las que recultasen de aplica.r los Indices aprobacos en 
su cîa en la evaluaciôn global ccrrespondionte. Son susceptibles - 
de ser conocidos por la invcstigeciôn, las actividadcs, los hechos 
irapcniblos pero, sin embargo, la inspecciÔn no puede comprobar los 
rencimientos que de osas actividados se derivan ya que son los ju— 
rados los que establecen las bases, Hay que hacer notar dos cosas: 
prinero, el que los inspectores, en este caso, tienen ûnicamonte — 
la üisiôn de emitir un informe a rcquorimiento del jurado antes de
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que este dicte el acuerdo (Régla 43 ûltimo pdrrafo IPIl); sogundo, 
que este informe do modo alguno es vinculante para cl jurado, no ~ 
sôlo porquo sea f acultad discrecional dc este cl reouerirlo, sino- 
tambiôn porquo el jurado no puede establecer una base por de'^ ajo - 
de la que lo hubiese correspondido al contribuyente de haber sido- 
inlcuîdo en la evaluaciôn global correspondienbe*
De esta contraposiciôn entre estimaciôn directa y osti_ 
ma ciôn objetiva se desprende que dentro del derecho tributario fo_r 
mal, es la inspecciÔn la fase que toraa mayor prepondorancla lloga% 
do a convertirse en oje de la ostimaciôn directa. La necesidad do- 
reforzar la inspecciÔn fue dobida al aumento de los impuostos de -
cuota variable (31) y el legislador, ante el fallo de la inspoc--
ciôn, cambiô do oriontaciôn, inclinândose por un sistoma on que la 
inspecciÔn no fuese necosaria y estableciô las evaluaciones globa­
les en donde, si bien los funcionarios que on ellas intcrvienon en 
las juntas mixtas, portcnecon a los cudrpos inspectores de la Ad­
ministraciôn, su actuaciôn se vo c car tad a por t. ncr que actuar rnj9 
dianto dates "objotivos" (teôricos) y teniendo fronte a ollos a —  
los contribuyentes "colaborando". Desde 1957 Is. inspecciÔn ha cam- 
biado por complote de sentido y mientras no vuelve a situarso en - 
su funciôn do fiscalizaciôn (invostigaciôn mâs comprobaciôn), no — 
podrâ volvorse a la estimaciôn directa. Y, como es évidente, esta- 
vuelta a su genuina funciôn no puede ser potenciada por môtodos de 
evaluaciôn global, ni tan siquiera por cl caraino indirecte quo pr_e 
tende acostumbrar a los contribuyentes a colaborar mediante el sij_ 
tema de evoduaciones para luego, una vez superado dste sistema, 
guir colaborando dejândoso fomprobar, Desde este punto de vista, — 
las evaluaciones globales son un àisolvente que alejan cada vez '—  
mis, dos institue!ones esenciales la una a la otra: la inspecciÔn—
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y la eGtimaciôn directa.
b) PosicionGg doctrinales sobre este punto.-
a) Su formulaeiôn.-
Las posiciones doctrinales que se han adoptado sobre - 
la naturaleza jurîdica de la ovaluaciôn global puedàn contrarse en 
dos grupos. Los que mantienon que el acuerdo de la evaluaciôn glo­
bal os un acto administrâtivo y los que lo consideran como negocio 
jurîdico bilateral. (32)« Pasarcmos a considerar cada una de ellas 
asî como los distintos fundamentos en que so basân para luogo ha—  
cer una3 objecciones crîticas, antes de exponer nuestra posiciôn - 
al respecte.
af) Tôsis dol acto administrative.—
12.— Moreno Torres. (33) SI pensainionto y los razona--
miontos de este autor son los que constituyen el punto do partida- 
para todos los otros autores que han tratado este tega. Sxpuestos- 
en i960, es la primera vez que ol tema se trata desde una porspec- 
tiva doctrinal.
Moreno Torres, al plantearse si las Evaluaciones glob_a 
les son contrato o acto administrative, lleva a cabo una doble lî- 
nea dà analisis. Y"este planteamiento le obliga a una necesidad de 
conclusiôn al encontrarso ante figuras dudosas entre el contrato y 
el acto administrative pero. que, lôgicanientc, jiionen que ser enca 
jadas en una u otra de las categorîas expresadas. La conclausiôn,-
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como docimos, es que la evaluaciôn global es un acto administrati­
ve para fundamentaciÔn de lo cual hay dos posibilidades. Primera,- 
el que la participaciôn de los contribuyentes tenga el carâcter do 
una mera condiciôn para la eficacia del acto acordado por la reprc_ 
sentaciôn de hacienda. (34) Ecgundo, por la condiciôn de ôrganos — 
de la Administraciôn que tienen las juntas de evaluaciôn (35)» A -
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la primera, se opono la razÔn de que ol acuerdo se produce ûnica—  
monte cuanddo coinciden ârnbas may cri as por lo cual, résulta forza- 
do admitir, af irma .t: Moreno Torres, que una oonstituya el acto adnii_ 
nistrativo y la otra, una simple condiciôn para su eficacia. En la 
segunda de las posibilidades, el considerar las juntas de évalua—  
ciôn como ôrganos do la Administraciôn, lo que atribuye carâcter - 
de acto administrativo a los acuerdos de dichas Juntasc
Pero, en definitiva, lo que muevo a este autor a la —
conclusiôn ya dicha, es que "résulta mâs natural y ajustado al es—
pî.ritu de la ley, la coni'iguraciôn como acto administrative del —
acuerdo que ©studiamos" (36). Finalmente, sehalemos quo las carac— 
terîsticss d3 este acto administrativo son, segûn Moreno Torres:
1) Es un acto de un ôrgano Colcgiado.
2) Es un acto administrative que tiene cl carâcter de
negocio jurîdico. (unilateral , por supuecto).
3) Es un acto administra.tivo liquidatorio. (37)
22.— Cgrcîa Trevijano. Para este autor, la evaluaciôn 
global es un acto sdministrativo no négociai, cuya esencia es "la
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Gomprobaciôn de rondiraientos y gastos que da lugar a la senaliza—  
cion de la base" (38)• El centre hâsico de su razonumicnto, enta - 
en distinguir entre colaboraciôn y cooperaciôn. La voluntariedad - 
manifGstada por los comisionados de los contribuyentes on la Junta 
mixta (= colaboraciôn) es quîvoca puosto que trata ûnicaucnte de - 
que no entro en juego la obligaciôn ( = cooperaciôn con la actua— - 
ciôn administrativa) posterior,
3^*~ Cortôs Dominguez, Aunque los razonamientos do Cor 
tês se Contran fundamentalmente en la refutaciôn do las dos tôsis- 
anteriores,tambien aporta nuevos elomentos a la argumentaciôn en - 
favor de la tesio del acto adrainiatrativo, ante la innuficioncia - 
ü deficioncia de los argumentos expucstos por los otros autoros.
Al igual que Moreno Torres y Garcia Trevijano, Cortôs sc 
plantoa la posibilidad do que el acuerdo de evaluaciôn global, soa 
un contrato, Y es en los sujetos de este "supuesto contrato" en —  
donde se apoya para ncgarlc tal catcgoria. Si los comisionados no 
tienen verdadera reprcsontaciôn de los contribuyentes, ôstos no —  
pueden quàdar obligados por lo que aquô11os acuerden. El fundemon­
to legal do la faltade reprerontaciôn, lo oncuentra este autor en
el art. 35? pârrafo 3  ^ de la LiiT-1957* De este preccpto se despren
do eue pueden darse dos situaciones, las cuales, ârabas, no le par£_ 
Gen compatibles con la tôsis contractual, son; a) que la diforon—
cia existent© entre la cuota antigua, y la revis ad a, se reparte en­
tre los domâs contribuyentes, con lo cual ocurre que, una vez per— 
feccionada ol contrato y ante la inconformidad de uno de los con—  
tr&tagtes de la misma parte de obligados, se lesionen los derechos
lik.
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de los demâs coobligados. b) (^ ue sufra Jus conzocuoncias de la in­
conf ormidad la otra parle contra tante: la Ai ministraciôn (39).
"Estas razonos -conduyo- nos llevan a considerar ol 
acuerdo de evaluaciôn global como un acto administrativo no nogo— - 
cial". (40).
b^ ) Tôsis dol negocio jurîdico bilateral.-
La posiciôn que entiende que las evaluacione;:. globa--
les son negocio jurîdico bilateral, ha sido mantenida por 1 proib 
sor Sâinz de Bujanda (4I) Todos sus razonamientos parton y ostin — 
montados sobre la refutaciôn a los très opiniones antoriormente e:: 
puestas. Los argumentos positives aportados para mantcnor su posi­
ciôn, se Contran evidentemonto en torno a la existencia do concern 
timiento on la evaluaciôn global.
Analizando cl contorno quo , para Sains dc Bujan;"a, —  
tiene este consentimionto vomos que, 0:1 primer lu ar, su âmbito no 
quoda reducido al aspecto primario dc la colaboraciôn soci.l, con-^  
sistonte en la mera aportaciôn de dates por los contribuyentes a - 
las Juntas Mixtas, sino que va mas allô hacicndo que la voluntad - 
de los contribuyentes se manifios to en un sentido u otro sobre di— 
chos dates. En segundo lugar, es de suma importancia el considerar 
cual es el objeto final de este consotiraiento prostade. Dorivado - 
de la caracterîstica consencual anterior, Sôinz de Bujanda afirma— 
que no os la evaluaciôn global un acto dc conocimiento sino de vo— 
1untad para averiguar una base. Es sabido -decimo» nosotros- que —
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la Gvaluaciôn global, va dirigida a dotorrainar una base teôrica, - 
%1TA realidad; y es preciaiimente porquo puoddn acordar cualquicr —  
roalidad por lo que existe voluntad libre de deoisiôn y prestaciôn 
de consentimiento, pues es claro que serîa una incongruoncia ele­
mental el queror acordar por medio do un enfrentamiento dc volun 
des una realidad ûnica existante; la realidad.
Es importante vor, para dar relovancia al aspecto con­
sencual, que esta finalidad no limita jurîdicamento la libortad de_ 
cisoria de los représentantes de amb^s partes, ya que pueden en ba_ 
so a una dociciôn voluntaria, cifrar cualquicr base tributaria.
Dos precisiones nos aclaran todavîa mûs ol que sea el 
consentimiento el ejo central de la evaluaciôn global, Una es 11. - 
soparaciôn entre la existencia real del aspecto consosual en r.î —  
mismo y el marco en donde este consentimionto se dosarrolla —un —  
procedimiento administrativo— por la circunstancia de que ambas —
partes tienen que somoterse a ûl, lo cual es consecuencia del prin
cipio de legalidad y del Estado de Dorecho. Otro punto a conrdde—  
rar es la posibld ineficacia del consentimionto prostado, en caso-
do que prospero una rcclamaciôn o un recurso. Créâmes que esta —
euestion es congruente on ol pcnsamionto do Sûins do Bujanda con - 
la ncgativa quo osto autor dû a la pretendida falta do roprosenta- 
ciôn de los comisionados en las Juntas Mixtas, ya que precisamonte 
es posible que ol consentimionto soa inofic.az, porquo los contribu
yenteà representados tienen derecho, en virtud do la représenta--
ciôn otorgada a los comisionados, de intorponer reclaraaciones y —  
recursog. Es docir, de no existir verdadera ropresentaciôn, no
tar fan log;iti modo a lo:-. o n  I, i- i Eiyontea del grupo poro. opono:;
c") Los "( ' onvon.i on do ovaluuciôn global"; Carrots—  
ro }-ôr>'Z y Gnitiân do Lucan•—
En oato upo .inclûîmos lac ponicioiiGc dc Carrotoro —  
Peres (42) y de Guitiûn do Lucas (43), aunnuo prûcticaraento nos — ■ 
vamos a remitir a la primera de allas ya que Guitiân do Lucas no - 
limita s. seguir, en este punto, literal men té a Carrotero Pôres —  
tranccribiendo suc opinionoc y enfoques.
El punto do partida para estos autoroc ectâ, como ce - 
évidente, en la. reforma dc 1957 lu cual estableciô un ciotema de - 
liquidaciôn por el quo "en lugar dc obtenorse la deuda tributarla­
per aplicaciôn individual del tipo a la ba.se, la Administre ciôn, - 
por medio de un convenio con una agrupaciôn de contribuyentes, lo- 
galraentü roconocidos, fijaba la base de todo cl sector convenido.
""12. El rôgimen de evaluaciôn globales tiens, pues, — 
dos faces : cl convenio ;ntrc la Ad mini s trac i ôn y 
los contribuyentes de un gfupo, on el que se —  
acordaba seguir este procedimiento especial de — 
gestiôn.
""22a Un organîsmo mixte, llamado Junta do Evaluaciôn- 
Global, sobre unos Indices econômicoo aprobados- 
por alla détermina la. cifra asignada al conjunto 
de contribuyentes y la cuata global secto:cial, — 
que luego ha de imputarse individualmente a los- 
contribuyentes.
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""Al conjunto de participaciôn de los contribuyentes 
on osas dos fasos de lo denoinina colaboraciôn so­
cial dà los contribuyontos quo, naturalmonte, tic-
non diferontes caractères en cada una: cl Convenio
Gs un acto voluntario, puesto que on todo caso los
contribuyentes pueden podir sor exclyîdoc del mis­
mo y la aplic8.ciôn de la estimaciôn individual de­
là base; la evaluaciôn global es una ejccuciôn del 
convenio que realizan las juntas."" (44)
En realidad es dificil averiguar quô natural:.za jurî—  
dica le atribuye a la evaluaciôn global partiendo de esta compren- 
siôn, tan original como equîvoca, que tiene de lo que el derecho - 
positivo configura como Convenios de fijaciôn do euutas y évalua—  
clones de bases imponibles. Poro, aûn situûndonos en el sistoma —  
propuesto, los "Convenios de evaluaciôn global" tienen el sigulen­
to anâlisis para el présenté autor: "El convenio es, segûn la ley, 
un procedimiento do liquidaciôn" y "la liquidaciôn es un acte uni­
lateral , no un acto négociai' (45). Sin embargo, ante las razones —
del legislador de 1957 para instaurar este sistema -reoaudaciôn p_a
ra la Administraciôn y comodidad para el contribu;^ '-ente- af irma —
que "estos antecedentes son necesarios para calificar la naturalo— 
za jurîdica de los convenios de evaluaciôn global: la Administra—  
ciôn no puede ronunciar a su potestad tributaria, pero tampoco la 
instituciôn serîa de utilidad si la Hacienda no puodiose actuar dc 
modo flexible y cuasi-trans acciona.1 para fijar la su ma debida por— 
un sector de contribuyentes: la primera tôsis induce a la calific^ 
ciôn de acto administrative unilateral ; la segunda a la de contral­
tos administrativos"© (46).
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Ante aquëllas razonos y la, estrocna alternative, se de­
cide î'or la natural •■.•sa contractual pero bien n tend idc que "no hay 
en dorooho poaitivo catogorîac hîbf*idas, como loc llamcdoc acion — 
admini ;jtra tiyoè bilatorales, puesto que negocio jurîdico bilatéral 
es équivalente a contrato". Y dicha posiciôn ce ve coin'i.rm;. da por 
un al* gu mon to définitive y a que "cl Tribunal Supremo (nontcncia do 
11 de noviembro do 1957) tambiôn ha calificado los convonicc tribe 
tari os como un vordadoro contra to quo obligea a. las dos p.; r toc" (47)
b) Su crîtica.-
Vamos a hacor nuestra orîtica u obaorvaciones dc modo— 
esquemâtico, para no alargar cxcesivaraentc la oxposiciôn,
a^ ) Moreno Torres.
12) Af irma Moreno Torres al princ ipio de su tr. b.e jo c_i 
tado que "ol to ma nue hemos dc trc tar a qui es el do la natumleza.- 
do estoc, acuerdos quo ponen fin al procedimiento dc liquide.ciôn" - 
(48).
3s claro, que aqûî esta confundiendo ol acuerdo de cya 
luaciôn global, no côlo con cl acto liquide torio -lo cual ya so lo 
hicieron notar anteriormonto- sino tumbien con la. imputaciôn indi­
vidual do la base globaimento acordada para el grupo. Lo que pone— 
fin al procedimiento liquidatorio, es ol acto dc liquidaciôn y no 
un acuerdo de evaluaciôn global, indu::o en su fase do imputaciôn- 
individual. Senalar este punto de partid:, de Mor no Torres, no es
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suporl’luo nuc'sto nue 61 basa tcda su ulterior aiv urnentaciôn on --
que Irs cvaluacioncs globules son actos liquida.orios.
2Û) Una oegunda afirmaciôn a la hora do iniciar su invo^ 
tiraciôn os quo la. naturaleza do todss las fiauras do convonioe l_i 
quidatorios pueden sor reducidos a doe cateqorias "el contrato entre 
Adniinistraciôn y cont.ribuyontos o bien el acto aclminisrr: tivo, al- 
que los contribuyontos prestan su colaboraci6n (49^* 4 partir do — 
Goto memento pareco que las posib 11 ida.des so enoicrran on esta dun 
lidad altornativa: o contrato o acto administrative. Todcs los —■— 
quo, posteriormonte a Korono Torres, nan investiqado soi.rc la no tu 
rr.le-za de las ovaluaciones qlobales, so plantean iqual aliernati—
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3®) A1 dar una d -finiciôn do evaluacion qlobal afirma— 
,(^ C) quo "constituyen un procedimiento do detorrninaciôn do basos-
iaipositivas", con lo cual so dénota Ic falta do claridad do lo quo
la,s Gvaluaciones globales son per la inoongrucncia cxistcnte entre 
Gsta tef iniciôn y cl objcto del trabajo que liorcno Torres sc propo— 
nia llevar a cabo, onunciado on la critica 1 .^
4®) Partiendo de las alternatives a quo nos re.forîamos 
on la crîtica 2^  y notando quo on la cvaluaciôn hay consentimiento, 
la pregunta quo so haoe nuostro autor es qquô cluse do contrato os?. 
Las posibilidades quo plantoa son: o contrato do Torecho Pûblico;— 
o contrato de transacciôn; o contrato declarative.
En cuanto a la primera posibilidad se acude a una figu
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ra especial d© los contratoc de derccho pûblico alerndn, los do 
bordinaoiôn, recogiÔndoso cl concepto que de olios da Kartîn de—  
tortillo, diciendo quo es la relaciôn entre la Administrcciôn y - 
g1 particular que so resuclve en forma contractual, poro que si - 
no llega a concluirso, La Adrainistraciôn puede alcanzar ex lego,— 
g1 mismo resultado. En evaluaciones globales no es totalmente —  
aplicable esta figura, por cuanto en el caso en que sean los fun- 
cionarioG de la Junta los que dotorminen 1g.s asignaciones indivi- 
duales, no lo hacen conforme a normas légales y procedimiento or- 
dinario, sino a los Indices aprobados on la Junta mixta, con lo - 
cual la Administraciôn se somete, on definitive a lo acordado en 
el primer paso (propuesta de Indices), o incluse en el segundo —  
(cifra global), El resultado ticne un fundamcnto en la voluntad - 
de los particulares, no como voluntad que llova a un acuerdo, si­
ne corac voluntad quo determind los presupuestos (fndicos-basos) - 
do un acuerdo, Y en el caso del acuerdo sobrè la cifra global os 
cl jurado ol que decide pero, igualmente, sobre los dates aporta— 
dos a las Juntas y con arreglo a su conciencia.
La segunda figura contractual propuesta, es la del --
contrato de transacciôn, rechaaada on base a la ausencia del sacrj^  
ficio, Habrla quo analizar m5.s a fondo lo que se ontiende por sa—  
crificio, pues, desde una porspectiva econômica, no so trate de ar_ 
gumentar on favor de la falta de sacrificio con que las evaluacio— 
nos globales supusieron auoiento de recaudaoiôn, ya que este poco — 
tiens que ver con el que resultarîa del procedimiento ordinario y 
una estimaciôn directa -todo lo cual quodo ya oxplicado al anali—  
zar V1 principio do capacidad contributiva-, Poro, aderads, cabrîa- 
hablar de un "sacrificio jurîdico" no ciortamente évaluable en tê^
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minos ocon6mioos, pero quo indudablcmentG oneierra rcnunoia do de~ 
rechos por parte do la Adminir;traci6n, lo cual équivale a sacrifi- 
carlos en aras de otro tipo de véntajas, en este case no jurîdicas, 
aino tôcnicao.
Pinalmcnte, en cuanto al contrato declarative, Ilorono- 
Torrco parece contrar esta posibilidad en la perspectivedl valor- 
constitutive o declarative do la liquidaciôn. Poro In naturel osa - 
de una instituciôn tiens quo verso on ou conjunto y no parcialmen­
te por cada une de sus aspectos.
5®) Al ootudiar la evaluaciôn global como acto adminis 
trativo, dos son los fundamentos para mantoncrlo. En eoto apartado 
5®, vamoo a ver el acto administrative on cl que la participa:d6n- 
do los contribuyontos ticno ol caracter de una raera condiciôn para 
la fucrsa del acto acordado. En caso de no haber acuerdo, cl acto- 
adrninistrativo so produciria por ol mismo ôrgano, como ocurre en- 
cl Concordato italiano. )(5l).
Nos parece bidn ol que aquî, Norono Torres qui era con­
trar el problema en torno al acuerdo de evaluaciôn or tricto, ce dr 
cir, para llegar al acuerdo sobre la cifra global del grupo, en - 
lugar de reforirse a la imputaciôn individual, puosto que si so r^
fiere a Goto c^ so, la coincidencia entre la evaluaciôn global y el
Concordato italiano, se darîa en todos sus tôrminos, ya quo el ôr­
gano administrative! que decidirîa séria el mismo que habîa intent_a 
do obtener el acuerdo, es decir, los ponontes funcionarios de la - 
Junta mixta* Al reforirse a la cifra global, ovidentemente no hay
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equiparaciôn posible con la figura italiana puc-sto que el ôrgano — 
administrative» que decide con carôctcr subsidiario, os el Jurado — 
Tributario, provincial o central.
Do todos modes, hay que hacer notar que no llegamoa a— 
compronder como tan distintoo fundamentos —los opuestos- conducon— 
a un mismo resultado, el acto administrative» valido. Tante la exis 
tcnoia de consentimiento, como la falta dol mismo, lleva a que ol- 
final ooa idôntico. El acuerdo do una Junta mixta so dosompondrîay 
asî, en una mayorîa-condiciôn (comisionados) y una mayorîa-doci— —  
siôn (ponenteo), pero como ya oenalamos pdginas atrds, la funciôn— 
de los contribuyontO) on las JuAtas de evaluaciôn, no es sôlo par­
ticipai* con la aportaciôn do dates, sino tambion docidir sobre —  
elles, lo cual alcja todavîa mds la posiblidad do pensar en un - 
cierto contrato do adhesiôn, pucsto que si alguicn se adhiore, s£ 
ran los funcionarios a los datos aportados por los contribuyentos- 
(Indices bdsicos y correctores) como primera propuesta que hacen a 
los ponontoÿ, los cualos "se pronunciardn por raayorîa sobre los în 
dices propuestos" (^2), No hay, pues, mayorîa-condiciÔn y mayorîa— 
decisiôn, sino acuerdo por consentimiento coincidente do dmbas ma­
yor îas en cuanto a la cifra global*
6®) El segundo fundamento para mantener la tôsis del — 
acto administrative, cota en la condiciôn de ôrganos do la Admini^ 
traciôn que tienen las Juntas de evaluaciôn, lo cual hacè rechasar 
a Moreno Torres la posibilidad de un acto administrative bilateral 
"pues ello reconducirîa prâcticaraento a la soluciên contractual"—  
(53).
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Ya aludimos, en ia crîtica n® ? a la duda sobre la dua 
lidad acto administrativo-contrato. Hay que distinguir clarcmente- 
el contrato do la bilatcralidad, siondo ôsta una caracteristica —  
que no ticne por q u o ser extrada d  concepto do acto administrati­
ve, como vdremos. Y aûn al fina.l de su exposiciôn, nuostro autor - 
aiguë afirmando que ante la necosidad de conclusiôn, encontrarnos - 
figuras dudosas entre el contrato y el acto administrative, pero - 
que lôgicamento, hay quecnncajarias en una u otra de las catego— - 
rîas expresadas,
b:^ ) Cortés Domirmuez.-
* m*-*- ... I Mil n I I. I I
La fo,lta de representaciôn do los comisionados en re- 
l;:ci6n con ol art. 35» pârrafo 3® LET 1957» os su argumentaciôn - 
fundamental para dosechar la idea do contrato y acogerse a le de 9 
acto administrativo.
A nuostro juicio esta facultad de planteur recurso y — 
openersc es lo que argumenta en mayor medida el eue los comisiona­
dos sean représentantes de los contribuyentos dol grupo. Es el lia- 
bor dado una represcntacién lo que It.gitima para planteur la cues- 
tiôn de fondo, es decir, la cantidad a asignar,
Pero entiéndaso bien, ademd, que esta falta do repre­
sent ac ion se aduce ûnicamonte para el caser., en que un contribuyente 
del grupo que no sca comisionado, esté en dcsacuerdo con la imputa, 
cién individual. En la evaluaciôn global estricta, en aquôlla en - 
que se llega a la cifra global, no es posible argumentar con la —  
falta de representacién puesto que los unices legitimados para im-
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pugnar esa cifra aprobada por las mayorîas, son los rniombroD dioi- 
dentos d3 las Juntas, scan comicionados o scan ponontes (54)-
c*') Garcia Trevijano.-
1®) Empioza zonal and o cull er> la naturaleza jurldica — 
do las Juntas rnixtas, quo para este adrninistrativistu son "organon 
oxtraordinarios provistos on ostructura on las normas y cuya compo 
sicion concreta so haco on cada, caso".
gojamos para ol lugar oportuno ana^izar osto concepto— 
y c6mo llega a 61 Garcia Trevijano. Lo quo es importante es dolimi 
tar el objoto do nucstros anilisis en este capîtulo do la tésls, - 
pucsto quo en ciortos autoros nos ha parocido vdr la tendencia do- 
hacer pasar la naturaloza do la evaluaciôn global a la naturaloza- 
do las Juntas, on dondo esa evaluaciôn se llovo. a cabo.
2®) En cuanto a la naturaleaa de la evaluaciôn gloLal- 
concretamohte, Garcia Trovijono se decide por el carlotor de acto— 
administrative no négociai cuya finelidad es la "comprobsciôn de - 
rcndimiontos y ^astos que dan lugar a la senalizaciÔn de la base". 
•• "acotando lo quo existe en la realidad". (55)
Eecordemos lo anteriormento dicho sobro la incongrue_n 
cia que supone el acordar LA realidad, si esta es ûnica, y que, — 
por lo tante, acordar se roforla a UîbV realidad, Por ose, Garcia— 
frevijano no admit© valor négociai alguno y dé una dofiniciôn de
evaluaciôn global que pudiera aplicarse igualmonte a cualquier --
otro procedimiento do deterrainaciôn de bases. La evaluaciôn global
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interpretundo a este autor— no ea contrato poiquo la voluntariodad 
cue ©n olla co manifiesta (voluntad de col: borar) tieno por i‘inal_i 
dad el quo no entre en juego la obligaciôn de cooporar con la ac—  
tuaciôn administrative• Sin embargo, Garcia Trovijano, a nuostro - 
modo do vor, con osto mzonamiento se enciorra on un clrculo que le 
conduce a nuestra afirraaciôn anterior, os decir, quo el concepto - 
de evaluaciôn global es igualmonte vdlido para, por ejeraplo, ol — - 
procGso de estimacion directa do la base, pues al afirmar que con 
la evaluaciôn global so tr&ta de evitar la cooperaciôn con la act_i 
vidad administrative,, tendrla que notar quo esta cooperaciôn os ol 
cje de lo quo antes ol mismo autor califica como esencial do la —  
evaluaciôn global, la comprobaciôn.
Al quorcr oquiparar demasiado paralelamcntc el procedi 
mionto normal y ol extraordinario do estimaciôn, llega al concepto 
quo venimos estudiando pero sin considérer quo on los impucstos on 
quo sd trata do evaluaciôn global, ni hay comprobaciôn, ni rendi—  
mientos ni gastes, sino ûnicamonte "Indices"*-
3®) En una ocasiôn mds, Garcia Trovijano, raonta-como - 
antes hicieron otros autores-sus argumentos sobre las asignaciones 
individuales y no sobre el cardcter del acuerdo do la cifra global 
del grupo. Nos reforimos al tratamiento c|u q  hace del rôgimon impugn 
natorio do la fijaciôn do bases y a la afirmaciôn do quo el contir 
buyente ataoa un acto administrative perfecto y v^ Jtdo al impugnar— 
al mismo tiempo la notificaciôn del acto que senala la base indi^ 
vidual y la del acto liquidatorio. Esta opiniôn, que si bien coin­
cide con la nuestra, en parte, no crecmos que sea la mas oportuna^
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para llûgar a conocor con exactitud la naturalcza jurîdica dol —  
acuerdo sobre la cifra global del grupo*
d"") Sdinz do Bu.janda.-
Sdinz do Bu j and a es qui en ^bro carnino contra la poci- 
ci6n do la evaluaciôn global corno acto ad minis trativo, hablando, — 
no dû contrato sino do una "modalidad de négocie jurîdico"*
Sin embargo debcmos adentrarnos algo mds on cl anali—  
sis del concepto y mocanica dol nogocio jurîdico para ver lias ta, —  
qué'punto con cfoctivamcntc las evaluaciones una "modalidad" del - 
nogicio jurîdico dictinta al contrato"*
Ponsamoa que ol profosor Sdinz de Bujanda ostd dcmacia 
do influenciado todavîa por la dual id ad acto administra tivo-contrc. 
to y por ello,al hablar do nogocio jurîdico, cdntra toda su aten—
ciôn en sonalar el factor ùmt concesual existonto en una évalua--
ciôn global como doclaraciôn de voluntad. Si este aspecto os de la 
mayor importancia y a él nos acogomos on principio, no pcdcmos ol. 
vidar que ol négocie jurîdico, nacido al amporo ddl "dogma de la 
voluntad" ha tornado,un nucvo sentido*
Emilio Botti sonalô el carnino on esta direcciôn. Al eji 
tudiar ol concepto de negocio jurîdico, mantieno que si bien una - 
definiciôn corriente ha consistido en caracterizar el nogocio jur^ 
dico "como raanifectaciôn dirigida a producir cfoctos jurîdicos", — 
no Gs mènes cierto que "esta calificcciôn formai, inspira en el fa
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moso dogma do Ip voluntad, no recogo su occncia. La cual reside on 
la autonomîa, en la autorreguluciÔn de intoresos on las rolacioncs 
privadds; autorregulaciôn, que el individuo no debe limitarse c. —  
"qucror", a doseur, sino mds bien a disponer, o sca, actuar objot_i 
vamcnto". (56).
Se nos podra objetar el que ol nogocio jurîdico, naci­
do nn la osfora dol doreclio privado, es, por razÔn de los sujotos- 
(los particulares) munifiestamcnto insuficiento o inoportuno. Al - 
mantener, en paginas sucosivas, nuestra opiniôn, intontaremes dar- 
una Gxplicaciôn satisfactoria sobre ello©
Esta oonstrucciôn del nogocio jurîdico dosdo un punto— 
do vista objotivû o normative,(57) os tomada, en Espana, por cl —  
profosor Do Castro al hablar del nogocio jurîdico como régla y — - 
afirmar quo "el podor do la persona para podor dictar règles (tes- 
tamonto) y para ddnaolas a sî mismo (contrato), es decir, la auto- 
homîa ("subject made leu") es la médula dol négocié jurîdico"© —
(58).
Do todos modos. Do Castro, se mantieno en un normativds 
mo casi puro, pues en dofinitiva lo que para él caractérisa un ho­
che como nogocio jurîdico es el Dereclio objetivo. Para sabor cuân— 
do la doclaraciôn de voluntad es négocie jurîdico o no, très son — 
las lîneaa por las cuales avoriguarlo* 0 bien por la voluntad do - 
los quo hicieron la doclaraciôn; o bien segûn lo que ticne docidi— 
do la conciencia social; o bien, finalm..nte, son las norraas las —
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que senalan cudlos àntre los hechos jurîdicos son ncgocios jurîdi— 
COS (59)« Es claro que la ûltima vîa es imposiblo en nuostro ordo- 
namiento jurîdico, ya que el nogocio jurîdico como figura autonoma 
no 03 reconocido, sino quo ûnicamonte se recogon distintoo tipoo — 
de négocie jurîdico con regulaciôn y donorainaciôn propia. Es évi­
dente que en ninguna ley nos encontrarnos con la afirmaciÔn de que 
las evaluaciones globales son un négocié jurîdico, pues eoto, posi 
tivamente (jurîdico-pooitivamente), no existe.
Respecto a los dos criterios restantes, no podemos de— 
cir mucho mao. La voluntad do los que hicieron la declaraciôn es - 
como Sûzin do Bujanda dojô sontado- llogar a un acuerdo y la ova-—  
lu:ciôn un acto do voluntad y no de conocimionto. En cuanto a lo - 
que la conciencia social piensa de la caractorizaciôn como nogocio 
jurîdico dà un doterminado hccho, recogomos ûnicamonte una opiniôn, 
precisamento no ostrictamontc cientîfica, sobre las evaluaciones — 
globales (60)© "Los acuerdos globales significsn necosarlamente,— 
que el irapuesto es algo sobre lo que cabe en tôrminos muy aûplics, 
a nivel do grupo, la negociaciôn y el compromise". (6I).
o'*) Oarrotoro PÔrez y Guitiûn de Lucas.-
La crîtica a estos autoros es de tipo provio* Es decir, 
no se leu puede criticar, positiva o negativamonto, su conclusiÔn— 
sobre la natural oza. jurîdica do la evaluaciôn global porquo a nue^ 
tro juicio no han llegado a la condiciôn minima do dolimitar la fi_ 
gura. Su confusiÔn entre Convenios de fijaciôn de cuotas y evalua­
ciôn de basés imponibles les impide el entrar, con premisas verda—
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doras, en cualquier considersciôn de lo que son las evaluaciones — 
globales como procodimioato de detorrninaciôn de bases* La distin—  
ciôn àn dos fases, la de convenio y la do ovalu: ciôn global corno — 
ojGcuciôn del convenio; la imputaciôn no do bases sino do euetas — 
llevada a cabo en las ovaluaciones; la fundamentaciôn jurisprudon­
cial on una sontoncia del TS(de 11 do noviombro do 1957) anterior— 
al estableoimiento legal dol sistcma (Ley de 26 do diciembro do —  
1957)5 y Gl hacor dopondor el andlisis jurîdico do las razones ox- 
trajurîdicas que llovaron a la instituciôn impidon podor calificar, 
a nuostro juicio, do corrocta o incorrocta la distinciôn entre na­
tural oza unilateral, contractual o bilateral de dicha instituciôno
Con todo, rospecto a la posiciôn do Guitian de Lucas,- 
debemos hacor otra obsdrvaciôn, tambiôn de carîcter provio, que —  
so une a la anterior© ITos roferimos al lu^ gar motodolôgico on dondo 
sitûa osto autor cl estudio de la evaluaciôn global; dontro do una 
obra dedicada a los procodimiontos prcsupuostarios y en ol aparta- 
do dedicado a la ojecuciôn del prosupuosto. No oxplica en ninqun — 
raonionto la razôn que lo ha llevado a ello* Ponsaraos que la bifurca 
ciôn dol principio de legalidad financiero, en legalidad presupuos 
ria y tributaria, onunoiada por 0. Mayor (62) y quo on nue stras l_o 
yec 00nstituoionaloc estû arraigado dosdo hace ya un siglo (63) —  
tiono hoy un fundanionto sÔlidamonte asentado tante doctrinalmcnte- 
(64) como positivamonto, en el toxto log-islativo bésico en matoria 
tributaria como es el art# 20 do la LGT ol cstablocor quo no es —  
précisa la rovalidaciôn de las norman tributarias -sustantivas o — 
procodimentales— por la ley presupucstario o por cualquior otra# — 
No es nuostro objoto al entrar a discutir la naturaleza del presu- 
puesto o de la ley prosupuestaria pero sî debomos sonalar quo aûn-
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©iendo la obra do Guitiûn una obra sin protonniones de estai* rofor_i 
da a los problomas suotancialeo del Derocho prosupuestario y lirrn. 
tarse a la exposiciôn de su procedimiento, no ticne sentido mctodo 
lÔgico el incluir la goctiôn de los tributes como una do las ver-—  
tientes de la faso de ojocucién del Prosupuosto por estas raaone-s- 
quG acabciraos de apuntar.
o) ITuostra posiciôn©-
l)— Eesûmen de los puntos controvertidoso
Do la oxposiciôn de las doctrinas anteriorcs sacamos — 
una série do conclusiones que doboraos tenor en cuenta para scguir­
on nuestra argumentaciôn y en la hora de decidir nuestra posiciôn- 
sobrc este problema do la naturaleza jurîdica»
1®,- ITo Gstamos analizando tanto la naturalcga jurîdi­
ca de un acuerdo dorivado de una Junta mixta, puss olio nos condu- 
cirîa a plantcrrnos la naturaleza jurîdica do las Juntas on sî mis 
mas, cuanto la naturaleza dol acuordo on ou contonido, como fasoo- 
quo so dosarrollan dontro de la Junta mixte.»
2®o- Hay quo distinguir, al enunciar el 6rden lÔgico - 
de opcraciones, ontre los distintos acuordos qu:: doben llcvarso a 
cabo: acuerdo oobro la cifra (base global) del grupo de contribuyon 
tes y acucrdos sobre la imputaciôn (base individual) para coda une 
de esos contribqyontes. Como homos visto normalmonte los autores - 
que han estudiado este problema, se contran en ol segundo acuerdoy 
que es el quo pono fin a la labor de la Junta#
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3®.— Docde quo Morenc Tcrros estudiô por primer;, vos — 
la naturaleza jurîdica de los acuordcs de evaluaciôn global, once— 
rrô lus posibilidados en la alternative.: "contrato" o "acto admi—  
nistrativo". (65)*
4®»- La alternativa anterior croemos que es incorren— • 
ta, por cuanto hay que distinguir entre "contrato" y "bilatérali—  
dad", tôrrainos no equivalentea©
5®#— En cuanto a los casos en que haya falta do acuer­
do, bien oobro la base global o bien sobre la individual, ticne —  
quo difcronciarso la funciôn dol jurado tributario, corno môtodo —  
subcidiario do llogar a ostos acuordos, do su funciôn como inctan- 
cia de rccursoc y roclamacioncc#
2) Procodimionxo do liquidaciôn y acto liquidatorio.
Procediraionto do liquidaciôn y scto ^iquidatorio con - 
doc funcionon a dictinguir dontro do lo que la LGT llamc., en eu Tî 
tulü J'.II, "la gestion tributaria". Como dice cl art. 90 de le cita 
da Lcy, las funcionec do la Administraciôn en matoria tributaria,- 
00 ojcrcorôn con ooparaciôn en sus doc ôrdencs, distinciôn funda—  
raontada en el art. 2 del Reglamento del Procodimiento Econômico—aD 
ministrativo, la. funciÔn do gostiôn para la liquidaciôn y rocauda- 
ciôn y la funciôn do rosoluciôn de reclamaciones que contra aquô^ 
lia geotiôn oo ousciten. Por otra parte, tonomoo que considerar —  
que el art. 9 do la LGT al ostablecer lac fuentes de los tributos, 
habla en su n® 1®, apartado c) do loc reglam:ntos de gestiôn, re—  
caudaciôn, inspocciôn, jurados y procedimiento de las reclamacio—  
nés econômico-administrativa.a.
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Dé olio podornos observer que el art. 9 LGT, no habla — 
dô liquidaciôn sino ûnicaraento do goatiôn, diferenoiÔndola, en pie 
de igualdad, de la rocaud3,oiôn. Sin eçibargo, ello ouèda oxplicado- 
en cl art. 90 anteriorraente oitado, El ûnico reglamento provisto — 
on ol art. 9 4^0 no tiono una eouivalencia terminolôgica oxacta en 
el art. 90, es ol de Inopecciôn. Esta divorgencia, croemos quo so 
puodo cx|)licar por dos razonos. Primera, la inspecciôn ee parte do 
la liquidaciôn y no do la rocaudaciôn, ostando incluîda, por lo -—  
tanto, en el tôrmino liquidaciôn del art. 90. Segunda, la inspec—  
ciôn es onumerada indopendiontomcnte en el art. 9» porque on algu- 
nos oacos pueden darce docvinculadamonto; es decir, hay inspecciôn 
-como face dôl procedimiento do liquidaciôn- pero no hay liquida—  
ciôn, considorada esta, ahora, como detorrninaciôn dol importe, ya
quo exioton tributes (los do cucta fijo.) en los cuales la opera -
ciôn ovalutoria, no se dô, al ostar fijado on la Ley directamcntc - 
el importo de dicha cuota.
Centrado"cual oc el ôrdon de la liquidaciôn rospecto a 
la funciôn gostora de la Administraciôn, segûn ol derocho positive 
Gspafiol pasomos a considerar la liquidaciôn en eus diverses memen­
tos. Tomando la definiciôn quo do liquidaciôn dan las Notas de Do­
re cho Financiero (66) como "procedimiento a travôs dol cual la Ad— 
ministraciôn financiera dû ofoctividad al mandato do la norma en — 
cuanto so rofioro a la fijaciôn, on concrete, del importe do la -—  
deuda en los tributes variables", perdibimos los dos aspectos que- 
la liquidaciôn tieno. Comienza hablando de "procedimiento" ,y term_i 
na cdntrandolo on "fijaciôn, on concreto, dol importe de la deuda". 
Y es évidente que este punto final en ol cual desomboca el procedj. 
raiento, dobo ténor una "oxtroversiôn al contribuyente" ol cual ro9 
cibo su tribute liquidado.
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îlay un concepto de liquidaciôn amplio, en cuanto es —  
considerado como procedimiento liquidatorio y en el cual ce englo- 
ban tradicionalmento, la dGclanaciôn, la comprobaciôn —in.cT)Qcciôn— 
(67). Y este concepto se compléta con un concepto de liquidaciôn on 
sontido ectricto do acto liquidatorio do la Adminiotraciôn, el —  
cual équivale practicamonte a la notificaciôn, sogûn lac NOTAS DE 
DEREdHO FIMAÎICIEIiO citadac (68) quo por oso so refieron al "acto ~ 
en eue la Administraciôn so pronuncia, sobre el importe"©
En cuanto al primer momento dol procedimiento de liqu_i
daciôn, nos homos reforido exclusivamonto a la doclaraciôn, cuando 
en realidad esta âs la ûnica forma impoaible do sor utilizada on - 
el procedimiento do evaluaciôn global, El art, 101 LGT que es tablée 
ce cuatro formas do inicar el procedimiento de gostiôn (69) puode- 
reducirsQ, on funciôn de los sujetos que pueden iniciarlo, a tras: 
por la Administraciôn, bien de oficio, bien por invcstigaciôn; por 
un torcoro , la denuncia; por al contribuyente, lo, declare ciôn. Do 
estas très posibilidcdoF.:, la ûnica que no os posible on evaluaciôn 
global es la tercera (art, 101 a) LGT) le. dcclaraciônc An cuanto a 
las dos rostantes, la Administraciôn, de oficio, forma la. lis ta do 
contribuyentos dol grupo (70) o puodo descubrir a nuovos contribu— 
yontes en virtud de acciÔn invesjbigadora (71 )? y en cuanto a la cW
nuncia pûblica, cualquior porsona o ont id ad podrd %3odir la indu—
siôn do nuovos contribuyentos en las rolacionen (72),
La distinciôn hocha entre procodimiontos de liquida— — 
ciôn y acto liquidatorio, no ofrece duda alguna de la lectura de — 
la Régla 7j ûltirao parrafo de la Instrucciôn Provisional del Impue^ 
to Industrial en su reforma por la Orden de 22 do Enoro de 1959? —
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"lacj Juntas ontcnderôn aÔlamonte on la fijaciôn do bases y sord —  
competcncia exclusive do la Administraciôn do Eontnc Publicas do—  
tcrminar lac cuotac correcpondicntes", Ec évidente quo lac Juntac- 
8on loc titularoc del procodimiento do liquidaciôn, doterminando - 
las basos globaloc o individualcc, acî como la Administraciôn fi­
nancier a OS la titular del acto adminictrativo do dotorminaoiôn do 
la cuota,
Ahora bien, quoda una cuoctiôn pondiente que no habîa 
mes plantoado y quo es iiGcesario colucionar© gA cual do lac doc fa 
CCS “proccdimionto do liquidaciôn o acto liquida-torio- portonoco - 
la dotorminaoiôn do la cuota?, Ciortamcnto, puedc parecor una cues 
tion banal, poro si observamoo atontamontc, nos daraoc cucnta dc —  
quo cota operaciôn esta a cabalio entre dmbac faces, y que os oson 
cia^ dotcrminar a cual do ellas perteneco para clarificar y oncon­
trar una rocpuocta catisfactoria al interrogantc do la naturaleza— 
jurîdica do las ovaluaciones globales.
Si consider:,,mos quo la detorrninaciôn de le. cuota tribu 
tari a pcrtonoco al procedimiento do liquidaciôn, nos enc entra rnor, - 
con la irapoaibilidad do llovar a cabo la distinciôn entre procodi­
miento do liquidaciôn a cargo de 1rs Juntas y acto liquidatorio, - 
competoncia dc la Administraciôn financiera, pucsto que esta, en - 
la redacciôn dc la Régla 7® IPIl, antes citada, tiens por finalidad 
determinar cuotas y dosdo la porspcctiva que ahora venimos anali—  
zando, dicha dotorminaciôn de cuotas es la ûltima faso dol procédai 
mionto de liquidaciôn. En segundo lugar, do admitirse osta posibi­
lidad, borrarîaraos una de las diforcnciac bîsicas entre evaluacio— 
nés globales do bases y Convenios de fijaciôn de cuotas, ya que -
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aq.u6llas, como procedimie nto do liquidaciôn, llcgarlan a dot. rrai— • 
nar ôctaa. En tcrcor lu/;ar, el cone .pto do evaluaciôn gdolod odcan
zarîa un dmbito minif iocto raento doc mo cur ado, llog.C.ndo a cifrar lac
cuo'tas e indudablemente, cnî oonsidorada, no habrîa lugar : dudar: 
sobre su carûcter de acto administrativo.
Si, por el contrario, oonsiderumoe que la determineciôn 
do las cuotas es algo inhérente al acto liquidatorio, crecmos quo-
nos ajustâmes mdo plonamciito al sentido lôgico y a la le riclacion-
en esta matoria. Al transcribif ol concepto de liquidaciôn dc las- 
NOTAS, hecho paginas atrôô, docîamos quo comicnzan hablando de —  
"procedimiento" y tôrminan contrandolo on "fijaciôn, en concrete,- 
del importe do la douda". Es osa fijaciôn del importe de la dc-udr., 
mas su notificaciôn al contribuyontc, lo que para nosotros cons—  
tituyo el acto liquidatorio o liquidaciôn on sontido ostricto, —  
Cuando las NOTAS afirman quo, acto liquidatorio en a quel on que - 
la Administraciôn se PRONUNCIA sobre cl importe, cntôn ponsando en 
cl acto môraraento formai dol pronunciamionto y por oso lo oquipa.—  
ran a notificaciôn, mientras que nuostro juicio cl pronunciamiqn 
to de la Administraciôn sobre el importe, s up one y requière; do mo­
do o sondai, on primer lu/ar, su fijaciôn material.
Aderads de la Rogla 7 de le IPII ont os citada, eu or.: mes 
aducir los tôrminos on que esté redectado otro procepto, por cons_i 
derar que igualmonte apoya esta postur.... La Rogla 2C, pôrrafo 1C,- 
de la IPIRTP, al regular los recursos, dico: "Al final del estado 
on quo sG notifique la liquidaciôn, ad ornas dc con signai'se los ro—  
cursos que contra el acto adrainistrativo, que la misma supono, pim
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don interponorDG...". quô ce rofiero "la misma"?, gA la notifi­
caciôn de la liquidaciôn o a la liquidaciôn en ccntido octrioto?©— 
CroomoG que lo quo supone acto administre tivo, scgun oste. Bogla, - 
üs procioamontG la liquidaciôn, en cuanto notificada. El acto 11—  
quidatorio, por tanto, tieno un contonido material, que cg la do-—  
terminaciôn do la cifra dc la cuota y un continente fori-al, quo os 
la notificaciôn do dicha cuota. Pinalmcnto, cl art. 13 dol rocien- 
te Roglamonto Gdnoral cio Rocaudaciôn, entrado en vigor cl 1 do Enr 
ro dol présente aho (73)» hablar do las responsabilidadcr; por - 
sucesiôn en ol cjorcicio do oxplotacibnoo o actividades oconômicas , 
cstablocG lu posibilidad do que ol adquironto solicito do la Admi­
nis traciôn una cortificaoiôn Got-ro las deudas y dénias rosponsaoili 
dados tributarias dôl trans mi tonte. ".Expodida la cortif icaciôn an­
tes indicada —dico on ol n® 4~j ol adquironto respondera, no sôle— 
monte de las dôudas tributarias liquidai a s quo so do talion on aqu_6 
lia, sino tambion do las que, ostando pondiontos de evaluaciôn o — 
liquidaciôn, afin sin cifrgrlas, so mcncioncn en la mi s ma cortif ica 
ciôn". La "evaluaciôn" se distingue do la "liquidaciôn" porquo es­
ta es considorada como acto de cifrar ("aûn sin cifrarlas") y no — 
como procedimiento do liquida ciôn, pucsto que a si considorada, es 
claro quo sorîa un contrasentido ya que la evaluaciôn os parte in­
terna de osto procedimiento.
Con ello, podemos sogui.r adelantc no admitiondo la po— 
siciôn de la tôsis del acto administrativo como posiciôn exclusi—  
va, aûn sin dcsecharla, on los tôrminos que seguiremos analizando.
3) Evaluaciôn global o imputaciôn individual.-
Hocha la distinciôn entre procedimiento de liquidaciôn
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y acto liquidatorio ténonios que seguir adentrdndonof. on la primera 
de ollarj, para ver do quô so corapono en un procedimiento do ovalu— 
acion global, En el prooddimiento normal de dotorminaciôn do bases, 
a estas se llega por la doclaraciôn dol contribuyontt y una compro 
baciôn-inspocciôn do la Administraciôn,
En el procedimiento quo conoce una base tributaria fun 
ddndose- on laa dos caractorîsticks do la colaboraciôn social y los 
môtodos objotivos, ninguna do las dos funciones cnunoiadas te dan, 
Ya hablaraos do quo la doclaraciôn dol contribuyonto era cl ûnico — 
modo do iniciar la liquidaciôn que no so podîa dar on una évalua—  
ciôn global. En cuanto a la. comprobaciôn, tambion liicimos rof or en- 
cia a ello y volveromos en ol apartado siguionte, en el sontido de 
que no puodon cornprobarse las bases firmes a las que so Iiayc 11 egg. 
do en una evaluaciôn©
El procedimiento do liquidaciôn os el quo se dosai'ro-—  
lia on la Junta Mixta do funcionarios y contribuyentos. Siguiondo- 
las Instruccionos Provisionalos que dosairollrron los precdptos —  
de la LET, 1957 en matoria de evaluaciones, podemos enumcrar como 
fases por las que transcurre: 1®- Dotorminaciôn do los sujetos© — • 
2®,— Aprobaciôn do los îndicoa bôsicos y do coirocciôn. 3®,— 14va—  
luaciôn global do la base# 4^*- Imputaciôn individual do la base#- 
En estas dos ûltimas oporacionea, toncmos quo distinguir las que — 
soan operacioneo do la propia Junte y cuôndo no son llevadas a ca— 
bo por la Junta, pudiendo sor, en este caso, môtodos subsidiarios— 
de la evaluaciôn, o de la imputaciôn, o, instancias dc resoluciôn— 
en caso de controvorsias.
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En cuanto a la cifra global, so pucdo llcgar a cllas - 
1 ® ■‘■por la Junta Mixta, 2®,- Por el Jurado Tributario (Central o 
Provincial), bien con cardctor cuboidiario, cuando no hay5 habido- 
acuerdo, bien como instsncias do resoluciôn de controverriao, sobre 
la cifra aprobada, (74)«
En cuanto a la imputaciôn individual ce puodo lleyarî— 
1®.- Por la Junta Mixta, 2®,- Por los funcionarios de la Junta© —
3®ü- Por el Jurado Tributario provincial. Es importante codairr —  
eue la forma a travôs do la. cual se llcgue a la. cifra g;lou:,l, no - 
projuzga en forma alguna la forma por la cual so tonga quo llogar— 
a la impugnaciôn individual, (75)« Es docir, si la base dôl grupo- 
es f i jada por cl Jur. do tributario, bien por causa de un;., roclama- 
ciôn, bien por falta de acuordo, lo imputaciôn de base a coda con- 
tribuycnto puodo sor hocha por la Junta Mixta, Y as î toda s las cojn 
binaciones posiblcs©
Do ello SG dosprcnde que os difîcil dar un concepto do 
evalur.ciôn global se^ûn cl ambito dc operacionos que abarque y cl 
sujoto que los llovo a cabo, Sogun ol cuadro do posibiladcdes apun 
tc.das on los pSrrafos antoriores, nos parce o qud puodon darse très 
concoptos do evaluaciôn global, segûn se incluyan unas opcraoiones 
u otros y segûn por quô sujetos sean roalizadas,
l) En un sentido muy ômplio, es la determinaoiôn do la 
base tributaria de un cbntribuyento, modiantc la —  
evaluaciôn por la Junta Mixta o por el Jurado de la 
base global del grupo y la imputaciôn individual —  
por la misma Junta, por cl jurado o por los funcio­
narios de D.quôlla*
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2) En un sontido no tan ômplio, podemos docir quo oc - 
la dotorininaciôn priraoro global y lu:go individual- 
do la base tributaria do un contribuyonto, por la - 
Junta Mixta,
3) Pinalmcnto on sontido octricto, ûnicamonte la dotoi 
minaciôn de la baco global dc un grupo por la Junte 
Mixta, podemos conoidorurla como evaluaciôn global.
Segûn la Rcgla 7 de la IPII, ropetidamcnto citada, pare— 
CG acoptarco el concepto ûmplio cogundop do los onunciadoc ya que— 
on la Junta Mixta la que actûa y el ômbito de su actuaciôn oc la — 
dotorminaciôn do la base global e individual,
Doboraos hacor dos observaciones a las objecciones quo— 
se nos pudieran hacer. En primer lugar, la razÔn por la cual homes 
llegado a un concepto estricto dc ovaluaciôn, en el sontido apunta 
do, cstriba on quo lo^: propiamcnto inductivo, dorivado do un môto­
do objotivo, os la faso de évaluar globalmento una cantidad para — 
un grupo, pues una vos llegado s a esta cifra, lo "glogal" dor.apniu 
cd, dando paso al aspecto deductive inverse por el cual se indivi­
dualisa una base para un contribuyonto concrete. En segundo lugar, 
al plantoar las combinacionos entre las distintas posibilidades, — 
lo homos hecho dosdo ol punto uc vistade las oporacionos a rcalizar 
y ol ômbito quo a los sujetos legitimados les correspondîa, Por lo 
tanto, hay quo dejar claro ol que en caso de intcrvenciôn del jur_a 
do tributario por causa do roclamaciôn, es necosario ol que haya — 
habido un acuordo provio dd la Junta, mientras que en cl caso de — 
la intervenciôn del jurado como ôrgano subsidiario, es precisamon—
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te la falta de acuerdo, lo que motiva eu l<..gitimaci6ii para oval un r 
la base global.
Si la Evaluaciôn global es lo que conntituyc ol proco- 
dimionto de liquidaciôn suctitutivo de las fases on un procedimicn 
to ordinario, hay quo plantearso una ûltima cuoctiôn. Es un hocho­
que Gstû ocurriondo ante nuestroc ojos, la influcncia y prim:cia - 
progrcsiva que ol aspecto formai de la rclaciôn tributaria sobre - 
el aspecto material esta adquiriendo. Parece como si la primitiva- 
doctrinal alémana (O, Mayor, H. ITawiasky) y la de sus soguidorcs,- 
fundamentalmonto italianos (Allorio, A. Berliri) (70) tomase un —  
nucvo iupulso on favor de su posiciôn respecto al caracter consti­
tutive y no môraniontû doclarativo do la liquidaciôn» g Puodon sor - 
las cvaluacionos globales un argumonto on esto sontido?» Es cior—  
to, lo homos dcfondido ya antcriormonte, que las evaluaciones glo- 
br.los, pcrtonociondo al campo de norrnas f ormalos y dosarrollandose 
dontro do la rclaciôn jurîdica tributaria formai, penotran, sin cm 
barge, on la osfora material, tanto de 1rs normes como de la obli- 
g:.ciôn tributaria. Poro tambion homes oxplicado que on los irnpues- 
toc en que las evaluaciones globales son los procedimiontos do djo 
terminar 1rs bases, no poA ello dojaba de ser la obligeciôn tribu­
taria una "obligetio ex loge" (77)> ya que en lus Juntas Mixtes no 
so crcaban los hechos imponiblos -como ocurre en los Convenios dc— 
fijaciôn do cuotas— sino ûnicament. que habîa una inexistencia do 
ley, no en cuanto a los oppuestos de hecho,. sino en cuanto a los — 
môtodos do oonocerlos.
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Por eoo no crooraos necosario entrar e-n la dobr-tida po- 
lômica sobre ol valor conotitutivo o déclarativo do la liquidaciôn 
por sor nuestra opiniôn el que la liquidaciôn es una condiciôn do- 
Gxigibilidad del crÔdito ya nacido y que las evaluaciones globales 
no enturbian -a no sor ûnicamento a modo inductive, como :luodô c:c- 
plica.dc- esta posiciôn*
4) Naturaleza jurîdica do la evaluaciôn de la base 
global*-
Como ce cLosprende de todoc los rasonnmientos que 11 o—  
vanor; bi: ciondo, la conclusiôn a que dusorabocamos en esto momento ~ 
es que ol acuordo sobro la cifra global a que llogan las Juntas -- 
Mixtas do funcionarios y contribuyentos, ticne naturalo-yi do nogo­
cio jurîdico. Poro para domestrarlo sufioiântomentc, no nos bastan 
las argumontaciones antoriores, sino que os necosario todc.vîa se—  
guir porfilando y diotinguiendo hasta alcansar un conocirnicnto cia 
ro do quô os lo que tiono naturaleza de négocie jurîdico y quô cia. 
so dc nogocio jurîdico#
Tomémos como punto de partida la definiciôn do négocie 
jurîdico del profosor Do Castro. "El Derocho considéra nogocio ju­
rîdico -dice—: la doclaraciôn o acuordo de voluniados, con lo quo- 
los particulc.res so proponen conseguir un resultado, que. cl Dore—  
cho estima digne de su especial tutola, sea en base sôlo a dicha 
doclaraciôn o acuerdo, sea completado con otros hechos o actos" —  
(78). Y pocao lîneas mÛs abajo adviorte sagôzmento: "so hace refe­
renda a los particulares, rocordando la advortoncia de que, on —  
otro caso, so incluirô.n en la def iniciôn de nogocio jurîdico, ac—
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too Gxternos a la autonomîa privada (p.oj. loc do administraciôn)"# 
En efecto, la odvortcncia co clara y onciorra la posibilidad do — • 
quo ol nogocio jurîdico sea sôlo de loo particular:o (conoidorando 
el quo la Administraciôn puoda actuar como tal) (79)« Poro para vor 
si cl nogocio jurîdico, adomas dà los particulares puede ser entre 
los particularos, tohomos que èonsidorar la oxistoncia do negocioc 
jurîdicos unilatérales,y bilatoralos# En la osfora dol Dorecho pri 
vadoj so dan la oxistoncia do ambas claseo do nogocios jurîdicos:— 
unilateral, cl tostamonto; bilatéral, ol contrato# En este ultimo- 
tipo Giitrarîan los contrat os adrainistrativoo y a quo, por los suje­
tos, la Administraciôn os considorada como particular y por lo tan 
to encuedrada dontro do la osfora privada# Es claro que, hasta aho 
rajî GO trata do nogocios jurîdicos ENTRE los parti cul arc s # Lias no 
podemos olvida.r, la. cxistencia, on derocho priva do, dc neqocios ju 
rîdicos unilatcralos poro quo sin embargo, tienen un segundo suje— 
to, de caractor pasivo, quo os pûblico; la. doclaraciôn ante cl en— 
cargado dol Rcgistro Civil dol nacimionto de un hijo os un nogocio 
jurîdico unilateral quo nbre una rclaciôn dc sentido priv: tista en. 
tro el padro y ol hijo (el ostado do filiaciôn) poro quo al mismo— 
tiempo tiono una trascondoncia pûblica., en cu::.nto suponc una vin— 
culaciôn del nuovo hijo con la coraunidad polîtica en la que ha si­
de inscrito. Si bien so considéra que osto nogbcio jurîdico es und 
lateral y portonociento a JLa osfora del derocho privado, no se pu_e 
do desconoccr la parte do "ius publicidad" que tiono# Junto a es­
tas consGcuencias pûblicas, hay que notar quo en la declaraciôn an 
te el Registre» Civil, ol juogo de la autonomîa do la voluntad no — 
es ;tan claro como puoda serlo on un tostamonto,
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Por todo ello penaarnos on que oxiste la posibilidad do 
negocios jurîdicos bilatérales on quo una do las partes soa la Ad- 
ministraciôn. 21 concepto do nogocio jurîdico, croado por la doc­
trine alonana, no partiô do una nuporaciôn del concepto do acto ju 
rîdico sino, por ol contrario, do una ampliaciôn dol do contrato a 
fin do englober otran figuras quo tieno do comun con ôstos la do—  
claraciôn do voluntad y im autonomîa. En aquôlla ocasiôn, los pan- 
dectistas alemanas ciisancharon ol campo conceptual del Derocho y 
en un mismo sentido progrcsivo, pensaraoG nosotros en la posilili— - 
dad (en la porfoctibilidad) do ostablocâr una categofîa do négocier 
jurîdicos administratives do cardcter bilatéral (fO).
En osto sentido, las evaluaciones globales puodon scr- 
criticadas on cuanto se las pro tend a. encajnr en una forma de con­
tre to pero no en cuanto son négocies jurîdicos. En cuanto a la exif 
toncia dol censontimionto, os indudablc que en la ovaluaeiôn glo­
bal, la voluntad do los particulares ticne una virtualidad y unes— 
ofoctes, distintos a los quo tiono en la doclaraciôn directe ante- 
la Administraciôn. Sorîa qucror desconocer la. realidad y las nor^- 
mas do nuostro ordonamiento, el nogar la. opérâtividad do las volun 
tados de los comisionados en una Junta y ello con indepcndoncia do 
quo so llogue al acuerdo global o a ôl so tonga quo llogar por —  
otras vîas. El carôctor escncial del consentimiento en las ovalua— 
cionos tiono uno de sus variados argumentes en los efoctos que ce 
producencb no oxistir tal consentimionto. Es intoresante vor do - 
que manor a narra muoEjtro Tribunal Supreme la virtualidad de ose —  
consentimiento, fundamcnto do la colaboraciôn social (8l^  "El Qxpe_ 
diente acredita que dosdo la primera rouniôn so puso do relieve —
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una irroducible dincrop^ncia entre la Poncnoia y loe Comiiionadoc- 
contraîda a la cifra do la eu ta global, y a :i r.;o célébra ucciôn - 
trac scsi&n cin llogar a un acuordo hasta quo la ;;ituani6n entre - 
la ropreeentacion do la Adrninistraciôn y loe Comioionados sa hacc- 
tan tirante quo ëotoo docidon rotirarse do la junta y forraular qujo 
ja del funcionario, Poncnte, quo oo desontimada. Ho obotante, la -- 
Dolcgaciôn do Hacienda buocando quizd un clima de concordia aueti- 
tuyo al Ponento y el Preeidente convoca seoi6n para continuer dia- 
cuticndo la cuota, a la que no aeicton loo Comieionadoo hanta que- 
por fin Gomparecon a la dd. dîa 23 do abril) de I964 dondc tanipoco- 
,G0 logra el acuordo y ce adopta el de la intervcnoion del jurado"- 
bfectivanonte, cl Tribunal Supremo planter en toda eu roalidad la 
génecic de un concontirniento que docornboque en un acuordo y el di_c 
outil' loc limitée oo (;ce concentiraiento por todoc loc niedioc poci- 
bloco
Y Gca voluntad de loc particularoc tione auitonornîa, no 
ta Gccncial para concidorar cl negocio juuîdico y tione capacided- 
para coniigurarco como regli de una rclaciôn. 0. Mayor, dictincne p 
fundamon Galmonte loc actoc adrninintrativoc on docicionec (bntochoi 
dungen) y dicpociciones (Vcrfügungon)• Lac decisionec con actoc ad 
minictrativoc con contonido jurîdico predeterminado. Las dicposi—  
clones, en cambio, oonstituyen su antîtesic abnoluba, pue cto que - 
croan "ex novo", ci or ta rclaciôn jurîdica entre un individuo doto_r 
minado y el podor pûblico* Pues bien , para ol oitado autor, osto- 
tipo de actoG administrativoc oorrecponde prooisamento a lo que en 
Dereoho civil os ol négocie jurîdico (HechtsgeschHft) y por ello - 
lo denominan "negocio jurîdico de Herecho Pûblico" (82), En efecto , 
Oo Mayer ostd hablando de négocies jurîdicos de derecho pBtolico DE
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los particulares COIT la Administra ci6n aicmpro quo crcon "c:: novo". 
^Qn6 crean loo nogocios jurîclicoo do evaluaciôn global?. "'Precir;."- 
mcnte, ooa baoo nobro la cual coguir opérande cruaino do la ouota.— 
Cuando go lloga a un acuordo en la Junta, évidentemonte ce fcieno - 
algo que antoriormente ix> exiotia y que era eoencial para podor dar 
efeotivo y complote cumplimionto a la norma tributaria. dota, cifra 
global croada "ex novo", por este aspecto de face preliminar a una 
irnputaciôn individual y al acte liquidatorio, supone un nuovo olo- 
monte do la relacion jurîdica entre ol particular y la Adminintra- 
ciôn ein intorferirco on la relaciôn obligacional.
Se claro caio ci on la Junta no liay acuordo, no bay né­
gocié jurîdico, no por ello deja de oxitir la obligaciôn de pagar— 
la deuda, por parto de cada une do loc cujetos dd un grupo corneti- 
do a evaluaciôn.
Garrido Falla,admite loc hegocioc jurîdicoc on Derecho 
Administrative, pore parcce eotar poncando en les unilatérales ex— 
clucivamonto. "En les négociée jurîdicoc -dice- ol ôiy’aiio ad mini c— 
trativo quiore ol acte en cî y quioro igualmonte loa ofoctos jurî- 
dicoc que ol acte ostd dostinado a producir, en cambio, en loc me- 
roc actes administratives, la voluntad del ôrgano se dirige unica— 
mente al cugipliraicnto del acte’’ (83)« Aderaôs, para ôste profecor,- 
igual mente que ^o nota.moa antes con G. Mayor, ol c ami no para lie—  
gar al conccpto do nogocio jurîdico pûblico, no es el micmo que ojfi 
ploaron les pandoctistao alémanés y al que antes aludîamos, es de— 
cir, una genoralizaciôn partiendo del contrato. Para estes adminis
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trii'tivistas, es la contraponiciôn a actes administrative lo quo nos 
du dimension dol nogocio jurîdico do dorocho pûblico.
Docdd la percpectiva dol Derecho pûblico, loc négociés 
jurîdicoa bilatoraloc son concidoradon por 0.Mayor como "recolu—  
cioncs". Pero a este misrao punto, aunque con el nombre do "acuer— . 
do", tambion sd ha llogado docdo cl campo del Dorocho privado y — 
guardando raîo rigurocamchto el proceso hiotÛrico do arapliar la fi­
gura dû les contratoso Dos rofcrimes al civilista Botti, cuando - 
analiza la distinciôn entre négociés jurîdicoc unilatérales y bila 
terales. Loc bilatérales nocesitan la participaciôn de varies suje 
tes en ol nogocio para la tutoia do intoreces divergentes. A la de 
claraciôn o comportamiento de una parte, debo aquî ne c e s ar i a mr, n t o- 
corrospender una adccuada declaraciôn o una. congruentes les respoc 
tivos actos, ce cxprcciôn del acuordo de las partes sobre la regu- 
laciôn do les intoreces en cuestiôn" (84)♦
Ahora bien, es ol anôlisis de les "intoreces divergen­
tes" lo que nos oxplica la distinciôn que Botti hace entre Contrato 
y a,cuordo. Es diferente la configuraciôn y finalidad del n< ag cio - 
jurîdico, Gogûn loc intorer:es en jue_o. Gi loc intoreces son "con- 
trapuoctos" ol négocié tione por linalidad al cans ar el arre.'lo del 
conflicto y lo 11aman Contrato; si, por el contrario, loc intore—  
ces son "ps.ralGlos" el négocie se comporta para actuar practicamen 
to su comûn direcciôn y osto os un "acuordo". Las distinciones son 
lo suficiontomonte claras y exprosiv&s para podér considerar los - 
acuerdos de evaluaciôn global, como negocioc jurîdicos bila.terales. 
îlûxirae si volve mes do nucvo al profesor Betti, "Responde a una —  
orientaciôn privaîista del pensamionto, quo nos transmitc la tradd 
ciôn romana, el considerar a lac partes de un négocie bilateral c^
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DQü hallûndOGO on conflicto do interôs la una con la otrs, y rcco- 
nocer en el ncyocio concluîdo la lograda composiciôn de las proton 
clones en pugna, Pero :n la medida que puodd advortirse una orion- 
tac ion publicicta on la ciencia jurîdica, vemoo porfilr-.roo, : 1 con 
trario, la exigencia de la colaboraciôn entre lac partes dol nogo­
cio bilatéral o plurilateral, y 6cto es considerado, en principle, 
DUC como inctruraento do utilidad cocial que como medio parc, ol -—  
arrcglo de un conflicts individual". Y termina diciendo: "Afin hoy, 
Ion mfc ajuctadoc ojcmploc do olla (la categorîa del acuordo) ce 
encuontran en el campo del Derecho pûblico". (8p).
La, evaluaciôn global oc un nogocio jurîdico do carde-—  
ter bilateral, tanto por lac perconan (La Adminictraciôn y loc par 
ticularec) como por loc interocec paraloloc do ocac per:onac (lie— 
gar al e c t ab1o ci miont o dô una bacc para ol grupo). La concluciôn - 
de quo el acuordo nobro la cifra global por la Junta mixta oc negq 
cio jurîdico, ce complemonta con otra afirmaciôn paraiela; la impu 
tacion individual de la base a cada une de loc contribuyonton dol 
grupo, cTc actividad ad min i c tr a t i va y, mûc adolanto voremoc quo cia 
ce do acto adminictrativo ec ol que concrétisa dioha irnputaciôn. - 
Del art, 96 do la LGT croemos quo tambion ce decprende al go do i li­
ter ôc on apoyo de la distinciôn propuocta. Acte articule distinguo, 
rocpocto a la colaboraciôn social, doc campes do actuaciôn, ol quo 
"ce proGtard ospeoialmento on ol rôgimon do ectimaciôn objctiva de 
lac bases tributariac y on la actividad odrainiatrativa cfe dictribu— 
ciôn de bases y cuetas". Do la redacciôn del articule puedo dife—  
renciarsds 1®) Una parte quo oc considersda como actividad admi—- 
nictrativa, y por lo tanto concretada on actes administratives, —  
ooncistentos en: a) la imputaciôn individual de las bases évalua—  
das globalmento; y b) la liquidaciôn en sentido ectricto y notifi-
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caciôn de la cuota correcpondientc, go) Otra parte nue, en la redao 
ciôn dol articule, eccapa al calificativo de actividad administra- 
tiva, es dôcir, la que se roiiere al "rôgimon do ectimaciôn objet!
va do bacec tributariac, Con ello tenemoc que ol termino "bacec —-
tributariac" oc équivalante a base global, contraponiôndoco a Inc 
basée individualoc objoto de una actividad adminictrativa.
En una intorprotaciôn correct^ de la legislaciôn ecpa-
nola que régula lac ovaluacionoc globales, tenemoc que lie ar a la 
concluciôn de que el concentimiento de loc comicionadoc cobra la — 
cifra global, nunca puedo cor mera condiciôn de un acto adminictre^ 
tivo, ni ol acuordo do la Junta cobre dicha cifra acto adminictra­
tivo en ci micmoo En primer lugar ce deduce do la redacciôn dol -—  
art, 100 LGT (86), puoc cl acuordo por la conincidoncia de lac ma­
yor! ac en votacionec ceparadac demuestra que su fundamento esta — 
precicamcnto on la voluntad manifoctada en dichan votacionec; con 
ello nos encontramoc que octe art, 100 LGT al referirco a que "lac 
juntas o comiclonec adoptaran eue acucrdoc" ûnicamente puede ectar 
contempiando ol memento del acuordo global ya que en la imputaciôn 
individual -cogûn voremoc on ol proximo apartado— ya no existe ol 
sictcma de votacionec, ni do mayor!an, ni do acuordo.
La ûnica fuerza do acto adminictrativo puedo darce, en 
cuanto a la cifra global, ûnicamente en doc ocacioncc: 1^) en caco 
de que no baya acuordo; 2®) on caco do que habiôndo acuordo, osto— 
sea impugnado, Ambac pocibilidadec dan lugar, respeétivaraente a la 
intervene!ôn dol jurado en au doble papol do ôrgano cubcidiaria pa 
ra sonalamiento do la baco global o inctanciac de recuroos*
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La razôn por la quo nos ocupamoc do or:tan dor: ponioili- 
dadorj es exclucivo.montG para cioporfilodo con la mayor claridod 
poaible, los limites do lo que iiosotros onbondomos por ov.alur.ci6n— 
global Gstriota, oc docir, aquôlla quo co llova a cabo, d.l prinqi 
pio al fin, en la Junta l’iixta, cîn nocenidcd de reourrir a que la 
soluciôn soa dada por otro ôrqano.
i'Jn el primer case, falta de acuordo, es claro que esta 
mon ya en camino do les motodos suboidiarios oxtornos al acuordo — 
mismo y que dan luga.xq por ol pronuncicimiento dol jur:..do, a una d_o 
cisiôn adminintra.tiva cas ad a en los dates aportados voluntariamen— 
te por las partos, en las invosdigacioncs que ol mismo jurado 11e- 
ve a ca.bo y, como funcia.mental rason de sor, su concicncia. An este 
sentido, ol jurado os un organe de gestion que créa actes fiscales,
Respecte a la impugivciôn do la base global por los —  
miernoros disidontes do las Juntas, scan funcionaiaios o couisiona—  
dos, no podcmon dar la misma soluciôn nue on ni case anterior ya —  
que a qui si hubo of e c t i va. ma nt e colaboraciôn y c on on i imiento do —  
los c o n bribuycnton, manifcstado en el a.cuordc por coincidencia do— 
dmbas ma.ycrias. La. décision del jurado tione. valor declarative do 
1:1 voluntad de 1rs partes. Ciertamonta la actuaciôn del jur:.do en 
este caso siguo siondo tan "en concicncia" como en ol caso de fal— 
ta de acuordo o colaooraciôn y por lo tanto, no protendemos afir—  
mar, porque las loycs asi no lo afirman, cl que su actividad en cs_ 
te punto sea reglada, aine que siguo sionde tan discrecional como— 
en los casos en que actûa subsidiariamcnte, Pero os évidente la —
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diforoncia que entre Ûmbos supuontoc so da, ya que en el que aho-—  
ra estâmes estudiando, existe un previo acuordo con Itoda eu tranc- 
cendoncia y que es un date a analizar por o] jurado* An -etc caso, 
la voluntad dieidontoo es voluntad que forma parte do la ;;6neeie - 
del acuordo y que al dirigired la cifra global lo hace como volun­
tad que no tione virtualidad on ol marco en donde puedo tenorla* - 
Do ahî su radical diforoncia con la impugnaciôn a la imputaciôn in­
dividuel hocha por cualquiera de los contribuyentes del grupo a —  
trr.vcc do les rocurooo do agravioo, dobido a que en cote supuocto- 
la voluntad dol contribuyento que recurro pnr agravion oo externo- 
al proceso ooguido para la imputaciôn do las banco.
Por otro lado, creomoo que lo que las Inotrucciones
Provioionadco o inclueo la LGT (87) llaman recur00, refiriondooo a 
éot'-.o i mpugnac i one o, no son taies recur 000 ya que 00 too, como dice 
Lüpoz fcrcng'ucr, al entablocer ol oistema do rocursco en materia - 
de jurados (88) oôlo puedcn darse contra actes administretivoo de 
na turaleza reglada y que ooan dictadoo por las auteridaden adminin 
tr.'tivao dontro de la o of or a de su competoncia y afccton a les dc>- 
rechos subjotivos do les adminiotrades. Analiaando de cdrca cota ca 
ractorîzaciôn, noria ténor un concepto cxcooivamente eotricto do la 
discrecionalidad; cl considerar, las evaluacionco, on ou faoe pri 
mera do cstablecer la cifra global, como materia rcglada. En soyun 
do lugar, la Junte, mix ta. no os au tor id ad administrative, y aunque - 
■3l art. 97, 2. de la LGT atribuya a las Juntas el cardctor do ôrg_a 
nos do la AdminiKtraciôn financiera, no podemoc centrer toda nues- 
tra cal ificaciôn do la Junta y las consecu . iiciac que de ella dori— 
van por este critorio orgônico y do "Icx data" ya que puede debor- 
se en el fondo a criterioc que, hqycndo dol contcndio de la insti—
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tuciôn, soan mis cômodos para la AdrainistraciÔn (89), An tercor lu 
gar,'la nota do quo el acto tione quo afoctar a los "dorocho oub jji 
tivos do les adminiotrader" nos planton -on oste momonte de llcgar 
a la. cifra global— cl problema do concidorar si exicton enoc dero— 
choc GubjotivoG del adminiotrade individual o ci lo quo exito es - 
un dorocho subjotivo del grupo o ci loc comicionadoc con titularec 
de loc derechos cubjotivos de cada uno de los componontec del gru­
po roprosontado.
Por ultimo, lac impugnacionoc a la cifra global hecha- 
por loc micrabroc dicidontcc no tione cabida en ninguna dd lac for­
mas légales ce tab loci (lac ni por la Loy de Procedigiento Adminir: tra 
tivo ni en cl Roglamonto do lac Boclamaciones Econômico—Administra 
tivas (90)e Los jurados, como forma mis lÔgica y extrema do la jus 
ticia administrativa, surgioron con caractor de ôrganoc subsidia—  
ries y postoriormonto va tomaron una funciôn jurisdiccional de deci- 
dir, no sobre la falta do acuordo provio cino precisamento sobre — 
el acuordo adoptado y que ha side impugnado,
Dcliberadamonto homes dejado para ultimo lu.qar, cl ca­
so en que existicndo colaboraciôn do los contribuyentes y 1legendo 
se al acuordo por consentimiento coincidonto de las mayorlas, esta 
voluntad de las partes soa ineficas. lies reforimos ri supuesto on 
que, no existicndo uninimidad entre los funoionarioc de la Junta,- 
es potèsta.tivo acordar por la presidencia, a propuocta del Ponente, 
que se remita al expedionte a la Inspecciôn Regional, por si ôctor- 
estimase oportuno proponcr a la Direcciôn General do Impuestos D_i 
reêtos que, previa audioncia de los comicionadoc, so resue1va quo
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si. senalainiento dc la banc so haga por ol Jurado C.ni:ral (^ 1 ).
Esta pooibilidsd cue so da a los reprocontantoc do la 
Aduainictraciôn financiora, go una clara prorro^ativa oxcspcioncd,- 
ya. que no tiene centrapartida alyuna por parts do loo contaisuyon- 
ton. Ello queda do moo trad o, adomdo, por la r:..z6n do quo on loo ca- 
GOO do actuaciôn do lop juradoo por motivoo do bacoo globales, nun 
ca, 00 ncceoario ol acto administrative provio do doclaraciôn do —  
compotoncia, (92), crclpto on ol oupueoto do las Eoglac do las — - 
II.'PP quo estamon prcr cnciando. La Adminintracion paroco on or or sub 
cunas y justificar ol dojar sin cfoctoc ol conccntimionto, ponion- 
do ontas cuatro barreras para declarer la compotoncia dol Juraddo: 
IS') Propuocta dol Ponsnto, 2S) Acuordo del Procidento, 3-) Acuordo 
dc la Inspecciôn Regional y 4^ ) Rosoluciôn do Ir. Direcciôn General, 
oldos los Comicionadoc (93)* Una voz calvados ostoe obaticulos,là- 
dc,cision pasa al jurado, con lo cual ya no tonomos un acuordo sobre 
la, cifra global, si no un acto administrative sobre la mis ma..
5) ÎTaturaloza jurîdica. de la imputaciôn individual
La imputaciôn individual présenta una configuraciôn dd 
feronte al acuordo sobre lo. cifra .global. 2sa diforoncia se traslu 
ce en la distinta naturalez^ do ambor: actoc, pero toniondo sicmpro 
proGonto quo, cuando so trata dc la imputaciôn individual, no podje 
mos perdor la vista ol carôctor bilatéral dol acuordo sobre la ci— 
fra global en ol cual so o.sionta.
El occ^ uema de posibilidades que présenta la imputaciôn 
individual (94) oe contran en troc étapes. La prcGontaciôn de la —
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propuocta por los comicionadoc; la coinprobaciôn por los ponontos; 
y el acuordos do los mismos ponento, Pero cada una dc estas très 
faces tiene, a su ves, distintos matices y corabinaciones*
En cuanto a la Propuesta, pueden ocurrir très cocas:—  
que los coraisionados presenton una propuecta de imputaciôn unanima; 
que la propuecta no soa unanime: o que, finalm.nta, no presenton - 
propuocta alguna, Lo. posicion de la Administraciôn, no.turalmente,- 
variera segûn sea une u otra la postura de los comicionadoc, pero— 
la soluciôn final ticno el mismo caractor en los très cupuectoc, — 
al acuerdo-decisiôn de los ponc-ntos- aunque con dis tintes fundamon 
toc. (95)
La oxistcncia dd propuocta, undnime o ne, o su inexis- 
tencia, llevan a la Administraciôn, en primer lugar, a unr actua-—  
ciôn distinta. En caso de habor propuecta unanima, a la comporba—  
ciôn; en caso contrario, a la fijaciôn directs mente, por los poncn 
toc, dn las distintas bases individualer, con los roquisitos que a 
continua ciôn veromos. Pero es de senalar que en el rp:i mere de los- 
casos dcnunciados, son dos las cocas que pueden ocuriir. La compro 
baciôn os la vorificaciôn de quo los comicionadoc se hr.n ajustado- 
on la imputaciôn individual a loc Indices bôsicos y de correcciôn- 
establecidos. En caso afirraativo, le comprobaciôn de paso, soguida. 
mente, a la tercera fase, es decir, la aprobaciôn por los ponentes, 
de la propuesta presentada por los comisionados. En caso negativo- 
se establece una oporaciôn interm dix consistante en la rectifica- 
ciôn que los mismos ponentes hacen de la propuecta para, una vez — 
rectificada, ps.sar a la aprobaciôn.
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Los probiornas plantoados por oste cuadro de posibilida 
des son, fundamentalmonte dos, el oardcter nogocial de los Indices 
y la caracterizaciôn do la comprobaciôn, Vearnos por separado dmbas 
cuestiones,
En cuanto a los Indices (96) ol cardcter pûramonte né­
gociai, como encontrdb .mos en la base, no existe, aunque si liay —  
una cicrta. posibilidai de ofortnr y contraofertar propuestas a las 
cuales, la Administra' a ôn, en definitive, do su aprobaciôn admitid-n 
dolas como validas p r l a s  mraputacionos individualeso Es do noter 
dos cosas, la primer.. s, quo esta posibilidad de una nueva (sogun 
da) propuosta do los . .viisionados si la primera no fuera aceptada- 
por los ponentes., s;- ai,go quo no se va a repetir luego on la impu­
taciôn individu:;,! efn sms id or and o la graii semojanza que hay entre 
a mb os procedirniontc.rjs propuosta do los contribuyentes y aprobaciôn 
de los f un ci on ados V I,a sogunda. es, que miontras la propuosta de In 
dices tione r.uo r or con caricter unanime para que prospéré, la acep 
tacion por los ponentes requiere solo un pronunciamionto por mayorla 
respecte a su adocuaciôn y a la elecciôn, de entre los Indices pro 
puestos, do aquüllos que tengan que sor aplicados. Si bien es cior 
to que hay un grado do bilateralidad y dc efic&cia de la voluntad- 
de los parti cul Cure 8, al ser la decisiôn materia reservada exclus i- 
vamente a los ponentes, el caractor négociai queda desvirtuado. -
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Respeoto a la comprobaciôn, cl problema es môs oornple- 
jo, ya que son muehos los proceptos que tanto en la LRT, 1957> co­
mo en las instruccionos provisionales que la siguieron, niegan es­
0ta posibilidad. Ahora bien, do la redacciôn de estes preccptos se 
deduce que la prohibiciôn legal de comprobar, no tiene por objoto 
la base global antes do ser imputada, sino por el contrario, las - 
bases individu al os una. voz llovada a cabo la imputaciôn y ser, por 
lo tanto, firm s. Con ello nos onoontramos quo existe un momcnto - 
en que de darse ciort t oincunstancias, la Administraciôn puede —
1levai' a cabo una ciorta acciôn inspectora on su sentido mds dmplio 
que inoluya, tanto 1.. comprobaciôn como la investigaciôn. Estas — • 
circunctancias son: q ) la propuosta do indicés no haya sido unôni 
me o que no so hrya ( >0, Ello posibilita a la Ad.ministraoiôn en -
su funciôn do fijar ‘j . irnxmtaoiôn, ol recurrir a element os externos 
al 'prooodiniGnto do i r.luaciôn global, ya que los ponentes ostablo 
cen la distribue:ôii lividual "ajustandose a los Indices bÔsicos 
y do ccrrocoiôn y a j' ; datos que posean o adquioran® (98)» Es im­
portante oalificcr c "va posesiôn o adquisiciôn de datos y distin—  
guirlu de la comprobaui.ôn quo los mismos ponentes llevan a cabo en 
ol caso do propuosta undnimo de distribuciôn individual do bases»- 
En ol segundo caso, no existe x^roblâmas pues la comprobaciôn es si 
nôniino de "vorificaciôn" y si los coraisionados no hiciesen la dis­
tribuciôn con arreglo a los Indices, los ponentes ûnicamente pueden 
rectif icar la propues ta en este sentido: "ajustando" dicha prépuces 
ta a los Indices y sin poderse servir de mas datos»
Por el contrario, al tratarse de los dos supuestos res 
tantes, los ponentes pueden servirse de otros elementos de juicio 
de los cuales dispongan ya con anterioridad o los adquicran cnton- 
ces para poder realizar la distribuciôn» El marco legal de la Ins-
30
pecciÔn, lo tenemos ostablecido en los art. 140 y 109 de le- IGT»—  
Es claro ^ue dol primero do estos proceptos so deduce cl que la —  
inspecciôn es el gôncro, siendo la comprobaciôn una de sus cspecios. 
Pero asî como on 1 art. 109 de esta ley se plantea una sola alter 
native; comprobaciôn (verificaciôn) rospeëto do las bases consigna 
das on las declaraciôncs (estimaoiÔn directa) e investigaoiôn (des 
cubrimlento) respecte a los hoches imponibles, on el art. 140, la 
alternative es doble pues, en cuanto a los hechos imponibles, Ir. - 
Inspecciôn llova a cabo una investigaciôn, pero on cuanto a las ba 
ses, son dos las posibilidades, dependiendo del sistena de doter—  
minaciôn de la base; ci los supuestos de estiraaciôn directa, la —  
comprobaciôn: on los supuostos de estimacion objctiva, las "actua- 
cioncs inspecteras" y los "estudios generalos do activédados y —  
profcsiones". La concoïdancia entro aOl art. I40 y el 109 LGT es - 
corrccta, c-vidcntomonto, ppr cuanto on ambos la comprobaciôn es de 
bases "dcclaradas" y la investigaciôn os sobre hechos imponibloso— 
Pero ol art. I40 haco lucgo una nueva distinciôn nuo nos conduce a 
dosconocor, con certozn, ol alcance de lo que scan las "rctuaclo­
nes inspecteras" respecte dd les sistemas objotivos. Estas actua—  
clones inspecteras, situadas entre la daterminaciôn de la cifra gl_o 
bal y la individual de cada contribuyente, pensâmes que son las —  
que pueden conducir a los ponentes a algunos datos a travis de los 
cuales —y junto a los Indices bôsioos y correctores y a los datos 
que ya posean por los "estudios générales de las actividades y pro 
fesiones"- (99) fijer la distribuciôn individual.
Pero,sin embargo, en la evaluaciôn global este aspec—  
to adquiere una especial rolevancia por el hecho do estar basado —
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en ol consentimiento de los contribuyentes y de la Administraciôn, 
De este modo el TEAC afirmaba -refiriôndose a la iraposibilidad do 
inspecciôn de las bases- que "lo que résulta obligado para la Admi 
nistraciôn es no investigar otros beneficios que los que, de iimtuo 
acuerdo con los comisionados do los contribuyentes, ha ostableci­
do como base do tributaciôn y serîa ir contra sus propios actos —  
procéder de otra manor a" (Notas HTEAC de 17 de mo.rso de 1964*
Una vez hocha la imputaciôn a cada uno do los contribu
yentes dol grupo, las bases individuales son firmes siendo ilegal- 
una inspocoiôh, A osas bases individualcs es a las que la LRT 1957 
haco rcfcrenoia en sus arts. 36 (lOO), 62 (iCl), y las Réglas de - 
las Instruccionos Provisionalcs como por ojomplo en la IPII, las - 
Roglas f;0 (102) y Régla 67 (103). De todos estos puntos nos ocupa- 
mos ya on otro lugar, al tratar el problema de la presiôn fiscal - 
indirecta, cuya suproslôn era una de las finalidades do la reforma 
do 195?o Sin embargo, c.n aquôlla ocasiôn nada digimos sobre lo sue 
suponla, en cuanto dosvirtuaciôn de csa final idad, la. comprobaciôn 
e inspecciôn en la faso intermedia entre la detorminaciôn de la ba 
se global y dntes de su distribuciôn. Ouestiôn que ha sido plantea 
da, en los parrafos anterioros.
Supuesto todo lo anterior -los datos y rcferencias a - 
las Reglas de la Instituciones Provisionalcs- llegamos a la conclu 
EÎôn de que la distribuciôn individual do la base no tiene carôc—  
ter négociai sino que es un acto administrative, si bien de carac- 
ter bilaterlao
La têsis del acto administrative bilaterla, es algo —
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controvert Ida y ha sido raentenida en el campo administrative per - 
el profesor Martinez Useros (IO4). 21 punto do partida para 11 - :r;ar 
a su adraisiôn esta en cue tradioionalmente se ha pensado sue para- 
poder tomar cn considoraoiôn la figura del acto administrative bi­
lateral, este so comT)onla do dos partes dosiguales on cuanto a la 
doclaraciôn de voluntad: una,là del particular y otra la juridico- 
public a, que es nula si falta la primera. Ls correcciôn que a esta 
or e one i a debe hacerse, consiste en quo se est! opérande con Lin cri 
terio formaimente ostoreotipado on la ciencia jurldica-privada so­
bre la base de la doclaraciôn de voluntad (105). Asî, afin - , Mart^ i 
nez Useros, "reoonooido que ol acto jurîdico es, cn verdad, la cfj. 
cacia on Dorocho de la voluntad, el imporio, la cap:cidad impositi 
va. (106) îTo obstara a la idea de bilatéral idad, si per esta se en 
ticndo; no la concurroncia equiaparada de dos declaraciones de vo— 
luntad oontrapuostas -hipôtesis inadmisible on el acto administra­
tive- sino la virtualidad y efectividad de osas dos voluntades, - 
con contrapuestos motivos, en el momento de la créaciôn de la vo-- 
luntad opérante en Derecho para la ulterior relaciôn. El critorio— 
reposa en el otrogamiento a la voluntad de toda la trascendencia - 
sustandal que la corresponde". (IO7) No se trata, como se vo, de- 
plantear el tema a partir de la distinciôn de dos partes désigna— • 
les, sino do la considoraoiôn de dos mementos: la gônesis de la yo 
luntad y la doclaraciôn de la misma como acto administrative. Im—  
plica, por lo tanto, con frases del autor citado de "consentimien­
to en la gÔnesis de la voluntad e imperio en la relaciôn". (I08).
Este osquema podomos trasladarlo, a nuestro juicio, al 
campo de las imputaciones individualos de la base global acordada, 
viendo que en la gônesis de esta distribuciôn hay bilateralidad —
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pero que la declaraciôn-dèciciôn de esta voluntad, es acto adminis 
trativo de los ponentes do la Junta,
La bilateralidad tiene très puntos en que mantonerse:- 
1®) el hecho do que la cifra global haya sido acordada entre fun- 
cionarios y contribuyentes» (IO9 ). 2®) El hecho de nue los Indices 
basicos y de correcciôn son propuestos por los comisionados, mani- 
f.stando con ello su voluntad, y aprobados por los ponentes (con - 
las distintas posibilidades ya vistas), 3®) El que las cifras do - 
las bases individualcs son igualmonte propuestas por los comisiona 
dos y la Administraciôn so pronuncia sobre ollas. Es decir, hay —  
una intervenciôn do dos sujotos claramento difercnciados y aut6no- 
mos, aunque uno de elles lo es con las limitaciones que conocomos- 
y quo hacen que ol otro sujoto —los ponontes- so dospeyuo de la —  
autonomia y libertad quo los hacia igualos. De todos modes en es­
tes trcs mementos u operacionos, vemos la posi' il idad de que la v_o 
luntad de los particulares tonga of_ctos on cuanto al punto final- 
que estâmes estudiando; Al sonalamiento de una base imponiblc para 
cada Lino de los contribuyentes inclûîdos en un grupo.
Los impresos que la s Dolcgaciones de Hacienda romiten— 
ü. cada uno do los micmbros del grupo antes do la: imputaciôn indi—  
vidual do bases, lleva, en su encabezamiento, el sigui nte titulo; 
"Propuosta de imputaciôn individual de las bases de imposiciôn do­
les comisionados del grupo acuerdam por unanimidad sometor a la —  
consideraciôn de la: junta en cumplimiento de la Régla 22 de la Ins 
truccion Provisional del Impuesto Industrial Cuota de Bénéficiés) 
(OM, de 9 de fcbrero de 1958)".
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Do habla,ôn estoc impresos, recogiondo lac palcbrac de 
la IPII, de "propuecta" y "somotor a conciderrciôn". Ec importante 
senalar que ece cometimiento do la propuecta no es a la simple con 
sidcraciôn como rnora opinion sin consoouencia alguna, sino que en- 
équivalente a aprobaciôn o den^gaciôn. Por otra pa te, cl oue di—  
cho cometimiento sea a la considoraoiôn" do la Junta" es igualmen­
te quîvoco puesto que ôn roalidad lo que hay os una propuosta por— 
unos micmbros do la Junla a otros miembros de la misma; y en este— 
sentido el pdrrafo dos de la misma Régla 22 IPII déjà de refcrirse 
a la Junta para hacorlo "a los domûs componentes do la Junta"c
En toda s las Réglas que regulan esta ûltirna oporaciôn 
—adcmôs de la ya citada— se deja ver rauy a las claras cl que aquî- 
son los funcion:::.rioFj de la Junta los que tienen la total docisiôn- 
al, por un lado, pronunciarsc sobre las propucstas, y, por otro, — 
docidir las bases, .'.'n îa Régla 23, parrafo 2 IPII se liabla cn tôr- 
minos taies como "presentada la propuosta" a los ponontes , la cual 
serô aprobada "si fuorc procèdente" y on caso contrario "rcctifican 
dola"o Los ponentes ostan a la expectative dc la manifcstaciôn de 
los comisionados para pronunciarse cn favor o cn contra y toniondo 
para ello el maxime do posibilidades, pues cn caso dc rechaso de - 
la propuesta, no oon los coraisionados los que hacen una sogunda —  
propuesta -como ocurrîa con los Indices- sino que son los ponentes 
los que directaraente imputan las bases, ITo haylugar a lo que podrîa 
mos llamar "oferta y contraoferta".
En los casos de la Régla 23, pôrrafo 1®, es igualmente 
palpable esta posiciôn preminente dc los ponentes al no habor pro-
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puGsta o no ser "sta unanime, pues la desvinculaciôn que suponc no 
tenerse quo somoter exclusivamcnto a los îndibes aprobados, haco - 
nuG su decisiôn estô alejada on mayor medida de la voluntad de los 
contribuyentes del gfupo.
En cuanto al segundo pûrrafo de la Régla 23, IPII al - 
bablar de "acuerdo aprobando o fijando la distribuciôn individual" 
tendrîamos que considerarla falsa si por "acuoido" se . -ntiondo el 
dc voluntades entre comisionados y ponentes ya que aquî solo cabe 
a.cuerdo-decisiôn de los ponentes, sin scmetimionto a rôgimon dc —  
mayorîan, con el doble raatiz do que pueden ser "aprobando" (lo — — 
cual ocurrira ûnicamente en un caso; cl do que haya habido propue s 
ta unanima y la comprobaciôn fuere satisfactoria) o "fijando" (que 
incluyc el resto do los casos: propuesta unanime modifieal a por - 
la comprobaciôn, propuosta no unanime o falta dc propuesta,
Asi como respecte a la cifra global en una junta se —  
llogaba por cl acuerdo concurrente de los dos mayorlas, aqui la- 
imputaciôn individual (el "sonalamiento" ) incluj’-c dos operacionos-:' 
la propuesta dc los comisionados y la aprobaciôn por los ponentes— 
funcionarios.
En consGcuenca tenemos, cn la gônesis del acto, la vir 
tualidad de dos voluntades diferentes que tienan su orîgen, no en 
cl momento de la imputaciôn sino que vicnen do estados anteriores— 
(bases globales-îndices)* Por el contrario, la relaciôn que se ori
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gina tiene el sollo dol imperium de la Administraciôn y se rel'iero 
exclusivamente a las bases distribuîdas con carôcter individual.
Ahora bien, el habor calificado este acto administrât! 
vo de distribuciôn do bases como bilateral, no nos es suficiente,- 
necesitando de una nueva nota para su total comprensiôn dontro de­
là dinarnioa dol tributô, Ss comunmente admitido en la doctrine ad­
ministra tiva la Gxistencia de actes diverses desdc si punto de vis 
ta de su contonido y por lo tanto, de la eficacia que esc contoni­
do puede alcanso.ro Bien se h able de actes—proced imiento y acto ad- 
ministrativo, como haco Porti, bien de actes internos y externos - 
segûn Zanobini, bien do actos-tramite y actes définitives para da— 
rrido Palla, la idea os comûn por cuanto para Porti, (llO) la dis­
tinciôn os consecuoncia do la nocesidad en que la Administraciôn - 
30 oncuentra do utilisai- sus ôrganos internos en ol interne proce­
so do formaciôn dc su voluntad. Actes internes que, para Zanobini, 
son aquôllos que (ill), ôrra.nos do la Administraciôn, dirigcn a —  
otros organes de la misma y que a.gotan en l.a organiaaoiôn toda la 
3f ica cia. Mi entras que los ex ternes son los que se diriqen a, los - 
ciudadanos. Asî, afirma finalmonte Garrido palla (ll2) surge "una 
distinciôn fundamental entre los actes-trômite y actes principales 
D definitives, se.gûn ol papal que el acto doscmpona en un estpedien 
te o procedimiento. Los primeros son naturalmente actes internes - 
y los segundos actes externes". El acto tramite, por lo tanto, es- 
dl presupuesto que da pie al ôrgano administrativo para que ejersa 
311 funciôn dictando la décision comspondicntc.
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La posiciôn tanto de nuestro Tribunal Zuprem, como --
dol Tribunal EconÔmico Administrative Central es lo suficientemen- 
te clara como para no dojar dudas sobre el que las base impositiva 
senalada por la Junta de evaluaciôn no es acto administrative (113) 
Sin embargo, la jurisprudencia no ha matizado cuizas suficientemen 
te la diforoncia entre lo que se an actuaciones do las juntas y 1 em­
base individual en si misma, considerando que las bases aprobadas- 
por los ponentes para cada contribuyento se.gûn la propuosta de los 
comisionados es una do las fases do actuaciôn de las Juntas, la ûl 
tima concrctamento, mes que su rosultado. Y con este fundamonte se 
rnantiene el que no son actes administrative impugnables directamen 
te anto la jurisdicciôn econÔmico—administrative (II4)» Es decir,— 
dos son los presupuestos en que la jurisprudencia se asicnta para— 
nogar al valor del acto administrativo; 1®) cl reforir l;: imputa—  
ciôn individual do bases a una do las actuaciones do la Jun ba; y - 
2® ) la ini mpugnab il idad en via cconômica-adminis tra tiva. liant eniey). 
do unanimemento, en consecuoncia^ que todos los problèmes suscita— 
dos por o on las Juntas en su misiôn dc cstablecer bases globales—
0 individualcs, bien soa en la tra.mitaciôn, bien soa respecte a. la. 
cifra tienen que ser Irapugnadas ante los Jurados Tributarios por — 
via de los Recursos de Agravios. ITo existicndo posibilidad de acu— 
dir a la via econômico-administrativa hasta tanto no se dô el vcr- 
dqdero acto administr.atiyo de liquidaciôn.
Por lo tanto existird acto administrative cuando sea— 
impugnable en via econômico—administrativa. Pero si este no ofrece 
dudas, tenemos que hacer notar que la jurisprudencia deja sin cal_i
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ficar expresamente el acto de la aprobaciôn de las asignaciones fi 
nales, es decir cl paso de la gônesis dc la voluntad (quo se ha —  
ido generando en la Junta) a la relaciôn suhsiguiente (base indi­
vidual sobre la que dictar el acto liquidatorio) y quo nosotros lie 
mes calificado do bilateral, por su fundamcnto, y de tramite, por 
sus consGcuencias y por lo cue représenta dento de la dinamica dol 
tribut0» Esta caractorizaciôn de trôraite os confirmada, -n su inira 
puynabilidad ante al jurisdicciôn econômico-administrativa tanto ~ 
per cl art. 44«l*b) dol Heglto» Proc, Hocc. Ec-Ad. dc 1959 como —  
per cl art# I65 i) do la LGT, ya que si bien concedcn posibilidad- 
de recurrir on via eoonÔmica-adninistrativa contra los acuerdos dc 
tiaraite sera, de los que reconozcan o dcnieguen un dorocho o docla- 
r:.n una obligaciôn, adenids del roquisito de que décidai! directa o- 
ir.dii-ectamento dol fondo del asunto, pongan fin n la via do gcstiôn
0 impidan su continuaciÔn. Y de estos roquisitos no se da ninguno- 
er. el tra mi to de senalar las bases individualcs ya que no es otra— 
ccsa nue un acto Incluido en lo que cl TS denorainc "constoiaciôn- 
dc a etos administratives" (115) eue no docidon sobre el fondo del- 
asunto, siendo de contonido o importancia muy distintos al acto fi 
ncl liquidatorio, vordadero acto administrative declarative de la
01 liraciôn dol particular#
Finalmente, si las Juntas, como ôrganos colegiados, —  
dictaran actes administratives, estes rosultarîan nulos dc pleno - 
derecho en el caso de no sor dictados conforme a las reglas de for 
maciôn de voluntad do dichos ôrganos, s.gûn establociô la LPA (116) 
y el TS ha sancionado rcpetidas voces (il?)# En este nrecepto de 
la LPA dos son los elementos: ezistencia de un ôrgano colegiado y
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el que este ôrgano dicte actos ad mini s tra t ivo s. En las evaluaciones 
globales nos encrntramos con que estes dos elementos se desdcblan— 
en ôrganos distintos; la Junta es un tipo de ôrgano colegiado en - 
cl cual se forma la voluntad y el acto administrative cn que desem 
boca es leclarado por la Administraciôn como ôrgano distintos# De— 
esta desvinculaciôn do funciones es clara nuestra la posiciôn de — 
la jurisprudencia en cuanto que ante ol hecho do habor proscindido 
las Juntas de las réglas de formaciôn de la voluntad, por un lado— 
no so déclara nunca la nulidad de oficio, y por otro, si a instan- 
cia, de parte se solicita la fiscalizaciôn de las actuaciones, los- 
dcfectos serôn relevantes ûnicamente cuando afecten a 1; validez —  
del acte administrative (ll8) y, este concepto do validez, para — 
al TS (119) y ol TEAC (12C) es équivalente de que las Juntas cum—  
plan su fin, es decir fijeri la base para un grupo y atribuyan indi 
vidualraente la parte que dc dicha base corrcsponda a cada uno de — 
los contribuyentes que integran el grupo, dûndose por buonos todos 
los tramites aunque no so hayan acomodadc las nnrmas que negu— - 
lan el procedimiento en la faso de formaciôn de la voluntad on di- 
chas Juntas# As! pudo decir la ATt-AC de 23 de octubre de 1962 que 
"os évidente que las actuaciones defectuosas que cl réclamante se- 
nala para justificar la nulidad de las actuaciones que prétende, - 
la no aportaciôn de Indices por los Comisionados en la primera Jun 
ta sino en otra posterior, la supuosta arbitrariedad o dcfecto do 
aquôllos Indices; la parobaciôn en una 'misma sesiôn de los refei'û 
dos indices, do le, cifra de evaluaciôn global y de la correspondien 
te imputaciôn individual a cada contribuyento; y aûn la, falta de — 
intervenciôn do uno de los très comisionados, no han irapedido el — 
cumplimionto del fin de la Junta y por consiguiente no détermina,—
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por sî mismo, la anulaoiôn dôl acto". Carecen, per lo tanto, del - 
valor de actos administrai;ivos plonos las imputaciones individua—  
les de bases hachas por las Juntas, siendo un mere trdmita interne 
y provio del acto administrativo liquidatorio final*
La base asî dotorminada (consentimiento, formaciôn do­
le voluntad con caractor bilatéral) da lugar ûnicamente a los Re­
cur ses do Agravios contra esta bare, en funciôn do que os un : cto- 
declarative de dicho oiemonte; acto interno que un ôrgano de la Ad 
ministraciôn (el accrotario do la Junta) dirige a otro ôrgano de - 
le misma (Administraciôn de Tributes) para que dicte el acto adminis 
trativo liquidatorio, declarative do la obligaciôn del contrilbiyen
te a
Y este imputaciôn individual de la base (os decir; pro 
puesta de imputaciôn y aprobaciôn subsiguiontc, ambas plasmadas on 
el certificado oxpcdido por el sccretario de la Junta) es acto do 
ccrôcter interne, pertone c icnte un procedimiento (ol do liquida— 
ciôn) en un doble sentido: 1®) porque a ôl van reforidos los rocur 
scs de agravios quo contra la imputaciôn individual de la base y — 
actuaciôn do la Junta interpono ol contribuyento, cuya voluntad in 
dividual es externa al proceso do osa imputaciôn; y 2®) es interne 
y parte de un proceso por cuanto su rolevancia contenciosa -para — 
irterponer csos recusros de agravios- no se da hasta tinte no se — 
nctifique dicha base, lo cua% so hace en acto unûnime junte con la 
nctificaciôn de la liquidaciôn do la cuota (121)#
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6) I'laturrdeza. .jiirldica de la deterininaciôn indivi­
dual do la Quota. 21 acto 1iquidatorio.
Siguiendo ol razonamiento anterior y tanido prosonte — 
lo quo expusimos sobre la concepciôn dinûrnica do la relaciôn jurî— 
dica tributaria llcgamos, en este momento, al acto adminis trativo- 
pleno, osto es el acto liquidatorio, con :-l cual conoceremos la —  
cuantla de la obligaciôn tributaria a cargo del contribuyento.
Sifi embargo, esta ultima oporaciôn o acto dc qestiôn — 
de la actividad liquidatorio nos plantea un problema que si bien - 
fue enunciado prcviamento y tomsda postura ante ôl se dojô sin un- 
anal isis mds profundo, por lo cual es includible ostudiarlo ahora. 
îTos reforimos al significado que la liquidaciôn toma on las évalua 
ciono s globalos.
a) Valor de la liquidaciôn respecte ad nacirnionto — 
de la obligaciôn tributaria..
Es una cuestiôn antigua en la doctrine tributaria el - 
plantearse cl valor do la:liquidaciô: respecte al nacirnionto de la
obligaciôn, dado que dc ello se siyuen concepciones muy distintas- 
sobre el fenôraeno jurîdico-tributario, al igual que consecuencias- 
practicas del mûs olevado interÔs. Pero si la disyuntiva entre el 
valor declarative o constitutive de la liquidaciôn esta ya superada 
en favor de la primera de las solucioncs, lo que ahora nos toca —  
analizar es si efectivamente la evaluaciôn global, como procedimion 
to de liquidaciôn, y el acto liquidatorio yirado sobre una base —  
determinada por tal raôtodo de estima.ciôn, tione igualmente valor —
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déclara tivo cio la obligaciôn tributaria, p por ol contre io, aâ^- 
quioro rolevancia constitutiva de la misma. Adelantomoc eue la ova 
duaoiôn global y ol acto liquidatorio tione cl caractor do déclara 
ciôn pero con unos matices distintos r-. les que présenta c un proce 
dimiento ordinario do deterrainacicn de bases a travôs cb la estima­
cion directa.
La liquidaciôn en sentido amplio, es decir cl %)r oc edi- 
mi onto de liquidaciôn, tiene, como es sabidc, una doble funciôn do 
clarativa.. Por un lado reconoce el que la obligaciôn hab:ta sur - : ido 
ad roalizarse ol supuesto de hecho; por otra déclara la, cuantîa - 
nunorica de csa obligaciôn. Estas dos funciones del procedimiento- 
c,e aestiôn tributario son operacionos di versas. Asî, miontras que- 
ci roconoaimiento de la obligaciôn supone la comprobaciôn del he— - 
cho impcnible, localisando sus elementos tanto objotivos como sub- 
jctivos, la liquidaciôn on sentido ostricto da lugar a fijar cl — - 
cuantuin del dôbito surgido v do cuyo naeimicnto tenemos yr. cortc—  
%a (122).
En un procedimiento normal, las dos funciones doclara 
tivas do la liquidaciôn no van uni das, sino que r.l contrario cara- 
una de ollas da lug;ar a operacionos dis tint as: la funciÔn del r-ecq 
nocimiento dc la obligaciôn os materia que compete a la comproba—  
ciôn, on cuanto faso del procedimiento de liquidaciôn dis tinto y - 
anterior al acto liquidatorio; y la funciôn de senalar la cuantîa— 
de la deuda -en base a que la obligaciôn efectivamente naciÔ ya —  
que no cabo senalar una cuantîa para una obligaciôn inexistente— — 
es algo que va unido intensamente al sonalamiento do la cuota, es-
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decif al acto adininistrativo liquidatoriQ.
Hay, por lo tanto, una desvinculaciôn enitroa mementos: 
primero, el del nacimiento de la obligaclÔn; sogundo, ol ‘o sabar­
que la obligrciôn naoiô (123), tercero, cuantificaci6n,
la distinciôn becha, ademds de ser lôgicamente cicrtc- 
tieno cucio, importancia en cuanto a los remedies jurîdicon que ol — 
particular quo so protende lesion::do puedo ejercitar contra la li­
quidai ci on dando luqar a controversies jurisdiccionalcs autonomas, 
pues niuy distinto résulta ol nue so inpup:ne ol nomotimicnto n. un - 
qravamcn a quo el objoto do impugnaciôn, supuesto yaacoptado (Ho—  
donocido) cl soiiioticiionto, sea su cuantîa*
b) Kl acte liquidadorio respecte al procedimiento -
de là nu id ac i 6n,
La desvinculaci^n entre las dos operaciones déclaratif 
vas de la liquidaciôn onumoradas no se da cuando cl procedimiento- 
de d o t er m i nac i An do bases es la ovaluaciôn qlobal, In este case, - 
el acte liquidatorio es el ûnico que tienc relovanoia, aqolpando - 
todc el procedimiento do Üquidaci^n y s in dar autonornîa a ninquna- 
de sus fases internas, comportdndose como una autôntica prosa de — 
un embalse, en donde ne contiens todos las foses paroialos, acuor- 
dos y act os do traraito en espera de que, abiertas las exclus as, f»-
salqan a trav6s del verdadero acte administrative al mundo extc---
rior de la Junta y los ostudios econômicos, para volver al caucè - 
normal de la relaciÔn jurîdica, caraino de su extinciôn.
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a*) Declaraciôn de la obliqa:ci6n, r6qiman,baso y cuot:
El die bar el acte administr.'. tivo do liquidée 16n y su — 
notificaciôn al particular on cuanto déclara una obliqueion, en fa 
cuit ad eoberana del Estado, privativa y exclue ivc: de la Adiuinintru 
ciôn fiscal (124)* Unic.amentG ne considéra acte a.drriinistr: tivo li­
quidatorio el que declare una obliqaciôn a cargo del particular. - 
(125)0 Y ai produoirso roalmente la vcrdadera declaraciôn definidq 
ra de la obligaciôn fiscal del contribuyonto so déclara, ader.ids, cl 
rogimon a que esta sornetido, la base imponible y la cuantîa de su- 
deuda.
En cuanto a que soa este el moraento procèsal en cl que 
se déclara cl sornetimionto del cohtribuyente al tributo hay unani- 
midad j ua? i s p rud e no i a1 en aplicaciôn de las norman sobre este yunto. 
2i fueso la inclusion en la lista de contribuyentos lo quo dotermi 
nasG cl rogimon aplicablc a uai su je to pasivo, on cuanto que on ta - 
inclusion suponc que tome a su cargo futur:.s obiigaoiônos, incluso 
fermaies, tendrîa que cxistir posibilidad de recurno economico-ad­
ministra tivo contra tal acte administrative de inclusion (126). —  
Per el contratio no hay autonornîa de tal momonto "ya eue no'impli— 
ce. por sî solo la declaraciôn de un d or echo o de una oblia-.ciôn, — 
pues es un mero acte de gestiôn préparatoric ol acto administrati­
ve de liquidaciôn", anadiendo ol TEAC que "ni el h^cho de efectuar 
le inclu::i6n ni aûn do que Ua. Junta haga las imputaciones indivi—  
duales en distribuciÔn de la cifra evaluada globalmente, prejuzga- 
su sujeciôn al tributo, la cual no se déclara basta que, practicar- 
dc la liquidaciôn corrEspondiente, se les oxija una cuota contribu
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tiva, momento procesal que os ci oportuno pav: quo, on discusiôn —  
de la obligaciôn de satisfacer osa cuota, formulon alegrclones en 
virtud de las cuales no se crean obligados a tributar (127).
Este punto del sujeto pasivo os quizds ol mas vulncra 
ble a la consideraciôn del valor do la liquidaciôn como declarati­
ve en la ovaluaciôn global# Procisamente una do las crîticas a la 
tesis doclarativas do la liquidaciôn viono on funciôn de que su —  
transcendancia os raayor pues to quo de la mi s ma se dériva la f i ja—  
ciôn del sujoto pasivo en la propia concreciôn de la situaciôn de 
hecho (128)0 Es indudadolo que en la ovaluaciôn a;lobal pudisra pen- 
s arse que existe un argumente on este sentido, tin embartgo, edoraôs 
de las razones générales anteriormente expuestas, no podemos olvi- 
dar las motivaciones que llovaron a esta estructuraciôn tôcnica de 
la evaluaciôn# En primer lu,.par, finalidad ...inmediata de la evalua- 
ciôn era atraor a un gran numéro de contribuyentes nuevos al ômbito 
do la dributacion (l2o)« En segundc lugar, que "estas ineorpor: cio__ 
nos ma si va s do los contribuyentos a los rospec tivos consos no ha. - 
sido fruto de acuerdos fundados y : créditâtivos de la procadoncia 
del gravamen" )(l30), sine considerado como fin en sî mismo.
Por otro lado, a este dato se le une la irrelevancia —
de los defectos de traraitaciôn en cl seno de lasJuntas si 110 afoctan
a la validez del acto, como senalamos môs arriba citando Setencias 
del TS y Declaraciones del TE£C#
Todo ello es revelador de los compartimientos estancos
de la evaluaciôn, de las fîises cerradas en que se desenvuelve, ale-
jadas de la realidad y marginadas de la legalidad, como el mismo -
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Tribunal Supremo puoo do relieve (I31), respecte a los Indices, al 
decir cue el valor do la designaciôn inicial undnimc do los indices 
basicos y de correcciôn esta guiado por el principio preclusivo im 
per an te en este ordon procedimontal debido a o^ ue "cl de signio del- 
legislador es que la fijaciôn de indices se realise en un primer - 
momento, cuando aûn los interesados noconocen su traduceiôn en —  
una base matematica concrota, s in dud a para que diclia op-raciôn - 
do formulaeiôn de los indices soa mis pura, mis objetiva y abstrac 
ta, este es, para que se desonvuelva en un terreno lo rnis lojano - 
posiblc del natural instinte dofensivo del contribuyente Trente — • 
ad fisco".
Y este, mi s ma idea nos la confirma el TEAC (132) on —  
cuanto que on las bancs imponibles fijadas por Junta de evaluaciôn 
global "se encuontran comprendidos por définieiôn, inoxeusablcmen­
te y de raanera implicite, todos los conceptos que en rclaciôn con­
ia. actividad raerecen considcrarse como Ingresos o de gastos".
b^^ IClcmento material del acto liquidatorio; la ce* 
tificaciôn.-
31 acto administrative de liquidaciôn tiene su fundamen 
t) inmediato en las imputaciones individualos, como acto-trômite,- 
a travês de la certificaoiôn que el Secrotario de le. Junta expido- 
a la Â^ministraciôn de Tributes, segûn claramente se desprende de­
là combinaciôn de las Réglas 23, pôrre.f0 2  ^ dd la IFII al decir — -
8"para que tengan 3fe0to conjuntamente las correspondicn :.e liquida- 
clones y notif ica.cionos" y cl pdrrafo 3- de la Régla 38de la mi s ma 
Instrucciôn al determinar que la liquidaciôn se cfectuara "en expe 
dionte que se encabesara por el certificado a que se rcfiore cl pa 
rrafo ultimo do la Regin 23" (l33)*
Lo cierto os que el ûnico elomento de conocimiento quo 
la Administraciôn tiene para dicter su acto administrative os esta 
certificaciôn conteniendo las bases asignadas g cnda individuo. — - 
Criterio que encontre nos rocogido en la doctrine del TEAC (l3d) al 
afirmar rotundamentc que no se pueden tener en cuenta otros antece 
dentes que no scan los rend i mi onto iraputados; serialsndo, en otro - 
ocasicn, (l3p) que os inopérante cl querer incorporer a dicho cor— 
tificado otros documcntos Para prueba,
c^ *) Oporaciôn dol acto liquidatorio.
En el art. 54 LOT encontramos implîcitamente el concoj) 
to de acto liquidatorio, como oporaciôn que consiste en apiicor —  
sobre la respective base liquidable el tipo de gravamen que cornes^ 
ponda para determinar la cuota.
Este concepto es igualmente valido cuando las bases han 
sido senaladas por Junta de evaluaciôn (136), pero es de noter el 
nûmero de sentencias y resoluciones en que ello tiene que ser de—— 
clarado, invocando siompre, que para la validez del acto adminis­




la base q_uG le fuese comunicada, sin necosidad de exponer el expe­
dients de liquidaciôn* De hacerlo asî, dicho acto administrative — 
ester*ô "dictado con arreglo a Dereoho" (137). Bvidenteraente, en el 
Impuesto de Sociedades a la hase imputada por la Junta dehe anadi^r 
sele los rondimientos atîpicos declarados por el contribuyentes — 
(138). K # '
Esto que'acabamos de senalar hace referencia, por lo —
' - %
tanto, a los anteiSadepites que la Administraciôn debo tener en ouen 
ta para llevar a cabb el acto liquidatorio. Y estos antecedèntes—  
se reducen a la base oontonide» en la certif icaciôn que expide el —
-i
Secretario do la Junta*.
Pero sé plantea una uuestiÔn dis tinta si nos pregunta 
mes quê antecedentes deberâ tener en cuenta el Tribunal Econômico— 
Administrative para resolver una reolamaciÔn contra el acto adminis 
trativo girado sobre la base imputada por la junta. Nuestros tribji 
nales han adoptado posiciones distintas, y, asî, al principio, el 
TEAC rochazÔ oualquier intento de prueba basado en la aotuaciôn de 
las juntas, afirmando que "no han de tenerso en cuenta môs antécé­
dentes que los rendimientos iraputados por la junta de evaluaciôn— 
global, sin que puedan traerse a colaciôn los que sirvieron de fim 
damento a esa iraputaciôn" (l39)*
Sin erabargo, el TS oambiô la opiniôn del TEAC conside—
# ‘ ■ - 
rando que "es incuestionable que cuando los intereses se estiman —
àgraviados por, las deôisiones de los ôrganos administratives en su
gfôtiôn, deben ejercitar el derecho de defenda tan Arapliaraente co—
me lo censiéntai" 1 el rôgimen normative que lo régulé sin interpre— ,
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juicioT* ConsecuenteGiente, en el caso en ol que se reclame ante un 
Ti-ibunal econômico^administtativo contra un acto liquidatorio gira 
do sobre la base senalada, por un junta (y que, segûn lo dicho en — 
el apartado anterior, hunea contiene las actuaciones de dichas jun 
tas) el recurso, dice el TS, "puede ejercitarse sobre la base de - 
que el interesado conozca total e integramente los elementos que — 
aquêllas hay an tenido en ouanta para f i js,r las bases tributar ias". 
Y si bien se reconoce que estas bases se hacen constar en las car— 
tificaciones de las juntès, el derecho del réclamante no puedo que 
dar liraitado a êsto, "sino que deb© abarSar a toda la prueba que — 
se heya practicado y tenido en cuenta para fijar las bases tribu-—  
tardas indicadas, ya que de otro modo quedarîa frustado su derecho 
de dafensa en la medid^ en que le fueran sustraidos alguno de los— 
elementos que contribuyeron a informar el criterio fiscal" (140)»
d"^  ) Notificaciôn con junta de bases y cuotas. —
Con la notificaciôn del acto liquidatorio se manifies­
ta al exterior no solo lacuota que el contribuyente debo de pagar— 
sino también toda la serie de elementos necesarios para llcgar a — 
esa cifra# Lo que ahora fundamentalraente nos interesa es la notifi 
caciôn con junta de dos de esos elementos s bases y cuotas.
Esta notificaciôn doble es formaimente ônica no tènien 
do, por lo tanto, autonornîa distinta la. notificaciôn de la base y 
de lacQUOta dosdeîel punto de vista del procedimiento de gestiôn#— 





Sin embargo esta uhida,d se rompe cuando contemplamos — 
la notificaciôn desde la perspectiva de las reclamaciones que el — 
conti'ibuyente puede dirigir bien contra las bases, bien contra la 
liquidaciôn.
El TEAC ha planteado el problema a raiô de la falta de 
notificaciôn a cada cpntribuyente d© las bases iraputadas a 'todos 
los deinds contribuyentes del grupo® En su Hesoluciôn de 6 de junio 
de 1961 Gstableciô que. el hecho de no hacer la notificaciôn de las
l'&t,
bases asignadas al resto de contribuyentes no tiene por efedto la— 
invalidaciôn del acto liquidatorio dado que *‘arrf&as notificaciones— 
son independientes y tî^ n^e virtual idad propia". Esta Resoluciôn ha 
sido interpretada por Albihana (14I) on el sentido de que el TEAC— 
ha tratado de atenuar la trascendencia del incumplimiento de la —  
Régla 38 IPII que establece la obligaciôn de notificar todas las — 
bases. Por nuestra parte pensâmes que no se trata tanto de la ate— 
nuaciôn de esta Régla cuanto de que el TEAC ha intentado aclarar — 
ol autêntico significado de la notificaciôn con su doble y conte— - 
nido y autonornîa procesal. En este mismo sentido se pronunciail Res^ 
luciones posteriores (142) al decir que "no puede deèucirse que la 
falta de notificaciôn de la asignaciôn individual de bases de la — 
Junta baya de invalidar el acto administrative liquidatorio ya que 
ambas notificaciones son independientes y tienen virtualidad pro-—  
piaf y la segunda no tiene mâs alcance que poner en conocimiento — 
del contribuyente la liquidaciôn que se le ha girado que al hacer— 
se segûn lo prévisto habrô de ser confirmada, aunque se intorpusi^
rah contra la base los recursos de agravio absolute o comparative,
, '4
o de apiicaciôn indebida de las normas de distribuciÔn reglamenta— 
riamente autorizados, sin que exista cauce legal para dejarla en —
M ' i ' ” ,- ■ '/a' iip n if :,4
■ '■ r'fi'ji'j f





suspenso hasta la sustanciaciôn de Qstos recurso: , cuyas oonsecuen 
cia s han de tenerse présentes al practioar la liquidaciôn défini t_^  
va, sin que ello implique indefensiôn porque se devolverîa de ofi— 
cio, en ol plaso niâximo de dos meses, las cantidades que resultasen 
Ingresadas de mds"«
o) Liquidaciones provi s i onale s y définitivas.
La distinciôn entre liquidaciôn provisional y définit 
va esta recogida en el art. 120 LGT que enuraera lo que son liquidn 
cione8 definitivas siendo provisionales \todas las demas, por ex—  
clusiôn. El criterio difèrenciador estriba eh la existencia efectj. 
va de comprobaci6n/o en tener que haberse dado,o en la intorvenciôn 
de los jurados para determinar la ba.se«
En evaluaciones la oorûprobaciôn no se da y de no inter 
ponerse recurs os de agrebios por los cual es tenga. que ser el Jura- 
do quien determine la base, ôsta quedard siempre con caractor pro­
visional y a que no cabe en ninxpano de los supuestos del art. 120 — 
LOT.
Si hay recursos de agravios la liquidaciôn girada por— 
la Administraciôn sobre la base senalada por la Junta se confirma— 
pero quedando con cardoter provisional hasta tanto sean sustancia— 
àes dichos recursos por los Jurados los.,cuales, segûn el art. 150,
2 LGT, tienen las mismas facultades que la inspecciôn# Segûn lo —  
que deoidan los Jutados, la base serd "rectif ioc.da o ratificada", — 
practicândose la liquidaciôn definitiva (143)
.. Il'
M m - : ' " # # ; '  "  4 4 1 1 1
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NOTAS CAPITüLO TERCERO
Alessi, R, "I stituzioni di Diritto Tributario" Utet. Torino, 
1965 , pâg. 3 y ss. Igualmente ha si do jZ G i d o esta pasiciôn 
en Italia M i ch eli, G,A, en sus "Lezioni di Diritto Tributario" 
R o m a, 1968 .
) Pûrez de Ayala, 1,L. "Derecho T ri bu tario" op. cit. pin. 39-38 .
,) La cbligacidn tri but ar ia es una obligacihn ex legs. En este - 
sentido se pronuncin tanto la LGT en su art. 28, comn la doc- 
trira man if es t ad a en la Lecciôn 34 de las Notas de Dereciio Fi 
nanciero citadas,
) Art. 101 LGT.
) Son les caso s, por ejemplo, del art. 104 LGT que prev/é la pos_i 
bilidad de que la Administraciôn recabc dec 1aracione s ; art, - 
111 LGT en que es necesario el requerimiento de la Administra 
ciôn para que le sean pro por ci o nado s dato s o informes, ulôs -- 
claro aôn se vô, en el art. 126 de la misma LGT en eJ. cual se 
détermina que un supuesto de hecho (la liquidaciôn reglamenta_ 
rianente not if icada por la Administraciôn) consti tuye al su je_ 
to 'jasivo en la obligaciôn de pagar la deuda, no en el senti­
do Je que la obligaciôn de pagar la deuda nazca en edr momen­
to, sino en que ol supuesto de hecho especîfico tiene por efe_o 
to 3 l que nace la posibilidad de exinirla por parte de la ad-
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m inis traci ôn , lo cual équivale, por la pa r t o pa si va , no a con_s 
tituirla en la obligaciôn, si no en el deber de pagar la deuda- 
t r ibü tar ia .
Zanobini, G. "Curso de Derecho Administrativo" Araijô, Buenos 
Aires, 1954, pâg. 312. Aceptada en Espaha por Garrido F alla, F 
"Tratado..." op. cit. vol. I, pâg. 408.
El TEAC define el acto administrative incluyendo el elemento 
final, es decir los efactos. "Una deducciôn especial ernanada - 
de funcionario pôblico y que por su alcance afecta positiva o- 
negat i vament G a los dorechos administrative s individu a les o c_o 
lectivos que se relacionan con la Administraciôn Pûblica". En- 
la R TE AC de 7 de marzo de 1958.
Segôn Cortés Dominguez, iï!. "Grdenamiento..." op. cit. pâg. 267- 
268.
Nôtese la diferencia con Giannini, para el cual también era la 
r el aci ôn tributaria anterior a la obligaciôn pero por su carâjc 
ter complejo y englobante.
Caso muy claro es el de la informaciôn llevada a cabo por la - 
inspecciôn de tributes recogida en el art. 140 c) de la LGT.
Recuécdese el presupuesto de hecho remote de la relaciôn tribjj 
taria expuesto anteriormente .
Nauiiasky, "Teoria general" op. cit. pâg. 149. 
aujxasky, "Teoria General., o" op. cit. pâg. 164, 166.
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) No' hay lugar a duda, como se ha dicho, respecto a que al fi —
nal de una primera etapa se llegô a la "glorificaciôn del he­
cho imponible". Pero si este hecho imponible estâ ya glorifi- 
cado, no podemos oIvidar lo hecho, aunque el derecho tributa­
ri o way a oriertando su estudio a otros puntos de la dinâmica - 
tr ibu taria .
) "Notas de Derecho Financiero" op. cit. pâg. 868.
) "Notas de Derecho Financiero" op. cit. pâgs. 868-869.
) Ver en este sentido; (Yloreno Torres, J.L. "&os Convenios y eva­
luaciones globales como neqocio jurldico administrativo" VIII 
SEDF. pâg, 9-28. Pérez de Aya, 3.L. "Derecho Tributario" op. 
cit. pâg. 316-317; Sainz de Bujanda, F. "El nacimiento de la 
obligaciôn tributaria" en Hacienda y Derecho. Vol. IV lEP.-- 
Madrid, 1966, pâg. 216. Este auto r hace una apreciable preci- 
siôn a la afirmaciôn hecha por lïloreno Torres sobre el que las 
evaluaciones globales tratan de liquider cuotas ya nacidas y 
devengadas, diciendo que no son cuotas sino obligaciones y a - 
nacidas el objeto de liquidaciôn. También Arias, ]. y Carrai,
N . "Manual de Procedimiento s tributaries". Santiliana, 2§ ed. 
Madrid 1968, pâg. 23.
STS 27-octübre-1962.
ver, Albinana "Los problemas de hecho en la aplicaciôn de los 
impuestos" C. Introducciôn al "Manual de procedimientos tribu- 
tarios" op. cit. pâg. XIV y XXIV y Pérez de Ayala, 3.L. "Der^ 
cho Tributario" op. cit. Cap. XXI, pâg. 311-333.
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) Cortés Dominguez, lYl, "Las estimaciones objetivas" op. cit. —  
pâg, 441-444.
) Sobre aplicaciôn del sistema de convenios fiscales dl Impues­
to General sobre el Trâfico de las Empresas, o los Impuestos- 
sabre el lujo, al Impuesto sobre la cerveza y bebidas refres­
can tes y al Arbitrio Provincial.
) Para Garcia Trevijano el procedimiento suprime siempre tanto 
la evaluaciôn de la base global como la distribuciÔn de las - 
individuales. La alternativa queda redudda, por lo tanto, a la 
existencia o no de discusiôn. "Los Convenios, dice, pueden par_ 
tir de una cifra fijada inicialmente a la que los afectados -
dan su conformidad y se la reparten, o pueden dar lugar a una
discusiôn previa para su senalamiento y culterior reparte". - 
"Las Evaluaciones Globales y la Durisprudencia del Tribunal - 
Supremo". RDFMP nQ 46 (junio 1962) pâg. 496).
) "Memorandum..." op. cit. pâg. 14.
) "Memorandum...." op. cit. pâg. 15.
) "Memorandum..." op. cit. pâg. 116.
) Perulles "Impuesto sobre el rendimiento de 1 trabajo personal" 
art. cit. pâg. 410.
Art. 23 del Texto Refundido aprobado por Décrété 3.358/1967 - 
de 23 de diciembre.
Barrera de Irimo, A. "Aspecto juridicos, psicolôqicos y econô
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mico de la Inspecciôn Tribütraria" en "Cuadernos de Derecho 
Fiscal Internacional". Madrid, 1959, Tomo XL, pâg. 855. Cita- 
do por Amorôs, N. "TiKibre del Estado" Ed. Derecho Financiero. 
Madrid, 1961, Tomo II, pâg. 1230. Nota 1.
) Amorôs, N, "Timbre..." op. cit. pâg. 1231.
) Segôn Amorôs, N. "Timbre..." op. cit. pâg. 1233 .
) Este aum en to unido al aumonto de la evasiôn fiscal son los -- 
dos fact ores que para Garcia Trevijano explican la importan-- 
cia creciente del estudio de la Base Imponible sobre el del- 
Hecho Imponible. "Las Evaluas ion es globales y la juri spruden-
cia del Trebinal Supremo", op. cit. pâg. 489,
) Otros autores to man po si ci ôn en este problema de la na tur aie za
jur id ica de la evaluaciôn global, pero sin llevar sus razona- 
mientos a puntos y co nclusi ones distintas a las que a c o n t i n u_a 
ciôn exponemos. Asî Gômez A pari ci senala ônicamente el camino 
negative de lo que las evaluaciones globales no son, diciendo 
que no son Convenios por que no hay pacto^ en "Nuevo instrumen 
to de politisa tributaria?"Las evaluaciones globales". SEDF.- 
VII(1959), pâg. 161 y ss. Por su parte Navas Muller no admite 
las Evaluaciones globales como Convenios -siguiendo a Moreno- 
Torres- por los problemas que se plantean en ôrden a las de-- 
claraciones de voluntad, estructuras de las juntas, firmeza - 
de lo pactado, facultad de imponer sanciones, etc, en "Siste­
ma Tributario Espahol", RDFHP, nQ 41 (1961) pâg. 697 y ss.
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) PiiorenG Torres, J.L. "Los Conv/enios y las evaluacionGS globa­
les", art. cit. pâgs. 9-2Q.
) Moreno Torres, J.L. "Los Convenios y las Evaluaciones Globa—  
les..." art. cit. pâg. 23.
) M reno Torres, J.L. "Los Convenios y las Evaluaciones Globa—  
les..." art. cit. pâg.24.
) Moreno Torres, J.L. "Los Convenios y las Evaluaciones Globa-- 
les..." art. cit. pâg. 25.
) Moreno Torres, J.L. "Los Convenios y las Evaluaciones Globa-- 
les..." art. cit. pâg. 26.
) Garcia Trevijano "Las Evalua ci ones..." op. cit. pâg. 494.
) Cortés Dominguez, M.  "Las estimaciones objet!vas", op. cit. - 
pâg, 457.
) Cortés Dominguez, M . "Las estimaciones objetivas". op. cit. - 
pâg. 458.
) Sainz de Buijanda, F. "El Nacimiento de la obligaciôn Tributa­
ria" op. cit. pâg. 222-243.
) Carretero Pérez, A. "Derecho Financiero". S an t illan a. Madrid- 
1968, pâg. 533-542.
) Guitiân de Lucas, J.M. "Procedimientos presupuestarios".Publi 
caciones de la Escuela Nacional de Administraciôn Pôblica. M_a 
drid, 1970. vol, II, pâgs. 589-634.
) Cairretero Pérez, A. "Derecho Financiero" op. cit. pâg. 535 . - 
Gujitiân de Lucas, J.M. "Procedimientos presupuestarios". op.- 
ci.t, pâg. 589, con o tr as palabras viene a decir exactamente - 
loi mismo: "El procedimiento extraordinario posee dos fases: - 
una, en virtud de la cual la Administraciôn y los Administra- 
do s acuerdan que la gestiôn de los tr ibu tos se realizarâ con 
ar reglo a una s peculiar idades pr ocediment aie s , y es lo que d_e 
noiminamos los Convenios; de otra, la faee en virtud de la cual 
se establecB y détermina la cuota global correspondiente a e_s 
ta pluralidad de contribuyentes y se di s tri b uyen o asignan --
la:s cuotas tributarias a cada une de los contribuyentes me--
di;ante el procedimiento, comôn a las dos operacbnes, que den_q 
mitnamos Evaluaciôn Global".
Carretero Pérez, "Derecho Financiero" op. cit. pâg. 537. Gui­
tiân de Lucas "Procedimientos presupuestarios" op. cit. pâg.- 
5917.
Carretero Pérez, "Derecho Financiero", op. cit. pâg. 538. Gu_i 
tiân de Lucas, "Procedimientos presupuestarios" op. cit.pâg.- 
598.
Carretero Pérez "Derecho Financiero" op.cit.pâg. 539. Guitiân 
de Lucas, "Procedimientos presupuest ari os", op.cit.pâg. 599.
ore no Torres, J.L. "Los Convenios y evaluaciones globales..." 
rt. ci t , pâg. 11.
oreno Torres,J.L. "Los convenios y evaluaciones globales..."- 
, rt. cit. pâg. 11.
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) Moreno Torres, J.L. "Las eonwenios y evaluaciones globales.." 
art. cit. pâg . 13.
) Moreno Torres, "Los convenios y evaluaciones globales...." - 
art. cit. pâg. 23.
) Regal 16, pârraf. 2. IPII,
) Moreno Torres, J.L. "Los convenios y evaluaciones globales..V 
art. cit. pâg. 24.
) Regia 15, IPIRTP, Regia 20. IPII.
) Garcia Trevijano, J.A. "Las evaluaciones globales y la juris- 
p ru den cia... " p#)t cit. ley 494. A nuestro juicio Garcia TrevJ. 
jano tiene un concepto de liquidaciôn excesivamente estricto- 
haciêndolo coincidir totalmente con acto liquidatorio; "apli­
car el tipo a la base", repetido en diverses ocasiones, pâgs. 
■:488,492, 495.
) Betti, E. "Teoria general del neqocio jurldico" Trad, espano- 
la de A. Martin Pérez. Edit. Rev. DQ. Privado.Madrid, s/f.pâg. 
53.
Castan Tobenas, J. "Perecho Civil Espanol" Edit.Reus.Madrid,-
1963. Tomo 3, vol. II, pâg. 627.
De Castro, F. "El neqocio jurldico". Inst. Nac. de Est. jur 1 d_i 
cos. Madrid, 1967, pâg. 31.
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De Castro, F. "El negocio..." op. cit. pâg. 25.
) Séria del mâs elevado interés hacer una s orne ra encu esta entre 
los su jet os a evaluaciôn y, sobre todo, entre los represent a ii 
tes de los grupos que hayan intervenido en las Juntas sobre - 
este punto. "Per 1'vomo délia non é dubio che il co ncordato - 
sia una transazione".•dice Berlini,refiriéndose al Concordato 
italiano. "Principi..." vol. III, op. cit. pâg. 174.
) Fernândez Ordonez, F.J. Epllogo a "jDefraudar o pagar sus im­
puestos?". op. cit. pâg. 226.
) Mayer, 0. "Derecho Administrativo alemân". Trad. esp.Depalma- 
Buenos Aires, 1950, Tomo II, pâgs. 191-192.
) Constitue iôn de 6 de junio de 1869 : art. 15 consagr a el princ_i 
pio de legal id ad tributaria. El art. 100 el de le gaiidad pre- 
su pue stari a .
) Ver Rodriguez Bereijo, A . "El presupuesto del Estado" op. cit. 
pâg. 184, en donde se cita, en nota 232 de la misma pâg., a - 
Sâinz de Bujanda y Garcia Anoveros en igual sentido.
) Muy acertadamente senala Cortés Dominguez lo i |wsot\o de que 
una dogmâtica sea vâlida para siempre y para cualquier orden_a 
mi ente positive. "En definitiva, la dogmâtica y el Derecho p£ 
sitivo son inter de pend ientes ". En "Or denamien to .. . " op. cit. - 
pâg. 15.
)NOTAS DE DERECHO FINANCIERO, op. cit. pâg. 867.
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) Las NOTAS DE DERECHO FINANCIERO en al^ôn momento pueden par_e 
cer con fusas al hablar, u na s veces de procedimiento de ges —  
ticdn que se desdobla en liquidaciôn y recaudaciôn y o t r as ve 
ces en que se considéra la comprobaciôn como al go autônomo - 
respecto a la liquidaciôn. Pensâmes que ello queda aclarado- 
por la combinaciôn de los arts. 9 y 90 de la LGT an t er iormeri 
te expuestos. •
) NOTAS DE DERECHO FINANCIERO, op. cit. pâg. 873.
La liquidaciôn forma parte del procedimiento de gestiôn y en 
co ns ecu en cia les son aplicables las normas que la LGT refie- 
re a tal procedimiento. NOTAS DE DERECHO FINANClERO,op.cit.- 
pâg. 891.
) Régla 12 pârrafo 5, IPII.
) Régla A3, pârrafo, 2, IPII.
) Régla 12, pârrafo 7, IPII.
) Aprobado por Decreto 3154/1968 de 14 de Nowiembre.
) Reglas 20-21 IPII; Reglas 15-16 IPIRTP. En el caso, de no Jl_e 
garse a la cifra global en la Junta y el Presidents acuerde - 
que pasen las actuaciones al Jur ado para su senalamiento una 
de las consecuencias es que se décréta una liquidaciôn cauci£ 
nal 0. de 19 de febrero de 1962.
) Reglas 22-23 IPII; Reglas 17-19 IPIRTP.
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Ver sobre ello: Giannini, A.D. "Instituciones,. , " op. cit. pâg. 
172 y ss. D*Amati "Nacimiento de la relaciôn tributaria y fun­
ciôn dinâmica de la Seguridad JurIdica". RDFHP nQ 47 Septiembre 
1962, pâg. 555 y ss.
El mismo art. 13 nS 4 del Reg lam e nto General de Recaudaciôn 
(objeto de la obligaciôn tributaria material) aunque esté pen- 
dlente de evaluaciôn o ‘liquidaciôn.
De Castro. "El negocio jurîdioo" op, cit. pâg. 34.
Creemos que la actuaciôn de la Administraciôn como si fuese un 
particular es una mera pr et en siôn. La E xposi ci ôn de motiv os de 
la Ley de Bases de Contratos del Estddo de 28 de Diciembre de- 
1963 no puede desconocer esa realidad y por iello hablar de —  
que las es peciali dades derivadas de las pr er r ogati vas de la A_d 
ministraciôn, no desnatur ali za la naturaleza contractual de -- 
los convenios; o de que "las facultades exorbitantes de la Ad­
ministraciôn y la existencia de una jur isd icciôn propia, no al - 
teran la realidad jurid ica inmersa en el negocio". Doctrinal-- 
m en te, las noc iones de régimen de derecho pôblico y de derecho 
privado con referencia al Derecho Administrativo son puestas - 
en te la de juicio frecuentemente. Ver Teil, P. "El DQ.Adminis­
trativo" op. cit. pâgs. 81-83.
No es ûnicamente a raîz de las evaluaciones globales por lo qee 
pensamos en esta posibilidad. Otros aspectos ne gociales en De­
recho tributario los encontramos ya en las actas de inv itaci ôn. 
Ver MOrAS DE DERECHO FINANCIERO. op. cit. pâg. 956, 963 y ss.
i-il 4.. .
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) STS 12 - m a r z ü - 1 9 6 6
) El términü "Rechtsgeschaft" significa negocio jurldico, y en 
este sentido lo traduce Garrido Falla, partiendo de la tradu_c 
ciôn francesa de la obra de Mayer (Edit. Ciard et Bibre. Pa-- 
rls, 1903).
Sin embargo, la traducciôn castellana -sobre la citada - 
ediciôn francesa- hecha por Heredia y KrotoschiV\, entiende que 
"Rechtsgeschaft" es equivalents a acto jurldico, y, por lo -- 
tanto, segûn esta traducciôn, se habla de "acto jurldico de - 
derecho pôblico ". (Ylayer, 0. "Derecho Administrativo Alemân".- 
Depalma. Buenos Aires, Tomo I, 19#9 pâg. 131-132.
) Garrido F alla, F. "Tratado..." op. cit. Vol. I,pâg. 441.
Betti, E. "Teoria general..." op. cit. pâg, 224.
) Betti, E . "Teoria general..." op. cit. pâgs. 225-226.
) Este art. recoge el contenido de las Réglas 20 IPII y 15 IPIR
TP.
) Art. 147, 2 - a) in fine.
) Lôpez Berenguer, J.L. "Los jurado s tributarios" Edit. Derecho 
Financiero. Madrid, 1963, pâg. 57.
) "No basta tomar en consideraciôn la autoridad que émana un a£ 
to para juzgar acerca de los caractères de éstos, sino que es 
preciso hacer un exâmen intrînseco de su sustancia, de su na- 
turaleza real". Graziani, "Il bi1 an cio e le spese pubbliche"-
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en Primo Trattato di Diritto Amministrativo italiano de V.E 
Orlando, Milan, 1902, IX pâg, 373) Citado por Rdoriguez Bere£ 
jo, A. en "El presupuesto del Estado" op. cit.
90) Desde un punto de vista del contenido material de la reclama- 
ciôn si cabe considerar que las impugnaciones a la base glo-- 
bal estén incluîdas en el art. 1,2 a) del Reglamento, pero -- 
desde el punto de vista orgânico del art. 3, es claro que qu_e 
da fuera.
91) Régla 21, pârrafo 2.I0II y Régla 16 IPIRTP.
92) Art. 149 1 y 147. 2 a) LGT.
93) Requisito previsto en la LGT, art, 149,2.
4) Reglas 22 y 23 IPII, Reglas 17 y 18 IPIRTP.
5) Grâficamente représentâmes el procedimiento de la imputaciân- 
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6) Regia 15 IPII.
) Al igual que hemos hecho con las imputaciones individuales, -
ofrecemos aqul el cuadro de los distint os pasos y po si bi1ida­
des que se pueden dar en el procedimiento de fijacidn de los




























































































































































































90) Regia 23, IPII.
99) [studios econdmicGS establecidos on la Regia 18 IPII para --
las cuales se concede "accidn investigadora" a les ponentes,- 
Regla 19 de la misma Instruccidn, 1o cual quiere decir, al —  
ser investigacidn, que les estudios van dirig ides al descubri^ 
miento de 1os elementos del hecho imponible. Per otro lado , - 
téngase en cuenta que estâmes, en les supuestos de estes estu_ 
dies y acciûn investigadora, en una fase anterior, incluse, al 
establecimiento de la cifra global.
0) Los contribuyentes gravados con arreglo a las normas de un -- 
convenio, no serân objeto de actuaciôn inspectera posterior - 
per les conceptos tributaries y périodes comprendidos en el - 
mismo.
1) "Los rendimientos de las actividades industriales o comercia- 
1 es de que se trate , Fi Jades per evaluacidn global, no podrân 
ser posteriormente objeto de actuaciôn inspectera").
2) "Firmeza de las bases. Las bases impositivas individuales ci- 
fradas a través del procedimiente de evaluaciôn global a per­
sonas flsicas, no podrâ ser objeto de ulterior comprobacidn,- 
y se estimarén par igual cuantîa, en su case, en el apartado- 
correspondiente de la Cent ribuciôn sobre la R enta".
3) Firmeza de las bases evaluadas globalmente. Las bases imponi- 
bles G erre sp ond ient e s a cada una de las actividades industriel 
les o comerciales senaladas en régimen de evaluacidn global,
.t' A
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se computarân per el mismo importe efectos del Impuesto de 
Sociedades, sin que pue dan ser objeto de modificacidn ni de 
actuacidn inspectera ulterior.
0 4) Garcia Oviedo, C y Martinez Useros, E. "Derecho Administrator 
V O " . op. cit. pâg. 296-302 Tome I.
05) En la cual declaracidn se ban querido hacer coincidir todas - 
las anteriores fases de intencidn, deliberacidn y decisidn.
Ü6) Es de notar que este término no es empleado aquf en sentido - 
t éc ni co-f inanc iero sine como facultad general derivada del Im_ 
perium.
07) Garcia Oviedo, C . y Martine Useros, "Derecho.,." op. cit. pâg 
298.
08) Garcia Oviedo, C. y Martinez Useros, E. "Derecho..."op.cit.- 
pâg. 300.
9) El carâcter de negocio juridico dilater la de Derecho Pdblico, 
no deja dudas . Ver apartado anterior.
10) Forti, "Atto e procedimento amministrativoV "Studi de Diritto 
Pubbliche in onore de 0,Ran elletti". Tomo I. Padua, 1931, pâg 
456 y ss.
11) Zanobini "Curso de Derecho Administrative" op. cit.Tomo I, pâg. 
344.
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12) Garrido Falla, F . "Tratado..." op,cit. vol. I,pâos.453-454.
13) RTFAC de 3 de abril, 3 de julio y 25 de septiembre de 1959 —
en los que se afirma que la base impositiva individual "no --
constituye acto administrative ni puede ser objeto de r ec lam_a 
cidn econdmico-administrativa". Igualmente la STS de 7 de di- 
ciembre de 1963, *
14) En este sentido hay un gran nûmero de decisiones jurispruden-
ciales. Del TS., Sts, de 5 de Diciembre de 1962 y 29 de mayo- 
de 1965. Del TEAC, RR de 4 y 18 de diciembre de 1959; 22 de -
abril de 1960; 6 de octubre, 29 de noviembre y 19 de diciem--
bre de 1961^ 23 y 30 de enero y 23 de octubre de 1962; 9 de 
julio de 1963; 21 de enero de 1964.
15) S t 26 de junio de 1961. Igualmente habla Entrena Cuesta de la
cadena de actos de distinto contenido e importancia a través- 
d e los cuales se va formando la voluntad admi ni st r ati va y un- 
acto final que contiens la voluntad de la Administracidh. En- 
"Curso de Derecho Administrativo" Tecnos. Madrid, 1966, pâg.- 
466 .
16) Art. 47,1 c).
17) Ver,por ejemplo, Sts de 3 dejulio de 1967 y 19 de julio de 1958
18) Segdn senala el art. 44 del Reglto. Proc. Rec. Ec-Ad. Dice el 
TEAC en su Resoluciôn de 16 de mayo de 1961: "Es totalmente - 
rechazable la tesis, muy extendida, de que las actuaciones de 
la junta de evaluacidn global son actos administrativos contra
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lüs que directamente se puede reclamar ante esta jurisdicciôn 
econômicQ-administratiwa, pues aunque es norma general, a la 
que hay que estar mientras no exista disposiciôn en contrario, 
que la jurisdicciôn sconômico-administrativa es compétente pai 
r a conocer de las infracciones cometidas en el procedimiento, 
es précisa tener en cuenta el contenido del art. 44 nQ 2 del- 
Reglamento de Procedimien to Administrative de 26 de noviembre 
de 1959, segûn el cual "las infracciones en la tramitacidn -- 
que afecten a la validez de los actos reclamables podrân ale- 
garse al impugnarlos"•
9) Sts de 5 de diciembre de 1962; 9 de mayo y 17 de junio de 1963; 
29 de ma^o de 1965; 11 de octubre de 1966.
0) RR de 19 de febrero de 1963; 21 de enero y 11 de febrero de --
1964.
1) Como se desprende de las Reglas 23 y 47 IPII, aunque segdn ve- 
remos, tengan valor autônomo cada uno de elles.
2) Ver sobre elle, Giannini, "Institu ci one s..," op.cit. pâg. 169. 
Sâinz de Bujanda, "El nacimiento de la obligaciân tributaria,- 
en RDFHP nQ 58 (1965) pâg. 335-337; 343-344. Notas de Derecho- 
Financiero cit.pâg. 850.
3) No es que se dô una retroactividad en sentido juridico, pero si 
se da un a retroacciân en la certidumbre a la que en este momejg
to llegan los su je tes de la relaciân juridica.
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24) En estos términos se express la RTEAC de 27 de mayo de 1960 .
La distincidn entre actos administratives constitutives y d_e 
clarativos la encontramos recogida igualmente en la jurisprci 
dencia del TS . Los primeras otorgan o niegan derecho; los - 
segundos consistée en una simple constataciôn pûblica de de- 
rechos que hayan sido,establecidos. STS de 11 de junio de 1961.
25) "No todos los actos de gestiôn pueden ser considerados como - 
verdaderos actos administratives, a los efectos de reclama-- 
cidn, pues mientras no sobrevenga, emanada de la autoridad u 
ofiÊina compétente, una declaraciôn definidora del derecho o 
de la obligaciôn a cargo del particular, no se podrân enten- 
der existente el acto adm inistr ati vo , susceptible de ser r e- 
clamado en via gubernativa" RTEAC de 15 de enero de 1960.
6) Art. 165 f) LGT.
27) RTEAC de 18 de octubre de 1966 . En iguales términos, RR de 5
de junio de 1959, 21 de octubre de 1960, 17 de febrero de 1961,
30 de junio de 1964, 11 de abril de 1957.
28) Ver D'Amati, N . "Nacimiento de la relaciân tributaria.." art. 
ci t . pâg. 554.
29) El Bird en su "Informe..." op. cit. pâg. 174, reconoce el éx_i 
to alcanzado por el sistema de evaluaciân en este propâsito.
0) Albinana, C . "Ocaso.." op. cit. pâg. 435.
1) STS de 3 de enero de 1953.
T-
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2) TEAC,R. de 12 de marzo de 1958, 18 de febrero de 1969.
3) Iguals preceptos se encuentran en la IPIRTP, Regia 18, pf. —
29 y Regia 20, pf. 59 respect!vamenb.
4) RTEAC de 24 de febrero de 1961.
5) RTEAC de 26 de mayo de 1960.
6) Regia 20 IPIRTP; Regia 38 IPII, Regia 37 IPIS.
7) TEAC, RR de 30 de octubre y 25 de septiembre de 1959; 15, 22
y 29 de enero, 17 de marzo y 27 de mayo de 1960; 24 de febrero 
y 4 de julio de 1961; 14 de mayo de 1952; 11 de febrero de 1964
Del TS, St de 4 de julio de 1964.
8) TEAC, RR de 2 de octubre de 1962; 9 dé febrero de 1955. Del TS
St de 17 de noviembre de 1964.
9) TEAC, RR de 1959; 3 de abril, 3 de julio, 25 de septiembre, 9
de octubre.
o) STS de 6 de febrero de 1961. Esta Sentencia es la que diâ ori-
gen al comentario jurisprudencial de Garcia Trevijano en "Las
evaluaciones globales y la jurisprudencia..." op.cit.
1 ) Albinana, C. "Procedimien to s especiales de liquidaciân tribu ta 
ria" en "Lecturas de Hacienda Pûblica EspaFiol". Facultad de -- 
CC.PP.EE. Madrid, 1970. pâg. 159.
2) RTEAC de 25 de abril de 1967 y 12 de marzo de 1968.
) Ver la RTEAC de 15 de julio de 1969.
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CAPITULO I M . -  LA COLABORACIOtJ SOCIAL
A ) CancGpto y Contenido de la Colaboraciân Social.
a ) Introduccidn.
Al tratar en este capitule delà colaboraciân social - 
tenemos que centrar, en primer lugar, el significado del sus-- 
tantivo "colaboracidn” para, posteriomente, préciser la cali-- 
ficacidn que adquiere por el adjetivo "social". Ello es tan —  
évidente cuanto que toda relaciân juridica -sea de derecho pâ- 
blico 0 privado y, por tanto, de igual manera la relaciân tri- 
butaria- tiene fundaments en la participaciân (l) de los suje- 
tos cuyas posiciones, activa y pasiva, no se corrasponden ex—  
clusivamente con un contenido de actuaciones positivas y nega­
tives, de acciones y omisiones* Tanto la participaciân activa 
como la pasiva puede ser por acciân u ornisiân (2) bien sea co_n 
siderada, esta dltirna, como ornisiân en sentido estrico (es de­
cir, que los efectos se deriven de esta falta de acciân) o en- 
el sentido de dejar hacer (es decir, que la falta de acciân es 
el presupuesto para la acciân del otro sujeto produciendo, am- 
bos, los efeetos jurldicos).
Ante este cuadro de posibilidades en que el sûjeto a^ 
tivo tiene que llevar a cabo una acciân de hacer (vg.: inicia—  
ciân de la gestiân tributaria de oficio) o su obligaciân consi^s 
te precisamente en una omisiân de no hacer (vg.: no inspecciân 
en las bases imputadas por el sistema de evaluaciân global) o-
de dejar hacer (vg.: periddo de page voluntario); y el sujeto 
pasivG, a su vez, tiene que realizar una acciân de hacer (vg.% 
declaraciân d proporcionar dates) o una omisiân de no hacer -- 
(vg.: la falta de renuncia a la evaluaciân supone someterse a 
ella) 0 de dejar hacer (vg.: inapecciones), nos encontramos con 
quo la cooperaciân o participaciân de los sujetos de la rela—  
ciân es el verdadero fundaments que posibilita su desarrollo.
Como es notorio, esta partioipaciân la hemos centra- 
□□ en torno a las operaciones formales de la llamada funciân - 
tributaria concreta. No obstante hayrque recorder, pues su es- 
tudio supondrla apartarnos de nuestro objeto y per ello sâlo - 
nos limitâmes a enunciarlo, que la cooperaciân de ambos suje-- 
tos en este memento de la funciân tributaria tiene su antece-- 
dente inmediato en la que, en el Estado de derecho, ambos suje_ 
t os desarrollan -en la funciân tributaria abstracts: creaciân - 
y regulaciân de los element osesenciales del tribute; principio 
de legalidad; consentirniento del tribute en definitive.
En los dos mementos enunciados, el particular (sea - 
como sâbdito en el primer caso, sea como centribuyente en el - 
segundo) interviens activapo pasivamente en su existencia real
( 3 ) ,
Hemos hablaüo, indistintamente, de partioipaciân, —
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cüüpcraciân, intervenciân, colaboraciân. Dejando a un lado la- 
parbiciapciân on al momonto de crear la norma, lac layea tribu 
tarias dnicamonte configuran, y s in mucha precision, s e g u n t e n_ 
dramos ocasiân de comprobar, la colaboraciân de las"personas - 
naturales o jurldicas con la Adminictraciân" (art. III LGT) o 
la colaboraciân de los administrados en la gestiân financiers 
(art, 95 LGT) o la existente "entre la Hacienda Publics y el - 
sontribuyente" (ûcto. 407/1971 de 11 de marzo). Ahora bien, n_o 
t as comunes a todos estos coneeptos son:
13) Existencia de dos partes o sujetos.
23) 3e realizan en el desarrollo de actuaciones y -- 
van dirigidas a conseguir una eficacia an la pro_ 
ducciân de efectos.
3 3) La eficacia en la producciân de efectos dcpande- 
râ en cada caso de cual de los dos sujetos actâa 
con carâcter primario, Los efectos se produc en - 
por las actuaciones de ambos, pero se condiciona 
la actuaciân de uno de cllos a la del otro.
Partioipaciân, intervenciân, colaboraciân, suponen, - 
pues, que existe y a alguien que en principio actua y al cual se 
une el otro sujeto participe, interviniente o colaborador. AsI, 
podemos encontuarnos con dos posibilidades:
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a) La colaboraciân del particular en la actuaciân a_d
ministrativBo Si la Administraciân no actâa no - 
tiene sentido la colaboraaciân. Si al particular 
no cülabora la Administraciân alcanza los efec—  
t os por otro medio. (Caso de la evaluaciân glo-- 
bal).
b) La colaboraciân de la Adminsttaciân en la actua—
ciân delparticular. Si el particular no actâa no 
tiene sentido que la Administraciân colabore. Si 
la Administraciân no colabora, el particular al­
canza los efectos por otro medio. (Caso du la -- 
consignaciân del pago de la deuda tributaria) —
(4).
Podemos prcguntarnos: en la evaluaciân global cuâl -
es el sujeto cuya actuaciân es la condiciân y cuâl el que 11e- 
Va a cabo la colaboraciân?, Se ha dicho que en evaluaciones —  
globales la colaboraciân del grupo de contribuyentes es la con_ 
diciân para lograr cl fin. Si la colaboraciân no se da, el su­
jeto primario, la Administraciân, puede lograr el fin por si - 
solo. A nuestro juicio y segân el razonamiento expuesto, 1o —  
que ocurre es algo distinto debido a que no se puede tomar co­
mo punto de referencia los efectos y a que 1o que estâmes plan- 
teando es la colaboraciân en la actuaciân (5) como medio de —  
llégar al fin y no la colaboraciân en cl fin directamente. Em
''" .(It '
34^
Gsube sentido, el grupo de contribuyent es colaLora en la Admi —  
nistraciân y es por 1 o tanto 6s t a la condiciân utj aquellco Si 
los contribuyentes no colaboran son la actuaciân du la Asm i n i s_ 
traciân entonces âsta consigne igualemnte el efecto por orra - 
via; pero si la Administraciân no actâa los contribuyentes nun_ 
ca podrân alcanzar el fin por si solos.
En 1 ,943, Lâpez Rodâ plant eâ el problerna de 1 a inter 
vunciân desde la perspective procesal— administrative* (u). En 
ci estudiü de la instituciân dsl coadyuvante viâ este autor 
dos mod alidades; "en un caso elque interDiions en el prce;.so, - 
auhiriândose a las pretensiones de una de las partes (segân el 
derecho positivo sâlo la Administraciân) y en otro, el que in­
to rviene en el proceso manteniendo una pretensiân con carâcter 
de parte principal (y al lado de la Administraciân en ni rugi- 
mon actual), (?), Dj este modo obtiens las figuras dsi coadyu­
vante: por intervenciân duhesiva y por intervenciân liciscon-- 
sorcial, respectivamente.
Mo vamos a entrar, evidentemonte, en el anâlis is de­
les razonarnientos del citado autor pc;ro, sin embargo, si pue-- 
den sernos âtiles a nuestros efectos algunas conclusionss deri. 
üadas de esta posiciân: 13) en ambos casos hay una posiciân -- 
prirnaria (Administraciân) y una s u b o r d i n a d a (coadyuvante), 23) 
La diferencia entre am bas se encuentra en la autonâmia procesal 
da la pretensiân del coadyuvante* 3 3) La diferencia anterior -
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no existe si se considéra la pretensiân no en su aspocto for-- 
mal sino sustantiwo. En uno u otro caso el coadyuvante persi-- 
gue UD fin y unos efectos imputables a él con independencia de 
los efectos perseguidos e imputable a la Administraciân.
Por lo tanto no existe coadyuvante, en ninnuna de —  
sus modalidades, si la Administraciân no actâa pero entendido- 
que si âsta no actuase procesalmente, el coadyubante puede ad- 
quirir carâcter de litigants principal pudiendo conseguir el - 
fin que pretende, lo cual en el supuesto de nuestro anâlàsis - 
no courre. Y no ocurre porque la finalidad perseguida en el ca_ 
so del coadyuvante en lo contencioso-administrativo o del cola 
botador en el procedimiento de gestiân de los tributes es de - 
naturaleza compJetarnente diversa: en el contencioso administra­
tive es una sentencia declarative de derechos y obligaciones - 
préexistantes que se reconocen; en el segundo caso no se trata 
de reconocer derechos ^ obligaciones sino ânicamente de deter­
miner uno de los elementos que posteriormente, junte a otros,- 
darân lugar a dicha declaraciân -el acto liquidatorio-.
b) La Colaboraciân qenârica en la LGT;
a* ) Concepto y delimitaciân; sujetos pasivoa y - 
supuestos de hecho.
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Nuestros sextos positives no son ciertaments jxp 11c_i 
COG ni claros en escj tisma. No tratan la colaboraciân como un 
institute concrete y co tier ente. £1 legislador aluds a ella en 
los preâmbulos y exposiciones de motives, Tambien en los arti 
CLilados, pero refiriândola a obligaciân o deber en sentido am- 
plio, que parcce querer oxpresar rnâs el deseo de que cl contri^ 
buycnts colabore qua una obligaciân juridica concrete.
La LGT no contiens ningun precepto imponisndoîl a obl_i 
gaciân de- colaboraciân, estableciendo ânicamente casos partic^j
lares. As 1 al art. 111.1 LGT pattecd dar por supuesta d i c h a ---
obligaciân al obliger a proporcionar dates "por simple deber - 
de colaboraciân con la Administraciân"; es decir, el deber de 
colaborares el fundamento de la obligaciân de proporcionar co­
da clase de dates, informes o antécédentes con trascendencia - 
tributaria. Y en igual sentido podefrios ver el art. 9G LGT que 
al referirse a la colaboraciân de los administrados en ia g u s- 
tiân tributaria ae cstâ refiriendo a un tipo especlfico de co­
laboraciân,: la social, que se resoelve en obligaciones concre- 
t as,
dunto a estos casos de obligaciones de proporcionar 
dates e informes por deber de colaboraciân se encuentra en la 
LGT otro supuesto paralelo en el art. c5.2. Las diferencias -- 
que exist en entre ambos casos son:
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13) Sujetos pasivos de la colaboraciân: en u n caso - 
es el sujeto pasivo de la obligaciân tributaria (art, 35), on 
cl oLro es el sujeto pasivo tlpico de la colaboraciân: "toda - 
persona natural o juridica, privada o pâblica" (art. 111),
23) En.el supuesto del art, 3 5 se da una verdadera - 
obligaciân que surge por el mere hecho de ser sujeto pasivo de 
la obligaciân tributaria y del procedimiento de liquidaciân, p 
Por el contrario, en el supuesto del art, 111 la obligaciân iio 
nacü ex lege sino que es necesario un requerimiento por parte 
de la Administraciân para que surja la obligaciân.
En ambos casos, con todo, el incurnplimient o Je d i 
chas obligaciones constituye infracciân calificada de simple - 
por el art, 78 LGT y sometida a las saneiones que en alart, —  
83 (g ) establece, aunque por supuestos distinos, El art, 78 —  
LGT détermina que constituyen simples infracciones "b) el
incumplimiento de obligaciones de Indole contabls y registral 
y el nb proporcionar datas, informes, antecedentes y justifi-- 
cantes previstos en el apartado 2 del art, 35 de esta Ley" y - 
"d) El no atender a los requerimientos formulados segûn autor_i 
za el art, 111 de esta ley", AquI es en donda se encuentra la
llnea divisoria entre la colaboraciân que 1 as leyes tribute---
rias quieren regular frente a las obligaciones que el sujeto - 
pasivo tiene que cumplir:
3 5 3
13. La colaboraciân os un dobcr d s principio que se- 
desenvu .1vo en obligaciones concretas*
23. El deber de colaborar sâlo nace da un raqu e ri---
miento de la Administraciân,
33, La colaboraciân puede afectar a todo tipo de p 
sonas naturales, jurldicas pâblicas y privadas,
Ahora bien, una vez dado el supuesto de hecho (ser - 
sujeto pasivo de la obligaciân o el requerimiento de la Admi-- 
nistraciân) la consecuencia juridica es la misma: proporcinar 
dates e informes, Pero esta consecuencia juridica no es mas —  
que un nuevo supuesto de iiecho condicionante (norma secundaria, 
comportamiento) al cual sa imputa, cuando no se cumpla (anti-- 
juricidad), el acto coactivo est at al o consecuencia juridica - 
condicionada (norma prirnaria-sanciân) , Tornando el esquema do - 
la proposiciân juridica de Kelsen, la norma es un juicio hipo- 
tético, una declaraciân juridica que el legislador haco sobre 
el comportamiento future de los ârganos del Estado: el ârgano 
del Estado impondra esta o aquella saniiân si los subditos se 
comportan de esta o aquella manera. En nuestro caso, siguiendo 
el esquema de la LGT, tanto el comportamiento de los ârganos - 
estatales (imposiciân de sanciân) como el de los sâbditos (in- 




Con ello nos encontramos que la colaboraciân os una-
facultad concedida por la ley a la Administraciân financiers -
la cual puede exigirla o no, mientras que el mandat o contenido 
en elarto 35 LGT si bieh impone materialmente una-obligaciân - 
igual, lo haco a cargo del sujeto pasivo directemente.
Parra de fïlâs ha senalado como notas de la colabora---
ciân fiscal (10): "a) el elements material de coadyuvar con la 
Administraciân financiers o con sus ârganos para cumplir los - 
fines de la misma en la gestiân de los impuestos. Es dose e luje 
go una idea imprecise (no tenemos posibles definiciones de lo 
que sea esta colaboraciân) pero tampoco podemos re|juirla y a -- 
que en definitive esta actividad del individuo es lo fundamen- 
tal de la instituciân. b) Que como resultado de esta actividad 
se produzca una "nu ev a" situaciân juridica (derechos y obliga­
ciones distintas a los existantes ant er iorment e) • c) Que el al_ 
cance juridico de esta situaciân liaya sido previsto por las l_e 
yos. d ) Que en la hipâtesis especial, aunque frecuentemente, - 
de que sea el sujets pasivo del Impuesto el que preste esta ac_ 
tividad de colaboraciân, no venga âsta irnpuesta de forma forzo 
sa por la ley. En el caso.de que viciera obligado a realizar - 
esta actividad nos encontrarlamos no frente a un caso de cola­
boraciân, sino ante cl cumplimiento de obligaciones formales -
355
productü del normal contenido de la relaciân juridico-tributa-
ria"o Tenemos que observât, a la posiciânde este autor, cl que
no se acomodan las notas que âl propone con la regulaciân de - 
la LGT ya que:
13) No parece^ cierto que la actividad del individuo- 
sea lo fundamental de la instituciân pueste que 
esta actividad no se da hasta que no le sea cxi- 
gida.
23) De la colaboraciân no surgen derechos y obliga--
ciones distintos a los existantes. La colaboa---
ciân se desenvuelve en obligaciones y de su cum- 
plimiento surgen elementos de conocimicnto -d 
tos e informes- que no suponen nuevos o disüntos
derechos y obligaciones. Séria dificil rnantcncr,
incluse, cl que la "nueva" situaciân que a raiz 
de la colaboraciân social se dâ es una obligaciân 
en el sentido de quelo obligatorio es someterse 
a estos dates e informes, ya que no son mâs que 
elementos que deben ser posteriormente valorados,
pudiândosG utilizer o no, segân se créa conve---
nient G.
33) La voluntariedad o libertad del colaborador fal­
ta totalmente, no siendo una de sus notas carac-
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terlsticas, Por el contrario, al no existir la - 
figura juridica de la colaboraciân sino a travâs 
de las obligaciones concretas en que ella consi_s 
te, el sujeto que colabora lo hace porque viene- 
obligado a realizar la actividad y que de no ll_e 
varia a c*abo es sustitulda por las saneiones. -- 
Hay previsiân para la Administraciân pero imposai 
ciân para cl sujeto de la colaboraciân cuando -- 
aquella previsiân se hace vitfrtual.
b ') Contenido.
El s 1st ma de lu colaboraciân sc encuentra eu c aibluci^  
üQ en la LGT y en normas posteriores las cuales mas que desa-- 
rrollar la ley, la ampliaron «
1 . - Sujetos î el art. 111 LGT hace una enumeraciân muy a,mpl i a - 
de los sujetos pasivos do la colaboraciân, al mismo tic.mpo que 
ül art. 112, abundando en esta direcciân, enumera una serin un 
sujetos obligados a "participer en la gestiân o exacciân de -- 
los tributos mediants 1 as advertencies, repercusiones y rctun- 
ciones documentalec o pecunarias establjcidad por via reglamcn 
taria o por ley". Estos sujetos son: "losjefes o encargados de 
las oficinas civiles ÿ militares del Estado, Provincia y uluni- 
cipio, Entidades estatales autânomas y organismes sindicales,-
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Lémaras y Corporaciones, Colegios y Asociacionas Profg g ionales, 
Mut u al id ad es, Monteplos y Entidades de carâcter publico y qui_e 
nés ejerzan funciân pâblica". Este art, 112 no hace, sin enthar_ 
go, remisiân alguna de estos sujetos respecte a las obligacio­
nes del art, anterior. Pero esa remisiân se hizo por cl Û - L |  -  
15/1967 de 27 de noviembre, en su art, 22, que recogiâ aqudla 
enumeraciân de sujetos sometiândolos a las mismas obligaciones 
que Gstaban ya en el art, 111 LGT y con el mismo mécanisme pa­
ra que la obligaciân nazca,
Con ello tenemos una duplicaciân de preceptos respec 
to a las personas pâblicas, la genârica del art. 111 LGT y la 
especlfica del D-L 15/1967, mientras que no se vuelve a sena-- 
lar naüa respecte a las personas privadas.
En cuanto al sujeto active que puede exigir la cola­
boraciân, el D-L 15/1967 hablaba ânicamente de la "Auministra- 
ciân de Tributos", La G, de 31 de mayo de 1958 especificâ en - 
nQ 3 que sa considcraba a estos efectos "Administraciân de ïr_i 
butes", los Directorue Générales del Ministerio de Hacienda en 
la Gsfera central y los Delegados de Hacienda en la provincial. 
Posteriormente la O.m, de 26 de julio de 1968 ampliâ la facul­
tad de exigir las obligaciones de los art. 21 y 22 ddl D-L ---
15/1967 a los juradoc Tributaries, central o territoriales, en 
la persona de su présidente.
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2.- Objeto; Un tenia importante es delimiter en quâ materia se- 
debe prestar la colaboraciân: el contenido de las obligeiones, 
iJaturalmente en cada caso concrete el contenido v/cndr.t dnlimi- 
tado en el requerimiento que el sujeto active baga al colabora 
dor, El art. 111 LOI détermina como contenido esencial y gene­
ral el de "proporcionai? datoj; informes o antecedents". El D-L 
1 5/1 967 se refiriâ por ûjn lado sâlo a los "dates y anteceden-- 
tes" pero por otro extendiâ el contenido de la obligaciân a un 
amplio âmbito de actuaciones: "prestar apoyo, concurco, auxi-- 
lio, y protecciân para,el ejercicio de sus funcienes" (les de 
Icx Administraciân de Tributos) a las que en la 0. de 51 de ma­
yo de 1 968 no se hizo referencia especial. La G. de 26 cio ju--'
lie de 1968 se refiriâ ânicamente a "datos e informes" en cuari
to a los jurados.
3o- Tiempo: El mémento en que la colaboraciân debe prastarse -
vuelve a remitirnos a la necesidad del requerimiento o pcti---
ciân por parte de la Administraciân. Ahora bien, comü es lâgi- 
co, esta colaboraciân se presta en el momenta de la gestiân -- 
tributaria pero no sâlo en el procedimiento de liquidaciân si­
ne que también se ha jxtendido a la resoluciân de reclamacio--
nes en virtud de la competencia dada a los Gurados por la G. -
26 de julio de 1968
En la gestiân del tribute existe una relaciân direc- 
ta entre colaboraciân o- inspecciân. En el art. 111. 2. c.) LGT 
se establece que qucCian oxclufdos dsl ueber de colaborar las
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personas o ontLdadcs en cuanto a los actos u operaciones que —  
por la ley estân exceptuadas de inuestigaciôn tributaria". En- 
eate sentido el debcr de colaborar esté supeditado a la facul­
tad de inspecciân que^tiene la Administraciân. La facultad de 
la Administraciân de axigir la colaboraciân se ve recortada -- 
cuando no puede ejercitar la facultad de inspecciân; el limite 
subjetiv/o al deber do fcolaborar.
El engranaje dntre inspecciân en el ordenamicnto es-
■
I; '«
panel esté montado enfcontrario sentido a como la Ordenanza -- 
Tpibutaria ^lemana lb|establece, en su art. 175, cuando deter­
mine la#obligaciân que los no contribuyentes tienen da facili­
ter "informaciôn sobre aquelloshechos que sean de inturâs para 
el ejercicio de la inspecciân tributaria", posiciân rnés lâgica - 
por cuanto la inspecciân opera sobre datos que deben conocerse 
prüvlament e.
4o- Saneiones; Ya h cmos hecho referencia a las saneiones por - 
incumplimiento de la obligaciân de colaborar considerada como 
infracciân simple (art. 78) y cuya cuantîa puede oscilar entce 
las 100 y 15 mil pesetas (art. 83). Esta sanciân era igual pa­
ra los casos dei art. 111 y 35. Sin embargo el D-L 15/1967 sé­
paré ambos supuestos desde esta perspective de la sanciân apli^ 
cable lo cualnos indica la diferencia existente en cuanto a lo 
suÉantiVo de ambos supuestos. De este modo, la sanciân por in­
cumplimiento del deber de colaborar del art 111 fue elevada.a
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a una cuantîa que puede oscilar de 5 a 100 mil pesetas y para- 
los nuewos sujetos sometidos a la colaboraciân por el art. 22 
del D-L 15/1967, los del art. 112 LGT, a multas de hasta 100 - 
mil pesetas sin senalar nada sobre el tope mînimo.
c) Colaboraciân social.
Como es sabitfô, la colaboraciân social de lis contri 
buyentes es, junto al ^âtodoobjetivo, uno de lospilarcs en que
se asienta# la instituciân de las evaluaciones globales, Vamos
 ^:
a ocuparnos, ahora, deala colaboraciân social encuadrandola --
■i,
dentro de la colaboraqiân genârica como una de sus especies —  
con caracterîsticas y efectos propios.
a ' ) Su inteqraciân con el ordenamiento tribut arid.
Al ser, como hcmos indicado, la colaboraciân social- 
uno d ^ los ejes un que sc fundamenr a la evaluaciân global ya - 
no es necesario rop aür aquî lo dicho m ul capîtulo'I resp ecte 
al Sistema del Derecho y a la couificaciân. Sin embargo s î es 
importante senalar ul significado de lo que en 1957 se instit^ 
yd de modo provisional y que en 1.963, con la LGT, tomâ carta 
de generalidad en ul sistema desde el punto de vista de las —  
instituciones fundamentales recogidas en esta ley.
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El anteproyeCto de la LGT no incluîa la colaboraciân 
social en su redacciân y su inclusiân realmente no solucionâ - 
ninguno de los problemas existentes en nuestro sistema tributa 
rio y que Cortes Dominguez centra en : creciente necesidad fi­
nancière del Estado, amplitud del fraude, progresivo dcsprecio 
de jerarqula denormas, /alta de coordinaciân entre las exigen- 
cias de la justicia y el deasrrollo capitaliste (12) sino que, 
al contrario, los acantuâÇ a la creciente necesidad financiers 
□al Estado opuso la peÿrificaciân de las bases, a la amplitud
del fraude anadiâ su legalizaciân, al desprecio de la jerar--
quia de las normas deisumâ la funciân legislative do las dun-- 
taso La falta de coordinaciân entre desarrollo capitaliste y - 
las axigencias de justicia es la nota combn de los aspectos art 
teriores y constante de la evoluciân de nuestro sistema tribu- 
tario.
La desafortunada reforma de 1957 y el caos normative 
que derivâ de ella tuvo, en parte, una barrera de cent enciân - 
en la LGT y en la LRoT-1964 pero, sin embargo, una parte de -- 
aquella reforma consiguiâ deslizarse a través de esa doble ba­
rrera siguiendo ap camino con un respaldo codificado, aunque, 
por fortuna, perdiendo terreno posiLvo y a que el terreno dogmâ 
tico nunca lo habia poseido.
Si efectivamente, como sanalaba el profesor Sainz de
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Bujanda en 1947 (13) la tarea preparatoria a acomoter la ricfof- 
ma fiscal debe consistir en "sistematizar los principios géné­
rales de la imposiciân, porque de ese modo, cuando la reforma- 
apuntada se produzca,.el instrumental juridico estaré prepara- 
do", (14) un breve anâlisis de la estructura de la LGT y de a_l 
guno de sus articules nos confirma el que aparté de ese inst r jj 
mental fue elevado a principio general.
Da idea de ello el art. 96 LGT que al establecer la- 
"Colaboraciân social" lo hace con valor de aplicaciân general- 
y no excepcional. La generalidad de este articule supone una - 
formula muy eléstica capaz de ser "llenada" reglamentarlamente 
con contenidos anteriores derivados de la LRT-1957 sin ninquna 
innovaciân tâcnica (15). Del mismo modo el art. 47 configura - 
la estimaciân objetiva en pie de igualdad con la estirnaciân —  
directa, sehalândose como rnétodo subsidiario ânicamente la es­
timaciân por jurados.
La situaciân de la regulaciân de la colaboraciân so­
cial dentro de la LGT tambiân puede sernos âtil desde esta p—  
perspective. Es una actividad situada dentro de la gestiân tr^ 
butaria (Titulo III de la ley), es decir dentro del Derecho —  
Tributario formai y dirigida a la liquidaciân y recaudaciân —
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rjü 1 os tributüs, T o g o  1 d cual no os obstéculü para quo al mis- 
mo tiompo s s g  afirmo quo esta actividaü, en su desarrollo cJon- 
tro do las Juntas oportunas, tiene par misibn determiner y os- 
tablocer las bases tributarias, aunque bien es ciarto que si-- 
loncia el cometido de las Juntas en cuanto a que csas basas -- 
porter) de losmddulüs, si«gnüs e Indices par ellas rnismas acorda- 
dos.
Ha tenido que ser el TEAC quien ha establecido le -- 
que podrlamos denominar orden jerârquico de procedimi :;ntos do- 
sstimacidn entre el dirocto y el objetivo. De las bras rogimo-- 
nos para detemminar la base imponible "el fundamental os la os_ 
timacibn directe que parte de las doclaraciones y se complota 
con los medios de comprobacidn a practicar direct amont a por la 
□ficinade gestidn o intorviniendo la inspeccidn" (lo).
b ’) Colaborocidn social y colaboracidn corporative,
En el pr'.'sbulo d n la LG7 ( 1 V ) quooo pl os:,i a ...ta -- 
olovaciôn de range a que nos referiamos en ol apartado anterior 
y puesto de manifiosto su fundamental "En los articulas nov on- 
ta y sels y siguientss -dice el preimbulo- se incorpora a la - 
ordenacidn general del Derecho tributario ol principle do orga 
nizacidn social y politisa que suponc la colaboracidn del con- 
tribuyente, coma parte de un conjunto profesional, on la g es —
tiôn de los tributes.
"Se continua asi una larga tradiciôn espanola de co- 
laboracidn corporativa en la actiwidad tributaria consagrando- 
la como une de los elementos bâsicos en el Derecho tributario- 
moderne.
"Este principle, incorporado y a a la préctica jsp ah_o 
la con todas sus consecuencias a partir de la ley de mil nove- 
cicntos cincuenta y siete, de la que ha resultado una fuliz y - 
positiva eaperiencia, debe figurar con el range debido en una- 
ordcnacidn general y permanente del Derecho tributaria.
"El planteamicnto liberal de la gestidn tributaria - 
como un proceso en el que se enfrentan y contraponan ol contr_i 
buyante individualizado y la Administracidn, tiene que sur por 
fucrza superado para convert irsc en un p r oc edimicnt o du c o 1 a b_o 
racidn a un fin coi:iL'in, en el que aquil figure como niernbro de 
su profesidn con todos los derechos, deberes y responsabilidad 
des consiguienteSo
"Con ello, nuestro procedimiebto tributario no ëblo 
se enriquecB sustancialmente al inspirarse en un principle esen 
cial de la doctrine [ditica del Estado espahol, sino que porf^ 
la otras rnuchas finalidados en modo alcuno secundarias, y a que 
entranan la garantie de mayor justicia y equidad, connut ativas 
y distributives en la aplicacidn del irnpuasto".
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Dos temas son de dostacar, a nuestro juicio, da es—  
tos pârrafos* El primero de ellos, la sonsagracidn con carâc—  
ter general de laiinstitucidn en base a la feliz expcriëncia -
de 1957 y para configurarla como elemsnto bâsico del ordena---
mionto tributario,
, •
El segundo, la separaciân entre el fundamento polfti 
CD de la institucidn Q su finalidad politico-fiscal. En los pà 
rrafos transcrites se hace referencia especialmente a lo prirn^ 
ro. La colaboracidn social en la gestidn tributaria tiens como 
basa la organizaciân social y politisa del pais, es decir, su 
" org anizacidn corporative" y por ello puede afrimar que se in_s 
pira on"un principle esencial de la doctrine politico del Esta 
do espanol",
Por corporativismo podemos ontender el sisterna de o_r 
ganizaciôn social que se funda en la dioarsidad de profasiones, 
defiende que la totalidad de individuos de la misma profesibn 
debe former un conrjunto organizado o corporacidn ydirigc sus - 
esfuerzos a que todas las corpopaciones, defendiendo sus inte- 
rcses respectives, contribuyan ef me azm ant e al bien comein. El - 
corporativismo (18) introduce cuerpos intermadios entre la pe£ 
sona y el Estado* Y todos estes clamantes, enunciados en piano 
tedrico, los encontrames recogidos en el preâmbulo de la LGT: 
los conjuntos prefesionales recogen dentro de si al contribu—  
yenta haciéndolo desaparecer en su individualidad; el contrib_u 
yente individualizado es el signe de un planteamiento liberal
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de la gestidn que debe desaparecer en favor de la corporaciân;
cl fin al que se dirige el sisterna corporative, el bien comùn,
es el "fin comdn" en el que se colabora, es decir "mayor jucti-
cia y equidad, conmutativa y distributive en la aplicacidn del
irnpjjesto"o Pero lo que-as évidente es que esta justicia puede -
qupdar frenada a nivel, ,de grupo, de corporacidn, impidiendo la-
'V
justicia individual en%cada case.
En 1957 ya se enlazaba la institucidn tributaria con
$a institucidn politiçâ* £1 preémbulo de la LRT-1957 sc refe-- 
rla a que la mayor difi»içultad que se podrfa presenter para ll_e 
vari adelante el proyeo^'o de la colaboracidn social or a el que 
no hubiese posibilidad de disponer de aquellos grupos de con—  
tribuyentes, "pero en nuestro pais -decia- se da la circunstaji 
cia afortunada de que el filovimiento Macional ha hecho do la —  
sindicacidn un elemanto bésico de nuestra vida econdmica".
El ministre de Hacienda Navarro Rubio, autor de la - 
reforma de 1957, diez anos despuês tuvo ocasidn de confirmer - 
algunos puntosdde su pensamiento anterior pero cuidando mucho - 
derrectificar, o al menoa inatizar , otros. Asi, seguia mante—  
niendo el derecho de la sociedad a participar en la gestidn de 
sus intereses "rompiendo, de una vez para siempre, el viojo —  
binomio Estado-individuo y montando un nueso esquema politico 
sobre la base del trinomio Estado-sociodad-individuo, con ro­
das sus consecqencias". (19). La ins t rum ent acidn de este “t^rin-
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nomio tenia, segdn elpex ministro, una fuerte base dn "los in­
tereses profesionales a través de los Vindicates, colegios y - 
corporaciones, que es, asimismo, una gran plataforma sdlidamen 
te sostenida# por dos de los fendmenos mâs importantes de nues 
tro tiempo: la sindicagidm como forma especial de conjuntar —  
fuerzas econdmicas y Ig^orales, y el procdso tecnoldgico, como 
motor de la transformaoidn profesional" (20).
Sin embargo'j^'^mds adelante, puntualiza esta omnipoten 
cia de la dorporacidn^Tmanteniendo que el sisterna corporative
' À "
profesional no basta para ordenar toda la vida, "filusolini----
-aarma Navarro Rubio-»-que intentd cambiar la faz de la socie-- 
dad y del Estado dm urï" esquema estrictamente corporàtivo, no - 
pudo evitar que se le escapase la vida por entre las mallas de 
su aparatosa organizacidn. Pese a su esfuerzo, no consiguld —
mds que un gran cuerpo muerto, una mera apariencia, una fie---
cidn (21), Ante lo cual se v e abocado a cambiar la orientacidn 
del esfuerzo: la sociedad es para la persona; "el proceso de - 
socializacidn se justifica en tanto en cuanto consiga una ma-- 
yor peroonalizacidn del hombre concreto, fuera y dentro de los 
grupos sociales" (22).
Con estos pârrafos de Navarro Rubio, diez anos des—  
puds en la LRT-1957 dnicamante hemos pretendido poner un con-- 
traëfce en esta ymnculacidn de lo que la LGT llama "colaboracidn
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corporati\ya" y sa opone prBcisamente a la colaboracidn del co_n 
tribuyonte individualizado, personalizado..
Albinana (23;) ha senalado tambidn esta perspoctiva - 
y motivacidn polftica;de la colaboracidn social tanto por la - 
inspiracidn en un prin'cipio esencial de la doctrina polftica - 
del Estado espanol comg por la sustitucidn del legislador que 
Guponen las evaluacio^ës globales y que no se podia llevar a - 
cabo dando esta competehcia ala Administracidn y por aco se —  
crearon los êrganos inf..armedios ppliticos (sindicatos, corpora- 
clones),
: ' ' .
El aspecto pblitico de la configuracidn de la colabo- 
racidn social ha sido mantenido tambidn desde el punto de vista 
de que la representaclSn de los comisionados se asemeja a la - 
representacidn politico. Este paralelismo, afirman Arias l/cla^ s 
co y Caraal Larrauri^^sl manifiesta en que: a) se confierc co- 
lectivamente y oon arreglo a ley; b) tiens un contenido legal 
(faoultades y deberes) invariables; c) es irrevocable y de du- 
racidn limitada con arreglo a ley. El paralelismo puede ser iri 
teresante pero debemos recordar, con Navarro Rubio (25) que -- 
"toda representacidn ha supuesto en el fonde, con frecuencia,- 
una especie de renuncia de pnos a favor de otro o de otros. Se 
presta bastante al fraude, como lo demuestra frecuentmcnte la 
experiencia"o Efectivamente si el paralelismo existe y la re--
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presantàcidn tributaria en Via evaluanmdn global llevard #igua^ 
mente al fraude tributario.
El enfrentamianto entre el contribuyente individual 
y el agrupado es, en définitiva, el tôma constante desde 1957. 
Por lo tanto, estimacion directa y estimacidn objetiva por ev^
■ ‘...Y
luacion global son irraconocibles, major dicho, son contraries 
por definicidn, aun tdriiendo bienppresente que su finalidad d^ 
be ser la misma. El Mémorandum sobre la reforma del sisterna —
tributario espanol (26jfipropugnaba igualmente el sentido so--
cial inherente a la eéfimacidn objetiva: ”el sentido social —
- "
del fendmeno tributariülno se satisface con la abstracta per—  
feccidn formai del prpçedimiento frente a cada individuo”; y e 
seguia mâs adelante confirmando la solucidn, diciendo que ”el - 
espiritu de colaboracidn entre la Adminis^racidn y el contribui 
yente se havmanifestado recientemente con motivo de las estima 
clones globales de bases,pero es indudable que las medidas que 
habdan de adoptarse en el future deben tender asimismo a mejo- 
rar el clima ya satisfactorio en que se desenvuelven en nuestra 
patria las relaciones entre los sujetos actives y pasivos de 4 
la relacidn fiscal". (27). No sabemos si le satisfactorio de - 
la colaboracidn social se refiere a una satisfacidn cuantitati 
va-recaudatoria, pero lo cierto es que aun pareciendo insufi—  
ciente quiere lograrse en la misma Ifnea institucional de ac-- 
tuacidn;
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L La alternativa entre colaboraciôn de los contribuyejn
tes a tftulo individual o a titulo colectivo es, como se ha —  
seffialado (28), paralela a los dos procedimientos:ordinario por 
estimacidn directa, procedimien to especial por estimacidn ob j_e 
tiva.
Y.
La eleccidn de uno u otro môtodo depende eaclusivamen 
te del legislador. Como afirman Trotabas y Cbréceî ""el legisl^ 
do r es libre de escoger entre dos sistemas (directo y objetivo) 
a menos de que esté forzado a adoptar uno de ellos por un am-- 
biente politico social'determinado*(29). En Espana el legisla­
dor se viô determinado jjor el ambiente politico y social a ---
adoptar una solucidnven el sentido apuntado.
Ahora bien, partiendo de las alternatives que Trota­
bas y Cbréce establecen para determiner la base imponible en - 
una estimacidn objetiva, esto es que la base de imposicidn sea 
refiejo de una de estas très clases de bénéficié: normal, me—  
dio 0 real (bénéficia neto efectivo) se ha mantenido -equivoda 
damante a nuestro juicio- que el legislador espanol ha elegido 
este dltimo, cualquiera que sea el sisterna de estimacidn de b_a 
ses, individual o global (30). El legislador elige lo que quie 
re someter a gravamen no sôlo cuando elige los hechos imponi-- 
bles sino también cuando elige los môtodos de determiner las - 
bases concretas.
c') La colaboracidn social y la colaboracidn jurfdica
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De lo anterior se desprende que la colaboraciûn so-- 
ial es una instituciôn con fundamento mâs sociolôgico o poll- 
icG que estrictamente jurldico, Sin embargo, al estar inserta 
n el marco jurldico ban que buscarle un encuadre en ê l ,
Las Notas de Derecho Financière (31) examinan la co- 
aboracidn social al estudiar la gestiôn tributaria, en la le_c 
idn dedicada a la Adminis tracidn financiera indirecta. La dni. 
ca razdn por la que creemos que las Notas enfocan en este lugar 
el probàèma es por la consideraciôn de que las juntas y comi-- 
siones mixtas encargadas de la evaluaciôn y el convenio son -- 
rganos de la Administracidn financiera, se§dn détermina el art, 
7.2 LGT. Pero sin hacer referencia a eUo, dan un concepto de- 
a colaboracidn social, encuadrândola en la Administracidn, que 
asamos a analizar.
Para las Notas hay un sentido amplio de colaboracidn 
'Ocial que se da **en todos los actes que, reali zados por los a_d 
inistradores o por una administracidn pdblica, vayan encamin^a 
os a la aplicacidn de los tributos*. En este sentido distin-- 
uen dos clases; la colaboracidn en la Administracidn de pers_o 
as que estân ligadas por la relacidn juridico-tributaria (vg.;
'eclaracidn, pago, etc.) y de personas que estân ajenas a esta 
elacidn(vg.: certificaciones de autoridades, informas, testimo 
ios de oficinas, notariés, etc.). En consecuencia, entienden 
or colaboracidn social, en sentido estrico, sôlo ""la actividad 
que prestan aquellas personas unidas a la Administraciân -
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por la relacidn jurldico-tributaria" (vg,: contribuyente que 8 
déclara o paga, la junta de evaluaciân o de repartimiento de - 
cuotas, etc).
A nuestro juicio el concepto estrictàVo de las Notas
■h
sobre la colaboracidn sbcial no se ajusta a lo que dicha cola- 
boracidn supone en las juntas de evaluacidn pues siguiendo el 
concepto mismo enunciado y el criteria en virtud delcual se —  
llega a ê l  -diferenciâhdolo al mismo tiempo de la colaboracidn 
en sentido amplio- es decir, el de estar unido o no el sujeto 
que colabora en la relaidn jurfdica-tiibutaria, obtenomos que 
la colaboracidn social se da en todos los tributes pues en t^ 
dos ellos hay una relacidn jurldico -tributaria. De igual moii, 
y directamente derivado de la anterior, cabria plantearse que 
si por ley las juntas son drganos de la Administracidn y la c_o 
laboracidn social estricta es la que prestan "personas unidas 
a la Administracidn" no podemos encuadrar a las juntas en esta 
categoria al no estar "unidad" a la Administracidn sino, por el 
contrario, ser Administracidn ellas mismas. El contribuyente - 
individual que queda incluîdo en una evaluacidn global pierde 
su entidad de tal contribuyente hasta tanto se le haya asigna- 
do una base individualizada# Por lo cual en el momento de pre_s 
tar esta colaboracidn tendremos que ver su cualificacidn, depen 
diendo cje que se haga directa o indiractamente a travâs de la 
junta.
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En diltimo luga% no coincide el concepto de las Notas 
con el sentido que la legislacidn -ya que no da definicidn al- 
guna- atribuye a esta colaboracidn. Este es mâs restringido que 
aquél al senalérsele unos medims y fines especlficos que no se 
acomodan fâcilmente al concepto doctrinal. La ley al hablar de 
"social" se refiere notgnto a la colaboraciân del indiOiduo —  
contribuyente pues, como senala Giannini, "la cooperaciân entre 
ente financière y el cqntribuyente es la esencia del procediwi 
miento normal de liquidaciân del impuesto" (32) sino que se e^ 
tân refiriendo a la colaboBaciân que ese individus debe llevar 
a cabo agrupado, asociado con otros individuos homogéneos a âl 
y cuya obligaciân de cgntribuir se debe a encontrarse en las 
mismas circonstanciés*
En este orden de consideracionæ jurfdicas, Parra de 
lYlâs (33) establece oomo efectos jurfdicos de la colaboraciân - 
social; 1G) un efecto sustitutivo, argumentando con base en el 
art. 58 LRT-1957 en el que se determine que en el caso en que 
los contribuyentes no prestaran la colaboraciân précisa para - 
la evaluaciân global de bases impositivas ésta^Tijarâ por el - 
correspondiente jurado fiscal. 2G) una presunciân de veradidad 
iuris et de iure para la Administraciân pero iris tantum para 
el particular cuando recurra por agravios contra la baæe igipu- 
tada. A la primera de las consecuencias hay que hacer la obser 
vaciân obvia de que el efecto sustitutivo en favor del jurado 
se da precisamente por la falta de colaboraciân y ante esa aue
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sencia ya no hay acuerdo de voluntades sobra dicha cifra. Res- 
pecto a las presunciones, si bien es cierto que es doble y la 
presunciân iuris tamtuhl admits la prueba en contrario cuamdo se 
recurra por agravios hay que sanalar que esta presunciân se —  
vuelve para^particular^iuris et de inre si se aprecia emisiân 
o falseamiento en cuentps de una operaciân, caso en que la Ad­
ministraciân de tributes propone la competencia del jurado el 
cual no podrâ senalar una base mâs baja que la que üubiese co-
rrespondido en estimaciân objetiva.
T
d ' ) Contenido: colaboraciân social directa e indirec 
ta. Efectos de la no colaboraciân.
La colaboraciân social es una especie de la colabora 
ciân genârica que los contribuyentes deben realizar a lo largo 
de la sustanciaciân de la relaciân jurldico-tributaria de la - 
que bien ellos sean los sujetos pasivos o bien lo sea otro su­
jeto distinto. Los elementos personales de la obligaciân de p^ 
gar la deuda tributaria no coinciden necesariamente con los sjj 
jetos, activos y pasivos, de la obligaciân de colaborar.
En la evaluaciân global el contenido de la colaborae 
ciân es mjjy variado. La existencia del grupo de contribuyentes 
como acuerdo intermédio entre el particular y la Adminisstra—  
ciân hace que nazcan dos tipos diferenciados de colaboraciân.
La que se realize a titulo individual por cada uno de los con-
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tribuyentes del grupo y que podemos denominar colaboraciân in­
directa y la que se lleva a cabo a tltulosocial por el grupo - 
mismo a travâs de sus représentantes, los comisionados, y que 
denominamos colaboraciân indirecta.
La distinciân entre ambas clases o categories de co­
laboraciân viens dada en funciân de los sujetos activos y pasi 
vos de la misma yde sucontenido. Analicemos en primer lugar e_s 
te punto para pasar posteiormente a los efectos.
La colaboraciân indirecta puede ser exigida a los coji 
tribuyentes del grupo por los ponentes o por los comisionados 
de la junta. Respecto a los primeros, "examinarân, cuando lo - 
estimen conveniente, las contabilidades y el desarrollo de las 
actividades de los componentes de cada grupo" (34). Los segund 
dos deben procéder a determinar y valorar los indices imputabl 
bles a cada contribuyente "que a tal efecto estarâ obligado a 
facilitar los datos necesarios para ell>" (35) lo cual quiere 0 
decir que si existe la obligaciân es porque los comisionados - 
tienen derecho a exigir taies datos. El conteido de esta cola- 
bo’z.aciân indirecta es distinto segân sea el sujeto active que 
la exija; mientras que la colaboraciân con los ponentes va en- 
caminada a "dirigir los estudies econâmicos e investigaciones 
necesarias para llegar a cifrar la evaluaciân global", la cola_ 
boraciân con los comisionados tiene por finalidad, ademâs de -
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"realizar los estudiea necesarios para determinar la évalua---
cidn global", tambien la de "determinar y valorar los indices 
imputalbes a cada contribuyente" como premise de la imputacidn 
individual de la base. Parece que respecto a la funcidn de imp 
putar individualmente las bases los funcionarise de la junta - 
no tienen potestad para«exigir colaboraciân; sin embargo en la 
Regia 23 IPII se détermina que si los comisionados no preoentan 
propuesta de imputaciân o ésta no es unénime los ponentes "ajus 
tandose a los indices bâsicos de correccciân y a los ddtos que 
posean o adquieran, procederân a la distribuciân individual".
Si esta adquisiciân de datos a que hace referencia la Régla ci^  
tada supone adquisiciân de algo que antes no tenian, como asi 
parece al contraponerlos a los datos que ya posean, los ponen­
tes tienen nuevos derechos a exigir colaboraciân. Realmente en 
este supuesto se estâ en presencia de una verdadera posibilid- 
dad de inspecciân y comprobaciâncomo si settratase de una esti^ 
maciân directa en base a que los comisionados no colaboran me­
diants lappresentaciân unânima de la propusta de imputaciân.
La colaboraciân directa, por el contrario, es la pr_e 
sentada por los comisionados, oomo représentantes de los contri 
buyentes, a los ponentes como représentantes de la Administra­
ciân. Este tipo de colaboraciân es la tipica de la evaluaciân 
global. Ella constituye estrictamente la colaboraciân social, 
la que se lleva a cabo por los contribuyentes"asociados" por 
medio de sus représentantes. La finalidad es triple: en pri—
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PiGr lugar la propuesta de Indices bâsicos y corredores; en se­
gundo lugar llegar a la cifra global del grupo mediante la coin 
cidencia de las dos voluntades mayoritarias representadas en - 
la Junta; finalmente, la propuesta de imputaciân individual de 
esa base a cada uno de los contribuyentes del grupo.
En cuanto a los efectos de la colaboraciân hay que - 
desdoblarlos en dos sentidos; los que se derivan de realizar la 
obligaciân de colaborar. y los que se derivan de la f al a de co_ 
laboraciân, del incumplimien to de la obligaciân.
Se ha dicho que la colaboraciân que so lleva a cabo- 
en la evaluaciân produce unos efectos jurldicos, es una colabo 
raciân jurldica, por la que se produce "algun nuevo efecto ju­
rldico (derehos y obligaciones distintos a los existantes an-- 
tes de realizarse aquella actividad colaboradora)". Por nuestra 
parte pensâmes que ello no es cierto y que de la colaboraciân 
no surgen nuevos derechos u obligaciones.La colaboraciân es alla 
misma una obligaciân prevista en las normas y que produce unos 
efectos igualmente grévistes. Estos efectos, en el caso de cu_m 
plirsa la obligaciân, son los elementos de cooocimiento que -- 
posteriormente conducirân a que la Administraciân pueda decla- 
rar y reconocer una obligaciân a cargo de un contribuyente y - 
un derecho a exigir esta obligaciân. En la colaboraciân se est 
tablecen bases, globales o individual es, Indices, bâsicos o —  
correctores. Y una base o un Indice no son obligaciones o derjs 
chos a cargo o en favor de nadie* Un argumente en este sentido 
es a nuestro juicio la competencia de los jurados en cuestio--
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nés de hecho, bases o aplicaciones de Indices; y ello con inde_ 
pendencia de la posicidn de nuestra jurisprudepcia sobre los - 
recursos de agravios por aplicacidn indebida de las reglas de 
distribuciân (37).
Mayor complej^dad y trascendencia presentan los efec 
tos de la no colaboraciân. Dichos efectos pueden englobarse b^ 
jo al significado de Iq "sustituciân". Pero debemos distinguir 
la sustituciân en cada uno de los tipos de colaboraciân enun—  
ciados;
1) Colaboraciân indirecta: aquf se da una sastiticiân en la - 
obligaciân. De no cumplirse la obligaciân de colaborar se da - 
una obligaciân vsutitutiva oansistente en el cumplimiento de - 
las sancicnes previstas en las mismas normas. Pero estas san—  
clones parecen ser distinas segân quien sea Èl sujeto active de 
esa colaboraciân.
En la IPII, la colaboraciân de los contribuyentes —  
del grupo con los ponentes viens determinada en su fègla 19: —  
"la resistencia, excusa o negativa a la acÿuaciân inspectera - 
serâ sancionada con multa de cien a cinco mil pesetas que impoji 
drân los Delegados de Hacienda, y las reiteraciones en aquellas, 
con multa de cinco a mil a veinticinco mil pesetas". Por otra 
parte las peticiones de datos en los impresos administrativos- 
consulttados (38) remiten a la G. de 18 de junio de 1958 cuyo
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(pérrafü tarcëro)"(39) remits, a su vez, a las sanciones que el
art. 121 LRT-1957 (40) establece para el caso de "infracciones
o incumplimiento, dentro de los plazos establecidos, de dispoe
siciones de carâcter legal o reglamentario, conducentes a que
la Administraciân tenga conocimiento de actividades, actes y -
situaciones de hecho o de derecho déterminantes de la exigibi-1
lidad o cuantfa de un impuesto, como presentaciân de partes de 
alta, declaraciones o documentos y relacion© de actos, determi^ 
narâ en todo caso y con independencia del cualquier otra respqn 
sabilidad a que legal p'^ reglamantariamente disse lugar, la imp£ 
siciân de una sanciân de cien a veinticinco mil pesetas". Es - 
importante hacer resaltar esta acumulaciân de efectos: las san_ 
clones del art. 121 LRT-1957/ya que se dan "en todo caso"; las 
sanciones délia Régla 19 IPII que se acumulan a las anteriores; 
la visita de la inspecciân para lograr lo que no se logrâ por 
la colaboraciân.
Sineembargo cuando son las comisionados los sujetos 
activos que exigen la colaboraciân, ânicamente se establece en 
la Régla 18 IPII que "el incumplimiento de esta obligaciân y el 
falseamiento de aquellos datos, que redundaria exclusivamente 
en perjuicio de los restantes miembros del grupo, podrén ser e 
sancionados a peticiân unânirae de los comisionados, por los D_e 
legados de Hacienda, con multa reglamentaqria". Los târminos de 
esta sanciân son mucho mâs amplios e inconcreéos que las ante­
riores: la "multa reglamentaria", al no decirse explfcitamente
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si es la misma que por no colaborar con los ponentes, pensamos 
que si pero sâlo la de la Régla 19 IPII, Pero por otra parte, 
los comisionados no tienen la posibilidad sustitutiva, es decir 
de que vaya la inspecciân a v/isitar a los contribuyentes que no 
cumplen su obligaciân de facilitar datos.
La LGT en su art. 78 calificâ el incumplimiento de - 
estas obligaciones de simples infracciones sometiéndolas a las 
sanciones del art, 83. ’La cuantfa de estas sanciones f u e modifi_ 
cada por D-L 15/1967 (4l). La reforma de este art. 83 LGT por­
ta ley 5ü/l969 de 30 de junio no modified la cuantfa de las - 
sanciones por infracciân simple pero si hizâ una nueva distin­
ciân en base a que dicha infracciân se debiera al incumplimie_n 
to de obligaciones de fndole contable o registral. Efectivamen 
te este mandate no tiene efecto alguno en relaciân a la évalua 
ciân global, por la carencia de influencia de la contabilidad- 
en las bases asignadas. Sin embargo la reforma de este articu­
le esté en près encia del fenSmeno de las exclusiones de la ev^ 
luaciân global y del sometimiento correlative ë la estimaciân- 
directa, proceso que a partir de 1966 empieza a darse en el ma_r 
co positive.
2)Colaboraciân direota: el efecto que en este caso se produce 
es la sustituciân no de una obligaciân por otra sino del mât_o 
do par llegar a lo que con la colaboraciân directa se preten- 
dla.
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Asf, ante la falta de colaboraciân para llegar a la base globàl 
es el jurado quien determine dicha cifra (42). Hay que difeee 
renciar la falta de colaboraciân de la situaciân en que no - 
exista concurrencia de mayorfas pues an este âltimo caso la 
colaboraciân puedehaberse dado y sin embargo no llegarse a la 
la cifra global en la* Junta, aunque bien es cierto que el r^ 
sultado es el mismo: determinaciân por el Jurado. En segundo 
lugar, la falta de colaboraciân al no hacerse la propuesta de 
imputaciân individual tiene como eonsecuencia que dicha dis­
tribuciân la hagan unilateralmente los ponentes (43). Igual 
sucede con los indices bâsicos y de correcciân. (44)
En los supuestos de esta colaboraciân no se esta—
blecen sanciones. Ello es debido a que los comisonaios n o --
tienen carâcter de contribuyentes cuando actuân como repre—  
sentantes del grupo. Unicamente en virtud de la presunciân de 
Crenuncia colectiva” cuando durante très ejercicioa consécu­
tives, o por très veces en el lapso de cinco anos, hubiera de 
senalarse la base global por el jurado se les sometefia a la 
evaluaciân individual (estimaciân directa) imponiendo las —  
saHjciones que puedieran ser procédantes con arreglo a las nor^  
mas que la regulai\. (45).
■- 3 8 2
B) Las Quotas iïlixtas de funcionarios y contribu 
ycntes: instrumentes de la colaboraciân so-- 
cial.
a) IMaturaleza jurldica.
Como es eabido, la Junta de evaluaciân global es 
el instrumento a través del cual se lleva a cabo la colabo­
raciân social de los contribuyentes con la Administraciân - 
en. este procedimiento extraordinario de gestiân de los tri_bu 
tos, en la fase de determinar la base imponible.
La caracterizaciân y naturaleza jurldica de estas 
juntas es un problems algo complejo y si bien boy la doctrj. 
na unanimemente se manifiesta en el sentido de considérer—  
las como ârganos administratives, la declaraciân que, en e_s 
te sentido, hace el art. 97.2 de la LGT ha side interpreta- 
da de distinto modo, sin embargo,. Para unos, la definiciân 
de la LGT no es sino la consecuencia de las formulaciones - 
doctrinales (46) y jurisprudenciales anteriores a ella que 
postulaban dicha naturaleza (47). Para otros, la LGT es el 
punto de partida en donde fundamentar el carâcter de ârganos 
de la Administraciân financiera de las Juntas(48).
El tema es de la mayor importancia y aunque se eji
cuentra intimamente unido al de la naturaleza jurldica de - 
los accerdos que en dichas juntas se toman (49) présenta a 
nuestro juicio un aspecto autônomo que podemos centrar en d 
deslindar el punto de vista meramente orgânico de la Junta 
de su realidad sustantiva encarnada en la actividad que en 
ella se desarrolla ÿ los procedimientos técnicos a través de 
los cuales se realize. La figura jurldica de las juntas mix 
tas de funcionarios y contribuyentes es boy una institucién 
bastante cl ara y delimitada. Sin embargo, no podemos olvidar 
el que, en su origan, esta insituciân se oonfunde con otra, 
que ya ha sido objeto de estudio, que es el jurado tributar 
r io (50). Hay una evoluciôn nomeramente taütolégica o de te_r 
minologla: las juntas eran instituciones dirigidas a combat 
tir el fraude que se originaba por la falta de colaboraciân 
de los contribuyentes. A raiz de la LRT-1957, las juntas son 
instituciones dirigidas igualmente a combatir el Braude que 
se originaba por la falta de colaboraciân social de los co_n 
tribuyentes pero a través de la colaboraciân social de los 
mismos. Asi como los jurados tributarios, antes y después de 
la LRT-1957, son sustancialmente distinos, del mismo modo - 
las juntas existedtes en el ordenamiento espanol, antes y - 
despuês de esta ley, cambian su confiquraciân de forma esen 
cial.
Es una afirmaciân sâlidamente constatada la de —
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Jellinek cuando decia que el Estado no puede existir sino - 
por medio de sus ârganos y que suprimidos éstos no perdura 
aquél. Ahora bien, el Estado eÈ la vincul aciân do esos ârg_a 
nos realizando unas actividades y dirigidas a unos fines. - 
Pero "actividad" y "ôrgano" suponen una serie de elementos 
dentro de si mismos^. La actividad supone voliciones humanas 
(formaciân de la voluntad) y concreciân de esas voliciones 
hacia el exterior en forma de decisiân del ârgano (manifes- 
taciân de voluntad). El ârgano, por su parte, supone la exi_s 
tencia de un hombre o un conjunto de hombres a los cuales se 
les imputa juridicamente la actividad anterior.
Estas implicaciones que nos ponen de relieve la - 
existencia de un puente entre la voluntad de la persona ti­
tular del ârgano y la decisiân del ârgano mismo es quizâ -- 
més dificilmente perceptible en un Qorgano de carâcter unip 
personal, pero ello es mâs fâcil en los ârganos colegiados e 
en los cuales las distintas voluntades individuales de su - 
titularidad compleja pasan a formar una voluntad del Srgano.
El ârgano es una realidad jurldica y el punto de vista org^ 
nico, segân lo que acabamos de indicar, es una perspectiva 
eminentemente formai. Habrâ que ver y analizar el contenido 
y la naturaleza de las funciones para saber efectivamente si 
son, no sâlo formai., sino también sustancialmente, ârganos
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de la Administraciân. AdernSs tenemos que hacer hincapiâeen 
lo sehaladü en el apartado anterior de este mismo CajSItulo 
sobre la motivaciân politisa de la colaboraciân social es- 
tructurada sobre "un principio esencial de la doctrina po­
litics del Estado espanol" (51), cuyas consecuencias con-- 
cretas vermos en el apartado siguiente al analizar la *Fun 
ciân sustitutiva^cje las Juntas*. El profesor Perez de Aya­
la, al tratar el tema (52), parte de que las Juntas de ev_a 
luaciân son ârganos administrati vos extraordinarios , sigui_en 
do a Garcia Trevijano, y que en consecuencia se trata de 8
una propia y real actividad administrativa, realizada por
il
autânticos organismos estatales. Ahora bien, el autor cita 
do se plantes, a renglân seguido,el que *dste supuesto^es- 
dundamental determinar cuâl sea la verdader naturaleza de- 
las funciones que a las Juntas corresponde:actos administra 
tivos o centrâtes de Derecho Pâblico, decidiendose por 1a- 
consideraciân de actos administratives en los que la admi­
nistraciân actâa vinculadamente.Tenemos que obsercar que en 
el razonamiento de este autor se dan dos circonstanciés ini 
portantes:la primera es que abandonan el punto de vista â_r 
ganico en su anâlisis para pasar al estudio mediante el ejn 
foque de su contenido ; la segunda es que,aân dando por sentado 
(*esto supuesto*)el que las Junta son ârganos administratif 
vos que dan lugara actos ds h  misma categoria,no se somete a 
dicha calfîcaciân, no pareciândole necesario plantear la natjü
3 8^ U^
raleza alternativa de la funciân de las Junfeas.
Si por consiguiente loa acuerdos de la Junta -die 
ce- constituyen actos de naturaleza vinculada, habrâ que p- 
preguntarse cuales son las normas jurldicas que les otorgan 
tal carâcter y que,* por tanto, vinculaB de este modo a la 
actuaciân de dichas juntas (53), Eètas"normas juridicas" son, 
para el autor que estâmes siguiendo, las "normas o reglas de 
distribuciân", es decir los indices bâsicos y correctoEes que 
-sigue diciendo- estan definidos por la ley de cada impues­
to con carâcter enumerator io, y que, caso por caso, las juri 
tas eligen, valoran y aplican". Asi pues, nos encontramos p 
que:
IQ.- Las normas vinculantes son las reglas de di_s 
tribuciân.
23.- Las reglas de distribuciân son los indices - 
bâsicos y correctores.
33.- La ley define y enumera dichos indices o re­
glas.
43.- Las juntas eligen y sehalan los indices que
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cansideren oportunos para su aplicaciûn,
A estas conclusiones sobre las cuales se mantiene 
el carâcter vinculado de actuaciân de las juntas nos parece 
que se le pueden oponer las siguientes razones.
4
18._ La ley permanece al margen de les indices o- 
reglas. Si bien la LGT determine que sean —  
las leyes propias de cada tributo quienes laa 
establezcan, hasta ahora ello no ha sucedido 
en los impuestos con evaluaciân global. Unica 
mente las ins trucciones pro visional es se refi_e 
ren a dichos Iddices (54) pero sâlo con ca­
râcter enumerativo y sin establecer ningân- 
tipo de vinculaciân para las juntas que se - 
constituyan. En este sentido esta redactada 4 
la régla 17 IPII al decir que "podrân" figu­
rer entre otros, como indices bâsicos, ppr - 
ejemplo* (55), y del mismo modo la jurispru- 
dencia del T.S, ha interpretado esta Régla - 
como una enumeraciân "numerus apartus" (56)- 
o "ad exomplum" (57) y el TEAC ha afirmado - 
que dicha régla "senala en forma enunciativa 
no exhaustativa ni preceptive sino por via -
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de ajemplo cuâles Indices pueden figurer en 
dicha propuesta,sin que elle pueda suponer - 
en manera algunà que todos y cada une de les 
Indices allî expuestos hayan de servir de e- 
câlculü para el trabaje de cada ^unta; y, per 
el contrarie, su formulacidn, aprobacidn y - 
aplicacidn dependerâ, en la meriida que dada 
actividad necesite de uno o varies de les -- 
Indices indicados, de que sean escogidos les 
mâs edecuadüs" (58). A peser de este ùltimo 
incisü de la citada resolucidn nosotros pen­
sâmes que la eleccidn si bien es discrecional
de la Junta no estâ limitada a la enumera---
cidn de la Régla 17 como pudiera pensarse; y 
ellü tanto par la redaccidn de la misma re-- 
gla como por el concepto de indice que a co_n 
tinuacidn veremos.
28.^ Los Indices bâsicos y correctoros, constitute 
vos de las reglas de dÊtribucidn, son la ex- 
presidn de las relaciones existentes entre 1 
les distintas magnitudes que integran el co_s 
te, los ingresos, el capital productor etc y 
les propims bénéficias, como método de valo- 
rar extracontablemente el resultado periôdi-
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dico de une empresa (59). Este concepto de - 
indice pone de manifiesto su amplitud o ela_s 
ticidad que en cada caso coûcredtü puede ado^ 
tar. No es un concepto estricto en su conte- 
nido y asl, tambiôn, lo entiende el TEAC al 
decir que "no es posible ni la ley asi lo - 
exige, que la diversidad de conceptos, se a - 
en relacidn con los ingresos o con las part^ 
das de gastos deducibles, hayan de encontre^ 
se especialmente detallados mediante Indices, 
ni puede interpretarse que cualquier falta de 
alusiôn expresa pueda significar omisidn ai­
gu na" (60).
3§.- Hay que matizar, en base a las das observa-- 
ciones anteriores, el que las reglas de dist 
tribucidn son normas jurldicas vinculantes.
En primer lugar, al no ser los Indices algo exter 
no a las juntas sino precisamente uno de sus productos deri 
vados no se puede hablar de winculaciôn. En todo caso ten-- 
drîamos que hacerlo de "autovinculaciôn" en el sentido de q 
que las juntas al crear los Indices -esta es su primera fu_n 
cidn antes de la evaluaciôn global y la imputaciôn indivi—  
dual- quedan vinculadas a ellos para su aplicacidn. Pero d_i 
cha vinculacidn existe sdlo en orden a que no pueden , una
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vez aprobadüs, amplear o tener en cuenta otros indices pero 
no que êstos tengan que ser empleadcs en su totalidad forz_o 
samen te en todos los casas. Ante los indices bâsicos y co —  
rrectores establecidos se dâ una nueva discrecionalidad pa—  
ra su aplicaciânssobre todo en lo que respecta a los indices 
subjetivos. En oposjLciân a esta postura, Perez de Ayala a-- 
firma que la subjetividad de los indices correctores no con_s 
tituye un elemento arbitrario o de discrecional definiciôn y 
aplicacidn ya que el carâcter subjetivo se refieresno a la- 
accidn de las juntas sino a las posibles peculiaridades de- 
cada uno de los cûntribuyen tes. Por nuestra parte pensâmes, 
sin embargo, que la subjetividad de los indices de correc-- 
cidn es algo que hace referenda juy directa a las juntas - 
por cuanto son estas quienes, ademâs de haberlos estableci- 
d o valoran la relacidn del indice con el contri buy en te corn­
er e to.
En segundo lu^ar, las posibles peculiaridades de-- 
cada uno de los contribuyentes son oaloradas por la junta - 
al aplicarle unos indices u ètros. Y el contribuyente sdlo- 
al ejercer su derecho a reclamar contra la imputacidn indi­
vidual por medio de un recurso de agravio por aplicaciôn- 
indebida de las reglas de distribuciân puede ha cer que 
el jurado tributario enjuicie la valoraciân que las -- 
juntas han llevado a cabo sobre dichas particularidades. El 
tema de la discrecionalidad o vinculaciân de las juntas su_r
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giâ a raiz de este recurso no establecido explicitamente al 
principio y que en la ley de 23 de diciembre de 1959 apare- 
ciô claramente regulado en su art, 19 pf. 2. Este recurso, 
con toda lo polemica que sea.su caracterizaciôn autdnoma o 
no, estâ intimamente relacionado con otra instituciân sing_u 
larmente unida a las evaluociones globales como son los ju-- 
rados Tributaries. La jurisprudencia del T.S. (51) se ha —  
pronunciado reiteradamente sobre la evoluciân y siQnificado 
de los jurados a partir del art. 19 de la ley do 23 de di —  
ciembre de 1959 dândoles competencias en cuestiones de der_e 
cho al mismo tiempo que transformé las "reglas de distribu- 
ciân" en "régla juridica". Asl,el T.S. afirmaba que una de 
las manifestaciones de la evaluaciûrt, de los jurados esta en 
que "no tienen que resolver en conciencia sino ûnica y ex—  
clusivamente cumplir las reglas de distribucién aprobadas, 
para determiner las asignaciones individuales del beneficio 
global, es decir, ap^icar una régla juridica a un caso corn­
er eto, funciûn eni:1 a que desaparecen las razonés de aquel - 
libre actuar y se hace précise someter la actividad admini_s 
trativa a los limites que son consustanciales con todo obrar 
netamente jurîdico (62). Ahora bieB, estas declaraciones - 
jurisprudenciales no creemos que modifiquen en nada lo que 
anteriormente hemos razonado en relaciôn a las juntas. A —  
las que se somete es a losjurados pero no a las juntas. La 
vinculaciân, como manifestacién de un obrar netamente jurl-
392
dico al decir del T.S., (53), es para los jurados y la vincjj 
laciôn viene dada por una regia dictada por la Junta y ésta 
no estâ vinculada.
Demostrada, a nuestro juicio, la discrecionalidad 
tenemos que ver, bireiv’emeibte pues elle en parte se ^iâ en el 
capitule precedents al cual nos remitimos, de gué forma 
se ejerce dicha discrecionalidad no sôlo en relaciôn a las 
reglas de distribuciôn sino también respecte a las otras -- 
dos funciones de las juntas; determinaciôn de la base global 
y la imputaciôn individual. Elle en el Lien entendido de lo 
senalado y a sobre la auto vi nculaci én que i d  llega&al esta b_le 
cimiento de unos Indices bâsicos y correctores suponei Es - 
decir, se trata de averiguar de quê forma se instrumenta la 
discrecionalidad de las juntas.
En cuanto a los indices lia propuesta por parte de 
los comisionados tiens que ser unanime y los ponentes se p_ro 
nuncîân por mayoria (54). Hay algo mâs que un acuerdo por e 
coincidencia de las mayoria ya que a uno de los elemantos de 
la bilateralidad se le exige unanimidad. En cuanto a la ci- 
fra global se entenderâ aprobada aquella a la que la mayoria 
de los comisionados y también la de los demâs componentes de 
la junta, en votaciones separadas, presten su conformidad - 
(55). Finalmente, en cuanto a la base individual imputada -
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tiene que haber una propuesta unânime de los comisionados - 
pero una simple aprobacién de los ponentes sin esigencias - 
mayoritarias de ningûna clase. (55).
La diferencia entre formacién de la voluntad y m 
manifestacién de là,misma nos dié como resultado el que ésta 
consistla en un acto administrativo bilateral y ahora podem 
mos anadir algo mâs: porque aquella (la formaciân de la vo-
luntad) es de carâcter bilateral: el acuerdo de las mayo--
rias para la cifra global; el acuerdo por unanimidad de co­
misionados y mayoria de ponentes para los indices; la prope 
puesta unânime dellos comisionados respecto a la imputaciôn 
ind ividual.
El que, éste supuesto, se denomine ârganos admini_s 
tratiuos a las junts. es, hastacierto punto, indiferente. Y 
ello por los siguientes motivos.
la) por haber diferenciado el punto de vista ôrg_a 
nico y el funcional.
2Q) a falta de una caracterizaciôn de lo que son 
las juntas desde el punto de vista de su con_s 
tituciôn,
3q ) localizaciûn y caracterizaciân del. elemento - 
personal, comisionadox y ponentes, que dentro 
de las juntas forma su voluntad.
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4Q) la demos traciûn hecha en otro lugar sobre el 
que a las quotas, aûn siendo ôrganos colegia- 
dos de la Administr acién, no se les puede api 
plicar la nulidad de pleno derecho de la LPA.
b) Funcidn sustitutiva.
Como ha senalado el profesor Albinana las fund-io- 
nes de las juntas tienen un significado sustitutivo:primero 
del legislador, despueés de la Administraciôn (57). Mientras 
que los jurados tributarios son sustituivos de la Administra 
cién, las juntas sustituyen también al legislador al tener 
que suplir el "vacio normative" de normasjurldicas poniendo 
en su lugar normas de carâcter aô^mético, que son Ioæ que, 
en su caso, aplicarân los jurados tributario. Y al ser ele- 
vadas estas normas aritméticas a categoria de normas jurfdi 
cas podemos decir, con el profesor ôltimamente citado, que 
ocurre "como si en las aludidas juntas y comisiones se de- 
positase momentaneamente una fraccién de la soberanîa que - 
administra el érgano legislativo" . Estas funciones sustitu- 
tivas de las juntas respecto al legislador y a la Adminis-- 
traciôn equivalen a los dos mementos delproceso de penetra- 
ciôn juridica en el âmbito tributario.(68).
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Estos temas si bien hart sido y a tratados, en par­
te, en otros lugares de la tesis (69) hay que traerlos de - 
nuevo aqui por fidelidada la exposiciôn y razonamiento lô—  
gico, Vamos a centrarnos en dos problèmes: los indices bâsi­
cos y correctores como elemento material de la labor de las
juntas;la base imputada a cada contribuyente, como resul--
'■■Ç*
tado de las mismas, pero debemos averiguar si se tratan de - 
bases imponibles o liquidables, El primero de estoc dos pr_o 
blemas hace referenda a la sustituciân del legislador; el- 
segundo a -la sustituciân de la Administraciân.
a *) Funciân sustitutiva del legislador; los indi­
ces.
La distinciân entre indices bâsicos y de correc-- 
ciôn viene dada en razân de la funciôn que cumplen dentro de 
la evaluaciân global. En primer lugar se aprueban los ijn 
dices. En segundo lugar se détermina la cifra global segdn i 
los estudios econâmicos. En tercer lugar se procédé a la di_s 
tribuciân individual de la cifra global en funciân de los - 
indices bâsicos correctores. Asl, pues, estâ ûltima fase -- 
lleva consigo dos pperaciones:
1S.- Aplicacidn de los indices bâsicos mediante 9 
los cuales se trata de llegar al beneficio normal o medio - 
de los contribuyentes por aquellos elemantos dé fâcil control
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que sean fondamentales en el proceso de formaciôn del bene 
ficio de la empresa.
23.- Aplicacidn de los indices de correccidn con 
los cuales se trata de ajuster lo mâs posible el beneficio 
medio del grupo al çbtenido por la empresa. Por lo tanto, - 
deben recoger las particularidades que distinguen una empr_e 
sa de otras y aquellaa circunstancias que coyunturalmente - 
se han dado en cada una de ellas. (70).
La diferencia entre ambos Indices, (71) se encuen_ 
tran en que los bâsicos son de câracter objetivo mientras - 
que los correctores son eubjetivos. El que los indices, me­
diante este dobie proceso de objetivaciân y subjetivaciân,- 
den efectiv/idad al principio de capacidad econâmica es com- 
pletamente relative, Asl, el Mémorandum sobre la Reforma del 
Sistema Tributario espanol afirmaba que *^ el manejo de indi­
ces para la distribuciân de la carga tributaria entre los-- 
interesados dentro de los diverses grupos ha de afiraarse en 
extremo, para aproximarse lo mâs posible al principio de equi 
tativa distribuciân del peso de la fiscalidad* (72). A lo - 
cual se puede acompanar la afirmaciân del BIRD de que •'des­
de luego no existe certeza alguna de que individuos con ---
rentas idênticas paguen impuestos similares. Mi existe nec_e 
sammente una relaciân directa entre renta y carga imposi-
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tiva en industriesdœferentes o incluse dentro de una indus4 
tria determinada, dado que frecuentemente se emplean como - 
criterios para laevaluaciân elemntos sencillos, pero arbi—  
trarios, taies como el nûmero de mâquinas instaladas de un 
determinado tipo o 1a cantidad de lectricidad 6Gnsumida"(73) ,
Este abandono del legislddor de la elaboraciôn de 
los indices en manps de lasmjuntas mixtes llevan una insegjj
i
ridad total. Ahora bien, esta competencia dejada a las jun­
tas paracë.^quevse ha perdido a raiz del Dcto 407/1971 de 11 
de marzo dobre rep'rganizaciân de la Adminstraciôn Central y 
Territorial delà Hacienda Pûblica, ya que en su art. 52 n2 
5, b) establece como una de las competencias de la Subdire_c 
ciôn General de Programaci2on y Documentaciôn Fiscal el "d_e 
terminer los signos, indices o mâdulos que sean necesarios 
en las estimaciones objetiwas de las bases de los respecti- 
vos tributes cualquiera que sea su naturaleza". La importajn 
cia del precepto es obvia, no sôlo respecto a la evaluaciân 
global sino en relaciân a todas las estimaciones objetivas.
En primer lugar, se deroga, una vez mâs, el art. 49 LGT al 
Bxigir el establecimiento por la ley de dichos indicds o m_â 
dulos. En segundo lugar los tributes con sistema objetivo p 
peroWen base a evaluaciân global quedan a merced de la dec_i 
siân administrativa (vg.: Impuesto General sobre la Renta é 
de las Personas Fisicas). Enttercer lugar, si mediante la _a 
tribuciân dél poder legislative a las juntas de evaluaciân
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se pretendla disimular la dejaciôn de dicho poder por el c5_r 
gano correspondiente en favor de la Administracidn, con el 
ècto 407/1971 se le atribuye de unamanera directa. En cuarto 
lugar,no sabemos qué papel van a tmer las juntas de evaluasi 
ciôn y el sistama de colaboraciân social al haberles supriw 
mido la CRaciân de Las normas aritméticas de valor jurîdico 
que justificaban la institueién,no para devolverselas a las 
Cortes sino para ser asumidas por la Administaraciôn.
En realidad la mecânica de la proposicidn de los 
indices por los comisionados y la aprobaciân o rectificaciôn 
de los mismos por los ponentes de la Junta si bien, como h_e 
mos mantenido, nos da sentido de la bilateralidad del sist_e 
ma en pura teoria, de#aiimpe*rar en gran medida la décision 
administrative de los funcionaris por encima de la propues­
ta de lo ponentes. En este ssentido, el TEAC, en su Résolu 
ciôn de 7 de octobre de 1960, ante la solicited de que el - 
môdulo representado por el nômero de orden en el Escalofôn 
de Registradores delà Propiedad fuese rectificaco, reconociô 
que esta peticiôn "no puede ser tenida en cuenta por este T 
Tribunal Central por no ser de su competencia la déterminas 
cién o modificaciôn de môdulos bâsicos para la fijaciôn de 
la base impositiva,aunque seguramente el centro directive h 
habrâ tornado, en condideraciân los hechos que en la reclama- 
ciôn se contienen para, dentro de su radio de competencia, 
establecer las mod ificaciones que estime apropiadas". A nues
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tro juicio lo Idgico es .que se recsomendara no s61o a 1 cen­
tro directive sino también a las Juntas ya que son los co--
misionados los que proponen losindices.
b *) Funcién sustitutiva de la Administracién; Las
: . . / 
bases*.
La colabqraciôn do los contribuyentes en las Jun­
tas dâ lugar a unas imputacionesiindividuales. Mas debemos
preguntarmos, estas imput aciones qué son, bases imponibles 
□ bases liquidables? Si tomamos el escueto esquema legal s_o 
bre esta distincién y el esquema doctrinal que se ha formul 
lado nos encontramos con que, las juntas de evaluaciân glob 
bla nunca fijan bases liquidables, y en ocasiones, tan si-- 
qoiiera las imponibles,
Asi como en un tributo de cuota fija el mandato de 
la norma tiene un contenido limitado a senalar la cantidad 
a pagar, los tributos de cuota variable necesitan de dos - 
elem^njbs para llegar a esta suma: el tipo de gaavamen y la 
magnitud a la que debe aplicarse, bien venga dada esta âl- 
tima en dinero o en un bien valorable en términos econâmi­
cos bien por un criterio nâmerico distinto al anterior. Al 
primer tipo de magnitud se le llama imponible y al segundo 
parametro, segûn la concepciân del profesor Berlini adopta-
4 0 0
□a en Espana per el Seminarie da Derecho Financiero de la 
Universidad da Madrid (74).
La LGT desconoce la existencia de parémetros dis- 
tintos a la base imponible al mismo tiempo que ha dejado sin 
définir legalmente el concepto. Unicamente el art. 53 LGT - 
establece que "'se entiende por base liquidable el resultado 
de practicar, en su caso, la imponible, las reducciones 
establecidas por la^Ley propia de cada tributo". No vamos a 
entrar en las distinciones sobre bases imponibles y paramè­
tres, alicuotas y tipo impositiuos, ni tampoco en si dni---
camente existe un concepto vâlido, la base imponible, sien- 
do la liquidable uha base imponible reducida.
Tenemos qüe distiinguir lo que ocurre en el Impues^
to sobre el rendimiento del trabajo personal y en la cuota-
por bénéficies del impuesto industrial, asl como la evolu—  
cidn que desde 1957 han ido teniendo desde este punto de -- 
vista.
En cuanto al impuesto sobre el rendimiento del --
trabajo personal el art. Ô7 LRT-1957 aunque habla de que --
"anualmente se fijarén a los profesionales la base inteqra- 
de imposicidn* tambien se establece a continuaciân elq que- 
de la base evaluada globalmente "se restarân las deduccio-- 
nes legalmente autorizadas". Las juntas determinan bases —
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imponibles mediants la "imputaciôn individual de retribu--
clones globales " (Reglas 17-18 IPIRTP) a la cual se pueden 
hacer deducciones uqe en las Réglas 33 y 34 de la misma IP 
se prevén: sueldos, seguros sociales y seguro y previsiân. 
Como senalâ el TEAC "esta deducciôn - la del 10 % de Seguro 
y prev$#siân- es applicable o. todos los prof esionales indepen 
dientemente de estaa incluidos o excluidos de evaluaciân gà_6 
bal. (55). Asl pues, tenemos una base imponible cifrada por 
la junta de evaluaciân y de la cual se deducen por la Admi- 
nistraciân, previa.^declar aciân del contribuyente, los elem- 
mentos anteiiormente enumerados y que se comportan como fa_c 
tores dxternos é la evaluaciân.
La LRST-1954 y el TRIRTP introduce una modifica- 
ciân importante ya que la base imponible no es lo evaluado 
y la liquidez el resultado de las deducciones legalmente a_u 
torizadas, sino, que, como/\el art. 39 TRIRTP, la base impo- 
niblB estarâ constituida por "la diferencia entre Iqs ingr_e 
SOS compatibles en el période impositivo y los gastaos con- 
siderados como necesarios para la obtenciân de aquellos". - 
Estos gastos a los que se hace referenda son los que enco_n 
trames en el art. 50 del mismo texte refçiiEtiîditido al decir que 
"para determinar la base imponible de los profesionales se 
deducirân de los ingresos", y haciendo, a continuaciân, una 
enumeraciân coïncidente con la delà Ip en parte: sueldos, -
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seguros sociales, y los coeficientes de gastùs ql/e tengan - 
fijados la correspondientes profesiones. Las juntas de eval 
luaciân, po lo tanto, no determinarân bases imponibles sino 
algo anterior a ellas: losingresos computables o brutos, a 
los cuales se les deducirân los conce^jjbos del art. 50 TR y 
obtendremos éo- base* imponible. A esta, a su vez, habrâ que 
hacerla las redlueciones générales prévis tas en el art. 19 
TRIRTP/ segûn detemina -cualquier que sea el sistema utiliz 
zado en la determinaciân de la base- el art. 51 del mismo 
TR. En el art. 19 se establece las reducciones de carâcter 
individual y familiar (76).
El impuesto Industrial, cuota por beneficios, se 
ha mantenido fielmente a que lo determinado por las juntas 
son precisamente bases impositivas. La razân estâ de manera 
principalisima, en huir de cualquier posibilidad de consid^ 
ra r que las juntas determinen beneficios, para , a su vez, 
ocultar la presunciân^ en que el sistema se asienta. El TEAC 
ha sent&do como principio general (77) 4e%que en la évaluas 
ciân global " la admisiûn de alguna deducciân pondrla en e_vi 
dencia que la cifra fijada en régimen de estimaciân objeti- 
va no constituez base imponible, sinc^n mero antecedente de 
ésta, lo que es contrario a la ley" Y que el ddmitir deduce 
clones "supone llevar a confusiân los dos procedimientos de 
estimaciân** (directa y objetiva). Estas Resoluciones del --
^ ' V ' - y_'
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TEAC estân dadas en funciân de la 0*M. de 5 de noviembre de 
1957 que estableciâ que el gravamen especial del 4ja sobre - 
Sociedades previsto en el art. 104 LR3T-1964 en ningân caso 




Por lo tanto las afirmaciones anteriores del TEAC 
sâlottiene validez desde este punto de vista concrete,pero- 
no con carâcter de,generalidad que parece desprendersë de -
ellas ya que de la/base imputadappor una junta de evàlua---
ciân se pueden dar reducciânes y en segundo lugar no por -- 
darse pierde el carâcter de base imponible, sin necesidad de 
que se tenga que hablar de antecedente de ella, como ocurria 
en el Impuesto sobre el rendimiento del trabajo personal.
La LRT-1957, en su art. 73, determinâ que las bases
senaiadas por las juntas no pueden ser objeto de modifica---
ciân y, sin embargo, el art. 97, délia misma ley previâ la - 
exenciân del Fondo de Previsiân para Inversiones que, como - 
procédante. En igual sentido instrumentâ el sistema üa IPII- 
en sus Reglas 24 y 38.
Si bien el art. 73 LRT-1957 pareciâ querer establecer el -- 
principio de que las juntas détermina ban bases imponibles al 
prohibir la "modificaciân", a pesar de lo senalado respecto 
al Fondo de Previsiân para Inversiones, el art. 104 LRST --
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1964 quB prohibia "incremen tar", pero no disrninuir, 11 as bases 
imputadas, daba a entender que êstas eran bases imponibles. 
Estas disminuciones posibles establecidad en la LRST-1954 - 
estaban determinadas en los art. 82 (réservas para inversig 
nes de exportaciân), art. 85 (editorial es), art. 95 (pérdi- 
das a cargo de ejercicios futures) y se unîan a las deduccig 
nes existantes en vjrtud de la ley 95/1950 de 22 de diciem­
bre (cantidades desfcinadas a amortizaciân de valores del ac- 
tivo que correspondan a un plan formulado por el contribuye# 
te y aceptado por la Administraciân) y en cirtud de la ley 
de 23 de dicœembra-de 1951 sobre regularizaciân de balances.
Sâlo Bstqs elementos que acabamos de enumerar eran 
deducibles éin que en ningân caso se autorizase a establecer 
minoraciones por el concepto de gastos calificados como dedu
cible a efectos de àa estimaciân directa. Esta situaciân ---
fue recogida en el art.44 TRII al establecer que la base im­
putada por una junta no puede ser objeto de incremento o mino 
raciân alguna excepto en los casos que se enumeran en el mi_s 
mo articulo, que vienen a coincidir practicamente con los a_n
teriores (amortizaciân, éditoriales, pêrdidas e cargo de ---
ejercicios futuros, inversiones para la exportaciân).
IQué ocurre, en consecuen ci a, con los gastos que en 
una estimaciân directa tienen el carâcter de deducibles? El 
T.S, en st. de 22 de octobre de 1.952 negâ la procddencia de 
la deducciân del 25^ del beneficio de obras en curso esta-—
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bleciendo que dicha deducciân "tiene cauce legal dentro - 
de la evaluaciân global al ser un elemento mâs de juicio - 
en los estudios econâmicos de rendimientos de la empresa";
Es decir, parece que deben comportarse como indices de co- 
rreccüân del beneficio a imputar al contribuyente. En otros 
casos, simplemente &e afirma que no son deducibles pero sin 
indicar de qué forrri'a puedan jugar estos datos econâmicos, r 
reales sea cual fuere el método de determinaciân de bases
- y  S:
(78). , *
C) Clases de juntas por su âmbito objetivo, espa-
/ 'N
ci al 7y temporal.
Si bien la competencia para determinar las juntas 
de evaluaciân global que deban de constituirse es de la Adm_i 
nistraciân financiera central (79) di rectarnente o a prcDpue_s 
ta de las Delegaciones de Hacienda, esta determibaciân se - 
hace con arreglo a una serie de criterios bâsicos. Los cri­
terios o puntos de vista utilizados para la formaciân de las 
juntas no son excluyentes o puros, sino que se combinan en4 
tre ellos ofreciendo mâltiples variedades.
IQ.- Criterio objetivo: la actividad ejercida. Es 
el criterio bâsico con arreglo al cual se forman las disbin
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tas juntas, y de donde se parte para combinarlo con el cri­
terio espacial.
La actividad de los contribuyentes incluidos en - 
una junta tiene que ser homogênea debido al fundamen to es-- 
tadistico y matémâtico que tiene el mecanismo de la evalua-
i; ■*
ciân global. Esta necesidad de homogenizaciân es lo que hace 
que actividades en principio iguales sean consideradas en dj. 
versas juntas al igual que en el supuesto contrario, activid 
dades que no son ofrmalmente homogéneas y sin embargo al se_r 
so sustancialmente- se ven incluidas en una solo junta.
■ i'
Por lottanto tenemos très posibilidades; Primera, 
la normal y bâsica de que para cada actividad (80-se c o n s t i t_u 
ya una junta.Segunda,una actividad puede dar lugar a varias 
juntas en razân de la diferente dimensiân de explotaciân de 
los coittribuyentes de un grupo (81). En cuanto a los profesôo 
nales, la 0. de 4 de diciembre de 1.970 regulâ la posibi 
lidad de que una actividad fuese evaluada en diversas juntas 
en un mismo territorio. El fundaments es "las diversas es-- 
pecialidades dentre de una misma profesiân, asl como a un-- 
gran nâmero de contribuyentes, que dificulta el control de 
la imputacidn individual de la difra global". Al la distin-- 
ciân objetiva de la actividad de carâcter vertical, se ana—
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de el criterio objetivo de la especialidad o "circunstan--- 
cias que asl lo aconsejan" de carâcter horizontal (82). Te_r 
cera, que varias actividades homogeneas se integran en una - 
sola junta (83).
22.- Criterio espacial. A efectos prâcticos es el 
criterio mâs importante y el que desde 1.957 ha sufrido may£ 
res variaciones dentro de cada una de las actividades. El âm 
bito de las évalua clones globales, y de la junta por lo- 
tanto, puede ser, pegûn la Régla 7 IPII, nacional, provin-- 
cial 0 local. E ste,;,prin cipio general tiene dos correcciones. 
La primera es el Impuesto sobre el rendimiento del trabajo - 
personal en que,segûn la Régla 3 IPIRTP, el âmbito de la - 
evaluaciân global se refiere ûnicamenàee al territorio al - 
cual alcance la jurisdicciân de cada delegaciân o subdelega 
ciân de Hacienda. La segunda, e& la cuota por beneficios, 
esta prevista en la misma Régla 7 antes citada y consiste en 
la integraciân de un contribuyente sometido a la jurisdic 
ciân de una delegaciân de Hacienda en una junta de otra Delg 
gaciân distinta^el T.S., en st. de 22 de abril de 1964 pun- 
tualizâ el carâcter facultative de esta posibilidad discro- 
cional del Delegao de Hacidnda. Pero, con ello, tenemos un 
tercer âmbito de carââter interprovincial o regional aunque 
sea con carâcter de excepciân.
r>4o;
Ahora bien, en cuanto al âmbito ospacial be las - 
juntas, hay quo hacer una distinciôn segûnsea el punto de - 
vista adoptada:
a) Desde el pufbto de vista del contribuyente, dos 
son los supuBstos ante los quo nos podemos encontrar: que - 
un contribuyente ejerza su actividad o profesiân on varie s - 
sitmos diferentes somatidos cada uno de elles a una juris-- 
dicciân distinta y que un contribuyente ejerza varias a c t i v_i 
dades en distirhrbo sitio pero todas ellas encarninadas al mi_s 
mo fin.
El primer supuesto puede darse tanto en accividad 
des sometidas a la cuota por beneficios como a los p;ofesig_ 
naloGo Respectivamente, la Régla 3 IPII, y la Régla 3 IPIRTP 
dan soluciones para dicha situaciâb; en ainbos casos se f i j_a
rân los bases ou o correspondan a 1 as actividades uesirro---
lladas en cada âmbito territorial a la jurisdicciân oorres- 
pondiente. S in embargo, en el IRTP se parmi te que a vi'octos 
1iou idatorie s sea la oficina de las que dependa su domici-- 
lio fiscal la que actâe.
En el segundo supuesto se contemplan exclusive---
mente las actividades industriales y comerciales en un rnun_i 
cipio cuando àas operaciones en âl efactuadas cierren un —  
ciclo mercantil, deterrninados resultados econâmicos. No est_i
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mandüse que madia esta circunstancia cu'xndü se trata de □-
peraciones aisladas de extracciân, fabricaciân^compra, --
transporte,etc. y, en genral cuando aquellas no detarminan 
por si solas pérdidas o beneficios,
E stci\si toaci ân cambiâ a raiz de la G. de la de mar_ 
zo de 1958 en cuanto à las evaluaciones de âmbito nicional 
para las cuales^estableciâp que se les podrian compatar, - 
cuando asi se solicitera, los beneficios relatives ; las - 
actividades que tuviesen el carâcter de preparatories, der_i 
vados, anejas, y complementerias a las principales. Gtsta -- 
norma hizo decir a Rodriguez Robles que es una "ver adora - 
excepciân de concepto dentro de la estructura genei" 1 del - 
sistema, (y que) implicarâ en rnuchisimos casos que a base 
evaluada nacidnalmente como de ncoducto comncida pi namen-- 
te con la base por rente total de la persona juridca" (84).
.Vd «ci l'c
Con la IP IS de 13 de'^ nayo de 1958/11 a posbilidad de amjmula- 
ciân de actividades anejas, preparatories, derivada o corne 
piementarias de otra principal, de t al modo que el onjunto 
de todas ellas este subordinada a una finalidad uni aria en 
la junta que corresponde al domicilie fiscal do la Giciedad 
(Régla La) (85)
b) desdeel punto do vista de la actividad, el âmb 
bito* de las juntas, como ya hemos senalado, puede ser de
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de ser de cuatro clases: nacional, regional, provincial 
o local (35) ,
Las IIPP, al principio, establecieron ya estas 
cuatro posibilidades. Ln cuanto al IRTP, con todo, un ica 
mente previeron las* juntas de âmbito provincial o regio­
nal a peticiân de la corporaciôn y en lugar del domici-- 
lio de la mis ni a (Régla 3 IPII). Para el II, las cuatro - 
posibilidades fueron prévistas en la Reg a 7 de su IP. - 
Al mismo tiempo que la disposiciôn transiteria sexto y a 
estableciâ una serie de actividades dire et arnents con ârn- 
b ito nacional (87). A estas actividades se fueron unien-V
do progresiv ame nte otras (83).
En o1 IRTP, como hemos inoicado, no se previâ el 
âmbito nacional en la IP. Luego, en la 0. de 27 de febre_ 
r o de 19 59, se estableciâ dichas posibilidad "para a que­
lles casos en que la estructura de los Srganos corporat_i 
vos de una profesiân tenga preponderadamente carâcter n_a 
cional y la convoniencia de los interesados o de la AdmJ^  
nistraciân asi la acanseje". En realidad les juntas na-- 
cionales a penas si han sido utilizadas en este impuesto. 
La 0. de 31 de octobre de 1957, desarrollada por la Res_o 
luciân de la Dirocciân General de Impuestos Directes de 
8 de noviembre de 1957, estableciâ al âfnbito nacional o- 
regional para artist as y déport istas (89).
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Liegados a esta fee ha, el proceso de inclusion 
en juntas de âmbito nacional se une con otra tendencia - 
evolutive plasm ada en leyes y principalmente en normas - 
reglamentarias, y que en el prâximo capitu^o son objeto- 
de amplio estudio. Nos referimos a las exclusiones del - 
sistema de evaluaciân global para actividades y profesi_o 
nes. La coordinaciân de arnbas llneas esta en que:
12 son excluldas actividades de âmbito nacional 
y, 22 las restantes que no son excluldas van pasando de - 
nuevo al âmbito provincial.
En primer lugar la 0. de 27 de noviembre de 1958 
razona que "el nâmero y entidad de los contribuyentes que­
en cumplimiento de la 0. rie 25 de noviembre de 1957 han - 
dd quedar excluldas del régimen de evaluaciân global no - 
justifies mantener dicha âmbito territorial para determi­
nadas actividades". Asl, pues, son excluldas de dicho âm- 
bito cuatro actividades (9G). Dobe tenerse en cuanto to-- 
do lo que en prâximo Capltulo de la Tâsis se analiza so­
bre los criterios de exclusiân del sistema do evaluaciân- 
global y por tanto no ver esta romisiân de actividades - 
del âmbito nacional al provincial coma lago tajante pues- 
to que en virtud del criterio cuantitàtivo de exclusiân 
del sistema de evaluaciân, sâlo las empresas que desarro- 
llando estas actividades no super en las cantidades seha—  
ladas para la exclusiân total de la evaluaciân son r e e n v i_a 
das al âmbito provincial.
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La G. de 27 die diciembre de 19 5 9 es mâs tajante 
por cuanto détermina; 12' todos los contribuyentes por los 
Impuestos sobre el RTP y cuota de beneficios del II quo - 
realicen cualquier génerro de profesiân o actividad s o m o t_i 
dos al râgimen de estirnaiclân objetiva serân objeto de ev_a 
luaciân en la Delegaciâm de Hacienda de su domicilia fis-- 
cal, 22 "quedan derogadais las dis po si ci on es dictadas p or- 
este Minister io que se oipongan a lo establecido en la p r e_ 
sente orden". No queda diuda sobre la finalidad de la Adrni- 
nistraciân (91) ,
La razân del paralalismo entre proceso de excljj 
siân de la evaluaciân (v'or Capitule V) y eliminaciân del - 
âmbito nacional volviând ose en exclusiua al provincial estâ 
en el rienominador comân de la desapariciân progresiva del- 
sistema de evaluaciân del marco positive. Naturalmente las 
evaluaciones nacionales se referian a actividades comerciat 
les e industriales de notable envergadura econâmica que al 
ser excluldas dejaron ân.icarnente a contribuyentes de menas 
importancia fiscal. Si, como se ha expuesto en distintos - 
lugares y tenemos que ver mâs de te nid ame nte todavla, la -- 
evaluaciân global de un :sistema que -y sâlo a efectos de - 
los intereses de la Administraciân financiera- prêtants d_e 
jarso para el pequeno coin t ri bu ye nt s , es évidente que a âs- 
te se le conocerâ y evaliuarâ con mayor exactitud en el âm­
bito provincial que no ein el nacional.
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^ “ Criterio Temporal, Este criteria, de mayor 
fijeza que el anterior, tiens una dob le v/sftiente:
a) Actividades cuyo sjercicio sea distinto al d 
del an0 natural. Estas actividades pueden dar lugar a —  
dos supuestos distant os; Prirnero, actividades que no coin 
cidan con el ano natural pero que su ejercicio tenga una 
duracidn de dose meses; es lo que la Regia 30 IPII denom 
mind industries de campafia y que fueron reguladas per la 
G. de 13 de marzo de 1938 y 15 de abril del mismo ano. - 
Desde entonces no ban variado. Segundo, actividades cuyo 
ejercicio se a mener al période de doce meses. Seqûn la - 
Régla 30 citada no se admite en ninndn case un periods - 
impositivo superior a doce meses, pero nada se dice res­
pecte a les inCeriores. La RTEAC de 5 de octobre de 1959 
establecid que en estes cases e1 bénéficié se obtiens por 
e 1 prorrateo de les benficios fi Jades por la junta al p_e 
riodo de tiempo que comprends e 1 ejercicio econdiiico sjj 
jeto a tributaciûn; es decir, se presume que el ejerci-- 
cio es el ans y luego se prorratea.
b) actividades cuyo ejercicio coincide con el - 
ano natural pero que la evaluacidn global es bianual. Es 
este un criterio purarnente adrninistrativo que varid con 
el Dcto-L 8/ 196 5 de 3 de octobre y desarrollado por la 
G. de 19 de noviembre de 1956 la cual estableciô dos --
4.14
fases en la api iicaci dn die 1 rdgimen: para el ejercicio de 
1955-1967 y sigu lentes s:e aplicd a quince actividades; - 
para el de 1967- 1958 y aigu lentes a otras veintidos nor- 
malmente son act iwidades; al por menor cuyas variaciones 
en las condiciones debem ser mînimas,
El pro C'edim le n t.ü es el mismo que para la évalua 
cidn anual pero tilenen que hacerse por separado. Pensa-- 
mos que la persi sttencia y fijeza de las caracterlsticas 
son lo que impulsd a ello, aunque sienpre- quede la posib_i 
lidad de r ectif i cacidn em relacidn al ajer*cicio anterior 
al ser e valu aci oines i nd e p endi en t es , En alguna ocasidn se 
ha dicho que era un proc edimiento paralelo al de les Pr_e 
supuestos Générales del Estado; la comparacidn es un'tan 
to dîflcil en muchios sentidos pero sobre to do porque en 
el PresupuBsto h a y/ una " r epe t ididn" de las ci f ras rnien-- 
tras que en la evaluacidn ha y ci f ras distintas para cada 
ano del bienio.
d ) El e leg mon to personal; ponentes y comisionados
La junta de eva.luacidn global estd compuesta, - 
como es sabido, ipcir représentantes de la Administracidn y 
de les contribuyentes, denominados, respectivamente, po­
nentes y comisioinados , Pero antes de conocer quienes son 
estos comisionados y por qu ë pr o cedi mien to , cuéles son sus
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vinculaciones con los demâs rniombros del grupo a quienes 
representan y con los demâs miembros de la Junta con los 
que pretenden llegar a un acuerdo, hay que plantear una- 
cuestidn previa consistante en analizar el nexo de unidn 
existante entre el sometimiento al gravAmen (cuota por - 
heneficios del impgesto industrial o cuota proporcional- 
para profesionales) y el método de la evaluaciôn global. 
Este nexo de uniôn se encuentra en el primero de los esla 
bones por los que transcurre la evaluacidn global: la
lista de contribuyentes,
a') Alcance y siqniPicado de la lista deacon 
tribuyentes.
le) Quienes entran a former parte do las listas 
de contribuy entes sometidos al procedimisnto de evalua-- 
cidn global?.
La contestaciôn a esta pregunta la encontramos, 
en parte, en el Capîtulo \J siguiente, dado que es en dl- 
donde estudiaremos los limites de la inclusidn y ex'clu-- 
sidn, los criterios de cada uno de elles y la evolucidn- 
histôrica desde 1957. En este senti do, los sontribuyentes 
que reunan las condiciones, objetivas o subjetivas, deter 
minadas en las normas tribu tari as estarân sometidas al - 
procedimient0. de evaluaciôn global. : ero a este requisi- 
to bésico bay que anadir dos mâs: 19) que el contribuyen
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te sea relacionado en la lista provisional y 29) que ap_a 
rezca igualmente relacionado en la lista définitiva pre- 
sentada por el Secretario de la Junta una vez resueltas- 
las instancias y peticicnes presentadas para nuevas in-- 
clusiones o rectificaciones, Pero la pregunta se trasla- 
da a otro punto de partida si considérâmes que, cualqui_e 
r a que sea el método para determiner la base imponible - 
en las cuotas por bénéficias o proporcional, el someti-- 
miento a dicho gravâmen vieoe dado en funciôn de la cuo­
ta de licencia o fija que constituyen un prius respecto- 
a la de bénéficias o proporcional.
La doctrine del TEAC ha afirmado en alguna oka- 
sidn exp1îcitamente que "tanto la licencia fiscal cemo - 
las cuotas sobre bénéficias se originan p or el mismo bê­
cha, el mero ejercicio de la actividad industrial o co—  
mercial", (9 2), lo cual es équivalente a engarzar ccusal 
mente el ndmero de actividades al ndmero de cuotas ce l_i 
cencia y, a su vez, el nJmero de cuotas por bénéficias - 
en tan tas juntas cuantas fuesen aqudllas (93). Si, cihiên 
donos al impuesto industrial, la localizaciôn de estos - 
contribuyen te s se remite a la matricula de licencia fis­
cal serâ necesario saber de qué forma se acredita el e j e_r 
cicio de una industrie. A nt er iorment e a la evaluaciôn gl_o 
bal el TS (94) habia establecido el criterio de la habi- 
tualidad, diciendo que "el ejercicio de una industrie no
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Se acredita por actos aisladosân continuidad, entre los 
que medien intérvalos largos, que no constituyen la ocu- 
pacidn habituai de quien los ejecuta", Sâinz de Bujanda, 
analizando el concepts unitario del presupuesto objet!vo 
de la licencia fiscal, estimaba que no puede ser otro si^  
no el moëerno concepts de empresa. Es el elemento formal- 
de actividad cualificada lo que decide el concepto de em_ 
presa mâs que el objets real de la actividad. (95). Y la 
c L i a i  if i caci â n viene dada por la organizacidn de e sa act_i 
vidad, asi como su carâctor planificado, con arroglo a -  
un proyecto racional do conducts del sujets econdrnico.
El problema que en el Ambits de la licencia fi_s 
cal se plantes entre el ejercicio de actividades lucrat_i 
vas como gen erado ras de la obligaciân o de actividades -
tarifadas tiens repercusiân en suants a la cuota por --
bénéficies y a la evaluaciân global, en co nsecue nci a . El 
art. 54 LRT-1957 astableciâ un criterio amplio en este - 
sentido al exigir el tributs por el mere ejercicic de la 
actividad "hallsnse o oo clasificados tributariamente a 
los efectos légales". Este precepts llevd a una interpre_ 
taciân congruente, por parte del TEAC (95),al decir que 
"séria absurdo creer que una actividad lucrativa quedaba 
exenta de gravâmen por el simple hacho de no estar expre_ 
samente incluîda en las Tafifas". S in embargo, en una Re-
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süluciân posterior (97), se determinaba que "la inclusion 
en matricula de Licencia fiscal es la presuncidn para que 
sean gravados por cuota de beneficios, pero siempre que- 
su inclusion en aquélla fuese por ejercer efectivamonte- 
actividad tarifada. Siendo necesaria la comprobacidn de­
là Inspeccidn", ,
Pero el sometimiento a la evaluacidn global no- 
nos reenvie exclusivamente a las actividades tarifadas - 
en la cuota de licencia, sino que tienen que darse otra- 
serie de requisiios conexos con la inclusion en la tarifa. 
Primero, ei no estar excluido expresamente; seoundo, el 
no haber renunciado (98); tercero, la condicidn de contr_i 
buyente en la cuota de beneficios viene dado por el deven 
go de la cuota de licencia y no por sti pago (99).
La lista de contribuyentes tiene una doble fuen 
te. En primer lugar la matricula de licencia fiscal ( 10.0 ) 
y en segundo lugar el Cei\so de co n tri buy ent es estableci­
do por la Oo de 14 de julio de 1951 (lOl). Ambos puntos- 
de referenda, en efecto, son vâlidos tanto para una es- 
timacidn directa como para la objetiva de los beneficios. 
Por lo eu al serâ necesario esperar a conocer las listas- 
para saber los incluîdos o no en el sistema. La diferen- 
cia entre matricula y censo no ofrece dudas por cuanto -
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la primera incluye a todos los que paguen la cuota de l_i 
cencia y el segundo dnicamente a los que paguen ouna cu_o 
ta de cierto nivel o su voldmen de operaciones alcance - 
determinada cifra,
2s) ôQuâ clase de acto es la inclusion en lista?
El acto de ser incluîdo en una lista de contri- 
buy entes sometidos s eualuacidn global no es acto a d m i n i_s 
trativo reclamable en via econdmico-administrativa ya que 
no implied por si solo la declaracidn o noçacidn do un d_e 
recho o de una obligecidn. Es, por lo tanto, un acte de - 
trdmite preparatorio del acto administrativa do liquida- 
cidn. t
Tanto el TEAC (102) como el TS (103) coinciden- 
en esta calificacidn de acto do mora gestidn intern"' de 
la inclusidn lo cual lleva consino el que dhicamentv se 
pueda discutir la inclusidn en lista como equivalents al 
sometimiento al gravâmen cuando la junta de evaluacidn - 
se pronuncie acordando el senalamiento de las bases y se 
practiquen las oportunas liquidacione s , notificadas a -- 
los interesados.
39) Los efectos de la inclusidn en lista per lo 
tanto son muy limitados en relacidn al gravâmen y conclu-
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yentes en cuanto a la evaluacidn global. Asi como, por un 
lado, no supone ningdn sometimiento al tribute, por otra 
parte por su carâcter de acto preparatorio no cabe que - 
la inclusidn se relacione con otra actividad que la pro- 
pia y concrete de ejercer el derecho de eleccidn de los- 
comisionados (104),
49) La inclusidn en lista dâ lugar a un cierto- 
tipo de reclamaciones que, como se ha indicado en los njd 
meros anteriores, nunca es en via eco ndmico-adminis t r at_i 
va. Esta es una de las diferencias notables con e 1 proc_e 
dimiento de estimacidn directa por cuanto en virtud del- 
art. 155 f) LOT son reclamables en via econdmico-adminis 
trativa los actos de gestidn tributaria que establezcan- 
el rdgimen tributario aplicable a un sujeto pasivo en -- 
cuanto sea déterminante de futures obligaciones, ineluso 
formates, a su cargo. Posibilidad que no se dâ en el so­
metimiento a la evaluacidn global.
La lista provisional de contribuy entes (105) h_a 
ce constar el nombre, domicilia y junta 0 juntas en las 
cuales esté encuadrado el contribuyente. Estas listas -- 
son expuestas en el Sindicato provincial correspondiente 
o en el Colegio profesional una vez remitidas por el se­
cretario de la Junta. La posicidn del incluido puede ser;
I - ,  ' ' M / T '  ^
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(105) a) reclamar contra la lista proviinjoOal para la rec- 
tificacidn de los datos conapnados; error material de -- 
nombre, domicilie, e ncuadramiento indebido o duplicado - 
en varias juntas. La reclamacidn por encuadramiento ind_e 
bido no supone que se le pueda excluir sino que el encua 
dramiento no corresponde a la actividad ejercida pero —  
dando por supuesto'que ejerce alguna y por tanto que es- 
tarâ encuadrado en otra junta, Al ser una mera rectifica 
cidn de errores materiaies no es posible reclamar contra 
una calificacidn jurîdica que la inclusidn supone a prio 
ri, b) Peticidn de resolucidn de dudas sobre los datos - 
consignados en las listas. Se acude al Sindicato directa 
mente cuyos servicios de informacidn son los encargados- 
de la resolucidn de dichas dudas’f hace referencia a sim­
ples aclaraciones de catégorie inferior al error material.
Estas dos posibi lidades apuntadas y que hemos s_a 
cado de las notificaciones que el Sindicato hace al con­
tribuy ente nada dicen de la reclamacidn contra la inclu­
sidn. La Regia 12 IPIII establece que la oposicidn a la- 
inclusidn lleva consign la exclusidn de la relacidn pro­
visional y a la "minuciosa investigacdn" de la Inspeccidn 
la cual, segdn lo que deduzca de su labor, optarâ por- 
proponer la estimacidn directa o la competencia del jur_a 
do tributario(107),
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Ademas de la reclamacidn contra la inclusidn da 
be la peticidn de inclusidn de nuevos contribuyentes bien 
por los ponentes de la junta bien por eualqüer persona o 
entidad. Es de notar que asi como la nueva inclusidn pu_e 
de n pedirla distintos sujetos la exclusidn de la lista - 
solo puede hacerse por e1 contribuyente y sometidndose - 
a la investigacidn.
Una vez solucionadas las dudas y resueltas las- 
r eclam ac iones. se élabora la lista definitive dando paso- 
a la segunda fase.
b ’) Eleccidh de comisionados.-
La mecânica de la eleccidn de los comisionados- 
no parece plantear ningdn problema quedando claramonte - 
establecida en las Reglas 14 IPII y 9 IPIRTP que tienen- 
iddntica redaccidn, filientras que las instrucc iones pro v_i 
sionales hablan de eleccidn la LGT en su art.98,1 se ex­
press en términos de "designacidn ", ajustdndose mâs a la 
realidad por cuanto la eleccidn dnicamente tiene validez 
para que el Secretario de la junta haga la propuesta al- 
Delegado de Hacienda a fin de que sea dste cl que reali­
se el nombramiento, Parece que lo que fundamenta al ele- 
gido no son I q s  œy/otes de los electoras sino el nombra—  
miento del Deleoado de Hacienda.
: ; ;.A:
Al TS ( s t .  de 19 de abril de 1961)) interprété 
en un sentido muy amplio el contenido de las Reglas an- - 
teriormente citadas considerando vâlida ineluso la elec€ 
cidn hecha p or aclama ciôn s in protesta de los as is tentes 
lo cual, segdn el criterio del Tribunal Supremo, hace ijg 
necesaria la eleccidn por papelatas.
Es évidente que la eleccidn no tiene efectos ha_£ 
ta tanto no se comprueba si los elegidos cumplen los re- 
quisitos de la Régla 8 IPIRTP y Régla 13 IPII modificada 
por 0. de 27 de febrero de 1959 y que con algunas variaji 
tes fueron recogidas en el art, 98, 2 LGT. Estos requisi- 
tos, en su ma, son;
19.- Ser contri bu y en te del grupo respectivo,Por 
grupo, a estos efectos, se ha entendido no 
sdlo a los contribuyentes sometidos a eva­
luacidn global sino tambidn los que ejer—  
ciendo la misma actividad estên sometidos- 
a la evaluacidn individual (STS de 5 de d_i 
ciembre de 195 2),
29.- Hallarse al corriente en el pago de los im-
puestos. Esta era la redaccidn de los IlPPsin 
■ , embargo, la LGT introdujo el têrmino, "habi- 
tu aiment e ".
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39,- IMo haber side calificado como defraudador, 
declarado fallido ni responsable de contr_a 
bando o defraudacidn o de delitos moneta-- 
rios, segdn las IIPP (108). La LGT reduce- 
todos estos supuestos al de no haber sido-S 
declarado responsable por infracciones de- 
contrabando.
49.- No haber sido declarado en quiebra o concu_r 
so, salvo rehabilitacidn, o en interdiccidn 
civile Este requisite no se encontraba en- 
las IIPP y fue introducido por la LGT.
59.- No ser funcionario pdblico (STS de 19 fee - 
1961). La eleccidn de un comisionado quo - 
era funcionario pdblico "no invalida las - 
actuaiones puesto que 1 as juntas pueden -- 
funcionar sin la asistencia de los comisig 
nados e incluse sin su nombrami ento ". Es irn 
portante esta declaracidn del TS no sdlo - 
desde el punto do vista de la incompatibili 
dad sino especialmente del fundamento que- 
para ello se dâ.
En las normas que regulan la eleccidn de co mis io_ 
nados no nos puede llevar a confusidn el que se hable de 
dos juntas distintas y, conoretamen te, de dos secretaries
m
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de la junta, Uno es el de la junta de evaluacidn, otro el 
de la junta Directive del Sindicato ci Colegio Profesional 
que es la que preside las elecciones. El secretario de - 
esta junta envia una certificacidn del re su It ado al Del_e 
gado de Hacienda con las potestas que pudiese suscitar - 
la eleccidn. Estân legitimados activamente para reclamar 
contra la eleccidn de comisionados y asesor dnicamente - 
los contribuyentes de la junta contra la que se reelama- 
(109). Otra certificacidn es enviada al secretario de la 
junta de.evaluacidn para que propenga el nombramientn de 
comisionados al Delegado de Hacienda.
Una vez elegidos los comisionados se intogràn - 
en la junta de evaluacidn. cQuiere ello decir que la Jujg 
ta es algo independiente o ineluso de constitucidn antee 
rior a la eleccidn de représentantes de los contribuyen­
tes?. Es este un te ma que hace refereocia tanto al es tr ic^  
tamente enunciado, existencia de la junta con anteriori- 
dad a la eleccidn, como a la posibilidad de que todos los 
miembros del grupo hayan renunciado o hayan sido extlui- 
dos constituyéndose igualmente la Junta. Las Reglas de - 
las IIPP no son claras en este punto. En primer lugar,en 
el supuesto en que se realise efectivamente la evaluacidn 
global si bien se establece que "en la primera reunidn se 
declararân constituîda la Junta del Grupo" (llO), con a_n 
terioridad a este momenta se esta hablando en las IIPP del
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Secretario de la junta. En igual sentido las Réglas 22 y 
23 IPII determinan que la propuesta de la imputacidn in­
dividual debe ser sometida a la junta siendo los ponentes 
exclusioamente los que pueden aprobar dicha proposiciôn, 
También el TEAC apuntô en esta direccidn (RTEAC de 9 de- 
julio de 1963) que la elaboracidn de la lista de contri­
buyentes por la Administr acidn es una de las fasse de a_c 
tuacidn de la junta. En segundo lugar, el supueste de que 
la totalidad de contribuyentes de un Grupo hay an renunci^a 
do o sean excluidos "la Adrninistracidn podrâ constituir- 
las juntas correspondien tes, con la finalidad de sehalar 
cifras e Indices que orienten las comprobaciones inspec­
teras y, si hubiere lugar, los senalamientos de basea -- 
por los jurados fiscales" (ill). En estos cases las jun­
tas se constituyen dnicamente por funcionarios de la Ad- 
ministracidn y su funcidn es de colaboracidn con los ôr- 
ganos de inspeccidn en la estimacidn directa.*
La junta, una vez constituîda, desarrolla todas 
sus actividades hasta llegar a las imputaciones indivi-- 
duales. Su âmbito temporal no tiene por qu d coincidir -- 
con el de la evaluacidn. Asî la G, de 8 de julio de 1968 
interpretando la expresidn "durard solamente un ano",de 
la Régla 8 IPIRTP,dijo que "ha de entenderse referida al 
periodo de imposicidn o ano natural para el que la corres 
pondiente junta de evaluacidn se hubiese constituîdo, y­
• v ; y :
en censecuencia, el nombramlento y ejercicio de las fun- 
ciones de los comisionados représentantes de los contri­
buyentes se mantendrâ durante cl plazo que exija la de—  
terminacidn de los ingresos globales y su irnputacidn in­
dividual, cualquiera que fuese el tiempo empleado por la 
juhta 0 por los jurados tributarios". En recurso contra- 
esta Orden, el TS (St de 5 de octobre de 1969), desesti^ 
mande el recurso, determind que "no es posible racional- 
mente atenerse literalmente al cdmputo de los 365 dias - 
del ano natural si no al ndmero de dias -fnayor o menor a 
los del an o natural- que, no y a elles solos (los corn i si o_ 
nados)-, sino a ellos con los elementos f une ionarialos de 
la Hacienda Pdblica -component es entre todos del or gfen i_s 
mo evaluador$ les sea necesario o les baste para dar fin 
a la tarea que les fue encomendada? entendiendo que ésta, 
e s o si, no puede tener prolongacidn funcional- no tempo­
ral- es decir, que no puede extenderse a entrar en la -- 
apreciacién de hechos, conceptos y sujetos contributives 
referibles a periods ulterior, ya distinto2.
Por dltimo tenemos que hacer referencia a la -- 
funcidn que el Sindicato o el Colegio Profesional cumplen 
en este sistema de evaluacidn global (ll2), Y a vimos en - 
apartados anteriores como la colaboracidn social se ha - 
montado, segûn dice nuestra LGT, sobre la colaboracidn - 
corporativa y como en la LRT-1957 se aducia la circuns--
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tancia af or t unada de que el fY]o vimiento Nacional ha hecho 
de la sindicacidn un elemento bâsico de nuestra vida eco_ 
ndmica. A nuestro juicio, la funcidn del Sindicato tiene 
dos vertientes que si bien tienen importancia êsta queda 
reducida a un campo meramente formai. En primer lugar se 
comporta como gestor administrative entre la Administra- 
cidn financiera y la agrupacidn de contribuyentes sindi- 
cados; en el sindicato respectivo se lleva a cabo la ex- 
hibicidn de las listas pro visional es de Contribuyentes - 
remitidas por la Administracidn financiera la cual a sa­
vez se ha servido de los datos facilitados por elsindica 
to; es e 1 sindicato el encargado de notificar dicha exhj. 
bicidn; recibe copia de las reclamaciones de rectifi&a-- 
cidn de datos por error material; resuelve dudas sobre - 
el contenido y alcance de la lista; de igual forma se e_x 
hiben las listas definitives y, finalmente, en el seno - 
del sindicato tiene lugar la eleccidn de los comisiona-- 
dos cuya convocatoria es notificada igualmente por el -- 
sindicato a los contribuyentes del grupo. La labor de la 
Ijunta una vez constituîda, aunque pueda desarro llarse f_l 
sicamente en locales del sindicato, no tiene ya ningdn - 
tipo de vinculacidn con él. En segundo lugar, cumple una 
funcidn de asesoramiento têcnieo-fiscal de los contribué 
yentes del grupo. Este asesor amie nto, con todo, no se c_i 
ne exclusivamente a los supuestos de evaluacidn global -
. . - 4 2 9
sino que se presta en todos los otros casas.
c*) Vimculaciones de la colaboracidn social.
En este dltimo epîgrafe de este capîtulo 1\J de- 
bemos tratar de dos temas întimamente relacionados con - 
el problema de las naturaleza jurîdica de la evaluacidn- 
global y que, de otro lado, nos configurarân las distin­
tas relaciones y vînculos que encontramos a raîz de la - 
colaboracidn social. Estos temas son el de los sujetos p_a 
sivos (représentâtes y representados) y de los comisiona 
dos como représentantes del grupo de contribuyentes.
a'') Sujetos pasivos.-
Nos remitimos a todo lo que en la introduccidn- 
al Capîtulo III dijimos en cuanto a la distincidn entre- 
bbligacidn tributaria y relacidn formai asî como a la d_e 
pendencia Idgica que esta segunda tiene respecte de la i- 
primera.
Como afirma Berliri 1ns sujetos pasivos nosson- 
sdlo los deudores tributaries sino todas aqudllas perso­
nas obli^adas frente al sujets active a realizar alguna- 
prestacidn. Esta es tambidn la interprêtacidn que Cortés 
Dominguez (113) da a la reguiacidn de los sujetos pasivoa
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por la LGT en s^s arts,30 y siguiantes ,S egdn ello nos en_ 
contramos; 19) Sujeto pasivo; el obligado a cumplir las 
prestaciones tributaries, incluyendo en ellos tanto el - 
pago de la deuda (obligacidn tributaria) como cualquier- 
otro tipo de prestaciones formales (relacidn jurîdica a^ 
jetiva), 29) Sujeto pasivo contribuyente: el que soporta 
la carga derivada de la realizacidn del hecho imponible- 
(art, 31,1 LGT) y las prestaciones formates por ello 
(art, 33 LGT) es decir por una obligacidn’tributaria pro_ 
pia, 39) Sujeto pasivo colaborador; el obligado a cumplir 
una serie de prestaciones formales por una obligacidn 
11: ibutaria ajena.
Tenemos, por lo tanto, que el sujeto pasivo de 
la colaboracidn social serd distinto y con vinculaciones 
diverses segdn el tipo de colaboracidn do que se trate,- 
1 a directa entre los comisionados y pohentes y la indi-- 
recta entre los miembros del grupo y los représentantes- 
tanto de la Adrninistracidn como del mismo grupo.
En cuanto a la colaboracidn social indirecta el
sujets pasivo es todo aqudl que sea miembro del grupo y 
estd sometido a la evaluacidn global, Ahor a bien, aqui - 
hay que hacdr una distincidn segdn do que miembros del - 
grupo se trate; si nos referirnos a los repre sen tados, a 
aqudllos que no fueron elegidos, dstos, ademés de ser suj_e
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tos pasivos de su particular obligacidn tributaria,son - 
sujetos pasivos de la colaboracidn mediante la suminis-- 
tracidn de datos e informes. Si por el contrario nos re- 
ferimos a los représentantes no por el hecho de haber si 
do elegidos dejan de ser mieirjbros del grupo y estar igua_l 
mente obligados tanto al pago de su particular deuda tr_i 
butaria como a proporcionar los datos que tanto los po-- 
nentes como el resto de comisionados puedad# pedirles, - 
Pero sus , obligaciones adjetivas no terminan ahî y en 
ello estriba la diferencia con los representandos ya que 
los comisionados son, ademâs, sujetos pasivos de la col_a 
boracidn social directa.
Antes de pasar a ella delimitemos un poco mds - 
esta colaboracidn social indirecta. En primer lugar,las- 
obligciones formales de los miembros del grupo no son -- 
las del art. 35 LGT ya que los datos e informes que de-- 
ben proporcionarse, al ser requeridos, no van dirigidcs 
a esclarecer o concretar di rectarnent e so particular obl_i 
gacidn tributaria sino que su destine son los estudios - 
econdmicos y los indices, en base a los cuales hacer las 
imputaciones individuales. En segundo lugar, la colabor_a 
cidn social indirecta es algo distinto al "acuerdo", es- 
decir a la naturaleza négociai y bilateral de la base -- 
global y de la imputacidn,por cuanto si esta colaboracidn 
no se dâ si puede darse vâlidarnente el acuerdo. En tercer
il
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lugar, la dinârnica de la obligacidn tributaria y de la - 
relacidn jurîdica tributaria en este peculiar sistema de 
de te rm inac idn de bases, hace que el contribuyente, su jeto 
pasico de la obligacidn tributaria, lo sea respecte al - 
momenta del nacimiento y a partir de la liqu idacidn, per o 
entre estos dos momentos se convierte en sujeto pasivo - 
de la colaboracidn social, de la relacidn jurîdica for—  
mal, mientras la evaluacidn global se sustancia.
Ea colaboracidn social directa, la que llevan a 
cabo los comisionados y los ponentes en el seno de la juri 
ta, n os co nduce a considérer al contribuyente represent ajg 
te como sujeto pasivo de su particular obligacidn tribu­
taria, de la colaboracidn indirecte y de la directa man_i 
festada en la proposicidn de indices y bases individua-- 
les y en la prestacidn de su consentimiento en cuantoa a 
la cifra global.
La colaboracidn social directa no se exige sino 
que viene impuesta por la ley si se acepta el sistema. - 
En este sentido sino hay colaboracidn social directa no 
hay posibilidad de acuerdo pero si hay acuerdo es que hu_ 
bo colaboracidn directa. Los Comisionados son por lo tajn 
to, sujetos de una nueva relacidn jurîdica superpuesta a
■ "' ô .
" A- r' : 4 33. ,
la relacidn jurîdica que signifies la colaboracidn indi­
recta. Y decimos superpuesta porque el comisionado sigue* 
siendo titular#* pasivo# de ambos tipos de colaboracidn.
Esto nos lleva a preguntarnos por la entidad - 
"grupo de contribuyentes" o "agrupacidn". Evidentemente- 
el grupo como tal no es sujeto pasivo del impuesto y su 
relevancia es limitada (114), Esta limitacidn en el gru­
po de la evaluacidn global res mayor que en el sistema de 
convenios en el cual, segdn la norma octaÜa nQ 3 de la 0. 
de 1. de septiembre de 1958, los contribuyentes acogidas 
al convenio tendrdn una re s ponsabi 1 id ad "simplemente ma_n 
comunada" respecta de las cuotas senaladas (115). Aho- 
ra bien, en donde mas se aprecia la relevancia del grupo 
es en el vinculo de la representacidn.
b '') La reresentacidn
Mientras que los funcionarios de la ponencia pu_e 
den ser sustituldos durante la evaluacidn global (Regia 
11 IPII) el principio respecte a los comisionados es ati- 
inamovilidad durante el periodo en que la junta actue.La 
regulacidn legal podemos enumerarla, esquemdticamente, - 
del siguiente modo:
1 9 ) En ningdn caso podrd asistir a las reuniones 
persona fisica alguna en representacidn de
'mb' :'ibK
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los ■ Comisionados ni adn hacidndolo por po- 
der o razdn de parentesco,
29) Sustitucidn ddl comisionado en cases de
ausencia o enfermedad por el comisionado sjj 
plente que hubiere result ado elegido, con - 
tal carâcter, en las elecciones y asi se hu_ 
bieee hecho constar en el acta levantada de 
dichas elecciones y remitida a la Delegacidn 
do Hacienda. No estâmes en un supuesto de r_e 
presentacidn de segundo grade sino do sust_i 
tucidn de représentantes de primer grade.
39) Caso especial de sustitucidn del comisionado 
titular cuando el niAmero de con tribuy entes- 
de un grupo, que no hay a renunciado a la 
evaluacidn global, sea igual 0 inferior ai­
de miembros de la ponencia. En este dnicocaso 
si alguno de los contribuyentes, por razdn- 
de edad avanzada, precario estado de salud- 
o cualquier otra causa apreciada libremente 
por el Presidents de la Junta, desea que -- 
actde en su repre sentacidn otra persona, p_6 
drd ser autorizado para ello, si confiere - 
al efecto los pod ores necesarios.





dades y entidades jurîdicas deberâm entre-- 
gar al secretario escrito autorizando su r_e 
presentacidn. Si en reuniones posterior es - 
cambiaria la persona représentante deberâ - 
acompanar otra autorizacidn a su nombre,Es­
te supuesto, al igual que en el anterior, - 
estamos ante una representacidn del repre-- 
sentante,
El que los comisionados sean représentantes nos 
exige contestar a la pregunta ##: qué clase de represen­
tacidn es?. Para ello hay que distinguir el que sean re-
>
présentantes del "grupo de contribuyentes" o de los "cojn 
tribuyentes del grupo". No es un mero juego de palabras, 
como veremos, y si una necesidad impuesta por la falta de 
claridad que hemos encontrado en el tema. Por ejemplo, la 
STS de 9 de mayo de 1963 decia que "los industriales afec 
tados por el tribute tienen su representacidn genuina -- 
precisamente en las personas de los comisionados quienes 
dentro de la Junta de evaluacidn hacen llegar a la misma 
el resultado de sus estudios sobre las bases y su apli^a 
cidn". Pero, en definitive, deja si n calificarse esta re 
pre se nt aci d n.
Representacidn quiere decir que alguien esta 
ocupando el lugar de otro. Y ésto , siguiendo a Castad —
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(116), puede ocurrir de dos modos: uno, la representacidn 
indirecte, en la que el représentante realiza el acto en 
nombre propio, aunque por cuenta de otro, de tal modo —  
que los derechos y obligaci ones se producen en el repr^e 
sentante, siendo preciso un nuevo acto (cesidn, asuncidn 
de deudas, etc) par a ^ deri var esas consecuencias en el r_e 
presentadof otro, la representacidn directa, en la que - 
el représentante realiza el acto o nombre del représenta, 
do de tal modo que los efectos se producen de manera aut_o 
mdtica para este dltimo.
Si abandonamos la idea de encontrar categorias- 
unit arias y pr eestable ci das y nos fijamos en el conten_i 
do y sustantivid ad de la misidn do los comisionados nos- 
encontraremos con que participa de ambos tipos de repre­
sentacidn.
En primer lugar tienen una representacidn direc_ 
ta que produce los efectos automâticamente para el repre 
sentado. Esta represent ado es el "grupo de contribuyen-- 
tes" en cuanto tal grupo y en base a esta representacidn 
los comisionados prestan su consenti mien to a la cifra -- 
global del grupo y es este grupo -y no los comisionados- 
o los represent ados en su indiwidua lid ad-a quien se impjj 
ta dicha cifra.
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En segundo lugar, los comisionados son represeji 
tantes indirectes en cuanto a la propuesta de la imputa­
cidn individual. El acto necesario para derivar esas cojn 
secuencias al representado es, en realidad, doble; 19) - 
la aprobacidn de la distribucidn individual por los po­
nentes y la notificacidn al contribuyente de au base in­
dividual, es decir lo que hemos calificado en otro lugar 
de acto administr a tiv o bilateral y de trdmite. 29) La ace_o 
tacidn por el representado de la base senalada. Si no - 
acepta recurre por agravios, Hasta este momento el repre 
sentado habia carecido de toda posicidn activa. Asi, la- 
RTEAC de 5 de diciembre de 1956 establecid que "una vez- 
constituîdas las juntas, previa eleccidn de los comisio­
nados, los contribuyentes carecen de toda accidn, hasta- 
que se les notifiquen las bases individuales que se les- 
ha imputado, mediante el oportuno estado-liquidacidn".
Ineluso podemos encontrar una situacidn interme 
dia entre las dos apuntadas.En el art. 65 a) LGT a efec­
tos de interrupcidn de la prescripcidn se entiende que - 
cualquier accidn administrative de la Junta es como si - 
fuese realizada directamente con el sujeto pasivo que e_s 
tuviera debidamente representado. En dicho artlculo se^- 
habla de junta para incluir, ademâs de los comisionados, 
a los ponentes, y los efectos directos en lugar de ser -
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de les comisionades hacia el grupo son de la junta hacia 
la individualidad de les miembres del grupo»
t ts
NOTAS CAPITULO CUARTO
(1) Betti distingue laS',relaciones de Derecha Real de las Dere- 
cho de Obligaciones précisarnente en que estas segundas son­
de "cooperacidn" mientras que aquêllos son de "atribucidn 
de bienes; en "Teoria generalle delle obligazioni". hlilân,- 
1954. Tomo II.
(2) En el DL 15/1957 art. 22, pâf. 2 expllcitamente se refiere- 
al incumplimientü de obligaciones por accibn u omisidn. La- 
ciencia penal ha elaborado su fi ci en te ment e, en la teoria ge_ 
neral del delito, la distincidn entre la comisidn por accidn 
u ornisidn, ambas como contenido posible de la llamada, in - 
genere, accidn penal. Por otro lado, en el campo de la teo­
ria general del derecho de obligaciones es admitida igualmejg 
te la distincidn de las obligaciones do hacer, no hacer y - 
dejar hacer.
(3) Este enfoque que ahora no puede ser desarrollado con mayor- 
Gxtensidn es el que a nuestro juicio hace desaparecer cual- 
quier tipo de co ns ider acidn sobre la; relaoidn tributaria co_ 
mo 'Mrelaciôn de poder".
(4) Art. 63 LGT, art. 51RGR.
(5) La falta de diferencia entre la actividad de colaborar y el 
resultado de la misma ha producido lagunas confusiones ,Asi- 
Garcîa Trevijano al concluir que la fijaciôn de la base g loi
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del ^rupo es un acto administrât! vo se pregunta "Podrla apl_i 
carse aqul la categoria de 1 os actos necesitados de coadyu- 
vante de que habla Fartshoff? Y contesta seguidamente : "A -
mi juicio, de ningdn modo. La razdn estd en que los parti c ij 
lares coadyuvan, pero no necesariamente, Siempre serla pos^ 
ble para la Administracidn el senalar la base sin colabora- 
c id n". Efectivamente*le serla posible, pero no por medio de 
la evaluacidn global sino por medio de un sistema distinto- 
bien de carâcter subsidiario (jurados) bien, de carâcter pr ijn 
cipal (estimacidn directa ante la renuncia d« todos los coin 
tribuyentes del grupo). A nuestro juicio no se puede reba-- 
tir el que la base global del grupo dependa de que los con- 
tribuyentes coadyuven, con el argumento de que si no lo\ ha- 
cen el fin se logra por otro medio. Este "otro medio" ya no 
tiene nada que ver con el sistema de evaluacidn global y , - 
por tan to, no se puede imputar a este sistema una naturale- 
za juridica que depends de otro sistema alternative y dis-- 
tinto. Ver Garcia Trevijano, G.A. "Las evaluaciones globa-- 
1 es y la jurisprudencia.. ."op.cit. p6g. 494-495.
(6) Ldpez Rodd, L . "El coadyuvanbe en lo contoncioso administra 
tivo". Edit. Revista de Derecho Privado.Madrid, 1943.
(7)Lc5pez Rodd, L. "El coadyuvante. . . " op.cit.pâg. 106.
(S) Reformado por art. 12 de la Ley 60/1959 de 30 de junio.
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(9) En este sentido configuran igualmente la celaboracidn,el - 
art. 22 del DL 15/1957 de 27 de noviembre; "suministrar a 
la Admin istracidn tributaria cuantos antecedentes reclame" 
la 0. de 31 de mayo de 1958; "dates o antecedentes solicita 
dos"; y la 0. de 26 de julio de 1958: "los Présidentes del
Ourado Central y de «los Durados Territoriales acordarén y 
solicitarân ".En el caso de la "denuncia pdblica", del art. 
101 LGT, podria pensarse que se dâ un supuesto de colabora- 
cidn con la âdministracidn, a pesar de que dicho articula - 
diga que es "independiente" de la obligacidn establecida en 
el art. 111, pero lo cual no quiere decir que sea diferente. 
Sin embargo, no creemos que ello pueda ser co ns id e rade ^ de e_s 
te modo y a que la denuncia no consiste en algdn tipo de oblj. 
gacidn impuesta al que tenga conocimiento de unos hechos que 
sean desconocidos para la Administraciôn, sino, por el con-- 
trario, de un derecho, que el centribuyente puede libremente 
ejercitar o no. En este sentido cabrla ûnicamente hablar de 
derecho a colaborar con la A dmi ni str aci dn financière y ello 
sdlo en cuanto que los efectos de la denuncia son iguales a 
los que se siguen de la iniciacidn del pro cedimi en to de ge_s 
tidn por la Administracidn.
(lO) Parra de iïlâs, S. "Apuntes para un traba.jo sobre la colabora
cidn juridica de los administrad os en el campo fiscal" 5 E D F
XII (1964) Cuaderno n9 5 -Documentacidn pâg. 73.
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(11) La AO es mucho mâs explicita en la regulaciôn de la colabo- 
racidn d d particulares, funeionarios y entidades pdblicas.- 
Distingue entre la obligacidn de informes dados por el con- 
tribuyente (art, 170) y de otras personas distintas a âl 
(arts, 175-186) excluyendo dnicamente de esta obligaciôn, - 
desde un punto de v/i*sta subjetivo, a los sacerdotes y profe_ 
sionales (art. 177-178) al igual que hace nuestra LGT en su 
art, 111,2, a) y b) ,
(12) Cortés Dominguez, M . "Ordenamiento tributario..." op.cit. -
pâg, 9.
(13) Séinz de Bujanda, F, "La codificacién fiscal" recogido^en - 
Hacienda y Derecho, Vol. I, lEP.Madrid, 1962, pâg. 67.
(14) "La tendencia actual del Derecho cornparado se inclina a reco_
ger, en textes ûnicos o leyes de coordinacién, los princi-- 
pios générales y las bases fondamentales del or denamiento", 
Carretero Pérez, A. "Derecho Financière", Santillana. Madrid 
1968, pâg. 85.
(15) De la misma^opinién se muestran partidarios A^ias Velasco y 
Carrai fearrauri "Manual de procedimisntos ... " op.cit. pâg.- 
23-24 y Pérez de Ayala "Derecho Tributario", pâg. 317. Sin- 
embargo esta generalidad del art. 96 tiene que ser interpr_e 
tada en relacién con el art. 47 de la misma LGT. La juris-- 
prudencia ha interpretado este âltimo art. en el sentido de
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considerar método fundamental de determinacidn de bases la 
estimacidn objetiva y de la colaboracidn social consecuen- 
t e men t e .
16) TEAC, RR de 4 de abril y 3 de octobre de 1967 .
17) Apartado 9) "Los ôrÿanos de gestidn tributaria",
(18) Corporativismo de Estado con sindicato dnico do facto y de 
iure, como es el caso de Espana.
(19) Navarro Rubio, M . "La participacidn.. ." discurso citado, -- 
p d g . 25 o
20) Navarro Rubio, M . "La participacidn..." discurso cit. pâg.43.
21) Navarre Rubio, M . "La participacidn..." discurso ci t.pâg.55
22) Navarro Rubio, M . "La participacidn..." discurso cit.pâg.63
23) Albinana, 6. "ücaso..." art. cit. pâg. 4 30.
(24) Arias Velasco y Carrai Larrauri, "Manual de Procedimi ente s .
.." op.cit. pâg. 28.
(25) Navarro Rubio, M. "La participacidn..." discurso cit.pâg. 72.,
26) Memorandum e Informes.," op.cit. pâg, 15.
(27) "Memorandum e Informes...," op. cit. pâg, 27,
(28) Albinana, C, "Ücaso.,." art. cit. pâg. 429.
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(29) Trotabas y Cérbea "L'imposition forfaitaire..."op.cit.pâg.216
(30) Barrio de Frutos, 3. "La determinaciân de bases imponibles 
en el réqimen de évaluaciâo global del impuesto industrial, 
cuota por bénéficies, como tipo de estimaciân objetiva de - 
de bases". En Comentarios a la Ley de Reforma del Sistema - 
Tributario, Ministerio de Hacienda. Madrid,1963,pâgs.289-301,
(31) Notas de Derecho Financière, op.cit. Lecciân 20, pâg,51 y ss,
(32) Giannini, A,D, "Instituciones" op,cit. pâg. ^04. Por eso no
tiene mucho sentido el que Parra de Mâs affirme que "como pro_ 
cedimiento liquidatprio, las evaluaciones globales y el con 
venio pueden configurarse como pertenecientes al grupo ^e - 
aquéllos en que la liquidaciân se lleva a cabo por la Admi- 
nistraciôn financière con la cooperaciân del deudor". En -- 
"Apuntes.,," art, cit. pâg, 81.
(33) Parra de Mâs, S. "Apuntes.." art. cit. pâg. 83.
(34) Régla 19 IPII 
35) Régla 18 IPII
(35) Parra de Mâs, S. "Apuntes..," art, cit. pâg. 72.
37) A dicha jurisprudencia se hace referencia en el apartado B)
a) de este mismo capitule.
% a K
(3 0) Oichos impresos vienen redactados de la siguiente forma: —  
"Le rogamos que los antecedentes solicitados b o s  sean remi- 
tidos , puntualmente por anrreo, ya que de no recibirlos tejn 
drâ que desplazarse la Inspeccidn "Técnica a visitarle per- 
sonalmente con objeto de obtenerlos, previas las comproba—  
clones necesarias y sin per juicio de las sanciones a quo hjj 
biese lugar por aplicacibn de la 0 de 18 de junio de 1958 -
/ s "(pârrafo 3o).
(39) Orden que se refiere a la obligaciân que tienen los contri- 
buyentes de facilitar dates pero sôlo a los ponente de las 
juntas evaluatorias del impuesto industrial. %
(40) Este art. 121 estâ situado en el Capîtulo III de laLRT 1957 
que régula con carâcter general la "Gestiân de los Tributes" 
Asî, junto a este precepto nos encontramos que el art. 122 
establece la obligaciân de colaborar del Registre Civil y - 
Ayuntamientos con las correspondiont es sanciones. Y en el - 
art. 123 la obligaciân de colaborar de "todas las autori-- 
dades administrativas o judiciales" sin que se determinen - 
sanciones en este caso.
(41) Ver en este mismo capitule IV apartado A) b) final,
(42) Régla 21 IPII
(43) Régla 23 IPII
4 4 G
(44) Regia 16 IPII
(45) Regia 21, pârrafo 33 IPII, Esta Regia tiene una gran carga 
de "normas beligerantes" en favor de la evaluacidn global - 
al amenazar con las sanciones de la estimaciân directa por- 
el camino de la "renuncia colectiva".
(46) Por ejemplo Garcia Ttevijano, 3.A. "Las evaluaciones globa­
les y la 3uri sprudencia,.." op,cit. pâg. 493.
(47) Pérez de Ayala "Derecho Tributario" op.cit. pâg, 319.
(48) Arias Velasco y Carrai Larrauri, "Manual de Procedimiento.,. 
op.cit. pâg. 25.
(49) Naturaleza de la evaluaciân global que en el capitule ante­
rior hemos estudiado detenidamente.
(50) Turpin Vargas "Los jurados fiscales" art. cit.pâg.429.
(51) Preâmbulo LGT apartado 9
(52) Pérez de Ayala, 3.L. "Derecho Tributario" op.cit.pâg.316-326
(53) Pérez de Ayala habîa ya mantenido el carâcter de reglas vin_
culantes de los indices en "La estructura econâmico-finan-- 
ciera .,,"art, ci.pâg. 1225.
(54) Régla 17 IPII, Régla 11 IPIRTP
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(55) Como senala Garcia Trevijano, 3.A. "Siempre que se utilize 
la palabra podrâ hay discrecionalidad" en**Tratado de Dere­
cho Administrative. Edit. Revista de Derecho Privado . Ma-- 
drid 1954, Tomo I, pâg. 381,
(56) STS de 18 de junio dp 1962.
(57) STS de 8 de julio de 1965.
(58) RTEAC de 15 de julio de 1969,
(59) Fernândez Pirla 3.M."Economie y gestiân de la Empresa". Im- 
prente Pablo Lâpez, Madrid 1967, 3§ éd. pâg. 390-391.
t
(60) TEAC, RR. de 31 de enero y 5 de marzo de 1968; 18 de febre- 
ro de 1969.
(61) T3, Sts. de 18 de junio y 27 do octLibre de 196 2; 3 de enero
do 1963; 17 de diciembre de 1964, 8 de julio de 1965.
(62) STS de 8 de julio de 1965.
(63) A lo que nuestro T S debe referirse es al "obrar netamente j_u 
risdiccional", o lo que es lo mismo: decir lo que es Dere-- 
cho, Enel apartado 0) del capitule II, refiriéndoaos a la - 
seguridad juridica y a vimos la inconsistencia del sistema - 
desde este punto de vista.
(64) Régla 16 IPII
(65) Regia 20 IPII 1 '
r , :(66) Regia 23 IPII. '
(67) Albinana, C. " Q c a s p y . o p . cit. pâg. 429 y ss.
(68) Sobre este "proceso" ver Sâinz de Bujanda, F. "Estructura - 
juridica..." pp. ci#, pâg. 283 yss.
(69) Cap. Il.Principio dd legalidad y çapacidad contributive*
(70) Lasccondiciones que deben cumplir los Indicés pueden verse - 
en Barrio de Frutos, 0."E1 rrëgimen de Evaluaciân global", i 
Ed. Deusto. Bilbao, 1969, pâg. 52-56, .
(71) Ga rcla Trevijano,.0.A . "Las evaluaciones globales y la ju» 
risprudencia.♦ art. cit. pâg. 497.
(72) "lyiemorandun e Informes..." op.cit. pâg.62.
(73) BIRD "Informe sobre el Desarrollo econâmico en EspaMa". op.
A cit. pâg. 174.
(74) Notas de Derecho Financiero, op.cit. pâgs. 764 y ss.
(75) Vgr. nAdministraciones de loterias. Notaries, etc.RTEAC. 10 
de julio de 1959 - 6
(76) Cantidades que varlan anuaïmente en una escala establecida^ 
en el art.46dp la Ley 18/1967 de 8 de abril.
(77) TEAC, RR de 5 de marzo de 1968 y 18 de febrero de 1969.
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(78) RTEAC de 18 de febrëpo de 1969 en cuanto a cantidades abona—  I
das como pagos extraordinarios. STS de 16 de mayo de 1968, —  " ' j
' 4
por intôreses de obligaciones. Sobre el grav/Sraen del 4^ sobre 
la Sociedades del art, 104 LRTS-1964* TEAC, RR de 31 de enero 
5 y 12 de marzo, 22 de mayo, 5 de junio y 13 de noviembre de-  ^
1968 y 20 de enero y 18 de febrero de 1969.
(79) La Direcçidn General de Impuestos Directos hasta el Dcto, —  
407/1971 dë 11 de marzo. A ralz ds este Dcto. de reorganiza- 
ciôn y aunque en el no se diga nada expresamente sobre dicha- 
competencia, pensamos que habré ppsado a la Direcciôn General 
de Impuestos a través de las Subdireccidn General sobre la Reji 
ta Personal para el Impuesto sobre el rendimiento del Trabajo 
personal (art. 2-4) ÿ la Subdireccidn General sobre la Renta- 
de las Empresas, para la renta de bénéficias del Impuesto In- 
dustrial (art. 2-5). Sobre este tema pueden verse los capts.- 
2,3,4 de "El rôgimen de evaluaciôn global", de Barrio de Fru­
tos" op.cit. pâgs. 15-30.
(80) Por actividades a estos efectos,se entiende los comprendidos- 
en el Organisme nacional de actividades industriales, comerciai 
les y de servicios. BOE n9 46 de 14 de junio de 1966.
(81) STS de 17 de junio de 1964
(82) Antecedents de esta 0, en el IRTP es la Resolucidn de la Di--- s 
reccidn General de Impuestos directos dë 8 de noviembre de 1967
' f ' ' %
' A:
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en la que se previd la constitucidn de varies juntas por ca — 
da uno de los epigrafes y en cada uno de los territories en - 
ella senalàdoso
83) RTEAC de 2 de diciembre de 1960 en donde se hace un razonamien 
to analdgico por el contenido de la actividad ejercida. STS de 
18 de febrero de 1963; una junta puede comprender actividades- 
varias de un mismo sector econdmico, vgr. almacenistas de pien 
SOS; cereales, y legunbres y fabricacidn de piensos compuestos.
84) Rodriguez Robles. "El rôgimen de convenios" art.cit. pâg. 113- 
no ta 1.
85) Esta acumulacidn supone la exclusidn automâtica de la évalua---
cidn en otras juntas, RTEAC de 20 de marzo de 1962. Aunque es-- 
tas juntas remitan informes a la que haya asumido la competen-- 
cia para evaluar "la actividad de la sociedad".
86) El art. 41 del TRII establece que, por lo general, las evalua-- 
ciones globales tendrân âmbito nacional, provincial o local. -- 
Excepcionalmente podrân establecerse otros especiales cuando -- 
las circunstancias econdmicas asi lo aconsejen.
87) Estas actividades eran; Banca, Seguros, Ferrocarriles, Trans-- 
portes aéreos. Agencias de viajes, Siderurgicas intégrales (cok, 
arrabio, acero y laminacidn), Cemento, Plantas de producciôn -
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eléctrica (potencia instalada superior a 5.000 kilovatios), Fa 
bricacidn de antibidticos, Fébricas de Cerveza, Astilleros, -- 
(Unidades de mas de 100 Tm), Destilaciôn de productos p etroli 
feros, Fâbricas de fertilazantes, Producciôn de fibras artiCi- 
cialÈeu; fâbricaciôn de papel y carton, Azucareras, comunica-- 
ciones alâmbricas e^inalambricas, Producciôn del automovil, -- 
camidn y Tractor.
(88) G de 7 de mayo de 1958 minas de antracita y huila; 0. de 16 de 
abril de 1959 industrie taxtil algodonera; JD. de 3 de junio de 
1959, transportes de viajeros por carretera y Balnearios y 
aguas minero-medicinales; 0 de 25 de mayo de 1960 en la cual - 
se enumeran todos las actividadds de âmbito nacional ^xisten—
 ^ tes hasta el momenta. En realidad es una recapitulacidn aunque 
introduce algunas precisiones sobre elementos cuantitativos de 
las actividades vgr. seguros de mas de 20 millones por prima,- 
ferrocarriles de mas de 50 Kms.. Respecta a Seguros, por la —  
G. de 2 de mayo de 1962 fueron excluidas del âmbito nacional 
la actividad de seguros en la especialidad de enfermedad y en 
tierro. Por la G, de 8 de febrero de 1963 los distribuidos d 
CAIÏIRSA,
(89) Ambito regional para mûsica, teatro, circo y variedades,cine- 
matografla. TAmbito nacional:Toreo y déportés (jugadores de - 
futbol de primera divisidn.
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90) Agenciassde viajes, comunicaciones alâmbricas e inalâmbricas, Tr 
Transporte de viajeros, por carretera, Balnearios y aguas nime 
ro-medicinales.
91) Sin embargo en el IRTP todavla se tuvo que dar la Resolucidn - 
de la Direccidn General dei Impuestos Directos de 15 de abril- 
de 1970 senalando âmbito provincial a los jugadores de futbol- 
tanto de primera (antes de âmbito nacional) como a los de se-- 
gunda division (recientemente incorporados al.gravâmen.
92) RTEAC de 13 de abril de 1955.
93) RTEAC de 8 de mayo de 1962. '
94) St de 24 de septiembre de 1927.
95) Sâinz de Bujanda, F. "Estructura legal del presupuesto objeti­
vo de la Lfficencia fiscal". Conferencia pronunciada en la Câma-
ra Üficial de Industrie de Madrid, Recogido en "Conferencias - 
sobre Liceneia Fiscal del Impuesto Industrial". Madrid, 1962, - 
pâg. 46-47.
96) RTEAC de 6 de noviembre de 1959.
7) RTEAC de 18 de octobre de 1966.
,98) RTEAC de 15, y 22 de enero de 1960.
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99) RTEAC de 12 de julio de 1965 "no condiciona su exigencia el prtî
üio pago de dicha licencia.
OO) La inclusion en Lista se hace segûn matricules licencia fis-- 
calu RTEAC de 11 de enero de 1966. La inclusion llevada a cabo 
por la Administracidn,se hace en virtud de informes recibidos- 
y antecedentes comerciales, RTEAC de 8 de marzo de 1966.
101) La decisidn del jurado confirmando la inclueidn en el Censo de 
contribuyentes hecha por la Administracidn pdr presuncidn fun- 
dada y dates externes y antecedentes oficiales de que el contr_i 
buyente realize el voldmen de operaciones exigido, RTEAC de —  
27 de febrero de 1968. t
102) TEAC; RR, de 5 de junio de 1959, 15 de enero de 1960, 17 de f_e
brero de 1961; 18 de octobre, 8 de noviembre y 11 de abril de
1967 .
103) TS ,Sts. dë 5 de diciembre de 1961, 3 de enero de 1963.
104) RTEAC de 5 de junio de 1959 y STS de 5 de diciembre de 1961.
105) Régla 12 IPII y Régla 7 IPIRTP
106) Segûn se desprende de los formularios de notificacidn expedi—
dos por el Sindicato que hemos consultado.
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(107) RTEAC de 3 de marzo de 1961.
(108) Confirmado por RTEAC de 27 de noviembre 1962.
(109) RTEAC de 26 de septiembre de 1967.
(110) Régla 12 IPIRTP y Régla 16 IPII.
<
(111) Régla 6 y 9 IPII, art. 40,2 ITII, Es évidente que de esta - 
posibilidad no se diga nada en cuanto a los profesionales -- 
por su obligatoriedad a someterse al sistema. Sin embargo, a 
raiz de sus exclusiones, tambien a este impuesto es aplica-- 
bie la constitucidn de Juntas sdlo por funcionarios. Norma 8 
de la G. de 27 de noviembre de 1968. ^
(112) Estos datos los toraamos de los formularios administrativos y  
notificaciones que cada uno de los sindicatos remite a los - 
contribuyen tes del grupo.
(113) Cortés Dominguez, lïl. "Ordenamiento..." op.cit. pâg. 345.
(114) Respecte a la agrupacién "Mutualidad Nacional de Ensenanza - 
Primaria" la RTEAC de 19 de febrero de 1960 déterminé que no 
tiens , personalidad juridica para recurrir yja que las liqui- 
daciones han sido hechas no a esta entidad sino a ocho perso 
nas naturales que ejercen la profesién de Habilitados y obtie 
nen unos bénéficiés, no siendo obstâcûlo para ello el que - 
uno de elles sea Tesorero de la lYlutualidad o que todos elles 
le cedan un tan to por ciento de sus ingresos profesionales.
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115) Se da una pluralidad de sujetos y una determinacién de partes 
materiales en la prestacién, dividiéndose el vinculo ûnico en 
tantas obligaciones separadas e indiferentes cuantos sean los 
sujetos pues cada cuota viens a constituir objeto autônomo de 
una singular obligacidn.
115) Castân Tobenas, 3 , "Derecho Civil espanol. comûn y foral”To—  
mo I, Vol. II. Edit. Reus, Madrid, 1953, pâg. 735 y ss.
C A P I T U L O Q U I T 0
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Capîtulo V. LAS EXCLUSIONES
Introduccién
Al desajuste intrînseco de la institucién se - 
anade el dato real, objetivo, de su desaparicién legal - 
del marco jurldico. Este es el tema de este capitule, a - 
nuestro juicio dfe la mayor importancia, ya que, siendo jjj 
ridica la investigacién que llevamos a cabo, son las nor­
mas, como primeros datos, las que nos indican a qué se e_x 
tiende ese âmbito de lo jurfdico y con qué trascendencia*
Si pudiêsemos hacer una gréfica en la que una - 
coordenada fuese el tiempo y la otra el âmbito sub^etivo 
de las evaluaciones en estos trece anos de vida, comprob^ 
riamos que la Ifnea asciende con rapidez en un primer mo­
menta para después estabîlizarse aunque con tendencia a - 
la inclusion hasta llegar un momento en que la caida es - 
casi vertiginosa. Este punto cênit es el Decreto Ley 
8/1.965 de 3 de Octobre. Pero el descenso, el retorno a - 
la estimaciân directe no ha sido siempre armânico y con­
gruente, pues, mientras las Ürdenes que desarrollaron las 
autorizaciones contenidas en el Decreto Ley 8/1.956 res-- 
ponden a una lâgica evoluciân del sistema (racionalidad) 
fiscal, la Ley 60/1.969 de 30 de Junio que estableciâ re­
formas tributaries, se inclinaba mâs bien a las solucio—  
nés tajantes (l).
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A) Hlstoria de las Exclusiones.- 
Haciendo la historia algo por extenso de los - 
textos legislativ/os nos daremos cuenta de esa evoluciân - 
cfclica a que hacfamos referencia mediants el ejemplo de 
la gréfica. Las motivaciones de la evoluciân histârica — 
(lo significative de la exclusidn) as un tema intimamente 
unido a las motiva*ciones de la instituciân misma, ya que 
las exclusiones son el método técnico del que la ley se - 
sirve para imponer o no la evaluaciân global. Al princi—  
piO; se partîa de la inclusiân de todos Içs contribuyen-- 
tes sujetos a los impuestos en donde se introdujo la eva­
luaciân y una no inclusiân, en caso de no réunir los re-- 
quisitos exigidos por las leyes y reglamentos. Entonnes - 
no se podfa hablar de exclusiân en sentido técnico. A pa_r 
tir del Decreto Ley 8/1.956 con las autorizaciones que - 
concediâ, ya puede hablarse de exclusiân en sentido estrijc 
to, puesto que este concepts es relative respecte de la - 
inclusiân; posteri'ormente a él, el principle es la inclu­
siân y la excepciân la exclusiân. Finalmente, falta un âl_ 
time paso que el legislador todavla no ha dado: que el - 
principle sea el no estar incluldo y la excepciân el es-- 
tarlo pues en este supuesto es cuando la evaluaciân glo­
bal es en verdad un método extraordinario.
a) Impuesto Industrial.-
1.- Ley de Reformas Tributarias de 26 de Diciem 
bre de 1.957.-
- h h; , ''
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art. 56.- Toda actividad su jeta al page de li. 
cencia fiscal ejercida por una persona fisica 
estaré, ademâs, gravada con la cuota de béné­
ficies* Excepcionalmente limitarén tribute-—  
cidn a la licencia fiscal aquellas activida—  
des cuya cuota fija anual no exceda de 1.500 
pts., siempre que, ademâs, su volâmen de ope­
raciones no sea superior a la cifra anual de
300.000 pts.
art. 58.- El régimen de evaluaciân se aplica- 
ré con carâcter general y se presumirâ acepta 
do por todos los contribuyentes que no renun- 
cien pxpresamente al mismo en forma y tigmpo. 
Sin embargo, el Gobierno, por Decreto acorda- 
do en Consejo de Ministres, a propuesta del - 
de Hacienda, podrâ disponer la aplicaciân - 
obligatoria del régimen de evaluaciân global 
a las actividades que especlficamente determi 
ne.
Disposiciân Transitoria 53.- Se autoriza al - 
Ministre de Hacienda para que gradualmente d^ 
termine a qué contribuyentes se aplicarâ la - 
cuota por bénéficiés del Impuesto Industrial 
a que se refiere esta ley.
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2.- Instrucciûn Provisional. Orden de 9 de Fe-— 
brero de 1.958.-
- La Régla 2# copia exactamente la redacciân - 
del art. 56. L.R.T.- 1.957.
- Disposiciân Transitoria 43*- Actividades su 
tas por 1.957.
A los ton tribuy en tes sometidos a cuota por b_e 
neficio del Impuesto Industrial en el ejerci- 
cio de 1.957, se les computarâ para senalar - 
aquellas todas las actividadeg industriales o 
mercantiles que realicen, siempre que su eje^. 
cicio aislado y exclusive determine el deven- 
go de una cuota de tarifa superior a 1.5Q0 -
pts., aân cuando, por virtud de las normas soi 
bre simultaneidad o facultades contenidas en 
la reglamentaciân de la extinguida Con tribu—  
ciân industrial, satisficieren cantidad infe­
rior a la citada cuota de tarifas. En la reda^ 
ciân de la Instrucciân Provisional por Orden 
de 22 de Enero de 1.959, se encuentran ambos 
preceptos redactados en iguales têrminos.
3.- Circular nS 25 de 16 de Abril de 1.958; Pa­
ra mejor cumplimiento de lo que disponfa el - 
art. 128 L.R.T.- 1.957 esta circular estable­
ce normas a fin de recoger en las nuevas tar^
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fas del Impuesto Industrial, aquellas activ/i-
dades in dus triales o comerciales y servicios
que en la actualidad se vienen realizando y -
que no encuentran acoplamiento en ninguno de
los epigrafes vigentes de la extinguida contr_i
bucidn industrial.
#
4.- Orden de 27 de Mayo de 1 .958. Aclara la di_s 
posicidn transitoria 49 de la Instrucciân Pr^ 
visional. Aunque es derecho transitorio, da - 
un giro total a los requisitoê qua debe reu—  
nir el sujeto para ser sometido a la cuota - 
por beneficios.
Estarân sometidos a la cuota por beneficios - 
del Impuesto Industrial, por el ejercicio de 
1.957, las personas ffsicas en que concurran 
las circunstancias siguientes:
a) Haber estado inscrites en el Indice de Em­
presas individuales por el citado ejerci-- 
cio o las que debieran haberlo estado por 
réunir las condiciones reglamentarias dé­
terminantes de la inclusiân; y
b) Que la actividad ejercida sujeta a gravâ-- 
men hubiere alcanzado durante el ejercicio 
citado un volûmen de operaciones superior 
a 300*000 pts. 0 hubiere producido devengo
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de cuota para el Tesoro por la extinguida 
contribuciân Industrial, superior a -
1*500 pts., computadas segûn la Disposi--- 
ciân Transitoria 4S de la Instrucciân Pro­
visional .
Pero ello es mâs grave cuanto que en al preâmb_u 
lo de esta Orden, que dice *aclarar*, se afirma que en su 
pârrafo segundo; *La disposiciân transitoria 59 de la Ley 
de 26 de Diciembre de 1.957 anade a la condiciân de haber 
estado inscrite en el Indice de empresas individuales o - 
de deber haberlo sido, la de satisfacer cuota del Tesoro 
superior a 1.500 pts. o realizar un volâmen de operacio—  
nés superior a 300.000 pts.**. Y, sin embargo, lo que en - 
realidad establece esta Disposiciân es que *por el ejer-- 
cicio de 1 .957, sâlo serâ exigida a los contribuyen tes r_e 
feridos en el art. 56 que durante dicho ano hayan estado 
inscritos, o debieran haberlo sido, en el Indice de Empr_e 
sas Individuales sujetas a imposiciân por la Tarifa III - 
de la Contribuciân sobre Utilidades de la riqueza mobili^ 
ria.
De todo lo cual podemos deducir:
18.- Lo que la Disposiciân Transitoria 59 L.R.T, 
1.957 hace es exigir dos requisites:
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a) el establecido ya en el art. 55 de la misma 
ley en cuanto a minimes.
b) une nuev/o, exclusivamente para el ejercicio 
de 1*957, de haber estado inscrite e de de-- 
ber haberle estade en el Indice de Empresas.
29.- La Orden de 27 de Tilaye de 1 .958 trasteca las des 
cuestion es :
a) ne es a la condicidn de haber estado inscri­
te en el Indice a la que s e *anade la condicidn 
de les minimes, sine le contrario y sdlo pa­
ra el ejercicio de 1.957.
b) le que es mâs grave, desfigura per complete 
la condiciôn de les minimes para ne estàr s_u 
jete a cueta per bénéficiés. Mientras que en 
el art. 56 L.R.T.- 1.957, el requisite de - 
que la cueta fija anual ne exceda de 1.500 - 
pts. va unide ("siempre que, adem&s*) a que 
el veldmen de eperacienes ne sea superior a
300.000 pts., en la Orden que estudiames ne 
se establecen estes des requisites ceme acu- 
mulatives sine, per el contrarie, ceme dis-- 
yuntives ("satisfacer cueta del Tesere supe­
rior a 1.500 pts. e realizar un veldmen de - 
eperacienes superior a 300.000 pts.*).
T . . , "  "  - y '
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De e r. L a s dos d i s p a g i c i ü n e a c □ n a c- c u r. v a a y o a u e_s 
tas se dFjsprenüe el favor que las evaluaciones gozan oor 
cuanto para e s t a r oxcluldo es nooesaria la concurrencia - 
de los dos requisitos, mientras que para ester sujeto ba_s 
ta can que s s de uno de los dos requisi tos o que la cuo- 
ta fija sea superior a 1,sdü pesetas o que el voidman do 
oporaciones sea superior □ 300.QUO.
3.- Orden de 30 de Diciembre de 1.958, Determi­
ne los con tribuy entes sujetos a la cuota por bénéficiés - 
para dos ejercicios cJistin too.
a) para lor; do 1,953, contindan los fnismos re-- 
quisitos que para 1 ,9 57. ( 0 , 27 tiayo do 1 .9 58) 
b ) para los dc ',959 (desde 1 de Onero lj e 1», 9 5 9 
y para los ejercicios quo se cierren dentro 
de dicho ano natural, dice a Ord en) so dd - 
un cierto retroces□ oor cuanro el requisite 
de haber pagario un a can tided no superior a - 
las 1.500 otasc oor cuota de Tesoro para es­
ter exclufdo de la cuota por Oeneficios, se 
oleva a 2.000 pros, adn cuando el requisite 
del voldmen de oporaciones no superior a
300.000 pesetas sinue on vigor y con cardc—  
ter disyuntivo.
6,- Orden do 14 de Oulio de 1.961.
Por un lado, prolonnd la situacidn establecida
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en la Orden 3Ü de Diciembre de 1.953 para el ejercicio de 
1,959 a los de 1,960 y 1.961, Pero establecid que, a par­
tir de 1 de unero de 1,962 se volviese a los rnlnimos ant_e 
riores y con igual carâcter disyuntivo ( 1 .500 ptas, de cljo 
ta o 300,000 de voldmen de eperacienes) de la Orden de 27 
de riayo de 1,958,
7. - Ley de Reforma dsl Sisterna Trioutario do 11 
de Junio de 1.964. art, 54, En la evaluacidn global se in 
cluyen la totalidad de sujstos que ejerzan esta actividad 
incluso las personas y antidades que hubiesen renunciado, 
los no sujetos y los exentos, Ello con si fin de évaluer 
el rendimiento global, Luego se deduce la parte correspojs
i
diente a las personas no sujetas y exentas y el reste se 
irnputarâ a cada persona o entidad, segun las normas anro- 
badas, aunque dnicamente constituiré base imponiole la que 
se a si one a las personas sujetas que no hubieran renuncia_ 
do a la evaluacidn global, Aunque la idea es clara, no d_e 
j a de ser al go in congru en te el estar badlands de la sujec 
cidn de los no sujetos,
8,- Decretc-Ley 0/l,966 de 3 de Ocrutare, sobre 
medidas en ûrden al gasto pdblico, represidn del fraude,- 
precios y estlmulos al ahorro y a la exoortacidn,
-PreâmDulos : ^E1 tributo constituye boy un ins­
trumente de primer drden al servicio de la politisa social 
y por ello, el fraude tributario résulta antisocial, por-
4e':
que atenta al principio de solidaridad^.
II»- Hepresiôn del fraude fiscal y medidae de - 
tôcnica tributaria.-
a) El Ministre puede excluir de las évalua—  
clones globales a las sociedades y entidades jurldicas o 
personas ffsicas que: ajerzan determinada actividad, sup_e 
ren cierta cifra de capital fiscal o de void m e n de opera- 
ciones.
b) El Ministre puede excluir del regimen de 
Convenio s »
c) El Ministre puede establecer évaluaci ones 
globales y Convenios por perlodos bien aies
t
para d et erininadas actividades profesiona-
les, industriales o corneroial es,
Como senalamos ya, este Decrato-Ley es el que - 
ueterrninael cambia de orientacidn y la vu el ta a los mdto- 
□03 ordinaries de determinacidn de bases. El Decroto-Ley 
no ostablece normativa y procedimien to concrete, sine ms- 
ras autorizaciones. Con todo, hay que h a c o r n o t a r: Prime­
rs , el Preâmbulo plantea las mismas motivaciones que en - 
la L , F\ o T,-1 , 957 : un hecho, el fraude y la solucidn, medi­
das tributaries» uegundo, pero la solucidn propuesta en -
1.966 es la opuesta a la arbitrada en 1.957; la exclusion 
de evaluacidn global y convenios. Tercero, el criterio pa_
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ra llewarla a cabo es düble; uno, cic; cardctsr cuantitati- 
vu-objetivo por actividados ejercidas; otru do cardctsr - 
cualitativo-subjetivo por cifra ds capital fiscal o vold- 
rncn de o^erdicio^CS-
9,- Decreto de 29 de Diciembre de 1.966, Texto 
Refupdido del Impuesto,
Arto 22, 2,- Excepcionalmente limitardn su tri­
bu Lacidn en este Impuesto a la cuota ds licencia aquellas 
actividades ejercidas por personas fisicas, cuyascuotas - 
cn dicha forma del Impuesto no excedan cie 1 ,500 ptas anua 
les, sieiTipre quo ademds, su voldmen de oporaciones no sea 
superior a la cifra do 500,000 pesetas anuales.
3,- Ll Ministro do Hacienda, olda la - 
Organizacidn Sindical, podrâ modificar, atendidas las cir_ 
constancies econdmicas, e1 dmbito do a p1i c a c1d n e f oc t i v a
G G este Impuesto modi a n t e la variacidn cJ e los limites i n -
dicados.
L vicien temen to, el Texto Refundido no haco refe- 
rencia concret los criterios establecidos en el Deere- 
to-Lcy anterior» Los limites en cuanto a minimos siguen - 
siendo los mismos que en 1 ,958 dândose al Ministre una -- 
nueva au to rizacidn que se suma a las establecidas por el 
Decreto-Ley 8/1.966,
10.- Orden de 25 de Noviembre de 1.967.-
Se dicta esta Orden al amparo dsl art, 9 a) del
Decreto-Ley 8/1.966 de 3 de Octobre y en su Preâmbulo se
uicGî '*^a la vista de la o x p o r i e n c i a  o b t o n i d a ,  sg h ac e  ya 
a c o n s e j a b l e  i n i c i a r  la a p l i c a c i d n  d al rSgimen d e e s t i m a  —  
ci dn individual'”.
A partir d a 1 d a Enero de 1.968 quedaron ex cl u_l 
dos du 9 V a1u a c i d n global pasando a la o c t i m a c i d n o i r o c t a :
1 -) Actividades (criterio cualitativo-objetivo)
8 an COS Comercialos, Bancoc Industriales y de uegocios, Ca- 
jas de Ahorro y Montes de Piedad, Seguros Générales, Goa- 
seguros, Ahorro y C a p i t a1i z a c i d n •
22) Personas o entidades jurfdicas (criterio -- 
c u a n t i t a t i V o-s u b j e t i V o) c u a1□u i e r a que sea la actividad - 
que ejerzan, cuando su capital fiscal exceda de 1GC m i 1 l_o 
nos de pesetas o su voldmen anual de operacinnes s u p e r o - 
los 3ü0 millones de pesetas.
En el apartado c) de este capftulo es tudiarcmos 
en concrete los criterios rie exclu sidn y a aquel m o m o n t o 
nos remitimos. Hay que sohalar, no obstante, que el crite 
rie cuantitativo cambia por complote la o ri on ta ci dn us les 
mismos respecte a la legislacidn anterior. En 1 ,958 su e_s 
tablecian unos minima s para no estar incluidos, es decir, 
que cumplidos aquellos minimos se estaba sujeto a la eva- 
luacidn. A ho ra, en 1 .967, el punto de partida as el contera 
rio! cumplidos los minimos se esté exento.
11.- Orden de 27 de Ooviombre de 1 .958. No esta_ 
blecié ninguna clase de exclusiones ni criterios para ll_e 
varias a cabo, sine que dnicarnente reculé el procedimi an to
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cl cual ceré objeuo de Gstudio en ni apartado l ) de este 
capitule,
12.- Orden do 30 de Diciembre de 1.963.-
0 on igual fundamento en el Decreto-Ley 8 / 1 . 9 6 6  
d e 3 de Octobre su Preérnbulo dice que ^parece oportuno, - 
en una segunda fase^ ampliar los supuestes de aplicacién 
do la misma (estimacién directe) extendién dola a otras - 
actividades y fijando, al propic tiempo, una nueva cifra 
limite en cuanto al voldmen de oporaciones". Esta segunda 
faso hace referencia a otra, primera, conotituida por la 
Orden de 23 de Noviombre de 1.967,
Las exclusiones adoptan tam bien los dos crite-- 
rios ya establecidos;
12) Actividades (objetivo): plantas de produccié:
elictrica con potencies instaladas superior a 3.000 K.V.A. 
fabricacién de azdcar de remolacha y de cana; fabricacidn 
de cemento artificial, abonos minérales, material sensi-- 
bls f G togrâf icorn neumâticos, antibiéticos, hoteles de 1 u- 
jo, siderurgia integral, construccién naval (astilleros - 
con cap acid ad para unidades de inés de 3.000 T m. ) ; cons- - 
rruccién de material ferroviario; produccién del autorné-- 
vil, camién y tractor; fabricaciôn de papel, cartén y ca_r 
tulina (con capacidad teérica superior a 7.500 Trn.); edi- 
cién de periôdicos, produccién de fibras artificiales y - 
sintéticas; fabricacién de cervezas; transporta aSreo re­
gular y discrecional ; transporte maritime de altura y gran 
cabotaje.
V. f> ’ ?
2-) Personas o entidades jurldicas (suojetivo) 
cualquiera que se la actividad o actividades que ejerzan, 
cuando su capital fiscal exceda de 10u millones de pese—
1:as 0 su voldmen anual de operaciones supers los 2GG mi —  
11 ones de pesetas". Los requisitos son de carâcter dis y ujn 
tivo y al disminuir en 100 millones da pesetas el voldmen 
de: eperacienes, la posibilidad de exclusion es mucho ma-- 
y o r .
Esta Orden tiens una n o r m a 3 s que nos p r o a u c o - 
cierta confusidn, no por equivocarse en cuanto a la fecha 
cn que se dicté la Orden reguiando el procedimienao rie ox- 
clusién que, como sabemos, fué el 27 de Loviemorc de 1v6G 
e n lugar del 18 de dicho mes, sine por no h a c e r referencia 
1 g un a al capital fiscal como criterio alternative de ex­
clu s i é n -le cual habia s i d o establecido on la n o rma d e 
esta m i s ,m a Orden- que dan do dnicarnente; "'oor ejercer al',u- 
na de las actividades senaladas anteriormente o por reu-- 
nir el requisite de voldmen de ventes superior a 200 mil_lo 
nos de pesetas”.
b) Impuesto sobre Sociedades y Entidades guridi 
cas.
La enumoracién de preceptos en este Impuesto es 
mucho mener que on el anterior por la razén ya sabida de
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nue la cuota ciel Impuesto Industrial s c comporta como ml- 
ni m a en el de Sociedades.
1.- L.R.T.- 1957o art. 72.- La cuota liquida -- 
dol Impuesto de Sociedades no podrâ ser inferior a la su- 
ma de las que resulten de aplicar a los benefi clos de ca­
da actividad industrial o comercial quo ejerza la empresa 
considérâtes s eparadarn en t e, el tipo de gravémen y las no_r 
I il a s senaladas on esta ley a efectos de la cuota por Béné­
ficies del Impuesto Industrial,
5e considéra a la sociedad comc una persona in­
dividual en cuanto a cada una de sus actividades, cada --
»
una de las cuales, separadamente, tsndré que cumplir ccn
los requisitos del art, 56 de la misma ley.
2,- Instruccidn Provisional del Im p u g s ta In o u s- 
trial. Titulo II, N o r m as do adaptacién a --
efectos de la cuota minima del Impuesto sobre Sociedados. 
Orden d c 9 de F obrero d s 1 .958,
-Replu 60; Remite al art, 7 2 L.R.T,- 1.957 
-Renia 6 2: en la relacién a que se refiere el -
parrafo 2 de la Régla 14, ademés de las personas fisicas, 
se incluirén las sociedades y entidades juridicas que, s_e 
gdn los antecedentes existentes en cl dindicato o Agrupa- 
cién, ejerzan las actividades del nruoo a que el certifi- 
cado allî senalado afecta.
ai
Esta Régla nos confirma, on primor lunar, ]. a 
considoracién de persona individual quo tionon las soci_o 
dados; on sogundo lugar, quo 1o importante os la actividar 
ejorcida.
3,- Instruccidn Provisional dol Impuesto sobre 
dociedadïïs» Orden de 13 de Mayo de 1.95 8, Regia 15, En lo 
referents a la evaïuacién global de los rsndimiontos de - 
las actividades industriales o comerciales ejercidas por 
entidades juridicas, serén do aplicacidn las norr.ias con to 
nidac en la Instruccién Provisional para la cuota por ba­
rns f i c i o s del Impuesto Industrial aprobada por 0rden r:r: 9
do Ecbrero da 1 ,9 58 y disposi cion es complementarias,
4,- Ley do Reforma del Sistema T ri butario do 11 
do dunio dc 1.954, art. lüü, 2.
Cuando se trata do actividades profosionalec, - 
industriales o comercialos, las evaluaciones globales com 
prendorân los rondimien to s correspondien tes a las ontida­
dos que las ejerzan.
5,- Decreto-Loy 8/1.965 de 3 de üutubre. Igual 
qu0 en el Impu osto Industrial,
6,- Lrden de 25 dc Novi am Pro de 1.95 7, I goal 
que on cl Impuesto Industrial,
7,- Decreto de 23 de Diciembre de 1,967, Texte 
Refundido del Impuesto,
- art. 24, 2,- So aplicaré la estimacibn directa para la 
determinacibn do los rendimientos a que afecte, cuando
' î ,2
g1 Ministre de Hacienda, de acuerdc con normes objoti—  
vas y con la antolacién dobida, disponna la exclusion - 
dol récjimen de evaluacibn global de los sujetos pasivos 
que ejerzan d e t e r m i n a d a s actividades o suoeren cierta - 
cifra de capital fiscal o de volbmen d e oporaciones.
- arto 25.- El régirnen de estimacién objetiva s c aplicaré 
exclusivamente para determiner los rendimientos do las 
actividades comerciales, industriales, profesionales o 
a g r a r i a s, cuando no existiora la r e n u n c i a o cl acuerdc 
ministerial del articulo anterior.
3.- Las 0 r d e n e s do 27 de Noviombre y 3D do D i —  
ci ombre de 1 .953 tionon igual aplicacibn que en el I mou o_o 
to Industrial. t
c ) I_ moues to sobre Rendimientos dol T r aba j o Per­
sonal . -
1.- L.R.T.- 1.957.-
- art, 47.- Anualmonto se fijarâ a los profesionales la - 
base Integra de i m p o s i c i é n con carécter oblinatorio, m_e 
dianto el r b g i m en da ovaluacibn global reculade en esta 
1G y.
- art. 48.- Los notarios quadarén somotidos al régi mon g_o 
noral do tributacibn sonalado on esta ley para los pro­
fesionales .
- art. 124 c).- Se autoriza al ministre de Hacienda a 
aplicar a los artistas el régimen de evaluacibn global.
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- art. 124 f).- Se autoriza al Ministro da Hacienda a ex­
cluir del régimen de evaluacibn global a los profesion_a 
les oficiales que perciben sus renunaracionas del Esta­
do,
2,- Instruccibn Provisional» Orden de 27 de En_a 
ro de 1.958.
- H e g 1 a 32, Anualm-ente se fijarâ a los profesionales com- 
prendidos en los Tltulos I y II del Real Decreto-Ley de 
15 de Diciembre de 1.927 y no exceptuados axpresamente, 
con carécter obligatorio, la base Integra de impocicién 
median te evaluaciones globales de las retribuciones de 
cada profesién.
- Régla 28.- De conformidad con al art. 1 24 f) L.R.T; qu_e 
dan excluldos de evaluacién global los Administradoros 
de Loterla y los Recaudadores de Contribucionas y da H^ 
cienda.
- Régla 29.- Las disposiciones referent es a cvaluacién gl_o 
bal no se aplicarân a los Notarios, como profesionales 
comprendidos en el apartaoo e) del art. 12 del Titulo - 
del Real Decrato-Ley de 15 de Diciembre de 1 .927 en taja 
to no se disponga de modo expreso.
3 » - Orden de 5 de Marzo rie 1 .958. 12,- El art.
47 de la L.R.T»- 1.957 deroga la Régla 49 de la Instruc-- 
cién Provisional de 3 de Mayo de 1 .928 y por tanto los in_ 
gresos profesionales obtenidos por las corporaciones y 
personas juridicas estén sujetos al citado Impuesto, sien_
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do de aplicacién para el a enalami en to do las bases imposai 
tivas, el régimen de evaluacién global cuando corresponde.
La Régla 49 de la I.P, de 1.928, exceptuaba de 
tribütacién por los rendimientos de trabajo oersonal a - 
las corporaciones y entidades sujetos a contribucién por 
la antigua Tarifa III de Utilidades.
4.- Orden de 31 de Mayo de 1 .958, Séptirno. La - 
tributacién de los Notarios, a efectos del Impuesto sobre 
rendimientos del trabajo personal, por razén de sus ingr_a 
SOS profesionales, se regiré por los préceptes de esta 0_r 
don, sin que sean de aplicacién el régimen de la évalua—  
cién global, ni la rentencién del 2/6 previstos en el art. 
47 L.R.T.-1 .957 , mientras continue vigente este régirsen - 
de excepcién.
5.- L.R.S.T. de 11 de Ounio de 1.9 5 4.-
- arto 41, 2.- Cuando las sociedades y d ornés entidades jjj 
rfdicas ejerzan las [ni s ma s actividades que los profesio_ 
nales cuyas bases tributaries s e de terminan en el régi- 
rnen de evaluacién global, ademés de tributar, si procé­
dé, por la cuota fija o de licencia, habrén de ser in-- 
cluldos en las correspondientes Juntas, a fin de que sa 
les imputen los ingresos intégras que correspondan a 
las actividades que ejerzan.
-  arto 41, 5.- La valoracién de los folios oe los Nota-------
rios se efectuaré mediante una J u n :a Mixta de contribu- 
yentes y funcionarios. La valoracién cendré vigencia -
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très anoG si no es denunciada por la representacién co­
le gial y siernpre que por lo menos hubiere estado vigen­
te un ano.
Se autoriza al iïlinisterio de Hacienda para determiner la 
fecha de entrada en vigor del nuevo régimen de valora—  
cién de folios.
- art. 47, 2.- El ‘impuesto de los artistas, en cuanto ac- 
téen como independientes, se exigiré por cuotas fijas o 
de licencia, anuales o irreducibles, y por estimacién - 
objetiva realizada a través del régimen de evaluacién - 
global» De la cuota résultante por este régimen se dedu
ciré, en cuanto sea precedents, la cuota fija o do li--
cencia, que tendré carécter de minima en todo caso,
Por Decreto se regularé la graduai aplicacién a estoc - 
contribuyen ces del régimen de cuota variable a travée - 
del sistema de evaluacién global.
5.- Decreto 2720/ 1 ,96 5 de 14 de A g o s t o. S o ré­
gula el régimen tributario de artistas y deportistas, en 
cuyo Preâmbulo se afirrna que con la implant a cién de la 
evaluacién global se da "cumplirni en to a un principio de - 
includible exinencia, cual es que el impuesto adquiera el 
punto de extensién y generalidad do que boy carece", Y 
asi, se dispone en su Disposicién Transitoria la aplica—  
cién graduai del sistema a partir de 12 de Enero de 1.956 
"hasta su total impiantacién",
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/•- Orden de 30 de N o v i e m b r e de 1 .963. D e s a r r□- 
lia el Décrété anterior, regulando todo el procedimien to 
de evaluacién global para los artistas y deportistas ind^ e 
pendientes en los mismos términos que en las Instruccione.^ 
Provisionales. Pero anadiendo unas obligaciones para el - 
con t ri bu y en t e que eliminan en parte la ceguedad del sist_o 
ma. Par un lado, una declaracién en la nue s e debe hacer 
constar los datos y antecedentes rolacionadoo con la acti 
vidad desarrollada en el ano natural anterior. Por otro,- 
debon llevar un li bro-re gi s t r o, diligonciado en la Delega_ 
cién de Hacienda, y en el que se hagan constar les ingre- 
sos Intégras obtenidos por sus actuaciones y las cantida- 
des satisfechas a empleados y obreros a su cargo, y [dor - 
actividades llevadas a cabo en el extranjero que hayan de 
ser d esg ra vadas en E s pana.
8. - Decreto-Ley 8/1 .966 de 3 de Octobre. Nos r_e 
nitimos al apartado del Impuesto Industrial un don de se - 
recoge el art, 9 de este Decreto-Ley que afecta igualmen- 
te a los profesionales.
9.- Decreto de 2 de Marzo de 1.967. Texto Refun 
dido del Impuesto.
- art, 4Co Reafirma el carécter obligatorio del régimen - 
ds estimacién objetiva y el sistema de evaluacién glo-- 
bal pero exceptuândose expresamente las Administracio—  
n es de Loterias y los Recaudadores de Contribuciones y 
Hacienda y las Ûiputaciones Provinciales en cuanto érga 
nos recaudadores del Estado.
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a estas exclusiones que existfan y a ciesde 1,958, se a n_a 
den las autorizaciones para excluir que el Mini s t ro ti_e 
ne desde el Decreto-Ley 0/1.966, pudiendo disponer, de 
acuerdo con normas objetiuas, la exclusion de personas 
fisicas, sociedades y entidades juridicas, bien por —  
ejercer determinada actividad, bien por suoerar cierta 
cifra de ingresos profesionales.
- arto 49. Régula el régimen aplicable a los Notarios en 
iguales têrminos que lo habîa hecho en el art. 41, 5 de 
la L.R.S.T.-1 .964 pero anadiendo que ‘"en ningdn case po_ 
d ré investigarse el protocole notarial por razones tri­
butaries".
En la Disposicién Transitoria 22 se concede, una voz - 
més, autorizacién al Ministre para determiner la inclu- 
sién de los Notarios a evaluacién global, por el nuevo 
régimen de valoracién de folios establecido on el ante­
rior art, 49.
- art. 71 y Disposicién Transitoria 42. La duterminacién 
de la base tributaria correspondiente a las actuaciones 
independientes a través del sistema de evaluacién glo-- 
bal, se limita a los artistas quo incurran en una série 
de circonstanciés senaladas en el Texte Refundido; asI, 
se habla, con criterios subjetivos, de actuaciones en - 
hoteles de lujo o en ciudades de rnés de trescientos mil 
habitantes, a un minimo de actuaciones meyor de treinta 
anuales, etc.
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Pero ademés de estes criterios de inclusion se le dé - 
una nueva autorizacién al Ministerio ds Hacienda para - 
que disponga "graduaimen te la aplicacién del régimen de 
evaluacién global a los demâs contribuyentes que reali- 
cen actuaciones independientes hasta su total implanta- 
cién"o
10.- Ley'de S de Abril de 1 .957, art. 4Q , 7. S_e 
ré de aplicacién a los Notarios el régimen de evaluacién 
global a partir de los ingresos de 1.967. La base global
y la imputacién individual ostaré determinada por el va­
lor que se asigne al folio.
11.- Orden de 29 de Abril de 1.967, En ad elan te 
los Notarios no tendrén que presenter declaracién de &in-- 
gresos, segén lo establecido en la Orden de 31 de Mayo de 
1.95Q.
12.- Orden de 31 de Octobre de 1.968 por la que 
pasan a estimacién directa los Oelegados del Patronato de 
Apuestas Mé tuas Oeportivo-benéficas.
13.- Lay 60/1 .969 de 30 de Ounio d 3 Reformas 
Tributaries. Art. 4. El Ministre de Hacienda podré dis pa­
ner, de acuerdo con normas objotivas y con la antelacién 
décida, la exclusién del régimen de evaluacién global de 
determinadas acrividades profesionales o artfsticas o de 
personas que, ejerciendo estas, superen cierta cifra de - 
ingresos profesionales, fijada con carécter general para 
todas las profesiones o actividades artfsticas.
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14o- Orden de 11 de Diciembre da 1.969, Esta—  
blece la aplicacién a los jugadores de fétbol de segunda 
divisién del régimen de evaluacién global, a partir de 1 
de Enero de 1.970.
15.- Decreto 3427/1.969 de 19 de Diciembre, - 
por el que se aprueba la redaccién compléta de los pre-- 
ceptos de los textes refundidos de las leyes de los Im—  
pUGstos Directes sobre la Renta, modificados por la Ley 
60,1.969 de 30 de Ounio.
- el art. 40, 3 a) del Texte Refundido queda redactado - 
plenamente de acuerdo con la Ley 60/1.969, referido a 
profesionales pudiéndo seles excluir bien objetivamente 
por el ejercicio de la profesién, bien por superar»de­
terminada cifra de ingresos en el ejercicio de la misma.
- art. 49 bis, creado por este Decreto, bajc el titulo - 
de "estimacién directa" cn cuyo cérnputo de ingresos se 
tendré en euen ta la cifra total de los obtenidos por - 
el contribuyente en el perlodo de imposicién.
- art. 71, al cual se le anade un apartado sois, y la 
Disposicién Transitoria 42 desdoblan la forma de doter 
minar los ingresos de los artistas. Desde este momento 
son aplicables la estimacién directa y la objetiva; la 
llnea diviseria entre âmbos métodos esté en la exclu - 
sién (prevista en el nuevo apartado 6 dsl art. 71); ya 
no SB habla de sorne timi en to a evaluacién global, sino,- 
légicamente, al gravémen (R.T.P.) cualquiera que sea -
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el régimen de slg bases imponibles.
16,- Qrden de 27 de Diciembre de 1,969, En di­
cha Orden se afirrna que, la experiencia obtenida aconse- 
ja extender al Impuesto sobre los Rendimientos del Traba 
jo Personal, el régimen de estimacién directa para la d_e 
terminacién de las bases imponibles en forma graduai, l_i 
rniréndolo en une primera etapa, a algunas profesiones. A 
partir del 1 de Enero de 1.970, quedaron excluldos las - 
siguientes profesiones: Notarios; Notarios de los Tribu- 
nales eclesiâsticos; Registradores de la Pro piedad; agejg 
tes colegiados de Cambio y Boisa; Corrobores oficiales - 
de Cornercio y Agentes de A du an as.
V
d) Exclusiones en otros impuestos con sistemas 
obj'etivos.-
La evolucién histérica de las exclusiones de la 
evaluacioén global, tiene un directe paralelismo en cuan 
to a las exclusiones de actividades y sujetos de los sis_ 
te mas objetivo s de deter minar cuotas o elernentos para -- 
llegar a la base que no son evaluaciones globales.
1,- Orden de 3 de Noviembre de 1.966, por la - 
que se excluyen del régimen de Convenios para la exaccién 
del Impuesto sobre el Tréfico de Empresas de détermina—  
das actividades y empresas.
1a.' ,
Esta Orden es la primera norma que se dicta co­
mo consBcuencia del Decreto-Ley 8/1.96G. Cornu se ve, al - 
mes de este Decreto-Ley se excluyeron actividades y empr_e 
sas de Convenios para fijacién de cuotas, mientras que p_a 
ra la exclusién de evaluaciones tuvo que pasar un ano.
2.- Orden de 20 de Abril de 1 *968 que rnodifica 
la anterior Orden, en cuanto al Impuesto sobre el Trâfico 
de Empresas y excluye a determinadas empresas de los Im—  
puostos [spéciales.
3.- Ley 60/1.969 de 30 de Ounio en su art. 2, - 
modified el Texte Refundido de réstica al c u s: 1 se anade - 
un segundo pârrafo a su art. 42, en los siguientes têrminos 
"El filinistro de Hacienda podré disponer, de acuerdo con - 
normas ob je tivas y con la antelacién de bid a ], a exclusién 
del régimen ds estimacién directa de aquellas expliLacio-
nes agricoles, forestales o ganaderas o rnixtc.s cuya base 
imponible por cuota fija,supers el limite de cuatrocien—  
tas mil pesetas".
4.- Orden de 23 rie Oulio de 1.969, dié aplica-- 
cién al precepto anterior.
e) C on d u  sion es
De esta evolucién legislative podemos sacar una 
serie de conclusiones y constarar algunos hechos:
12.- Notâmes una excssiva reiteracién en las au
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torizacioRGs legislativas dadas al Ministerior de Hacienda 
sobre el mismo tema y objeto, sin que sean empleadas sino 
despues de haberse repetido en varias ocasionas,
22.- La repercusiôn que el fenémeno de las ex—  
clusiones ha tenido en los Textos Refundidos de los dive_r 
SOS impuestos es distinta, Los Textos Refundidos que, se- 
gdn la Disposicién Transitoria primera de la L.G.T., tie­
ne por finalidad el "regularizar, aclarar y armonizar las 
leyes tributarias vioentes", tuvieron en cuenta las exclu 
siones en el caso del Impuesto de Sociedades y en el del - 
Rendimiento del Trabajo Personal, mientras que, por el —  
contrario, nada se dijo de ellas en el Impuesto Industrial 
De todos modes, pensamos que la razén es sfmplemente la - 
proxirnidad existante entre el Decreto-Ley 8/l,956 y el —  
Texto Refundido del Impuesto Industrial, dos meses; y la 
mayor distancia respecta a los otros Textos Refundidos, - 
un ano y dos meses en relacién a Sociedades y cinco meses 
en relacién al I.R.T.P.; aunque hay que tener en cuenta - 
siernpre la distinta problemética que este Impuesto presen 
ta, en razén a la evolucién de los rendimientos de los No_ 
taries y de los Artistas.
32,- La Legislacién que hemos examinado présenta 
una doble llnea evolutiva. E sa doble llnea es la de la ex 
clusién y la de la inclusién al sistema de evaluaciones -
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globales, Y mientras el 1,1, -y el I,S,- participan énic_a 
mente de la primera, el I,R,T,P, présenta en su evolucién 
mementos propicios a una y a otra de las posibilidades, - 
Es suf i ci en temen te clara la evolucién d en el 1,1,, tendajs 
te a una progresiva exclusién, bien sea por criterios ob- 
jetivos bien por los subjetivos,
42,- En cuanto a las exclusiones del 1,1, e I, 
S, ni el Decreto-Ley 8/1,966 ni las érdenes posteriores - 
pus lo desarrollaron dan motivo alguno que fundamento la 
conveniencia de volver a la estimacién directa, Sin omba_r 
go, si en contra [H os justificacién pam las nue vas indu si o-
I»
nés en evaluacién global, consistentes en la ‘”in eludi bl e 
exigencia,,, de extensién y generalidad", (2) pero no re- 
ferida al sistema de evaluacién sino a la aplicacién del 
Impuesto de Rendimiento de Trabajo Personal,
59,- En cuanto al I,R.T.P, podria presentarse - 
una cierta perplejidad, puesto que, en principio, parece 
que deberla haber side en este impuesto en el quo las e va. 
luaciones globales, por su carécter obligatorio y general 
con que fueron irnpuestas, se hubiesen afianzado en mayor 
medida y, sin embargo, nos encontramos con nuevas inclu- 
siones llevadas a cabo bastantos ahos despuês de su co- 
mienzo , aunque la autorizacién legislative para ello, 
es de 1, 957 , ( 3 ) • La razén parece évidente ya que -
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las lagunas informativas que la Administracién tenia res­
pecte al desconocimiento de contribuyentes era mayor de - 
la que podia existir respecto al loi. por pequenas empre­
sas. Fundamantalmen te los artistas independientes se man- 
tuvi^on al mârgeiq de la fiscalidad y su incorporacién al 
gravémen por R.T.P, a través de evaluaciones globales esta 
ba fundamentada en la misma motivacién que en 1.957 impul 
sé al legislador a crear esta institucién. Aunque, quizaé 
en este caso, el afén recaudatorio no haya representado - 
un papel tan primario como entonces, si, por el contrario,- 
ha tenido una importancia decisiva la intencién de la Ad- 
ministracién de descubrir a nuevos contribuyentes por me­
dio de las evaluaciones. Una vez conocidos, es posible -- 
que la evolucién légica y dô^esble de la legislacién conti^ 
née y que estas actividades profedonales en un future pa- 
sen a contribuir por estimacién directa, Ello es més evi­
dence cuanto que el Decreto de 19 de Diciembre ha abierto 
ya la posibilidad de excluir a los artistas independien-- 
tes de la evaluacién global sometiéndolos a la estimacién 
directa con lo cual ni incluso para ellos queda el siste­
ma de 1.957 con valor de aplicacién general, Asi pudo de­
cir el Dictémen del Consejo de Estado que de lo que se —  
trataba era de "ampliar la aplicacién del régimen de est_i 
macién directa,"
; n
62o- En un caso del I.R.T.P., la evolucién des­
de 1.957 hasta hoy es contradictoria, respondiendo a una 
fluctuacién de la Administracién entre su interés y fina­
lidad y la presién del grupo de contribuyentes. Nos refe- 
rimos a los Notarios, los cuales han pasado por cuatro fa_ 
ses alternatives de inclusién y exclusién del régimen ob- 
jetivo, como lo demuestra la progresién legislativa. (5). 
Después de dos autorizaciones legislatives para que se le; 
aplicase el régimen objetivo, finélmente se les sometié - 
por la Ley de B de Abril de 1.967 para los ingresos obte­
nidos a partir de 1 de Enero de dicho ano, pero énicamen-
%
te lo fueron durante los ejercicios de 1.967, 1.963 y - 
1,969. A los dos ahos, una nueva autorizacién de opuesto 
sentido, (6) posibilité a la Adrninistracién sulexclusién 
lo cual hizo por la Orden de 27 de Diciembre de 1.969.
b ) Voluntariedad o forzosidad de la Evaluacién.
La Gpcién,
a) Regimen forzoso, facultative y obligatorio.
La voluntariedad o forzosidad del sistema pre—  
senta el cuadro de posibilidades en el art. 49, 2 de la -
L.G.T. al decir que "la Ley propia de cada tributo podré 
establecer el carécter forzoso o voluntario de este régi­
men , sin perjuicio, en el primer caso, de que en la pro—  
pia ley se concéda a los contribuyentes, con carécter in-
dividual, el derecho a opLar por el régimen de estimacién 
directa".
Se pueden dar los siguientes casos en la régula 
cién de la Ley:
19) Carécter forzoso del sistema: se parte de - 
la imposicién exclusive de un sélo régimen.
29) Carécter forzoso con derecho a opcién: se - 
parte de la imposicién de un sistema pero no con cafacter 
exclusive, ya que la opcién supone una excepcién en favor 
de un segundo régimen subsidario.
39) Carécter voluntario, el cual supone que se 
parte de la eleccién libre entre dos regimenjs alternati- 
vos en pie de igualdad.
Sin embargo, todo ello es énicamen:e cierto on 
parte y las categories expuestas en este art. 49, 2 son -
evidentemente confusas. En primer lugar si per "forzosi-- 
dad" entendemos imposicién de un régimen en exclusive, la 
opcién desvirtéa este principio ya quo en el art. citado 
énicamente es a elle, a esta forzosidad, a 1 a que se uno 
la posibilidad de opcién. En segundo lugar, el carécter - 
de voluntariedad como alternative de eleccién entre regi- 
menas antes de estar sometido a alguno de ellos no se dé, 
ya que el principio en todos los impuestos es el de gene­
ralidad del sistema de evaluacién -al comienzo- y de no - 
generalidad, a partir del Decreto-Ley 3/1 965 . Si el caré_c
ter voluntürio no existla despues de 1,9 57, niuclio menos 
existe en 1,966, En tercer lunar, ne alcanzanos a comprejn 
der cüal es la llnea diuisoria legal entre la voluntarie- 
dad y la forzosidad con opcidn, Todo le cual nos conduce 
a preferir las cat^egorlas siguientes:
a) Forzosa: imposiciôn de un sdlo rôgimen (asti 
macidn objetii/a) sin posibilidad de sustraerse a §1 (Ren- 
dimientüs de Trabajo Personal an su primera confinuracidn)
b) Facultative; establecimien to de dos renîmenes 
posibles (estimaciÔn directa y objetiva) con eleccidn do 
une de elles, ya que el establecimien to de un rôgimsn con 
carâcter voluntario -segdn la diccidn del art. 49, 2 L,G,
T s u p o n e  la existen cia de otro alternativOo
c) Dbligatoria: establecimien to de un sdlo rôci 
men general (estimacidn objetiva) con la posibilidad de - 
renunciar a êl, opténdo como excspcidn por otro rénimen - 
(estimacidn directa),
Pero sea cual fuora la categorla expuesta, les 
sistemas que entran en juego con carâcter forzoso, facul­
tative u obligatorio, son siempre dos, la estimacidn ob^e 
tiva y la directa. Es importante senalar este extreme por 
cuanto, tante la L,R,T,-1,957 como la I,P,I.I. (Régla 5^) 
presentan una confusion en torno de la opcidn al ser plan 
teada ésta entre la ^^valuacidn global e individual^ ya -
4 8 3
que si considérâmes que évaluer es détermina? por calcule 
el valor de alguna cosa tan objetivo serâ evoluar global- 
mente como individualmente una base. En realidad, al ejer 
cer el derecho de opcidn y renunciar a la evaluacidn glo­
bal, no se entra en una evaluacidn individual, sino que - 
la base, segdn expresidn de la misma Régla 5^- loP.I.I* se 
détermina ^exclusivamente de la contabilidad^ y esta es, 
segdn el art, 48 L,GoT, el medio de la estimacidn directa,
b) La opcidn entre estirnacidn ob.jeéiva y directa
Llegados a la conclusion de que la opciOn se es- 
tablece entre la estimaciOn objetiva global y la directa 
individual, (?) hay que hacer una aproximaciOn a esta fi­
gura desde distintos puntos de vista,
1,- PresunciOn de aceptaciOn
La exist en ci a de un régi men obligatorio de apl_i 
caciOn con carOcter general, dériva dsl mandate de la rnis_ 
ma norma. Esta aplicaciOn general tiens dos limites que - 
son los que nos determinan conor ataments las categories - 
a que antes nos referiamos, forzosidad u obligatoriedad,
El mandata de aplioaciOn general puede ser limi 
tado en sentido restrictivo por la renuncia en tiempo y - 
forma de un con tri buy en te individual, Ahora bien, esta l_i 
mitaciOn va acornpanada de una presunciOn: la no renuncia
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sxpresa supone ("se presurniré aceptado art, 58 L.R.T. 
1.957) la aceptaciOn del sistema obligatorio general, Es- 
tamos ante una prasunciOn ""iuris et de iu r e** en la que no 
cabe una prueba en contra del hecho presumido, es decir, 
se acepta como verdadera y vélida la aceptaciOn del sistje 
ma de evaluaciOn global por la evidencia de otro hecho, - 
en nuestro caso de carâcter negative, la falta de renuncia 
(g). Este mécanisme de la presunciOn es lo que nos dernues_ 
tra con mayor claridad la falta de libertad para una op—  
ciôn ante po si bilidad es al t ernati vas , segdn el esquema ani 
tes planteadOo
La otra limitaciOn al mandato de aplicaciOr. oejne 
rai, es de sentido extensive por cuanto el Gobierno por - 
üecreto acordado en Consejo de Ministres, a propues ta del 
de Hacienda, podrfa éliminer la opciOn,haci :ndo el siste­
ma obligatorio y Onico, es decir, forzoso, (9),
Es de notar que, mientras el contribuyen te pue- 
da oponerse al mandato de la ley por el derecho de opcidn 
no puede hacerlo al mandato del Consejo de ministres una 
vez aprobado el Oecreto, Por otro lado, tendriamos que - 
considérer la d&svirtuacidn total que el principle de ap_li 
cacidn general ha tenido desde el Decreto-Ley 8/1965 por 
la exclusion, la cual no tiens por fundaments inmediato - 
un Décrété del Consejo de fiinistros, sino las ôrdenes del 
filinistro de Hacienda,
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2o- Excepcidn al Sistema
La opcidn supone una excepcifin pero al sistema 
extraordinario de determiner la base. Se estableca un ci_r 
culo vicioso pues en el sistema tributario el procedimie_n 
to ordinario de estimacidn de las bases es el do ostima-- 
cidn directa, mientras quo el procedimiento extraordina—  
rio (excepcidn al sistema) es el de estimacidn objetiva, 
Pero una vez dentro de la excepcidn, es decir, una vez -- 
quo la ley obliga al con tr i bu y an t e a someterse a una est_i 
rnacidn objetiva puede darsa una nueva excepciôn (en este 
caso lo que séria una '^’excspciân a la axcepcifin'") por la
t
cual al contribuy en te puede optar por el sis :erna do esti- 
rnacidn directa, es decir, por la norma general o procedi- 
fiiiento ordinario.
Si el legislador quiare establecer la primera - 
excepcidn (excepcidn al sistema) quizâs lo Ibgico séria - 
que una vez dentro del procedirniento extraorfJinario no —  
volviese a salir de él, mâxime a base de negarlo, y se mo_ 
viese dentro de su émbito haciendo que la opcidn (segunda 
excopcidn) no pudiese ser en favor de la estimacidn dire_c 
ta, sino en favor de ]a estimacidn objetiva de carécter in_ 
dividual, que es la posicidn que por su redaccidn adoptan 
tanto la L,R.T, 1957 en su art. 57 como la Régla 53 de la 
IoPoI,I«
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Ahora bien, estas remisiones de un sistema a —  
otro en la determinacidn de las bases fué igualmente reco_ 
gida en los Textos Refundidos que siguieron a la L«,R.S.T. 
1.964. Mientras que en unas ocasiones es la estimacidn d_i 
recta el techo de la determinacidn de la base mediante el 
recursü de agravio absoluto cuando se estima que la base 
imputada individualmente por una Dunta es superior a la - 
que resultarîa por aplicacidn estricta de las nor mas regjj 
ladoras de la determinacidn de la base imponible en rdgi- 
men de estimacidn directa. (10), en otras ocasiones es la 
estimacidn objetiva el punto final a que se dirige o se -
t
refiere la estimacidn directa, cuando, en caso de omisidn 
o falseamiento en cuentas de una operacidn per parte de - 
un contribuy en te que haya optado por el r dgir? en de estima 
cidn directa, la base imponible no podrd ser inferior a - 
la que resultarîa de la estimacidn objetiva. (11),
3,- La "renuncia a posteriori^, durisprudencia.
La estimacidn directa como subsidiaria de la ev_a 
luacidn global puede darse, ademâs de por la renuncia ej^r 
ciendo el derecho a optar, por haberse planteado un recu_r 
so de agravio absoluto contra la base imputada en la Jun­
ta mixta. Dicho recurso podrla ser rechazado de piano (12) 
si la inspeccidn y comprobacidn minuciosa ponîa de mani—  
fiesta que el contriouyente no cumplid las obligaciones -
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contablGs, propiniendose después de la L.G.T* (13) la c£m 
petencia del Jurado lo cual quiere decir, a sensu contra­
rio, que si las obligaciones son cumplidas correctamente 
el recurso no es rechazado pudiéndo prosperar la afirma-- 
cidn del contribuysnte la cual es comprobada por la Admi- 
nistracidn a travês de la contabilidad en el procedimien- 
to de estimacidn directa.
Ha sido la Jurisprudencia del TS la que ha dado
esta denominacidn de '"renuncia a posteriori" al recurso -
de agravio absolute (14) determinando que, aomitido el r_e 
curso, debe estarse a lo que resuite de la contabilidad -
t
oficial sin que puedan traerse a colacidn ni puedan exam 
narse otros documentos extracontables• Por "contabilidad 
oficial" debe entenderse en estos casos -segbn el TEAC- no 
sdlo los libros preceptuados en el Cddigo de Comercio ( co_ 
mo si ce tratase de una estimacidn directa) sino tambiên 
los establecidos en la Régla 253 I.P.I.I. (como si se hu- 
biese ejercido la opcidn) (15).
Otra de las consecuencias del recurso de agra--
vios, considerado como renuncia, es la falta de desvincu-
lacidn total con la base imputada por la Junta mixta, como 
si no se hubiese recurrido -como si no se huibiese renuncia 
do- o La base imputada por la Junta, mantiene el TS (lô) 
no es anulada al interponer un recurso de agravio absolu-
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te ya que se practice una liquidacidn provisional sobre - 
Gsa base al no pararse la accidn administrative.
4.- Fundamento juridico de la renuncia,
De los documentos e impresos oficiales que he—  
mo s consultado (17) se deduce que el procedirniento de la 
renuncia mediante el ejercicio del derecho de opcidn vie­
ns dado por los siguientes pesos; le) Escrito del contri- 
buyente dirigido a la Administracidn solicitando la renun 
cia. 20) Escrito de la Administracidn dirigido al contri- 
buyente solicitando ampliacidn de dates a la instancia de 
renuncia. 3S) Remisidn por el contri buy ente a la Adminis- 
tracidn de los datos solicitados. 40) Acuerdn de la Admi­
nis tracidn accediendo a la renuncia. ^
Mientras que en unas ocasiones s e habla de "ins­
tancia de renuncia", de "peticidn de r en un ci r" y de "ac-- 
Geder a lo solicitado", queriendo sinnificar que la Admi- 
nistracidn parte de una propuesta consistent] en la poti- 
cidn del con t ri buy en t e para dicter lu ego el acuerdo adrni- 
nistrativo, en otras la redaccidn de los documentos es de 
signe dis tin to: '"vis to el escrito de la ompr osa por el 
que renuncia". Es decir, ôEl hecho de la renuncia se fun- 
damenta en un acte de voluntad del centri buy en te o es ne- 
cesario tambidn un acte de voluntad conforme de la Admi-- 
nistracidn?. Ello es importante para conocer la efectivi- 
dad de cada una de dichas voluntades y si la Administracidn 
puede denegar la peticidn de renuncia.
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Es Clara la necesidad de la instancia de renun­
cia a la evaluacidn por parte del con tri buy en t e • (13) Aho_ 
ra bien, el valor de esta instancia puede ser el de una - 
mera peticiôn o solicitud o el de una simple notificaciôn 
a la Administracidn• Paralelamente a esta doble posibili­
dad el acuerdo de la Adrninistracidn puede ser considerado 
con distinto signlficado y efecto; manifestacidn de volun 
tad aceptandû la peticidn de renuncia o darse por enterada 
de la misma, Naturalmente, de lo anterior se desprende el 
que si consideramos la instancia del contribuyente como - 
peticiôn y el acuerdo de la Administraciôn como voluntad
de accéder, existe la posibilidad de que la Administra---
ciôn deniegue este solicitud, ^
La posibilidad que tiene la Administraciôn de - 
dictar un acuerdo de oontenido negativo, denegatorio, no 
creemos que pueda f un darnen t a rs e en la peticiôn de amplia- 
ciôn de datos a la instancia de renuncia (19), ya que es­
tos datos se cinen ônicamente a: actividad ejercida, pro- 
vincia en donde se ejerce, eplgrafe de licencia fiscal, y 
nômero de la junta en que se encontraba incluîdo; lo cual, 
a su vez, es un argumento en favor de que la renuncia es 
voluntaria dependiendo ônicamente del contribuyen te y no 
esté sometida a ningôn tipo de limites cualitativos ni —  
cuantitativos como ocurre en el supuesto de la exclusiôn, 
Pero, no obstante, en el documente en el cual la Adminis- 
traciôn accede a lo solicitado (20) el fundamento legal - 
que se cita es la Régla 53 IPII y el Art, 35 TRII, En el
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primero de estos preceptos se establece que al escrito de 
renuncia deben acompanarse los libros a que se refiere la 
misma IPII en sus Réglas 25 y s s (21). En consecuencia, - 
parece que la Administraciôn estâ facultada para denegar 
lo solicitado si esta obligaciôn de presenter los libros 
contables y registros no se cumple. La renuncia estô con- 
dicionada al cumplimiento de una obligaciôn,
Sin embargo no hemos encontrado referencia ex-- 
plîcita a ello ni en la legislacidn ni en la jurispruden- 
cia ni en los modelos de impresos administratives. En re_a 
lidad, a nuestro juicio, no se ha hecho hincapiê en este 
terna puesto que, posteriormen te, la A dmini s t raci ôn tiene 
todas las facultades de inspeccidn y peticiôn de datds 
sustanciales (22) en base a los cuales comprobar las opera 
clones del renuncian te y al apreciar una sôla omisiôn o - 
falseamiento en cuentas remitirse a la decisiôn del Jura- 
do. Punto, este, confirmado por la jurispruden cia del T.S, 
(23) .
La renuncia ef ecti vamente puede ser denegada p_e 
ro ello supondria que el contri buy ente que pretende renun 
ciar seguiria sornetido a la evaluaciôn global; mientras - 
que si no se deniega es sometido a estimacidn directa -con 
todas sus consecuencias- y fundarnentalrnente con la amena- 
za de pasar a la jurisdicciôn del Jurado.
Se perfila, por lo tanto, una distinciôn que 
hasta ahora no se nos habia planteado; la renuncia y la -
rv n
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opcidn. La ronuncia que oc siempre a la évaluacidn, no - 
quiere decir que la opcidn sea siempre en favcr de la es- 
i.irnacidn ci recta y a que esta se v e desvirtuada -ante la - 
omisidn o falseamiento en cuentas de una sdla operacidn- 
po r el sometimien to a un tercer sistema de determinacidn 
de la base, es decir, la estimacidn en cenciencia de les 
uuradoso En resdmen; la renuncia es a la evaluacidn glo—  
bal y tiene efectes si se cumplen las obligaciones de pr_e 
son tar les libros legalrnente grévistes; en caso contrario 
ce ciguë sometido a estimacidn objetiva. La opcidn es en 
favor de la estimacidn directa y tiene efectes si se cum- 
plen las obligaciones contables exigidas; en caso contra­
rio se vo sometido a la estimacidn por Jurado s. »
c ) Po si cidn des favorable al e.ierci cio de la op­
cidn.
El legislador d :] 1 .957, a si como adoptd una ce­
ci c i d n muy favorable a la g eneralidad del sistema ton la - 
que, paralelamente, adopter una posicidn muy desfavorable 
al ejercicio oc- la opcidn, lo cual abunda en al carde ter 
obligatorio y no facultative de los sistemas. 3AINZ DE BlU 
BAfiDA, puso de rnanifissto 11ace ya tiempo este problème 
con lo que él denornind "normes bel i g cran t es" en favor de
las evaluaciones globales (24). En este sentido estdn tajn
to el art. 59 de la L.9,7.-1 .956 ( 25) como la Régla 213 - 
pérrafo tercero de la I.P.II (26).
El Tribunal Supremo (27) ha doterminado lo que 
debe entenderse por "optar"; toda eleccidn entre dos co—
cas C] u G G i n n i r i c a n un r oc o nocinii an to an I c; libertad indi­
vidual y LjüG 11 G van impllcito g 1 no n a c a r r, G ' u adar con - 
una y ocra, 1 o nay pool bilidad do a;nba a ni aucosiva ni s_i 
r..ul t dn cam on L a, Las "norm au balinorantoc", oc cbvio, dss-- 
tru y en el concep to do opcidn.
tsi como el art. 3 7 L , R . T . ~ 1 ,9 57 (n'e carde tor - 
g on oral; oc do un a exprosidn muy onuilibrada en cuan to a 
loe contriouyonras que huijisson optado, ol a 'c, 59 citado, 
refiridndoao al Impuosto Industrial, os do cdara belige—  
r a n c1 a . L o curioso os pu e entre las normes do cardcter ge­
neral, nay que espsrar non ta la L.G.T. do 1 .i'6 3, para en­
can t ra r oposicidn a la opcidn. En los ndmoro : 3 y 4 dol - 
art, 49, gueda patente es :a beligerancia tan: o en rel^acidn 
a 1 as o bligacion es contai; Los cuanto en caso io omisidn o 
f al s camion tu. Una voz m d . vn.ins que lo que ;n 1.957 se - 
pramulgd con card et or un irovisionalidad, an .inncjo ol tiom 
gn g and a con v e a ti r s o Sii .nrmss, au n que ordinaries, de -- 
sentido general como son las que rocogo la L.G.T,
□ ) Critsrios do E x c1u s i d n
Para 11 svar a c nb o la exclucidn, cl legislador 
ospanol se ha corvido de doc tiens distintos de criterios. 
Por un lado, un critorio cubjctivo, do carde cor cuantita- 
tivG, por ol cual son exclulouc contribuyentes ouyo capi­
tal fiscal o c u y o void m e n de oporacioncs al can za una cier 
ta cantidado Por otro, un criterio objetivo, de carâcter 
cualitativo, que incluye a det errninados con tri buy en t es 
por la naturaleza de la actividad o négocia que llevan a
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cabü y con independencia de las cifras de capital fiscal
0 del voldmen de operaciones.
En nuestra legislaciôn émbos criterios han sido 
enunciados como posibles para ser aplicados, tanto al Im- 
puesto Industrial como al Impuesto sobro el Rendimiento - 
del Trabajo Personal, aunque pasteriormente se han utili- 
zado sdlo parcialm-en t e (23). En cuanto al I.I. el Üecreto 
Ley 8/1,966 establecid dmbos criterios y de igual forma - 
fueron recogidos por las Ordenes de 25 de Noviembre de —
1 .967 y Qrden 30 de Oiciernbre de 1 .968, Por la que s e re­
fiers al I.R.T.P., tambidn'el Decreto-Lsy 8/1.966 daba la 
posibilidad de aplicar âmbos criterios, recogiêndolos iguaj^ 
mente la Ley 60/1.969 pero, sin embargo, la Orden de 27 - 
de Diciembre de 1.969, ônicamente aplicd en concrete el - 
criterio objetivo al excluir ciertas profesiones.
a) Criterio Cuantitativo
Como hemos dicho, este criterio ha sido emplea- 
do hasta ahora en el I.I. exclusivamente. En el nQ 2 de la 
Orden de 25 de Noviembre de 1.967, se establecid la exclu 
sidn de las empresas "cuando su capital fiscal exceda de 
100 millones de pesetas". En segundo lugar, el n9 2 de la 
Orden de 30 de Diciembre de 1.968, excluia a las empresas 
"cuando su capital fiscal exceda de 100 millones de pese­
tas o su volômen anual de operaciones supers los 200 mi-- 
llones de pesetas". Finalmente, el n s 3 de esta misma Or­
den senala, a efsctos de aplicacidn del procedimien to de
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exclusion regulado en la Orden de 27 de Noviembre de 
1.968, el criterio cuantitativo exclusivo de "volômen de 
ventas superior a 200 millones de pesetas".
En estas très formulaciones del criterio cuant_i 
tativo hay que hacer senalar las contradicciones y la fa_l 
ta de claridad, al misrno tiempo que ver un dato elocuente 
en cuanto a la tertdencia de la Administracidn en favor de 
la exclusion. Este dato es la reducciOn en 100 millones - 
de pesetas en el Indice del volômen anual de operaciones.
Es évidente que al disminuir la cantidad, el nômero de co_n 
tribuyentes excluldos aumenta sensiblemente.
Las circunstancias cuantitativas que estâmes 
analizando no son acumulativas sino que son disyuntivas,- 
es decir, que es suficiente llegar a una de las dos cifras, 
la de capital fiscal o la de volômen de operaciones, para 
ser Bxcluldo. Pero no obstante, de la redacciOn de los 
preceptos anteriormente cita dos, hay que notar que la no_r 
ma 3 de la Orden de 27 do Noviembre de 1.968, parece ne-- 
gar el carôcter disyuntivo hasta este momento mantenido,- 
e inclUGO en la norma anterior de esta misma Orden, en el 
sentido de que esta norma 33 sôlo hace referencia a la c_i 
fra del volômen de ventas, concepto quo hasta entonces no 
habla sido tenido en cuenta y no mencionandc el criterio 
del capital fiscal. Esta plantea varias cuestiones a con­
sidérer, aunque su anâlisis necesita mâs de un enfoque - 
econômico que exclusivamente jurldico, como es el nuesrro.
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Por capital fiscal se entiende el capital desem 
bolsado (29) mâs las réservas efactivas, es decir, dedu—  
ciendo la parte correspondiente al activo ficticio.
tl volômen de operaciones (30) es un concepto - 
anôlogo al volômen de ventas, por lo cual su inclusiôn co_ 
mo nuevo tôrmino en el nQ 3 de la Orden de 27 de Noviem—  
b r e de 1.958, no a j. t e r a el significado del punto de vista 
cuantitativo. No obstante, hay unas excepciones, er aque- 
11 os casos en que las empresas no tienen por finalidad 
llevar a cabo ventas en sentido estricto, como sucede en 
los supUGstos de entidades de seguros, financieras, soci_e 
dades de inversiôn, bancos, y demâs intermediaries finan­
cières en general.
%
El volômen de operaciones puede ser tornado como 
indice bâsico y ônico de la exclusiôn. La ortodoxia de e_s 
te criterio en la evaluaciôn global ha sido puesta en duda 
en al g unas ocasiones tanto por lo doctrine como por la ju_ 
risprudencia, Efectivamente, el tomar como punto de refe­
rencia el volômen de operaciones realizadas puede llevar 
a desvirtuar la naturaleza del gravamen sobre los benefi- 
cios estemos ante un gravamen sobre la producciôn, lo 
cual es équivalente a suponer que todos los négocies de - 
un grupo homogène 0 de contribuyentes some ti ci os a una eva­
luaciôn global tengan que ser positivos, no adrnitiendo la 
posibilidad de existencia de pérdidas en alguno de elles 
(31)0 El TS (32) también criticô la exclusividad de este
5 01
criterio afirmando que se incumple el requisito de las - 
Réglas 22 y 17 IPII al ser efectuada la asicnacidn "con - 
arreglo a un ônico Indice bâsico, el volômen de operacio­
nes y con total ausencia de Indices de correcciôn".
La relaciôn entre âmbos Indices, capital fiscal 
y volômen de operaciones, no existe con carlcter directe 
ni déterminante* Ello podrla parecer posible por el con—  
texto en que estân redactados los apartados 2 y 3 de la - 
orden ôltimamente citada, ya que en el nS 2, la alternat! 
va es entre capital fiscal y volômen de operaciones y en 
el nQ 3, ônicamente se hace referencia al vclômen de ven­
tas que, como hemos dicho, es equivalents al de operacio­
nes. Podrla pensarse que el legislador considéra que'a - 
1Û0 millones de capital fiscal correspondes 200 millones 
de ventas. Pero ello es mani f i es ramen t e incierto desde t_o 
do punto de vista y son rnuchas las empresas que con un ca_ 
oital fiscal men or a 100 millones de pesetas, tienen un 
volômen de ventas notablemente superior a les 200 millo-- 
nes de pesetas,
b) Criterio cualitativo
Este punto de vista ha sido igualmente adoptado 
en ol I.Io, a si como tarnbiôn ha sido el hasta ahora excljj 
sivo del I.R .T .P.
En cuanto a négocies excluldos tenemos dos enu- 
meraciones. La primera f u e hecha por la Orden de 25 de N_o 
viembre de 1.957 y en ella se inclulan a los Bancos Come^
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ciales, Bancos Industriales y de negocios; Cajas de Ahorro 
y Montes de Piedad, Seguros Generates, Reaseguros, Ahorro 
y Capitalizacidn• Esta enumeraciôn encierra a entidades - 
financieras cuyos sistemas de gestiôn y administraciôn ijn 
terna exigen un elements esencial, a su vez, para la Admi^ 
nistraciôn en su cometido de determinar el "cuantum" del 
tributo por un sietema directo. Nos referimos a la conta­
bilidad, y asf puede decir el Prof. Fernândsz Pirla (33) 
que "el process técnico, econômico y administrative que - 
tiene lugar en la unidad econômica nos interesa contable- 
mente en cuanto supone una estructura financiers y econô­
mica perteneciente a dicha unidad". El significado de la 
contabilidad en los estudios microeconômicos, es aloo que 
escapa a nuestro objeto aqui; con todo, oit cmos lo que - 
Fernôndez Pirla sigue diciendo (34): "F ren t s a la teorla 
econômica clâsica, basada en la continuidad de las f u n c i o_ 
nés econômicas de la empresa y la resoluciôi del problems 
del ôptimo con la têcnica maternâtica del côlculo diferen- 
cial, se alza hoy un rnôtodo mâs sencillo y de môs posibi- 
lidades en el orden de la aplicaciôn, que es la programa- 
ciôn lineal. La aplicaciôn de esta tôcnica especifica, 
fundamentada en las hipôtesis de ser lineales las funcio- 
n es econômicas de la empresa (funclones a naximizar o mi- 
nimizar y funciones de condiciôn), se adecua a la prâcti- 
ca contable de la empres, con lo que revalorize el papel 
de la contabilidad, al establecer conexiones mâs fuertes
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entre esta disciplina y los modernos môtodos de investi g a_ 
ciôn microeconômica".
Son, por tanto, razones pôramente objetivas. La 
existencia cie la contabilidad, como elemonto bâsico para 
una determinacidn directa de las bases imponibles, viene 
fundamentada en exigencies de la teorla microeconâmica, Y 
a la A dministraciôn financiers le parece suficiente para 
que las inspecciones y comprobaciones que siguen a la de- 
claraciân del con tri buy en te den el conocirnien to de la ca- 
pacidad contributiva real del sujeto.
Todo lo dicho es igualmente aplicable a las ac- 
tividades excluldas, igualmente por este punto de vista - 
objetivo basadü en la seguridad, por la Orden de 30 de D_i 
ciembro de 1 ,968 y que fueron enumerados en 'cl lugar opo_r 
tuno del apartado A) de este Capitule.
En cuanto al Impuesto sobre el R.T.P., la ônica 
exclusiôn hecha hasta hoy, tambi ôn gira bajo los motives 
de este criteria cualitativo, A si como en el I.I. eran a_c 
tividades excluldas, aquI van a ser profesiones. A si on - 
la Orden de 27 de Diciembre de 1.959 son enumerados: Not^ a 
rios. Notariés de los Tribunales Eclesiâsticos, Registra- 
dorss de la Propiedad, Agentes Colegiados de cambio y Bo_l 
sa, Corrobores Oficiales de Comercio y Agentes de Aduanas. 
Esta Orden Ministerial tenîa un antecedents en el art. 4Q 
de la Ley 50/1.959 de 30 de Ounio, pero en ella nada se - 
decla respecte a los motives de exclusiôn de profesionales
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ya que tanto dicho artlculo como la exposicidn de motives 
de la ley, tienen idéntica redaccidn. Asî, pues, pensâmes 
nosotros que es el mismo motive que, en el caso del I.I,, 
proporcionaba la contabilidad, es decir, la seguridad que 
en el desempeho de su funciôn pôblica, propcrcionan estas 
profesiones. Y como muestra de ello podemos citar el art. 
32 del Reglamento ‘de los Corredores de Comercio, de 27 de 
Mayo de 1.959, redactado segôn Decreto 3110/1968 de 5 de 
Diciembre, En èl se dice que "los Corredores Colegiados - 
de Comercio estân obligados a llevar por si o por persona 
autorizada, los libros registre de las operaciones en que 
intervengan, con los requisites establecidos en el art. 36 
del Côdigo de Comercio, anotando en elles por su ôrden, - 
separada y diariamen t e, todas aquellas o pe r s cion rjs", Y d_e 
ja claramente sentado dicho articulo que "todo Corredor - 
llevarâ obligatoriamente, a los indicados e ectos, al me­
nus un libro registre".
De ello se hace eco la Orden de 5 de Diciembre 
de 1,970 al oecir que los profesionales que, por disposi- 
ciones reguladoras de su actividad, vengan obligados a re_ 
gistrar todas sus operaciones profesionales, podrân que-- 
dar relevados de llevar el libro registre do ingresos a - 
que esta Orden se refiere, cuando asi lo acuerde la Dire_c 
ciôn General de Impuestos Directes, a instancia de los ô_r 
ganos corporativos de âmbito nacional a e los respectives 
orofesionales.
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Como es sabido, es una cuestiôn rnuy debatida la 
naturaleza de estos prof esionales como funcionarios pôbl_i 
cos* Pero en lo que si hay unanimidad, es en que su acti­
vidad os el desempenar funciones pûblicas* Y la exclusiôn 
estô fundamentada en la certeza de llegar a un conocimiejn 
uo real de sus bases por tener la Administraciôn los ele- 
mentos tôcnicos necesarios, aunque tengamos que senalar - 
las limitaciones que, en cuanto a los Notarios por ejem—  
plo, existen, por la imposibilidad de investigaciôn del - 
protocole (35).
Una vez expuestos los dos criterios, una ônica 
cuüstiôn queda, a nuestro modo de ver, pendisnte. âCuè r_e 
laciôn existe entre arnbos?* Evidentemente esse problgma - 
hace relaciôn directa al terna de la capacidaJ concributi- 
va y al rnôtodo para conocerla. Si nos situamss en el pun­
to de vista de la capacidad contributiva, el criterio 
cuantitativo adquiere toda su relevancia y a que una de t e_r 
minada cifra de capital fiscal 0 de volômen de operacio-- 
nes, nos conducirô a conocer la realidad de las bases mien 
tras que por el contrario, cl mere ejercicio de una acti­
vidad o profesiôn no tiene relaciôn causal y directa con 
dicha capacidad contributiva. Si, a la inversa, nos situ_a 
mos en presencia del mêtodo para conocer esta capacidad,- 
el criterio cualitativo es el que nos da una mejor con--- 
fianza en cuanto a que las actividades o profesiones enu- 
meradas ofrezcan garanties de conocimien to, siendo ello,-
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a su vez, claramente independiente de un determinado vo1^ 
men de operaciones o de la superaciôn de cierta cifra de 
ingresos profesionales.
Aunque la Ley 50/1,969 establecid respecte al -
I.R.ToP. los criterios con carâcter acumulativo, luego, - 
al llegar el momento de la exclusiôn concreta, la A d m i n i_s_ 
traciôn optô por uno de los dos. En cuanto al I.I. si han 
sido establecidos los dos criterios, siempre con carâcter 
disyuntivo y la Administraciôn asî lo ha llevado a la 
prôctica,
Habria sido del mayor interês, para conocer las 
intenciones de la Administraciôn y ver hasta quê punto 
tiene rigor en su normative, el haber podido hacer uôa s_e 
rie estadîstica en la que tomando como punto bâsico el 
criterio cuantitativo se comprobaso si el criterio cuali­
tativo podia o no subsurnirse en èl. Sentimos el que la Ad_ 
mini straciôn no nos haya proporcionado los dates necesa-- 
rios G no nos los haya podido proporcionar, debido a que 
no existen o no son accesibles a la investigaciôn. El pro_ 
cedimiento pretendido era sencillo; tomar cada una de las 
actividades excluldas y ver si los sujotos que en cada 
una de ellas la desempeflan llegan o no a la cuota cuanti- 
tativa establecida. De la mera lecture de las listas ante 
riormente citadas sôlo podemos sacar impresiones,a falta 
de datos, y ellas son que si bien on un gran nômero de e^ 
presas que desarrollan aquellas actividades, las cifras -
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de capital fiscal y de volômen de operaciones son fécil- 
mente alcanzados, en algunas otras es mu y problemâtico - 
que sea as! (vg, Hoteles de lujo; ediciôn de perîodicos) 
con lo cual no entendemos hasta sus ôltirnas consecuencias 
los criterios con los que la Administraciôn confecciona 
-por otro lado siempre a final de aho- las listas de ex- 
clusiones. «
Lo que si es cierto, segôn la normativa vigen- 
te y sin interntar descubrir las intenciones, es que los 
criterios de exclusiôn son excluyentes. Es decir, el co_n 
tribuyents excluido por actividades lo es independiente- 
mente de las cifras cuantitativas de negocio o capital - 
fiscal, Y ello tiene una consecuencia importante en cuan_ 
te a la posibilidad de que entidades excluldas son inclqji 
das de nuevo en evaluaciôn global, en los ejercicios en 
que la Inspecciôn descubriô que deberîan estarlo, (36). 
Esta posibilidad sôlo serÔ vâlida para las exclusiones - 
sübjetivas de carôcter cuantitativo.
û) Los su.ietos pasivos segôn los criterios de 
exclusiôn
a) Clasificaciôn fiscal de las empresas 
Los criterios que el legislador ha adoptado pa­
ra llevar a oabo las exclusiones, y que han quedado ex--- 
puestos en el apartado anterior, tienen como consecuencia 
el crear una clasificaciôn de empresas desde el punto de 
vista fiscal.
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La clasificaciôn de las empresas es un terna dlFf 
cil y sin soluciones unânirnes debido, en gran parte, a los 
divorsos puntos de vista que se pueden adopter. Asi, se ha 
optado frecu entemente por clasificaciônes teleolôgicas que 
atienden bien a las actividades y funciones con las que - 
se enfrenta la empresa (37) bien con la naturaleza de esa 
actividad econômica productiva que desarrolla (38).
Guijarro Arrizabalaga establece los criterios de 
clasificaciÔn en torno a los elementos de la empresa, ob- 
teniendo con ello, una serie de posibles clasificaciones 
segôn sea el elements adoptado; a) elemonto personal, nô­
mero de trabajadores (empresas pequenas, medianas, grpn—  
des y muy grandes); b) elements organizativo jurfcico (3_o 
ciodad Anônima, Sociedad de Responsabilidad Lirnitada,etc.)
c) elements real, cuantla de la inversiôn de capital o 
c u a n t i a de su volômen do operaciones o cifra de negocios 
(negocios pequenos, médianes, grandes y muy grandes); d) 
por las actividades désarroiladas (39). El aubor citado,- 
centra su atenciôn en el ôltimo de los criterios enuncia­
dos. A nosotros, sin embargo, nos interesa, a ef ectos f i_s 
cales, en mayor medida el criterio del olemento real. No 
se le escapa a Guijarro Arrizabalaga la importancia de 
te enfoque al decir que "el interès de clasificaciones de 
este tipo puede ser grande segôn muy diverses objetivos.- 
Por ejem plo, como factor para conocer !<• distri bu ciôn de
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la inversiôn o la concentraciôn de capitales" (40). Pero 
podemos i r mâs allô y llegar a una clasificaciôn de empr_e 
sas en grandes, medianas y pequenas en funciôn de e s e el_e 
men to real: bien el capital, bien el volômen de operacio­
nes o la cifra de négociés* Y este es el criterio que las 
normas de exclusiôn imponen en el Ômbito fiscal*
Oesde es’ta perspectiva econômica, con todo, es 
igualmente dificil dar una definiciôn clora y concisa de 
lo que sea dimensiôn o tamano de una empresa. "Cuando se 
dice que la product!vidad de las empresas depend en de sus 
dimensiones, no se expresa una idea del todo clara. Ni 
las dimensiones, ni la productividad son conceptos inequ_I 
vocos* ôCômo se determinan las dimensiones de una empresa? 
3i produce un sôlo artîculo, absolutamente uniforme, la - 
cantidad producida del mismo podrâ utilizarse como crite­
rio. Pero êste es un caso excepcional; caso todas las em­
presas producen o pueden producir varias articules, o va­
rias calidades y variedades de un articula. En este caso 
podrôn utilizarse como criterios el nômero de mâquinas o 
el de obreros, pero como tanto aquellas como êstos no son 
todos iguales, el criterio encuentra dificultades"• (41). 
Ante el aspecto teôrico del problems, se ha dicho que la 
dificultad reside en encontrar una medida que nos sirva - 
para poder comparar dimensiones de establecimientos o em­
presas que, aôn dentro de un mismo sector econômico, pro­
ducen bienes no necesariamente homogôneos, o que aôn pro-
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duciendü bienes semejantes, poseen instalacienes tÔcnicas 
rnuy diferentes, programas de producciôn muy variados, or­
gan! zaciones muy distintas, diversos grados de integra---
ciôn tanto vertical como horizontal, etc. (42). Esta se-- 
rie de variables, evidentemente, dan mayor complejidad al 
problema y ante la necesidad de aportar una conclusiôn, - 
aunque sea a nivel* teôrico, se admite generalmente que la 
medida mâs fidedigna y mâs capaz de homogeneizar la mult_i 
tu d de variantes que pueden darse en la estructura de un 
establecimiento parece ser la determinacidn del valor ah^ 
dido o producto neto.
Como se desprende de lo dicho, el criterio teô­
rico de clasificaciôn de empresas no coincide con el^cri- 
terio cuantitativo que en la prâctica espanola estâ lega^ 
mente cstablecido. Por otro lado, tenemos que recorder - 
que junto al criterio cuantitativo se sitôa otro de carâc 
ter cualitativo-objetivo y que, como tambiôn digimos, no 
tienen por quô coincidir obligatoriamente,
b) Criterio de la seguridad: la contabilidad 
Pensâmes que en el transfondo de la regulaciôn 
de las exclusiones estâ près en te el deseo y la intenciôn 
de que cada sujeto contribuya segôn su real capacidad con_ 
tributiva, volviêndose a la estimaciôn directa, ônica que 
puede conducir a este resultado y cerrândose asî el ciclo 
evolutivo de que ya se hablaba en 1,957, Para la Adminis­
traciôn, la distinciôn entre empresas excluldas y no ex--
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cluidas no se basa, en ôltima instancia, en el criterio - 
objetivo o subjetivo expuesto en el apartado anterior, E_s 
to représenta sôlo una rnotivaciôn mediata ce algo mâs - 
esencial y profundo, Ello es la seguridad que a la Admi—  
nistraciôn proporcionan las actividades o los sujetos que, 
alcanzando unas determinadas cifras, son excluldos en ôr~ 
den al conocimieôto de sus bases por un procedirniento ordi
nario, Y esa seguridad dériva del hecho de que los suje—
tos lleven una contabilidad o determinados registros, Asî, 
ha podido decir Fernândez Pirla (43), la valoraciôn ex t ra_ 
contable del resultado perîodico de la empresa se ha uti- 
lizado frecuentemente en el âmbito fiscal cuando la cont^ 
bilidad no ofrece garantîas suficientes para fundam^antar 
en ella la base de imposiciôn d el tributo ciue grave el b_e 
neficio de la empresa,
1o- Coste de la contabilidad
En repetidas ocasiones se ha puesto de manifio^s
to la dificultad de que la pequeha empresa lleve la cont_a 
bilidad exigida por las ley es y cumpla con las obligacio­
nes que el râgimen ordinario de declaraciones y comproba- 
ciones subsiguiente supone, Y esto era mâs évidents en 
1,937, por cuanto en aquel momento se habîa perdido -pose 
a los Bsfuerzos de los ôrganos de inspecciôn- la confianza 
en la Contabilidad (44). Pero no es menos cierto,igùalmen_ 
te, que la contabilidad cuyo objeto, segôn Masi, es el pa 
trimonio considerado en el aspecto estâtico y dinâmico, -
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cualitativo y cuantitativQ (45) es algo connatural con el 
desarrollo de cualquier actividad de este tipo, Asf, de—  
cla Gdmez Aparici: o creemos qua exista ninguna persona
formal que pudiese pretender que, a pretexto de la minora 
cidn de la presidn fiscal indirecta, fusse suprimida la - 
contabilidad social, Por ninguna ley positiva sa puede mo_
dificar un a ley natural, y la contabilidad es tan esen---
cial a las actividades mercantiles come el aire a nues---
tros pulmonss’” (45), Lo indudable es el cambio de sen tide 
de la contabilidad a raiz de la L.R.T.-1,957. A partir de 
este memento dnicamente représenta un dato mâs para 11e-- 
nar a oonocer el bénéficia global de un a actividad prime­
ra y de un sujeto individual despuês, Cumple un a funæidn 
complernentaria de Infor maciôn tanta para las panent os en- 
cargados de dirigir los estudios econdmicos e investina —  
ciones nececasias para llegar a la cifra del bénéficia glo_ 
bal, cuanto para la Inspeccidn Têcnica en les casas de r_e 
curso del can tri buy ente,(4?)
La contabilidad, llevada legalmente, supane un 
caste que el legisladar pretende aharrar a la pequena em- 
presa sametiândola a estimacidn objetiva, Icgranda can 
elle que ne eludan en mayor medida las impuestas, la aual 
acurre can la estirnaciôn directa; y elle aunque, corna se- 
nala Martinez Genique (48) al establecer las estimacianes 
abjetivas un rendimiento media, las ernpresas mayares se - 
vean beneficiadas en parte y la Administracidn defraudada,
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par los mârgenes de beneficio o cifra de négocias que ex- 
cedan de esa media, Pero no se terminan aquf las conse--- 
cuencias, pues los sistemas de rendirnientos medios sdlo - 
son juntos para ernpresas médias ya que, como dicen Trota- 
bas y Cdrbze (49) ”tienen por efecto beneficiar (détaxer) 
a las ernpresas de rendimiento elevado y gravar por exceso 
(surtaxer) las empTesas de mediocre rendimiento, cuya me- 
diocridad sea debida a vicias inherentes a la empresa □ - 
a un a presién econémica externa de la cual no sea respon­
sable*. Sin embargo, en la evaluacién la supresién de la 
contabilidad tiene una razén sustantiva, mâs profunda, 
que el ahorrar un coste y es el beneficio econémico de - 
câracter positivô que para el con tri buy en t s supone la e^tim_a 
cidn objetiva, AsI, nuestro Tribunal Supremo pudo decir - 
on St. de 27 de Ootubre de 1 .962 “’que las anomallas apun- 
tadas en el anterior considerando ban sido consecuencia - 
de la forma de procéder de la junta de evaluacién, quien, 
siguiendo una peu ta contraria a las directrices del siste- 
ma vigente, en el impuesto que nos ocupa (irnpuesto de 3o- 
ciedades para sus sus rendimiento t^picos) ha tratado a - 
todo trance de que la sociedad del récurrente contribuya 
cuantitativamente tanto cuanto tiene declarado en su con­
tabilidad, prejuzgando con este dato el criterio segumdo 
en la formacién de los Indices, formados con el pensamien 
to puBsto en que los mismos dieran la base declarada con 
cuyo método, la entidad demandante queda privada en bene-
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ficio de otros contribuyentes, de la parte preporcional - 
que le corresponds, en la diferencia que en estos sistemas 
de reparte, notoriamente existe entre la base real y la - 
base global oficialmente fijada y determinants del impue^s 
to".
El Profesor Albinana estudiando este tema llegé 
a las siguientes‘conclusiones (50): 1°) La gran empresa - 
no puede renunciar a la contabilidad correcta encontrando 
en los procedimientos de evaluacién global las mayores po_ 
sibilidades de reducidos castes fisoales sin incurrir en 
fraude u ocultacién; 2s) Por lo tanto, es n>âs beneficioso 
para la grande o mediana empresa que para la pequena; 32) 
La discreccionalidad del si sterna no se acomoda a 1 a^ dif_e 
rencias que en cualquier gremio, sector o grupo se dan 
por razones tecnolégicas.
En un plan t earni en to teérico, el coste de la con_ 
tabilidad para el particular se convierte en coste para - 
la Adminis t racién, cuando se le sornete a estirnacién obje­
tiva. Esta es la causa por la que, para los autores fran- 
ceses éltirnamente citados, se diferencia y discrimina fo_r 
malmente entre grandes y pequenas ernpresas* Pero tenemos 
que observar, partiendo del principle de generalidad de - 
la contabilidad en cualquier unidad econémica que antes 
afirmamos, que el contribuyente sabré con mayor certeza - 
sus rendirnientos efectivos que el volémen de sus operacioi 
nés, Quizâs el problema estribe en que su conocimiento se
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basa en unos procedimiontos que no son los legalmente es- 
tablecidos y que indudablemente le supondrân un coste rnu- 
cho mener o Ante este, cabrfa pensar en medificar los si_s 
temas de contabilidad adecuândolos a la pequena empresa*
No obstante, el Tribunal Supremo se ha opuesto a los in t en_ 
tos en este sentido declarando que las obligaciones conta 
ble -refiriéndosa d los de la Régla 50 IPI3- son obliga—  
clones '"ex lege* que no pueden ser sustituidas por un 
"sistema de contabilidad rnucho mâs moderne y prâctico'"* - 
"Si bien las empresas pueden adoptar particularrnen te el - 
si stema contable que prefieran no cabe descon ocer que en 
tanto no se modifique la normative vigente, es de obliga- 
toria denuncia y por ello os ineludible el cumplimien^to - 
de las prescripciones légales*. El fundamen te de ello es 
que *1o s 11 amados libres de los comerciantes os ten tan en 
nuestro derecho deterrninado valor probatorio, que no cabe 
atribuir a otros sistemas de contabilidad diferentos por 
mu y modernes que sean"* (51).
En este 01 time sentido apuntado, tenemos una e_x 
periencia en nuestro ordenamiento tributario, algo desa-- 
lentadora. Nos referimos a las normas para la aplicacién 
de la cuota preporcional do la contribucién territorial - 
rOstica y pecuaria. En la Orden de 29 de Diciembre de 
1.965 se establecié el régimen y las obligaciones conta—  
bles para los contribuyentes que optasen par la estimacién 
directa, determinéndose que podrfan llevar sus “’apuntes -
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contables en la forma que estimen més conveniente, con - 
arreglo a los sistemas y procedimiento s genoralmente adm^ 
tidos en la doctrine y en la prâctica* (52); entendiôndo- 
se por contabilidad elemental "al sÔlo efecto de este tr_i 
buto, aquella que se limite a consignar, debidamente sis- 
tematizados, los elementos de beneficio o pérdida que in- 
tegren el resultadb econémioo de un ejercicio* (55). Sin 
embargo, la Administraoién no mantuvo este criterio de 
flexibilidad pues con la Orden de 19 de Noviembre de 
1 .969 (54), si bien se determinaba que los sujetos s o m e t_i 
dos a estimacidn directa "vendrân obligados a llevar con­
tabilidad en la forma que estimen més convenien te*, se les 
obligé también a que como mlnimo llavaran diez distiqtos 
registres ajustados a modelo oficial (55). Naturalmente,- 
esta normative era completam en te opuesta a lo anterior, - 
contraria a cualquier evolucién légica del si stema y de - 
mayor complejidad y coste que la contabilidad preceptuada 
en el Cédigo de Comercio. De lo oual es claro muestra la 
oposicién de la Hermandad Sindical Nacional de Labradores 
y Ganaderos y la modificacién introducida por el Ministe- 
rio de Hacienda en Orden de 24 de Febrero de 1.970, esta- 
bleciendo dos posibilidades: una, sistemas de contabili—  
dad por partida doble mediante los libres previstos en el 
Cédigo de Comercio; otra, seguir con el sistema de la Or­
den de 19 de Noviembre de 1 .969, elirninando très de los - 
libros-registros alll enumerados.
517
Esta evolucién narrada no se ha dado en ningu—  
no de los impuestos que tienen la evaluacién global como 
sistema de estimar las bases* En 1*957, el cnntribuyente 
que opta se por estima ci én directa, no sélo quedaba some t_i 
do a las obligaciones contables comunes (56) sino que, en 
virtud del nQ 5 del art* 33 del Cédigo de Comercio, tam—  
bién quedaban sometidos a las obligaciones impuestas por 
las ieyes especiales, en este caso, las Reglas 25 y 26 de 
la I.P.I.I. que estableclan una serie de 1ibros-registro 
complementaries (57)* Teniendo en cuenta que un contribu- 
yente que desarrolle actividades distintas debe de deter 
minar por separado los rendimientos de cada una de ellas 
estando obligado, en consecuencia, a llevar cantos juegos 
de libres como némero de actividades (58), A raiz de las 
Ordenes reguladoras de las exclusiones del I.I* no se ha 
establecido ningén tipo de oontabilidad especial o libros- 
registro especificos, ni se lia hecho referenoia alguna a 
las obligaciones contables de la evaluacién individual de 
las Reglas 25 y 26 de la I,P*LI* antes citadas. Por el 
oontrario, siempre se habla de que, para los sujetos ex—  
cluldos, las bases determinadas por estirnacién directa, - 
sa deducirân de su contabilidad* Pensâmes, ante este, que 
las obligaciones de la I,P,I.I. estân derogadas para los 
Gxcluidos pero no para los que hayan optado renunciando a 
la evaluacién, lo cual es una manifiesta incongruencia, - 
dado que estas dos Reglas antes citadas tienen un carâcter
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claramente sancionador o represiv/o an favor de la évalua- 
cidn y que hoy carecen de sentido. Lo cual se da igualmejn 
te en caso de interponorse recurso por agravio absolute - 
que, al ser una "renuncia a posteriori* del,régimen de - 
evaluacién global (59), exige ambos tipos de libros contra 
bles (60) sin que puedan tuderse a colacién ni puedan ex^ 
minarse otros docuitientos extracontables* El criterio de lo 
que se entienda por llevar contabilidad oficial ha sido - 
interpretado, en ocasiones, en sentido sumamente estricto, 
rechazândose un recurso por no llevar libro copiador de - 
cartas y telegramas y no efectuar las anotaciones contables 
dia por dfa (61).
Finalmente, sélo en el I.R.T.P, se ban impi^esto 
obligaciones formal es a los profesionales excluldos, est_a 
bleciendo la Orden do 5 de Diciembre de 1.97 1 que "las 
personas ffsicas que ejerzan actividades profesionales, sjj 
jetas al régimen de estirnacién directa en el Impuesto so_ 
bre los Rendirnientos del Trabajo Personal, vsndrén oblige 
dus a llevar un libro registro de ingresos profesionales, 
ajustado a modela oficial, en el que quedan anotadas, con 
el debido détails de fichas y clientes, codas sus percep- 
ciones, de cada una de las cuales deberén tener el adecua 
do justificante que conservarén, junte con el libro-regis_ 
tro, a disposicién de la Administrantén durante el pério­
de de prescripcién del impuesto". "Este libre registro d_e 
be ser diligenciado con anterioridad a su utilizacién por 
la Administracién de Tributes del domicilio fiscal del —  
contribuyente*.
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2.- Renuncia a la contabilidad por la Adminis—  
tracidn y prosuncién de los beneficios. Jurisprudencia,
La razén formal por la que la contabilidad no - 
puede tener influencia alguna es la de que en la evalua-- 
cién global no se calculan beneficios sino bases imponi-- 
bles, aunque luego se hace la ficcién de que las bases eva_ 
luadas globalmente*"tienen el caracter de bases impositi- 
vas, es decir, beneficio lîquido o neto del négocié* (52) 
o que "la base impositiva que estiman las ^^#tas constitjj 
y e una asignacién de beneficios netos que sustituye a la 
que en el sistema de evaluacién individual se concrete en 
virtud de dates ciertos, registrados en contabilidad, por 
diferenciacién entre el cémputo de los ingresos y los ga_s 
tos necesarios para su obtencién" (53).
La contabilidad podrfa tener influencia en dos 
ocasiones; en el période de formacién de la voluntad de - 
la dun ta que conduce a establecer la base in'iividual, y - 
en la fase posterior a dicha imputacién, momsnto en el - 
cual la Administracién recobra para si la ti tula ri dad de 
la relacién jurîdica formai. Pues bien, la contabilidad - 
no participa en ninguno de ambos mementos. El razonamien- 
to que tanto el TS (64) como el TEAC (55) hacen es el si- 
guiente:
12. El fin de la evaluacién es fijar bases.
29. En la determinacién de las bases no tiene - 
ninguna influencia inmediata la contabili--
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dad d e  l o s  m i e m b r o s  del g r u p o  ya que lo 
CO q u o  se p u e d e  t o m a r  en c u e n t a  son l o s  e s ­
t u d i o s  e c o n d m i c o s .
32, En consecuencia, es lôgico que se declare - 
nula e ineficaz la influencia posterior de 
dates contables al no haberse podido tener 
en cuenta anteriormente.
Por otro lado no faltan opiniones favorables a 
la conjuncidn de los dos métodos, contabilidad y estudios 
econdmicos, como sistema ideal (56). Y a en esta sentido - 
la Régla 6 I.P.I.I. habla previsto la posibilidad de coor 
dinacién entre ambos elementos.
3.- Fundaments material de la contabilidad y de 
los dates aportados a la evaluacién.
Una éltima observacién quoremos baser sobre este 
importante tema de la contabilidad. Como es sabido, en la 
fase de formacién de la voluntad sobre la cifra global y 
su imputaoién individual, sobre la base de los estudios - 
econémicos, un o de los elementos fondamentales para ello 
son los dates aportados por los contribuyen tes del grupo, 
los cuales tienen que colaborar mediante la contestacién 
a los cuestionarios-, de peticién de datos que la Adminis —  
tracién les exige.
Analizando el contenidc de estos formularies - 
(67) llegamos a la conclusién de que el sujeto pasivo, p_a 
ra contestar acertadamente a lo que en elles se les pide, 
tiene necesariamente que llevar una contabilidad y libros
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en los cuales encuentre los datos adecuados para la Admi­
nistracién. Normalmente los apartados que se incluyen en 
los ou estionarios son:
a) Filiacién de la empresa.
b) Licencia Fiscal: eplgrafes y eu o tas del Teso_
ro devengadas.
c) Locales ocupados: fâbrica, almacên; lugar, - 
superficie; alquiler.
d) Capital invertido en la actividad: propio d_e 
sembolsado més réservas y ajeno,
e) Personal empleado: obreros, técnicos, adminis 
trativos, familiares. Su remuneracién y segju 
ros.
f) Datos Contables: determinacién del beneficio 
bruto; gastos del ejercicio; resultados.
g) Datos complementarios: matorias primas oonsu 
midas, KL consumidos, vohfoulos, maquinaria,
Pero bay otro factor de mayor importanci.a a nue_s 
tro modo de ver y es que, en una gran mayorfc: de los Cue_s 
tionarios vistos, uno de los datos que s e d eben consignar 
es el "Beneficio Neto" (doducidas amortizacicnes) (68).
Üueremos decir con ello, que nos parece algo 
anormal cl que la Administracién parta dsl principle de - 
éliminar el coste que la contabilidad supone para las pe­
quenas empresas y, sin embargo, les exija que contesten - 
(ya que no se puede bablar de declaracién en sentido téc-
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nicü) a una serie de datos y elementos de su negocio que 
sin alla no pueden oonocer, Y en este sentido, es todavia 
més incongruente la peticién del "beneficio nato" (es de­
cir, el "rendimiento cierto" del art. 28 o el -
“’bénéficia neto" del art, 14 T.R.I.S.) para luego olvida^ 
se de él e i r a un acuerdo entre Administracién y contri­
buyentes sobre es© mismo beneficio ya conocido.
Los cuestionarios de petioién de daros, por lo 
tanto, no sélo exigen una contabilidad al sujeto pasivo,- 
sino que ademés, constituyen a nuestro parecer verdaderas 
declaraciones tributaries que la Administracién no util_i
za como taies sino énioamente como fuentes de conocimien­
to de datos para establecer los Indioes que lleven a de—  
terminer los "rendimientos estimados".
Es indudable que, junto a esta incomprensién - 
que nos produce al estudio de los cuestionarios, existe - 
un factor positivo que consiste en la homogeneizacién que 
estos cuestionarios pueden représenter entre el método o_b 
jetivo de la evaluacién global y la estirnacién directa.
E) Régimen jurîdico de la exclusién.-
E1 régimen jurîdico de la exclusién viene regu-
lado por la Orden de 27 de Noviembre de 1,9G8, dictada en 
ejecucién de la Orden de 25 de Noviembre de 1 ,967 que est_a 
blecié criterios de exclusién respecte a personas fisicas, 
entidades jurldicas y actividades determinadas, y que f u e_ 
ron ya analizados en apartados anteriores. Este procedi—  
rniento es de igual forma aplicable a las actividades y s_u
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jetos cuyüs criterios de exclusién fueron esrablecidos - 
por la Orden de 30 de Diciembre de 1.968.
a) Momenta inicial: acuerdo de exclusién.
Ll acuerdo de exclusién es tomado por la Adrni-- 
nistracién de Tributes pero variando segén sea el sujeto 
excluîdo:
1) para las empresas, es decir, sociedades y e_n 
tidades jurldicas, seré la Administracién de Tributes del 
territorio en donde tengan el domicilio fiscal (norma 2).
2) para las personas fisicas, la Administracién 
de Tributes del territorio en donde ejerzan actividades - 
somotidas en principio (norma 9, pârrafo segijndo). Este - 
acuerdo es tomado dentro de los primeros 15 dîas deltmos 
de onero de cada ano.
1.- Causas de exclusién: la exclusién con causa 
y sin causa.
Evident emen te los motivas por los cuales se pu_e 
de excluir a un sujeto de la evaluacién glooal, son los 
que tanto la Orden de 25 de Noviembre de 1.957, como la - 
Orden de 30 de Diciembre de 1.968 establecen, es decir, - 
los criterios cualitativos y cuantitativos y que la Admi­
nistracién en su funcién gestora tiene que determiner, y 
as! résulta que las distintas clases de causas producen - 
efectos distintos en cuanto a la gestién que la adminis-- 
tracién de Tributos debe llevar a cabo. 5i la exclusién - 
es debida a ejercer alguna de las actividades ya ti pi f i c_a
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das se le excluye de oficio por la Administracién de Tri­
butos compétente, siendo subsidiaria la confesién. Si, -- 
por el contrario, la causa es rebasar alguno de los limi­
tes cuantitativos, la Administracién de Tributos actuarla 
sélo a instancia de la Inspoccién* Esta distincién es ev_i 
dente por la mayor facilidad de identificar a los sujetos 
en el primer caso ,y la dificultad que supone el saber con 
certeza los limites de su capital fiscal o volémen anual 
de operaoiones, lo cual hace entrar en juego a la Inspec- 
cién,
Al ser, como vemos, una apreciacién e investiga. 
cién de la Administracién la que, en ejecucién de las nor_ 
mas, lleva a cabo las exclusiones, es oonfoirne a la segu-
k
ridad jurîdica el que se d en medios al contribuyen te para 
que en el caso de una exolusiôn que 51 considéra improcé­
dante, por no poderse fundamentar en ningunc de las dos - 
causas, se oponga al acuerdo de la Administracién.
2.- Oposicién a la exclusién sin causa.
Si la condicién fundamental es que: se hubiese - 
excluîdo al con tribuyente sin haber causa para ello, o m_e 
jor dicho, el que el con t ri buy en t s tenga unti pretensién - 
□ e no exclusién, los casos en que se puede c;ar la oposi-- 
cién son dos y con efectos distintos. Es decir, que la - 
oposicién puede darse tanto si el contribuyente hubiese - 
renunciado a la evaluacién global, como si no lo hubiese 
hecho.
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La oposicién al acuerdo de exclusién torna la , - 
forma de un recurso de reposicién y, por lo tanto, siendo 
potestativo se interpone ante el mismo érgano que en via 
ce gestién dicté el acto (norma 3) (59). En el fondo, con 
este recurso de la norma 3, en el caso de que la oposicién 
sea por exclusién en base a las cifras limites, se estén 
planteando una pugna con la Inspecoién que es quien insté 
a la Administracién de Tributos para la exclusién del su­
jeto récurrente, ya que, por otro lado, el érgano que di_c 
té el acto y decide el recurso sornete a conocimiento to-- 
das las cuestionas que sorneta al expedients, hayan side - 
0 no planteadas en el recurso.
En cuanto a los efeotos, si el sujeto que 
opone no habla renunciado nos encontrarnos con que 1Q ) se 
deja provisionalmente sin efecto el acuerdo de exclusién 
y 22, como consecuencia légica, continua sometido al régi^  
men de evaluacién global, en tanto se décida el recurso.- 
Si, par el contrario, cl que se opone habla renunciado, - 
tenemos; 1 s, ou o no queda sometido formalmonte a la évalua 
cién global y 22, al no ser formai el acuerdo de exclusién 
quedarâ no obstante sometido a las normes, que ya denomi- 
nafnos de carâcter sancionador, de evaluacién global a - 
efectos de lo deterrninado en la norma 7, de esta Orden, - 
la cual nos reenvia al art. 26, 3 del Texte Refundido del 
Impuesto de Sociedades, regulator del supuesto de omisién 
0 falsamiento de cuentas en cuyo caso la evaluacién global 
se comporta como minima de la directa.
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Todo esto que llevamos dicho en cuanto a la opo_ 
sicién al acuerdo de exclusién del sujeto que hubiese re­
nunciado, no sélo es vâlido para las sociedades y entida­
des jurldicas, ya que es a a quellas a quin la norma 7 de 
la Orden que venimos estudiando se refiere, sino también 
para las personas Ffsicas (empresas individual es) puesto 
que la norma 9, en su primer pérrafo, equipara unas a --
otras.
La firmeza del acuerdo de exclusién se da, en - 
el caso de falta de oposicién, al transcurrir el plazo d_e 
terminado, teniendo validez para los sucasivos ejercicios 
mientras que no combien las circunstancias eue lo motiva- 
ron, y en los supuestos de oposicién: bien por la refeolju 
cién de la Administracién de tributos des estimando, bien 
por la falta de resolucién aplicândose el silencic ndmi—  
nistrativo. Si la oposicién es estimada en la resolucién 
por la Administracién, los efectos para el contribuyente 
dependerén de la existencia o no de renuncia previa. En - 
el primer caso, se le sornete formalmente a evaluacién glo_
bal no quedando sujeto a la norma 7 de la Orden; en el s_e
gundo supuesto, la situacién provisional de sometido a -
evaluacién se eleva a definitiva.
Como senala el pârrafo tercero de la norma 3, - 
la Administracién de Tributos, por conducts reglanr en tario, 
darén traslado de los acuerdos que hayan quedado firmes a 
las Ûelegaciones de Hacienda de las provincias donde el -
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con tri buy en te excluîdo cjerza sus actividades, Con ello - 
se pone de manifiesto la distinta radicacién del domicilie 
segén la naturaleza del sujeto pasivo, salvando la falta 
de referenda al lugar del ejercicio de actividades como 
dato del domicilio fiscal para las sociedades (69). Por - 
el contrario, en cuanto a las personas fisicas, no se da
la bifurcacién pdr ser su domicilio fiscal pr eci sarnen t e -
en donde desarrollan las actividades comerciales o indus­
triales.
3.- Forma del acuerdo.
El acuerdo de exolusién puede adoptar très for­
mas distintas:
13, De oficio, cuando la causa de exclusién sea 
el ejercicio de alguna actividad de las en_u 
meradas en la Orden 25 de Noviembre do -
1.967 (norma 2).
23. A pro pu esta de la Inspecoién, cuando el su­
jeto pasivo baya superado alguno do los li­
mites cuantitativos senalados (norma 2).
33. A inioiativa de los propios contribuyentes, 
los cuales cuando estén afec:ados por las - 
causas de la Orden de 25 de Noviembre de -
1.967 y no hubiesen sido notificados del 
acuerdo, tienen obligacién de ponerlo en cjo 
nocimiento de la Administracién de Tributos 
de su domicilio fiscal (norma 4).
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Esta tercera posibilidad, obligacién de âutoox- 
cluirss, parece cornportarse como forma subsidiaria de las 
dos anteriores, ya que se da por causa que provoca, tanto 
la exclusién de oficio como la exclusién a instancia de - 
la Inspecoién.
Al contribuyente, ademés del derecho de opcién 
mediante la renuncia, se le asegura el no estar sometido 
a evaluacién median te esta exclusién. Pero hay que ver 
qué efectos tiene el "vendrén obligados" de la norma 4, - 
sobre todo poniéndolo en relacién a la exist en cia o no de 
renuncia.
La obligacién de autoexclusién usa, a nuestro - 
modo de ver, el tlpico mécanisme de la "obligatio extloge"
ya que surge de la conjuncién do un précepte y de la rea-
lidad doble de estar afectado por las causas de exclusién 
y la falta de notificocién. Pero qué efectos produce el - 
cumplimi ente o incumplimion to de la obligacién?. En pri —  
mer lugar, habria que ver si en caso de que si contribu—  
yente hubiese renunciado y ademés concurran en él las ci_r 
cunstancias de la autoexclusién la obligacién subsiste; - 
pensâmes que si por la existencia de la exclusién no for­
mai rie la norma 7 y porquo si la norma 2 dice que la ex—
clusién se da '"aun en el caso de que el sujeto pasivo nu- 
biera renunciado en tiempo y forma a dicho régimen", no - 
vemos cual es el motive por el cual la obligacién de auto_ 
excluirse no ha de subsistir igualmon te. En segundo lugar
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e interpretandü la citada norma 7, pareco pus en el caso 
opuesto, es decir, que no cumpliese 1 a obligacién de auto­
exclusién, el sometimiento a la estirnacién directa tendria 
un fundamento més en la exclusién no formai que en la re- 
nuncia. En tercer lugar, para la normalidad de los casos 
que en la norma 4 se plantean, hobré que esperar a que se 
dicten los pertinentes acuerdos y que sean reglarnen taria- 
mente notificados para que exista verdadera exclusién fo_r 
mal,
b) Exclusién (por la Administracién) y Renuncia 
(por el contribuyente)
Hay, como es évidente, una reiterancia en los - 
métodos para que los contribuyentes no sean sometidqs a - 
evaluacién global, üunto a la renuncia se sitéa ahora la 
exclusién. Pero mientras la norma segunda claramente nos 
las diferencia, la norma primera lleva a una cierta confu 
sién al establecer que las sociedades excluîdas se régi—  
rân por las disposioion es légales y reglarnen tarias aplic^ 
bles a las empresas renunciantes,
Ademés, la renuncia es algo acumulado, y por eso 
mismo distinto, a la exclusién, por cuanto os évidente la 
posibilidad que tiene el sujeto que renuncié y es excluî­
do de oponerse frente a la Administracién de Tributos. No 
se puede confundir, a este respecte, el que un sujeto re- 
nunciante y excluîdo sin causa pueda oponerse, con los 
efeotos que la oposicién produce en él o en un no renun-- 
ciante.
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l/eamos en las nermas legales y reglarnen tarias - 
la regulacién de ambas figuras:
1o- Lista de contribuyentes: La Régla 12 de la 
I.P.I.I, se refirié a la lista de renunciantes inclufda - 
al final de la lista de contribuyentes incluldos y de - 
igual forma alude a ella la norma 5 de la Orden 27 de No­
viembre de 1.958 eh cuanto a la lista de Empresas excluî- 
daso Pero tanto en 1 .958 como an 1 ,968 no se senala el al_ 
cance y las obligaciones de esta inclusion que pudiérarnos 
llamar marginal. ôForrnan parte del grupo?. Al no decirse 
nada explîcitamente habrâ que pasar a la bésqueda de otro 
criterio,
2.- Ounta de evaluacién: tanto las Instructions; 
Provisionales como la Norma 8 de la Orden de 1.963 toman 
la misma posicién respecta a la constitucién de las jun—  
tas, aunque todos los miembros del grupo hayan renunciado 
0 fuosen excluîdos formândose sélo por funcionarios son - 
la finalidad de senalar cifras e indices que orianten a 
la inspeccién o a los jurados en los casos en que tengan 
que intervenir ya por omisién o falsearniento en cuentas,- 
ya por descubrimiento posterior de actividades que no hu­
biesen sido gravadas.
Por otra parte, el art. 39 dsl Texte Refundido 
del 1,1. habla de que se tendrén en cuenta los rendimien- 
tos en su totalidad, es decir, incluso de los renuncian—  
tes, excluldos o no sujetos. Mas de nuevo tenemos que pre_ 
guntarnos con qué alcance (70).
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3o- Colabüracién, Son dos los tipos de colabo-- 
racién a distinguir segdn sea el sujeto con quien se cola 
bora y la finalidad que con la colaboracién se persigue*
Por un lado, la colaboracién con la Adrninistra_ 
cién esté dirigida a los estudios econémicos que de la - 
actividad lleva a cabo; por otro la colaboraciôn con los 
comisionados a fih de determiner y valorar los Indices - 
imputables a cada contribuyen te.
Respecte a la primera class de colaboracién, - 
las norrnas se expresaron en têrrninos algo âmpliüs con la 
ambiguüedad que ello supone. AsI, el art. 35 L .R.T .-1,957 
tiablaba de proporcionar datos a la Administracién por 
parte de los "contribuyentes interesados", o la Régla 19 
de la I.P.I.I, lo hacla con el término “'con tri buy en tes - 
del grupo*. Términos que eviden temen te son capaces de ejo 
globar tanto a los sometidos a evaluacién como a los re- 
nunciantss y, ahora, a los excluldos. Sin embargo, nos - 
encontrarnos con dos norrnas posteriores que aclaran la si. 
tuacién, El art. 43 del Texte Refundido del I.I, prohibe 
a la Administracién la peticién de dates a los renuncian, 
tes con lo cual quedan exentos de la obligacién de cola­
borar para les estudios econémicos, la norma 5 de la Or­
den de 1.958 ostablece lo contrario pero referido énica- 
mente a los excluldos, es deoir, ou e la Administracién - 
puede pedir datos a estes contribuyentes a fin de llevar 
a cabo los estudios econémicos de la actividad.
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En cuanto a la segunda clase de colaboracién,- 
la que se hace con los comisionados para los indices im­
putables a cada contribuyente, la Régla 13 da la I.P.I.I. 
establecié dicha obligacién, que no parece haber sido d,e 
rogada. Pero, referida a los renunciantes o excluldos, - 
tenemos que ver hasta qué memento o fase de la dinâmica 
tributaria, de lad operaoiones que la Junta lleva a cabo, 
se les tiene en cuenta. Esta obligacién de colaborar dé­
pende ré de si se les tiene en cuenta sélo a efectos de - 
llegar a la base global o también a la imputacién indivj^ 
dual. En el segundo caso, la obligacién de colaborar se 
extiende a renunciantes y excluldos igualmente que a los 
sometidos; en el primer caso, no. ^
4.- Base global, imputacién individual.
Vista ya en otro lugar la distincién en t re es­
tas doc operaoiones, los renunciantes y excluldos Àinci- 
don sélo en la primera de las fases o también en la se-- 
gunda con carécter de minima?,
El art. 39 del Texte Refundido del I.I. esta-- 
blooe que "la evaluacién global de cada actividad podrâ 
comprender la totalidad da sus rendirnientos, incluidos - 
en todo caso, cuando se estime precise, los de las no sjj 
jetas o exentas, siempre que ejerzan dicha actividad, - 
Del rendimiento global asi estimado se deduciré la parte 
que corresponda a las personas y entidades no su jetas y 
exentas y el resto se imputaré a cada persona y entidad,
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segûn las norrnas aprobadas para la correspondiente asig­
nacién individual; aunque énicamente constituiré base ini 
ponible en este impuesto, la que se asigne a las perso-- 
nas fisicas sujetas que no hubieran renunciado a la eva­
luacién global*.
Hagamos notar:
12. La tdentidad entre persona ffsica y onti—  
dades.
29. La diferencia entre renunciantes (“’an todo 
caso") y no sujetos y exentos ("cuando se 
estima precise"),
39, La no alusién a los excluldos.
49, Los no sujetos y exentos, de entrar sé^o - 
lo hacen a efectos del cémputc global del 
rendimiento, no en cuanto a la imputacién 
individual.
59, A los renunciantes se les imputarén las b_a 
ses individuales igualmente que a los suj_e 
tos.
En el T.R.I.S. no hay un articule de carécter 
paralelo (7l). Pero, sin embargo, hay que senalar que si 
bien el art. 37, 2 T.R.I.I. y el art. 26, 2 T.R.I.S. ha- 
blan de "rendimientos imputados por las juntas de évalua 
cién global" -queriendo significar con ello el que los - 
sujetos sean personas fisicas o entidades, no sélo entran 
en las juntas a efectos de la base global, sino también
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de la imputacién individual- ello no es totalmante cier- 
to puesto que las imputaciones individuales a que se re- 
fieren los Textes Refundidos énicamentetienen transcen—  
dencia en cuanto suceda el supuesto de omisién o falsea- 
miento en cuentas de una operacién:
- de un con t ri bu y en t e que baya optado por la - 
estirnacién directa (art. 37, 3 T.R.I.I.).
- de las entidades excluîdas del régimen de e_s 
timacién objetiva (art. 26, 3 T.R.I.S.).
Es cierto que la palabra "contribuyente" del - 
art. 37, 3 T.R.I.I. se refiere tanto a las personas fIs_i 
cas como a las entidades y por lo tanto, todo contribu-- 
yenta renunciante estarâ sometido a los efectos de lè -- 
evaluacién global como minima en caso de omisién o fal—  
seamiento, Pero este sometimiento en cuanto a los ex cl u_I 
dos, sélo seré aplicable para las entidades.
Por éltimo, el procedimien to a través del cual 
se desarrollan estas surnisiones de la estirnacién directe 
a la objetiva, es distinto en su alcance. Para los renun 
ciantes, "la base imponible que hubiere :1e s ir fl jacia - 
an dicho régimen, no podré ser inferior a la que rasul- 
tarla en el de estimacién objetiva* (art. 37, 3 T.R.I.I.). 
Para los excluldos tiene lugar "la aplicacién del régi-- 
men subsidiario por jurados" y "el rendimiento, en esto 
caso, no podré ser inferior al que rosul tarla de la es tj^  
macién objetiva* (art. 26, 3 T.R.I.S.).
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En el primer caso, renunciantes, la interven—  
cién del jurado tributario es évidente, aunque el T,R* - 
no lo diga, por la combinacién de los arts. 49, 4 y 51 - 
a) de la L.G.T., pero tienen como punto de referenoia la 
base ya imputada por la junta de evaluacién. En el segun 
do caso, excluîdos, la intervencién subsidiaria del jura_ 
do se centrarâ en la aplicacién de las normas de distri- 
bucién que en su dîa fueron aprobadas ya que an aquella 
ocasién no se llegé a la imputacién individual.
ûe todo este mécanisme têcnico que hemos mane- 
jadü podemos deducir que:
12, Si bien es cierto que las sociedades pue-- 
den renunciar -en virtud de la sumisién al 
I.I.- o ser excluîdas, el T.RoI.S. sélo ha_ 
bla de exclusiones.
22, Por el contrario, para las personas fîsi—  
cas, el To FI. I.I. énicamen t e habla de renun 
cia, omitiendo la exclusién.
59 o La exclusién esté pensada con oreferencia 
para las sociedades y por lo tanto, si és- 
tas no renuncian (por el contribuyente) 
siempre queda la posibilidad de aquella 
(por la Administracién).
42 o Hay un afén de seguridad por parte de la - 
Administracién, de que las grandes empre—  
sas no vean establecirios sus rendimientos
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por juntas de evaluacién, dejando para los 
contribuyentes de menos peso fiscal exclus! 
vamente la posibilidad de opcién. 
c) Exclusién y Exclusién no formai.
El tratar de estas dos figuras es una necesi —  
dad que viene impuesta por la Norma 7 de la Orden de 27 
de Noviembre de 1.968. En una primera aproximacién, ve—  
nos que los supuestos son dos y de carâcter extreme: 12) 
sociedades que concurren en las circunstancias de exclu­
sién y no han sido excluîdas; 22) sociedades que no con­
curren en las circunstancias de exclusién y han sido ex- 
cluîdas, El régimen jurîdico aplicable a los sujetos que 
incurren en cada uno de estes dos supuestos, viene e^ta- 
blecido en la misma Norma: para los primeros, es la esti 
macién directa, para los aegundos, la estimacién objeti­
va. Es, como es évidente, su situacién real -acomodarse 
o no a las circunstancias de exclusién- lo eue détermina 
el régimen aplicable, siendo de importancia secundaria - 
la formalizacién de esas circunstancias.
Acî, en el pârrafo primero de este Norma 7, se 
habla de exclusién no formai. ûCual es la lînea diviso-- 
ria entre la formalidad y la no formalidad ce la exclu-- 
sién?. La formalidad de la exclusién podrîa tener très - 
alternatives :
a) que la ley establezca taxativamente los su­
jetos excluîdos, enumerândolos individual- 
mante.
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b) Que la formalidad sea la concurrencia de - 
dos elementüs; el que la ley escablezca unos 
criteriüs de carécter objetiwo □ subjetivo
y que les sujetas, en la realidad, se acomo 
den a elles.
c) Que la administraciôn deba llewar a cabo a_l 
gûn t*ipo de actividad un a vez eue se hayan 
dado les elementos y circunstancias del apa_r 
tado anterior.
Ante estas alternativas, la exclusion no for-- 
rnal sa identifica con el supuesto b) y la exclusion for­
mai con el supuesto c) en el cual la Administracifin tie- 
n 0 que notificar reglamentariamen te al sujato el acuprdo 
de exclusion tenien do, asf, posibilidad de cponerse como 
en otro lugar quedd explicado (72).
Pero nos encontramos, ontonces, que la exclu-- 
sidn no formai es al go etdreo, dado, ademâs, que per la 
fa 1 i:a de nocificacidn no se puede ejercitar la oposicidn 
de la norrna 3. Por ello, el ûltimo pârrafo de la Norma 7 
establece que la Administracidn de Tributes déclara la - 
reoolucidn que procéda (acuerdo lie exclusion o no) como 
acte de gestidn ordinario reclanable, par tanto, en via 
econdrnico-administrativa. De no darse esta posibilidad,- 
la exclusion no formai dejaria al sujeto indefenso ante 
la Aorninistracidn.
Finalnonte hay que senalar que la exclusion, en 
tanto no sea notificada (no formai) t i e n e su complements
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en la autoexclusiôn, pues, aunque esta no existiese, el 
sujeto que incurra en las oircunstancias de exclusion, - 
Gstarâ efectivamente excluido, aunque no sea formalmente
d) La exclusion y la nueva inclusion, 
dado que lo determinants para estar sometido o 
no a la evaluaciôn global son la conjunoibn de las cir-- 
cunstancias establpcidad por lanorma con la realibad y 
la actividad administrative' que acuerda y notif ica dicha 
cnncordancia, es lô ico que exista posibilidad de nueva 
inclusion en la evaluacidn ouandoalas oircunstancias de- 
jan de existir .
De no existir la norma 7, pâfarro dos y tres,- 
nns encontrarîamos, siguiendo la norma 4 pârrafo dos, que
t
misntras para la exclusiân exist en dos mâtodos primaries 
y uno subsidiario, para la nueva inclusiân sâlo estâ e1 
subsidiario, es decir , la autoino lusiôn.  ^^ o r o la no£
ms 7, en les pârrafo s ci tado s, compléta 1 i autonincljj 
sdiân, a instancias de la Inspecciân. Este procedim--
miento es el paralelo al de la exclusiân, suando la - 
causa sea haber rebasado aigu no de les.-limites cuantita- 
tivos senalados por la Orden de 23 de Noviem ore de 1,957 
y, por lo tanto, a la hora de la nueva inclusiân, pensâ­
mes que serâ por la misma causa, con lo cual tenemos que 
el acuerdo de exclusiân tiene validez mientras persistas 
las oircunstancias y que de variar éstas, la Administras 
ciân nunca vuelve a incluir de oficio a lo s su je tes por
- 5 3 9
ejercGT deterrninadas actividades. Aunque bien es cierto 
que el particular podrâ usar de los recursos (^instancia: 
y peticiones*) que en la Regia 12 de la I.P.I.I. se esta 
blecieron en 1.958,
F) Perspectives
No quisiéramos cerrar este Capitule sin tocar, 
aunque sea mu y brevemente, un tema conexo con las e v a 1 u_a 
clones globales. Al enunciarlo como ’^Perspectivas'^’ no - 
nos referimos a los pasos que van a seguir las evaluacioi 
nés en un future. Es de esperar, con todo, eue sigan su 
proceso de desapariciân del marco positivo hasta dejar - 
al sis tema tributario libre de su carga (73), Nos referi_ 
mes, por el contrario, a algo quo ha sucedico paralola-- 
rnente a las exclusiones: la autoliquidaciân.
La autoliquidaciôn se ha ido introducien do en 
el sis tema tributario espanol de un modo paulatino, on - 
un a primera fase, en virtud del art, 10 LGT-1 ,953 , art.- 
203 LRST-1,964 (74), Disposiciân final 2= du la Ley de 8 
de Abril de 1.967, En una segunda fase el proceso ha si- 
do râpirio siendo suficientes dos disposiciones: D-L 2/ - 
1 .970 de 5 do Febrero y Deere to 6 38/1.970 de 5 de lïiarzo 
que desarrollâ el anterior y por el que se gxtendid la - 
autoliquidacidn a los siguientes irnpuestos: Contribuciân 
territorial rdstica, Impuesto sobre el rondimiento del - 
trabajo personal (75), Impuesto sobre actividades y ben_e 
ficios comerciales e industriales, Impuesto general so—
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bre actividades y bénéficies comerciales e industriales, 
impuesto general sobre la renta de las personas ffsicas
(76) , Impuesto sobre el lujo.
En el preâmbulo del D-L 2/1.970 se justifica - 
la urgencia para la aplicaciôn del sistema de autoliqui- 
daciân a aquellos irnpuestos en los que no estando esta—  
blecido con carâcter obligatorio lo permita la naturale- 
za del hecho gravado, en que se da ’'Vnâs agilidad a los - 
servicios, se simplificarâ notablemente el trâmite recau 
datorio, con évidente ventaja para la Administraciân y - 
para los propios contribuyentes^. Por su parte el Dcto, 
638/1.970, en la misma lînea evidentemente,hablaba de -- 
■’’disposiciones tendantes a lograr la deseada simplifioa- 
ciân de la relaciân juridico-tri butaria ya consagrada en 
la Ley General, en mérites de lo cual podrâ ootonorse una 
notable agilizaciôn de las normas de procedirn i an to, tan­
to para la Adrninistracién , como para el con t ri buy en t e ,- 
especialmentc por la celeridad y eficacia que habrâ de - 
conseguirse en el régimen aplicable a las exclusiones - 
del régimen de estirnaciân objetiva de bases'”.
Asi, nos encontramos con lo que pudiéramos ll_a 
mar *ley del p é n d u l o ^ ,  en virtud de la cual lo que antes 
estaba incluido en evaluaciân es excluido y, ademâs, so­
metido a la obligacién de autoliquidacién.
El tema, desde un punto de vista juridico, no
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tiene , a nuestro juicio, otra soiuciân posible que la - 
rnantenida por las Notas de Derecho Financière (77) en el 
sentido de que la Administraciôn es insustituible on cu_al 
quiera de los métodos posiblesî bien sea liquidando ella 
misma, bien sea acsptando o modificando la propuesta de 
liquidaciân presentada por el contribuyente. En este en- 
foque cabria hablar més que de autoliquidacién de liqui- 
dacidn provisional (aunque no en el sentido técnico dsl 
articule 120 LGT) que puede ser rechazada, modificada o 
elevada a definitive por la Administraciân. En igual sejn 
tide se ha manifestado el TEAC en cases como los de retr_i 
buciân y retenciân del impuesto, considerando que esta - 
retenciân no puede ser consider ad a como sustisutiva d c*! 
acte liquidatorio ya que llevarla a la consecuencia de 
que las entidades retenteras dictan actes administrativos 
susceptibles de declarer o negar un derecho o una oblig_a 
ciân y esta facultad soberana del Estade es privativa y 
exclusive, en este case concrete, de la Administraciân - 
Fiscal y no puede ser transferida a nadie por no ser ali^ e 
nable'” (78).
Pero si juridicamenta no hay duda para noso---
très sobre este punto, no podemos dejar ai olvido la par- 
ticipaciân que en el procedimien to de liquidaciân lleva 
a cabo el contribuyente. ‘”La liquidaciân -dicen las Notas 
de Derecho Financiero (79)- es par definiciân una funciân 
administrative en la que la colaboraciân del contribuyeji
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te puede ciertamente adquirir grades diverses de intens_i 
dad, pero que en ningân caso que esa colaboraciân destrjj 
ya el carâcter administrative de la funciân, o, rnâs con- 
cretamente aûn, su realizaciân por la Administraciân Pâ- 
blica*”. Es este enfoque lo que nos hace ver el vaivên de 
nuestro sistema. Se pasa de una ‘’’Colaboraciân Social'” en 
la cual la contabllidad no sâlo no cuenta sine que no 
puede contar para nada (80) a la exclusiân fm la cual la 
contabllidad es el elemento bâsico al tratarse de la es- 
timaciân directe. Para, a raiz del Décrété 538/1.970, 
convertiras la autoliquidaciân en el sistema normal de - 
liquidaciân y que supone una gran dosis de confianza por 
parte de la Administraciân en la contabllidad de lost con 
tribuyentes y una nueva carga para los mismos. Podenos - 
preguntarnos si efectivamonte se ha superadc hasta cal - 
punto la ’’presiân indirects^ o el '’fracaso reiterado del 
sistema de declaraciân jurada en el âmbito profesional y 
la insuficiencia demostrada por los medios auxiliares de 
control'”, ambos problemas centrales de la LRT-1 .937 , de 
donde se toman las expresiones.
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ITQTAS CAPITULO Q.UII.'TO
( 1 ) PONT fflESTRES, fï). "Exclusiones de la Evaluacion global" 
en la Vanguardia Espanola, Barcelona, 29 de Diciembre 
de 1.968, pég. 24.
(2 ) Preâmbulo del Decreto 2720/1.965 de 14 de Agosto res­
pecte a artista‘8 y deportistas,
(3) Art. 124 0 ) L.R.T.- 1.957.
(4 ) Dictâmen del Consejo de Estado en Pleno de 27 de No--
viembre de 1,969, en el expedients 36.704.
(5 ) Ver: art. 48 L.R.T.- 1.957; Régla 25 I.P.I.R.T.P.; 0^ 
den de 31 de Mayo de 1.958; art. 41 L.R.S.T. 1.964; - 
art. 49 Texte Refundido de 2 de (Ylarzo 1 .967; art. 4 - 
Ley 8 de Abril de 1.967; Orden de 29 de Abril de 1.967
Orden de 27 de Diciembre de 1.969.
(6) Art: 11, Ley 60/ 1.969 de 30 de Ounio.
(7)^la denominada evaluacidn individual, o sea, el régi-- 
men de estimaciôn directe" . TEAC, RR de 20 de Enero 
y 18 de Febrero de 1.969.
(8) La presunciôn legal absolute es una institucion que - 
tiene una radn de ser histdrica ligada a la materia de 
la prueba -y, por tanto, sustancialmente procesal-.
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Ver sobre ello PEREZ DE AYALA, 3.L. "Las ficciones en 
el Derecho Tributario"op. cit. pâg. 19 y ss y la bi—  
bliograffa que alll se cita.
(9) Art. 58 L.R.T.-1.957; Régla IPIRTP.
(10) Art. 45, c. Texto Refundido del Impuesto Industrial 
Ya el art. 35 L.R.T. - 1957 daba la posibilidad de - 
fundamentarse en las "normas ordinarias reguladoras 
del impuesto correspondiente" para plantear un recpr 
so de agravio comparative.
(11) Art. 49. 4 L.G.T.; y en el mismo sentido, art. 37,3. 
Texto Refundido del Impuesto Industrial y art. 26, 3 
del Texto Refundido del Impuesto sobre Renta de Socle 
dades.
(12) Art. 35 L.R.T. -1.957; Régla 48 IPII; Régla 25 IPÎRTP
(13) Art. 147. 2 g) L.G.T. Ver Arias Velasco y Carrai La^ 
^0#^. "Manual de precedimientos..." op. cit. pâg. 72- 
73.
(14) STS de 19 de Septiembre de 1.961.
(15) RTEAC de 23 de (ïlayo de 1.967.
(16) 13 de Febrero de 1.963*
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( 17) Delegaciân de Hacienda de Madrid, Modèles 2,3 y 6, R_e 
nuncias,
(18) Para Arias Velasco y Ccurral Larrauri la renuncia de -
la Régla 5^ IPII es un acto de libre opcion que como -
tal no ha de fundarse en otro motivo que la voluntad - 
del interesado, "Manual de procedimientos..." op. cit. 
pég. 52.
(19) Modelas 2 y 3 cit.
(20) Modelo 5 cit.
(21 ) Los libres del Cddigo de Comercio y los libros-rpgis- 
tro especificos que se enumeran en la Régla 26§ IPII.
(22) Reglas 41 y 42 IPII.
(23) STS de 10 de Octubre de 1.964.
(24) SAINZ DE BU3ANDA, F, "La gran paradoja..." op. cit. -
pég 305.
(25) Caso de haber optado pero no interpuesto recurso.
(26) Sometimiento a evaluacion individual "imponiendo las 
sanciones que pudieran ser procédantes con arreglo a -
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las normas que la regulan", afirmaciân que nos parece 
improcedente por cuanto es de rigor lâgico el que si 
se somete a un sujeto a un tipo de determinaciân de - 
su base se le someta a todos sus requisites y efectos 
La razân no es otra que el tono de amenaza ante la 
ciân.
(27) STS de 26 de Mayo de 1.964
(28) La posiciân cuantitativa es la que adoptâ el Consejo 
Superior de Câmaras de Comercio, Industrie y Navega-- 
ciân al considérer que la evaluaciân global debfa 1i- 
mitarse a industriales y comerciantes que hubiereh aj. 
canzado determinado nivel econâmico. En "Memorandum..." 
op. cit. p. 116.
(29) Como minime una cuarta parte en Sociedades Anânimas 
art. 8 L.SoA. de 1.951 y la totalidad en las Socieda­
des de Responsabilidad Limitada, art. 3 L.S.R.L. de - 
1 .953
(30) En la terminologfa comercial se conoce por uolâmen - 
"facturado. La exclusiân del râgimen de convenios se 
régula con arreglo a estos dos criterios: "por razân 
de sus actividades o de sus volâmenes de facturaciân"
0. de 3 de Noviembre de 1.966 y 0.20 Abril de 1.968.
547
(31) Gomez Aparicim, R. "La instrucciân provisional..." art. 
cit. pâg. 441.
(32) STS de 8 de Sulio de 1.965.
(33) Fernandez Pirla, S. (Yl§ "Teoria Econdmica de la Contabi- 
lidad" 4§ ed. Madrid, 1.965, p. 19)
(34) Fernandez Pirla, J.M§ "Teorfa Econdmica,.." op. cit. pag 
22.
(35) Art. 49o 3. Texto Refundido de 2 de Marzo de 1.967.
(36) Norma 7, pârrafo 2 de la Orden de 27 de Noviembre de - 
1 .968 a la cual se harâ referenda rnâs adelante.
(37) Guijarro Arrizabalaga, F. "Criterios de clasificacidn 
de empresas" . S.E.D.F.V. Madrid, 1.957, pâgs 149-211. —  
Incluye 19 apdndices con distintos repertorios de clasi- 
ficacidn de empresas y actividades.
(38) Fernandez Pirla, 0. M§ "Economia y Gestidn de la empre- 
sa" 3â Ed. Madrid, 1.967 pâgs 6-8. Al adoptar esta pers- 
pectiva, ditingue empresas: extractives, transformadoras 
de transporte, comerciales y de prestacidn de servicios.
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(39) En el B.O.E. nG 46 de 14 de Bunio de 1 ,966 viene re- 
cogido el "Organigrams Nacicnal de Actividades".
(40) Guijarro Arrizabalaga "Criterios..." op. cit. pâg 158
(41)''Influencia del sistema tributario sobre las dimensi^ 
nes de las empresas espanolas" Trabajo dirigido por J_u 
cas Beltrân y Alberto Oliart. Sociedad de Estudios -
y Publicaciones. Madrid, 1.966 pâg. 28.
(42) "El tamano de la empresa referido a Cataluna" por el 
Servicio de Estudios en Barcelona del Banco Urquijo, 
dirigido por Ramdn Trias Fargas, Ed. Ariel, Barcelo­
na, 1 .964, pâg. 33.
(43) Fernandez Pirla, J.M. "Economia y Gestidn..." op. cit. 
Capitule XXXIV, pâgs; 389-395.
(44) De lo cual son clara muestra las Reglas 42 y 52 de la 
I.P.I.I.
(45) Citado por Rivero, 8. "Teoria de la contabilidad" F_a 
cultad de CC.PP.EE.CC. 1.969, el cual se pronuncia - 
por esa postura.
(46) Gomez Aparici, R. "Instruccidn provisional..." op. - 
cit. pâg, 441.
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(47) Reglas 19 y 48 I.P.I.I. respectiuamante, l/er sobre - 
ello, Rodriguez Robles, A. "La contabilidad en el D_e 
recho Mercantil y Fiscal espanol" R.D.F.H.P. n9 31 - 
(Septiembre, 1.958) pâgs 631-671.
(48) Martinez Genique, A. "Los mâtodos objetivos..." op. 
cit., pâg. 10 5-116.
(49) Trotabas, L. y Cârbze, J. "L* imposition forfaitaire" 
op. cit., pâg 217.
(50) Albinarra, C. "Ocaso..." op. cit., pâg 436.
t
(51) STS de 22 de Octobre de 1.964.
(52) Norma, 31.
(53) Norma 32. Anadiendo la Norma 41 que la base imponible 
de estos sujetos "se deducirâ de sus apuntes conta - 
bles" .
(54) Ver los comentarios de Basante de la Pena, 0. en Di_a 
rio A B C de Madrid. "El campo contabilizado" del 14 
de Diciembre de 1.969; "Contabilidad para agriculto- 
res", en el de 28 de Diciembre del mismo ano. A peser 
de la complejidad del sistema, piensa el comentarista 
que es un paso adelante en la linea de las simplifies 
ciones.
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(55) Estos eran: de inventario, almacân, gastos de perso­
nal, servicio da mâquinas, servicio del ganado de l_a 
bor, de coste, de ventas, estados de resultados de - 
explotacidn, ingresos y pages diverses, cuentas co—  
rrientes y cuentas personates.
(56) Cddigo de Comercio, Libre I, TItulo III régula les - 
libros y la contabilidad del comercio. Arts 33 a 49. 
En el art. 33 establece los libros de "inventario y 
balances, diario, mayor copiador de cartas y tel egr^ 
mas" y "los demâs libros que ordenen las leyes espe- 
ciales,
t
(57) Actividades mercantiles: de compras, ventas y otros 
rendimientos y gastos. Actividades industriales: co_s 
tos, ventas y otros rendimientos y gastos. Activida­
des de servicios: gastos e ingresos.
(58) STS de 22 de Abril de 1.964
(59) En estos târminos se expresa la STS de 19 de Septiem 
bre de 1.961
(60) St. de la nota anterior y STS de 23 de Mayo de 1967 
que establece que para preparar un recurso de agravio
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absolute es ineludible: 12) que la base derivada de - 
la evaluaciân global sea superior a la derivada de la 
estimacidn directa; y 22) que lleve la contabilidad - 
preceptuada, no sdlo los libros del Cddigo de Corner—  
cio -como para estimacidn directa- sino tambidn los - 
previstos en la Régla 25 IPII -como si hubiere optado-
(61) STS de 18 de Febrero de 1.963*
(62) TEAC* RR. 6 y 27 de lYlayo de 1 .960.
(63) TEAC RR. de 31 de Enero y 5 de Marzo de 1.968. Sobre _es
te aspects nos remitimos a lo que dijimos al plantear
%
la desvinculacidn entre base normative y base factica 
en otros lugares de la tesis. Cap. II.
(64) STS de 22 de Octubre de 1.962.
(65) TEAC. RR de 26 de Febrero de 1.959; 15 de enero de 1960 
3 de Mayo de 1.966.
(66) Albinana, C. "Ocaso..." Art. cit. pâg. 457.
(67) Una buena muestra de ellos se encuentra recogida en la 
obra de Barrio de Frutos, 8. "Las evaluaciones globales" 
Anexo 2. "Modelos de euestionarios de peticiân de da-- 
tos". Op. cit. pâgs 69-184.
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(68) Asf, por ejemplo: fabricacidn de galletas, pastas - 
para sopa, ladrillos, tejas y similares, envases y 
afines, conservas de pescado, calzado, Supermerca—  
dos y autoserviciosj mayor de lubricantes en gene—  
ral; construccidn; hoteles, pensiones y residencias 
carpinterfas, ‘mayor de ferreterfa, extracciân de - 
aceites; elaboracidn de vinos.
(69) Art. 11.1 Texto Refundido I.S.
(to) Ya antes de las exclusiones, decfa Albinana que la - 
razdn para que estuviesen inclufdas tanto las perso­
nas como entidades que hubiesan renunciado, la no^  sjj 
jetas y las exentas, era debido a que si el regimen 
de estimacidn es de evaluacidn global, précisa apoy_ar 
se en estudios econdmicos y estadfsticos que, al ser 
extratributaries, ban de comprender la totalidad de 
las actividades. En "Cuota por beneficios del impue_s 
to industrial" RDFMP 65-66 (Septiembre-Diciembre 
1.966) pdg. 1522. Ante lo cual ya no tiene excesivo 
sentido la pregunta de Garcia Lataillade " 6Es que m_o 
ralmente puede concebirse un sistema fiscal en donde 
el contribuyente soporte sus propias cargas fiscales 
y, por anadidura, las de aquellos otros contribuyen- 
tes que por el imperio de la ley disfrutan de exen—  
cidn o a los que la obligacidn de tributar no les ha 
alcanzado todavfa particularmente?,.." en "Teorfa y 
Tdcnica...’/ op. cit. pdg 24.
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(71) Lo cual tampocQ es necesario dado el recuento que el 
art, 27, 2 T.R.I.S. hace de las entidades junto a -- 
las personas ffsicas en las juntas de evaluacidn 
global a todos los efectos excepto en caso de renun- 
cia o exclusion, segdn arts. 24, 4 y 25 del mismo 
T.R, en que los efectos son limitados por omisidn o 
falseamiento.
(72) En el modelo de formulario administrative "E.E.4" de 
la Administraciân de Tributes Directes, Seccidn de - 
Sociedades, cuyo tftulo es "Notificaciân", se hace - 
constar al mismo tiempo: el acuerdo de exclusiân en 
base a las 00.MM. de 25 de Noviembre de 1.967 y de - 
27 de Noviembre de 1.968 y la posibilidad de oposi-- 
ciân que tiene el contribuyente ante la Administraciân 
en el plazo de los quince dfas habiles a partir del 
siguiente al de la notificaciân, o contados a partir 
de la fecha del cierre del primer ejercicio a que el 
acuerdo corresponds, en el caso de no ser aquâl coijn 
cidente con el afio natural.
(73) Quizés los resultados de la reciente encuesta lleva- 
da a cabo por el "Seminario para la investigaciân y
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anélisis de la evasiân fiscal en EspaRa" que desarro- 
11a sus trabajos en el Instituto de Estudios Fiscales 
anime a la Administraciân financiers a ello. En el -- 
Cuadro nS 19 se recoge la pregunta: iPrefiere Ud. que 
en general, los irnpuestos se cobren de acuerdo con -- 
los ingresos reales de cada empresa, o mas bien por - 
medio de evaluaciones globales o convenios?" y Las -- 
respüestas fueron: 58^ ingresos reales, 39/ évalua—  
ciones o convenios, 3/ no sabe o no contesta. Sin ser 
nuestro tema, ni nuestro campo, la sociologie finan-- 
ciera, dos cosas nos permitimos observar: 1S) Consta- 
tar, una vez rnâs, câmo la evaluaciân global es un ab- 
surdo problems de alternatives al contraponerse a los 
"ingresos reales" las "evaluaciones globales". Hay un 
cierto sentido de confesiân pâblica y autodenuncia en 
esta pregunta.22) Sin dudar de la correcta estratifi- 
caciân de la muestra sobre la que ha operado la encu^s 
ta, séria muy interesante, incluse necesario, saber - 
en concrete la proporciân de empresarios que han con- 
testado en uno u otro sentido. Ver Margallo Riaza, iïl. 
y Garcia Lâpez, 3. "La evasiân fiscal en Espana: un - 
estudio piloto para su analisis sociolâgico". En Ha-- 
cienda Pâblica Espanola, nS 8 (1.971 ) pâgs 17-34. Cu_a 
dro citado, en pâg. 29).
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(74) Desarrollado por Dcto, de 30 de junio de 1.964 y re- 
cogido en el Texto Refundido del Impuesto sobre el t_fa 
fico de empresas de 29 de Diciembre de 1,966,
(7 5 ) Desarrollado por la 0. de 5 de Diciembre de 1.970 que 
estableciâ las obligaciones formales de los profesio- 
nales excluidos del régimen de estimacidn objetiva y 
por la Resoluciân de la Direccién General de Impuesto 
Directo de 11 de Diciembre de 1.970 que contenia los 
modelos de libros-registro de ingresos y declaracio-- 
nes de los profesionales sujetos al régimen de estima 
cién directa. '
(76) Refiriéndose exclusivamente a este impuesto, analiza 
las disposiciones anteriores Basanta de la Pena, 8. - 
"Nueva regulacién de las autoliquidaciones" en RDFHP 
n2 85 (Enero-Febrero 1.970).
(7 7) Notas de Derecho Financiero, cit. pags 859-866)
(78) RTEAC de 27 de Mayo de 1.960.
(7 9 ) Notas de Derecho Financiero, cit. pâg. 861.
(80) Recuérdese la 8urisprudencia citada en este mismo Ca(5i^
tulo, apartado D), b).
C O N C L U S I O N  E S
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Como no se le escapa al avisado lector, muchas
son las c o no lu si o n-0 s a que hemos llegado a lo largo de -
la exposicidn y que podriamos recoger aquî, Sin embargo, 
de entre todas ellas sobresalen una serie de puntos que­
en mayor medida representan el significado do la instit_u 
cidn objeto de nuestro trabajo.
En primer lugar debemos senalar las intencionos
que en 1957 se preseguîan, de un modo inmedinto, al in--
troducir esta nuesa institucidn tributaria en el []rdena- 
mionto juridico: ahorrar a la Administr acidn la noccs'i--
dad de los servicios de inspeccidn y ahorrar al contribui 
yente la présida fiscal indirecte, evitdndoln la contal]_i 
11 "J a d , las declaraciooos y la \/ i s i t a d e 1. a i n s n e c c idn. - 
El sistema tributario exigia un reajuste pr i nci palmon to- 
o n los s is ténias de determinacidn de bases de unos impuos. 
tos concretos. La estimacidn directa no s a t i c f a cin las - 
Bxigoncias administratives al no scr capaz de evitar el- 
fraude, considerado, dste, mâs coma barrera que impedia- 
ûn aumento de la recaudacidn que como obstdculo a la -- 
justici a individual y social. Pero el aumento de ingro-- 
sos tributaries se logrd por un conocimiento mâs amplio­
de nuevos contribuye ntes, lo cual s upuso que la lue ha —
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i. ba dirigida contra si fraude de los que no tributan y no 
de los que tributan en menor cantidad de 1o que deoen 
Ahora bien, si la estimacidn directa exigia un perfeccio 
namientü de los s 1stemas vigentes individua1 es, la solu- 
cidn se bused en otra linea distinta.
Esta linea distinta son las evaluaciones globa­
l e s .  La Naturaleza jyrîdica de esté institucidn encuen-- 
t r a su fundaments en la oompsnsacidn que se d d a los pa_r 
ticulares por intervenir en este nuevo sistema: l a  rele-
V a n  c i  a de su c on sentimien t o , lo ou al lleva consigo l a  
cxistoncia de fases con categories de negocio juridico b_i 
lateral (cifra global) y do acto administrative igualme^
: o bilatéral ( irnpu taci ânes individuales). Este co n son t_i 
m i en to se instrumenta por medio de la reprosen : acidn de­
les i n d i v i d u G S  del grupo, las votaciones por mayoria y -
las pro pu est as q u e  l o s  contribuyentes 1 I n v a n  a cabo.
Ahora bien, dar relevancia al s once ntl m i e n ta du 
los contribuy entes no qui ta e l  que la Administracidn qu_c 
de, no obstante, en una posicidn surnarnente hdbil: pri--
[ ,1 ero, dan do mayor pr eponder an ci a, en con junto, a 1 as
exigencies de sus représentantes (ponentos); segundo, -
cerrando la evaluaciân global en un compartimente esta_n 
co evitando el carâcter de acto administrative impugna-- 
ble en via econdmica y dejando como d n i c a  -o previa- p_o 
sibilidad la competencia del j  u r a d o tributario; ter--
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cero, haciendü derivar la evaluaciân global lia c i a métodos 
sustitutivos y subsidiaries ante cualquier dificuitad -- 
que se oqon ga a que el cons entimiento sea la justifica-- 
cidn del procedimiento, e interponiendo entre la evalua- 
cidn global y el método sustitutivo una inspecciân mâs - 
rigide que en la estimacidn directa.
Los efectos que ha producido su existe neia en - 
cuanto alternative del procedimiento normal do liquida-- 
cidn de los tributes, son negatives ya que, por un lado, 
dcjd sin posibilidad de perfoce ion ami ento a la estimacidn 
directa, y por e1 otro, impidid qu e lograse, con sus e s- 
quemas contraries al Derecho, incluse sus objetivos eto- 
ndmicos y psicoIdgices.
La incongruoncia, desde la porspoctjva jur fdica, 
tiene su manifestacidn mâs evidentn on la posicidn d o la 
j Lj r i spr ud enci a , que en muy posas ocasiones ha intnntado- 
interpretar e 1 sistema en un sentido Gvolutioo, li.înitân- 
dose a mante ner y légitimer lus in te ne ion es de hecho que 
en cada mo m e n t o 1 a institucid n h a i d □ rj rose nt e n d o .
Finalmente, el desarrollo histdrico de las eva- 
luuciones Globales , nos de mue str a la i nad ecu acidn cie la - 
institucidn creeds en rclaciân con los m Doives que la or_i
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ginaron. Nue stras leyes actuales, al mismo tiempo que la 
van suprimreno'o del maroo positivo siquen reconociendo - 
la existencia de aquâllos motives. Por ello hemos habla- 
do siempre en la tésis de una concreciôn ef fmer a de los- 
mismos. La institucidn fue fruto de un moments détermina 
do y su s resultados -extrajurldicos por supuesto- tambidn 
estuvieron limitados en el tiempo: recaudacidn y eonoci- 
miento de nuevos contribuyentes fundamentalmonte.
En este sentido su desarrollo histdrico future- 
0 0 puede seguir depondicn do de 1 os mot i vos en., o se g dm las 
]. o y e s 1 as originaron. La razdn prdxima de su s u l.i s i s t o n c i a
t
s e r d el resul tado del juego de dos fucrzas os en ci aie s p_a 
re u n a estimacidn directe: la c orna di dad# de .la A dmin is--
treciôn financiers -[.îrohlema do Administracidn intorna-- 
\f le se pu r id ad du c d e 11 a le of rezcan los olf montes uor- 
J.cs que llegar a 1 conocimiento exact □ de les si tu ne in nos 
tr il; ut or las do los contribuyentes.Y n d t o s e ':•! e n cil;o la s 
evaluaciones glob al es, en cuanto so n limite r la inspec- 
cidn y a las obligaciones contablos, favorccrn la co modl 
dad e imp id e n dicho conocimiento, La razdn r r nie t a serd - 
o 1 result ado de un entrent an le nto nds profonde: lac nec_e
s i d a des de recaudacidn como exprosidn de la actividad f_i 
nanciera del L s tado y las exioencias jur id ico s irnplicitas 
en todo Estado d c Derecho.
A P E N D I C E S
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I.- ABREVIATURAS UTILIZADA5.-
Relacionamos a continuacidn las abreviaturas que 
can mayor frocucncia utilizamos en la tésis:
ICE.- Informaciôn Comercial Espanola, 
lEF.- Instituto de Estudios Fiscales.
lEP.- Instituto de Estudios Politicos.
IPII.- Instruccidn Provisional para la cuota por beneficios 
del împuestü Industrial y normas de adaptacidn a 
erectos de la cuota minima del Impuesto sobro Socie_ 
dades, de 9 de febrero de 1958 , modificada por la -
0. de 22 de enero de 1959.
IPIRTP.- Instruccidn Provisional para ol Impuesto sobre los 
rendimientos del Trabajo Personal, ce 27 de enero 
de 1958; modificada por la 0. do 22 do enero do 1959 
IP IS.- Instruccidn Provisional del Impuesto do Sociodfedes -
y Entidades juridicas de 13 de mayo de 1958.
LACHP.- Ley do Administracidn y Contabilidad do la Hacienda 
Pdblica do 1 do julio de 1911.
LET,- Ley General Tribu tori a do 28 do diciembre do 19G3.
L P A .- Ley de Procêdimiento Administrative de 17 de julio de
1958 .
L8T-1957.- Ley de Pro su pue sto para el bionio 1958-1999 y R_o
formas Trib u tar i as ri e 2 G d o ci i c i g n, Is r e d e 19 5 7 .
LE SI-1964.- Ley Reforma del Si stema Tributario de 11 de ju­
nte de 1964,
RAP,- Revista de Adrninistracidn Pdb lie a .
RDFHP.- Revista de De rec ho Financière y de Hcc ion cia Pdblica.
RDF,.- Revista Derccho F ercanti 1.
RPEA.- Reglamento de Procedimiento para las roclamaciones - 
Gconômicô-administrativas. de 26 de ncviembre de 1959 
RTEAC.- Resoluciôn del Tribunal Econdmico Administrative Ce_n 
tral.
5 61
5EDF.- Sernanas de Estudios de Derecho Financiero.
STS.- Setencia del Tribunal Supremo.
TRII.- Texte Refundido de la Ley Impuesto sobre Aotividades 
y bénéficias Comerciales e Industriales, Dote, de 29 
de diciembre de 19 56.
TRIRTP.- Texte Refundido de la Ley del Impuesto sobre les - 
Rendimientos del Trabajo Personal. Dot. de 2 de -- 
marzo de 1967,
TRIS.- Texte Refundido de la Ley del Impuesto General sobre 
la Renta de Sociodades y demds Entidades juridicas.- 
Det. de 23 de diciembre de 1967.
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II.- INDICE DE 3URISPRUDENCIA.-
Enumeramos a continuaciôn las Satencias del ---
Tribunal Supremo y las Resoluciones del Tribunal Econdmico 
Administrativo Central que hemos consultado para la elabo- 
racidn de esta tésis.
En cuanto al método seguido debemos hacer dos o^ 
sorvaciones: 1§) La clasificacidn por aflos no hace roTeren 
cia a la fecha de la Sentencia o Resolucidn sino al Tomo - 
del "Répertorie de Surisprudencia" de la Editorial Aranza- 
di. Elle en razdn a que, en algunas ocasiones, se publican 
con retraso. Asî., nos évitâmes el tener que repetir, en c_a 
do un a de las Sts. o R*, la fecha del Tomo, 2§) Al haber - 
sentencias o Resoluciones de la misma fecha, no se repiton 
sino que se enumeran los distint os eoigrafes del Reperto-- 
rio en donde pueden encontrarse: ^
ANO 1.959 
Tribunal Supremo
St. /! d f 5 l' ii a r z 0 de 1959 . A z. 970 .
st. 20 de F a r z 0 de 1959 . Az. 2836 .
5 t. 16 de [; 1 a y o de 1959. Az . 191G.
St. 26 de junio de 1959 . Az . 1397 •
St. 7 de Oulio de 1959 . Az. 2879 .
St. 5 de noviembre de 1959. A z . 4087
St. 16 de Noviembre de 1959. A z. 4120
st. 16 de D ic ie rnbrG de 1959. A z . 4690
TEAC
R, de 13 de enero de 1959. Az, 556.
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R. 27 de Enero de 1959. Az . 663
R. 26 Se Febrero de 1959. Az. 1153.
R. 14 de Abril de 1959. Az . 2042.
R. 5 de Fayo de 1959. Az . 2555.
R. 22 de Mayo de 1959. Az. 2553.
R . 29 de Mayo de 1959 . Az. 2521.
Ro 5 de Ounio de 1959. Az . 3051 al 3057 y 3.060.
R o 3 de Oulio de 1959. Az , 3165-3166; 3170; 3132
R, 9 de Oulio de 195.9. Az, 3169.
R. 10 de Oulio de 1959. Az . 3160, 3167, 3168.
R . 25 de Septiembre de 1959. Az.3304, 3713.
R. 9 de octobre de 1959 . Az . 4144.
R. 30 de Octobre de 1959. A z . 4501.
Ro 3 d R Noviembre de 1959 . A z . 4165.
Ro b d R Noviembre rie 1959. Az . 452%.
R. 4 de Diciembre de 1959. Az , 4531.
R 0 18 de Diciembre de 1959 . Az . 4731
TEAC
R, 15 d e enero de 1960. Az. 122-123,
R. 19 de Enero de 1960. Az. 990.
R. 22 de Enero de 1960. Az. 496, 498.
R. 29 de Enero de 1960. Az. 487 .
R. 19 de Febrero de 1960. Az. 991.
R. 8 de Abril de 1960. Az. 1930 .
R. 22 de Abril de 1960. Az. 1933.
R. 6 de ftlayo de 1960. Az. 2266. 2269
R. 13 de ffiayo de 1960. Az. 2261 .
R. 20 de F a y 0 de 1960. Az. 2262.
R. 26 de Fayo de 1960. Az. 2263.
Ro 27 de F a y 0 de 1960. Az. 2264-2268.
Ro 12 de Ounio de I960. Az. 27511
R. 8 de Oulio de 1960. Az. 2799
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R. 7 de Octobre de 1960 Az. 3204.
R, 11 de Noviembre de 1960. Az, 3626.
ANO 1.961
TS
St. 19 de Abril de 1.961. Az. 1961,
St. 11 de Sunio de 1961. Az. 3135.
st. 26 de Sunio de 1951, Az. 2980.
Lciembre de 1961. Az. 4344,
Tribunal Econdmico Administrative Central.
lero de 1961. Az. 548. 
sbrero de 1961. Az. 115 2,1153. 
sbrero dd 19 61. Az. 11S6, 
arzo de 1961. Az. 1192.
W # 5 de
31. 21. di







R • 16 de
R. 23 de













St . 30 de Farzo de 196 2. Az . 1019.
St . 3 de Abril de 1962. Az . 1617.
St . 23 de Fayo de 1962. Az. 2325.
St . 30 de Fayo de 1962. Az. 2491.
St . 2 de Ounio de 1962. Az . 2581.
St . 13 de Ounio de 1962. Az . 2657.
St . 18 de Ounio de 1962. Az . 2711;
s t . 22 de Octobre de 1952. As. 3835.
St . 27 de Octobre de 1962. Az. 3932.
St 5 de Noviembre de 1962 . Az. 4000.
St . 5 de Diciembre de 1962 . Az. 4622.
St . 22 de Diciembre de 196 2. Az. 4728;
TE AC
R. 16 de Enero de 1962. Az. 316.
R, 23 de Enero de 19 52, Az. 313.
R o 30 de Enero de? 1962. A z , 981.
R. 20 d e ni arzo de 1962. Az. 1442.
R . 0 de Fayo de 1962 . Az. 2506.
R. 14 de Mayo de 1962. A z. 2507 .
R , 26 de Fayo de 1962, Az. 3333 .
R o 6 de Ounio de 1962. Az, 3208 .
R. 10 de Ounio de 1962. Az. 3336
R. 13 d e Septiembre de 1952 . Az. 33A7.
R. 2 de Octobre de 1952. Az, 347 7.
R, 23 de Octobre de 1962. Az, 33 61.
R . 13 de Noviembre de 1962. Az. 4326.
Ro 27 de Noviembre de 1962. Az. 5083.
R o 11 de Diciembre de 1962. Az. 5104.
4729.
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A R o 1.963
Tribunal Supremo
s t , 3 de Enero de 1963 . Az. 2, 3.
s t , 12 de Febrero de 1963 . A z . 345.
s t , 18 de Febrero de 1963. Az. 630.
s t , 25 de Febrero de 1963. Az. 1043
3 t. 1 de !Vi arzo de 1963. Az. 1089.
St . 11 de Farzo de 1963. Az. 1190.
S t, 10 de Faroz de 1963. Az. 1293.
s t . 1 d G Abril de 1963 . Az. 1683.
3 t, 6 de A b r i 1 de 1963. Az. 1792,
3 t , n de Abri 1 de 1963. Az. 18 64.
S t . 17 d e r\ b r i 1 de 1963 . Az. 1869.
3t. 28 de Abril de 1963 . Az. 1975.
3 t . 22 de Abri 1 de 1963. Az. 1976.
S t o 9 de Fayo de 1963 . Az. 2089.
3 t . 21 de i .1 a y 0 de 1963.Az. 2252.
St. 28 de F a y 0 de 1963 . Az. 2580.
S t . 3 de S u n i 0 d e 1963 . Az. 2587.
3t. 5 d e Sunio d e 196 3 . Azo 2687.
3 i: . de Sunio de 1963 . Az. 2853.
Sto 7 de Di ciembr0 de 1963 , uz, 5ü 
Tl AC
R , 13 d 0 Febrero ci e 1963. A z. 17 5 5. 
R, 19 de Febrero de 1963, Az, 1252 
R, 2 de Abril de 1963. Az. 2388.
R o  26 de Sunio de 1963 .  A z .  4 F 49 ,




S t . 20 do Enero de 1964, Az . 109.
s t . 10 de Febrero de 1964. Az. 425.
St . 28 de Febrero de 1964, Az. 913.
St . 6 de Farzo de 1964. Az . 956.
S t . 14 do Farzo de 1964. Az , 1046,
St. 22 do Abril de 1964. Az . 1925.
s t . 5 do Fayo de 1964. Az, 2156.
s t . 26 de Fayo de 1954. Az. 2 7 l i #
s t . 1 do Sulio de 1954. Az . 3515.
St . 4 de Sulio de 1964. Az . 3643,
St. 2 de Octobre de 1964. Az, 4590.
S t . 10 de Octobre de 1954. Az. 4193.
3 t  , 22 de Octobre de 196 4. A z. 439 6.
s t , 28 de Octobre de 19 54, Az, 4473,
S t . 17 do Noviembre de 1954 . A z . 5036.
s t  . 21 de Noviembre de 1964 , A z . 5306.
S t  0 25 de Noviembre de 19 64 , Az. 5309.
s t . 15 de Diciembre de 1964 , Az, 5516,
s t . 17 do Diciembre de 1954 , Az. 5715.
TEAC
R, 21 de Enero de 1954, Az, 2532,
R , 11 de Febrero de 1964, Az, 2548.
Ro 10 de Farzo de 1964. Az. 3621.
R . 17 de F arzo de 1954. Az, 3629.




St. 29 de Fayo de 1965, Az. 2402.
St. 8 de Sulio de 1955, Az, 5661.
TEAC
R. 27 de Enero de 19*65, Az, 2851,
R. 9 de Febrero de 1965.Az, 2256, 2258 . 
R .. 13 de Abril de 1965. Az. 2897.
R . 20 de Octobre de 1964. Az. 1017.
Ro 27 de Octobre de 1964. Az. 1019.
R . 29 de Octobre de 1964. Az. 383.
AN0 1, 966
1" r i iiunal Supremo
St . 12 d e F ebrero de 1966. A z . 613.
s t , 12 de Farzo de 1956 , A z . 1198.
S c. 20 de Sunio de 1966. Az. 3232.
S c. 11 d e 0ctubre de 1966 . Az . 4494 .
Sr . 20 d e 0 et un r e de 1966. Az. 4238.
TE AC
R. 11 d e Enero de 1966, Az, 2346, 2350.
R. 1 de Febrero de 1966. Az. 2415.
R. 8 de F ebrero de 1966. Az, 2455.
R. 8 de Farzo de 1966. Az. 2993, 2994,
Ro 26 de Abril de 1966. Az. 3689.
R. 3 de Fayo de 1966, Az. 3703, 3705,
R. 31 de Fayo de 1966, Az, 3977.
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R 3 28 de Sunio de 1965 . Az , 3996 .
R . 12 de Sulio de 1966, Az. 4002. 4004
Af;0 1,967
Tribunal Supremo
St . 30 de Octobre de B67. Az. 3958. 3961
3 t . 20 de Noviembre dfe 1967 . A z. 4212
TE A C
R . 10 d G Enero de 1967. Az. 2047.
R. 17 de Enero de 1967 . Az. 2048.
R , 1 do F' G t) rero de 1967. Az, 2076.
R. 21 d(j Febrero de 1967. Az. 2106.
R 4. de A b r i1 de 1967. Az. 2119.
R , 11 d î3 A b r i 1 de 1967. Az. 2124.
R . 18 de Abril de 1957 . Az. 2406.
R. 25 cJ e Abril de 1967. Az. 2385
R , 9 de Fayo de 1967. Az. 2449.
R. 3^ de Fayo de 1957. Az. 2451. 2453,
R , 3 0 de Fayo de 1957. A . 2455.z
R . 4. d e Octobre Lie 1965. A z. 501,
R . 11 de G c tu b r e de 1966. Az. 504.
R 18 de Octobre de 1966. Az. 1118
R. 8 de d 0 V i e m h re de 1965. Az. 1123.
S. de Die iembre do 1965. Az, 1280.
Tribunal Supremo
S t, 25 de Faro' de 19 5 8, Az. 15 25
5ÜÔ
3 1:. 29 cJg Abril de 1963, Az. 2001,
St. 2 de Maye de 1968. Az. 2151. 2152.
S t . 16 de lilayu 1968 . Az. 2410;
St. 4 de Ounio do 1968. Az. 2937.
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Septiembre de 1967. Az, 2254, 
Octobre de 1967. Az. 2255. 2256.
  Octobre de 1967 . A z , 2304,
::vi ombre de 1958 . Az. 3383
Tribunal Supremo
St, 20 de Enero de 1969. A z . 17.
St, 6 de Octobre de 1969, Az. 4533,
St, 2 de Die iem I.) re de 1969 . Az. 55 20 .
TEAC
R. 30 de Enero de 1969 . Az. 3 127.
R. 18 de Febrero de 196 9. Az. 3158
R. 28 de Febrero dC3 1959 . A z , 3156,
R. 27 de Fayo de ].959. Az. 4039.
R. 17 de Ounio d r: 1969. Az. 4040.
R, 15 de Oulio de 1969. A . 4393. 4394
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